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Administración de Impuestos Internos, en autos con Li 
lp y Compañía , sobre pago de una multa lO* 4 

Albaca Hermanos contra el Manco Hipotecario Nacional, 
sobre cumplimiento <le contrato jhft 

Amoretti. don Alejandro K., en autos con «Ion Celedo- 
nio Pereda, sobre desalojamiento. Kecnrso de hecho . !<*• 

Ama, don Manuel Kmilin, sumario im-truído en su con- 
tra por homicidio. Contienda ele comj ciencia ...... 20 

Aristcgui, don José Luis, en el juicio seguido por don 
José Santamaría contra don Oreste Spinctto. sobre dos- 
alojamiento. Recurso de hecho n/> 

Anbone. d»«i José Maña, en la mterella que «igue con- 
tra Zoraido Nicolás Ocantos. Recurso de hecho 197 



Kasso, don Juau Bailtista, hijo, contra el Banco II ilite- 
rario Nacional, sobre desalojamiento 
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Banco Hipotecario Nacional contra don Kleuteno Om-- 
¡ja, sobre cobro ejecutivo de pesos í§£ 

Banco Hipotecario Nacional en autos con Albaca Her- 
manos, sobre cumplimiento fie contrato 

Biííco Hipotecario Nacional en auto, con Juan Nautis. 
ra Basso, hijo, sobre desalojamiento -5" 

Barreno, don José, en auto* con don Nicolás V. Vetare, 
sobre desalojamiento. Recurso de hecho i'M 

Heltimlli. don Juan, en autos con don Ceiu-roso U'cjMIÍi 
sobre desalojamiento. Recurso de hecho ■ 

Blanco, don Eulogio V., en autos con doña Ana $¡ ée 
Btém t sobre fefeanuento. Recurso de hecho ... yt 

Bravo, don Manuel y Pernhi, don Juan, apelando de una 
resolución de aduana «pie manda sns|>cndcr su- hrnias 
representantes con motivo de una defraudación aduane- 
ra; sobre comiH'tencin 



. 1 . 4 * - ■ • 



Calzada, don l'V.reucu'. cu auto* con don .loan C. Del- 
fín*», sobre desalojamiento. Kecurso de hecho M$ 

Oallioni. doña Mana Biaggi de, en autos con don Etip» 
nio MasuatL\ sobre indemnización de daños y perjui- 
cios. Recurso de hecho ■ • 1<J * 

CamiHV.. don Manuel L., 'su Micción I. en tutos cotí la 
Sociedad Anónima "Caja de Crédito 1 lincea rio", aa. 
bre cobro de peso*. Contienda de conciencia 

Campos v Canijas, doña líhsa. don Juan Carlos y don 
Samuel, i su miccsühO. Contienda de c«n| «ciencia ... m 

Camuraii. don José en autos con José A. y Allierto triar- 
te y otros. >obre devolución de dinero. Recurso de 

hecho • • 1 " "„" 

Cerrtilti. don Alfredo I,. contra la Municipalidad de San 
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Nicolás, pur devolución de dinero cobrado por concep- 
to de impuesto a la exportación de fruta 20; 

Cemente, don Maximiliano, (su sucesión; . Contienda de 
competencia 1 94 

Compañía Azucarera Padilla Hermanos, contra la pro- 
vincia de Tucumán, por dcvnlneiún de dinero; sobre 
medidas de pnielia .*4< > 

Compañía Azucarera Padilla Hermanos contra la provin- 
cia de Tucumán, por devolución de dinero: sobre me- 
dida* de prueba, (compulsa, de libros) ¿7 

Compañía Nacional de Transportes Kxpreso Villa tonga, 
en autos con don Otto Wadsted. encargado de nego- 
cios de Dinamarca, sobré entrega de equipajes 4¿i 

Compañía Sausinena de Carnes Congeladas contra la Mn 
nicípalidad de la capital, sobre ineo«Mitucionalid;id de 
un impuesto y devolución de dinero -oí 

Compañía Telegráfico Telefónica Nacional en autos con 
el fisco nacional, sobre cobro de pesos ~É0 

Consejo y Dirección General de Kseuebvs de la provincia 
de Buenos Aires, solicitando título supletorio por po- 
sesión treintena ria de unos inmuebles situados en esta 
capital; sobre jurisdicción originaria íta 

Consejo General de Educación de la provincia de líucnos 
Aires, cu autos con doña Alaria ¡fia piola de Masscra. 
|Kir interdicto posesorio; sobre jurisdicción originaria 208 

Comunas, don Salvador. Recurso de habeos tarpus ... 272 

Couget, doña Margarita Laplacclte de, (su sucesión). 
Contienda de competencia ¿4- 

Oinliffc, don Ernesto, contra el Ferrocarril Buenos Aires 
al Pacifico, sobre cobro de peso* .14 

Cuoco. don Juan, en autos con "L,a Casa Popular Pro- 
pia", sobre rescisión de contrato. Recurso de hecho . . 192 

Chattard. don Francisco, en autos con don Diego J. Vi- 
lla fañe. por rein vindicación : sobre competencia . 



■ ■ 
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Chattard, don L " ^ *^ l)ieg " v,,laía " 
fie, por reivindicación; sobre eomitcteiieia . 

^lmubfsll« •lnn Ramón en autos con dofta Mafia Luisa Ro- 
dríguez de Vieyra. sobre cobro ejecutivo de [.esos. Ke- 
rurso de hecho * ■ " * " " 

Chcrnt. áofia Julia A. Cartazo de. contra lm K-rnica- 
rrílcs de Entre Ríos por daños y perjuicio* i m® 
euni|>etencia 







$8 



o^ 



39 
40a 



[X-.stn.uy, doil lilas contra el gobierno nacional, sobre 

reivindicación " 

Destilería Franco Argentina contra el gobierno de la na 

ció» sobre cobro de [teso- - • ■ • •■ - - ■ ; ■ * 

Diebel. don Knrinue. en autos con don José I íoneHi. 

sobre cumplimiento de contrato. Recurso de hecho, . dP 
Dirección General de irrigación contra la sucesión Duar 

ic sobre expropiación *• • ■ * ; 1 J77 

Onarte. (so sucesión), en autos con la Dirección Ceneral 

de Irrigación, sobre expropiación 277 

E 

Kehczarrcta, don Julio, y el procurador fiscal contra la 
empresa constructora del (Cipe de carena de 1 uerto 
Militar, sobre defraudación a la renta aduanera ...... 

Kmprcsa constructora del dkpie de carena de Tuerto Mi- 
litar en autos con don Julio Echczarreta y el procurador 

fiscal *>brc defraudación a !á renta aduanera 

del Ferrocarril Cenital Córdoba en autos c.m el 
fisco nacional, por cobre de pesos ; ' 

[impreca del Ferrocarril del Snd. en autos con don pl 
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tioru K. Fierro, por daños y pcrpuicios ; sobre com- 
petencia *■ ■-■ '^9 

Empresa del Tuerto del Rosario, cu autos con don Clo- 
domiro Ledcsma, sobre expropiación 5 

Ksouivel. don Nicolás, y otro, en autos con la provincia 
de Km re Ríos, sobre inconstitiickinalidad de la ley de 
de marras y señales. Recurso <le hecho 



■ . . ■ 



Fernández, don tllorialdo, contra dolí José ti. (Juere je- 
ta, sobre desalojamiento. Contienda de competencia . . 127 

Fernández liarbieri, don Tlinio O,, en el juicio seguido 
por don Victoriano Loza contra la sucesión de doña Ca- 
rolina liarbieri de Fernández, Recurso de hecho 320 

Ferreyra, don Manuel y Gandra, «Ion José, en autos con 
don Carlos Alfredo Torn<jutst, sobre lesa loj amiento. Re- 
curso de hecho 195 

Fcrrt, don César, y otros, en autos con don Clodomiro CrU 
ffin, por calumnias e injurias; sobre competcntencia . . 

Ferrocarril Buenos Aires al Pacifico, en auto? con don 
Ernesto Cunliffe. sobre cobro de pesos 34 

Ferrocarril Central Córdoba, en autos con don Alejandro 
Pandolfi. sobre cobro de pesos. Recurso de herbó 107 

Ferruca rriks de Entre Ríos, en autos con doña Julia A. 
Cartasso de Clierot, ix>r daños y [terjuicios; sobre com- 
petencia 

Ferrocarriles ilel Estado contra don Horacio Sánchez Lo- 
ria |M»r cobro de i>esos ; sobre procedencia de la juris- 
dicción arbitral - 75 

Fierro, don FJcodoro R., contra la Empresa del Ferro- 
carril del Sml. |Kir daños y perjuicios ; sobre competencia 160. 

Fisco Nacional eontro don Antonio J. Márquez, sobre rei- 
vindicación , , . '4,í 
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Fisco Nacional contra don Celcsihiu Ketti->. i>or cobro de 

patente y multa. Recurso de liechu , 
Pisco Nacional contra don José Volpuni. 

cación . . . . ■ ' $f 

Fisco Nacional contra la Compañía Telegráfico Telcfó- 

nica Nacional, sobre cobro de posos 3 5* 

Fisco Nacional contra la Empresa P Ferrocarril Central 

Córdoba, por cobro de *>esos • ■.»•« ■ •5 ( l n 

Fisco Nacional contra don Aníbal H. Serra, sobre reivin 

dicación ™ 

Franke. don Olio y Cia.. en autos et>n la provincia de Pnic- 
no> Aires, sobre nulidad de sentencia dictada por el tri- 
bunal arbitral * " " ' 

Frasso. don Franei.-eo, en autos con "U Casa pillar 

Propia", sobre rescisión de contrato. Recurso de hecho. |$| 
Fuster. don Fernando, en autos con don IVnjamin S. Ci- 
vil y T. Kmifiano Rojas, por simulación y nulidad de la 
venia de un buque. Kecurso ib* hecho 



Candía, don Al í retío (;*., en autos con don Kegino Lask-aitu. 
l*>r cobro de [tes*-* : sobre inscripción en la matricula <lc 

pn ¡curadores ^ 1 

Cancedo. don julio l\. en autos emi doña Julia M. C. 

Je Colomlm. >obre desalojamiento. Kecursn fie liedlo |SH 
Carda ISdauude y Ci;u en auto* con don Luis Alher- 

t.. Carabao y otros. «obre desalojamieulu. ftfflm 

de hecho §W 

Cania, don Manuel y Oíros, MBj tgBfa& «»» *-H? darlos J. 

Toi nipiits, sobre dc>alojanÍcnto. Kecurso de hecho . , JA» 
Carda, doña juana Angélica y don Obdulio, en fe* 

ríe hecho - ■ • — ■ ■ 1,0 
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Gobierno Nacional, en autos con don Illas Despouy, sobre 
reivindicación .m 

Gobierno de la Nación, en auto- con la Destilería Fran- 
co Argentina, sobre cobro de pesos 402 

Gobierno de la Nación en amos con los señores Martini y 
Pisano. .sobre cobro de pesos 131 

< lobierno fie la Nación en autos con la Sociedad Anónima 
Refinería Argentina, jior devolución de dinero J*o 

Gíjlñeriw» de la Nación, en autos con Tbe Catalinas \Va re- 
mas de dinero i ¿^¿** 

González, don Me ti niel U., en autos con don David Ler- 
man, por us<» Indebido ifó nombre comercial. Recurro 
de hecho 1 ¿4 

Grict. hermanos, contra la provincia de Tucurnán por de- 
volución de dinero: sobre moflidas de prueba, i com- 
pulsa de libros » «¡75 

Grrítin. don Clodomiro, contra César Ferri y otros, por 
calumniüs e injurias: sobre competencia 

Hebrad. don Augusto, en autos con doña Kosa Judit Or- 
telli de Trincavclli, por desalojamiento; sobre pago de 
impuesto de justicia - 3* x > 

Homps. tkm Pablo y Sociedad Guiet y Compañía, con- 
tra la provyicia de Rueños Aires, sobre daños y porjui- 

cios . . ,,..».... I /*f 

L 

Lascano. ilon Kegiuo contra tbn Al í redo Q, Gamba, ]**r 
cobro de pesos: sobre inscripción en la matrícula de 
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l.edesma, doti Clodomiro, contra la Empre^i del Puerto 

del Rosario, sobre exprop : ¡ción - ■ 5 

I„i li> y Compañía contra la Administración de Impuestos 

Internos, sobre pago de upa multa ioS 

[¿ombardi, don Jasé, en autos con don Guinen-indu Pérez, 

sobre reivindicación . Recurso fie hecho «yo 



Martiue/ Fimtc, V., en autos» con don l'edro Zaldivar, so- 
bre inscripción en la matricula de procuradores. Recur- 
so de hecho - IS^I 

Massera, doña María Za piula de, nuil ra el Consejo (Gene- 
ral de Educación fie la provincia de Huettos Ai rc^, por 
inledicU» posesorio; sobre jurisdicción originaría gp 

Márquez, don Antonio j., en autos con el fisco nacional, 
sobre reivindicación '4.Í 

Martint y l'isano contra el gobierno de ta nación, por co- 
bro de pesos ■ 'J' 

Ministerio Fiscal en ta causa seguida contra Éo# Muder, 
jK>r falsificación de billetes de banco ...... «91 

Ministerio Fiscal contra Cedí Wüson Uiitie. subre viola- 
eión de territorio - 

Modcr, Eloy, criminal cfiiitra, i*or falsificación de bille- 
leí de banco . . , - *■* < •■ lOi 

Molte, don Carlos, en los áüim Castillo contra Simois. Re- 
curso de hecho • V 1 ) 

Montesano, don Arturo, en auto-, con don Kdtiardo Mas- 
cardi, sobre desalojamiento. Recurso de hecho í-* 

M' «reno, don Emilio, contra la provincia de San Luis, so- 
bre integración de tierras - ■ i**i 

Municipalidad de la capital en autos con la Compañía San- 
si nena de Cranes Congeladas, sobre iuconstitucionalidad 
dr un impuesto \ devolución de dinero íoi 
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Munici]m1i(Jaii de La Plata en autos con don Héctor Cas- 
callares, sobre cubro de pesos. Recurso de hecho 2K8 

Municipalidad de San Nicolás en autos con don Alfredo L. 
Ccrrutti. [K>r devolución de dinero cobrado por concepto 
de impuesto a la ix|tortaeióti de fruta 



Niotua. don Manuel, en los auio> t>egtiidos j>or don Auto- 
nio Marino contra doña 

lo. Recurso de hecho . 



4 ..... ^ 



Ortega. d<m Kleitlerio, eti autos con el Banco Hipotecario 
Nacional, sobre colín» ejecutivo de pesos 

P 

rheulpin y Cía., en auto* con la municipalidad de la ca- 
pital, sobre desalojamiento. Recurso de hecho !$$ 

Plaut. don Henry, en autos eon Spicer Brothers, sobre ren- 
dición de cuentas. Recurso de hecho 107 

Pouza. don Cándido en autos con la Sociedad Franco Ar- 
gentina de Taxímetros de Alquiler, sobre cobro de i>e- 
sos . Recurso de hecho W> 

Provincia de Buenos Aires en los autos del juicio seguido 
por Otto Frankc y Cía. t sobre nulidad de sentencia dic- 
tada por el tribunal arbitral 

Provincia de Buenos Aires en autos con don Pablo Homps 
y Sociedad Giiict y Campañía, sobre daños y perjuicios 17^ 

Provincia de Fjitrc Rio* en autos con don Antonio Sa- 
ralegui, (su sucesión), sobre i «constitucional id ad de im- 
puesto y cubro de pesos $0$ 
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Provincia de San Uus en autus cim citm Km i lio Murv- 
na. sobre integración (!c tierras ■#>• 

Provincia de Sania Fe, en autos con don Agustín I. Ca- 
bal, sobre escrituración Recurso «le hecho 17 

Provincia de Tucumán. en auto- con la Compañía Azuca- 
rera ladilla Hermanos, por devolución de dinero; so- 
bre medidas de ¡ trucha .... - . 340 

Provincia de Tucnmaín en autos con la Compañía Azuca- 
rera Padilla Hermanos, por devolución de (Uñero; sobre 
medidas de prueba. í compulsa de libros) -77 

Provincia de Tucumán en antas con Griet, Hermanos, por 
devolución de dinero: sobre medidas de prueba, (com- 
pulsa de libros 1 275 

Provincia de Tucumán en autos con la Sociedad Anó- 
nima "Ingenio y Refinería Santa Ana, Hilerct y Cía 
Limitada". |>or devolución de dinero; ?obre medidas de 
prueba, 1 compulsa de libros) -77 

Q 

Qúeiejéta, don Jo«é G. cu autos con don Glorialdo Fer 
nánde/.. sobre desalojamiento. Contienda de compe- 
tencia »27 

lían ion. don Pascua!, en autos con don Salvador RtiSSO. 

sobre desalojamiento, Recurso de hecho - . Qi 

Ribera, don Clemente, en autos con don Pedro Bortha- 

hura, sobre cumplimiento de contrato. Recudo de 

hecho 1 94 

Kimsky. don Abraltam. en autos con The. Jcwish Coloni- 

zntion Assoctatínn. -¡obre desalojamiento . JiJ 



K i va den lar, don Juana F., un los autos del jucio suceso- 
rio de don Daniel Rivadomar. Recurso de hecho m>* 

Rogcr iíalot, don José, contra ta Sociedad Wets India n 

Oíd Conipanv. sobre cumplimiento de contrato ijS 




Sánchez Loria, don 1 lorario 
les del lisiado, por cobro 
de la jurisdicción arbitral . 
Saralegui, don Antonio, (su sucesión ), contra ];■ provin- 
cia de F.iitrr Ríos, sobre rucon>lituciouaIidad de im- 
puesto y cobro de pesos 303 

Sorra, don Aníbal I» - «■» autos con el Itseo nacional, so- 
bre reivindicación 55 

Silberman, dolí Adolfo, en autos con The Jewis» Coloiii- 

zation Associatión. sobre desalojamiento ¿zt* 

Smirillí. don Josi-, en autos con don Uiis Oodio. sobre da- 

ños y perjuicios. Recurso de beclio 00, 

Sociedad Anónima "Caja do Crédito Hipotecario'*, con- 
tra don Manuel L. Campos^ 1 su sucesión), sobre co- 
bro de pesos. Contienda de competencia 315 

Sociedad Anónima 'Ingenio y Refinería Santa Ana, Hi- 
lerct y Cía. Lda.". contra la provincia de Tucumán. 
por devolución fie dinero; sobre medidas de prueba, 

( compulsa de libros t -7/ 

Sociedad Anónima Refinería Argentina, contra el go- 
bierno de ta nación, por devolución de dinero 200 

Sociedad Argentina Protectora de los Animales, en autos 
con el doctor ríernardo S, Elvira, sobre matanza de 

perros, Recurso de hecho ^21 

Sociedad San Julián Sheep Farmíng Company Ud. Com- 

w>r inhiliitoria , .1'^ 



4» 
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Suciedad Wcls ludían Oíd Companv. en auto* con don 
José Roger Halet, sobre cumplimiento de contrato 

Solc«io. doña Mariana U. de, en auto* con doña Elena 
rScr&ara. sobre desalojamiento Recurso de hecho ... 7- 

T 

'The Auiomalic Telephoue Mamitaeiuririt; Lda." 
de Liverpool, t-n autos con don Ricardo Jurado, sobre 
inscripción de marea. Recurso de hecho ft > 

The Catalinas VVarehouscs and Mole Compauy Lda.. con- 
tra él gnliierno de la nación. sobre devolución de sumas 

de dinero *' 

The Jewish Colonizalion Assocíation. contra d«ti Adolfo 

Silherman, -obre desalojamiento 2a " 

The Jewish CnUmization Association. contra don Abraliatn 

Rímslcy, sobre desalojamiento ..... 21 5 

Trica velli. duna Rosa Judit OrteU» de., contra don Au- 
gusto Hebrad. |*»r desalojamiento; sobre pago de im- 
puesto de justicia • ■ 

u 

Ur retal Hscaya. iloit Lorenzo, i su sucesión t. Contienda de 

i<)5 

competencia 

V 

Vázquez, don Delfín, en auto* con «»» darlos CatclH. 

sobre desalojamiento. Recurso de hecho *» 

Viapis don Manuel, solicitando excepción del -ervicio 

militar ' 

Veerk. dolí Knrieh. Recudo de HabiHtí rorpvs .^i 
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Verdier, don Jos¿, en autos con don José Komttti, sobre 
desalojamiento. Recurso de hecho ¿5; 

Villa faite, don Diego .!.. contra don Francisco Chati a rd. 
por reivindicación; sobre competencia 24- 

ViHafañe, Diego J., contra Pedro Omitan I, [»r reivindi- 
cación ; sobre competencia 2$ 

Volponi/ don José, en amos con el fisco nacional, sobre 
neinvindicacíón yj- 



w 

í 

1 

Wadstcd. don Otlo. encargado de negocios de Dina- 
marca, contra la Compañía Nacional de Transporte* 
Expreso Villaktnga. sobre entrega de equipajes -ta» 

Wilson Bertie. en autos con el ministerio fiscal, sobre vio- 
lación tic territorio 212 



Zingoni. don Alberto A., en autos con don Máximo A. 
Kund. sobre desalojamiento. Recurso fie hecho 319 



INDICE ALFABETICO 

DE LAS 

MATERIAS CONTENIDAS EN EL VOLUMEN CXXXII 

Apelación para ante ta corte sHprtma. — Véase "Recurso or- 
dinario de apelación". 

| 

Hmteo Hipotecario \ achual (sus facultades y obligaciones. 
— Un falk» que declara que el Banco llijwtecario Na 
donal. está obligado directamente para con los comora 
dores ríe bienes vendido» {«ir él, a escriturar y hacer 
entrega <le éstos y que deben dirigirse contra él las ac- 
aóoncs derivadas de la falta de cumplimcinto <te esta 
obligación, no desconoce ninguna excepción acordada 
al Banco por sus leyes orgánicas, ni es incompatible con 
c! carácter que el miímo inviste, crin arreglo a su estatu- 
to, al ejecutar los bienes de sus deudores morosos: y 
el reconocimiento de la acción directa contra el Banco 
antes del otorgamiento de la escritura, lejos de repug- 
nar a las disposiciones de sus leyes orgánicas, es una 
consecuencia necesaria, de la situación especial que le 
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crearía las atriciones que las misma* 1c otorgan para 
facilitar su acción. Página 3**»- 



Caso fortuito (incendio). — ta presunción de hombre de 
que et incendio constituye caso fortuito, puede ser des- 
virtuada por otras pruebas o presunciones de las cuates 
se infiere la existencia ele culpa o imprudencia de parte 

,< del porteador o ,de" sus agentes, que lo invoca. Pá- 
gina 4-*' 

Competencia. — Véase "Jurisdicción". 

Consulados. — VA privilegio de la extraterritorialidad y otros 
de carácter diplomático no se extienden a los consula- 
dos ni a los agentes de éstos. Página 212. 

Contiendas de competencias entre jueces letrados, -- No co- 
rresponde a la corte suprema intervenir en unas actuar 
ciones referentes a una contienda de competencia entre 
jueces letrados legalmente resuelta por la cámara fede- 
ral respectiva. Página 272. 

Contiendas de competencia. — Con arreglo a lo dispuesto por 
el artículo 412 del Código de procedimientos civiles para 
capital, no es permitido al litigante que hubiese optado 
por uno de esos medios, abandonarlo y recurrir al otro, 
como se pretende en el caso, sino que debe estarse al re- 
sultado de aquél a que se tenga dada la preferencia. Pá- 
gina 127. 

Contienda de competencia neaatha. - No hay contienda ne- 
gativa de competencia que corresponda resolver a la cor- 
te suprema, de conformidad aj articulo 9 de la ley 4-<>55» 
en un caso en que, habiéndose declarado inco-m.x:tcMiWi 
la justicia local de la capital, para conocer de una cau- 
sa, la corte suprema solicitada para conocer de la mis- 
ma, se limitó a decir que dicha catisa no correspondía 
*a sn jurisdizción originaria. Página 208. 
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Comxtntcac iones telegráficas. — No haciéndose distinción en 
el decreto de jo de diciembre de 1899, que autorizó el 
ostamlecimiento de una linea telcgráfico-telefónica entre 
Buenos Aires y el Rosario, entre telegramas y confe- 
rencias telegráficas, no corresponde hacerla a los efec- 
tos de ta perce]KÍón del derecho fiscal establecida en di- 
cha concesión, dado que la palabra "telegrama" es una 
expresión genérica *fte «comprende toda^ comunicación 
trasmitida por medio del telégrafo y de la cual es una 
simple modalidad la conferencia telegráfica; por lo que 
deben considerarse, en principio regidas por el artícu- 
lo z.\ inciso 2.?, siib inciso d) del referido decreto de 
concesión las comunicaciones telegráficas. Página 258, 

O 

Paños y perjuicios 1 res[M>nsabiliflad de las personas, jurídi- 
cas; en el caso, una provincia). — Admitida por una 
provincia, según antecedentes administrativa traídos 
como prueba, su responsabilidad* ]x>r lo» hechos ejecuta- 
dos en perjuicio fie los actores, la corte suprema no tie- 
ne para qué pronunciarse al respecto, porque cualquiera 
que fuese su convicción legal acerca fiel principio de la 
res|Kinsabitidad fie las personas jurídica*, su decisión en 
el juicio no podría llegar hasta invalidar convenciones 
libremente concertadas por las partes y a las que nin- 
gún* principio <le orden público se opone. ( Artículos 
1.137 y 1.107. códign civil). Página 17a 

fíaüos y perjuicios (su determinación). — No habiéndose 
comprobado por los actores haber sufrido otros daños 
en su patrimonio a consecuencia de la pérdida de los 
bienes en cuestión, que los derivados del hecho de haber 
sido é*tos vendidos |»or un precio inferior a su valor 
real. las. indemnizaciones debidas consisten en la dife- 
rencia entre el precio obtenido en la referida venta y 
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el atribuido por lo> peritos ( en el casó* la mayoría» 4 
lo» bienes vendidos. Página 179- 

Daños y perjuicios por pérdida de equipaje. — Carece- de 
valor la defensa contra una demanda |»>r indemnización 
por la pérdida de equipajes, fundada en que el deman- 
dado intervino en el transporte en calidad de mero agen- 
te Ó mandatario de las empresas de ferrocarriles que 
hacen el tráfico entre los puntos <te carga y destino, si 
resulta que el demandado no sólo suscribió y expidió a 
nombre propia la carta de porte, sino que consignó en 
ella estipulaciones tendendientes a limitar sus responsa- 
bilidades por razón del transporte contratado. 

Estableada la obligación de reparar el perjuicio y 
la existencia de éste resultante del hecho mismo de la 
pérdida de los efectos transportados, el monto de ta in- 
demnización debe ser prudeiicialmente estimado ¡or et 
tribunal, sino^e lia producido prueba completa acerca 
det número y J&lidad de lo* objetos en cuestión, y no 
es posible deferir la apreciación de su valor a peritos 
artritradores, en razón de la total destrucción de aquéllos. 

Dado que la indemnización que la ley acuerda por 
la pérdida de las cosas transportadas, es independíente 
del daño realmente sufrido, no es obstáculo a su recla- 
mación el hecho <le que el cargador haya asegurado los 
efectos con un tercero. Página 4*»- 

i Ofensa en juicio. — L,a retroactividad de las leyes a que alu- 
de el articulo ,v del código civil, no ataca garantía al- 
guna de carácter federal, dado que el articulo f8 de la 
constitución, sólo prohibe la retroactividad de las leyes 
en materia penal y en cuanto |icrjudica a los procesados. 
Página 251. 

Defraudación a la renta de aduana. — Importa un fraude 
contra la renta fiscal y i»r lo tanto es materia de pena, 
la entrega al consumo ilc plaza sin pagar los derechos 
correspondientes, de articulo* introducidos con destino a 
tas obras del Puerto Militar. 
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Tratándose de fraude contra la renta riscal <* de 
contravenciones a los ordenanzas de aduana, deben apli- 
carse las penan pecuniarias establecidas por dicha legis- 
lación, no obstante la falta de intención dolosa o la ig- 
norancia del hecho que pudiera alegarse. Página 328. 

Demandas contra la nación. — Véase "Prescripción". 

Derechas (su transferencia y adquisición). — Nadie puede 
transferir a otro sobre un objeto un derecho mejor o 
más extenso que el que gozaba, y recíprocamente, na- 
die puede adquirir sobre un objeto un derecho mejor 
y má> extenso que el que tenia aquél de quien lo ad- 
quirió. Página 161. 

Desalojamiento. — No hay incompatibilidad entre el articu- 
lo 586 del código de procedimientos de la capital y Tos 
artículos 1.403. t-5<*> Y del código civil. Pá- 

gina 72. 

Domicilio (cambio de). — El cambio de domicilio del cura, 
dor no se saca al insano de la jurisdicción del juez que 
discernió la cúratela. Pagina $H- 

Dominio (su adquisición). — La tradición no sólo es indis 
pensable para la adquisición del dominio en el estado 
actual de nuestra legislación, sino que lo era también 
con arreglo a las leyes que rigieron en la república hasta 
la sanción del código civil. Página 30 

e 

Embargo (su levantamiento o substitución). — Véa-e "Re- 
curso extraordinario". 

Equipaje (su pérdida por incendio ). Debe descartarse (a 
hipótesis de que el incendio de un vagón de equipaje* 
de un ferrocarif, cerrado y sellado por las autoridad©» 
y que no encierra sino (os equipajes tic los pasajeros 
que viajan en el mismo tren y ta coirespondencía. haya 
sido por aun agente interior, esto es, por un.v s?t\<H 
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existente dentro cid vagón destruid* máxime si rc*ul- 
ta acreditado en autos que en el tt isporte de 411c se 
trata se empleó leña Cóltíb combnstib': \ que ésta prodn- 
ce extraordinaria cantidad de ehispa que tós d ¡¡¡posi- 
tivos de la locomotora que arrastraba ! convoy no erro» 
Instante- eficaces tfffik detener totalmente to« que pro* 
dücen la Una y c|tie el furgón incendiario tenía respira- 
dores de peratanas de madera insuficientes pitra detener 
l»or completo la* chispas que se rii'spre»dían fie la lo- 
comotora. Página 42Í. 
Ha ccf>C0n ai servicio militar. Véase *Seivici<> militar' 
¿Xprop'ióÓñu. - En cas» de expropiación el valor de los bie- 
nes debe regularse por el que hubiese tenido si la obra 
un hubiera -id-* ejecutada, ni aúr autorizada. Detp des- 
estimarse, laminen, como elemento de juicio liara el ji*s- 
1 ¡precio, el ii'ayi»r valor que hubiere tenido la cosa por 
instalación de un servicio público len el caso, un em- 
liarcaricm ¡»>r medio de canaletas | concedido a nri l»¡ir- 
rnlar con carácter precario, Página $ 
Expropiación. — U\ ley numero i*> ho exige de parte del 
expropiado la fijación del precio e indemnización, bajo 
¡tena de dar por aceptaila la oferta del expresante. 

La diferencia que el juez debe decidir con el mt" ri- 
to de los peritos que las lurtes nombren para apoyar 
sus pretcnsiones, surge entre las partes interesadas ya 
sea que el propietario atribuya un precio determinado 
a la propiedad y a la indemnización de lo* perjuicios 
distinto del ofrecido, o que manifieste, simplemente, que 
no está conforme con el. 

Kl articulo 17 de la expresada ley de expropiación 
no hace más que consignar la regla procesal, por la que 
el juez no puede atribuir a los litigantes más de lo que 
ellos mismos pretenden, sin que de él y -11 relación con 
el artículo 6.° pueda inferirse que autorice a dar por 
aceptado para el caso la oferta del otro. Página 277. 
iUtratrrritoriaütfaii (privilegio dc>. - Véase -Consulados" 
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Fuero federal tdistmta vecindad). — Para que surta el fue- 
ro por razón de la distinta vecindad de las partes, es 
indispensable que una <le ella* sea vecina de la provin- 
cia en que se suscite el pleito. Página itiq. 

G 

Garando couStitucionai — Véase "Defansa en juicio". 
Garantía constitucional. — Véase Impuestos (su igualdad). 
Garantía* constitucionales. (Articulas 14 y íp>. — Véase 

"Inscripción en la matrícula de procuradores". 
Gestiones administrativas, — Véase Prescripción". 

I 

Impuestos <su igualdad). — El principio de igualdad con» 
liase del impuesto que establece el articulo 16 de la cons- 
titucH. s*>lo exige que en condiciones análogas se im- 
ponga gravámenes idénticos a tos contribuyentes, el que 
no puede decirse violado por la circunstancia de que el 
impuesto aplicado a los jabones, que establece la ley 
número 10.360. sea distinto a lo* que se aplica a los ci. 
garros y tabacos, desde que se trata de artículos que no 
son idénticos. Página 198. 

Impuestos (su igualdad) — La garantía consagrada por el 
articulo 16 de la constitución en lo que a impuesto se 
refiere, no importa otra cosa que impedir dbtmcíoaes 
arbitrarlas, inspiradas en mu pnopósíto manifiesto de 
hostilidad contra determinadas personas o clases, y poco 
importa al respecto que una sociedad deba ser conside- 
rada nacional o extranjera con arreglo a las disposicio- 
nes del derecho común vigentes a la época de la sanción 
del impuesto, desde qUi la facultad legislativa para es- 
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ublecer categorías dentro de cada una tk* esa- clases de 
sociedades tío puede considerarse discutible, siempre 
que el impuesto sea uniforme i>ara todas las que se en- 
cuentren en igualdad dé condiciones, es decir, dentro de 
cada categoría formada por al ley. Página 403. 
impuesto de justició en la provincia de Buenos Aires. — En 
el sistema de nuestras instituciones políticas mi hay de- 
rechos absolutos, y tudas deben ejercen con arreglo a 
fas respectivas leyes reglamentarias. 

No CS repugnante a la garantía de la defensa en 
juicio qhe consagra el artículo iH de la constitución na- 
cional, lo dispuesto «1 los incisos a, b, y e del artículo 
y de la ley de la provincia de" Buenos ires, de 26 de 
enero de 10J4. sobre imimestn de justicia. I 'agina 360. 
impuestos internos (a las sociedades anónimas). — Para que 
procefla la aplicación del impuesto creado por el ar- 
ticulo 5." de 1* ley ¿.774 >• 7. de la número 2.B56. *e 
requiere que la dirección: de la sociedad y pie su ca- 
pital inscripto estén radicados fuera del país: debiendo 
interpretarse ta expresión "capital inscripto radicado 
ínera del pai>\ como que aluden ti lugar en que dicho 
capital fué suscripto o levantado y «o al lugar en que él 
es empleado en adquirir bienes o realizar las operaciones 
objeto de la sociedad; \mr ki que tina sociedad anóni- 
ma cuya direccióti y capital inscripto están radicados 
fuera del país, como es la Destilería Franco Argentina, 
se encuentra comprendida en las disposiciones legales 
antes expresadas, y se halla sometida por ln tanto at 
irií puesto que ellas establecen. 

\ Kl propósito del legislador al establecer el impucs- 
toXle referencia lia sido limitar el gravamen a las utili- 
dades que sí distribuyen «nlre los accionistas en forma 
de dividendos, y sólo en caso de no 1iaccr*e distribución 
alguna por tal concepto, considerar utilidades imponi- 
bles las sumas que se destinen a fondo de previsión, re- 
<er\as y otros semejantes. Pagina 402. 
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Incendio. — Véase 'Caso fortuito ( incendio l". 

Ineonstitucionliaé] de impuestos. — Nu Hhabiéndose demos- 
trado por el actor que el pago do la suma cuya repetición 
se persigue se efectuó para extraer haciendas de! terri- 
torio de la provincia, ni que le hubiere sido exigido co. 
ino condición para autorizar la es tracción, se hace inne- 
cesario examinar el carácter que haya de ;itrilMiirse a 
los impuestos jtercibidus, y si ellos son o no cotnr|tatib1es 
con tas garantías c« institucionales invucadas. y corres- 
ponde, en consecuencia, e! reihazi» de la demanda. Pá- 
gina 303. 

iticanstituaonalidad de impuestos, i É de ins|wccióu sanita- 
ria en San Nicolás, provincia de Ktieuos Aires). — 
Cualesquiera c|ue sean las facultades conferidas por la 
constitución de la provincia de Hílenos /Vires a los cuer- 
pos municipales jvira establecer contribuciones con qué 
atender a los recursos focales, ellas no pueden enten- 
derse ile manera que contraríen disposiciones expresas 
<fe la constitución nacional que es la ley suprema y a la 
cual deben conformarse aquélla*. 

1.a ordenanza municipal de San Nicolás, de lo* 
Arroyos <ie la provincia de Hítenos Aires, de .ti de di- 
ciembre de 1918, vigente en los años 1 *} 1 *> y 1920, en 
cuanto establece un impuesto a la exportación de fru- 
ías por concepto de* inspección sanitaria, es contraria 
en esa |»arte. a lo disjHiesto por los artículos 10 y 11 de 
la constitución nacional . i Importa el establecimiento de 
aduanas interiores, cualquiera que sea la denominación 
del impuesto que se cobra por la extracción y grava la 
circulación tte ios producto*). Página 205. 

Insano. - Véase ■'Domicilio {cambio de)". 

Inscripción en la. matriculo de proeuradores. — La resolución 
de un juez <le paü ordenando a un procurador que jus- 
tifique estar inscripto en la matrícula respectiva, de 
acuerdo a la ley 10.91)6, no «se encuentra en pugna con 
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las garantía» consagradas por los artículos 14 y 19 de la 
constitución, ni con lo dispuesto por el artículo »-*)»» 
del código civil. Página 389 

J 

Jurisdicción. — Corresponde a la justicia ordinaria y no a lo 
militar el conocimiento de un sumario instrudo a un 
concripto por creérsele responsable de la muerte de un 
particular que viajaba en un coche de tranvía, ocurrida 
durante la intervención, en auxilio de Iü policía, de la 
guardia de un ai*cnal de guerra en un desorden produ- 
cido en una calle pública, a inmediaciones del mismo. 
( Se trataba de un hecho nue ni |>or su naturaleza, ni 
por razón del lugar en que ocurrió, debe reputarse como 
cometido en servicio militar). Página 20. 

Jurisdicción. — No corresponde a la justicia federal, rulkm* 
materitc. el conocimiento de un juicio contra una em- 
presa de ferrocarril por Indemnización de daños «casio- 
natíos por la muerte de ui| empleado, producido con 
motivo y en ejercicio de las ocupaciones de su empleo, 
en .que la acción entablada no se hace derivar de un cua- 
si delito (artículo 1.100 y 1.113 del código civil) ni se 
funda en la disposición del articulo. 65 de la ley de fe- 
rrocarriles, números 2.873, * m °. exclusivamente, en los 
precepto* ríe la ley sobr* accidentes del trabajo, núme- 
ro 9.688, y con especialidad, en rf articul.» 135 «e rsta 
última. Página 9* 

Jurisdicción f averias en los transporte». — No corresponde 
ftiHane ntatcñt, a la justicia nacional el conocimiento 
de una demanda proun.uda por el cargador, tendúnte 
a hacer efectivas las responsabilidades de una em|*re«ri 
ferroviaria por averías sufridas por la* cosas trans- 
portadas. 

U disposición del articulo ¿05 del código de en- 
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mercio está destinada únicamente a facilitar el ejerct-io 
de tas accione* de los cargadores, sin alterar, por el! 
el orden jurisdiccional establecido |>or la constituciór y 
las ley»? orgánicas. Página 169. 
Jurisdicción. — Kl artículo de la ley numero 4K, carece -le 
apiieación en un juicio entre un extranjern y 'ina sa- 
ciedad une. según un decreto de' ;»oder ejecutivo "reú- 
ne tos requisitos esenciales que establece e' artículo ¿3 
del código civil, para la existencia de las personas jurí- 
dicas, hallándose, de consiguiente, comprendida en ta 
di'-Kisicton del artículo ,« del mismo código", según el 
ct. son personas jurídicas, entre otras, las asociaciones 
existentes en |>ats extranjero y atento además, -lo 
dispuesto en el artículo 1." de la ley número 8.867. que 
permite el funcionamiento en la república «le sucursales 
u otra es¡i*cie de representación de las sociedades anó- 
nimas legalmente constituidas en pais extranjero* "sin 
necesidad de autorización previa del |xnler ejecutivo". 
En eonseeucrcia, y dado que a los efectos del fuero no 
se toma en cuenta la calidad de vecinos en los extran- 
jeros, no procede en el caso la jurisdicción federal. Pá- 
gina 215. 

Jurisdicción. — Corresponde a ta justicia federal el conoci- 
miento de una querella por el delito de calumnia que se 
dice cometido en una solicitud presentada ante el con- 
sejo superior fie la Universidad Nacional de ta Plata, 
í Articulo 3». inciso 4." de la ley 48 y 23. inciso 4." del 
código de procedimientos en lo criminal). Pagina 22b. 

Jurisdicción. — La jurisdicción federal es restrictiva y de 
excepción y su incompetencia puede ser declarada en 
cualquier estado del juicio en que aparezca, y aún de 
oficio. La competencia de los tribunales federales por 
razón de la materia es improrrogable ñor su propia na- 
turaleza y no puede ser alterada por la voluntad de los 
litigantes. 

No corresponile a la justicia nacional el conocí- 
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miento de un juicio por reivindicación seguido eiilre un 
argentino y un extranjero, en el que. si bien el p'cito 
no versaba di reciamente sobíe la reforma o nulidad dé 
la* respetivas declaratorias de herederos invocadas co- 
rnil titulo por la- parles, ese punto era inseparable di- 
ta lilis, según I" consideró y resolvió la sentencia de prú 
mera instancia, pronunciándose expresamente sobre ma- 
teria que eb privativa <le los iribú nales provinciales, con 
arreglo al artículo i_\ incido i." di al ley 4 8 - Página 230, 
Judistiicció» - Lo que deiennina la competencia del ¡0£ <F 
ha de cooofeet del juicio sucesorio de la esposa, no es 
el lugar del fallecimiento de la misma, ni el de la re- 
sidencia accidental -te la familia, sino el del domicilio 
( ] e | e^ioMi sobreviviente, con arreglo al artículo uo. ni- 
císo '>." del código civil. Página -'4- 
Jurijtditeúw. - 1.a sucesión de una persona %m domicilio co- 
mj$® delie abrirse en el lugar en que ella residía al 
tiempo de su fallecimiento. Uñenlo «JO. inci-os $• >' 7" 
dé Código civil. Página J'f0. 
Jnristticafiit. Al jiiesÉ del lugar de! último domicilio del pa- 
dre v curador de un insano corresixvnde el conne i miento 
del itiiciO sucesorio de éste último. Página „VM- 
Jurisdicción. — Las terte* riscales por cobro o defrauda 
ción de renta- o impuestos gafe >cau exclusivamente pa- 
ra la capital > no genérale» para la n*ióu, se ludían ex- 
cluidos de la jurisdicción federal. Página 
ítírtsd&eÜn f0v*ak - Véase "Jurisdicción ". 
Jurisdicción orujmariiu No ém¡$ffifa a 1:» jurisdicción 
.iriginaria de la corte suprema, conocer en actuaciones 
del concejo v dirección general de escuela de la pro- 
vincia de Hílenos Aires para ohiencr titulo supletorio 
jhh- pose-ion tremlenaria. (No hay parte demandada: 
caso de jurisdicción voluntaria, y luego dicho consejo 
no es la provincia nú si na. y no liene. por la tanto, el de- 
reclio de litigar originariamente ante ta corte suprema». 
Página Jio 
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Laudos arbitrales ^sus considerando* y fundamentos ) . — Ya 
se trate ríe sentencias dictada- jK>r tribunales permanen- 
tes o de Intuios arbitrales, los considerandos no pueden 
dar lugar a recursos. 

# Los fundamentos de una sentencia arbitral y la con- 
formidad de ésta con el derecho, no son motivos de nu- 
lidad, ¿ino agravios que pueden examinarse en los ca- 
sos en que procede el recurso de apelación, diverso al 
de la nulidad, que se da contra los laudos arbitrales por 
causas legalmente determinadas. Página 308. 

Utii/antcs. — Víase "Procedimientos í reglas del'". 




Ministerio de Obras Públicas (su facultad para aprobar o des- 
aprobar contratos celebrados por la administración de 
ferrocarriles). — Con arreglo a la ley número 6.757, 
cobre creación de ta adinininist ración general de loa 
ferrocarriles del estado y 3.727. sobre organización de 
los ministerios nacionales, corresponde al ministerio de 
obras públicas la facultad de aprobar <» desaprobar un 
contrato celebrado ad referendum de dieho ministerio 
y de la dirección general de ferrocarriles, entre la ad- 
ministración de ferrocarriles del estado y 1111 particular, 
sobre provisión de un tren rodante y transarte de leña 
o carbón, en el que. entre otras cláusulas, las partes con- 
tratantes resolvieron someter a arbitraje las cuestiones 
los ministerios nacionales, corresponde at ministerio de 
dicho contrato: y el ejercicio de esa facultad, negando 
su aprobación al convenio de referencia, en nada afec- 
ta el principio de que es al poder pudicial a quien in- 
cumbe declarar la nulidad de los actos jurídicos. Pá- 
gina 75. 
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Municipalidad. — La municipalidad no tiene personería para 
atacar ia constitucional idad de los impuestos que ella mis- 
nía crea, ni ejerce la representación de los contribuyentes 
para tales efectos, Página 101 . 



Nulidad de los acto* jurídicos. — La nulidad de un acto no 
puede ser alegada jíor el míe lo ejecuto. Página i|£f 

P 

Posesión de buena fe (a los efectos de la restitución de fru- 
ttl5 ), _ No implica mala fe en el demandado por rei- 
vindicación, el conocimiento que, con posterioridad a la 
fecha de adquisición de la cosa liubiese tenido de la fal- 
ta de derecho de los otorgantes de las escrituras res- 
pectivas, para vendérsela. (A los efectos de ta resti- 
tución de los frutos). Página 377 
Posesión. — Véase "Prescripción adquisitiva". 
Prccripción. — La deposición del artículo 4.035 del código 
civil, se refiere solamente a los créditos que no están 
fundados sobre un titulo instrumental siendo inaplicable 
cuando el crédito se halla jii>tificado por braeba instru- 
mental. (Kn el caso, "conformes" dados por el empleado 
reactivo, que no se probó que estuviera procesado y 
suspendido cuando los firmó, ni de que el demandante 
hubiera tenido conocí miento de ta suspensión). Pág 131. 
Prescripción. — La prescripción fundada en el articulo -L037 
del códign civil, no es procedente en un caso en que se 
trata de! cumplimiento de obligaciones derivadas de una 
convención, que sólo puede prescribirse en los términos 
del articulo 4.023 del mismo código. Página 179. 
J'rcscrtpción adquisitiva. - La posesión no i-jercida con áni- 
ño de dueño 110 puede utilizarse por los sucesores en 
el titulo, a los efectos do la prescripción adquisitiva. 
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Para que pueda unirse, a los efectos de la prescrip- 
ción, las posesiones ejercidas sucesivamente por diver- 
sas personas, e* indispensable que exista entre el'as un 
vinculo jurídico que Ies confiera el derecho de suceder 
legal y regularmente en la posesión. (Véase los suma- 
rios de las causas que se registran en los tomos 128, pá- 
gina 2$) y 131, página 155 en sus puntos primero y se- 
gundo, respectivamente, por ser aplicables a este fallo). 
Página 143. 

Prescripción (su comienzo mediando compra venta). — Sí 
liicn la proscripción para demandar por integración de 
superficie comienza desde la fecha en que la mensura 
demuestra} el déficit, ello es en los casos en que el con- 
trato de compra vent;i aparece cumplido por la tradi- 
ción; pero no habiéndose acreditado ésta, el titulo de 
obligación para reclamar la entrega de la cosa, es el 
de la venta ile la misma, desde cuya fecha comienza a 
correr el término para exigir el cumplimiento del con- 
trato de compra venta y para la prescripción (artículo 
3.956, código civil ) : y siendo el titulo a causa de la 
prescripción, inhábil para reclamar la entrega de la cosa, 
con más razón lo es para exigir la integración fie la su- 
perficie resultante de una mensura efectuada con poste- 
rioridad a la fecha en que se había operado la pres- 
cripción. Página 161. 

Prt'scripciátt. — Él derecho para exigir la devolución" de k> 



civil para la prescripción de las acciones comunes. 

Las gestiones administrativas no constituyen causa 
legítima para interrumpir el curso de la prescripción. 

Dada la autorización que contiene el articulo 2." de 1a 
' e y WSSfik sobre demandas contra la nación, no puede in- 
vocarse como Un impedimento para e! ejercicio de la ac- 
ción judicial, la excesiva duración de los procedimien- 
tos administrativos. Página ajo. 
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Prescripción (# internipcuVn l . - Asi como los procedi- 
mientos administrativos W ;ict0!l , » ltírn, í > - 
tims de la prescripción dd estado contra los pamcu- 

lares, del mísu» »"><1" & * la Sffif^ 

ción le las acciones de estos últimos contra el prime- 
ro por las gestiones que practiquen ante b adnnms 

El procedimiento judicial tendiente a obtener 1* 
presentación de los balances de una sociedad in««|»i. 
sa blcs para establecer previamente el monto de las uti- 
1U ,,des de ta misma, a los fiUes W cobro de impuc* o 

la prescripción, aún cuando esa gestión no Haya 
mita por mm iuntediata dkho cobro. fea acción 
fué el pr.Ke.limie.no preparatorio del juicio de apremio). 

Para que una resolución de una cámara federal 
revocamlo la intimación l.etha por él inferior, y que 
tuvo por efecto interrumpir la preseripnon, borre las 
«^secuencias leales de la demanda, es necesano quecl 
demandado resulte definitivamente absuelto en el proce- 
g&i invoca do cómo interruptivo dé la presmpc.on 

i¿mm ¿9% ^^0 civil);, mm m 

Prese» - Se presenta en el térmmo estab ecuh> pnrd 
artículo 4021 .leí cooigí* «vil. nn cre.lito contra 1* na- 
Z m 2 \m privar de sueldos indebidamente » 
fiados a lo, empicados encarados de fisca bzar ^o^ 
raciones aduaneras .,ue se practn.m en lo. deposito* 

" :,rt Kl 3-QRo y m -rreiatiu. del enligo £ 

sll h ,blan de demandas y juicios, lo* „«r ^ *™£ 

^ de las gestiones ante ftj poder ejecutivo. Pagu a W 
fWtaM* í refilas de>. - litigante, turnen d 

,|,o de que sus defensa, sean «idas y resueltas en toda, 
las instancias a que el litigio puede ser llevado con ar e- 
¿0 a tas nonnas del procedimiento. üó imputa- 
ble 4 lo. litigante* la MM * le V " 1üS ™^ 
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cias precedentes la sentencia haya *id« dictada puf par- 
tes, ella no debe dar lugar a (|uc sean privados? de nin- 
guno de los recursos legales respecto de cada «na de la? 
cuestiones sobre la* cuáles quedó trabado et plcilo. Pá- 
. gina 402, 

Procedimientos admiaist/rathin. Véase "Prescripción (su 
interrupción )'". 

Procuradores ante ía justicia de - Via se "Inscripción 

en la matricula de pn k tirado res " . 

Prueba (a quién incumbe), — Afirmando la parte actora que 
él impuesto cuya repetición demanda, *e hizo efectivo 
oun motivo de haiier extraído haciendas de la provincia 
y en el acto de extraerlas le incumbe probar ainhos ex- 
tremos. Pagina 

Prueba (su procedencia ) . — No procede la producción de 
una prucha <|iic. independientemente de no aparecer 
prima jacie que tenga relación con la materia del liti- 
gio o sea conducente a la decisión del mismo, se refiere 
a negociaciones de unu de los litigante- con un tercero 
que no interviene en el pleito y que |>odría afectar el 
secreto de las operaciones mercantiles. Página 240, 

Prueba pe ricial. — Apareciendo primo facic que los punto* 
que se intenta someter a la pnielia pericial tienen rela- 
ción con hechos invocados pira desvirtuar uno de lo* 
fundamentos de ta demanda, dclx* admitirse la prueba 
solicitada, sin perjuicio del pronunciamiento que opor- 
l unamente **e baga acerca de sti pertinencia. Página 275. 

Prueba testimonial (para ta (Mistión animo domini). — .Es 
por si >*)la deficiente e ineficaz para acreditar un he- 
cho de trascendencia jurídica como es la |wsesión anima 
domini en que se pretende fundar un título de propic 
dad, la prueba de declaraciones de testigos en (pie todos 
ellos son analfabetos, y, por lo tanto, inhabilitados para 
poder apreciar la naturaleza de la posesión ejercida y 
para discernir entre una simple ocupación precaria o 
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clandestina y una posesión nsteusihle a titulo de propie- 
tario; y cu que. al referirse al tiisitfpó durante el cual 
lian sido jióseidos los inmuebles, lo hacen de una ma 
ñera imprecisa. *m relacionar ^«s manifestaciones con 
acontecimientos o hechos une puedan servir para *oat 
el punto de partida de la ocupación y hacer verosímiles 
sus dichos. I Véase el sumario de la causa que se regís 
tra en el tomo 121. página !S$)t Página 55. 
Prucl>,i testimonial (a los 'efectos de la prescripción treinte- 
uaria). — Atentos los efectos jurídicos de la prescrip- 
ción tmirtenaria y su carácter prevalente sobre el me- 
jor de los títulos, para que pueda prosperar la prueba 
testimonial que a dicha posesión se rcticre, del* m? cla- 
ra y terminante. 

' Véase el número 2/ del sumario de la causa que 

se registra en el todo 123. téP» j8 5 Y tíl nUimro 2 " 
del tomo 12S, página tai, apUcables al cas*». Página 377- 



Recurso de nulidad por vicios de procedimiento. - Kl recur 
so de nulidad por vicios de procedimiento que no han 
sido impugnados como contrario, a una cláusula de la 
constitución, tratarlo o ley del congreso, no esta com- 
prendido en lo dispuesto por los artículos 14 de ley 
número 48 >' de la 4«5S- Pagina 251. 

Recurso de nulidad. - Véase -Recurso extraordinario 

Recurso de nulidad contra laudos arbítrale*. - Véase "Lau- 
dos arhitra!^ (sus considerandos y fundamentos i. 

Recurso extraordiario. - No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 4*- M «" «** cn W f mA 
teria del litigio demuestra que sólo se han cuestionad 
en el privilegios y garantías fundados en disposiciones 
de una constitución y leyes provinciales. Pagina 17- 

Recurso extraordinario, - No procede el recurso extraordi- 
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nano clel artículo 14, ley 48, contra una sentencia basa* 
da en las conclusiones de hechos irrivisibles |K>r la corte 
suprema en la apelación extraordinaria y bastantes por 
sí solas para sustentarla, de que antes de que el actor 
obtuviera la patente con que instruye la demanda, el de- 
mandado usaba ya apaños en que se aplicaban medios 
análogos o similares a los del mecanismo patentado, y 
que 110 existe la invención que invoca el actor, ni se ha 
demostrado que los aparatos que usaba el demandado 
fueran iguales a los patentados por el cedentr de aquél. 
Página 34- 

Kcntrsa extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 48 contra una sentencia que 
desestimo, aplicando principios generales de derecho co- 
mún la exección de cosa juzgad.-! oput'sta por el recu- 
rrente, invocando la garantía que consagra el artículo J." 
de la constitución, si para apreciar si es llegado el caso 
de la garantía invocada, e< menester estudiar los hechos 
consignados y los fundamentos <lc derecho común teni- 
dos en cuenta ]*or la sentencia. (Se crearía de otro 
modo, una tercera instancia ordinaria). Página 36. 

Reivindicación. — Con arreglo a lo dispuesto en el articu- 
lo 2.758 del código civil, la acción reivídicatoria presu- 
me un titulo hábil traslativo de propiedad de una cosa, 
su posesión y pérdida, y no es prueba de ta existencia 
de tal título, un testimonio fie escritura de venta saca- 
do, no directamente de la escritura matriz y expedido 
por el escribano en cuyo registro se otorgó la pretendi- 
da venta, o por su sucesor o por orden judicial (leyes 
8 y 9, Título 19, Part. 3»; artículos [,oof>. 1.007 y M*Í 
del código civil), sino de otro documento en copia p».r 
un escribano de extraña jurisdicción, (de Montevideo V 
Página 39. 

Recurso extraordnario. ■- No procede el recurso extraordi- 
nario del artículo 14, ley 48, contra una sentencia de 
la suprema corte de la provincia de Buenos Aires que 
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establece que el sobreseimiento definitivo equivale a ta 
-absolución del acusado" de que habla el artículo 1.103 
del código civil. 1 1 mentación del derecho común V 
Página 69. 

Keeurw extraordinario. - Sostenido por él recurrente que 
la apretón del artículo 5*> dél i&Mgp cíe procedimien- 
tos de la capital, en cuanto admite el féÜiflo de des 
alojamiento de una tinca arrendada [M>r qtt$n no e: el 
propietario actual de la misma, importa dar aplicad «1 
preferente a una precepto de dicho código en contra de 
lo. ¿pHécidos ]H>r dis|H»iciimes del código civil, y des- 
estimada esta alegación, procede el recurs-v extraordina- 
rio del articulo 14. ley 4*- ' Vii?ina 72. 
Kemrso extraordinario. - Dependiendo directamente la so- 
lución de la causa de (a interpretación di- la, leyes na- 
cionales (en el caso las números .í^'- *> h ™ 
zacióti de lo, ministerios nacionales y 6.757, *> ,m; creac - 
ciún lie la administración general de los f embarriles del 
estado 1. invocadas en la litis, no a titulo de argumen- 
tos, sino o.uii» preceptos fundamentales, priH.ide el re- 
curso extraordinario del artículo 14. fe 75 ' 
Keeurso extraordinario. Procede el recurso eMniordina 
nario contra una sentencia denegatoria del futro fe 
deral- Página 92. 
Keeurso extraordinario, - R0 procede el recudo extraordi- 
nario del artículo '4. ¡*> 4*. contra una sentencia que 
hace mérito solamente de deposiciones del código civil, 
sin lomar e n consideración las cláusulas de h constitu- 
ción que garanten la librad de tralwjar y ejercer toda 
industria licita. ( Kl caso aparecía directamente regi- 
do por el articulo 1,164 #1 código civil y M resuelto 
por aplicación de) mismo, no tachado de nuonstilucio- 
iml). Página y8. 
Uerurso extraordinario. - No es revisible en la instancia ex 
iraordiuaria que autoriza el articulo de la ley 4«- 
to<, sino como precepto e fundamentales. procede el re 




sentencia favorable al dereeínj invocado en la demanda 
y fundado en deposiciones constitucionales. (La sen- 
tencia declárate» la ¡neotistiru«onalidad alegada, del im- 
puesto municipal qüé hravaba las grabas que se intro- 
ducían al municipio» l'ágína íoi 
Recurso extraordinario. — Kl recurso extraordinario autori- 
zado |)f»r el artículo 14 ile la ley número 48. i-esponde al 
propósito (Jé in 1 pedir que se de a las leyes especiales del 
congreso, una interpretación restringida qüe tos deje 
sin efecto o desvirtúe su alcance. 

No procede dicho recurso contra una sentencia de 
unitiva que reconoció el derecho que el actor fundó en 
disposición de una ley federal (en el caso la del articu- 
ló 42 de la ley de mareas, número 3«975Í, interpretando 
ion amplitud el alcance de la misma, no obstante haber 
el recurrente cuestionado, también, la inícligencia de la 
expresada disposición legal, pero sólo con el fin de de- 
mostrar que ella lenia un concepto más limitado que 
el que le atribuía el demandante y que. |»or lo tanto, no 
podía sustentar el deredm reclamado en la demanda. 
Página 124. 

Recurso extraordinaria. — Üesconocido el fuero federal en 
que se amparó el recurrente, procede para ante al corte 
suprema la apelación extraordinaria que autorizan los 
artículos 14 de la ley 4? y 6.° de 'la ley 4>«>5- 

K11 el recurso extraordinario autorizado por el ar- 
ticulo 14 de ta ley 48, no es posible irisar un fallo 
-obre puntos del misino, consentidos i>or el n-eur rente, 
para establecer, en mérito de reglas procesales y de doc- 
rrina de) mismo carácter, cuál sea el orden en que de- 
lta n tratarse las diversas defensas invocada* en el ciir*' 
del litigio. Página ¿¿o. 

Recurso extraordinario, — No hay lugar al recurso extraor- 
dinaria del artículo 14 de la ley 4& contra una resoln 
dpn que declara la incompetencia de la justicia federal 
para conocer de un recurso contra una resolución de 
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carácter administrativo dictada por el administrador Ji- 
la aduana de la capital. (Se trataba de ta suspensión ne 
despachantes de aduana, recurrible para ante el mmw- 
' terio de hacienda; por lo que no había, en verd->d. "pena 
impuesta", dado que el ministerio podía dejar hisubsK- 
tente la resolución del administrador). Página ¿83. 
Recurso extraordinario. - No teniendo el derecho a ; >eür 
el levantamiento de un embargo o su sustitución, su 
fundamento directo en el articulo 5.° # constitución, 
sino en leyes procesales de carácter loga), no precede 
el recurso extraordinario del artículo U. fe* 4». contra 
la resolución que lo deniega.. Página 288 
mi*r$o extraordinario. - No procede el recurso extraor- 
dinario del articulo 14. fey 4* contra una resolución míe 
desconoce facultad a un aparado para desistir del 
juicio, revocando en consecuencia, el auto del inferior 
que dio por efectuado el desistimiento. «Tal resolución 
no tiene fuerza de sentencia definitiva y se funda en 
dis)x„inoucs o reglas de derecho ornún». Pagma -V* 
Xecurso extraordinario. - Su procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. meiso 2* de la ley $ ™"ira 
resolución de un tribunal de provincia que se limita a 
declarar que los recurrentes carecían de acción para pro- 
mover la demanda de mconstitucionalutad de una ley fe 
marcas provincial, haciendo constar que la simple posi- 
bilidad de que pueda serles aplicada no tos convierte en 
parte interesada v que ja ley orgánica incorporada al an- 
digo de ¡molimientos civiles de la provincia prohibe 
a los jueces hacer declaraciones abstractas sobre aplica- 
ción o interpretación de la ley- fXo hubo decisión ex- 
¡.licita ■ ► implícita sobre la cuestión federal planteada en 
la demanda; adema* de que. para la procedencia del ex- 
arcado 'recurso es condición jjfófc qúa non que esa cues- 
tión haya *ido planteada en el juicio de tal manera a 
habilitar a \w tribunales a pronunciarse sobre ella den- 
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tro de sus procedimientos y que su decisión haya sido 
en favor de ía ley o autoridad de provincia). Página 30^ 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14, ley 4& contra una resolución 
denegatoria del fuero federal fundada en "que de autos 
no surgen acreditados en legal forma los extremos que 
podrían justificar la procedencia del fuero federal por 
razón de las persona*, no obstante disponer el artícu- 
lo 2." de la ley fí.* 50, que siempre deberá presentarse con 
la demanda documentos o informaciones que acrediten 
que el caso entra en la jurisdicción nacional". (Pronun- 
ciamiento a una cuestión de liedlo o apreciación de pro- 
banzas que no puede ser revisado en dicho recurso). 
Página 313. 

Recurso extraordinario. — Kl recurso de nulidad como asi- 
mismo, la apreciación de las pruebas producidas respec- 
to de tos hechos, son ajenos al recurso extraordinario 
autorizado ¡x>r el artículo 14, inciso 2." de la ley 48. 

Dicho recurso es de interpretación restrictiva y nc» 
puede decirse planteada y resuelta la cuestión prevista 
en el inciso segundo del expresado articulo, porque un 
tribunal haya resuelto que. con arreglo a la ley nacional 
número 817, la prohibición de desembarcar impuesta a 
un inmigrante ha sido dictada por autoridad competen- 
te dentro de las restricciones del interdicto deducido. 
Página 321. 

Recurso extraordinario. — No hay caso concreto que pueda 
motivar una declaración de la corte suprema por la via 
del recurso de queja por denegación del extraordinario 
que autoriza el articulo 14. de la ley 48. fundado en la 
garantía del articulo 18 de la constitución, si el auto re- 
currido declara que el apelante no ha sido parte en el 
juicio en que fué ordenada la intimación de desalojo y 
nq aparece, por lo tanto, que ésta haya sido dirigida 
contra él. Página 357. 
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Recurso extraordinario. - No puede ser revisada por la cor- 
te suprema en el recurso extraordinario del articulo 14, 
* ley 48. una resolución de los tribunales locales aprecian- 
do su propia competencia a mérito de disposiciones di- 
carácter procesal uue no han sido impugnadas como 
contrarias a la constitución, etc. Página g$b 
Recurso extraordinario. - Véase " Inscripción ni la matri- 
cula de procuradores". 
Recurso ordinario de - S l,tcll ° d ;: h W 

participado ta nación en un litigio, y sin mediar Oh* 
<ervae.ón oportuna a su personería resultante de la in- 
tervención del ministerio fiscal en los trámites del pro. 
eedimichto v la interposición de recursos contra las sen- 
teflci^ pronunciada*, respectivamente, |>or el juez > 
cámaras federales, juanea sutieien témeme la tercera 
instancia autorizada por el articulo maso j." 'te 
la le> 4 055. Vagina 5, [[ ; V '.; 

fírriir*. binario de aviación. - K u los juicios seguidos por 
ó contra el Banco Hipotecario Nacional no procede el 
el recurso ordinario de apelación qué autoriza el artícu- 
lo 3° de la ley 4-0*5. .™ *f»<" «S <&0* no es pane (a na 
ción. fagina 366, 
ff^o ommáe dfi «pelado*. No precede el nctin» or- 
dinario de apelación autorizado por el articulo 3- . »»- 
ciso * -le la lev 4055. contra una ciencia pronuncia- 
dla étí «n juicio ejecutivo, por cobro de impuestos, se- 
guido por el ñsen nacional. 1 La tercera instancia que 
prevé el articulo y, inciso de Ir ley 4^ solo la 
autoriza el legislador respecto de las sentencias defim- 
üvas. no «éndofe las dictadas en juicio ejecutivo, aten- 
to lo dispuesto por el artículo 27» de la ley 50I. Pagi- 
na 399. 

Régimen W*icW* - hcctio dt ^ * a m ?¡* 

cipaüdarl a solventar sus deudas, no importa uri ata 
que al régimen municipal que la constitución ha ins- 
tituido. Página 288. 
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RrrtñtdteaciÓH.. — Acreditado por la nación ser sucesora tW- 
t.i provincia de Buenos Aires en el dominio de la* tie 
rras que reivindica, tierras sobre las que dicha pr;vin- 
cía tenia el derecho originario que reconoce a loe esta- 
dos particulares el artículo 2.342. inciso 1" del código 
civil, y cuyo dominio no se ha prohado hubiese sirio 
transmitido jtor aquélla, corresponde hacer lugar a la ac 
ción reí vindicatoria promovida. Página 55. 

Reivindicación. — Habiendo la provincia de buenos Aires 
trasmitido a la nación, todos los derechos y accione-* que 
tenía en virtud del derecho originario de propiedad, ra- 
tificado por el articulo 2.542, inciso 1 ." del código civil, 
sobre las tierras detentadas ]*or tercero? dentro de la 
zona vendida en la Isla Santiago, la nación, ya sea por 
derecho propio o como sucesora de la vendedora tuvo 
titulo para ejercer la acción reivindicatoría, aún cuando 
la provincia enajenante no hubiera podido hacer tra- 
dición efectiva de la parte de la isla de que se trató en 
el pleito. Página 143. 

Reivindicacu'm. — Véase "Prueba testimonial fa bis efecto- 
de la prescripción treintenaria "l . 

Retroactiridad de tas leyes. — Véase "Defensa en juicio". 

Sentencia vh4atoria de la constitución (respecto de la igua 1 
dad de los impuestos). — Para que pueda sostenerse 
que una sentencia que declara repugnante a la constitu- 
ción una ordenanza que establece un impuesto sobre 
productos que se introducen al municipio, viola la regla 
de que la igualdad es la base de los impuestos y de las 
cargas públicas, es menester que ella obligue a pagar al- 
gún impuesto o no hiciese lugar a la devolución de Tos 
pagados y que hubiesen sirio impugnados como inconstitu- 
cionales: seria también indispensable que la inconstittt- 
cionalidari hubiera sido alegada por parte legitima. Pá- 
gina 101. 
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AYmVio lítííi/or. - El servida» militar en el ejercito de la na- 
ción es un dclícr impuesto por ta constitución a todo 
ciudadano, constituyendo una regla general limitada en 
sus efectos ínticamente en cuanto se trate de las excep- 
ciones que la lev haya establecido, las que deben inter- 
pretarse restrictivamente, sin que puedan extenderse a 

casos no previstos. 

No está comprendido por el inciso c) de! articulo 
63 de la lev 4707. el hermano que atiende con su tra- 
bajo personal a la subsistencia de hermanos menores 
cuya madre ha fallecido, estando abandonados por el 
pndre. Página 351. 
Superintendencia de te corte suprema. - U superintenden- 
cia gereral que le atribuyen a la corte suprema el ar- 
tículo 12 de la ley 4.055 Y $ ' lc no com ' 
premie ta revisión de resoluciones judiciales. Pagina 272- 



Transporte (fowáo a demandar cuando ha intervenido más 
de una empresa). - Adquiriéndose la ^andail a *¡* 
efectos del fuero sólo por la residencia continua en la 
provincia durante dos años o por alguno de los otros 
modos que estáfete el artículo 1 1 de la ley numero 4». 
la s¿!á disposición del artículo 171 del código de comer- 
cio que da derecho al cargador para dirigir su acción 
contra el primer acarreador cuando ha intervenido mas 
de una empresa en el trasporte. 110 autoriza a demar- 
dar a un ferrocarril que en cuanta a la acción m si- 
guiera se ha afirmarlo se cncticnm comprendida en al- 
guna de las situaciones previstas en la disposición ci- 
tada de la ley 48. Í^E' n * 
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DÍ JUSTICIA DE LA NACIÓK 



Don Clodomiro Udt-sma tontoa fe UMfttem dé FtWto de! 



Saturnio: i. El -olo Hecíw de haber paniri|tado la nación cu 
un litigio, y sin mediar observación oportuna a su jn-r sone- 
ría resultante tic la inienvneión del m i nigerio fiscal ÉH 
tos irámiies del procMtmfcntp y la interposición de re- 
cursos eontrn (as sentencias pronunciadas, respectiva- 
mente. |*>r el jlfe* y cámara fedérale*, justifica sulicien. 
inmute la tercera instancia autorizada i»or el articulo ,1.'", 

Ííhtm) J." áe la ley 4.053 • 

2." £n caso de expropiación, el valor? de los bienes 
debe regularse DO* el une hubiesen téntilo si la obra no 
hubiera sido ejecutada ni aún autorizada. IHrhe dese^:- 
niarse. también, como elemento de jnicio g$& el justi- 
precio, el mayor vsXút W« tibiera tenido la eo^a por 
bstafedóri de un servicio público (en el caso, un/'iw- 
barcadero por medio «le canaleta- 1 concedido a un par- 
ticular con carácter precario. 

Coso: Lo explican las pieza-- sámenles: 



Y vistos: K1 presente juicio sobre expropiación del le- 



Connderando: 

i." (Jne iHir sentencia definitiva* de este juzgado, co- 
rriente alojas iK-j. se .lechín, sujeto a expropiación el men- 




SIÍNTKN'CfA m ^KXOR JtEZ l'K^KAI. 



Rosario, Junio 20 de LUI». 
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eibm^O terreno, y ¡-c mandó. - de aener$í» a lo ppscríptó 
pur é artknío &* de la ley especial pertinente. - ipe se pro* 
cediera al jns*i^eio dél injmtcble a expropíale y ik tos per- 
juicio- emergentes. d 1"- hubiere. ínsita sentencia fue cottfií- 
mada por ta téseme Cámara flojas $t§ y 2¿" > : prenuncián- 
dose la Suprema Corte en igual sentido, al resolver el ftfetffi- 
so de apelación deducido por !>i (Jarte 4*3 doctor Silveyn fea** 
ira el falto citado de la ÍSxen>á> Cám:ra iv. fojas ' ■ H» 
cotjseateiicía. estando conchudo en ludas >us instancia* el 
pleito sobre propiedad, comiede cumplimentar los reíe- 
riilo- fallos, prosiguiendo el juicio «le expropiación, 'le acuer- 
do con la lev sobre la materia. 

_■, Qn¿ bajados los auto*. >e procedió a ello, citando 
a las ('arte- para que concurran a una audiencia con el < «líjelo 
de nombrar in-rim o peritos tasadores; acto quv se realizó en 
l*a fecha lijada (fojas SflfgJi designando la parte M dpetpr 
Silveyra al Señor ingeniero Alberto Schueidevciud, y la parte 
de lu- propietarios del bien a expropiarse, al señor Domingo 
Barraco, -%nbos peiílbs se expiaron en SU oportunidad, co- 
rriendo agregados sus informes a fojas jSS y fojas res- 
pectivamente. Kt juzgado dictó cu -eguida de presentados 
éstos, la providencia de "atilos" y atenta la diferencia de cri- 
terio de los perito- nombrados por las partea tleslgpqí un ter- 
cero, para mejor proveer: presentando este su dictamen a 
fojas ¿04. 

V Qíte las o}» liciones de los tasadores son extremas, 
emú f|iit- V n:oiivarou el nombramiento de un tercero, «d que 
llega a una conclusión mucho má- aproximada, ca¡*i igual, a 
!a de! perito seftbí Uarraro; sin embargo, el juzgado no (a 
considera equitativa, por 1.. cnal no se sujetará en un todo a 
día. Partiendo del enunciado preciso de la ley (articulo 15 
de la número (%), -le tm el «ilor de los bienes debe regu- 
larse |J«r el que hubieran tenido, si la obra pública no bu- 
bie*e sido c ¡cemada, ni aún autorizada, cabe averiguar cuál 
era ese valor en la época de la toma de posesión «leí t neu 
por la Enipresa del pHW#, Indudablemente, la comparación 
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o inferencia a o]>erarionci< de compra de fracciones en ÍW lodo 
semejantes o vi-cinas a la del señor Ledesma . dá ba-e a una 
apreciación justa; y en este sentido el juzgado acepta loa a»* 
cedentes pertinentes citados j>or los tres peritos. 

4. " (¿iu-. mxm BS natural, el pivci». ]H>r metro cuadra- 
do ha variad., en cada caso de lo- mencionados, en razón de 
las edificaciones, remas, ubicación o mayor aivet, etc.: pero 
lomando mi termina medio, puede lijarse ese precio en :m- 
cnenta pesos nacionales. Sobre él. corresponde cargar d au- 
lítenlo por las características del terreno en cuestión, ¿itíwlü 
dos las principales: m situación tan cerca del centro del mo- 
vimiento comercial de la ciudad, al lado de la estación del 
Ferrocarril C. A.: y su altura sobre el Uío Paraná, me le 
dalia más valor, al hacerlo apto para la ittstakcmit de los em- 
barcaderos con bastantes comodidades Por láfe molí vos. e* 
claro míe este terreno no -puede figurar enire tos mediocre- 
v Ltner el precio antedicho, sino «pie por las especialidades 
asignadas, es justo que valga diez peso- más cada metro, 
o sean sesenta pesos. 

5. " Oue eséaMeddó el valor del te r reí tu m la ¿poca de 
la toma de posesión del mismo por la Kmpresa del Puerto, 
dehe determinar-e la indemnización que corresponde al pro- 
pietario, |K»r los gravámenes o perjuicios que sean consiguen- 
eia forzosa de la expropiación, sin ninguna consideración a 
ganancias o ventajas hipotéticas (articulo Jf>, ley ií*t>. $1 
tal concepto, el proveyente e-tima equitativo el criterio de los 
peritos Barraco y Casahlanca, en cnanto examen sobre toa 
puntos primero y cuarto del dictamen de fojas -!<;7 vuelta. 
La renta que producía el inmueble, resultado de la expia- 
ción comercial, de acuerdo con su destino espccialisim. ■, es 
un perjuicio real V evidente, que delie indemnizarle: -e^án 
lo tiene establecido la jurisprudencia : -kndu equitativo au- 
meiitítr é) precio del metro. jx>i e.-!e concepto, en die< pe o-. 

iv." ípe no piensa el prov:-yeiite del misino motín que 
el perito bercero respecto al ~cgu;-b antc.rdente m sumad- > 
por el señor Marracó a fojas JUj: ;ea, la -¡(nación venta- 
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jusa del inmueble : porgue ya fiti- apreciada al fijar el precio, 
y empinarla nuevaiueme como perjuicio, imjmrtaria irtintar 
veces un niisn* > factor o elemento de juicio. L,i nñ>m > 
piiéde tlctírse #f ¡imeccdcnte tercero ifoéncíofttMa a foja- 20 
*\uv va -e tuvo cu cuenta. 

por lo expuesto y tfc conformidad a lo ístatítiiló en el 
articulo 6." rfe la ley número iKo. soliré expn. ] «ación, resun- 
vn ni definitiva: Fiiar «l precio oue debe pagar la BittpW 
apropiante por rada metro cuadrado de terreno materia de! 
presente juicio, en setenta |>esos nacionales, inclusive toda 
indemnización. Seffal se expone en el considerando ptO ; 
Las co-tas a eargo del expr- -piante l articulo i« de al le> ei- 
1: ,da>. Infríese, liá^se saber y (j$ÓQ6»e el papel - Mmttef^ 
Carril! •. 

>i-vn-M .\ un i.\ etetmi vmtm, WS M'i:i.u'ToXi.* 

Rouiio. Noviembre H de ¡i>«-. 

Vistos I6> aftteiS «alfa expropiación sápidos pO? la So- 
cunad Puerta de líosario de un terreno del señor Clodomiro 

■ 

Ledcsma . 

V considerando i 

(Un- no UWwé» fundado el recurso de nulidad m- 
tcrpite^u por la expropíame, debe desestimarse, y as, se de- 

' Qvté la ablación de ambas parles se funda ttnicainci.tr 
ei) cf monto de la indemnización tija.la por ef a qw. >'. c:i 
consecuencia. <* éste el único punto a resolver en esta m* 
tanda i fojas 315 y Jif»»"; 

Que la indemnización comprende el precio y los |M?rjUt- 
cio< loé cítale* dcl«eti estimarse por separado. 

Mué como lo tiene resuelto es*? tnW%l en varios caso*, 
aplicando o interpretan.!*. iaS disposiciones de M art,culo* 
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4." v ig de Un ti-v «le expropiación i número el precio 

real de la expropiada debe fijarse a la ¿j»oea <le la ocii- 
paeión de la misma si fno.-t' aemiípañada 1» precedida dé la et- i :i- 
stgnacjÓH del pEeéÍÍ>< pero >íu computar el acrecentamiento 
iie valor que proviniese de la ni ira autorizada o ejeeutatla. 

(Jne la lev número 3.8*5 qtte autorizó la construcción de! 
puerto fue sancionada en uovü-iubre .le tBtfy y los plano^ de 

ron aprobados en ujoQ. 

nne la oeupaciuii niel terreno |hh la Suciedad del l'ucrto 
tnvo lunar en ujii. y aunque rio lia habido consignación, Uis 
peritos y i'l Juez aprecian a 1a época de tsá ocupación y la 
expropiada no hace observación al re.-iH.-eU». pareciendo en- 
temler que en ella alcanzó el lerreno su mayor valor. 

(Jue los peritos aprecian el terreno a la é$m dicha, en la 
Silente forma: el ingenien. Selnicidcwmd. propuesto por la 
expropiante, en i.í.o>: el -eiW líanaeo, propuesto por la 
expropiada, en S l,*o; y el ter -ni. -ei'mr Ca-ablanca. desig- 
uado de oficio por el juez, en S 12®A > el a tino. &) S 50 por 
metro cuadrad* > < fojas ¿Sí*. J(/>. 304 >' .í 1 -'- 

Que dada la discrepancia dé las pericial entre -i y la re- 
solución del jijea <m m couclusiniie- de ninguna 
de ellas, es neec-ario analizar y concordar los antecedentes 
de autos -me pueden conducir a determinar Cfnt equidad el 
valor real dpi terreno expropiado, dentro di- la- condiciones 
rpé -urgen de la ley de la materia. 

nne cmre esos antecedentes «parecen corno ios más im- 
ptírtántésí i.' la avaluación del lerreno en cuestión para el 
pago de la contribución directa y de la un ierren*» o-miguo y 
en análoga .¡[nación denominado "liarraen Victoria"; afi- la 
venia de este último en [*Jl& 

< )ne el dalo que se hace valer también referente a la es- 
limación pericial y Judicial, en cien pesos nacionales el nie- 
lo» cuadrad", de una pequeña fracción de terreno que se dice 
próxima y también -obre el rio Ta rana, carece de anteceden- 
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tes izantes en auMs Pata stílfe « & ™sos 

con el q«e ros ucuja. 

n„r el dato relativo a h. venia en hh* del ínmlc. eumi- 

denominado "Hurraca Victoria' '. fe * 
Ltemeritfe ppt el p¿& terrero (fojas 8 * 

concisión & las mejora*, 'le ella resima 

un precio 4 sesenta pm* nacionales por metro cua<lra<m. 

v d.a riiás, afirnjaeiótí que no aparece fundada en mm* a«- 
¿edniie de autos: la avaluación fiscal no era mayor m m 
nos ¿ft 191 « I foja* vuelta», y bien es notorio que entre 
aill bos años nuí* una desvalorizado» general ele los terreno,, 
día afectaba e^eiatmW a los -I, ci>ecnlac,.n y no a l«, 
üíí reñti: wmb 1" es sin duda el (le que se trata en este juicio. 

í )„e la totalidad del M ^Ct^° ,a ^Bf*f^ 
rife tfene una Mtprrhn, de ptt * cuadrados, de lo* 

clln ,e S se e^ia» 35#^ * J ™ 54S ^ 1 

t v *flW»á efláflKI de esta cota, pero siempre al.a- 

P^^&Spio; ^td afimtn el perito ®^mm* 
v e desprende de oíros ciatos. « 

superficie total fu.- avaluada para l-1 pn«o de la 

r . . i. Km» -i nioCi en S jK.oun. o sea :l 
cutKsttWcWfl directa: de- i<*>¿ a i«»oo en n 

pesos m H metro aladrado: de m » 95 en V, 7 
e, , S ¡4 ti el metro cuadrado: y de l$W en adelante, eti 
pfc¿ . js;boo, O sea a S el metro cuadrado. 

F*,a ilinación concuerda en general con la del futido 
bfólgtó conocido por "Harraca Victoria", y que Cita d pe- 
rito S.hn.id.wid a fojas 293 vuelta, excepto en que en 0* 
ce eleva en m'i B *** de S 30 el metro, lo que en la pn.n. 
ra recién tt fe en «OU- Amba* comprenden las mearas 
¿ segútl los ató las Hay de importunen., .fojas *B$ vuel- 

^**3* I avaluaciones se desprende: tjue ele siete 

pesofniás 6 menos en too,, subió basta más de treinta ^ 
en mil a i#% época de la OCttpactpn. y de-le emonu. 
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11 r. ¡subió en adelante, lo tjpe permite presumir: l." que l:i i>í*rrt 
«Id puerto influyó en la valorización, y 2." que un bu i*, va- 
lorización después de los expresados años. 

Que la mayur avaluación del terreno de la referencia, 
durante su ocupación ]ia sido pues, la de $ 32.43 por metro 
cuadrado, lu que nos suministra un dato inqxirtante c im- 
prescindible, que debidamente aquilatado y concorda di» cim 
tas demás de autos, puede conducir a fijar con equidad el 
precio verdadero. VI efecto debe tenerse en cuenta: o) Q"e 
la avaluación lisca! t s ]xu* regla general inferior al precio real, 
lo que cu el caso se continua teniendo en vista el precio de 
venta que se puede deducir de la escritura de fojas 2 a 5: 
bj Que la expropiación toma una porción del terreno que 
no obstante bailarse l*ajo la -barranca del rio. ofrecía especia- 
les ventajas, fuera de la de servir de embarcadero ; c) Que 
en las ventas forzadas se debe, en la duda. ;i preciar con amplitud 
de criterio. Pero debe tenerse en cuenta jwr otro |Kirte : d) que 
la referida avaluación comprende importantes mejoras; v) que 
es indudable que la obra que motiva la expropiación influyó 
en parle en la valorización de! terreno; y f) que también iti- 
íluyó en esa valorización el destino dado al mismo, de embar- 
cadero, en virtud de concesión revocable del gobierno de la 
nación. 

Que de los antecedentes y criterios expuestos resulta, a 
juicio de e-te tribunal, como el precio más equitativo del te- 
rreno expropiado, el fijado jwr la sentencia apelada. 

Y considerando en cuanto a los perjuicios: 

Que el terreno no resulla perjudicado por el fracciona- 
miento, dada su extensión y la parte que la expropiación le 
toma, y en cuanto a las ventajas que esta parte ofrece lian si- 
do consideradas al apreciarla. 

Que la explotación comercial a que era destinado, como 
embarcadero, no le permite a la expropiada cobrar perjui- 
cios por ¿ti cesación, en razón de que sólo podía efectuarla 
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¡H ,r cdiiccátón revocable del W&Qftei í **" ,k ' adw a 
ittWiótt. segftti la "i>* 1i;i coneesi3& 

Y on^iileraiKln finalmente, (p «tí habiendo la exgrt»< 
piante liecbb entibación aljama, «ta riMW. «J» pW° 
,| ..nicitl.. 4- la lev de ^IHafiiSo y jnn>¡>n»U-nc.a Sen, 
tada ¿i ¿espccfei los littetesiw <W tnmttn (pie se manda fúgtf 
des*fe la f¿*¿ de la oenjiacj&íi «le! 

p ftf jaif, v ftmdanicm.K cnmwlanu- de fe senté» 
atsIMa forrrértie a foias |W a sé fe mfom W 

a] precio q«e tija «BÜWW» «ÉN***»! tas o ; st; !' . J?* 
• „• ¡a n-v.^;. en cnanto condetia éfl lanicios, declara»(JO*e 

l¡ué ¿ 1,ay ÍU#r a efe Se Ciclen* *» » a 
parte exíjame a alonar con los intereses a ¡etflfe 
o» ck- la pación \rtit-iilina l-1 m.»m» '^ la imlemmzacimj fi- 
jada en él tcrinínu (te iUés ilia*. La* m-las eje esta instan, 

na en el <Mm mmfa W¡fm&* > 

gaitq de origen tt&C se repondrá el seitátlo, - jg)fft» I t*r« 



Butnoi Aire», Julio 9f de 

Yi-to- y o>:isttlrraud<': 

Gilí: la pr.v<'.k'iL-ta del reeuisb ernu-edído para ante e>ta 
corte : i¿»íta U l«*Hb k Wfr. m ° ,; ' Nfc™ ° 

pi ¿i tó (artídito r * * le) ¥»^SS* m *ffi"* 

dtcntenieni* ¡M al Ste 

„ ;if|ll óil;, ha e«ado lepre^itatlíi en las ¡u.lanria, pn-eedH.t. * 
por los ftmcibi^rtOs del itíínísN!*» ^ h:u1 
ycoiilo en N ttamite* del prwerfiinienui y han 
recursos contra tes seotcKíi* ^itSpItes r^p^nwiit» 
por .-1 jt»« federal v |X>r la cámara federal (le spclacioaes, 
0iie ¿I «nk, hecho ríe ¡i&r participad*, la «ojt m el 
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litigio- si ti íi'ctlUir observación oportuna a su personería, jus- 
tifica suficientemente esta tercera infancia, no siendo óbice 
para 0Íft ¡o manifestado en el precedente dictamen por el se- 
ñor procurador gencr:i1 desde que han ajielado todas las par- 
tes qtie han iuter venulo en la causa y sin que sea el caso de 
pronunciarse sobré cuestiones que n» han sido materia del 
pleito. 

(¿ne declarados en el juicio anterior entre las mismas 
¡«tries los derechos del demandante -obre la fracción de tie- 
rra afectada |mr las obras del puerto del Horario que se in- 
dica en el plano de fojas 150 1 sentencia de esta corte, de 
f«o> 2|&);; las cuestiones debatidas en el nuevo litigio inicia- 
do a fojas 2-S de estos autos, han quedado eirenn .criptas a 
la determinación del valor del terrenno expropiado, a la exis- 
tencia de otros perjuicios que afectaran el patrimonio del ac- 
tor ]W razón de la expropiación y, en caso de halarlas, ct 
mmuo de b>s misinos. 

(Jnc la fracción de terreno a expropiar tiene una super- 
ficie 7le trescientos cinctienta y nueve metros odio mil dos- 
cientos sesenta y tres cent i metros cuadrados, y forma parle 
de una propiedad del actor don Clodomiro Lcdesma. cuya 
extensión total es de cuatro mil ciento sesenta y dos luciros 
veinte decímetros cuadrados. 

Que el inmueble del señor l\edesma $ halla formado en 
su mayor |iarie i>or tierra alta o de barranca: pero la por- 
ción afectada por esta expropiación se encuentra ubicada en 
la playa y su nivel, en casi toda su extensión, es inferior a la 
cota cinco metros veinte cent i metros que determina la altura 
de las asnas en las crecientes ordinarias del rio 1 'araná. 

Que los dictámenes jtericiales producidos durante el jui- 
cio, llegan a conclusiones divergentes ies|»cctn al valor de la 
tierra v a lo- perjuicios derivado, de la expropiación . Kl pe- 
rít.. Scheideuind (fojas 28S1. atribuye a la fracción a ex- 
propiar en la época de la ocupación de la tierra (año miM. 
un valor de trece |»e-os, con diez centavos |>or metro cuadra- 



14 ÍALUOS DE LA CORTfi SUPREMA 

tío. opinando que no existe mérito alalino para acontar otras 
indemnizaciones al expropiado. (SI perito Barroco ( f s. 20") 
sostiene que en esa misma éixxra el terreno valia ciento trein- 
ta pesos el metro cuadrado y aprecia los ¿tfljjgfefó ocasio- 
nados ¡«ir la dcs\alorizaeión lie la parte de tierra no expro- 
piada, en la cantidad ele cien mil pe-os. A su vez el perito 
tercero señor C;wih!anca (fojas ,^041 eslima en ciento vein- 
te pesos cada metro cuadrado de la fracción afectada por las 
ulnas ite! puerto y en setenta y seis mil nclieuia pesos los per- 
juicios ocasionados ]*n la expropiación. 

ij w -ot 1c » ipie respecta al valor «le U tierra a expro- 
piarle* desde IttegO evidenle que el valor que te asignan los 
peritos Harraco y Carablanca, resulta excesivo, dada la na- 
turaleza, situación y productividad normal del inmueble. To- 
do-, los antecedentes que lian servido de liase a dichas peri- 
cias, sé reiteren a tierras -imadas solire la barranca, con una 
iHirci-ui mínima de playa, mientras (¡ue la fracción objeto de 
este juicio es tierra baja o de playa que en su mayor porción 
H C encuenlra generalmente cubierta por las agitas cid rio y 
que necoitaria para su aprovechamiento ser redeña da y sos- 
tenida por medio de defensas, lo que i mandria -crios desem 
Ik ilsos al propietario. 

(p<5 los mencionados dictámenes se encuentran, ademas, 
visiblemenu- influenciados en sus coiiehiMones tanto por la 
vecindad del puerto, cuya construcción ha determinado ne- 
cesariamente la inflación' del concepto del valor de todas la> 
««¡erra- dtuadas en mi .proximidad, como por la aplicación que 
se hacia ele las tierra- riltereñas. entre las que se contaba la 
del señor Lcdesma. jara Ja instalación de canaletas destina 
das al embarque de cércate-, antes de la habilitación de di- 
cho puerto. Tales factores deben dn embargo, descartarse 
como elementos de juicio para el justiprecio; el primero, .por- 
que en caso de expropiación el valor de los bienes debe re- 
guiarse por el que hubiesen tenido si la obra no hubiese sido 
ejecutada, m aún autorizada (articulo 13 de k kf nú"*- 
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m líkjt; y el segundo, porque la habilitación del embarcade- 
ro que ko una productividad y jwr lo tanto un valor extraor- 
diuarío. a tns tierras del expropiado, fué acordada con carác- 
ter precario y con la condición de j>oder ser retirada en el mo- 
moiilo qile el gobierno lo dispusiere, sin conferir derecho a 
l:t indemnización; deduciéndose ile todo ello, que el aprow- 
chamiemo económico de la jdr.ya y su valorización consiguien- 
te na jodian ser sin» circunstanciales y efímeros, anuo lo era 
la aplicación o destino <|ue se le daba en virtud de m piel la con- 
cesión transitoria. 

Que de las o¡ieractones mencionada* por los pe ritos, la 
qUe mejor puede servir para formar criterio acerca del valor 
de la tierra, es la venta de la barraca 'Urilama''. Wpí situa- 
ción e> semejante a la tierra del señor Ledesma. Dicho in- 
mueble fué vendido en u>m. |>or un precio «pie, descartado el 
valor de las construcciones, corresponde a sesenta J»esos por 
metro cuadrado, Ahora bien: sí se tiene en cnenta que la 
mencionada barraca está instalada en terreno de nivel eleva- 
do en toda su extensión y que su precio lia debido lógicamen- 
te determinarse ¡>or la vecindad del puerto: que, además, la 
tasación de toda la propiedad del señor Lcdcsnia para el im- 
puesto de contribución directa ha sido de catorce ]>csos ara- 
unta centavos por metro cuadrado hasta el año 10,1 ¿. y que 
m bien es cierto dichas valuaciones son generalmente inferio- 
res al valor real de la tierra, no lo es menos que la |»artc que 
se le expropia es la menos aprovechable y valiosa de su te- 
rreno por la circunstancia ya apuntada de ser anegadiza, debe 
considerarse mu- el justo precio de dicha fracción en la épo- 
ca de la ocupación por el expropiante o sea el año 1911. no 
excedía de catorce pesos, cuarenta centaxt* ptoí metro cua- 
drado. 

Que respecto de |bs otras indemnizaciones reclamadas 
por él expropiado, del* observarle desde luego que esa parte 
no ha invocado en esía infancia consideración alguna que 
demuestre que la sentencia apelada, en lo que se refiere a di- 
cho punto, le canse algún agravio. 
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Qíie |«>r otra parte, lü expropiación no product' íraeciri- 
namicnto del inmueble, ni deja reducida la propiedad a *1t- 
mensione- <jue perjudiquen su cómodo aprovechamiento, pues 
la fracción objeto fie este juicio se encuentra en tino de 
eMreinos .leí inmueble del señor Lede-uta y comprende tina 
-npertície iusignihVaute en relación al área total de la tierra 
del expropiado, sin contar con míe dicha fracción es la de 
ní$S difícil utilización : pár¡ú ñnes comerciaba o industriales 

(j 1H - la circunstancia de qiie la expropiación te impida -1 
expropiado continuar explotando mi inmueble como embar- 
cadero de Cereales, no -lilamente un e* exacta, pues de los 
informes suministrados por los mismos peritos resulta eme en 
el terreno del señor Lede»tna se signen efectuando operacio. 
nes de cmtarmw por medio de una pasarela amarizada pí>r 
la Kmprcsa del Puerto. tStitb <|»e aún en el cas-. de -crio in> 
dar i a lugar a indemnizaciones, toda vez (|tte U coneeción para 
insular la canaleta fué precaria y podrá ser retirado sin de- 
recho a indemnizaciones cuando el gobierno de la nación lo 
festtriiare conveniente. Kl apropiado no tenia, pue- üprvém 
a instalar y explotar el embarcadero cómo un atribulo de -u 
dominio sobre el innmeble. -iro en virtml de un permiso ad- 
ministrativo, cuya COifcésión cubicó al habilitarse d puerto 
del «osario y que nunca ha podido dar origen a reclamación 
de ila ñus y pt-r juicios. 

Qiie tampoco puede aceptarle .pie la falta de acceso di- 
recto "al río corisfítiip una causa de desvalorizaron de la par- 
te del irmueble no expropiada, pltés el seíW Lede^ma sólo 
habría podido obtener utilidad del hecho tic eslío- su lerreno 
Umítrofe ron el río. -i no hnbiera podido declinar a embar- 
i-adero, lo que no dependía de sn voluntad ni era verosímil 
-pie se lo pe nuil iera el gobierno de la nación después de estar 
habilitado el puerto. 

Qtté >i el mmo no afectado por la expropiación np 
tiene ya i*>r .límite el río. tiene en cambio como vecino al pner- 
lo del Kosario, <pie j>ennihrá al señóf l.edesma utilizar mi pro. 
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piedad con fines permanentes al par que Incritltivos. pmlien- 
<W> afirmarse, sin riesgo alguno, que a los efecto* de la valo- 
rización v aprovechamiento del imimebk'. la vecindad del 
' puerto m «tas favorabde que la del limite natural que tenia 
anteriormente. 

Por éstos fundamentos se re furnia la semencia ajelada 
en lo referente al precio e indemnización, que se fija en ea- 
mm pi-siís con cuarenta centavos i>or metro «cuadrado del te- 
rreno que se expropia, y -e la confirma m lt. Atante. X«<ti- 
tiqtiese y devuélvanse, reuniéndose ti papel ante el juzgndo 
de origen. 

A. Ke'k m i" jo. — Nicanor G. iw-l 
Soi.ar. — D. E. Palacio. — 
J. Fhu kroa Ai.ci irta. — Ra- 
món Mknukz, 



f'roT-iiii itt de Stind:- /v. cu UlUoS con $0 .hjuslm /. Cabal, 
sobre cscrititrtn iótt. Kecurso de hecho. 

Sumario: N*» procede el recurso extraordinario del artku 
lo 14. ley 4S. en un caso en qne la materia Úé litigio de- 
muestra que >ólo m lian eueslinado en él privilegios y 
garantias ."-.".dados en di-posiciones de una constitución 
y leye^ provinciales. 

Cit.<o: Lt) explican la- pieza- siguióle* : 

IULTAMKX IiKI. SKÑ"R J'ROCt'KAIiOR CESKRAT. 

Bueno* Airti. Junio 9 de 1A20. 

Suprema corte-: 

IV la exposición c|ue hace el recurrente, corroborada por 
el informe expedido por el superior trilmual de justicia de 
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Santa Fe, tío resulta que. en el juicio que siguió él dncior 
Justo 1. Cabal cernirá dicha provincia, sobre escrituran. 'it. se 
haya puesto en cuestión la constitución nacional, las leyes del 
congreso, ni lo< tratados de las naciones extranjeras, a qits 
se refiere el artículo 14 de ía ley 4* sobre jurisdicción y com- 
petencia federales. 

Solo se ha discutido disposiciones contenidas en la cons. 
titneión de la provincia y en »>íras leyes tócales. 

Las sentencia dictada^ en esta clase de juicios por los 
tribunales de provincia. 110 están comprendidas en el artícu- 
lo de la ley 4S citada, como lo ha resuelto V. E. en mi cri- 
das veces. 

Por ello pido a V. K., se sirva declarar improcedente la 
queja entablada. 

foié Nicolás Utilicnzo. 



E-M.Uí Wv U\ l'oKTIÍ SL PKl-M A 

Buenot Aim, Inllo 23 d« IMO- 

Autos y vistor El recurso de hecho por denegación del 
extraordinaria interpuesto por la provincia de Santa Fe en 
el juicio que áigtle don justo i. Calwl. sobre escrituración (fe 
tierras finales. 

V considerando: 

(Juc de la exposición del recurrente y del informe del 
superior tribunal de Santa Fe. resnlta que la sentencia que 
motiva esta queja feá considerado y resuelto una cuestión 
que. en términos concretos, se reduce a establecer si con arre- 
glo a la constitución provincial el gobierno de Santa Fe es- 
taba favnltado ]>ara dictar los decretos en que el actor funda 
sm demanda i»or escrituración. 
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Que a este respecto se lia sostenido por la provincia al 
contestar la demanda. que los decretos y 
nistrativas invocadas por el actor, carecen de f^ l f 
para obligar a la provincia, en cuanto vio an «M*£# £ 
Li^o o" de la constitución local y el art.culo 6." de la ley 
«ctiiírc de Üh dictad, por la legislatura, toda ^* 1» 
resnbicionc, del poder ejecutivo provincial no ha obtenido la 
aprobación legislativa. 

Ouc la sentencia <le primen, instancia y la del super.or 
■ rilmual de Santa IV » Han limitado, pues, a «T^J^ 
<,ueda dicto, si el ,KHler ejecntivo .«* o no ¡o, la 
provincial las facultades „« se a.nuuyn 
,0c fueron invocados por el actor como mulo para deduer 



la demanda. 

Ü en conseeoeiKia, la .nateria del litigio demuestra por 
sí mí»«a que no se ba disentido en los autos ninguna de las 

j federal une puedan autorizar el re- 

cttestiones de carácter teatral que me .* 

eur^o previsto por el artículo 14 de la ley 48 ? 6 - íJe la 
númerTU^ como quiera que sólo se ban puesto en cues- 
S SPi y «—tías fundadas 

constitncon y leves provinciales, extrañas al ~ ex 
traordinario autorizado para an,e ^^¿^Jl 
mo 122, página 166 ; tomo 124, l*g.™ 214. tomo tan. pagi 
na ííl, entre otrosí. _ 

Él, su mérito y atent» lo expuesto y pedido por el señor 
procurador general, se declara invprocedente la queja deduc- 
ía. Notifique* y repuesto el pa ( >el archivase. 



A. Bermejo. — Nicanoe C. del 
Solar. - D. E. Palacio. — 
J. FicuEtoA AteCORTA — Ra- 
món MÉNDEZ. 



30 



FALLOS HE LA CORTE SUPREMA 



Sumario instruido al conscripto Manuel Emilio Anza. por ¡h>- 
m iridio. Contienda de competencia. 

Sumario; Corres] mi ule a la justicia ordinaria y rj0 a la inci- 
tar, el conocimiento de un sumario instruido a im cons- 
cripto por creérsele re>pon salde de la muerte 'le un par- 
ticular t|iic viajata en un coche de tranvía, ocurrida án> 
rante la intervención, en auxilio de la policía* dé la gimr- 
dia de un arsenal de guerra en mi desorden produddo 
en un calle .publica, a inmediaciones del mismo. íSc t T 'a- 
tal>a de un luvho qtfe ni por su naturaleza, ni por ra? ni 
del lugar en que ocurrió, debe reputarse como cometido 
en servicio militan. 

(W,>: l.o explican las piezas siguientes: 

Apro per, SffioB pjg ixstki eeióx mu.it \h 

Capital Federal, Abril ¿4 de 192". 

Autos y vistos : 

La not,! pasada a S. K. e| señor inint.-.t n» de guerra, ¡JOf 
el señor jue/ de in micción de la capital, doctor Amonio de 
< >ro, adjuntando testimonio dd auto ile prisión preventiva <! 
nviada en íedin de abril corriente, contra el conscripto ck« 
la cirrpañía de ilestacanieulo del arsenal "Kslelian dé i .lien". 
Manuel Emilio Auza, por considerarse al mi sino, autor del ho- 
micidio del guarda del "Tramvay Laemzc". Francisco Muñoz, 
hecho ocurrido a raíz de un incidente producido en la esqui- 
un de la- calles Pazos y Pavón, la noelie del i¿ de marzo pró- 
ximo pasado, en el que intervino una patrulla militar dé !;•. 
citada coinpiñia. t'orniando parte cíe ella el referidrr cons- 
cripto Inzaí» y 
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E^tíibi^ 1>1 militar kjgjfe W ¡Bf^ I™ or ' 

Vn Ú conscripto Mamu-l Kmili» Ansa P«- 

aen .iipcnw. qm formad,, parte tic una 

-unto autor pcgun vi rtunai u interve.ii- 

tótrtílJá militar qtt* m fanones dct s.niua, iu 
U en el desorden producido en iu e-quum de las c dle> 

le oonpete a W a.uoridad militar el u^an-nto ^ 

P rndLl..s. ve. que de acuerdo o>n ^J?g 
, Tii VI Cao l art. 117. inciso 2/" del cndtffo de jus- 

: ÍS4ao militar, para continuar la *»,, ^ - 
tl crul Stores. - *»* ****** 

u-. a ** ,X!4tRrcci6s 

Bueno» Aire*. «tafo a tfe 1«0. 

Aut»* y vistos: 

ii „ nc ¡„ de ¡nliil.¡c¡.-„. de tojas ,,..cr¡l,¡dn (¡él sefior juez 
militar y por d jftf ,* MM«M 

cito v arcana del amortante, caratulado M«w Fran- 
Ü £ £ií " a catión de com,*.cnc,a 

de jnrisdiecoón. y 

Cotr-íderando: One el m,»ircn.c EM,f , « 

¿j cinto .culta del ««.«fió militar. ■ -» f 

¿íSpto Manuel Emilio fffeh ««sunto amor del hMM* 
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dio fiel Rítanla Francisco Muñoz, según el sumario civil. Ka 
formado ¡;ani- de una patrulla militar, que. en funciones del 
servicio, ha intervenido en el desorden producido en I;i esqui- 
na de las calles Pozos y Pavóu. la nuche del mismo ílfa que 
cita el infrasH-rí] >lt » en el auto de prisión preventiva decretada 
en fecha o de al>ril ppdo., contra el conscripto antes nombra- 
do, y en la aplicación qué haVe. en el caso, de la regla csta- 
t;ihleci<la por el código de justicia militar sobre la competen- 
cia cíe los tribunales de ese fuero, declarando <Tit, VI. Cap. I, 
articulo M-. inciso 2." l , que la jurisdicción militar compren- 
de los delitos y fallas que afectan directamente el derecho y 
los intereses del estado o de los individuos criando son come- 
tidos [>or militares o empleados militares en actos del servi- 
cio militar ( ver testimonio del auto de competencia, a fojas I 
y ¿ del presente incidente). 

Que el resultado de ambas indagaciones Mimarías, a) mu- 
nos en cuanto invoca por su parte el funcionario remiirente. 
es concordante en el sentido del tiempo, lugar y persona* 
afectadas por los acaecimientos; quedando por tanto, como 
cuestión fundamental y única a discutir el carácter legal de 
los actos de los individuos del orden militar en aquellos com- 
prometidos. 

Que se lia establecimiento asi, que la noche del 13 de 
marzo ppdo.. después de las 9.3a i-'i.^oi, éíi el interior del 
almacén, sito en la esquina dtr las calles Pazos y Pavón, ha- 
llándose presentes los clientes Ernesto Marino y José O. Se-- 
vogia. cenando, lo? hermanos Jo.sé y Alfredo Lema Rodrí- 
guez, llegados a hacer consumo de bebidas, el sujeto Pedro 
Uítcar Parías faí Ñato, empleado en el arsenal de guerra* 
que también cenaba en el negocio y el sujeto Esteban Pres- 
siani ( a > Barullo, empicado del mismo arsenal, que se sen- 
tara a conversar a la mesa del anterior: hallándose, además, 
cenando, de estar al dicho «leí testigo José Fernández, hijo 
<le Facundo Fernández, dueño del almacén mencionado, fo- 
jas 57, otros, según cree, tres individuos de él no conocidos. 
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míe „„abau m Marino; 

también fea denunciantes Jo!» Carral. ícl« R.vara > U-gui 

!■ b » »»" ^■ , » r « cr 4w ' i,mmc,i ' ;,,K, T i( ; c 

a Carral. Félix Rivira y Miguel » gg OL. 

vutJra Iv vuelta. respectivamente P : suscito* un incidente 
?3 i iuversncmn mantenida por Marina con otros so- 
L tinta*, # la» últimas elecciones nac.ona.es end 
«V os alu.li.los Pedro Lúea, Farias y hsteban Presen 

» " ágeme .le la sección .«de policía .,ue era ~ 
SMita "i. su cañero Pressiani por te ta. 

v como no consiguiera <le los representes ***** 
ridad ei procedin.iento que demandaba contra los m»m« m- 
W,, ' L declaración, tojas «, - detenu.nar la presenta. 

SLSmSSL de U'ca-. solicitando intervención en el de- 
sden ,,c _se ^Wgf *^g^Í! 

ñor un grupo de su etos no menor de d.ea o doce I ver 

levantar por las autoridades del arsenal. Io)as 15), 

Fste fné el origen de lo orden impartida |»r el ten.cn- 
,e Í , L Ricardo Palacio q «e * Hallaba en es, .«mpoen c 
tocal de la guarlia <le prevención en el arsenal Esteban de 
?«- .lesempenando las fuñones de candante de a 
mtam. pan. ,ne se formara una patrulla con los conscr.p- 
m.Miia, para .|<«= c .u_« u.h.1 amara v Segundo 

,os Manuel Anaa. Martin Salmas, Isa bel ; \mv a . 
\rdiles al mando del sargento Dentado y -e trasia 

■ ara e*a fuerza a. Ingar & desorden, lo luciera cesary *■ 
uniera a los desordenados, si fuera m^«P$£ 
dé foias o) . La patrulla se constrtuyo en segnida en el ai 
tón de ta esrpiina de las calles Pazos y Pavón yendo todoa 
"■Ponentes armados a manser: y en su indagatoria de 
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fojas 75, el sargento 1\'r>liniit> tiimvz expresa Tas medida- 
que adoptó cuando, al llegar frente al almacén, vio que unos 
diez o liíict- individuos estaban golpeando a otro vestido de 
particular, produciendo un gran de -orden, asi como también 
cuando ya a !a puerta del negocio, ordenó a los que estaban 
en el mi-mo ce-arau de pelear, no siendo en el primer mo- 
men'o obedecido. Kste procedimiento terminó con el arro- 
to y conducción al arsenal de los sujeto- Kmcsto Marino, 
José Gi Scgovia y los hermanos José y Alfredo Lenta Rodrí- 
guez. Por otra parle, también étt indagatoria tojas 79, el 
conscripto Manuel Kmili<> Anza cbhfte-a la producción de 1111 
disparo Con él mau-er de que estaba armado, y sus propias re- 
ferencia-, especialmente en cuanto hacen al movimiento riel 
tranvía de ta empresa Uacrozc en !a cual prestaba a la -azón 
senecio el guarda í'nieiseo Muñoz, y tos demás elementos de 
juicio* acuri miado- en él principal, de que se hace mérito en 
el auto de pri-iún preventiva dictada contra ej mencionado 
eonn-.erip'o, autorizan a creerlo responsable de la muerte de' 
nombrado FranciScy Muñóz. 

Que la relación de antecedente* que se deja foruiu latía 
potít "i' la raii' cute le man i tiesto junto con el concepto mate- 
rial de tic -linde de la jurisdicción 111 i litar del arsenal de gue- 
rra y de la ordinaria policial. 4}or lo que se refiere al lugar 
de la ejecución delictiva, la verdadera naturaleza, ele los ac- 
to-; que el infrascripto ha entendido de su deber indagar al 
-argento Ueoliudo t'.ómez y conscripto Anza. Salinas, Alila- 
ya y Ardiles, o sean los eompanentes de la patrulla destaca- 
da de-de el precitado arsenal, 

l'!n el primer lugar lo- hechos han pasado en el inte- 
rior y ex'erior del almacén de Facundo E'eriúndcz, es ¡nina 
tle las calles Pozos y Pavón y en la via pública, cu dichas ca- 
lles, por \n< cuales circulaba el 1 rancia de la empresa Lacroze 
bajo la guarda de la victima Francisco Muñóz. y ahí rige la 
jurisdicción ordinaria, habiéndole hallarlo entonces de turno 
en esa parte del munivípin pie forma parte tle la sección rK. 



DE JUSTICIA DE LA X ACIÓN 



35 



de la inicia de la capital, el juzgad $ instrucción en U> cri- 
minal a cargo del infrascripto. 

Kn segundo lugar, la acción ríe la patrulla referida no 
puede estrictanneme calificarse, cotí» lo hace el funcionan.» 
rcquirenie. de actos del servicio militar. Se lia tratado pnra 
v simplemente de mía intervención |»olic¡al, que hubieran po- 
dido adelan'ar lo* agentes de la comisaría seccional de h> 
iHsr acudido en oportunidad al desarrollo de los hechos, y 
esto en el supuesto de que los acaecimiento- no han sido pre- 
cipitados o más bien no han sido únicamente resultado del 
eáeesb & lo* airulladores procesados. Y tan se ha tratado 
de una intervención puraduente 1 x>licial. que en el ánimo mis- 
mo de las autoridades del arenal de guerra descúbrese la 
ausencia de todo propósito de suplantar a las outorulades ju- 
risdicciones ordinarias, ¡por aparecer, desde el primer momen- 
to, manifestada, voltin'ad fie dar inmediata intervención a la 
policía v al juzgado del infrascripto < ver declaración del cabo 
Bernabé Abregú. fojas 105, oficio de la comisaria dé la sec- 
ción i& fojas 33 v la remisión- de antecedentes cumplida por 
el señor coronel director general del arsenal de guerra, fo- 
jas 31 >. 

Que esta interpretación consulta la generalidad del con- 
ccpto%e la jurisdfcvión ordinaria: siegdo estricta la aplica- 
ción del fuero militar código de procedimientos en lo crimi- 
nal artículo 2v incito t.°, l>or ser especial: en cuyo sentido 
la suprema corte nacional ha llegado hasta establecer que no 
corresiwndc a los tribunales militares conocer en una causa 
criminal por lesión corjioral causada por imprudencia a u» 
conscripto por otro de igual clase, mientras i.restaban ser- 
ado dé guardia en una cárcel común: no constituyendo tal 
hecho una infracción de carácter militar. (Fallos, tomo 115. 
página 77), contienda de competencia entre el juc* letrado 
de la Pampa Central v el de instrucción militar en la causa 
seguirla a Armenio Enrique por lesiones. Al mnniir la con- 
tienda, la coirte suprema declara: "Que al respecto debe recor- 
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dar-e que ya esta corte ha resucito (pie la custodia y vígi- 
(inicia de primos en Iris cárceles comunes no es un acto fiel 
servicio militar, en el sentido del articulo 117 «leí código de 
justicia militar, qtít* se ha invocado por el juez de instrucción 
de este fuero, porque tal servicio puede ser desempeñad» por 
personas ajenas a la fuerza armada de la nación, como la po- 
licía territorial ; y por los reglamentos respectivos, ta guardia 
ijuc esta del ie proporcionar es la ¿subordinada a la dirección de 
la cárcel. (Fallos ionio 108, página 27; tomo 113, pá- 
gina 403"' .). 

Confirmando el espíritu de los tallos citados y para apu- 
rar en esta contienda de competencia el argumento decisivo 
•le ta jurisprudencia de! más alto tribunal de la nación, el 
infrascripto se rcinile a la resolución dictada en la contienda 
de competencia entre el juez de! crimen de Mercedes (San 
l,uis > y la autoridad militar de la 4." región, para conocer en 
el proceso instruido al contri pío jóse Pagano del regimien- 
to 4 de artillería, por homicidio, registrada al tomo 1 i$. pá- 
gina 40K. Forman «considerandos de este Étimo fallo, los que 
a continuación se transcriben: "(Juc según aperec de la nota 
del jefe <lel regimiento jueticionado al intervenir la guardia 
de prevención en ta riña (pie se produjo en ta noche del ¿tí 
•le marzo del corriente año en tas inmediaciones del cuartel 
de dicho regimiento. Ib hizo en virtud de autorización o pe- 
dido anterior y general de la polfcia del departamento Pe- 
dernera : agregándose que "deseando regularizar esta sitúa 
ción y descargar al personal del cuerpo de la larca que signi- 
fica, pues; todo vecino del cacerio. sabiendo que no existe an 
toridad |>olicial alguna, requiere el auxilio de la guardia, he 
hecho presente al señor jefe de palicía la necesidad y con- 
veniencia de establecer aquí un puesto policial ofreciendo al 
agente que lo represente alojamiento, rancho y todo el apoyo 
moral y material del cuer|>o para el desempeño de sus fun- 
ciones". Que es asi indudable que el homicidio de Velázquez 
llevado a (fabo con motivó de la intervención oficiosa aludida. 
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no <e lia cometió en lugar >ujclo exclusivamente a la auto- 
Zf^r. ni -en el acto de servicio militar, 
que hace a la último se reconoce exprésamete qut d m - 
t , «miento .leí orden en los lugares efe uue se trata, gfe - r 
realizo por personas ajena, a a fuerza g 
eíún c, |H>r la policial local (articulo 117 M código tic ^ 
ticia militar, fallo ele esta corte, tomo S. pagina 27.. 

Q„e. en contenencia, procede, afirmólo la co.npetenc.a 

de él juzgad (**» ***** conociendo en lo, hecho, ante> 

tíeri^negar £ inlnhiei.n referida ^ el me, de 

instrucción militar oficiante, 

for ello y «ido el señor agente fiscal, asi se resuelv. y 

comuna esta denegatoria al 

ermetón del presente auto, reqtu riéndole, a su \t*. conu te 
la jtlSoM&n del infracto, renutir en 

c ^n erario ios antecedentes a la suprema corte de justi- 

^federal para la m^^^^^Xfu 
(código procedieiento en lo criminal. »f*fe*-£ft » > ; 
inri» V>- Hágase saber. - O™ - Ante 

mi; Angel M. Cordcfo. 

AUTO DKL SEÑOR jL'KZ «K ¡NSTKUCCIÓX MILITAR 

En la capital federal, a las eotorce clias del mes de mayo 
v año de mil novecientos veinte. Visto ; K auto de ^ 

ncz de instrucción en lo criminal de la capital, doctor don A11- 
S^Ü # o» -idente sohre compete,^ . p— 
por el suscripto, en el sumario que *^*$¡>%* 
Ltrnceión miHtar al concripto Manuel Emilio Ama, mu I 

Xdellito contra las ¿m» e« cuya 

¡tfftfiá su counietcrrcía fundado en las consideraciones que 

"¿an enl copia del testimonio que corre ^ 

£i foias cincuenta v seis a sesenta de este sumario nnl.tar. > 

1C tosS^Tdo/oue el reglamento para el servido de 
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guarnición en *u articulo cincuenta y cuatro, fija la obliga- 
ción pitra el Comandante de la guardia de enviar un subofi- 
cial con él número necesario de toldado* en el caso de ser 
i ivf orinado de que ¡i inmediaciones de >u puesto se producen 
desórdenes graves, para arrestar a los perturbadores <iel or- 
den en el iñtettor de establecimientos públicos o particulares, 
Que la su] trema corte de justicia en fallo de agosto veintiocho 
de mil ochocientos ochenta y tres ( Causa XClli. Contienda 
de c< mi -¿ciencia entre el ministerio de guerra y el juez CÓtTrec- 
cional. ha e>tahleeido 0,111* las ordenanzas son leyes especiales 
dictadas para régimen, disciplina y servicio del ejercito. *Ji:C. 
Como consecuencia de los anteriores, la patrulla destacada P'-r 
el comandante de la guardia fiel arsenal "Kstebau de l,ttca'\ 
en la techa a que -e refiere el fiáSÓ Sttíf jutfiiW en mérito a 
ordene** terminantes que debe cumplir |>oi' el expreso man 
flato antes citado, ejercía un acto del servicio militar ordena- 
do, desde que se entiende 1**1- tal ' todo el que se refiere <• 
tiene relación cotí las funciones que a cada militar corres- 
ponden, por el hecho de jn-rtcnecer al ejército ü, armada" 
( Articulo ocliecietittis veinte y siete tic! código de justicia 
militar >. 

Qíte e! anicufi) seiscientas noventa 'del mismo f código 
concuerda y prevéc la disposición reglamentaria referida, fi- 
jando -a ncióu qiara los que se excedan en su cumn1iuhcnt"> 
y esa concordancia es tanto más evidente si se tiene en cuen- 
ta que la abstención a la ejecución de esa orden reglamentaria 
comprendería al militar comandante de la guardia a 108 mi- 
litares ojmpoiH'tues ile Ta patrulla en las disposiciones de 
los artículos seiscientos veinte y seis o seiscientos trein- 
ta y cinco de ese código. Kstahlccido que los liedlos ocu- 
rridos han sido ejecutados ¡por militares en actos del servi- 
cio militar, a axiomático que la justicia militar es la comé- 
teme para entender en ellos dados los términos precisos del 
inciso segundo, del articulo ciento diez y siete del mismo có- 
digo que establece que "la jurisdicción militar comprende... 
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(os delitos, v faltas m afectan directamente el derecho y o> 
intereses del estado o de lo* mdmduos cuando son cometido. 

militara o empleados .militares at attos del scrvnto «fe 
Hitir" l a frase «tt en lugares Mijet«> exclusivamente a au- 
toriibd militar" <me se observa en el inciso segundo citano, 
denota evidentemente que involucra muí otra areunsumea 
,,„, u indci^ndienu- de la primera. U conjunción difftt* 
tiva "o * separa en absoluto ambas circunstancias. 

Udiimndome a las consideraciones qtfe íonmtla el rifefr 
juez requerido, debí» significar fe siguiente : 

(*> El señur juez interpreta en la actitud de las antn- 
ri.hKk- -le arsenal I guerra % «lar inmediata iitterve.ic.on 
ü la policía v a s« ]uz&ú¿ la anuncia de todo pmposito Oe 
plantar autoridades jurisdiccionales ordinarias I fo- 

ja cincuenta v ocho). 

K-a intcn^etacimi no representa fmm algún en el sen, 

m de que esas ÜíMfe twfc! ^ WiV 1ü **<™'™ 1 * 
rUdicción. desde que es al jm dé instrucción militar a qmen 
tan solo ello compete y que al obrar como lo lucero» cum- 
plieron con el mandato reglamentario de adopíar ese proce- 
dimiento que es él indicado para cuando la tropa militar del* 
intervenir en desórdenes que .se produzcan eu el '""™ r 
establecimientos públicos o particular (véase articulo im- 
cuerna v cuatro del reglamento ya citado). 

hi -Kl precédeme del fallo en t,«e la suprema corte de 
justicia negaba competencia a la justicia militar para cono- 
cer en la causa criminal por lesión cor,K»ral causada 1>»r im 
conscripto a otro de igual clase mientras prestaban servicio 
dé guardia eu una cárcel común t fojas cincuenta y odio 
vuelta i. no tiene, en opinan del subscripto, atingencia alguna 
en el suh ¡ndicc. pueMo que la razón <le diebo fallo. reposa en 
el becbo de que se prestaba un serxicio civil, mientras que 
en el caso ocurrente se trata de «na función netamente mi- 
litar. 

c) Para el ca-o consignado a tojas cincuenta y nue\e. 
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íieljc tenerse cu cuenta que se trataba de circunstancias ex- 
cepcionales en que» por no existir autoridad policial alguna, 
la tropa del regimiento cuatro de artillería ejercía ta función 
especial de tal, que "podía ser realizada por personas de la 
fuerza armada de la nación o por la policía local" (fojas cin- 
cuenta y nueve vuelta), lo que tampoco ocurre en el presen- 
te piso en que no desempeñaban funciones de guardia, que 
sotí las funciones más (militares que puedan desempeñar tropas 
del ejército. ¡ 

Kn ninguno de los casos mencionados las fuerzas mili ta- 
re- ejercían una función militar propia, sino una función ci- 
vil, de guardia de ■cárceles o de policías local, mientras que 
en este caso se trataba del cum-pl ¡miento de una consigna mi 
litar, por una guardia militar, en acto de su servicio militar, 
con armas, todo lo cual hace que el hecho cometido ¡xir la 
misma durante su servicio, sea del convencimiento exclusi- 
vo de la purisdkción militar. 

Por estos fundamentos, resuelvo: 

Primero. Someter la resolución de la presente cuestión 
de competencia a la suprema corte de justicia federal a cuyo 
efecto se remitirán las presentes actuaciones» procediendo con 
ello de conformidad a la determinado por el articulo ciento 
sesenta y uno del código de justicia militar. 

Stgundo. Hacer conocer esta resolución al señor juez de 
instrucción en lo criminal doctor Antonio de Oro» en atención 
a lo siliettado a fojas cincuenta y nueva vuelta y y a los fines 
que estime corresponder. — Juan Crus Salvadores. — Ante 
mi: Pedro Viñas ¡barra. i 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bue*M Air«i, Julio U de 1«0. 

Suprema corte: 

El juez de instrucción de la capital, en un sumario for- 
mado con motivo de haber sido muerto de un tiro de bala don 
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Francisco Muñoz en ti» coche tic tranvía. dictó auto de de- 
tención contra el conscripto Manuel Emilio Anza. por encon- 
trar presunciones suficientes para creerlo responsable de e¿e 
homicidio- Pero la autoridad militar, alegando que ese hcclio 
ocurrió durante la intervención de la guardia del arsenal l\* 
ÉeSau de Uica en un desorden producido a inmediaciones de 
ese arsenal, a falta de |»licia, niega la jurisdicción mil y 
sostiene que la competencia corresponde a las jueces militares. 

Reconoce el juez militar que el hecho que dió motivo a la 
intervención de la guardia mediante el envió de una patru-_ 
Ha, se produjo fuera del cuartel, en un almacén situado en 
la esquina de las calles Pozos y Entre Ríos; pero sostiene que 
esa intervención- no obstante haber sido requerida como au- 
xilio por falta de policía, fué un acto militar; porque toda 
guardia de cuartel o puesto militar tiene, por sus reglamentos, 
obligación de reprimir cualquier desorden que se produzca en 
s¿ inmediaciones. Invoca el articulo 827 del código mili- 
tar, que dice: "Se entiende por acto de servicio todo el que 
se retiere o tiene relacen con las fundones que a cada mili- 
Ur corresponden por el hedió de pertenecer al ejército o ar- 
mada". \ 

El presente caso es análogo al resuelto por la corte su- 
prema en 10 de septiembre de .1910, con motivo de ta con- 
tienda ile competencia suscitada entre el juez del crimen de 
la provincia <le San Unís y un juez militar de la cuarta re- 
gión, para eonoctr en el proceso instruido al consenso José 
Piíarrn. de! regimiento 4 ^ artillería, por homicidio (113 
fallos 405) . Declaro enttonces la corte suprema que el cono- 
cimiento de Ik can-a correspondía a la justicia ordinaria, por- 
que el homicidio no se había cometido en el tugar exclusiva- 
mente a la autoridad militar, pues se produjo en una calle 
pública con motivo de haber intervenido la guardia del cuar- 
tel en una riña ocurrida entre particulares, en ausencia de la 
policía local y a solicitud de algunos de los contendientes. 
Creo que la corte suprema dió, en el caso de Pagano, su 
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verdadero sentido al articulo 57* <lel código citado: porque 
entiendo one de1»e excluirse ile su aplicación ios actos que 
<corrcs|Kindcn ordinariamente á funciones civiles y que tos mi- 
litares ejecutan sólo por excepción en tiempo de paz. Si al- 
guna vez la policía falta y el desorden se produce a la nsta 
de fuerzas militares, es razonable que é*tas acudan a supri- 
mirlo, como pueden hacerlo los particulares indinos, por ra- 
zones de humanidad. 

La vida y demás derechos civiles están bajo la protec- 
ción de la* leyes comunes y -on los tribunales civiles los que 
aplican estas leyes, jxir regla general. Los tribunales milita- 
res son especiales y excepcionales, y su jurisdicción, sobré 
nulo en tiempo de i>az. sóh > dcl>c declararse cuando proceda 
claramente, lín caso de duda, debe decidirse en favor de los 
jueces civil*?? Ü ordinarios. 

Kn los Kstados Luidos la ley ha sido más precisa que la 
nuestra. Kl artículo 59 de la sección t.vp de los estatutos 
revirados, dice: 

"Cuando un oficial p soldado es acusado de un crimen 
capital o de un delito contra la jtcrsotia y propiedad de algi!- 
aio de los Kstados Luidos, punibles por las leyes de la tierra, 
el oficial comandante y los oficiales del regimiento, escua- 
drón, hater 1. compañía, o destacamento, a que pertenezca la 
persona acusada, están obligados, excepto en Item]*» de gue- 
rra, a solicitud debidamente hecha |*>r o en nombre de ta 
l«irte agraviada, a hacer los mayores esfuerzos para entre- 
garla al magi-trado civil, y para ayudar a los oficiales a apren- 
hcnderla y asegurarla a fin de someterla a juicio. Si después 
de dicha solicitud, algún oficial rehusa o voluntariamente des- 
cuida, excepto en tieutpa de guerra, entregar dicha |Jcrsona 
acusada a l<»s magistrados civiles o ayudar a los oficiales de 
justicia a npreiihenderla. será despedido fiel servicio". 

íístfi antecedente, recogido en un pais de ÍiislÍtuciotics 
análoga-, corrobora la doctrina que dejo expuesta. 

Agregare que 110 Jiay ley cu nuestro país que atribuya el 
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conocmúcn.o dd delito de homicidio de ciudad™, o particu- 
lares, en tiempo de paz. a lo» mbunale. ^^¡T, * 
reglamentos administraos imponen funcione» ' 
os g»a«lias de cuarteles o puestos mdttar» ***** 
órdenes graves ocurridos en las inmediacmnes, tales regla- 
33S „ : alteran, ni pueden co^tituciontd ni 
ZTrar la jurisdicción de los jueces, que esta regola ¿reclamen- 
te por la constitución y las leyes. . 

Otra solución repugnaría a la mdole de nuestras inst 
tuciones y pondría en peligro el funcionamiento de la adra.- 
XSSÁ de la justicia ci.il. a Ja ** la «— « ha 
confiado la protección de todos los derechos y libertades m 

dÍTÍ lo tanto ,«c V. E * 

juzgamiento del presunto autor de la ™«' á \*™ 

MuL corresponde a la justicia ordinaria de la caprtal. 

; jr Nicolás Maticuzo. 
KÍ.X.W i»: W *"" K nu*»*** 

\utos v vistos: Los de contienda de competencia entre 
lm g* instrucción de I» «pital y otro de gg^Mg 
en lo militar para instruir el .sumario ^^'^1^ 
ertpto Manuel Emilio Anz» por houncidio en la persona de 

Francisco MuRóz, y 

Considerando : 

f Que el hecho motivo de esta contienda 
la vía oúulica y en ocasión de cooperar en patrulla a la * 
jtt&S 1»¿ «itar las consecuencias de un desor- 
den <pie se producía entre particulares. 
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Que tu tal concito, ni por razón del lugar ni por la natu- 
raleza del hecho que no e* de rcputar.se en el caso cometido ett 
servicio militar, puede corresponder a tal fuero su juzga- 
miento. 

Por ello y fundamentos contenidos en el auto de fojas 5 
fiel expediente agregado como incidente sobre contienda de 
competencia y conforme con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor procurador general se declara que corresponde a la jus- 
ticia ordinaria' conocer en el sumario de que se trata : y en 
su mérito remítanse la- actuaciones al señor juez de instruc- 
ción de la capital, avisándose al del fuero militar en ta for- 
ma de estilo. 

t * 

Nkaxok ("1. m¡, S«mii. — I>. E. 
Palacio* — J. Fic.ukroa Ai t - 
cokta. — Ramón* MéxnKZ. 



Don Ernesto Cnuliffe contra el Ferrocarril Ruchos Aires al 
Pacifico, sobre cobro de pesos, 

Su»: No procede el recurso extraordinario del artícu- 
lo 14 ley 48» contra una sentencia basada en las conclu- 
sión-.^ tic hecho irrtviíeibles por la corte suprema en la 
apelación extraordinaria y bastantes |»r si solas jara 
sustentarla, de que ames de que el actor obtuviera la 
patenie con que instruye ta demanda, el demandado usa- 
l*a ya aparatos eu que se aplicaban medios análogos o 
similares a los del mecanismo intentado, y que no exis- 
te la invención que invoca el actor, ni se lia demostrado 
que los aparates que u*al>a el demandado fueran iguales 
a los patentados ->or el cedente de aquél. 



C&p: U> explica el siguiente: 
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Bucm* Afnt. m* » de W>. 

Y vistos : Los seguidos -por don Ernesto Cunliffe con- 
tra el Ferrocarril Bueno* Aires al Pacífico. soUre cobro (te 
pesos, venidos en apelación de sentencia de la cámara fede- 
ral de la capital; 

Y considerando: 

Qiie la sentencia de fojas 214. confirmatoria de la de pri- 
mera instancia ( fojas 183) se funda en que antes de que el 
actor obtuviera la patente con que se instruye la demanda, el 
Ferrocarril Bnenos Aires al Pacífico usaba aparato- corta- 
dores de pasto aplicando medios análogos o similares a los 
del mecanismo i»atentatlo: y que no existe la invención qne 
invoca el demandante, ni se ha demostrado que los aparatos 
que usaba la empresa demandada sean iguales a los .patenta- 
dos p<w Church. cedente del actor. 

Que esas conclusiones de hecho y de prueba, son irre- 
vtsibíes por esta corte en el recurso extraordinario deducido, 
con arreglo a lo reiteradamente resuelto y bastan por sí solas 
para sustentar la sentencia apelada, -con prescindencia de la 
interpretación que pudiera atribuirse a la ley número me* 
que se funda el recurrente y que por lo demás, no aiiarcee 
cuestionada en el |Jeito, como quiera que no se han descono- 
cido los preceptos que de ella se citan, ni las decisiones del li- 
tigio atribuyen otra interpretación a los artículos invocados, 
limitándose como queda, dicho, a examinar lo relativo a la 
existencia del invento patentado, la identidad de tas aparatos, 
la oportunidad en que se han empleado y la mayor o menor 
eficacia de ta prueba producida sobre los hechos alegados. 
(Fallos, tomo 126, página 141; tomo 127. páginas 58 y a$i; 
tomo 128. páginas 77 y 37»; tomo W P"8™» "5 ) 3»9>- 

9 
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Por din se declara no lialnr lugar al recurso. Xotiíi- 
quese y devuélvanse, Rerpóngase d pa|«?l ante el ffó&tíb de 
origen. 

Nicanor ('., DEL ¿><>u\n. — D, E. 
PM.uto. — J. FiCUKROA Al- 
corta. — Ramón Mkni>kz. 



Don tUir'untc Ükbcl en autos con don José P> ToncUi* sobre 
cumplimiento de contrato. Recurso de hecho. 

Sumario: No procede d recurso extraordinario del artícu- 
lo 14. ley 48 contra tina sentencia que desesiinni. aplican- 
do principios generales de derecho común la excepción 
de cosa juagada opuesta por el recurrente, invocando la 
garantía que consagra d articulo 7." de la constitución» 
si para apreciar si es llegado el caso <le la garantía in- 
vocada, es menester estudiar los hechos consignados y 
los fundamentos de derecho común tenidos en cuenta 
por la sentencia. I Se crearía de otro modo, una tercera 
instancia ordinaria \. 

Caso : Lo explican las piezas stgueiutes 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADO! GENERAL 

Bueno» A***. Mifs 31 d« i°» 

Suprema corte: 

Don fose 1*. Totidli demandó |ior cumplimiento de un 
contrato de arrendamiento a don Knri<|ite Oíebel ante el juz- 
gado federal de la capital de la nación. 
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Dicbel contestó la demanda oponiendo la excepción de 
oo*a juzgada fundándola en la existencia de tin pleito sobre 
desalojo erttre las misma* parle., fallado por el juez de paz 
de Rauch, provincia de Buenos Aires. Fundo su defensa 
en iprincipios «le derecho procesal. 

El juez al resolver el litigio, no encontró identidad entre 
étn0 causa,, por lo «nc desechó la excepción de cosa juz- 
gada y condenó al demandado. 

Esta sentencia fné confirmada por Ornara federal y 
contra ella dedtqo el señor Diebel el recurso extraordinario 
de apelación para ante -V. E. el que le ha sido denegado. 

Estimo justa esta denegación. 

Sostiene el apelante que se lia puesto en cuestión duran- 
te el juicio la inteligencia de la disposición contenida en el 
articulo 7» de la constitución nacional que dice: "¡*b actos 
públicos y procedimiento* judiciales de una provincia gozan 
oe entera fe en las demás. . y que, siendo la dec^nm con- 
traria al derecho invocado, y fundado en esa clausula, la ape- 
lación para ante V. fe es procedente de conformidad a la re- 
gla establecida en el articulo M, inciso 3. de la ley 4». 

No encuentro .,ue se haya discutido la inteligencia del 
artículo f? de h constitución. Nadie ha puesto en duda en 
este pleito el sentido claro de esa cláusula; y la sentenoa no 
ha necesitado, p* consiguiente, pronunciar decisión declara- 
toria de dicho sentido. 

U disidencia entre las partes no ha versado sobre la in- 
teligencia dé la constitución. Ambos han estado conformes 
en que. con sujeción a la constitución, la sentencia del ju W 
ció anterior debe .gozar de entera fe en toda la república. Fu 
1„ <n,e han disentido es en la comparación entre los (los plei- 
to, «ue el demandado estriña idénticos y el actor diferentes. 
Para decidir esta controversia solo ha sido necesario apreciar 
hechos y aplicar principios de derecho comnn. 

Por lo tanto, creo que no c* el caso del incien del ar- 



tí cu lo 14 de la ley 48, y que la cámara federal lia hedió 
bien en denegar el recurso extraordinario interpuesto para 
ante V. E- 

José Nkol '"- Val tenso. 
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BüBooiAlm. julio» de It» 

Autos y vistos: El recurso de queja por denegación ÚA 
extraordinario, interpuesto por don Enrique Dteliel con- 
tra sentencia d«- la cámara federal de ablación efe la capital, 
en el juicio seguido i¡wr don Jos¿ P, Tnnelli. sottee cu*i^»ti- 
miento de un contrato ele arrendamiento, y 

Considerando ; 

Que a fojas 107 de lo> autos Reñidos a requisición del 
señor procurador general, el allante al alegar de bien pro* 
todo invocó la garantía que consagra el artículo jf de la cons- 
titución, dando j*ir sentada la existencia de cosa juzgada opues- 
ta como exeejición en la contentación de la demanda del pleito 
de (a referencia. por cuanto anterionneme el juez de paz de 
Rallen, provincia de Huenos Aires, había declarado rescindi- 
do el contrato cuyo cumplimiento se persigue. 

Que la sentencia ajelada al confirmar la de i>* instan cia 
desestimó la excepción de cosa juzgada aplicando principio ¿ 
generales de derecho cmiiún. i»r entender que se tratalw de 
juicios distintos, pues en el seguido ante los tribunales de la 
provincia se resolvió y cumplió el desalojo, considerando a 
Tonel I i como mero intruso en la propiedad, y en el $nb ín- 
dice * discute el cumplimiento de un contrato de arrenda- 
miento ^obre el misino inmueble. 

Que I» inteligencia atribuida i»or el fallo recurrido a la 
parte dispositiva de la se: 'encía del juez de paz. e-tá abona- 
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da además por la propia manifestación de dicho juez en el 
auto de fojas ¿*> vuelta <1e ios obrados en la ya mencionada 
localidad y uue corren agregados. 

Que para apreciar sí es llegado el caso de la garantía in- 
vocada sería menester estudiar los hechos consignados y Jos 
fundamentos de derecho común tenidos en cuenta por la 
«amencia, creando asi una tercera instancia ordinaria que no 
está autorizada por la ley y contrariando los principios que 
informan la naturaleza y el objeto del recurso extraordina- 
rio desde <fiie no se lia pronunciado una decisión contraria a 
la garantía, pues no se desconoce la validez ni los electos del 
tallo provincial. 

Que la resolución apelada no depende asi de la inteligen- 
cia ijue se haya atribuido al articulo 7." de la constitución, 
sino de Jos hechos y principios generales de derecho común 
aplicados. 

En su mérito conforme con lo expuesto y pedido por el 
s-eñor procurador general y ln resuelto por esta corte en el 
fallo del tomo 31, página 62. se declara no haber lugar al re- 
curso. Xotifíqnese original y repuesto el i»apel archívese de- 
volviéndose los autos principales cun testimonio de la pre- 
sente. 



Xfcaxok C. dki. Sot..\k. — D. E. 
Palacio- — J. Ficuuhoa Al- 
corta. — Ramón Méndfx 



Van Bh.t Drspouy contra el gobierno nacional, sobre rewÍM- 

dieación. 

Sumario: i" Con arreglo a to dlspuestoy^l en el articulo 2.758 
del código civil, la acción reí vindicatoria presume un tí- 
tulo hábil traslativo de propiedad de una cosa, *ü pose- 
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título un fcéstiHKrttió de cintura tíc %inu >*a«£ 

el escribano en ¿cuyo -registro se otorgo ia i 
.l,„„. „ por «• sucesor o por <& 
s v o Título Pan. «"icnlos ' oo6 - IOO < > „ 

«crita... * cxtraüa jnrisd.ce.on. t»ff«g*flr 

[a tra.lici.rn no sólo « .■.dañable para la 
adición .leí dominio en ,1 estado «¡jMj 
gis ación, «no qne lo era también con arreglo 
*,e rigieron en la rei-Úbliea hasta la sanco,, del "Ago 

civil. 

Tnít) : LO i'xnlu-aii fái signientc.*: 

^MTM'lA DEL Jl'W U-TR.\DU' 

Potadu, flUíO » de 1911- 

Visto este inicio de reivindicación de tierras g 
k la dLrcación .le la ,-rovincia de Comentes «dum 

Dcsvouy o d-K 51 H,ny contra el fi» "J^*^, ,„ ^ 
Resultando: gtte invocando la repre*»ac. 

, ... Jos- ^na. doña usía, dona Mana \ "ion ■*» 

Angela G., dotó _ a™ . ^ enarque. 

Liona, de todas las tierras no a ^ 

resulten comiéndola- en . < ™ S • ms ^ 

Carlos has» encontrar de nuevo el r». Ufe-* S 
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diciendo haber deducido "con resultado negativo la reclama- 
ción administrativa previa <|«e a exigencia del juzgado se jus- 
tificó con el Ijolotín oficial de foja* 37 y demás antecedentes 
acumulados; que historiando en derecho afirma el actor que 
Misiones en virtud del tratado interprovincíat de 1822 tuvo 
gobierno propio como provincia hasta 1827. y en ese interva- 
lo su primer gobernador don Félix A. Aguírre obtuvo de don 
lilas Desiwiy antecesor de los recurrentes, empréstitos en 
dinero y provedurias para la defensa militar del territorio, 
en pago de los cuales firmo con intervención de los cabildos 
y jefes militares dos escrituras de venta una en 1 7 de julio 
de 1826 y otra en 26 de enero de 1827, de las tierras ya de- 
limitadas en el encabezamiento de la demanda presente; que 
don Blas, Despouy tomó posesión efectiva de esas tierras y 
él y sus sucesores hasta hoy han protestado ante el gobierno 
nacional y el de la provincia de Corrientes todo acto de do- 
minio y enajenación que estos gobiernos han realizado. 

Que corrido traslado de la demanda compareció por el 
fisco demandado el procurador fiscal a fojas 51 y sin contes- 
tarla opuso excepción de arraigo que con la oposición del 
actor fué fallada favorablemente a fojas 118 por sentencia 
que confirmó la Exma. cámara de apelaciones a fojas 126. 

Que a fojas 138 es contestada la demanda pidiéndose su 
rechazo con costas, en virtud de «carecer de título hábil y po- 
sesión el anterior de los demandantes, de no haber presenta- 
do escritura ni documento alguno fehaciente de la venta de 
J. M. Cadeac a Blas Despouy que invocan, de no deslindar 
debidamente la extensión que reclaman ni atribuir concreta- 
mente al fisco i»sesión actual de una porción precisa, sostie- 
ne además el representante del fisco que las tierras reivindica- 
das se hallan fuera del territorio por lo que deduce conjun- 
tamente la exce|>ción de incompetencia de jurisdicción "caso 
de ¿cr procedente su deducción en esta oportunidad", agre- 
gando a fojas tó6 que no opone la cuestión jurisdiccional en 
calidad de excepción previa sino como parte de la contes* 
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¿¡fin de la demanda y al. respecto egresa: ^ Ja deman- 
da invoca do, títulos uno la escritura de fojas 35 ex ^ 
diente agregad,» por la que en julio «le 1836 don Félix A. 
Wre vendu» a J- M- Cadeac lo, campos limitados al norte 
' r e l rio Cuav. al este del Uruguay, al sttd el Agua,»ey pm* 
Z por las Capilla, de San Antonio y Compon, y otro 
d titulo de .foja.* 60 Dor el cnal el mismo Agu.r,^. jg 
bernador rl« Misiones vetulio en noviembre de M a don 
Blas De> , una extensión limitada al sud por la linea di- 
vidria que separa los terrenos de Santo lom, de los fe* 
Cruz, por el este el rio Uruguay, por el oeste e Aguape> en 
toda su extensión y por el norte desde el origen del brazo mas 
sud del Agua^ q ^ nace cerca de la e*maa f^*£ 
"San Carlos" tirando una linea mmt» este hasta el Lrugua>. 
con reserva de treinta leguas al circuito de Samo lome; Ou, 
tínahnente ninguno de estos títulos corresponde a extensum 
¿Wna dentro del territorio de Misiones, y solo pod^ adm - 
t L lo contrario sin apercibirse de la confusa que tra a < e 
crear del ibera, la mente el actor entre las destacones piu.*> 
de San Carlos" v estancia "San Carlos" o "estanca .leí pueblo 
de m Carlos"! siendo esta última la <¡«é textualmente em- 
plea el titulo v con arreglo a la cual toda la extens.o» adtpi.- 
¡-ida ntp^teeáriaemnte por «ft e < tana fl . Mrra 

síone como 16 revela el croquis que adjunta a f«jn ; 

One los actores impugnaron la cuestión jun,d.cc,on,r 
fojas ife por no haber sido traida en y forma le gal 

reproduciendo gr lo demás las aserciones del e.scnto de fe 

inat, One alieno el juico a prueba, fojas ¡ft vuelta. ^ ac- 
tores V*ln je ron la documental que corre a tojas 1*7 a -,0 
v presentados los alegatos de ambos contendumtes fo|as 2jrS ) 
274, se llamó amos para definitiva a fojas $02 

Considerando; 

Que las enunciadme, sobre competencia }iirisdkvk.iial 
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hecha* por el representante del fisco* dada la forma cor.ut- 
cíonal empleada, y la oportuniad en que han sido traídas, es 
forzoso tener en cuenta que tales enunciaciones no iMprtan 
en manera alguna la excepción de incompetencia preflRa en 
ios artrculos 4 de la ley 4.1,28. tanto más que en el consenti- 
miento de la resolución mandando recibir el juicio a prueba 
fujas 169. Jas parte* aceptaron la jurisdicción y competencia 
de este juzgado, quedando en consecuencia eliminada toda 
presunción de la existencia de una cuestión controvertida, y por 
tanto corresponde en derecho entrar a fallar el solo pleito tra- 
bado sobre reivindicación. 

Que dados los términos en que lia sido planteada la de- 
manda y demás circunstancias consignadas en los alegatos de 
ambas partes, es de obse*ar que al no precisar aquella la 
cosa demandada designándola con toda exactitud en su ex- 
tensión, linderos y ubicación y en términos claros y positivos, 
se ha infrinjido lo establecido en el articulo 71 del código <le 
procedimientos. Ivtas imperfecciones de orden jurídico que 
en tiempo y forma pudo aprovechar la defensa para produ- 
cir excepciones legales, y que constituyen el argumento prin- 
cipal empleado para rebatir el fondo del pleito, tienen su orí- 
gen en el poder mismo con que se instruyó la demanda, pues 
en él se dice, t fojas 4 > que se otorga poder "para buscar y 
establecer a riesgo y costa del mandatario los bienes y dere- 
ellos, situados en América, especialmente en la República Ar- 
gentina, especialmente en la provincia de Corrientes en el dis- 
trito que formó parte de la antigua provincia de Misiones 
y que dependen de la sucesión del señor Blas Despouy o D'Es- 
pouy. fallecido en Cierp". j 

Que en presencia de tales antecedentes al actor cumplien- 
do la ley I, Titulo 14 Partida 3. le incumbió probar los ex- 
tremos de su demanda de reivindicación que es. una acción 
q:ic nace del dominio que cada uno tiene de cosas particula- 
res por la cual el propietario que ha perdido la posesión la 
reclama y la reivindica contra aquel que se encuentra en po- 
sesión ''artículo 275 código civil". 
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Que el actor no reivindica la tierra comprendida Acntro 
\jnc ci nám-r íoia (le su escrito de de- 

litólo corresponde. 

QUe por unto no afirma el rrirortndieant* que su de 

gSSf^^Sa o » M P-e calera, pues 

Stotre actualmente sin doaínío p mmf. * fraKlun 
alniria de los terrena objetos de la demanda, 

»e aparte de la (alta de indlvidnaUeación del Inen ca- 
rece umbt^ t demanda de otro de los requisitos «encale, 
^ i ndicaciones de nuestro código civil: la a.rd,uc,on a 
Andado de la .^u que «^^^ I 
pfrt^S^t'el Tarticn.. , 7 * 

377 ol 7 "- rfLtfun. tierra que a no dudarlo se extien 
«fe ef lrte dentro .leí territorio de Misión, a.cmendo* a 
£K« •*# o, jumento inv„ca,U, „c |^ 
« ✓ -„ ,.^U-i -;it extens ón ni ubicación, ni la noi 

5 „i la extensión de que tuvo v perdió posesor, el acto . 
n„, scri.h se infiere de la< referencias Lechas por las 
Qnc según se naíi „, B les informante». 

IrrTstaHr .o. del agregado. U,e, cadas „,r el ac- 
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tor a fojas 21 y 30 y conocimiento público, casi tocia sjno toda 
la tierra que se reivindica contra el fisco naeim d se halla 
ya bajo el dominio y posesión de particulares. 

Que corroborando esta situación incierta de la acción el 
mismo actor hace la reserva a fojas 8 vuelta de supeditar a 
informes del gobierno demandado, que omitió recabar du- 
rante la prueba, la extensión y ubicación de los terrenos res- 
pecto fie los cuales conservaría el ffeep el carácter de posee- 
dor actual, lo que, por lo demás, debió ser materia de una in. 
teügencia preparatoria, e introduce en la demanda una va- 
guedad tan completa que no le permite plantear su petito- 
rio en los términos precisos que impone el artículo 71, inci- 
so 3." del código de procedimientos en lo civil. 

Que a un petitorio no revestido de las condiciones ex- 
presamente preceptuadas por la ley de procedimientos, sólo 
podría corresponder una sentencia condicional e indetermina- 
da que no puede dictarse porque igualmente violaría otras 
disposiciones y principios de procedimientos, estatuidas en el 
articulo 216 del código citado y en la ley de fondo. 

Que se acrecienta aún el aspecto contradictorio de la de- 
manda en presencia del petitorio final del escrito de fojas f*. 
por el que se pide se tenga por entablada la reivindicación de 
¡as tierras correspondiente al titulo invocado, en tanto que 
en la primer foja se Umita la reivindicación a lo que de estas 
tierras no se baya enajenado a |>articulares. y luego a fo- 
jas 36 del mismo dice que trocará esta acción por la de in* 
delimitación si conviniere al interés del gobierno y de los 
"poseedores actuales*'. 

Que para aumentar la indeterminación del reclamo se 
añade la circunstancia de estar aún pendiente — como lo ex 
presa el informe técnico de fojas 101 del expediente adminis 
trativo agregado — la ubicación de! titulo en que reposa 
el derecbo pretendido de la fijación pericial de uno de los 
punto* del perímetro asignado a dicha tierra por el instru- 
mento de adquisición de fojas óo, expediente agregado y fe- 
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& rto^bt* & m ° ™ " e5,a,u * ía ^ 

lo.", cuva posición exacta tal como se la atribuye categan- 
camente* la demanda no índice con los tennmos del tituto 
mtóo ^ invoca y 1.a sido expresante notada por 
el f„co demandado, quedando « subsistente la anrmaaon 
¿fc )a referida oficina de geodesia que dictamina "ser mipo- 

rite ia «ttícadóri dé la ém m Ps* ******* ^^ji 

bér adquirido, mientras no se precise por una o^aóft tec- 

m basada en ÍéM» la * 

la -estancia llanada "San Culos ' y de la naciente del braso 

snd ¿3 Aguapey". 

j >ue este dictamen iónico autorizado agregado a los m- 
t& • rtóiao SI propio K&G y en nrmonia cOn la rna^feS^ 
ri»n de este a fojas 8 vuelta, de su escrito de demanda, se- 
gún ta mí ias oficinas miomas del gohkrnn demandado pro- 
porcionarían iuíonnes de ubicación de la tierra, y de sus e»a- 
Wiones a particulares, está revestido de fuerza probato- 
nil v r-ur el tambu-n resuba prolmdo q«c una gran extensión 
(i e i„ reivindicado « quizá la totalidad se baila hoy en ma 
nns de ¡articulares cun titulo de dominio: y si b.en smticiu.. 
d «jfttf a Fojas _>S 7 de su alegan, que el pode^ejcemivo ba 
señado en plana especial la precisa ubicada de las t-erras 
elfo no resulta cierto, in.es. el aludido plan.; de fojas 35 
aneN -0 administrativo mencionado CU el md.cado J 
fofa ,oi. es meramente informativo y concebido en terftrt- 
^ip^kot, pues él r,cnoc la necesidad de una prev,a 
operación de mensura y ulmacmn. 

ém en tal situación resultando la deficiencia jundua 
eseall de la acción ejercitada y de la demanda entapa 
Vl>r e-tar aqmlla en discordancia con los prmcn.no, de la 

Z de fondo' v esta con fi* * ti !ff * f ™" ; , 1 * * *S 
l-, .-im^ilcradotl de la articulación de prescripción 
entrar ;i la cotisuit rauon , , , ,.. a» 

insinuada en el último momento en el Mogato de 
.andada, y a la cual ya babia contada ^ J 
aaor cnu IOS párrafos de fojas & 33 >' & de su esculo pn- 
meri* v los de foja^ 3tf de su alegato hnal. 
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l'or ello, no apareciendo en con sentencia revestida la 
acción entablada del requisito de exacta determinación del 
objeto de la reivindicación <¡ue corno antes se dice es precep- 
to expreso de nuestra legislación civil, y en ya indetermina- 
ción resulta aún más evidente de los -propios términos del 
poder (fojas j i con qtie se promueve el juicio; no habién- 
dose afirmado cune reta nien le ni prubado jior el actor la si- 
tuación de poseedor actual en el fisco demandado, exigencia, 
también expresa de nuestro código civil; y constando de in- 
f ornees técnicos autorizados y ofrecidos como prueba por el 
mismo actor, la iim,tosil>ílidad de conocer» sin una opera- 
ción i»eric¡alt que no se ha practicado, cuál sea ta extensión, 
úrea, y jtosícióu de la tierra de míe el actor pretende recu- 
brir jior sentencia judicial, definitivamente juzgando, fallo: 

Xo 1 latiendo lugar á la presente acción rei vindicatoria. 
Sin costas j>or no haber mérito para Hro pronunciamiento. 
Repónganse las fojas. — Joryc Z*. Vello. — Ante mí : Cruz E. 
tV. ,as. 



S.IÍ X TI' N CIA lii; LA CÁMARA l'KnKKAI. DJÍ 1WKAXÁ 

Parart, Novitnbre de 191 3- 

Y vistos: Considerando sobre el recurso de nulidad. 
Oue no habiendo sido fundado, ni liéchose mérito de él 
a.ilc esta instancia ; y no encontrándose en los procedimientos 
de la causa y sentencia recurrida, vicio defecto tjue correa 
ponda al tribunal declarar de oficio: se desestima. 

<Jne la naturaleza de la acción entablada y el carácter de 
propietario que se atribuye al actor, imponen a éste la obli- 
gación de ci uistatar su derecho de dominio sobre la cosa a-^t 
como ta ]>érdida de la ]n «sesión «pie alega, extremos (pie a su 
ygx remueren esencialmente la individualización del bien a 
que se refieren. Artículos 2.351. -'-5°^ --7 r *-- -77-* 
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i 774 del código civil ; «ota del doctor Vélcz SársficU al ar- 
ralo 2. 7 <>¿: ley 23 artículo j.-.rtn. .V": lev tuulo 3- 
l.ilim N di" la novísima recopilación. 

C>ue m consecuencia Ja determinación de la cosa, pres- 
crita "como requiso general para toda clase de demandas 
por el articulo 5 7. inciso Jí de la ley de procedimientos fede- 
rales. r,ue es la que rige en estos autos, conshtnye a la ve. 
„n elemento fundamental en los juicios de la naturales del 
snb índice para la constatación <lc las condiciones que según 
se deja expresado requiere el código civil para la proceden- 
cia de la acción rci vindicatoria que ineludiblemente oelie re- 
ferirse a una cosa particular, cierta, determinada y suseepu- 
irte de apropiación privada. 

One el extremo establecido por el articulo 57 fe ^ W 
de procedimientos, aparece ptim nnnplimentado en el 

e^rtm de demanda, por cuanto en él se han determinado los 
limites del bien cuya propiedad se atríl-uye ni actor, y se es- 
tablece que o|»rtiinaineiile se lijarán las fracciones a «pie es- 
encialmente se refiere la acción deducida. 

One esto no obstante habiéndole desconocido expresa- 
mente en la contestación de la demanda, la suficiente iud.vMua- 
m&n de la cosa, corresponde examinar si de auto, resulta 
efectivamente satisfecho dicho requisito o sea si esta proba- 
da la delimitación del bien, anunciada por el actor. 

Oue la designación de los límites de un inmueble puede 
ser un elemento bastante para su individualización, en el caso 
dé une dichos limites resulten a su vez ciertos y determma- 
,1o. B demandado e» virtud de las consideraciones de que 
hace mérito en su escrito de fojas .38 ha ,^do expresa- 
mente la existencia de tales circunstancias en la delmutauon 
especificada por el actor, no obstante lo cual este no fe 

Sló diligencia pnmm. SSí£Sí 

£ft sus mm m ÍO «i* «1 autos solo obran como nt - 
cedentes a este receto. ^ enunciares de M**f^ 
compraventa celebrada por el señor Despouv en ,4 0> ene- 
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ro de 18.27, desconocidos expre>amenk como se ha dicho, 
por el demandado. 

Que cu tal concepto resulta evidente que el actor no ha 
comprobado la certeza de Ja individualización del bien obje- 
to tU- la demanda, y a esta conclusión se arriba, ya sea que 
se considere la cuestión del punto de vista de la delimitación 
general asignada por la escritura de 1827, o ya sea que en 
particular se ia contemple simplemente, con referencia a las 
fracciones del bien que versa la acción, o sea sobre los que 
aun ti¿ han sido enajenados por el gobierno. Por lo que res- 
pecta a la escritura de 1827, en autos no existe ningún ele- 
mento de juicio q t ;? fije la ubicación de ta estancia de San 
Carlos en aquel entontes existente, ni que establezca la na- 
turaleza astronómica o magnética de los rumbos a seguir, ní 
que determine por lo tanto el recorrido del límite norte del 
bien, une según la escritura jKirte del origen y principios del 
rio Aguapey en el brazo más al siid que empieza a nacer cer- 
ca de la estancia llamada de San Carlos, y desde este último 
punto tirando tm rumbo derecho al este hasta dar con el río 
1'rugttay. iAnálngas consideraciones pueden aducirse sobre 
el límite sud. pues el actor np ha constatado en forma alguna 
él trazado de la linea que en 1827 delimitaba los terrenos de 
Santo Tomé con los del pueblo de Ua Cruz. 

Tampoco el actor ha producido prueba en el sentido de 
comproU-ir la exigencia, ubicación y extensión de las frac- 
ciones rpie demanda no obstante que era indispensable hacer- 
lo ante los términos de la escritura de 1837 y ante los pedi- 
mentos de la demanda. En efecto, en el contrato mencionado 
se consigna que dentro del perímetro de las tierras enajena- 
das a Despotty se reserva treinta leguas cuadradas para lo* 
naturales de! pueblo de Santo Tomé, y en la demanda se ex- 
presa que la acción sóTo versa sobre las fracciones de tierra 
110 enajenadas aún jior el golrierno de la nación. Por consi- 
guiente el actor ha debido individualizar la tierra demanda- 
da y constatar que existe área fiscal fuera de las treinta le- 
guas reservadas en el contrato de compra venta. 



50 FALLOS tá LA CORTE SUPREMA 

Q m htmrabidá 1*" mita MmB^M ,a 

übg&n i m*mw W m ¿ » <#*S * ql ¡ c 

ta «a& ¡nSWWwttttt »*» *WM* la l t m " tmtTJe * " 
eedl.Ues t.Utórkx* ..legada ,,K>r M* <" 1 ^«^mient* 
eu tales «.ndictune» sería e« agracio y , H .r ello wnlranu a 
la natiiráteia v ,>ru|K.sitns ele «n ft$» jttWWe 

IW esta* c.msidc raciona v las concordantes de la pflfr- 

abonar las costas en el urden carado. 

§m¿p w. i.\ cm% si l'KK.M \ 

Buenos Aires. Julio 28 ú» l«P« 

Vi?-lL>si v i-un Aderando: 

, ■ tibe la Mfiñi CSMÉ formulada. »q olíanle «É 
«nanSstafe en fos Mf*= tól 

riído a S leiiffi 'P»r entablada W& <?» de iti- 

v ndicacion dé I tierra, a „ne se refiere el M mW 
Mfe v la mención que hago en el párrafo 2- de este e^nto 
SitrJ la nación a la q«e & S. se ha de «ff* combar eu su 
„, irlllllilbH i ,n términos y *ti las HWQM ftBRftfe 

en e*a M>>i 

» ■ 4 me el referido |*rnf« a." expresa: IXntrn de t« 
.erunetnr. mdicado a foja, .« y ,, 5 ^«Miente adnim^r,- 
¡vu. el ,,Mler ejecutivo ba fundado la- colonias A*ara. Ma- 
tóles Conanci-n > luirte de 1a> colonias Sfcn |BNl * 
vu'r'v m e Jajenadb a una e^n que en e ; u, 

n ", nvm „ - n,ede precisar. ,«» <,ne darán lugar a las a, 
I^rre^ndlenk íü» ¡**J f^^Z 

2 tierra* q«e IfaitfP de es* el ppdet ejeuitm. no 
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ha enajena tln y «¡ni- resultarán de los informes que el mi #1110 
gobierno proporcionará"' (fojas "í. 

,V ijuv el informe administrativo corriente a fojas ior. 
del espediente agregado manifiesta: '*Los dos titulo- de pro- 
piedad que acompaña el recurre- te. el ele fecha i" de julio 
de j8¿ó, se refiere a tierras -imadas en 1: provincia de Co- 
rrientes y el de fecha -'4 de enero de 18.27, comprende a tie- 
rras de esa provincia y del territorio de Misiones'*, "La par- 
te que queda en el territorio de Misiones, está limitada por 
el norte por una linea recta que partiendo del origen del 
Aguapey. en su brazo más al sud. jumo a la estancia de San 
Carlos, siguen con rundió al este hasta caer en el río Uruguay, 
¡>or el e-ie y sud el rio Uruguay y ]>or el oeste el arroyo Chi- 
rima y que separa el territorio de Misiones de la provincia de 
Corrientes", y agrega después que dentro de este per i metro 
e-lán la mencionadas colonias, más dos fracciones de tierra 
fiscal, una de las cuáles c>tá en ge-tión por halarla enajena- 
do el gobierno de dicha provincia. 

4: Q\w aclarando la demanda y para rectificar ápré> 
ctticiones hechas por de contrario en el curso de la- instan- 
cias anteriores, los actores, en el 111 w norial presentado ante 
esia corte (fojas JI74 1 espre-nn: "Rs fuera de duda, pues 
■ pie demando las tierras a que se relie re este último titulo 1 ti 
de 1 que se encuentran en el territorio de -Misione* y 
qeu tienen ]ior límite general" etc.. dominando este concep- 
to en todas las nianif estaciones de dicho memorial, 

■v Que en esta misma inteligencia fué constatada la de- 
manda, y en tal virtud, y de-pués de discutir todo* los an- 
tecedentes relacionados con la existencia política de Misio- 
nes, legitimidad de *us autoridades, etc.. etc., la parte deman- 
dada en lo substancial solicitó el rechazo de aquélla, por fun- 
darse" en un titulo que rto es tal y que no tiene valor algu- 
no": porgue mi han poseído nunca y por lo tanto no adqui- 
rieron pnr iradicíon. ri de otra manera el dominio: porque 
no se individualiza la cosa que -e pretende reivindicar m *e 
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e*»»* con pnchife y ««actitud en !«* ^'^fl 
fin-dmcntc Jorque nuiic, « h*n Dt^KKtó » 1» I™™';', de . 

sus títulos eon arralo a las dnfeW > 
,1» -u,r lo cual lian caducado mis derecho», 

i „ , .KI.U- m, % jeSá y que por ello toe* MMW 

"" .i « ««« adquisñiva -le. dominio ta 

nÍ *^| e ** l"e R o el ,o«imon¡o en que ■ 

vti; ; „„-„„ si(1 „ sacio dirce.an.enic ,lc la ***** *MI 

3ff & tandeo üjtt» | **** £3CT 

tr „ <, otorp. la pretendí venia o por Sí ^ 

ordo» judicial (leyes 8 y 9. m\»j% 'mSí civil. 

. , nnX v armnwnt» «leí articulo iw»i un ™»bo 

^ ,« ' ™ f«.HÍo«ano cx.rann ai 

i , 1 h,l*r sido otorgada la escritora y taml.au do «*» 
- is irrl m va <■■«- la escritura orinal iptrÉe* exieml - 
S : s "dad. lodo ,o rúa, unido a U ******* * 

testimonio prestado >i luí -ido fe- 

r^^rUic. S - m, m m- 

áe ntriUirirW nlfEÚn valor pM-alono. 
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&? Q*l& mdeitendíeiiti nente de las deficiencias extri li- 
seras deHusinmicnio presentado, debe observara que la ven- 
ta la hnce don Mían cié Alagón titulándose mandatario del 
coronel Agnirre. sin que se haya demostrado la autenticidad 
del uKindíti... §m reídla de >m instrumenta privado; que 
lampeo ^c ha intentado justificar la autenticidad del acia 
transe ripia en ta escritura de venta |H>r la cíial los jefes mi- 
litares bajo las órdenes del coronel Agnirre le conceden au- 
torización para efectuar la venta «leí inmueble: y que final- 
rr-jite no se ha invocado la ley que íacnHara al titulado go- 
lieniadur de Misiones y a subalternos para disponer de 
la tierra pública. 

10. " aún adiniliendo que el instrumento de que se 
trata reuniera todos los requsiu» de forma >' de fondo ne- 
cesario, para hacer plena prueba de la venta inobjetable de 
la tierra en cuestión, seria insuficiente por sí solo para servir 
de iKi^e a la acción real de reivindicación, porque ésta nace 
del dominio y tal derecho 110 se adquiere por el soto efecto del 
contrato* es decir sin la tradición, 

11. ' One la tradición no sólo es indispensable para la 
adquisición" del dominio en el estado actual de nuestra legis- 
lación, sino que lo era también COii arreglo a las leyes que ri- 
gtik-ron en la república basta la sanción del código civil, pues 
como la tiene resuelto esta corte: "en presencia de los ler 
minos expresos de las leyes 46, título ¿S, I'art. .V a Y 5» titu- 
lo I'art. 5." y de la interpretación ;l ' n * ,,1 ' :í;n,os l* ,r 
las más respetables autoridades, no es dudoso que por la te- 
giración anterior al código civil, como la romana que 
le servia de fuente, era necesario para la adquisición del do- 
minio el t iluto o contrato y la tradición de la cosa enajenada"'. 
(Fallos tomo «>ó, página y otrosí. 

u." Que la prueba de haberse hedió la tradición de la 
cosa vendida incumbía en el caso a los demandantes, tanto 
por razón del carácter que invisten en el pleito (actor ¡neitm. 
Mt 011 hs frobaiidt). cuanto porque el hecho de la tradición 
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tqtjstítBye ltn elemento esencial para la adquisición <lel domi- 
nio v. por la tanto, para hacer procedente ta acción rcivm- 
áfamm eft^S extremos debe acreditar la parte que la pro- 
mueve. 

iy gue io * catwdiahíentes de Despouy no han acredi- 
tado que éste u *u« Micesores hubiesen tenido en momento al- 
&úia la i ^si-ión del inmueble y c¡ue la hubiesen perdido. 

14.' Que el hcelv» de ser el ierren.» enmarado en i8j7. 
colindante "del adquirido un afin antes por intermedio «le un 
¡íObririo del causante f aiya ^.sesión minó, según & expresa. 
„o autoriza a áíOp de tal manera la formalidad esencial «le 
( .,ua«a ifc la esa. en algunos de los modos determinados por 
la U-v. máxime mando el mwiin señor l>es|)ouy m siquiera 
pWende que a mi regreso a Misiones, después de la escri- 
tor», hubi^e ocupado el campo de que se trata en este juicio. 

(hu- 110 es exacto que el decreto denegatorio del 

poder ^psmm a h vé&xifa mtm? t-W* !í * j& c:í - 

administrativo >. im,>orie el reconocí miento del ca- 
rácter de msecdores. desdé que tal resolución se limita a «le- 
darar que la gestión ha sido tardíamente promosida on arre- 
zo a la ley de 2 7 de octubre de tS8| sin entrar a jiugar de 
b,s fundamento- de la reclamación ni de la valide, del titulo 
invocad., ni de la exactitud de ktf hechos aducidos j.or los 
reclamantes. 

16* me la demandada ha pédino oponer todas las ex- 
ceptué* propias a la acción entablada, siendo una de las 
urLipak-s la falta .le (fedKftl entrega de la cosa ven ,!.. 
l;i 4¡ll , impidió la adquisición del dominio. \ ha latido opc- 
WT L aun cuando existiera el carácter de m*m ¥ « 
dedor que le atribuyen los demandantes, .lele que esn, no 
han de»uí«daé Ni y í^menle la entrega £*<**,*¡ 
, 1)]1T , imí ,nto del contrato de compra venta, en 
nacíL habría podido oponer la, P^ff^^£ 
áSM a.ci-n personal, sino que invocando la extern,., # 
de propicia.! han perseguido directamente la «ff 
contra el ponedor por medio de la acción real. 
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i," <Jue la ausencia de toda prueba relativamente a la 
■pose-ion del Uíeti que se reivindica, hace improcedente la ac- 
ción reí vindicatoria no solamente en virtud del derecho i\\iv 
pueda lialvr a inferido a Des|iony y a los sucesores de éste 
la |. retín* li da .venta de que instruye la escritura de foja- 
del exjK-diente agregado. sino también en virtud del titulo de 

l(h actores. 

Por ello -f confirma la sentencia ajelada de fojas $ 
que no hace lugar a la |>resente acción reivindicatoría. Pa- 
gúense las costas en el orden cansado a mérito de la natura- 
leza fie la* cuestiones debatidas. Notifí<|uese y de\uélvausc. 
debiendo re-toncrse el sellado en el juzgado de origen. 

¡A. lit-:nMi:jo. — |). K. Palacio. — 
Ka ii ós Mk\th:z. 



lín disidencia con el considerando n." \mr las upinioncs 



causa citada <lc! khuo 

Nicaxok G. t>M émJiÜA 



Fisco muioiutl contra . ínihat H. Scrru. sohrc rch-ttidicaciUt. 

Sttnutrh: ir Ús por sí solo* deficiente e ineficaz para acredi- 
tar un hecho de trascendencia jurídica como es la pose- 
sión anima domini en tjue se pretende fundar un titulo . 
de propiedad. #f declaraciones de testigos en qgj$ todos/? 
ello* son analfabetos, y. por lo tanto, inhabilitados pa>-a 
■KKler apreciar la naturaleza de la jiosesión ejercida y 
fi»m discernir filtre nna simple ocupación precaria o 
clandestina y una posesión ostensible a titulo de propie- 
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tario; v en .¡ríe. al iM0m Ú tk¡«*po 'durante ¿i ísal 
han sitio poseídos los inmuebles, lo hacen de una iim- 
uera imprecisa, sin relacionar m maiiifesiacíotu- om 
acontecimientos o hechos que puedan servir pa*a fijar 
d punto de partida de la ocupación y hacer ver*^ niflk 
*tts dichos, {fmse el lunario de la causa que se rejít*- 
tra en el tonn> ut. página 155^ 

2. Acreditados por la nación ser: sueesora de la 
provincia de Hítenos Aires en el dominio de lás tierra^ 
qac reivindica, tierras sobre las que dicha provincia te- 
nía el derecho originario que reconoce a los estados par- 
liebres el articulo inciso 1." del código civil, y 

vuvu dominio no se ha probad.» hubiese s-do transnu. 
:i«V p»r aquélla. corresi>onde hacer lugar a la acción rei- 
vindicatoría promo v ida. 

Caso: Lo explican la? piezas siguientes: 
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La Pl*ta, Septiembre 12 de 

Y Vistos estos autos seguidos |x,r el tW-o nacional contra 
\nibal li. Serra. sobre reivindicación -le cuatro fraccione- 
de tierra situadas en la isla Santiago, la primera <tc catorce 
mil ,eisciento> treinta metros cuadrados más o menos, hn- 
dMó por el nord-este con Huro Luciano. i*>r el sud-este con 
,1 mismo. por el uor.l-iH.-ste con afluentes del arroyo "La Mu 
,a" v l*-r el sud-oe-te con J. Feltri; la segitnda de ochenta 
mil 1 reliemos setenta y cinco metros 

d ñtimm con Hugo Luciano; péi el .nordjoote con Arito. 
& Ualacalza; j*ír el .ml-esle con arroyo La Multa y 1* r 
dWoeste con Antonio Martina Rufino; la tercera de trc.n- 
tafa*. —uta MU» —irado,, hte P* 
d nord-este con Mugo Luciano, *por sudóte con J. t- » 
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eclti. por el nnrd-ocste con el arroyo "La Multa" y pnr el 
gft&aeste con J. Coya; y la cuarta, de ciento siete mil cinco 
metros cuadrados, linda: ¡K>r el nord-este con Ducan Munm 
y José Villa, por el uordoeste con Omitan Afiniro y Rómu- 
Ío Blanco, por el sud-cste con José Feliri y por el sud-oeste 
t on ira a|lueafe del arroyo "El Largo", de los que 

Kes Lilia : 

i." (Jue el 8 de abril de 10,12. el procurador tUcal de 
esta seceíún. se presentó fundando su acción en los siguien- 
tes hechos y consideraciones: a) Decreto del poder ejecuti- 
vo nacional de 22 de abril de 1911, ordenando la iniciación 
del juicio; h) Dominio privado y eminente que ha ejercido 
el gobierío provincial de Buenos Aires, realizando actos de 
propietario, tales como bal»er hecho mensurar en ift)2. las 
tierras de la isla y citación interior de los ocupantes para 
que se presentaran ante la oficina de tierras a solicitar en 
arrendamiento sus respectivos lotes bajo a(>ercil>iinicnto de 
desalojo, siendo de notar que el demandado, iv* figura como 
ocupante, según la memoria dei ingeniero que llevió a cal» 
aquella operación ni como protestando de ambas resolucio- 
nes gubernativas que importan interrumpir la prescripción; 
c) Ley de enero n de 1807. mediante ia cual ¡a legislatura 
provincial declaró i nena jenables los terrenos de la isla en cuyo 
casi'» no eran susceptibles de prescripción; d) Ley nacional nú- 
mero 4.430 y provincial de octubre 14 de n»4. aprobando la 
venta hecha por la provincia de Buenos Aires al gobierno 
nacional, del puerto de La Plata, el que formaba parte inte- 
grante de aquella, habiéndose establecido en el contrato "que 
el hecho de la cesión del puerto, no suponía el reconocimien- 
to como de propiedad privada de los terrenos existentes en 
poder de particulares, sin título legal, y por el contrario. !a 
provincia transfería a ta nación todos los privilegios, dere- 
chos y acciones para hacerlos valer en -ti oport unidad". Ter- 
mina pidiendo se haga lugar a la demanda con costas. 
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Que corrillo traslado de la arción a don Kugciiio 
Sorra, primitivamente ilemandado. ;i í"jas % manifiesta que 
np es es i>oseedor de la ¡Sierra que se reivindica, y que ella 
ptrtenece a SU hermano i Aníbal Ser ra. con quien m&íi larde 
Sé trabó !a /r'/i\r. contest ando éste a fojas exponiendo: 
(,> Oue niega lo< hechos y el derecho cNpue-tos por el actor: 
h) que no posee las tierras cuya reivindicación se dcmandíi, 
shlO las siguientes fracciones; mía de ciento diez mil me. 
tros cuadrado,,, lindando al norte. Human Munro. Jo-r Vita 
y Agustín Civile ; al sud el arroyo Largo y Juan Anselmo So- 
ria: al este AgiMin Civile y Juan A. Soria y al oeste ffónui- 
lo Illanco. Juan Uñarte y Ouncau Munro; otra de treinta 
mil metros que linda, al norte Retira Roca y terreno anega- 
dizo del ti-cu, sin ocupante; al sud. Sebastián Barreta y Lu- 
ciano Hugo Hioy Angel BarroniL al este arroyo ' La Multa" 
en su brazo nord-ueste; al oeste Sebastián Barreta y terreno 
anegadizo sin ocupante; otra de ochenta mil quinientos me- 
tros, que linda al norte con Pedro Roca y Amonio Malalcal- 
za: ai súd Rufino Martínez y arroyo "La Multa": al este don 
Luciano lingo y Juan Coya; al oeste arroyo "La Multa": y el 
;,lirmo de diez y seis mil metros cuadrados linda: al norte 
c«>n Luciano Mugo y Juan Bautista Facetti: at sud arroyo 
"La Multa", brazo este, que en el plano se denomina arroyo 
"Los Vascos"; al este el misino Facetti y Luciano Hugo y al 
oeste Juan Coya. ífj Que como se ve estas tracciones tienen 
. .tros iinderos. otras superficies y otra orientación, y no sien- 
do ocupante dé la* porciones de tierra que se reclaman, la 
acción falla por su base} *) Q w tra'»da la litis con esta cons- 
te-t ación, la demanda no pue<le modificarse ni cambiarse la 
cosa demandada: f) Que es poseedor loiu/himi tcmforiy de 
las tierras deslindadas a titulo de dueño y no tiene necesidad 
ile exhibir otro titulo porque uniendo ,u posesión a b de su 
;illtt>r _ Eugenio Ser ra, padre — comprobará aquella por 
más de treinta años, pública, quieta y pacifica. P"r lo que 
opone además la prescripción treintenaria que fe acuerda el 
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aftfciílb 4.015 del código civil: <j) Que en general tuda, las 
tierra- del estado son ineua jenables mientras una fey espe- 
cial np autorice la venta, (icro esto no quiere decir que no 
puedan ser objeto de adquisición, como lo ha sido por \0ttñ 
efe la nación: hj Que la isla Santiago no es una calle o plaza 
pública que no solamente son i nena jenables, sino también que 
están fuera del comercio y no puede ser i'e aplicación el ar- 
tículo del código -civil a la isla Santiago como lo es a 
las callesV plazas: i) Que las mensuras a que se refiere el 
actor, ni» han afectado a sus derechos porque, ningún agente 
de la provincia Ha pisado sus terrenos, ni lo habría permitido 
si se hubiera intentado; j) Que la nación, no puede reivindi- 
car porque tío se' tía hedió tradición de la cosa adquirida en 
la forma determinada en los artículos 2.370 y 2.383 del có- 
digo civil. Termina Adiendo el rechazo de la acción con cos- 
tas al actor. 

>y Que recibida la causa a prueba, se produce la -crti- 
ficada, por el actuario a fojas 108, después de lo cual tas par- 
tes alega ron sobre su mérito, llamándote autos para defi- 
nitiva. 

V considerando: 

Primero Que ante todo delie quedar establecido — an- 
te la negativa del demandado — si las fracciones de terreno 
que se reivindican, son las mismas que desenlie el deman- 
dado en su contestación relatada precedentemente, para po- 
der considerar la acción deducida. 

Kl aclor al promover este juicio, ha acompañado do? 
planos, los de fojas 2 y 3. describiéndose en el primero la* 
cuatro fraccionen demandadas, y en el segundo, se demues- 
tra gráficamente la porción de isla en que esas y otras frac- 
ciones se hallan situadas. Vale decir, que estos dos planos 
forman parte integrante de la demanda, tía observación que 
se formula sobre la sui«rficie de cada una de las fracciones, 
puede descartarse desde que se dice que ella es más o menos, 
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y la diferencia que l ' ,,m * lil (Uct ' el . art,n ' > 1:1 <|lK: 

expresa el demandado, no es lan considerable <jUe iW» pida 
entrara en la tolerancia de más o menos. desde tjiie en el 
plano (fe fojas J. se señalan y deslindan. Ku cuanto a los lin- 
deros v rmnljos: confrontando el plano de Éójas J con el de 
fojas 31 fefl el que el demandado ha señalado Los lugares y fi- 
giras de las fracciones qm <&* U ' pertenecen, él Iflfrftserift? 
no encuentra diferencia sensible digna de valorara. pues qiie 
el frente de las propiedades dan a los arroyos <¡ne úeé&iM 
d plano de fojas 2. que son los mismo- del de fojas 51. y tie- 
nen los lindaros descriptos en la demanda, aún citando en 
ésta- -c lian omitido algunos .le los señalados por el doman- 
dado en el plano de fojas 31 y escrito de fojas 32, circuid , 
rancias toda., que inducen al proveyente a considerar que 1a< 
fraccione* de terrenos demostradas gráficamente en el plano 
de fojas 2. que como se lia dicho forma parle integrante de! 
escrito de fojas 6, son la,- misino- a que alude el demandado 
en et plano de fojas 31. y escrito de fojas Jí. 

Segundo: Ouc por lo'qne respecta al dominio del actor, 
ta isla Santiago" es tina i-la artificial n ía eñal se ha llegado 
ppr |a construcción del puerto de La Plata, siendo por lo tan- 
to im mi bien privado det estado, qne nunca saltó de s« do- 
mm el cíial ha ludido legalmente ser -transmitido tu p\m 
propiedad, por virtud .le las resi»cetivas leyes de 1004, al $* 
bienio de la nación perfecto titular de W 'Predio mdis- 
entibie sobre ella». 

Tercero: Que a este respecto, corresponde dejar esta- 
blecido ante todo, que una ley prmineial. como es la de once 
de enero de puede en orden a lo qne dispone el articu- 

lo _>.U7 del código civil, declarar i nena jen a ble 1111 bien deter- 
minado, lo que importa decir qüe la mencionada ley tuviera 
c se pro|xVsito. desde que de sus términos resulta evidente que 
los terrenos de la isla Santiago, no fueron puerto* lucra del 
comercio, sino siiuplemenie reservados para ser vendidos en 
otra oportunidad © para darles otro de-lino. 
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Cuarto: Oue en cimillo a la prescripción adquisitiva, el 

i, posesión a la de su antecesor, don Kugcnni berra — pn in 
de mm - tiene más de treinta años, y ella ha sido a í&tlq 
¿fe propietario, publica, pacifica y sin tlMH « acn '- 
ilitado estos extremo*? 

l a prueba pe »a producido en ese sentido ha -ido U 
mstitmm de Mas +2 vuelta, a <)i y de 99 a io 2 . para jua- 
near la ixiwí-ión : y la instrumental de fojas 92. P*ra la 
•le su presión a ta de su antecesor, 

Pbr lo que respeeta a la primera, los testigos han de P ue>- 
m uniformemente que el demandado posee las fracciones m 
¿ reí vindican desde 1801, fecha del fallecimiento de d<n Eu- 
genio Scrra. y a éste lo han conocido los testigos en jjosesion 
de dichos terrenos desde treinta, treinta y uno, treinta y dos 
v treinta v cinco años f fojas S 7 . 98. 90. 9". y 101 ). . ero si 
bien esta prueba acredita una posesión mayor de treinta ano*, 
para qu, el demandado pueda valerse de ella e .mocarla efi- 
cazmente, es indis,>ensable que ambas posesiones se unan, r*e 
ha justificado esta circunstancia? 

I a pruelia testimonial producida es ineficaz a estos efec- 
tos v la partid, de nacimiento de fojas rp carece de auten- 
ticidad v tampoco sería suficiente para acreditar qne el m- 
recho invocado le ,ierteneee, pue* para ello era necesario qne 

t lc herederos v esta prueba 110 se ha probado , articulo* 3.279 
,284 v siguientes, C. C1. Ks ante el juca de ta sucesión del 
"causante, que deben v,ntilarse todas las cuestiones sobre ca 
pacidada o incapacidad para suceder, hasta la partición inclu- 
sive v es ante aquel magistrado que debe probarse el dere 
cho de sucesión v obtener la respetiva declaratoria para qne 
el sucesor universal pueda invocar los derechos de su autor. 
Y. M habiéndose proliado *>or ese único medio la continua- 
m de los derechos del can ante, el demandado don Aníbal 
Scrra no puede unir eficazmente su posesión, que data de IB91, 
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a la de >u antecesor para <¡ <e la presa ipción alegada le fue- 
ra favorable, pues one ~ u P"*-*^" ,u> alcanza a los treinta 
años pres.riptos \>or el artícttk 4-o«5 fit ' 1 clviL 

Quinto: (Jue la- eflitárferaiííonea anteriores, conducen ne- 
cesariamente a aceptar. emita hedió* indudables: a} qpe la 
nación onnn «§&í|rio del gobierno provincial de Hucnos 
Aires tiene el dominio sobre la* ñeras fie !a i -la Santiago y 
b) d.-it Añil mi Ser ra no ha probado la posesión irantc- 
naria invocada, en cuyo caso, la acción deducida por el ase ■ 
nacional es procedente de Sfi«erdp con el articulo J.75S del 
código civil, y .lentas dispo-icioite, citadas en é curio de esta 
-emenda. 

t'rir taulo y definitivamente juzgando, fallo: liac¡etido tu- 
gar a ta demanda, debiendo devolverse la- fracciones reivin 
di ada-, dentro ilc diez dias de ejecutoriada esta sentencia, 
con 1<>- frutos y productos liereihidos o dejados de percibir, 
de-de la lU-titicaciÓn de la demanda, sin eo>ta-. pt>r e£g©«- 
trar mérito el juzgado para ttp imponerla* al vencido. Noti- 
cíese en el original, redíganse los -ellos y e» 
archívese, lista sentencia ciclista de cinco í..jas, todas ella- 
rubricadas por el infrascripto.. - C 



Y vi-tos estos autos tramos por ambas jones en apela- 
ción de la sentencia dictada en ellos por el señor juez ieder.il 
de La 1*1 ata. 

Considerando: 

(lúe el demandado ha acreditado suficientemente la po- 
sesión treintena ría con la prueba testimonia! de foja* *í v*iel- 
l: , y sástneritcf y de fojas y Mfffa&m* Lft * ífPP* ®& 



mingo tíarbini, Silvestre IVrcyra, Joaquín Deje-. Juan Rag 
gio y Saturnino Iturñefa. todos vecinos antiguos tic ta loca- 
lidad, s¿i que .se haya deducido taclia alguna en contra tic lo* 
mismos, afirman la Ijxisesiqn del demandado Aníbal Serra 
de las tierras que se demandan, en forma quieta. pacifica y 8Í8 
interrupción, por un periodo mayor de treinta años. Su co- 
nocimiento deriva de trato frecuente que lian tenido con lo-* 
imseedore-! a quienes lian visto disjxiner como únicos dueños 
de las tierras que oeii|wl>au. viviendo alli con su familia, zan- 
jeando, plantando árlales fnUales y forestales, cortando lera, 
vendiéndola, etc.; y estos actos, si pueden con s «lera r se aná- 
logos a los que practican un arrendatario y un «su fructua- 
rio, en el ca*i de autos mi puede ser atribuida a los poseed»- - 
res ninguna de tales calidades, porque no hay antecedente al- 
guno ile tales contratos: y debe considerarle contó cierta la 
convicción de los antiguos vecino* que lian depuesto en la 
causa, de que. cuando los ííerra se lian establéenlo allí en la 
i<la Santiago con su? familias, para poMaHa y cultivarla, lia 
sido en la mira de obleenr alguna vez el reconocmiieni'. de 
stt derecho, incor|jorando a su |>alrimonio fus tierras de ba- 
ñado que transformasen con su traliajo. haciendo de ellas una 
fuente de producción y riqueza. 

Que el itemandado lia probado también la unk'üj de su 
posesión con la «le su antecesor: pues el instrumemo de fo- 
jas 92, con el que concuerdan los testigos citados, aceditan 
que Aníbal Scrra es .hijo de Eugenio, el anterior iioseedor; lo 
que Itasta a establecer el vinculo jurídico entre ambas pose- 
sione*, sin que sea requerida una declaración judicial ( ar- 
tículo ¿,41a, código civil í. 

Que de autos no resulta aclo alguno interruptivo de la 
prescripción cumplida con anterioridad a la demanda, de los 
que legalmente pueden destruir el derecho adquirido por el 
poseedor, con arreglo a los artículos 3-<f84 y siguientes 
código civil,; no habiendo .probado el actor ta exigencia de 
acto* r|ue pudiera» constituir un reconocimiento, si< miera sea 
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tácito, ac %m <i<*i msczfáti W imm ' a c " ,a 

< I c m*i tic lo. . 

Por estos fundamentos se mmm k sentencia de fo- 
fo* 126 y m rechaza la cnaiida. tas cosías l>or su nnleii. 
Notifiquen y .levuíl vaiwc. - $ Guido Lavalle. - MMWM 
f.. Marcenare. — Va dc-idencai: José Marcó 



L« pnu, Abril -a de i»l9- 

Vistos; considerando: 

Qu¥ interrogad»- los testigos de don Anibaí W Serrá « 
fojas* 84 v anuientes» * interrogatorio tic fojas 83 s contes 
tan que él v SU padre, va fallecido, a cjilién sucedió, planta- 
ron árboles! zanjearon e hicieron otms trabajos cu los te- 
rrenos cncstiona.los; agregando que por estos hechos y lo> 
de corte v venta de leña de dichos árlmlcs, todos de su con.» 
cimiento propio desde hace más de treinta años, hr-n mh- 
derado siempre y considera» hoy a aquel demanda..», como 
Único dueño o propietario. 

Oue dos de los testigos dan por razón solo estos Hechos, 
fojas" 100 vuelta v 102. y también los restantes testas, j»cro 
uno ademán i»r constarle Ha < lc dueño de terra l . 

"porque ha trabajado muchos años en el paraje 1 tojas 54 
v Rs ¡ otro "por hal>cr estado muchas veces en el monte <lc 
"donde' extraía leña", (fojas 87). otro -porque desde nnl 
ochecicntos atenta v uno estuvo en la Ensenada y vio esos 
paraje*'* foja* «o v S6 vueha. otro más (se copia asi mismo 
L declaración! "por haber trabajado muchos años en esos 
parajes cortando leña \ fojas 89 vuelta, y el ultimo de efe 
en fin. pues no hay más. "porque hace -.iiarenta y ocho tfm 
nue vive alU v en la Ensenada", fojas i»o vueha. 

Que una prueba como ést», con Cf»C un litigante prrten- 



w jutncia m ia nació* * 

de tener nada menos que un título de dominio en oposición 
al de su contrario, debe revestir apariencias que comenzar, 
plenamente, de que los testigos se dan cuenta del alcance de 
sus declaraciones. La razón de los dichos de todo testigo, est.* 
en los hechos de que <>ueda deducirse el cuestionado, y no 
en los comunes y vagos para comprobarlo, como el de simple 
vecindad, trabajo* personales o hechos en común, amistad 
etcétera, que ilc admitírseles, ajenos como son aquellos, e¡ 
fallo seria en realidad, el de los testigos, mas no el del juez, 
único autorizado a darlo. Incumbe a los testigos no mas que 
imponer los hechos, como al juez correlacionarlos, hacer sus 
deducciones, fundarse luego en el derecho y pronunciar el 
fallo, articulo trece de la ley de proceilimientos . 

Que *i. pues, es asi y tod.* los hechos de comprobación 
expuestos al .principio se reducen a los de plantaciones de ar- 
boles, corte y venta de sus maderas, zanjeamientos y otros 
trabajos que no se especifican, llevados a cabo por don Anh 
bal B. Serra. según los testigos, fuerza es juzgar que por *» 
mismo* no tienen ni |meden tener otro alcance que el de estm 
mismos términos con que los expresamos, comprensivos de 
la prueba de una i>osesión de buena o mala fe. que hasta pu- 
diera argüirsela de simple ocupación (artículos 2.$$i y si- 
guientes, 2.422 a 2.444. 2 460. 2 587 a a-591 y m*> 
civil), pero no en manera alguna de una poseswn con animo 
ele dueño de las tierras, atento a que también ellos excluyen 
o silencian por su propia naturaleza (basta decirlo» este re- 
«usito esencial como el de la posesión misma. pan que se 
opere la prescripción treintenaria (artículo 4 015 cod, S° ldc,n > 
excepción de que debe desestimarse en consecuencia. 

Que no procede la demanda accesoria de los frutos y de- 
más del caso, con anterioridad a la notificación de ella al de- 
mandado, poro."* ,e ha sido tolerada por su contrario la ocu- 
pación de las tierras, a juzgar por la pregunta de esta pane 
a fojas 85 vuelta, y 86 y o. -os antecedentes de autos. 

Que estand.. justificada en parte la opción del dcinan- 
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ilail». corres|jondc so le exima de la> cosía*. < Articulo ¿21 ♦ 
Código de procedimientos h 

Por estos fundamento?, concordes con fallos anteriores 
t u disidencia. incluso de la suprema corte nacional sobre apun- 
tos semej antes de tierras de la isla Santiago, y lo* que no se 
oponen de la sentencia recurrida, -e confirma esta sentencia 
obrante a fojas lió. sin especial condenación en costas. — 

Jirse .1/irrCí!, 



KUJ.u l»K l.\ OiHTK -íl PHKíl-V 



Visto- y considerando: 

QlW Í3 presente acción reivindicatoría tiene por objeto 
cuatro fracciones de tierra simadas en la i^la Santiago, den- 
tro de la zona del j*uerto de La Plata. que adquirió la nación 
j M >r eompra a la provincia de Uueiios Aires, de acuerdo con el 
contrato de -*> de agosto de 1004. debidamente aprobado por 
el congreso nacional y l>or la legislatura de aquella provincia 
,leve, respectivas de ¿4 de -septiembre y de 4 de octubre de 
ése misino año) y protocolizado en los registros de las escri- 
banías de gobierno según se expresa e n los documentos trans- 
criptos a foja- 4 y fojas 5. cuya veracidad no se lia cuestiona- 
do en el pleito, 

One dado el número de las fracciones de tierra reivin- 
dicadas, la superficie, ubicación y linderos que se les atribu- 
ve en la demanda y en los planos con que se la instruye, no 
es penmtido ]»oner en duda que la presente acción tiene por 
objeto los mismos inmuebles que el demandado posee en la 
isla Santiago y que describe en el otro si del escrito de con - 
testación . dado que unos y oíros ceinciden en sus principales 
características v toda vez que no se ha afirmado que aquel 
po-ca otros Nenes dentro del perímetro de las tierras anexas 
;il hh'ti donado puerto. 
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. Que el tirulo que hace valer el reivindicado consiste en 
la posesión a titulo de dueño que afirma halxrr ejercido per- 
sonalemnte desde t8nt y antes de é| su señor padre don Eu- 
genio Serra, abarcando entre ambas posesiones un periodo 
continuo de más de treinta años. 

Que para comprobar esa posesión se invocan las decla- 
raciones de varios testigo* que afirman que Eugenio ¡ierra y 
su hijo .Xnühal han ocupado y cultivado las tierras materia del 
juicio, desde mas de treinta años y que lian explotado los 
montes que en ellas existen, agregando que esa |x>sesión ha 
sirio a titulo de dueño. i>úbl¡ca y pacifica (declaraciones de 
Domingo t*,arbini. fojas 8o, : oaquin Dejes, fojas yo; Juan Kag- 
gio. fojas w vuelta y Saturnino Iturrieta, fojas ion. 

Que esa prueba es por sí sola deficiente e ineficaz para 
acr» litar un hecho de trascendencia jurídica como es la ]xi- 
-esión animUs dómini en que se pretcnte fundar el titulo de 
propiedada sol>er los inmuebles disputados. Se trata de testi- 
gos todos ellos analfabetos y por tanto inhabilitados para po- 
der apreciar la naturaleza de la (xwesión ejercida por el de- 
mandado y por su antecesor, y <para díseemir entre una sim- 
ple ocupación precaria o clandestina y una posesión ostensi- 
ble titulo de prieta rio. Que al referirse al tiempo duran- 
te el cual lian sido j>oseídos los inmuebles, lo hacen de una 
manera imprecisa, sin relacionar sus manifestaciones con acon- 
tecimientos o hechos que puedan semr para fijar el punto de 
partida de la ocujkicíóii y hacer versiiuilcs sus deposiciones . 
En una palabra: las declaraciones de tales testigos por SU 
>agucdad t í>or la ausencia de todo fundamento serio y concre- 
to de sus dichos y -por la presuma falta de aptitudes mdispen. 
cables para e>timar que la posesión puede hacer adquirir el 
dominio, no pueden aceptarse como prueba concluyeme del 
derecho invocado. 

Que es ile tener en atenta asimismo, qeu la posesión pu- 
blica y atiimus domini que el demandado pretende haber ejer- 
cido, no se ha exteriorizado en ninguna de las formas que 
babitiialmente carecterizan ese hecho. 



Que corno lo ha dejado reiteradamente establecido esta 
corte, no es suficiente. i»r regla general, ocupar un inmueble 
v aprovechar de su explotación para inferir de ello el animo 
¡le dueño, porque tales actos son comunes a otras causas de 
ocupación, cultivo, etc.. máxime cuando no se indica un solo 
liecho tal como «na mensura judicial o pago de contribucio- 
nes o algo semejante que traduzca el propósito inequívoco de 
adquirirlo. (Fallos, tomo 122, págiia «14; tomo 128. pági- 
na 230; tomo 131. página 155). 

Que en cambio, la naciún invoca un titulo indiscutible, 
comprobando ser la sucesora de la provincia de Buenos Aires 
en el dominio de las tierras en que se encuentran enclavadas 
las fracciones que reivindica! y cesionaria de los derechos y 
acciones de «dicho estado respecto de las tierras indebidamen- 
te ocupadas dentro del perímetro contendido en la venta. 

Que a su vez. la provincia de Buefcos Aires, enajenan!? 
de dichas tierras, tenía sobre ellas el derecho originario que re- 
conoce a los estados -particulares el artículo 2.34a. inciso 1." 
del código civil, desde que no st ha comprobado que hubiese 
transmitido a terceros ese dominio antes de transferirlo a la 
naciún. 

|\>r estos fundanidntos, los concordantes del voto en «li- 
cencia <le fojas 150 y lo dispuesto en el articulo 2.758 del 
código civil, se revoca la sentencia arlada de fojas 154 > 
admitiéndose la acción reí vindicatoria promovida, se condena 
a don Aníbal Serra a restituir a la naci<ít)i tas tierras reivin- 
dicadas, dmtro del término de veinte días, con los frutos des- 
de la notificación de la demanda. Notif Uniese y devuélvanse, 
reixjnicndo*; lo* sellos «ti el juzgado de origen. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solas. — D. E. Palacio. — 
}. Ftci'Kao.t Alcobta. — Ra- 
món- M ¿NDEZ- 



M JÜtnClA m LA KACtÓN 



Pon Jasé SmirilH en autos con don Luis Godio, sobre daños 
y perjuicios. Recusro de hecho. 



Sumario : No procede el recurso extraordinario del articu- 
lo 14, ley 48. contra una sentencia de la suprema corte 
de la provincia de Buenos Aires que establece que el so- 
brescimidhto definitivo equivale a la "absolución del a cu- 



Ante el juzgado de primera instancia en lo civil y comer- 
cial de Bahía Blanca, don José Smírilli demandó a don Luis 
Godio por indemnización de danos y perjuicios con motivo 
de haber sido atropellado por un automóvil de propiedad de 
Godio y que era dirigido por su chauffeur, el menor de edad, 
Antonio Cavigtia. 

Fundó su demanda en lo dispuesto por los articiikx i,**»7 
y siguientes del código civil, relativos a la responsabilidad por 
ia comisión de actos ilícitos. 1 

Contestó el demandado manifestando que, de acuerdo con 
lo dispuesto por el articulo 1.105 del código civil, que iHcc 
"después de la absolución del acusado, no se podra tampoco 
alega** «» *' juicio civil la existencia del hecho principal so- 
bre el cual hubiere recaído la absolución ', no podía iniciarse 
d presente juicio basado en la responsabilidad emergente del 
accidente, ya que por un sobreseimiento anterior se había re- 
conocido la inculpabilidad del expresado conductor. 




Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PIOCVR.MlOR CgNERAL 
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Substanciada la causa, fué fallada por el jiu*J! condenan- 
do al demandado en los daños» y perjuicios, resolución que fue 
confi miada |ior la cámara de apelación .de Bahía Blanca. 

Interpuesto con; ra esta última sentencia recurso de ina- 
plicabilidad de ley o doctrina legal para ante la eortc supre- 
ma de la (provincia de Buenos Aires, este tribunal revocó la 
sdrttencía apelada y tleclaró mal aplicado el articulo 1.103 del 
código civil a los liedlos probados. 

Apelada esta sentencia para ante la suprema corte nacio- 
nal, ha sido denegado el recurso, que se fundó en el artículo 
14 de la ley 48, 

Sostiene t-1 apelante (|ue es procedente por cuanto la dis- 
cusión ha versado soba- la inteligencia que debe darse al ar- 
ticulo 1.103 del código civil y porque la resolución, contraria 
a lo sostenido por él. se funda en una disposición local del 
cúdigu d«* itroeedimicntos criminales que se lia hedió |Mrinur 
sobre la ley nacional. 

Xo cncuoiitro justificada esta observación. i-a corte su- 
prema de la j»rovincia. al resolver que el sobreseimiento de- 
finitivo equivale a la ' obsolución del acusado" de que habla el 
artículo 1.103 citado, no lia hecho otra cosa (jtte interpretar el 
alcance de esta dis|>osición y tal interpretación de la ley eo- 
mún no da ocasión al recurso extraordinario interpuesto, co- 
mo lo dispone expresamente la segunda partí- del articulo ¡<» 
de la ley 48 ya citada. , 

|V>r 01ra parte, la sentencia recurrida ha decidido cues- 
tiones de hecho y de prueba para desestimar la demanda y es 
sabido que V. K. no puede revisar cuestiones de esta natu- 
raleza en el recurso extraordinario de ablación acordad»» i*»r 
el artículo 14 de la k-y 48 } 6." de la ley 4 055- 

Finalmente, el actor, que es quien recurre, no lia fun- 
dado sn acción en disposiciones de. derecho federal, sino de 
derecho común y se halla, por lo tanto, fuera de la situación 
prevista ,por el articulo 14 de la ley 48- que ha ¡mvocado para 
traer *ti pleito ante V. E. 
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Xo existiendo, pues, cuestión federal que corresjwnda re- 
virar a. la corte suprema, considero que la apelación lia sido 
bien denegada y asi pido a V. K. se sirva declararlo. . 

José Nicolás Matienco. 

FALUí DE t.A O iKTK SUPREMA 

■ 

Buchm Aifffíp Pulió JM 1^0' 

Autos y \istus; 

Considerando: Q\tc ta sentencia recurrida pronunciada 
por la suprema corte de justicia de la provincia de Bueno* Ai- 
res a fojas 3(18 de los autos remitidos por la vía de informe, 
se lia limitado a la interpretación de las disi>osícioiies de los 
códigos civil, penal y de procedimientos que aplica como fun- 
damento de su fallo. 

Que el recurso extraordinario inter|mesto emura la re- 
ferida sentencia es improcedente por no estar comprendido en 
ninguno de los casos taxativamente determinados en el articu 
lo 14 de la ley número 48. sin que |>ueda autorizarlo la ínter- 
l*retación o aplicación que se haya hecho de las disposiciones 
de los citados códigos civil, jwnal y de procedimientos, dado 
lo establecido en el artículo 15 tle la misma ley número 48 y 
lo declarado constantemente por esta corte en repetidos casos 
análogos. ' 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido |»r 
el señor procurador general, se declara bien denegado el re- 
curso. Notifiquese y archívese, devolviéndose los autos prin- 
cipales al tribunal de su procedencia con testimonio de la pre- 
sente resolución. 

A. Bermejo. — Nicaxor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Fk.ukroa Alcorta. — Ra- 
món Mkndkz. 
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Dona Mañana V. de Solessio. en autos con doña Elena Ber- 
gara, sobre desalojamiento. Recurso de hecho. 

Sumario : i.° Sostenido por el recurrente que la aplicación 
del artículo 586 del ««ligo de procedimientos de la capi- 
' tal, en cuanto admite el pedido de desalojamiento de tina 
finca arrendada por quien no es el propietario ac tual de 
la misma, importa dar aplicación preferente a nn preeep 
lp de dicho código en contra de lo establecido por dispo- 
siciones ilel córneo civil, y desestimada esa alegación, pro- 
cede el recurso extraordinario del artículo 14. ley 48. 

2 No Jhay ^compatibilidad entre el artículo 5#> 
del código de procedimientos de la capital y los articu- 
lo* 1.403. f.saa, 1515 y <W civi1 - 

Caso : lwo explican las piezas siguientes : 



DICTAMIN ML SÍNOi PMCUftAlM» CENKtAL 

Suprema corte: 

Doña María V. de Zoleizio recurre en queja porque se 
le ha denegado un recurso de apelación interpuesto para ante 
ta corte suprema en el juicio que por desalojo le siguió doña 
Klena Bergara ante el jurado de pa* de la sección 24 de la 
capital de na nación. 

Manifiesta que oportunamente planteó ante el juez de 
paz una cuestión de derecho federal relativa a la interpreta- 
ción que debía darse al artículo 58* del código de procedí- 
miento* de la capital de la nación, cuya, aplicación, «1 la for- 
ma en que había sido hecha en este juicio, era violatoria de 
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los artículos 1.493. 1 5'5 y 16,0 ó*1 código civil en que se 
amparaba. 

Sostuvo que el citado articulo 5*> del de proce- 

dimientos al acordar la acción de desalojo al propietario del 
inmueble, violaba las disposiciones atulídas del código civil 
que establecen v.ie el locador, que puede no sct el propieta- 
rio, está obligado a matotener al locatario en el uso y goce de 
la cosa locada y que sólo él puede demandar su desalojo. 

Informado el juez de paz. dijo a V. E. que ante un pro- 
pietario que exije el desalojo <1e su propiedad, él siempre ha- 
bía entendido que debía ordenar el desalojo, y remitió el ex- 
pediente. De este resulta efectivamente que el juez decretó 
el desoí ojo fundándose en que ei actor había probado su ca- 
rácter de propietario» y que. interpuesto el recurso del ar- 
ticulo 14 de la ley 48. para ante V, E. el juez se b denegó in- 
vocando el código de procedimiento» de la capital, qne decla- 
ra inapelables las resoluciones de los juicios de desalojo. 

Como se ve, hay un conflicto entre una ley nacional, 
como es el código crvil y una* ley loca! como es el có- 
digo de procedimientos de la capital, conflicto que se ha 
resuelto en favor de la ley local. En el caso de Vélez Sárs- 
field contra el consejo de educación de la provincia de Bue- 
nos Aires, (23 fallo* 657) y en otros poste- ores V. E. ha 
declarado que procede el recurso del articulo 14 cuando ocu- 
rren conflictos semejantes. 

Por ello, opino que el recurso ha sido mal denegado. 

José Nkotás Maiienho. 



FA1JU0 DE LA COiTR SL'nntXA 



Autos y vistos : El recurso de hecho por denegación <lel 
extraordinario, interpuesto por doña Mañana U. de Zolezzio 
en el juicio que le sigue doña Elena Bergara, por desalojo. 



74 FALLOS DE IA C01TR SU MEMA 

Y considerando: 



(¿ti*: ú ha sostenido ¡*>r la parte recurrente que la apli- 
cación del artículo 586 del código ríe procedimientos de la 
capital en cuanto admite el .pedido de desalojamiento de una 
finca, arrendada jior quien no es el propietario actual de la 
misma, importa dar aplicación preferente a un prece|*o deJ 
código de procedimientos en contra de lo establecido i»or los 
artículos i.403, 1.509. > 5'5 y l - f>,D <lel civil - 

Que desestimada la alegación de referencia, según resul- 
ta de los autos elevados a c>ta corte suprema 1*>r vía de ín- 
fonne. y de conformidad con lo dictaminado por el señor pro- 
curador general, el recurso extraordinario es procedente y 
así se declara. (Fallos tomo 124. ingina 370, entre otrosí. 

Que píir lo que Jiace al fondo de la litis. por ser innece- 
saria mayor «iihflajiciacíon atento 16 alegado a fojas 7 y 35 de 
los auto* citados, caite establecer que el artículo 1.404 del có- 
digo civil se limita a definir lo que debe entenderse por lo- 
cación; el 1500 acuerda eí término de cuarenta dias para 
desalojar al inquilino de finca. .urbanas arrendadas sin termino: 
el 1.515 rige las relaciones entre locador y locatario; y el itfio 
determina el modo de demandar la restitución «le la "cosa 
arrendada y tos plazos dentro de los cuales debe ser devuelta. 
Que el último de los artículos citados, concordante con 
ti 1,500, establece que la restitución en los casas de contra- 
tos de locación sin térmtoo fijo, jMiede ser demandado des- 
pués de cuarenta dias contados desde que se ba intimado al 
locatario la cesasion de la locación, y es principio admiti- 
do que la intimación del»e ser judicial. 

Que en retanto, el artículo 58Ó del código de procedí 
miento* de la capital, nada resuelve en «mira <le los preccp 
tos invocados tlel código civil, pues se limita a reglar el ino- 
do de establecer si hay o m> contrato ti otras circunstancias, 
a los efeoos de determinar la procedencia de tlesaloj amiento 
v su término. 
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(¿iie el necho de que el precepto citado autorice al pro- 
pietario a demandar el desalojamiento, no importa alterar 
ninguno tic ios derechos que consagra el código chil en los 
artículos que se invocan; antes bien ratifica fa doctrina de 
ese código en cuanto los derechos reales dan acción contra 
terceros, además fie que la ley procesal ha partido sin .duda 
<le la presunción general y común de que el locador es al 
mismo tiempo el propietario. 

Que no hay. en consecuencia, incompatibilidad entre el 
artículo 580 del enligo de procedimientos de la capital y los 
artículos 1.493. 1.500, 1.5 15 y 1.610 del código civ il, como se 
lia pretendido por el recurrente. 

En su mérito se confirma la resolución a[*1ada en la 
parte que ha podido ser materia del recurso. Xotifíquese, 
re|W>ngase el papel y archívese. Devuélvanse los autos ve- 
nidos por vía <le informe al juzgado de procedencia con trans- 
cripción de la presente. 

A. Bermejo. — D. E. Palacio. — 
. J. Ficukboa Alcorta. — Ra- 
móx MÉxraz. 



Ferrocarriles del estado umita Horacio Sánchez Loria, por 
cobro de pesos ; sobre procedencia de ta jurisdicción , or- 
bitrat. 

Sumario : i,° Dependiendo directamente la .solución de la 
causa de la interpretación de las leyes, nacionales (en el 
caso las números 3.737, sobre organización de los mi, 
nisterios nacionales y 6.757, sobre creación de la admi- 
nistración general de tos ferrocarriles del estado), invo- 
cadas en la litis, no a titulo de argumentos, sino como 
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precepto» fmwiariwntales, proce* el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 48. 

a.» Con arreglo a ta ley número 6757, «obre crea- 
ción de la adminiatradón general de los ferrocarriles 
del estado y 3.727 sobre ©rganitadon de los ministerios 
nacionales, corresponde al ministerio de obras públicas la 
facultad de aprobar o desaprobar un contrato celebrado 
ad referendum de dicho ministerio y de la dirección 
general de ferrocarriles, entre la administración de fe- 
rrocarriles del catado y nn particular, sobre provisión 
de tren rodante y transporte de leña o carbón» en el que. 
entre otra» cláusulas las parten contratantes resolvieron 
someter a arbitraje las cuestiones que pudieran suscitar- 
se con motivo del cumplimiento de dicho contrato; y el 
ejercicio de esa facultad, negando su aprobación al con. 
venio de referencia, en nada afecta el principio de que 
es el poder judicial a quien incumbe declarar la nulidad 
de lo» actos jurídicos. 

Caso: La explican las pirras siguientes: 



SENTENCIA DKL Stfioa JUEZ OB COMBaClO 

Y vistos: Para resolver la excepción de iiieompetencia 
opuesta a fojas 207. 

Y considerando: 

1» Que el excepcionante sostiene que el conocimiento 
de esta causa corresponde a la jurisdicción arbitral, confor- 
me a lo establecido en el artículo 19 dd contrato celebrado 
entre la administración de ferrocarriles del estado y el de- 
mandado con fecha abril ¿4 de 191** «*re el que se basa 
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en realidad la demanda. Dice que tal contrato no fué arma 
do má nftrendtm, ni notificado a Sanche* Loria, o canfor- 
madose éste con una resolución de la parte actora que asi 
la declara; que en vista del decreto del ministerio de obras 
públicas, los ferrocarriles del estado dejaron de cumplir el 
contrato, lo que origino una serie de cuestiones extrañas a 
la llamada "cuenta corriente" de fojas l, y que deben resol 
terse por arbitros; que esa "cuenta corriente' no es, por otra 
parte, sino una fcirolongación del contrato de abril 34 <te 
desde que ella se abrió, al decir de la deniandada, para el pag^ 
de fletes, estadías de vagones y de otros gastos relativo* al 
contrato celebrado en abril de 1918. 

Por estas raiones pide se haga lugar a la excepción, con 

costas. 

La parte actora en la demanda ya había sostenido que no 
correspondía la jurisdicción arbitral, porque el citado con- 
trato — cuya copia corre a fojas 64 — fué formulado aé re- 
ferendum de la aprobación del ministerio de obras públicas, 
que lo desaprobó; y al contestar el traslado de ta excepción 
de incompetencia i fojas au>, lo» ferrocarriles del estado 
desarrollan su primera afirmación, manifestando que el ci- 
tado contrato es nulo, pues asi lo declaró ta resolución mi- 
nisterial, en virtud de ta función de H«cU del estado. Que 
Sánchez Loria admitió que el ministerio había procedido den- 
tro de sus atribuciones al anular el contrato; que ni aún «u- 
jxmiendo c|ue sea aplicable el artículo 19 del contrato, corres 
pande la jurisdicción arbitral, porque no se trata de resol- 
ver cuestiones de dudosa o difícil interpretación, sino sim- 
plemente de que el demandado abone los importes convenidos 
en las fechas establecidas (articulo* 3.' y 5°, fojas 64). de 
acuerdo con el contrato que se ha acompañado a la demanda, 
que corre a fojas 1. y que no es nulo. Por todo ello, pide el 
rechazo de la excepción con costas. 

2* Que el contrato que en copia corre a fojas 04 y 
cuyo original figura a fojas x6 del expediente 4 10— F— 01K 
dei ministerio de obras públicas, traído aé efettam vMetái 
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no ha sido desconocido por las partes, al contrario, amlios 
litigantes, reconocen su autenticidad al referir-e a t-l en strc 
escrito- . Kn consecuencia dicho contrato tiene el mismo va- 
lor que un instrumento público respecto de los que lo sns- 
cribieron (artículos 1.026 y 1.034. código civil. Segovia. ar- 
ticulo 1.027 nota 18, y articulo 1.035* nota 22 

Los ferrocarriles del estado sostienen que ese contrato 
es ñuto, pues así lo declaro el ministerio de obras públicas 
por resolución de agosto 31 de 1918 í fojas 140. exilíente 
agregado*, continuada po* la de octubre del mismo ano 
i fojas 248. expediente agregado). 

La nulidad de los actos jurídicos, con los efectos indi- 
cado, en los articula 1.050 y siguientes del código civil, soto 
puede ser declarada (x>r los jueces (articulo 1.037. T °47- 
1.050. código civib. dé modo que una resolución ministerial 
declarando ta nulidad de un contrato, carecería de valor ju- 
rídico . 

La resolución ministerial, que según ta parte aotora de- 
claró nulo el contrato, está concebida en estos términos: l m 
■■mmiMerio de obras públicas. Resuelve: i.- Desautorizar el 
-contrato edebrado |»r el señor administrador interino de tos 
"ferrocarriles del estado con el señor Horacio Sánchez 1^- 
"ria por ser insanablemente nulo. 2." Ordenar la cesación m- 
"mediata de la circulación de esos trenes"... etc. (fojas 140 
expediente agregado» . 

De aquí se desprende que: o el señor ministro ha des- 
autorizado el contrato, basado en una nulidad, como si esta 
Imbiera sido va declarada por ta justicia (lo que no consta 
en autos», o el término mito" no ha sido usado en su sen- 
tido jurídico. Kn cualquiera de las dos hipótesis es innegable- 
r,ue el contrato de fojas a* del expediente agregado, no es 
, „ío P"cs aunque el const.leraudo $? de la resolución de 
fojas .43 «expediente agregado» establezca: "Que resulta evi- 
dente ta falta absoluta de facultades por parte del adminis- 
trador interino para celebrar ese contrato en la forma que 
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"lo ha concluido" otra cosa se desprente — a los efecto* del 
articulo 1.038, iri fine, del código ct\il — de los términos det 
articulo 3°. inciso 12 de la ley 6.757, del informe de la di- 
rección general de ferrocarriles (fojas 112 expediente agre- 
gado! y aún misino «le los dictámenes del >eñor procurador 
del tesoro ( fojas ti6 y 221 expediente agregado) y del se- 
ñor procurador genera! de la nación (fojas 239 expediente 
agregado), 

3. Que la jarle actora sostiene que el citado contrato 
se firmó ad referendum del ministerio de obras públicas; Sán- 
chez Loria cu cambio, niega que se haya firmado bajo tal con- 
dición . 

151 24 de abril de 19 1 8. entre los ferrocarriles de! esta- 
do — representados por el adi ni ni strador general interino. In- 
geniero Carlos Al, Ramal lo. y el señor Horacio Sánchez Lo- 
ria, se celebró el contrato cuyo original corre a fojas 206 del 
expediente agregado. Dos días des-pués. el 26 de abril, el ad- 
ministrador interino resuelve aprobar ad referendum del mi- 
nisterio de obras públicas y dirección general de ferrocarriles 
el citado contrato, debiendo luego entregarse un ejemplar al 
contratista y extenderse a stt favor el pase acordado, etc., 
I fojas 161 expediente agregado l> El mismo dia 26 de abril, 
el administrador interino eleva al ministerio la nota que co- 
rre a fojas 1 del expediente agregado, cometiendo a su apro- 
bación el contrato celebrado y que en copia acompaña, sin 
ningún otro antecedente (Resultando 1." de la resolución de 
fojas 143, expediente agregado). 

El administrador general de los ferrocarriles del estado, 
tiene la representación det poder ejecutivo en todo contrato 
y en todas la* relaciones con el público. Asi lo establece ex- 
presamente el inciso 12." del artículo 3 de la ley número fi.757. 
El articulo 4 de dicha ley agrega que deberá formar un con- 
sejo — que él presidirá — con el ingeniero principal, el jefe 
general de tráfico y el contador general (articulo 2.°>. cuando 
se trata de la distribución de las cantidades que vote el lio- 
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norablc congreso ( articulo 3- inciso 3- # ). de la compra de 
materiales y artículos de consumo ( artículo 3. incÍ8 ° 6 ")- 
de resolver lo relativo a la aplicación o raejoia de obra* i ar- 
tículo 3, inciso 7.-1. de dictar los reglamentos de servicio in- 
terno (articulo 3 o i™*> » la *™n*> ri » wual Urt,c ' J " 
lo- V'. inciso io. n ). Estas son las únicas limitaciones, que 
dentro de esa ley reconoce ta representación indicada en el 
citado inciso I2.'\ del artículo 3.", 

En principo, entonces, el administrado/ de los ferroca- 
rriles od estado, no está obligado a *oKcilar la aprobación 
fiel ministerio de obras públicas para formalizar un contrato: 
jfior sí solo puede efectuar convenciones, con particulares, 
siempre que no sean de las enumeradas en tos citados incisos 
del articulo y\ ni ataquen, naturalmente, al orden público. 

Tal cosa debió pensar el administrador interino, cuan- 
do firmó el <lía 24 de abril de 1918*1 contrato cuyo original 
corre a fojas 206 1 expediente agregado >, en el que w> *e 
bace constar que sea ad referendum del ministerio, como muy 
bien lo anota ta resolución de fojas 143 (expediente agre- 
gado t en el resultando 2.". U* adiós posteriores, igual cosa 
indican, pues los trenes empelaron a correr el 17 de mayo 
de 1.918 (fojas tif) y 126 expediente agregad» y artiatlo 17 
del contrato de fojas 206 de dicho expediente» en las condi- 
ciones convenidas, hasta el momento en que el ministerio, 
lejos de prestar su aprobación al contrato, resolvió desautori- 
zarlo, ordenando cesaran de circular esos trenes (fojas 14.T 
y 248 caliente agregado». 

Si en el contrato de fojas ¿oh (expediente agregado». 
110 se estalileció que quedaba suputado a la aprobación del 
ministerio de obras públicas o que efecto ha tenido la reso- 
lución del administrar interino <le fojas 161 (expediente 
agregado \. donde dos días después de firmado el contrato lo 
aprueba ad referendum del ministerio de obras publicas y di- 
rección general de fem*arrik-. El citado contrato de fo- 
jas 206 í expediente agregado», llena las condicione* estable- 
óla- en los artículo. 917. 97». >-«44 > '-'45 del CCd»- 
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go civil, sin que se haya objetado que el consentimiento fué 
viciado por alguna de las causas indicada* en los aAiculos oa;, 
a 043 del código inmibrado. Luego Sánchez Ijoria tuvo )>ara 
creer que no necesitaba llenar ninguna otra formalidad, tan- 
to más cuanto que comenzó a efectuar el contrato sin tro- 
piezo alguno. 

|*a resolución del £fi de abril l fojas idi expediente ala- 
gado), dictada con dos días de posterioridad a ta fecha cu 
que se había timado el contrata. resulta inexplicable: prime- 
ra, porque el administrador no tiene necesidad de recalar la 
autorización del ministerio ni de la dirección de ferrocarri- 
les para formalizar contratos: segundo, porque en todo caso, 
la cláusula ad referendum debió figurar en el contrato; y ter- 
cero, porque no obstante lo ipie establece la resolución de fo- 
jas 161 (expediente agregado 1 y a i>e<ar de no haber pres- 
tado su aprobación ni el ministerio ni la dirección, el cor- 
trato -se ejecutó con*» si la resolución no existiera, hasta el 
momento en que el ministerio ordena que cese la circulan 'n 
de esos trenes. 

El argumento hecho por la parte actora. de que Sánale* 
Uoria tuvo conocimiento de la resolución de fojas tfti f en- 
diente agregado), porque firmó al pie de la misma el desglo- 
se del pase, no destruye las consideraciones apuntadas y que 
demuestran que el contrato no fué firmado vd referendum. 
|)ebe hacerse notar que no hay una prueba clara, de que Sán- 
chez Urna adquirió* termocimiemo de la resolución, pues 
solo existe constancia de que retiró el pase, sin indicación de 
la fecha. A ello tenía derecho de acuerdo con el artículo 20 
del contrato de fojas aoíí (expediente agregado), y sí fut- 
en \irtud ed la resolución de fojas i6i íexpediet te agre- 
gado), que lo retiró, pudo y debió pensar que el ininíster.o 
y ta dirección habían aprobado el contrato, desde que éste 
era un trámite previo a la entrega del i»a*e, como asi se les. 
prende del texto de dicha resolución . f 'ero aún en e! <o\me*- 
to de que Sánchez Loria hubiera tenido conocimiento tte la re- 
solución que modificaba el contrato. |Uido también crecí que 
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los artos posteriores de té empresa habían modificado a la re- 
solución. 

4." (¿tic el cuín ralo cuya copia corre a iojas <M- fué fe- 
mado el ¿4 de «il>ril He 1918 (fojas **> expediente agregado . 
y el emirato de foja 1 lo fué el -'4 M mayo de ese año. 

Ivste documento contiene una ilicitud del demnndad » 
I>ara que se le abra una "cuenta corriente* * nue no ¿ e llalla 
en pugna con el contrato di- fojas 6|í por el contrario en esa 
solicitud se establece» la forma y condiciones en que sé l&rftn 
¡os IJa gos al ferrocarril de las sumas que Sánchez, l-orm re- 
sultare adeudar, siempre de acuerdo con el contrato de to- 
jas 64, al que se hace referencia en la misma solicitud <to- 
ja* 1 in fine). 

No ptiedc considerarse entonces, que la solicitu l de- 
jad*, sin efecto el contrato, desde que. como hace notar el se- 
ñor agente lis. ti (fojas ¿i<>>, la parte actora ampara mis de- 
rechos en los artículos del contrato y es con arreglo al mis- 
ara. '|»e persigue el cobro de las cantidades adeudarlas. 

5" Que no apareciendo del estudio «le estos autos ¿m- 
lidada mailificsta (articulo 1.038 código civil 1. no haLicndo 
sído deelarda judicialniente la nulidad del contrato de fo- 
jas 20t» t espediente agregado I; no habiéndose este firmado 
mi referendum, ni siendo la solicitud de "cm-nta corriente 
1 fojas i>. otra cosa q«e una prolongación o accesorio del ci- 
tado contrato; es innegable que las relaciones de las partes 
hahtsa el momento en que el ministerio de obras publicas des- 
autorizó el contrato (fojas 143 Y ¿4» ex¡>edieiitc agregado!, 
en virtud de la función de policía del estado (iojas n*. 
v »3<i exilíenle agregad i. dicho contrato es el que del* 
regirlas. 

Por estas consideraciones, porqué en el articulo 10 del 
contrato dé fojas Í4 se establece que las partas se obligan a 
someter al arliitraje las cuestiones que i»iedaii suscitarse con 
motivo de cumplimiento dé dicho contrato, y de acuerdo con 
lo dictaminado por el señor agente fiscal a iojas M?; .Se hace 
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lugar a la excepción tic incompetencia de jurisdicción opues- 
ta a fojas -107. con costas, a cuyo efecto se regulan los hono- 
rarios del doctor Crespo enlasiuna de mil pseos moneda na- 
cional y los del acerado Fravato en ta de trescientos pesos 
de igual moneda. En consecuencia señálase la audiencia del 
día 10 del mes de novieinl>re próximo, a las 2 p. nr., a fin <le 
que las partes coticuran al juzgad» a los efectos del artícu- 
lo -70 <lel sódigo de procedimientos. Notifique el emplea- 
do Lynch. Rcp. las fojas. — /;. M. Y^íii. — Ame mí: 
L, Martín y Herrera. 

SKNTIINCIA DK I¿A CAMARA UK .MMXU'loVKS KN LO COMKKCIAI, 

Bwkk» Airw. Afrril M 4* im 

Y vistos: Considerando que el representante legal de la 
administración de los ferrocarriles del estado funda su escri- 
to de demanda en el contrato <k- ja de abril de miH, míe a 
tal fin acompaña a la misma ( foja* 64 ) . 

(Jue no puede, en consecuencia, decirse que este con- 
trato ha tenido validez ni principio de ejecución ijot haber 
sillo celebrado ad referendum del señor ministro de obras 
publicas de la nación. 

Que no puede ser exacta tal cosa desde que por decre- 
to ulterior, como lo hace notar el señor juez a qno. dicho 
señor ministro declara la nulidad tlel misino, lo que aparte 
de que ella no tiene valor jurídico como atinadamente lo ha- 
ce notar el señor juez a </»<>. ese decreto no hubiera podido 
. dictarse si el contrato de la referencia no hubiera sido formal. 

Por ello y sus fundamentos y no obstante el dictamen 
fiscal, se confirma con costas el auto apelado, regulándose en 
diez pesos moneda nackínal los derechos del apoderado Pra- 
vato en esta instancia y devuélvanse previa reposición de se- 
llos dentro de tres días, bajo apercibimiento de lo dispuesto 
por el artículo 2.1 de la ley 4.128. — Estrada. — Cranzvett. — 
V.n disidencia: Casares. — Ante mí: Alfredo Fox, 
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Y vistos: La demanda de fojas 180 ha sido promovida 
por cobro de una suma de dinero resultante de las relaciones 
en cuenta corriente que vincularon a las partes litigante* y a 
que se refiere la solicitud de fojas primera y aún cuando di- 
cha cuenta, haya tenido como causa* más o menos inmedia- 
ta, el contrato testimoniado a fojas 64, ni forma parte inte- 
grante de él. ni lia sido contemplada en ninguna de sus cs- 
t i] dilaciones. 

1.a jurisdicción arbitral a que alude la cláusula 19 de- 
flichi. contrato, no comprende, pues, el caso judicial produ- 
cido, |itirí|iie su texto sólo prevé dificultades originadas con 
motivo del cumplimiento de aquel, y no es esto lo que de- 
manda el actor y porque el imperio de la cláusula no puede 
resultar fie su aplicación extensiva, desde que por ella se 
i rea una jurisdicción excepcional, que detie limitarse a las 
sil ilaciones especial mente previstas. 

l*or ello, consideraciones concordantes «leí memorial ile 
foja* 245 y de acuerdo con lo dictaminado por el señor fiscal, 
se revoca él auto apelado, con costas, (articulo 24. ley 4- ,a ** 
y devuélvame . Repónganle las fojas. — Casares. — Ante mí: 
.Itfrrdo Fox. 

VAUt* PB f-A CORTK Si:i'HK«A 

INMI Aifff , ]mio » *• 1N0- 

Y vistos: Los *eguidos |wr tos ferrocarriles del estado 
«mira don Horacio Sánchez Loria, sobre cobro de pe?-is. ve- 
venidos en apelación de sentencia de la cámara en lo comer- 
cial de la capital. 

Y considerando: 

One la incompetencia de las tribunales ordinarios opues- 
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la por la parte demandada» se funda en que con arreglo al 
articulo U) tlel contrato corriente a fojas 64. las partes han 
convenido someter sus divergencias a la decisión de arbitros y 
al manifestar el actor que no hay contrato en razón de que el 
instrumento <le fojas 64 eí un proyecto ad referendum iíel mí- 
nisterto fie obras públicas desaprobailo por éste, el demanda- 
do desctinoce la facultad <le ese ministerio para aprobar o des- 
arrollar los contratos que celebre b administración de los 
ferrocarriles «leí estado, y deduce de tales afirmaciones que 
el instrumento corriente a fojas 64 debe considerarse como 
un «intrato perfecto, conclusión de la que deriva la proce- 
dencia de la jurisdicción arbitral. 

Que así planteada la litis, la solución de la misma depen- 
de pites, de (pie el ministerio de obras públicas tenga o nó por 
la ley las facultades de superintendencia que se ha atribuido 
|>ara desaprobar el contrato. Si las tiene, como sostiene el 
actor, no habría contrato, ni de consiguiente, derecho a exi- 
gir (pie las cuestiones emergentes de et se sometan a un tri- 
bunal de arbitradores : y si como lo afirma el demandado, el 
administrador de los ferrocarriles del estado ha podido con- 
tratar en forma definitiva y prescindir del referendum del 
ministerio de obra* públicas, es indmbMe la existencia de 
1111 acto jurídico perfeccionado y concluid y las convencio- 
nes contenidas en él no pueden tlrjar ile cunipHrse; de suer- 
te (pie en tal caso la jnriMucctón arbitral sería procedente. 

Que la validez legal, o la ineficacia en su caso, de la fa- 
cultad que ha ejercitado el ministerio de obras públicas, de 
ivwle de la interpretación que se atribuya a los leyes 3727 
y 6-75?, iuvoeailas en la litis no a título de argumentos, sino 
como preceptos fundamentales, de los que resulta, según el 
actor, la insubsistenc» <Wrl contrato como instrumento obli- 
gatorio y «leterminante de la tjurisdicción zi nitral . Y depen- 
diendo directamente la solución de la causa de la interpreta- 
ción de las leyes 3,737 y 6-757 citadas, como que de elbs ha 
de resultar si la jurisdicción arbitral |irocede o nó en el caso. 
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el recurso ¡OterpUeato y concedido es procedente y así se de- 
clara . 

. Que por li> que hace al fondo del asunto, se observa que 
la decisión de primera instancia ha desconocido la facultad 
rlc superintendencia que el ministerio de obras públicas ejer- 
ce sobre la administración nacional de los ferrocarriles del 
estado y considerando que el admiiústrailor general de los 
misaros "tiene la rei»rescmación del poder ejecutivo en Urdo 
contrajo v en todas las relaciones con el publico", con las li- 
mitaciones que ta citada decisión admite (fojas 3# vuelta, 
in fine). 

<Jue las conclusiones precedentemente expuestas, deriva- 
das de lu interpretación de <Kvt-rsas cláusulas de la ley nu- 
mero 6.757- si « lt> aceptadas l* ,r ,a ^tencia ocurrida, 
en la que se hace constar que la nulidad del contrato, decla- 
rada por el ministerio de obras jMiliiicas. no tiene valor ju- 
rídico, y que ese convenio es im acto perfecto, prescindiendo 
de la aprobación de dicho ministerio. 

Que entretanto, la ley 6-757 "a fi Í ado «» l>«* isio " et1 s " 
primer articulo el carácter de la administración nacional de 
los ferrocarriles del estado. KstaMcee en efecto; "Créase bajo 
la Wpwdcntia del Ministerio de obras públkas. la adminis- 
tración general de los ferrocarriles del estallo", distposicioii 
que concuerda con la ley 3.7^ ^ «ilación de lo* uium- 
íerios nacionales, según la cual, y aparte de las facultades de 
carácter general con que confiere a los ministros del poder 
ejecutivo la dirección, control y sü|*rintendencia de t«las las 
divisiones oficinas v empleaos de sus respectivos fleparta- 
mentos (articulo 0, inciso ;.">. y la ímervención en lo^jpn- 
tratos que se celebren en represen! ación del estado (inci- 
sa 8"M atribuye esiiecialnieitte al ministerio de obras puWi- 
eas entre otras, el estudio de las líneas férrea> que debe pro- 
mover el esta<lo nacional. *n construcción y tontrol de las 
miomas (articulo 15. incisr* *!■>, como también la v^lanna 
admmistrathv v técnica de todas las lineas férreas de ju- 
risdicción nacional (inciso 4.". artículo 15 citado). 
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íjite si el inciso l-í, artículo de la ley 6.757 q«* acucr - 
da a la administración de los ferrocarriles del estado la re- 
presenta™ hi del poder ejecutivo en todas las operaciones 
I tendientes de la explotación de las lineas del estado, en todo 
¡tirito, arbitraje, contrato, etc.. hubiera de entenderse en el 
sentido de excluir la intervención ilet ministerio ile obras pú- 
blicas, habría desaparecido jjara este departamento de go- 
bierno la facultad que le atribuye la ley de organización pre- 
cedentemente citada, que no aparece derogada por la ley 6.757. 
lo que importa y significa que las atribuciones que ésta con- 
fiere a la administración ile los ferrocarriles del estado se 
ejercitan sin perjuicio de la facultad superior de "control" 
que corresponde al ministerio de obras publicas, y que en el 
sub lite es de procedencia más notoria, si cabe, por tratarse 
de intereses y de servicios públicos tan importantes como el 
tráfico las condiciones de transporte tic las empresas ferro- 
viaria del estado en relación con el desempeño de las fnn- 
eitmes que les están legalmente encomendadas. 

Que así debe inferirse que lo ha entendido en el caso el 
propio demandado al no recurrir de la resolución de la admi- 
nistración de ferrocarriles del estado aprobando las bases del 
contrato ad referendum dd ministerio de obras públicas y 
dirección general de ferrocarriles" (fojas 213 de autos y fo- 
jas 161 , expediente administrativa F. 4,410 K 

Que reconocida la facultad del ministerio fie obras pú- 
blicas para aprobar o desaprobar el contrato, es indiferente 
que en la respectiva resolución ministerial se hiciera uso de 
expresiones que puedan considerarse no ajustadas estricta- 
mente al carácter de dicha resolución. La sentencia apela- 
da, como la que ella confirma, desconocen la facultad del mi- 
nisterio de «d>ras públicas para declarar ntdo el contrato, por 
considerar que esa facultad corresponde al poder judicial. 
Kirtpero es de toda evidencia, que aunque se haya usado ta 
expresión "insanablemente nnk>" con relación al contrato, de 
los términos de la propia resolución resulta que al ser sume- 
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tit!o a ¡a aprobación de! ministerio éste resolvió "desautori- 
zar el contrato celé orado p<»r el administrador interino de ¡o* 
ferrocarriles del cat^ííü con el s^iUjr tracto Sánchez Loria"' 
1 fójéfo -.15 iii Rite i . 

Qítf la expresión ifléidenÉál ¿ér ¡i^tóléttiwtttó 

nulo", un modifica los termino* < U- la cuestión, pues no se 
trata en el suh /hí/iV(' djc e-Lahleeer -i el ministerio de ulnas 
púhlieas puede declarar la nulidad 'le un acto jurídico con- 
cluido v perfeccionado, ¿tito de determinar >¡ hay o nó la 
convención in vi "cada liasia Unto cm 1 ministerio se pronun- 
cie fti definitiva y t-n razón di- la cláusula p0 nfarnrfum. 
aceptada por el demandado i*u lo- térníinos precedentemente 
expuestos, y si de consiguióme, ilebe m$r cmj contrajo eii 
toiv algunas de su* partes, inclusivo, la rel.itiva a la ju- 
risdicción iirtrfl ra!. 

Qúe facultad ejercida en el caso ]>or el mini-lerío ffe 
ni ira* ju'tlii 's negando *u aprobación ai convenio de re le- 
renfía. eti paita afecta el | trine i pió que es al ¡poder judicial a 
ijitien incumbe declarar ta nulidad de los actos jurídicos, pues 
prescindiendo de ápices del derecho, no puede verse en el 
fon#> de la resolución aludida -ino el «jrot^frftíQ de determi- 
nar la invalidez del contrato por expresa denegación aproba- 
toria del inisino; en ejercicio de la facultad lejía I precitada, y 
abstracción hecha del rr/civw/»wf a une la- parle-, de acuer- 
do con la les. coñ vinieron -ni (ordinario. 

tjite cualesquiera <|ite sean li«s términos flet contrato eo- 
rriente a fojas 14,1 del ex] tedíente administrativo apegado. 
> aun atando en él se haga emisiar oue 'la administración 
■ le los íerrocarriSes del estado mi se ha reservado en é eon- 
tratu con el -eñop Sánchez Loria la facultad de solicitar su 
aprobación del poder ejecutivo", o de oh-er\ar (Ule s e deja 
también establéenlo "ípie en ningún caso la administración alu- 
dida podía «delirar dieh.» contrato sin la previa intervención 
de la dirección fíe tura I de ferrocarriles*", de donde resulta "Ja 
fallía ahsoluta ile facultades por parte del administrador in- 
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k-rino para celebrar ese contrato", y h ^siguiente desauto- 
rización f|iie consagra e! decreto de referencia. 

<Jne no era indi -q Mueble í|ut- la administración de los 
ferrocarriles del estado se reservara expresamente en el con- 
trato la facultad tic- solicitar la aprobación del ministerio co. 
respondiente, -toda vez que esa reserva se condigna chut 
sida (^stirío* inobjctada ¡kíi- el demandado, y ptiusiit que, 
consagrada por la ley la atribución *Ltperior de <upcriM€íi- 
drneia que se examina, se presume conocida por Unios l códi- 
go civil, articulo ¿o», y hiendo de orden público las leyes 
que confieren e*a atribución de superintendencia, el seilor SVtn- 
<&m Ñiífe! lia ludido creer excluida del convenido cele 
1 na ilo la intervención ilel gobierno a los efectos que se la lia 
ej erci do i Cód ig< .Civil, a rt ictilo 5 ). 

O" 1 ' negada pites, como le ha sido al contrato prnvMo- 
nal la ratificación necesaria en uso de facultades legales bien 
claramente establecidas, es obvio que no existiendo el aludido 
convenio, no ha podido quedar -ubsistente la cláusula que 
instituyó la jurisdicción arbitral para dirimir las cuestiones a 
que Ta ejecución de ese remíralo pndiera dar lugar. I Fallo> 
tomo ¿i, ,]>á|íiua ,107 > . 

Por estos fundamento* se revoca la senteticia apelada 
y se declara que la jurisdicción arbitral no procede en el eaMj. 
Xotiíiquese y devuélvame. Ré^ottptíse el papel ante el juz- 
gado di- orí líen. 

> 

A. Ki:kMi:jo. — |). ]•'„ l\u,.u-m. — 
J Imu-i-Hoa Ai.ohíta, — Ra- 
móx Mknih'z. 



\ O T A S 



Con fecha 2 de julio de nj¿o. la corte -uprema no hizo 
lugar al recurso de apelación concedido jiur la cámara federal 
de apelaciones de La Plata, en el juicio seguirlo ¡«>r los Seño- 
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res D^ígado y et»ni|«iñi;i. cmiui rt*i >rir>i?i«amcs de "The \tií**- 
triotie Tekphoiie M aun faetu ring O*. Lda.*\ ele UVfcfjlÓol, fil- 
tra (íbh Ricardo Jurada, sobre in*eri]K¡ón de marra. por iu:»i. 
u> el apelante al fundar *u recurso invocó diversos pjecen- 
tos de! código civil, di- los que SC desprendía, ni *n loneep- 
w. qué el poder (3011 que actuaban los señores Obligado y 
Compañía eran ihstíñcíeñtei punto que es de derecho onmm 
v por tatito extraño al recurso extraordinario, frni arreglo a 
!n que dis|K»ne eí articule» 15 de la ley 48 y. adema- porque 
lo munido di- que la "TUe \ntomaiic té^hone C. n " de 
[¿rópiol y la "Tile AtnnntH- Klcetric Company" de Cbieago 
eran una sola corporación, es una Cüéstíuíi de becbo ¡«nal 
uteiile hTevi<iWe por el reeur-o extraordinario y la dcctstnu 
a| telada se apoyáis en que '"no estando jn niñeados los e\- 
t reinos de la ley para la procedencia del emliarfío. reelecto de 
(á sociedad de LiveppOp| ej juez que lo decretó Uá podid.. 
dejarlo sin electo", lo qtte inq>orta tina apreciación (le la prue- 
ba que determina también la improcedencia en el C»sp de la 
instancia extra* >idinaria. 



Eji la Htísiua íeelta, no >e htz.» lugar al recurso de lu-eU 
(ietltíciiío por don Manuel Sov.ia en los autos seguid» ¡"'i' 
don Antonio Marino contra Vietorina Sosa de Siris. sobre 
desaloian<iem", por no ser procedente para ante la corn: su- 
prema, el recurso que reglamentan las dispn>ieione> de !0 
artículos |á|6 y -isuifiitr- del códi».- «le procedimiento íie 
la capital. 



Eli 5 del inicuo, (lo -c sizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida por doña Juaun An-ebca úareia y fon Obdulio 
r.arcia, en los átifcps sucesorios de don Ucnjaniiii Simón Car- 
ra, por no aparecer .pie m- bnbie^e interpue-to para aire el 
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tribunal, recurso alguno g«e les hubiere sido denegado, ni 
halarse planteado cuestión federal t\i\c hubiera -ido cxpliri- 
ta o implícitamente resuelta, a lo que se ají regalía la omisión 
de los requisito* del articulo 15. de la lev 4^. 



Culi techa M». un se hizo lugar al recurso de lucho in- 
terptfCStO ]Kir don José Camurati en autos con José A. y Al- 
berto Triarte, Eduardo y Juan Omacíni, sobre devolución de 
dinero, ]tor resultar de la propia exposición del recurrente. 
■ pie la queja se hahia deducido dc>pués de vencidos los tres 
.lias que acuerda e1 articulo de la ley de procedimientos. 



Kn jS del misino, -e hizo lugar a la queja deducida 
por don Delfín Vázquez, en autos con Carlos Catclli sobre 
desalojamiento, ]ior aparecer de la exposición del recurrente 
.pie se hahia interpuesto recurso extraordinario contra una de- 
claración di- la cámara l." de apelaciones cu lo civil, según la 
cual la gestión promovida no correspondía a su su jkt inten- 
dencia, la míe no está sometida a la revisión de la corte su- 
plcuia. 



Kn la misma fecha no s t - hizo ftífaí, igualmente, al re- 
curso de hecho deducido |x<r don Pascual Wanieri en autor 
ct'ii don Salvador Kiissn, sobre desalojamiento, por resultar 
de la exposición del recurrente (pie hahia sido oído en juicio 
y que la- cuestiones planteadas respecto al término para el 
de-alojo. son de derecho emm'ni. 
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fiiti'io Julia .1. lurtasst* r/c Cfterni i-mtira lo.t t-\ t rfficiifrtfes «V 
Hntrr h'inx, pnr daños y peF$nmw, S&hrf « olit fóiMi ia 

Suíttürnt: t." I'rocede el reciifSo extraonlinmio o mira una 
-rntt'iU'íü dciicj^i loria del fuero federal. 

j." \o corres|*mde a La justicia federal, ratina? 
materia; el conocimiento de un juicio coima nn:i empre- 
sa de ferrocarril |K.r indemnización de daños ocasionado:. 
|hn- la muerte fie un empleado, prodúctda con motivo y 
en ejercicio ilc la^ ««enpaejoues di* sil empleo, cu t|iie la 
áccinti cutaltlada un se liare derivar de tm cuasi delito 
i articulo l.tou y UII3 del código civil 1 ni se funda e:i 
la dis|*o-ieit'm del artículo 63 de la ley de ferrocarriles, 
luiu'rt-ii simi, exclusivamente, en. los preceptos de 

la ley sobre accidentes del trabajo, número o.<»ss, y coa 
t -^jii'Cialidad en el articulo P,í5 de esta última. 

íVj-": Lo explican las pie/as siguiente* : 

Si;\TK\CI\ I . SliÑoK It'KZ IIínrRM. 

ParinJ Julia 2fi de IWftii 

\ i-ia la présenle demanda y lo <|iie dUpOite el artículo V- 
ley 50, que manda al juez desecharlo de plano -in É&S .u'tita- 
CKtiics cuando de ella aparezca Cjíie iío compele a la justicia 
nacional . 

(Jne indicándose exclusivamente disposiciones del ilefC- 
tho coeún, ptíCíi como t;d drbe tenerse a la ley o'kNS. desde 
que no importa otra cosa que una ampliación a ías dispnM- 
clones del Codigp civil, es evidente que ñú procede el Íilto fe- 
deral por razón de la materia, por cnanto no e> un caso re- 
gid*» por una let nacional. pue> en el articulo kh> di- la .on,. 
t tinción >e cstaMeee la exección del articulo 6^, iacisi 11 de 
la misma «pie comprende el código civil. 
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QlP no corresponde t;uii|MiL-r» vi fuero por rcrión de las 
I>ersouas j mi 1 i* en dicha demanda se confiesa ser !os deman- 
dante* argentinos, reuniendo |,i misma calidad el demandado 
por virtud itv lo dispuesto en el artículo gt" ley 48. 

I vil crin secuencia no es conqwlente el juez federal sino la 
justicia ordinaria y asi se declara. Registren-. — Uhoáoro 
Í : nrro. 
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Paruá, Octubre 10 de mis. 

Vistos y considerando: 

Qft| a lo-* efectos de la procedencia improcedencia del 
tíMé. federal, et juez anic quien sea invocado dette atenerse 
solo a la acción dcilncida en juicio, cuando no surta por ra- 
zón de las personas. 

(¿lie la acción deducida en la demanda de fojas ijj. cuino 
los procedimientos invocados en" la misma se refieren exclu- 
sivamente a las dis|)osiei"»nes de la ley «j.688 de accidente- 
de! Iratiajci. sin que su haya invocado las de la ley nacional 
dé ferrocarriles al i alegado hechos que caigan bajo la san- 
ción de é*ta. 

CJwc como la tiene resuello reitera dónente la suprema 
corte nacional, la ley </.óíW es de carácter común, modificato- 
ria a ampliatoria del código civil, cuya aplicación corresponde 
a la justicia ordinaria, salvo las casos eu que la federal sea 
competente por razón de las personas o ríe las cosas ; 

(¿ue en el presente caso no se l»a demostrado ni preten- 
dido siquiera, que las partes sean de distinta nacionalidad •> 
vecindad, ni que los liedlos en que se funda la demanda ha- 
yan ocurrido en jurisdicción nacional: 

Por e-to fie conformidad con lo aconsejado por el señfv 
fiscal de cámara y las consideraciunes concordantes de la re 
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elución apelada de tojas i". »e la c<míirma. llágase saber y 
devuélvanse deÍMerídíji reponer-e los fallos ante el inferior, — 
Fortunato Calderón. — /■*. Días $€ t-'kw. %i disidencia. 
Césítr # P.Vcc Cohittui. 



niMHKSClA 

Yi-j.- y con-ideramk»: 

une las cit^wiistancia de que la deiniítdá de tojas i.; 
esté fundada éí) fas dí¡-i>osieioues de la lev número nn 
influye pata la determinación de la eom|>ei encía, porque for- 
ma mío ¡«me É&cha ley (fe la- que el Ccrt^eso nacional die- 
(¡l en cumplimiento del precepto del articulo 07. inciso ir de 
la eoii-liiución nacional, o-rre-ponde SU aplicación por lo? 
tribunales federales o provinciales, según que las personas 
o las cosas Gjfígan lja$b una u otra jurisdicción; articulo <»;. 
inciso 1 1 de la rountitueinn nacional. 

Due el hecho bvijg%IÍário iU la acción deslucida consiste en 
la muerte nolenta ifel jefe de la estación Mansitta de los te- 
rTCieárriTe? «le Knm- Km-, producid.» a consecuencia de haber 
,-aÍdn luj.- las ruedas de un tren en marcha. Ivl actor en su 
t-crito de demanda manilies-ta que dicho ti'eu llevalia. delrá* 
del furgón di- la correan. udencia, un vagón de carpa, siendo 
bajo la- rueda- de este último que cayó !a víctima, en Cir- 
cunstancia* rt) (jue preiendia bajar del furgón al que había 
-uhido. después de haber despachado el tren pá*a hacer en- 
trega <le la correspondencia. 

Oue el mencionado hecho, ge^erader de !? acción, catis 
ituye un accidente Feñtwrfórió que por naturaleza cae 
pHitta fiteir dentro de la- fli^sicfóttes del articulo $5 de la 
ley'Sohre ferrocarriles número -**7> de muerte que el jue/ 
que resuelva sobre la existencia y cuantía de hvs daños \ per 
juicios demandados delx- ineludiblemente y en primer tenni- 
no- considerar rl cas., a! tenor de las disposiciones de la ci- 
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tada lev, ]«>r Ser nacional el feiTfkarríl demandado, cualquiera 
•ine sea el ílétecKó invocado |*ir el actor. 

Que la aplicación de las disposiciones de la ley núme- 
ro 2*7$, compele exclusivamente a la justicia federal, de 
conformidad al precepto de los artículos ico de la constitu- 
ción y j". inciso i," de la ley número .18 de 14 de septiembre 
de iSfM- 

(Juc ;i ota conclusión 110 obsta la circunstancia de ipie 
el actor haya omitido fundar su demanda en la ley de ferro- 
carriles, pues como lo tiene resuelto la corte suprema de jus- 
ticia, lo <pie determina la competencia federal |wr razón de 
la materia no son los fundamentos legales invocados thjc el 
actor, sino los hechos «pie la motivan 1 ¡\ jj&jg, página $0}. 

One igualmente la corte suprema ha resuelto reiterada- 
mente míe en Casos de accidentes ierro víanos rige en primer 
término la interpretación y aplicación de la ley de ferrotn- 
nile- nacionales y sólo subsidiariamente las disposiciones fiel 
derecho común invocadas en la demanda. 

Tor estas consideraciones, teniendo presente íp resuello 
]>ur la suprema corte en los fallos <|ue se registran en los to- 
rnas 41. página ¿fio: ioj, página ¿31 ; y particularmente el 
registrado en el tomo tJi. pagina ¿\J, se revoca el auto a|je- 
lado obrante a fojas 17. y se declara que la presente causa 
es de la competencia de los tribunales federales, llágase sa- 
ber y devuélvanse, debiendo re^merse el sellado ante el in- 
ferior. — Ctsñr H, Pérez Cohnmt. 



UICTAMKX W?L Si: ÑOR PROCURADOR OKST.K.U. 

Buenos Al mi. Abril ^ de l'OO 

Suprema corte: 

I.a señora Julia A. Cartasso de Cherot inició demanda 
¡x>r daños y iterj 11 icios contra la empresa del ferrocarrril de 
Kutre Rio-, exigiendo el pago de una indemnización por la 
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muerte de su esposo, ocurrida, según dijo, en actos de servi- 
cio ile la empresa, como jefe de tina de sus estaciones. 

Dedujo su arción ame el juez federal de Paraná y la 
fundó en djspo^ctone¡s de la ley numero $$$$ sobre accíden- 
des del trabajo. 

Pero dicho magistrado se lia declarado iurom¡>ctcnte 
ra conocer en la demanda, resohicíon que ha confirmado la 
cámara federal (le apelación del Paraná. 

k$$ antecedentes de la arrió» enlabiada son sutíeí entes 
para determinar mi opinión en sentidn favorable a la setiten- 
eia lie la cámara, 

Kn electo, no procede el fuero federal, porque se trata 
de la interpretan* m v aplicación de la ley de acch lentes del 
trabajo, reconocida uniformemente con modificatoria o am- 
pliatoria del cprligo civil, ley común, pues, tuya aplicación 
correan m de a los juen-- torales, siempre que por razón de 
fas pefsotiás o de las cosas, aquélla no sea privativa de la jus- 
tirio nacional-' 

Pero, por razón de las personas, no se ha acreditado el 
fuero de excepción, no bastando tam|H>ei> para que este pro- 
ceda, tjue, como se dice en Ea difidencia de fojas ji el caso 
suh juékt. "p'r -u naturaleza cae prima failc dentro de fo* 
disposiciones del articulo 6g de la ley sobre ferrocarriles nú 
mero >.X~X\ pirque esa disposición legal es de carácter igual- 
mente cómuñ y tío especial, como parece entenderse, p»r el 
-ólo hecho ríe e-lar comprendida en la expresada ley. 

Ksio es a mi juicio un error. 

Kl artículo 65 ola el) el titulo NT >ohre "dispon-jones 
ouiniles a lodos los ferrocarriles", asi nacionales como pro- 
vinciales, pues sobre uno» y Otro? estatuye, la ley «articulo-» 1,* 
y 2.">. Se trata, pues, de una disposición de derecho común 
amj liatoria de los código- civil y comercial y .10 de mía dis- 
posición de derecho federal. exdüída para los ¡Vnocarriles 
nacionales. 

Kl error proviene de creer rjlté la ley número 2,87^ es 
única mente para los ferro. arrile- nacionales, cuando bien cía- 
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rariiente dkt ejlá en su primer articulo tpó rige "la construc- 
ción y explotación de -todos los ferrocarriles de t.i réjpffiÚÍGá 
asi como, las relaciones ile dedecho a qlle ello* dieren lui'ar". 

"Para los efectos de esta ley, dice el articulo 2.". los fe- 
rrocarriles se dividen eri nacionales y provinciales". ^ en 
consecuencia, el titulo II se llama "Disposiciones relativa* a 
los ferrocarriles nacionales", mientras que en el th'.ilo ÜJ, 
donde se llalla el articulo í»ó, se llama "Disposiciones ci míti- 
nes a todos los fcrrocaniL '", 

Por lo expuesto estimo bien declarada la incompetencia 
(le la justicia federal y pido a V. É, sé Úm continuar la 
sentencia apelada - 

Jnsc fflqofáí Mal ¡cnco. 



PALXO m- t.A coRir: sri'RKMA 

Buenos Aiion AíOito 2 de 1Í20- 

Vistos y considerando : 

Que sienrlo denegatoria del fuero federal la sentencia pro. 
nunciada en última instancia por la cámara federal de apela- 
ciones del Paraná, el recurso extraordinario concedido jmr 
dicho tribunal es procedente con arreglo a lo depuesto por el 
articulo 14. inciso 3* de la ley numero 4S. y a lo reiteradamen- 
te resuello. (Fallos, tomo ro¿. pagina 2íS y tomo no. pági- 
na 21 , entre otros I . 

(¿ue en el jtresente juicio se reclama contra la empre-a 
de los ferrocarriles de Kntre Kins indemnización d- los per- 
juicios ocasionados por la ■ traerte de un empleado, pmdur- 
da con motivo y en ejercicio de las ocupaciones de su empleo 

yne la acción entablada no se hace derivar de un 
delito (artículo 1.L09 y t.113 del código civil I, ni se ítitida en 
la disposición riel artículo 65 de la ley nacional de ferrorr, 'ri- 
les, número 2.873. sino exclusivamente en los precepto^ de la 
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ley -.obre accidente* di-1 trabajo, número 9/188 y con oneeia- 
lidad en los artículos t y 5 de <-*-ta úkinia. debiendo -igreísir. 
SC qué Jo* demandante* tto airí1«i>t-n el accidente a C"h>a 41 
negligencia imputable a empleados de la empresa dé^itiiUiitM) 
]mv- {nt el contrario admiten que el hecho se. produ.k por 
imprudencia profesional de la Retinta derivada del ejcricii» 
habitual de mi trato)©. 

ijuc en vista de estflS antecedentes;, el caso no puede (íml 
siderarse regido por la ley número -J.^J.í- desde que la aeeiói 
entablada es no rifo distinta sino también incompatible con 
la que acuerda dicha ley en ln> ea-=«.s de muerte o lesiones 
producidos por accidentes ferroviarios 1 artículo 17 de la ley 
úúmeró I . 

One íK.r eoti«tgttfeiit^ la acción de ijüfi se trata se halía 
especial v «rNelm.i vamente regida por la lev íGÜi accidentes 
del trabajo* qué es ley común, complementaria áéj código civil 
y ctíya aplicación iu» iucntnU- a la justicia federal, aiiip -tun- 
do ¡*»r razón de la* persoiias o de las cosa- el pleito cayere 
bajo m jurisdicción. 

POr eUb y de c»*nfonv.«dad con 1*» pedida p..r t -¡ scftbr 
procurador general, -c cwttántiíi l:i sentencia ain-lada di- to- 
jas jo. .V>iitiqne-< j di-vnélvame. 

* 

A. r. '.KMi;.|.i. — p; l"'- I'm.m I". — 

Mi'iV MKVMI7. 



¡Hm Jasé 'Rtiget Hafft CQHtH ta .«n'¡idü>f ÍÍV.v/ I lidian QJd 
Cmipttny, : $C&W titinpiímh-nt» <],• routniti: 

Sufottriú: No procede el rcéúrsd extraordinario del ar- 
ticulo M. ley 4S, contra una -.emenda qué lláfC mérito fi- 
lamente de dispt»tíioneS del código civil. >in lomar en 
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consideración las cláusulas «Ir la con-titucüin i|ite garan- 
¡*n la lilwrtarf de trabajar y ejercer toda industria hci- 
tn- < Kl caso at*recía directamente regido por el anieb- 
lo i-J&l del código civil y fue resuelto ]>"'- aplicación del 
mismo, tíjO lachado de inconstitucional i . 

bu piezas siguiente-: 



ÍUCTAMKX UKL SKS"K 1'KoCl'KAPoK CKXlvRAL 

Biiecioi Atri*. Febrero H de IK". 

Suprema corte: 

y¡ fluencia de la cámara de a) «elaciones en lo comer- 
cial de la capital, fundándose cii la validez di la convención 
de foja. iS. tachada de ineonstitucionalidad por el recurren- 
u-. desecha eí argumento de ote de <JUé es nula dicha con- 
vención por infringir ta libertad dé comercio establéenla en 
A articulo 14 de la constitución, al obligarse a un vender, ni 
indirectamente, los .producto* de la W*st ludían Gil Companv 
a firma-; míe figuren en la lisia negra norteamericana. 

Í,ms derechas declarados en el articulo 14 de la constitu- 
ción, deben ejercitarse conforme a la* leyes que reglamentan 
su ejercicio v es una de e^as leyes la f|ue ha aplicado el m- 
btmal a qué, el articula del código civil. penníie 

pactar la prohibición de enajenar la cosa a un persona deter- 
minada. K! recurrente no ha tachado de inconsthmíonalidad 
ese articulo. Tampoco ha citado disposición legal alguna une 
prevea el caso y míe prohiba incorporar a los contratos de 
compra venta las listas negras de los países bel ¡ge raines. 

La sola invocación del artículo 14 de la constitución. M ue 
(¡arante onfotwc a las leyes, íjue reglamentan >u ejercicio, 
tes derechos de trabajar, ejercer toda industria licita y co- 
merciar, rio resuelve el caso, porgue es demasiad.» abstraía y 
no tiene en cuenta las circunstancias particulares del asunto. 
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Kii tale-* circunstancia-, rto 0eo que ptietía devisé vio- 
lada la luVnad de conwrcio porque, en presencia cte una si- 
tuación tan grave y tan extraordinario auno la guerra mun- 
dial que acaba de terminar, las partes contratantes resuelvan 
suspender -n- relaciones con las personas incluidas en la lis- 
ta negra 4e ít*$ gd1ifeti10$ cttya protección necesitan, lo que 
ilp importa suprimir el comercie», -inó restringírtó para 
tarto a la ^itna i-'-n tritrniacii mal del momento, 

l'in Cauto, pienso que la -enuncia (te ta cámara 'le 1" 
comercial tíé la capital, <U'1k* mt confirmada en la parte ma- 
teria íM nriir^ii y así ]o pido a \". I*". 

./o.u ; .VfVnAí.f MitlíniSih 



l At.l.M OK I OHTK SI'l'kl'M A 

Buenos Airen., Aüolto 4 út 1900. 

Vistos y eonsiderajidó : 

Que -egiin ivsnlia de las constancias de autos, el recu- 
rrente ha demandado a la West India n Coinpany. ante los 
irilmnales dt esta capital p>r éj cumplimiento de un contra- 
to de compra venta de mercadería*, invocando romo T uncía - 
mertto ele la acción deducida diversas disposiciones de los có- 
iljgOs civil y (lp comercio míe rijíen las obligacií lies de los 
ciit raíanlo. 

(Jnc resolviendo esih demanda en última instancia, la 
cámara fíe apelaciones en lo comercial revoca la sentencia del 
inferior en toda-* «us partes rechazando la demanda y. admi- 
tiendo la reconvención de la con ] tañía demandada, declava 
rescindido el contrato celebrado por las pioles y obligado el 
ador a recibirse ilc las mercaderías a que se hace referencia 
ni el esCíito de fojas jo. haciendo mérito para éslo solamente 
de las disposiciones del código civil qtíé cita. >'m «pie >e haya 
■ lomad" i*n consideración las cláusulas de la o i i-tit lición en 
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su contenido en el articulo 14, en cuanta garante 1;i liU-rtad 
de trabajar y ejercer Unía, industria licita y de comerciar. 
Sentencia de fojas 79, 

ÍJtie el caso aparece directamente regido |Nir el anieu- 
U> i.^ft-i del código civil y ha skló resuello j*ir aplicación (le! 
misma que no ha *ido tachado de inconstitucional, imr to que 
puede admitirse qne exista un íiutdai tiento de derecho eo- 
ilíuií 1 t;i st ante pata si solo paira sustentar el fallo y que íu» 
puede ser revivido |xir esta carie según el articido 15 di- h 
ley número -}S y la reiteradamente resuelto. 

I'or ello y lo dictaminada par el señar procurador ffá&íR* 
r¡d, se declara un halier lugar al recurro. Xotifiquese y de- 
vuélvanle, reponiéndose el papel ante el juzgado de origen 

A. BtfKM Kju, — \ic.\nok C. útt 
Solar. — I). K. Pai^wio. — 

J. Flt'.LI-KOA Al.COKTA. — Ra- 
món* Mí:\r>L*:z. 



Compañía Sansiueua de Carnes Cntujefadas eontra h mmu- 
. ripalidad de la capital, sobre 'mctmstittuiomdidad de un 
impuesto y dwol ación de dinero. 

Sumarial i." \*o es rcvisthle en la instancia extraordinaria 
que autoriza e! articulo f_| de la ley número j8. mía sen- 
tencia favorable al derecha invocado en ta demanda y 
fundado en disposiciones constitucionales 1 La sentencia 
declaraba la inconstitucional idad alegada, del impuesto 
municipal que gravaba las grasas que se iutroducian al 
municipio 1 . 

J. 1 ' Para que pueda sostenerse que tilia sentencia 
que áeclttta depugnante ;i la ci.nsntnci.in una ordenanza 
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que eMabtcce un impuesto sobrt püothiciiis que se intro- 
ducen al municipio, viola I» regla de que la igualdad es 'a 
base tte lo* irtt^úestos y de las cargas públicas, es menes- 
ter- mu- ella "Migue a pagar algún impuesto o no lucie- 
re lugar a la devolución de tos -legados y *i«e hubiesen 
4fíq impugnados como insa institucionales: ^cria también, 
indispensable que la inconstitucionalidad hubiera >ido 
¿degada por parte legitima. 

y i,a municipalidad no tiene personería para ala- 
car l:i cnnstitncionalidad de ios impuestos que ella misma 
crea, ni ejerce la representación de lo* contribuyentes 
para íálfes efectos. 

C7(i*o ; Lo explican ta- piezas siguientes: 



SKSTKNCIA OKI. SEi&QR 

Buenos Aires, Abril 4j de 

Y vistos: Kstos autos, que sobre devolución de impues- 
to< .igrn- la c.HU|»afái Sausinena dé Carnes Congeladas eon- 
ira ta municipalidad de la catftBlj de cuyo estudio resulla: 

une a fojas ¿8 se presenta don Avelino Uolon por la 
Compañia Sansinena de Carnes Congeladas demandando a ta 
municipalidad de la capital por inconstitucionalidad de un im- 
puesto v devolución de Mimas ¡donadas por ese concepto. 

One el impuesto a qttC *e tg&m & *) W " r:ivltri m ^ 
~Í¿. gr¿as áíiboradas que se introducen al minicipio y que e^ta 
cstabkcido pr.r las ordenanzas genérale- de impuestos eones- 
w,mtterites a tos años n>to i artículo ¿:\ inciso g). ion lar- 
nenio 13, inciso f . mu y tarticnlo, 17 incisos f y h i. 
t(M4 \ ms articulo «(,. inciso h 1 y uno. i articulo i". Mi- 
ase 1» ' • , , 

Qw k devouciou que & demanda comprende las sumas 
nagatlas W concepto de impuesto aludido desde el I." üt 
abril dé MHO hasta que se dicte ta presente sentencia. 
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Que la Compañía San^nena de Carnes Congeladas, tiene 
instalado i*n el partido de Awllaneda. un establecimiento en 
ti cual si* fabrican dos clases de grasa [tara el consumo, que 
se denominan "Oleo t'aimitina" y Margarina". 

(Jue estas grabes se introducen en gran catiiidad al mu- 
nicipio fie esta capital, y de acuerdo orn las ordenanzas res- 
pectivas, éste cobra desde liace varios años la entrada de di- 
chas grasas el impuesta 'le dos centavos por cada kilogramo. 

íjne la Compañía Sansinena ha tenido que pagar por esc 
concepto la suma de .¡«sos i í»8 . "¿ó . 1 2 moneda nacional. du- 
rante ct tiempo transcurrido desde el i." de abril de i«»io 
hasta el 30 de junio de H)K>. lo que ha hecho bajo protesta. 

Oue la Compañía Sansinena ha reclamado del impuesto 
en tres ocasiones, viéndose obligada a seguir juicios que han 
terminado con sentencias definitivas favorables a ella. que 
llevan fechas de 30 <le diciembre de ojo,!, ¿¿ de agosto de hjoR 
y 3 de noviembre de 1014 y en las (pie -e declara expresamen- 
te la inconstiuteionalidad del impuesto. 

Que en febrero fie 1015. tres meses después de dictada 
la última de las sentencias mencionadas, ta Ct un pañi:» Sansi- 
nena solk'itó. ]M>r cxix'dieiiic administrativo, oue se le devol- 
viera la suma de ¡pesos 125.7jo.04 moneda nacional, que ha- 
bia pagado por el impuesto a las grasas desde el I." «te abril 
de iijto hasta el J] de diciembre fie 1914. má- las que Hiera 
pagando en lo sucesivo hasta la fecha en f|uc se efectuase la 
devolución . 

Oue la resolución fué negativa, fundándose en oue las 
sentencias antes riladas, se basan cu la circunstancia de que 
debido a la ambigüedad de los términos pudo interpretarse 
las ordenanzas entonces \igentes en el sentido de que las gra- 
sas t|ue se elalu tratan en el municipio, no se gravaban las de 
vacuno y ovino, gibo la de cerdo solamente, de donde resul- 
taba una desigualdad en el impuesto, desfavorable para las 
grasas de vacuno y ovino elaboradas fuera fie la capital, fas 
que estaban su peí as at impuesto referido de dos centavos ]>or 
kilogramo. 
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Que el asesor mimictjxd afirma, que en la ordenanza del 
año hhj v ck- fn> ^guíente-, el texto ha sido aclarado, iit.» 
quedando va duda de qii£ tas gra-as de vacuna y ovino que se 
elaboran dentro del municipio esláu gravadas ton impuesto 
igual al fie las que si- introducen a el. 

Qiíé e&ri ello se acepta qpc durante los áf$0s njm y ion* 
hayan Si&sisHtfo laá mismas cirenuMancias que determinaron 
a su juicio la- sentencias que declaran la ¡ ne< mstitui.ion.il idad 
del impuesto, (perú se agrega que desde i«n¿ desaparecieron. 

ijm- las ordenanzas de iyio a 1910 inclusive, mantienen 
el misino impuesta que los tribunales lian declarado incons- 
titucional, eonio la comprueban los artículos 12. inciso gt ó"e 
la ordenanza municipal de njio: i¿. ed la ordenanza de 1911 : 
17. de la de iqi_>: 17 íí la de ló de. la de 1014 y un?: 

17 de la de HM*»- 

(Jtte la ordenanza municipal de 1010. establecía otro iut- 
pue-to para l<>- arii cu los de abasto destinados al consumo, 
en él municipio y el articulo 14 se refería a este impuesto, 
estableciendo en su inciso 2$. que por vada kilogramo de far- 
111ra elaborada eri la fábrica de embutidos, tocino, j anión, gra- 
sa y demás productos similares, pagarían ]K>r servicio de ins- 
[H-cxión 0.02 pesos moneda nacional. 

(Jue en el úttítno de los fallo- citado- en el que se tomó 
en cuenta la ordenanza de mío. se consideró que este im- 
puesto no colocaba a las grasas elaborada* en el municipio 
en iguales condiciones a las (pie se introducían, |w»r tratarse 
de un impuesto fie difeivnie naturaleza, pues se referia a ser- 
vicio- de inspección y a pesar de ello, figura el mismo im- 
puesto en las ordenanzas dt- frjlt, anicnlo 14. inciso 23 de 
igual taííO que la de i'iia y ariiculo »K, inciso 17 de la de 
lf)tá y 1913. 

( >iie la ordenanza de 1014 establece en mi articulo 18. IUV 
-;iso u. un impuesto de mercado por cada kilogramo o frac- 
ción de grasa. setn>, embutido-; y otro producto comestible nc 
..rigen animal, de i>eso< o.oj moneda nacional, el que figura 
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en los misinos términos de la ordenanza de 10,15. articulo iJS\ 
inciso t2 y en la de J*>if>, articulo n). inciso 12. 

<Jml' la diferencia que se observa entre las ordenanzas ¿te 
los tries últimos años y la^ anteriores, no modifica la sitúa - 
cían de dcsingualdad en que están colocada- las grasas que se 
elaboran acá y las que vienen elaboradas de fuera, puesto que. 
este último impuesto sigue siendo el impuesto de mercado, éfi 
tanto f|tie el impuesta» míe se reclama es de matadero. 

(Jue para fundar su derecho hay ya cosa juzgada en lo 

respecta a la inconstitucional idad del impuesto estable - 
eido en el articulo U. inciso gi de la ordenanza de uno. como 
lo comprueba la sentencia de la Kxcma. Cámara de . Velacio- 
nes ile ,í dé noviembre de 1914, citada. 

(Jue en cuanto a lo establecido en las ordenanzas posterio- 
res, es como el primero, un impuesto que grava las grasas ela- 
)n iradas fuera de la capital y míe introducen a ella con des- 
tino al consumo, de manera que el motivo de la ínqjosición del 
gravamen lo constituye el hecho de que esos artículos de abal- 
lo se introducen al municipio de la capital federal. 

(Jue tratándose de productos nacionales como son las 
grasas que elabora la Compañía Sansítiena de Carnes Conge- 
ladas en su establecimiento de Avellaneda, les comprende el 
iH'nelício de libre circulación dentro del territorio de la re- 
pública asi como el de la excencíón de todo que se pretenda 
imponerles cualquiera que sea que sea su denominación, Ijc- 
nericios consagrados jn»r los artículos ró y 11 de la constitu- 
ción nacional; como lo hacen notar las sentencias citadas de 
30 de diciembre de u»J. de agosto de nioS. y 3 de no- 
viembre de M)I4. 

(Jue además el impuesto de que se reclama está en pugna 
con los artículo o." y 108 de la constitución nacional, ¡jorque 
importa un gra vaircn aduanero a la introducción de artícu- 
los al municipio de la capital. 

(Jue se trata también de un impuesto diferencial, porque 
se cobra a las grasas cintradas fuera del municipio de la 
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caflita) y que -e ÍMn^iic¿h:a el, en tanto que no gravita sobro 
las «rasas análogas que se elaboran dentro del municipio, in- 
fringiendo po<- esta razón el artículo 16 Me la constitución 
nacional . 

Que ]Mir estas consideraeione> pide se declare tnconstitu- 
i tonal de impuesto y se condene a la municipalidad a devol 
ver las -nma> reclamada*, con intereses y castas. 

A fojas 4.> se presenta don l'edro Diana ni reprei'-ch- 
t ación tic la munici-palidad de la capital y evacuando el tras- 
lado de la demanda sostiene. 

(jne la municipalidad fué demandada en otras oportu- 
nidades por la compañía adora y jjtor las mismas cansas qtie 
Sé invocan en el presente caso, pero debido :i esas demandas 
ya se han salvado los de léelos de forma y de hecho que hacían 
iíejgaj el cobró que se efectuaba a la actora, 

Qlte las consideraciones tjuc sirvieron de tundameni" a 
los fallo- antrriores. han sido modificadas para hacer perfer- 
taménté eimsiturioitíil el cobro, ya -e lo considere como ta-i 
o como impuesto, 

<Jue los fallos anteriores se fundan en la discusión Ind i- 
da ante la honorable comisión municipal, de la i)ue se des- 
prendía que el impuesto o tasa se había establecido -ótame- 
te para la grasa de chancho y facturas de ese animal. 

tjne el señor juez declaró tanmíéu que se trataba de un 
impuesto diferencial. jtorqne él no cobraba a las fábricas 
establecidas dentro de la capital. 

( hie mientras se tramitaba ese juicio, la municipalidad se 
apereih'ó que se estaba violando la ordenanza de impuestos 
y ta -as al ni» cobrar el impuesto o tasa de ívfereucia a las 
fábricas de la capital y dispuso «le inmediato que se efectuara 
el robio tal corito se efectuaba a la Compañía Sansinelia y en 
las mismas cantidades que a ella, pues la ordenanza no hacía 
distingos, orden que fui cuntí il ida y típsde enlomes se efectua- 
ban los cobros por igual. 

Ouv se lia modificado en la legislación impositiva el m 
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bro que servía de liase legal al cobro efectuad* * a la Compa- 
ñía Sansinena, en iprm ™L fl, 1 »-" desaparezca toda duda sobre 
su i inconstitucional idad y legalidad. 

Que antes no se eobralra Üia alguna a las fábriea> de 
la capital, ahora se cobra y se ha cobrado desde la iniciación 
de la demanda anterior a la presente, 

One ya no existe la diferencia a <|iie ahuüan los íal!»»- 
¡ulteriores y poi onsiguieute no puede prosperar la nueva 
demanda. 

Que aún en el caso en í¡ue no se hubiese cobrado el im- 
puesto o tasa a los productos elaborados o consumidos en la 
capital, no .podría tildarse de inconstitucional porque no es 
menester buscar la forma cómo se pre-cril*-, sinó la disposil 
cióii legal que lo autoriza. 

Que si los funcionarios no lian cumplido con la ley obli- 
gando el cobro por igual, es una falta de funcionario que «o 
puede ni debe recaer en sus consecuencias contra la persona 
jurídica municipal y admitir una demanda ]>or esa circuns- 
tancia de hecho, seria desconocer los preceptos (pie rigen ta 
responsabilidad de* los funcionarios cuantío se extralimitan 
en sus funciones o cuando las ejecutan con negligencia O dolo. 

Que si se aceptara la teoría que sustenta la compañía 
adora, el fallo seria violaron» de la constitución nacional en 
su articulo cuando establece la igualdad como base del 
impuesto y de las cargas públicas. 

Que la municipalidad ante ese precepto cobra por igual 
a todas las compañías o fábricas que producen artículos de 
consumo, ya sean 'de la capital, como de las provincias, por- 
que la imposición es el consumo y por eso los productos que 
van de tránsito para la esportacióu no tifian !S» impuesto 

Que si se aceptase que la Compañía Sansinena no ¡M 
obligada al pago que se ha efectuado se sostendría lo con- 
trario a lo establecido étl el articula 10 ele la constitución na- 
cional . 

Que i»or estas razones, hace desde ya caso de corte, en 
mérito dr lo dispuesto en é articulo o.*\ de la ley 4.055 y 14 
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fie la lev 4H y pide se redíase la demanda, con costas. 

Abierta la cansa a prueba si* produce la (Ule informa el 
a-rtinYadn del actuario de fojas . alegando la* partes sobre 
$ü mérito a fojas... y fojas quedártelo éstos autos en es- 
la 1 lo *le sentencia , 

V coiisiílerando : 

Qfuc de los términos eje la demanda tiene ésta jmm* obje- 
10 ta devolución cíe ta suma «le pesos 1f18.73it.tJ moneda na- 
cional, [hígados a la municipalidad de la capital en concepto 
de impuesto sobre las grasas i inroi lucidas al municipio desde 
i-l 1." de abril ile i<í 10. hasta junio 30 fie ujió de acuerdo con 
las ordenanzas muiii.ipales. a razón de dos centavos por ca- 
ita kilogramo. 

Une la Compañía Sansinena de Carnes Congelada» funda 
mi [K-didn en la íncon-titticioiialidad de las ordenanzas en 
cuestión, y por retVrii>e dicho impuesto a la< grasas míe se 
introducen a la capital solamente, pero BÓ a las que se elabo- 
ran dentro del municipio. 

Que ta municipalidad de la capital ha sustentado que las 
ordenanzas municipales se han modificado en forma tal. que 
ha desaparecido tuda duda -obre su emisiitueionalidad. y que 
el impuesto >e aplica también a la* grasas que se elaljoran 
dentro del municipio, de manera que no existe desigualdad 
alguna con las que se introducen. , 

1 tue planteada en estos términos la litis coniestaiio. la 
primera cuestión a resolver Cá ta relativa a la conslitueioua- 
lidad del impuesto de la referencia, para lo cual debe obser- 
varse que to< artículos t_» y t.í de los ordenanzas (Je ojio es- 
tablecen que lo-, impuestos y derechos jn>r el sacrificio de ga- 
nado eti los mataderos para el consumó y los que gravan las 
carnes y demás artículos (le abasto que se intro<|ucen en la 
capital para el mismo objeto, serán -atisteebos en la siguien- 
te forma: "Carne de trozos, grasa y menudencias de vacuno 
y ovino por kilo, dos centavos". Los ordenanzas de los años 
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kjij, 191,1. i*>i4. 5 y Ifyíñ preceptúan que los animales 
sacrificados en los mataderos, las carnes y demás artículos de 
abasto que so introduzcan con destino al cutis timo serán gra- 
vados: "Carne en tronos y menudencias de vacuno y ovino 
jMir kilo neto: dos mil a vi is*\ 

(Jue la municipalidad de la capitán reconoce en U\ con- 
testación, que habiendo sido demandada en varias oportuni- 
dades ¡mr la compañía adora, las consideraciones que stf* 
vieron de fundamento a los fallos anteriores han sido tenida* 
en cuenta en las mu-vas ordenanzas (jara que el cottro de o te 
impuesto fuera perfectamente constitucional, disponiendo q$e 
se efectuara en la misma forma a la Compañía Sansinena y 
a las fábricas de la capital. 

One para la mejor solución de tas cuestiones planteabas, 
es preciso establecer con claridad primeramente en qué forma 
cubra la municipalidad a la píirle adora el impuesto de la 
referencia y respecto de lo nial ambas partes litigantes se 
hallan de acuerdo en que el referido impuesto gravita so- 
bre las grasas elaboradas por la Compañía Sansinena en el 
partido de Avellaneda, las <|iic el ser introducidas eti la Ca- 
ín tal, la municipalidad cobro a la entrada el impuesto de dos 
centavos por kilogramo y en cuya forma lia debido alionar 
desde el i." de abril de 1010 hasta cly ,10 de julio de iQlG 
la suma de posos 10H. 7^.1.2 mouade nacional, como lo acre- 
ditatt Icís recibos Otorgadas por la colecturía de Harracas de- 
positados en secretaria, cuya autenticidad fue reconocida por 
el representante de la municipalidad a fojas 50 vnella. la con- 
tinua la compulsa de libros practicada a fojas y las pro- 
testas hechas al efectuar los pagos, corriente:, a fojas 57. 

Oue en presencia de esos antecedentes, preciso es decla- 
rar eme cualesquiera que sean las variantes con que la* or- 
denanzas municipales designen al impuesto que motil a este 
litigio, sit verdadera naturaleza, su denominación única -erá 
siempre de un impuesto de tránsito, tanto )mr la circunstan- 
cia de cobrarlo ta municipalidad al traspasar la mercadería 
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el limite que separa la provincia, dé la capital, como por el 
liedlo tk- hacerlo sobre un artículo que no ha podido incor- 
porarse todavía al comercio o la riqueza municipio. 

Para desvirtuar esta afirmación se observa, que por el 
artículo 17 del decreto reglamentario de la ordenanza de ion 
v sigiitentes. los artículos de aboito para ' ;| exportación, que 
transitan por el itniWicípio, ita estarán sujetos al [jago del 
riiijuti^t.i >iunpre que los interesados, recabe** pfwtáítieiite 
la autorización de libre trán-ito, q*ie sé acordará p»r la arl. 
niiníst ración de ulereados una vez justificado el destino de 
ÍOS artículos. 

Se preteiile así que e! gravamen de la referencia es mi 
impuesto al consumo y cptS *e 'e puede considerar de 
tránsito, pues que tib grava la> mercaderías «pie efectivamen- 
te tuvieran ése carácter y si tan -ólo las destinadas al consumo. 

I'.n una palabra. «■ trata de haeer un distingo inadnúsi- 
ble. según cgUle la mereadería esté o no destinada al consumo, 
desconociendo asi la verdadera naturaleza de lo E|UJC siempre 
-c entendió po* dea-olio de tránsito, esto es. el gravamen que 
recae sobre una mercadería al pasai 1 de una localidad q pro- 
víncia a otra. 

No hay objeto Cil recordar lo que siguí tica ron lo- de- 
rceho- "le tránsito pji nuestra historia: basta decir únicamen- 
te tpie hasta el año ié$h la- pronueia- vivieron aisladas, 
cercadas de aduanas interna- que dificultaban e imposibilita- 
ban e) libre tránsito de los iprodueios. hasta que en el acuerdo 
de San Nicolás de los Arroyos el general 'l'rquiza. puso tbdtí 
el influjo de -ti autoridad p;.ra establecer en el articulo ¿* 
ijiu- u.. habría aduau.is interiores, principio qtíe fué aceptado 
jior lo- coti-iiiuyento de cou^agraudo en los artículos 

10 y 11 d« la constitución nacional, míe en el interior de la 
república, es libre de derechos la circulación de efectos de 
producción fabricación nacional, une tanto éslns como los 
ganados de É<*la e-peeie. que pa*ett por territorio de una pro- 
vincia a otra, serán librés de los derecha llamada de i'á;u 
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sito y que ningún otro derecho jiodrá imponérseles en ade» 
lame, cualquiera que sea sti denominación, por ct hecho de 
transitar el territorio. 

La suprema corto ele. la nación lia declarado ciíi el faUói 
que registra el tomo página .1-7- que estos artículos im 
han tenido más pro|x>sito que el de prohibir a la nación el 
i-stnhlcrimicuto de aduanas (pie 110 sean exteriores y a las 
provincias la crcaeeiún de impuestos con motivo do la ex- 
tracción de cítelos Iticales a otro* puntos del territorio na- 
cional q de importación de esos efectos procedentes de Otras 
provincias o territorios, sín tomar en cuenta los impuestos 
que tjnr.ru la circulación dentro de la misma provincia a fas 
valores que constituye» su riqueza, pública. 

Pe acuerdo con e-tas cláusulas coitst inicie males, el sime- 
rior ¡tribunal declaró la ittconstitueionalidad de la ley de la 
provincia de Tucumáu. que establecía que toda carga de vi- 
nos en barriles o en Itotellas. de los que se fabrican en la re- 
pública, que se consignan o venden para el consumo público, 
pagará doce reales inerte por cada carga y un real fuerte. 
|Ntr cada docena de I» Helias de los que vengan en cajones. 

(Jue a este respecto dijo la corte, que esté derecho ¡ni- 
poftft un impuesto sobre artículos de producción nacional 
por el hecho de introducirse tle Una provincia a otra, y estan- 
do aún sobre el mismo envase y acondicionamiento en t|ue 
han sido introducidos y sin que se hayan incorporado al ca- 
pital de la provincia, tonto 2d, página 04. l'or el contrario, 
in el tomo 10. |«ígina 74, se registra otro fallo* en <|ue la su? 
prema corte declaró la constituckmalidad de la ley cíe la pro- 
vineia de Salta de diciembre de iS6t». cuyo artículo 2* 
establecía (pie las casas donde se consignen o expendan por 
mayor y de primera mano, licores, pagarán cuatro reales |»or 
barril de vino y un peso ¡»or el de gnardiente, sin hacer dis- 
linciún alguna sobre el lugar de la fabricación. Y en esta 
oportunidad dijo el tribunal, que el referido artículo J." com- 
prende en su disposición y afecta con igual gravamen, los 
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vinos \ aguardientes fabricados en Salla y los de proccden- 
ría extraña a la localidad : que de e-a iguaHad mi el impues- 
to ié deduce lógicamente, que U> que se grava es el consumo 
local y no la pro< luceián, el tránsito y la circulación de las 
mercadería-, y 'l 111 * tn L * S(,>; términos el ¡niji^íe^to no es con- 
trario ;i las p^^^tefotíes eortteittdas en los artículos 10 y t i 
de la constitución nacional, agregando que no puede con JtíSr 
ticia pretenderse que provincia trate con mayor favor \v< 
fktúúudos eviranjeros o |o> de otra provincia. qfle los pro- 
ductos similares suyos, exoneran- lo a aquéllos del impuesto 
local con míe grava los pni»io-.. 

ijue esta ) un -prudencia de la -uprenia corte es ta que 
iutcrjireta con exactitud el alcance de los artículos 10 y i I de 
ia constitución, de conformidad éqii las ideas sustentadas en 
el fallo qtfc registra el lomo Ingina .V" al establecer que 
a los t'nics de la constitución dclv considerarse riqueza pú- 
blica imponible en rada ¡novincia la que 110 está de tránsito 
en la misma, ni recién importada o nrresponila a la nación 
n forme parte de instil lición b Vnipr^i creada |*u' leyes na- 
cionales en ejercicio de las facultades concedidas al OOder 
federal para, fomentar el progreso de la república, siendo en 
consecuencia inadmisible cualquiera distinción que quiera ha- 
cerse en la clase de esa riqueza, de-de el punto de vista de sw 
forma de producción, distribución y consumo, fenómenos eco. 
nómícos estas úHimas qué sólo corresponde sean examina- 
dos jmra el objeto de determinar el n* miento en que los va. 
(ores ini|»iiiado^ a una provincia se incor¡)oran a lo- de pro- 
d udóu locaU 

yue no puede decirse i|tu- esta jurisprudencia baya sido 
desvirtuada ^.r la corle, pues en el fallo que registra el tu- 
mo 51. Dáguia 354. haciéndose eco de las interpretaciones con- 
[•-adictorias • Luí al articulo JO de la constitución entre 
otras manifestaciones dice: "I VI hecho de lialier declarado 
la cousiitucíón la libre circulación de los efectos de produc- 
ción o fabricación nacional, no puede deducirle que tales 
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efectos puedan eseaq>ar a los impuestos provincia les. cuandu 
jiertenecieron desde su origen o se incorporaron tkspués a 
la riqueza local, formando parte de la propiedad entregados 
a las transacciones fiel comercio"; y en la sentencia que re- 
gistra el tomo 117 página claramente expresó que en esa 
instancia extraordinaria no es dable entrar en el examen de 
la prueba producida en los autos a los fines de resolver si 
ella justifica o no la verdad di- lo atirmado por el demandan 
(e. o si el gravamen se ha hecho efectivo j>or el solo hce!n* 
de la introducción al municipio de carne de cerdo a que se re- 
fieren la» Imleta* dejtositadas en secretaría, con independencia 
de su destino ulterior, pues estos son extremos de hecho y no 
de interpretación de clausulas constitucionales. 

Quv de nulo lo expuesto, resulta que no hay cómo con- 
fundir el impuesto al consumo ron el impuesto de tránsito, 
pues ofrecen modalidades bien diferentes, imdiendo el prime- 
ro gravar solamente las mercaderías que pertenezcan por su 
origen ;i las provincia o una vez que» se hayan incorporan" 
a la riqueza o al capital de la localidad, lo que no sucede con 
el segundo, y de ahi que 1;i corte declara la ci istitucionatidad 
de la ley de la provincia de Salta y la inconstitucionalidad de 
la de Tucumán. ¡jorque en aquélla se gravaba el expendio, la 
venta, el consumo, en una palabra, de lo que con st ¡futía !a 
riqueza provincial, y en ésta se gravalu la simple entrada de 
los vinos destinadlos al consumo de la provincia de Tucumán. 

Oí ir esta interpretación está de acuerdo con las idea» 
sustentadas por el juez Marshall. defensor de la doctrina ame- 
ricana, que descansa en la distinción fu nd;i mental, según que 
las mercaderías o productos se hayan involucrado a la rique- 
za local formando parte de la masa comercial, pues recién 
entonces pueden las provincias gravarlas con impuestos, |iero 
!*> por el simple hecho de traspasar el límite del estado 
vecino, 

Ahora bien, aplicando estos principios al caso snh }u- 
diee, i-< evidente que la circunstancia de cohrar la munici- 
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palidad el imputan» de la referencia al iraspasar la mercade- 
ri.i i*l limite de separación de l;i provincia, con la capital, cuan- 
do todavía aquélla no se lia incorporado a la riqueza o al co- 
mercio del municipio, demuestra claramente que se trata cV 
mi imputé ■> de tránsito, pnjhihido por el articulo 1 1 de la 
constitución nacional. Y nótese bien, que esto no quien- de- 
cir que la> grasa* de la referencia no podrán ser gravada* 
l*»r la municipalidad, sino que deberán serlo en otra forma, 
al ser exaudidas. |mr ejemplo, y -i bien como lo reconoce 
. el representante de la iminici|>alidad a fojns 135 vuelta, c- el 
tínico medio eficaz de ]HTcepcfói* la facilidad y comodi- 
dad que ofrece lu recaudación fiel impuesto al entrar en el 
municipio, pero el fin. forzoso es rechazar semejante sistema, 
¡«ir estar en pitgtla Con dispo«.ictone> expresas de la consti- 
tución. 

Tampoco importa esto desconocer el derecho y obliga- 
ción en que se llalla la uutnicipalidad de in>)n-ccionar n»dos 
los artículos que se introduzcan al municipio destinado* a mi 
consumo, en defensa de la higiene y -alud pública. 

finalmente, para demostrar el absurdo a que conduciría 
la distinción que sustenta el representante de la ninnici|iah- 
dad entre los derechos de tránsito y de comuna, bastaría pre- 
guntar cuál -eria ta condición de una mercaderi;L que al iras- 
pasar el limite provincial y penetrar en el municipio no tu- 
viera un destino lijo, por u<> saberse si í¡e destinaría al eon- 
ÜUlMo o a la ex ¡ion ación, o que ínera a depósito, por ejemplo. 

Basta plantear la cuestión, l«»r a]«ercibirse de los extre- 
mos -i 11 solución a que conduciría la casuística sustentada, al 
querer transformar los derecho» de tránsito en impuesto al 
i-i 111 sumo, valiéndose al efecto ie una mayor u menor habili- 
dad en la redacción de la* ordenanzas que rigen al municipio. 

Une uparle de .las consideraciones precedentes que de- 
muestran la inconstitucional ida* I del impuesto a l;i grasa da- 
berada que se introduce a la capital. tauqueo seria admisible 
es|e último por tratarle de un impuesto diferencial, de aener- 
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do con lo resuello por la Kxma. Cámara Federa!, en él fallo 
que curre testimoniarlo a fojas íij y siguientes. 

Del informe de los contadora* designados a! efecto, co- 
rrientes a fojas 95 y io¿. para qlic exaniienen los libros de 
la mumciaplidad, y comprnclieu si otras compañías, soeicrla- 
des i» fábricas similares a ta aetora lian abonado el mismo im- 
puesto que motiva este juicio, resulta que en los libros de ta 
niiii mcipalidad. aparecen englobadas las sumas i|tie se perci- 
l*eu |*>r cada impuesto, sin individualización de las fábricas 
i» establecimientos míe lo abonan, 

Respecto a une si la> fábrica- ota Mecida- en la capital 
lian pagado o continúan pagando el impuesto cobrado a la 
acto ra. Jos peritos no lian ixidido uniformar sus opiniones en 
la compulsa de libros ¡practicad en la contabilidad de Iris se- 
ñores Cono Hermanos y José Troueoni y Compañía, pero se 
Italia i) de acuerdo en establecer que a partir de marzo de m>i-?. 
íoj impuestos anotados se refieren a una cuota fija mensual 
¡«*r inspécciÓn de fábrica. 

l*or i»ira parte, del texto de los ordenanzas nmuicqtale- 
corrietitcs a fojas ¿4 y¡ del informe» de fojas 14 vuelta, y 15 
del exfiedieule administrativo, no puede afirmarse que el inw 
•pue>to que grava a los productos cialiorados dentro de la 
municipalidad, sea el que se cobra a los introducidos de la 
provincia y Id confirma el hecho de que los contadora desig- 
nados manifiestan que del examen de los libros de la muni- 
cipalidad rifí lian |>odido comprobar si otras sociedades ó fá- 
bricas similares a la adora abonan él mismo impuesto que 
motiva este juicio. 

fjuv en mí virtud, no se ha probailo que el impuesto a 
la> grasas pagado por la Compañía Sansinena. sea el mismo 
que grava los artículos elaborados dentro del municipio, tan- 
to cu lo que se refiere a la diferente denominación que tie- 
nen. (Hir tratarse de un servicio dé inspección, como por re- 
ferirse a cantidades fijas que se aUman sensualmente, lo 
que f ternote decir qué én él primer casó <v Mala del pago de 
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un impuesto y en el segundo, de un servicio prestado, con- 
trariando asi el principio de igualdad consagrado en el ar- 
ticulo 16 de la constitución nacional, y revistiendo por la tan- 
to lodos los caracteres de un impuesto diferencia!; de con- 
formidad con lo resuelto \h»t la lixivia. C:iii«ir:i redera! en 
su sentencia de noviembre 3 de 1014. 

I'or último, sustenta el actor la existencia de cosa juzga- 
da, a mérito de la sentencia dictada por la Kxma. Cámara 
Federal, cuyo testimonio curre a fojas 74. ordenando a la 
municipalidad de la capital devuelva a la Compañía Sansi- 
nena los impuestos de grasa cobrados hasta el mes de abril 
de 10,10 y en cuya virtud es lógico que devuelva también 
los <|ue |>or el mismo concepto hubiera cobrado durante los 
meses restantes del mismo año. y los e* ir respondientes a h>i*. 
HH2. 1914 y 1^15 en mérito de la?* consideraciones he- 

chas anteriormente. 

l'or estos fundamentos falló: IX'darando la inconstitu- 
cionalidad del impuesto de la referencia, debiendo la munici- 
palidad ile la capital devolver a la Compañía Sansincna de 
Carne* Congeladas, los impuestos cobrados por las grasas in- 
troducidas a la capital de*de abril 1." de lyio hasta junio 30 
de 191 í>.. que de acuerdo con las boletas depositadas* en se- 
cretaria, ascienden a ta suma de ciento sesenta y ocho mil se- 
tecientos treinta y seis pesos con doce centa\os moneda na- 
cional, con sus intereses a estilo del Manco ed la Marión, des- 
de la interposición de la presente demanda, si» costas, aten- 
ta Ta naturaleza de la cuestión debatida. Notifk|iiese y repón- 
gaifcH' las fojas. — Manuel H. Anchorena* 

HÍNTKMIA lili LA i'ÁM \K.\ fKOKK M. PK APKLACKttift. 

Batial Aires. (tilia ffl de IHIfc 

Y vistos y considerando: 

íjue la Compañía Satisinena de Carnes Congchdas de 
manda la municipalidad di- la capital por inconstitucional i 
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ilada del impuesto establecido en los artículos y ordenanzas 
que cita y por devolución de la suma de cíenlo sesenta y ocho 
mil setecientos treinta y t seis pesos con doce centavos mone- 
da nacional, pagados en concepto de de dicho impuesto por 
grasas que ha introducido al municii>io, desde el i." de abril 
de 19 lo hasta el 30 de junio de 1916. asi como de tas que se 
vea obligada a pagar hasta la fecha di- la sentencia, con inte- 
reses y costas. 

<¿iu« como fundamentos de hecho, expone que el im- 
ipiicsio en cuestión sólo se cobra a las grasas r|«e se introdu- 
ivn a al capital. |jero no se cobra ni ese, ni ningún otro im- 
puesto de la misma naturaleza, por las que se elaboran den 
tro del municipio; que este impuesto ha sido declarado in- 
constitucional por este tribunal en varias ocasiones: y qué 
hay cosa juzgada en lo que respecta al impuesto correspon- 
diente al año itjio. 

Oue como fundamento legal sostiene que tratándose de 
productos nacionales, elaborados en la provincia de Buenos 
Aires, éstos se hallan comprendidos en el Itcneficio de la li- 
bre circulación dentro del territorio de la república, así como 
en la exención ele todo dereetto que se pretenda imponerle*. 
(Artículos 10, 11. t> y 108 de la constitución nacional). 

Que a lodo ello replica la municipalidad que el impues- 
to reclamado se aplica también a las grasas que se dataran 
dentro del municipio, ríe modo que no existe tal impuesto di- 
ferencial y que se ha modificado el "texto" de la onlenanza, 
enforma que hace desaiíarecer toda duda sobre su constitucio. 
nalidad y legalidad. 

Qüe a fojas 152. por auto firme de esta cámara federal 
de apelación, quedó establecida la competencia de la justicia 
(nacional por entender en el asunto y jw lo .nal es inadmisi- 
ble la insistencia en contrario de la municipalidad, en su es 
erito «le expresión de agravios, darlo que la ensa juzgada am- 
para ese pronunciamiento. 

Qne como Ir» establece acertadamente el c nsiflerando 
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séptimo de la sentencia recurrida, aplicando tas prescripciones 
constitucionales y ta jurisprudencia de la corte suprema de 
justicia de ta nación, al caso de autos, se trata de 11 n im- 
puesto sobre mercaderías in tnwsitu, no soto por la circuiis. 
tanda de cobrarse él trasjiasar et limite cjnc seiKira la capital 
redera! de la provincia de Buenos Aires, sino también \xir l¡i 
fie gravarse mercaderías que en el momento de su imposición 
no se hallaban incorporadas a la ri< pieza común del muni- 
cipio . 

(kjf el principio -jeneral míe dninúw la inaleria. e> el 
establecido por la corle suprema. ( fallo», tome» 05, pagina 327 >. 
esto es. que a los fines constitucionales, delie considerarse ri- 
queza pública imponible en cada provincia, la "que tío está CU 
tránsito cu la misma, ni recién ínqiortada'". t\v acuerdo con 
ta doctrina americana, la cual enseña <|ue tos productos de 
írtros estados quje s*m 1 raidos a un estado para tender, no 
están sitjelos a los impuestos de estados, hasta que un cam- 
bio en la propiedad <• condición de la mercadería tenga lugar 
fie manera que quede incorporada y forme |iarte de la propie- 
rlada general del estado (Orlando Humus, 310». y que >nien- 
tras tas mercaderías retienen su carácter, enmo inq»nrt aciones 
una contribución de estado, sobre ellas, en cualquier forutu 
está dentro fie ta .pr^iibición constitucional, aún cuando el 
impuesto sea bl mismo -obre cualquier Otra i"*opieda>! de' 
estado. tShaw v. Au'stin ¡3, VVall 

f)«e no >e insiste >in embargo. i»or ta nnmicipaiidad n 
esta instancia en que irata de un impuesto de tránsito, 
-,tno de consumo, que solamente, gravita sobre ta? grasas ela- 
bonula'; que entran al consumo, en tanto que 1*0 lo pagan 
las que entran para ser es|nirtadas. cón !a simple declarr:cie>'i 
del introductor, el tjtie dcU- recabar previamente ta autoriza* 
cióñ ile libre tránsito, que se acuenla por la administración 
de mercados, una vez justificado el destino, según lo esta ble - 
ce el míenlo 17 del decreto reglamentaria de la tfnleiiaii/a 
(ie impuesto- de ion. 
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(Jiif es obvio que la o mstiiucíoiialidad o inconstitueío- 
nalidad dé un impuesto 110 se detcrtrrina por la forma C¡ agen- 
cia por cuyo medio es cobrado, ni i* ir el rubro míe sirva de 
base al impuesto, sino por la calidad ri destino de la merca- 
dería, de tal manera <|iie et |n«H*filiiiiK-iíi ■ j y la prácTÍc;i con- 
sigüíénte errada por el defer^tti reglamentario {iarrt asegurar 
el impuesto de consumo, untes o al a ulrav al municipio la- 
grasa- en cuestión y la leyenda del ruin», no limita la prohi- 
bición constitucional di* im*>oner derechos :t mercaderías mu- 
aun permanecen en propiedad def importador, en la forma 
originaria «» di* embalaje efl i|uc es I raída, sin haliersc in- 
corporado .1 la rii-ucra pública, es decir, sin haber mi [rulo 
tí» camino ni "la propiedad o condición de la mercadería, 
oimlño tu la propiedad, por ejemplo, cuando el comprador 
si* convierte 1*11 vendedor y vende el articulo, o en la con- 
dición, como cuandK como reza una decisión in irtcameri .vota 
"un importador rompe el embalaje y viaja con sus niereadc- 
"rías como un buhonero ambulante, o las aplica a su propio 
"uso particular. . . 

Ijtie |x»r lo que respecta al carácter diferencial del mi 
puesto, los consideraiulos 12 y 13 de la sentencia apelaba, de- 
muestraii con justeza <|iie no se ha justificado debidamente 
ía igualdad que (pretende haber establecido la municipalidad 
en la percqKión del gravamen. 

Por las consideraciones expuestas y demás fúndame ntof* 
cmcordaiHo. -e confirma la sentencia ,1} telada de tuja- 164 y 
se condena, en consecuencia, a la municipalidad <ic la -rápi- 
ta! a devolver a la Coiiu, tañía Sansiiieiia de Carnes ('uugcla- 
das. dentro del término de sesenta días, la suma de irieiitó e- 
senta y mlífi mil setecientos treinta y seis [&*o3 con ríóik; cen- 
tavos moneda iiacirm;i' .¡ue importan los impuestos cobrado- 
desde abril de ¡19.1:0 hasta junio de ojio, con sus intereses a 
eslilo de lianco, desde ta ínlefjK lición de la demanda, aÍií 
costa-, alema la naturaleza de las cuestiones re-ntcha*. Noii- 
rinue.se. revuélvanse y rujiónganse las fojas en primera im- 
tancia. — fflúwélfoio tratada, '— J. triUnkirruhi. — 
T. . trias. 
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MCTAMKN DR1. SEÑOR PROCURADOR GENERAL 
« 

BittM Atrc«. Julio * 4* tu» 

Suprema corle : 

La Compañía Sausmcna de Carnes Congeladas entabló 
demanda contra la municipalidad de !a capital de la nación. 
jM>r inconstitucionalidad de un impuesto y drvolitctón de las 
sumas alionadas |>or tal concepto. 

Sostuvo la Compañía Sansinena cfiic- d iiniwcstn que 
grava las grasas elaboradas que se introducen al municipio 
con destino al cotí sumo, es contrarío a la libre circulación 
y demás garantías consagradas; por los artículos lo, ti y 16 
de la constitución y a los artículos g'y 10S míe prohiben las 
aduanas provinciales. 

Kl juez federa) de la capital» ante quien se dedujo la de- 
manda, corrió traslado de ella a la municipalidad la t|uc al 
contestarla, -ostuvo qué el impuesto era general y que si se 
aceptaba la doctrina sustentada por la coirqjaiua. se encontra- 
ría ante un fallo que seria vioWorio del articulo 16 de la 
constitución nacional, en cuanto establece que la igualdad es 
la base del impuesto y de las cargas publicas, 

Subsl aliviada ta causa, fué resuelta por el juez y por la 
cámara federal de aq elaciones, declarando la inconstitucional 
lidad sostenida en la demanda y condenando en consecuencia 
a la municipalidad a devolver los impuestos cobrados. 

lista ]»artc Ita recurrid* ► i»ara nntc la corte suprema in- 
vocando lo dispue-to por el articulo 14 de la ley 48 y 
de la 4°55 

Considero que el recurso acordado es improcedente. 

K11 efecto. ih> encuentro cuestión federal alguna que pue- 
tía motivarlo por parte de la municipalidad. 

I'ara que proceda el recurso extraordinario que acuerda 
el articulo 14 <1e la ley 48. no basta invocar oportunamente 
una gnramia constitucional que se supone violada, sino que 
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necesario demostrar que et fundamento tle la queja tiene una 
relación directa e inmediata con las cláusulas de ta consti- 
tución, como lo establece el articulo 15 de la ley citada. 

No encuentro esta demostración fx>r parte tic la muni- 
cipalidad de ta capital. 

Y creo que no (X)dria hacerla por cuanto la invocación 
riel articulo 16 de ta const ¡tildón nacional. hecho por ella, és 
notoriamente improcedente. 

Kn efecto, las garantías constitucionales han sido dadas 
a lo> particulares contra las autoridades . 1.a munici}>a]idad 
parece entender lo contrario al sostener que la semencia ape- 
lada que declara inconstitucional un impuesto, es repugnante 
al .principio de igualdad consagrado por los mismos, por el 
articulo tú citado. 

Ksa garantía podría ser invocada por un contribuyente 
a quien se pretendiera gravarlo más que a otro; |jero ella 
no está destinada a asegurar el poder de la autoridad muni- 
cipal |>ara establecer impuestos. 

Cualquiera que sea et alcance de la exoneración resuelta 
en este juicio, ella no puede ser invocada sino por los inte- 
resados en librarse ríe cargas iguales a las que se quitan a 
la Compañía Sanctnena. .pues 110 figura entre las atribucio- 
nes de ta municipalidad la de defender los intereses privados 
de los habitantes. 

Tampoco puede 'aamtpaívtr a la municipalidad- en su 
tesis de que la capital de la república representada ¡>or su 
municipalidad, tiene poderes propios, como las provincias y 
puede invocarlos cotro éstas contra ta legislación nacional que 
tos desconozca. 

St bien la constitución acuerda al pueblo ríe la capital 
de la república el derecbo de elegir senadores y diputados al 
congreso y electores de presidente, en ninguna parte lo equi- 
para al pueblo de los provincias en cuanto a la autonomía uc 
que éstos gozan. 

Por el contrario, declara que el congreso ejerce legisla- 
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eión éxaiwiva m ta capital y i|iu- t) pr^i^nte de la %J*$Mfr 
ea en su jefe ínineffiáio y Mi I articule» *>7- '» f > sn -7 > ;ir 
ticulo 36, hicin» .V'i. 

Si déla* haiier Hila iminiri|i«liriad de la cajntali conm it- 
Milt.i del aWtcMto 6i, ninfíima elan-ula constitiieinual deter- 
mina mi* ai ritmen .m-. las i.iic ]K»r c^iífUteim', quedan li- 
bradas al criterio del cótígreso. 

Asi. hO Cü la cniwit linón, «filó l:i lev del ^^nesn iiuien 
ha declarado cuales son los ini puestos y mitas que la tóflfós. 

npalidad de Ui cantal tijiMé W^t- 

En ca«uenéa, el o.n K res.» pítele tetter y ((«ttar In- 
fieres a la iminiei¡»alidad de la capital, se^ujri leV"*^"* con. 
veniente, y iiucdiJ restringir los que le actierdr hasta el grado 
i|ui- m\m i uslo y OHOiíHUq. fp municipalidad ihj tiene d 
feeclíó lie rtihuier-e a isa acción letfslaiita con otro reciir- 
.... que no siu el di" siinqile petición. 

Por rll-> ^imderp (fué el recurso lia -id., mal ronccduln 
y pifió a V. ft. ác sirva así derla ra rln. 



Buenos Aires, Afftst* ü de fjqjjfc 

Vistió y oin-iderauilo : 

i )nt- el recurso extraordinaria inurptiesto y comedido 
se finida en <|ne ln -em encía pronunciada |H»r 1¡i cámara fe- 
deral de apelación di la capital, aí declara r victoria # ta 
constitución la ordenanza iníMelpal «| lIt * establece un hnpnc- 
tu sobre las grasas <m * mtrodmen al mümciptü péfc el 
COnWrttOi ai tina contra la igualdad -<|iu- es la líase del im- 
puesto y ríe las carcas publica-", porque dicha ordenanza lia 
establecido é »}hnví gravamen para todas las grasas, sean 
que ¿> eíatóreu ífelífó de ía opiial o ipie >e introduzcan a 
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ella después de flagradas. Agrega el recurrente cjl|e la sen- 
retida ajelada sanciona en el hecho un privilegio en favor de 
loa artículo* une se fabrican fuera de la capital, con relación 
a k»s elakirados en ei municipio, contra ría rulo así la garan- 
tía consagrada por el articulo tO de la constitución. 

One la sentencia recurrida se ha limitarlo a declarar la 
iricnnstiuicinnalidad del mencionado impuesto en cuanto gra- 
va las mercaderías qííe se introducen al territorio de la ca- 
pital por considerarlo un impuesto de tránsito, dada la fbr- 
tita y oportunidad en que se |xtcí)h\ 

(Jiw esia decisión no es revi si Ule en la infancia extraor. 
duaria que autoriza el articulo 14. de la ley número 48. desde 
<|tie ella ha sido favorable al derecho invocado en la deman- 
da y fundado t r.i disposiciones constitucionales < argumento del 
inciso 2. a del citado articulo y fallo de esta corte tomo 102, 
página . 

Oue por otra parte para que pudiera sur-lenerse cpic la 
sentencia de míe se trata violaba la regla de igualdad invo- 
cada por el recurrente, habría sido necesario que ella obligara 
;i, paga i algún impuesto o 110 hiciese lugar a la devolución de 
los pagado- y que hubieren sitio impugnados como contrarios > 
a las cláusulas de la constitución, lo míe. cierto, no ha 
ocurrid*» en el caso. Sería también indispensable <|ue ta in- 
constitucional idad la htibicr alegado pane legítima, es decir, 
el particular ijiie se considere perjudicado imh- la ordenanza, 
ya que la munidpalídad no tiene personería para atacar ía 
constitucional ¡dad de los impuestos que ella misma ha crea- 
do, ni ejerce la representación de l«^ contribuyentes )>ara ta- 
les efectos. 

Kn su mérito > de acuerdo cotí lo expuesto y pedido por 
eí señor procurador general; >e declara no haber lugar al re- 
curso. Xotifiíjucse y devuéhtitw, 

^ ligltMEJO. — NlfASOR C SEL 

SotAit. — D. E. Palacio. — 
J. Kigukroa Alcorta — Ra- 
sión MÉNÍlEZ. 1 



124 



mt.ÍM í>K I,A CORTE SUPREMA 



Gónsálec. da» -Manuel f~. en nulos ron don David l.erman* 
por itxo ttidvbido de nombre comerrial. ReenrM de 
hecha, 

Smmttíú; i." ICI recur-o txtraordinafiq auiorixad<i por el ar- 
ñculo 14 de la ley número 48, responde al propósito de 
impedir que se dé a \n$ leyes especiales del congreso tina 
iiiferj >reiación restínguida que hs ¿"eje síó ríeei" ■* des- 
^ vitúf -n alcance. 

2." yit procede dicho recurso co:nrn una seu- 

tencia defiiitfiVa que reconoció el derecho que el :id»r 
fotuto c-ti una disposición de una ley fajera! (éti el caso, 
la ííel articulo 4J de la ley ríe marca-, número VP5 ' ■ 
¡nterpreiando con amplitud i«l alcance de la misma, n» 
• •listante haU-r el recurrente cuestionado, también, la m- 
uligencia de la expresad:» di-posictót, legal fgiti aojó 
con el ti n ríe demostrar que ella teni;i un concepto mas 1i- 
tnitado que el que le atribuía él demandante y <|iu-. por 
tu tanto, rio iiodia sustentar él derecho reclamad" m la 
di-manda. 

CWtf ; U explicar! la- piteas siguientes. 

■i 

niCTAMKV 11!- 1. sKXOR PROCURADOR r.KXERAI. 

Butnet Aira», limio » de l!W 

Suprema curte: 

Kn él jtiício que ame el juíigadp en |o civil y ¿t nial 
ríe la capital de la nación siguió tlpU David Lennan e^rura 
don Manuel Oonzálcz. por uso indebido (1¿l nombre Snlemlid 
Thcatre, la cuestión principal lia eonsístulo en determinar si 
la denomiriaciétt indicada desiima el aditicio número 1 84* 
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de ta calle Santa Kt-, corno )>> sostuvo el demandado, 6 si por 
el enntrario, osa denominación se re feria ni negocio o explo- 
tación ctuctográñea. que se efectuaba en el mismo, como la 
, sustuvn la parle actora. 

Pero en su escrito de contestación, el demandado sos- 
tuvo que aún prescindiendo ríe los heelios, el actor no podía 
invocar derecho i- x elusivo ;i la denominación "Sptewltd Thea- 
tre**. porqtie el negocio de cinematógrafo no estalla compren- 
dido dentro de la clasificación de i-asa o establecimiento que 
negocia en artículos o productos determinados a que se refie- 
re el artículo 42 de ia ley sobre marcas de fábrica, co- 
mercio y agricultura, que dice: "líl nombre del agricultor, 
comerciante o fabricante y el de la razón social, el de la mues- 
tra i» designación de mía casa o establecimiento que negocia» 
en articulo* y -productos determinados, constituyen tilia p^»- 
piedad, para los efectos «le esta ley". 

Agregó, ademá>. q*Ue nmi«|ite no se considere "si. «mciu- 
>pre [Jodia él usar el mismo nombre introduciéndole, como Jo 
babia becbo, nna nlodificación f|tte lo luciera visiblemente dis- 
tinto del nsatlo el actor f.erman. porque ese derecho es- 
talla amparado por el articulo 43 de la ley dictada, que dice : 
"El que quisiera ejercer un industria, comercio o ramo de 
¡agricultura ya explotado <|tor otra jiersona. con el mismo 
nombre o con la misma designación convencional, adoptará 
una modificación que haga que ese nombre o esa designación 
sea visiblemente distinta a la que usase la casa o estahleci- 
mictiti i preexistente" . 

Ka sentencia recurrida para antr la corte suprema, dic- 
tada ¡por la cámara federal de apelación ríe la capital, accedió 
a la demanda y desconoció en consecuencia, el derecho que 
el demandado alegaba tener, fundado en las disjx iliciones de 
la ley especial citarla. 

Resulta asi que se lia cuestionado en el pleito ta inteli- 
gencia de la expresada ley del congreso y la decisión ha sido 
luntra el derecho que el demandado fundó en ella, por lo que 
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considero <|uc se han cumplida los requisitos exigidos por el 
incho $:\ articulo 14. ley 48. jara que proceda el recurro ex- 
traordinario para ante la corle suprema, por lo que pida a 
V. h.. se sirva declarar mal denegada por la cámara federal 
la denegación inierpue*ia- 

JoM Nicolás \1-étién$a. 



FALJjO l»K l.A CORTE SI PREM A 

tucnoi AiHS, Agosto ti ú< 1990, 

Vistos v vi>io.s: Kl recurso di* queja |H»r denegación d«d 
extraordinario interpuesto por don Manuel h. íionzález. de 
la sentencia pronunciada por ta cámara federal de apelaciones 
»le ta capital, en los autos promovidos por don David t.er- 
man. por uso indebido di- nombre comercial. 

Y considerando: 

ijue el reclamante fundí i Sja rccnr.-o eíí míe oportuna- 
mente había invocado en apoyo de <us -preteneiones la de- 
posición del articulo 42 de la ley de marcas de fábrica. Co- 
lUercio y agrien! 1 11 r;i níunero ,v>/5 y i'i- qtle la sentencia de 
la cámara federal era contraria al derecho fundado «1 |«l 
mencionada disposición, 

One el examen de lo- autos demuestra, >Ín embargo. <|iu- 
la parte *\\\v hizo valer eií favor *W sus derecho- el artim- 
lo (J de la ley número ,*..< t'^. no fué el recurrente. sjfíp el ac- 
tor, pues era este SJltmo <|uieti. atribuyéndose la p; (piedad 
clet nombre "Splendid Tlit-atre". pretendía hallarle facultado 
con arregla a dicho precepto lega!, para impedir une fne>t- 
nsado por otra> personas como denominación de establea - 
uiK-nto» de e-piviarulo- púhtici - Sm reíanlo, el demandad- 
m bim cuestionó ta íittéHgeucla del aiiieuio 42, Üq lo lii» 
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s\QQ con el fin dr (kimisinn- que esa di^iHisivíón de la íév de 
marca > tenia üfi concepto más limitado que el que le at nimia 
el demandante y qne. \*n lo unto, no <uslei,.aba el derecho 
reclamado en la demanda. 

Oue en (ales condiciones y teniendo en cuenta u,»* 1 é| 
recurso i \tr;i- irdinario responde ai propósito de impedir que 
Se de a las leyes esleíale* del congreso olla inteniretación 
refringida que la* deje sin efecto o desvirtúe su alcance, el 
interpuesto en el caso ha sido denegado con tod:i justicia, y 
que la sentencia recaída en la última instancia del pleito ha 
reconocido el derecho qne el actor íundó en la disposición 
de la ley ft-deral. interpretando con amplitud el alcance de 
esa misma k-y i articulo 14. inciso '£« de la ley número 4X; 
tallos, tomo 110. página \¿2 y los allí citado-». 

Ku su mérito, oído el *eñor procurador general, se i!c- 
cíara no halier lugar a la queja deducida . N'otifiquesL- y re- 
puesto el jiapel archívese, devolviéndose lo* autos principales 
con transcripción dr la presente. 

A. ftaít.UKIo. — NlCAVoK i',, iiki, 
Solak. — l). E, Palacio. — 
.í, Kn;t KRn\ Ap.coktv. — lí \- 



1'tnr {¡iQHüida f'rnitímit-: oulnt ttott Jitjt' (/. (V.'ícrc/Wií ,oj.'»iv 
dt'ftilniiiiíunihK Cunfú-tnin de t'rWf/V.'i'ffi-ju. 

Swntiriu; ton arreglo a lo dispuesto por el articulo 41 j del 
código de procedimientos civiles para la capital, á© es 
permitido al litígame que huliir-e optado por uno de e*os 
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medios, abandonarlo y recurrir al otro como se preten- 
de en el caso, si na que del» estarse al resultado de aquel 
;i que se telina dada Ja preferencia. 

Caso : Lo explican las pirita* siguientes: 



IHt'TVMKN JiKL SKÑOR PUDCUBADOR GENERAL 

frieao» Aiw. A«<Mto a d* Afe 

Suprema corte: 

Demandado ante el juez de primera instancia en lo civil 
de la capital He la nación, don José G. Onerejela por don 
f.loriahlo Fernández, sobre desalojo de un campo situado en 
Ay acudió, provincia de BtténOS Aires. aquel dedujo excep- 
ción de incompetencia fundándose en estar d«»mici liado m di- 
cha provincia^ 

Substanciada lá excepción, fué resuelta por el juez des- 
vi sumándola, de cuya resolución quedó notificado el represen - 
tanle del demandado el gj] (te diciembre de i'H't i cédula de 
fpjás .tf¡). interponiendo en la mi.-nia fecha (escrito de fo- 
jas 4J). los recursos de apelación y nnlidad pnr:i ante la cá- 
marn de apelaciones, los queje fueron acordados el ¿0 de 
enero fiel corriente año. 

I 'endiente- estos decurso^ ame la cámara, el mismo aco- 
derado del señor Qtureeta. se pre>entó el J de febrero úl- 
timo anie el juez de primera hManvi» eft Ib civil y comer- 
cial del departamento del sud de ta provincia de I humos Aires, 
a lienando se declara>e competente para conocer en la ex- 
presada demanda por desalojo y se ü Virase éMb ¡nhihiiorin 
al juez de la capital. 

El juez de la provineia asi lo revivió, requiriendo lá re 

misión de la cansa. 

Manteniendo el nez de la capital *ü comjjetrncia > no 
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i>l>stante haber sido confirmada en 3 de mayo por la cámara 
la sentencia apelada, lia entendido el juez r|tic correspondía 
remitir a la corte suprema los autos para la decisión de Ta 
contienda. 

Creo míe V. E. no puede resolver como contiendas de 
competencia las trabadas con relación a juicios concluidos, 
sino a los que están en tramitación ( 100. fallos, J/4>. 

Por otra |)arte, según lo dispone el articulo 412 del có- 
digo de procedimientos de la capital de ta nación de aplica* 
ción supletoria al de procedimientos nacionales. 4- Kl litigante 
f|iie hubiere optado por uno de esos dos medios, — *e refiere 
a la declinatoria o a la inhibitoria — no ]Hidrá abandonarlo y 
recurrir al otro. Tampoco se podrán ampliar sucesivamente, 
debiendo pasarse -por el resultado de aquel a que >e haya dado 
la preferencia". 

Por consiguiente, en el caso sitb judicc el demandado 
una vez i|tie optó por la declinatoria ante el jueít de la ca- 
pital, no pudo legalmente emplear la inhibitoria ante el juez 
de la provincia. 

La resolución de la cámara de apelaciones hace. pues, 
cosa juzgada para el demandado 1107, fallos, %% fa- 

llos, 167 y otrosí . 

Por lo expuesto, opino epte es improcedente la contienda 
propuesta por el juez de la provincia de Buenos Aires. 

Jnsé Nicolás Matknso. 



PALLO DK LA OlRTK SU CREMA 

Buenos Aire». Asíosle t¡ de l«2». 

Vtitos y vistos: 

Las de contienda do competencia entre un juez de iv* ins- 
tancia en lo civil de la capital y otro de igual categoría '¡el 
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departamento del suri. provincia de Unenos Aires, para co- 
nocer en el juicio de desalojo de un campo, iniciado por ctoii 
OI0IÍ3IÜ0 Fernáudr/ contra doti José < Om*rejeta. y 

Considerando : 

< jue >fíí«ii h> rvpivsa el auto de tojas i^j vuelta, y lo ex- 
puesto cu la audieneia dr ínja> _*4, el demandado. »»tre otra> 
excepción^ opuso la ded i na loria dé jurisdicción M dr 
la capital, y resuelta aquélla corno también el 'fondo Me! plei- 
to y pértdíénte el reeur-o de apelación que eonjutiiamente con 
el de nulidad imcrptt*o de rliclia semencia, ocurrió ante lo» 
tribunales dé la provincia, promoviendo voiitieuda por in- 
liibitornt . 

Que con arjtéglo a I" dispuesto piM' el articulo V 2 del 
código de prócediiníetábs civiles para la capital y a lo reite- 
radamente resuelto, un es permitido al litijiantr CfjBBe Hflftfóñ 
optado por mur de ot* mi-dios. abandoRatto y vrfurrir ;i! 
otro cuino *e pretende eii el casi', sino f|iie debe estarce al re- 
bultado de aquel a que se (téshffá dada la preferencia, 

tfn »u imrito y conforme con io expuesto y jiedido por 
el -eñnr procurador general asi se declara, debiendo remi- 
tirse los autos al -euor juez de la capital para que lleve ade- 
lante el procedí miento jsegtin corres] H.nda, haciéndo-e >alier 
está resolución en la forma de estilo al señor juez del depar- 
tamento del sattl de la provincia de líncuo- Aire-. Iv'epóiiffa 
-t* el papel. 

A. líi-KviHjn. — Xk'.vnok C. mu. 

— O. K. Ru.acio. — 
J. Ficui-koa Ai.cokt.s. — K\- 

MÓ\ M l-,N'l)KZ. 
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Scñon-x Martini y Phuno contra W gobierno tic ia nación, 

far cobro dé fresáis. 

Sumario: La disposición fiel articulo 4.035 lie! enligo civil se 
refiere solamente a los créditos (¡pe mi citan fundados 
sobre un título instrumental, siendo inaplicable cuando 
el crédito se llalla justificado fjmr prueba instrumental. 
tEn oí caso, "a informa" dados ftor el empleado respec- 
tivo. <nte no Se prnliñ ijiu- estuviera procesado y suspcii- 
pcndtdo cuando los iimit'i, ti i de «jue el demandante hit- 
bien unido conocimiento ríe ln sitsjvnsiñn ) . 

í \isa . lió explican las pic/ns sigitjeuii- : 



skxtkvcj \ (iej, skñhu jrK/. i : koi;k o. 

Biiewif Aire*. Diciembre 30 de Ifllfc 

V vistos: listos autos :.eguido> por tus señores Martini v 
l'isano rom ra el gpl tierno de la r.aeión, ¡le- cuyo estudio in- 
sulta : 

tjue a hija> 5 si' «presenta don hVnniit M, I v sirva reí ta 
¿ti representación de los actores, enlabiando demanda contra 
el gobierno de la nación de acuerdo con el articulo 1." de la 
' c y ,V)5-' por cobro de la ¡amia de cinco mil noventa y im pe- 
sos noventa y seis centavos moneda nacional, iniporte de su- 
ministro dé artículos ile almacén y anexos que sus insti inven- 
íes vendieron al colegio militar de S;iti Mari ni. donde son co- 
merciantes. 

<Jue repetida- Keccs habían efectuado ventas al colegio 
militar, cuyo importe percibieron con alguna posterioridad a 
la época convenida y t|ud con fecha 28 de agosto de 191$ oh- 
111 vieron el conforme 'le í\M cuenta- facturas míe en conjun- 
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t*. >n iiiu.ii la cantidad de ma «dada, en la- ipc se estableció que 
el importe se los abonaría a tas sesenta días de esa fecha. 

Que vencido rl plazo, sus mandante* gestionaron el pago, 
-iendo informados que moraría algún tiempo, en razón de 
!o* riialos májicjós del señor Remigio T. íVoiutález. uncial de 
administ ración del colegio militar, quien firmó el conforme en 
la ficha mencionada. 

< fue no cónsimiteitdb el pago del colegio milita'", en el 
mes "le julio de n>i,í. m presentó al ministerio de guerra 
acompañando las mentas, cuyo cq^ro gestionó administrati- 
vamente después de grandes demoras provenientes de la can- 
sal que se instruyó al uncial González, tuvieron resolución 
desfavorable, lo que motivé mi pediclo de reconsideración que 
presentí'» en el mes de marzo del año ig¡j¡ con resolución lam- 
i>iéti negativa. causas ]Mir las cuale* demanda a la nación jn- 
diciaim nte. como entidad jurídica. 

b'nnda su tlerccbó cu el contrato .le compra venia civil 
v comercial, dado el carácter de comerciantes de sus man- 
dantes. Kedbido* los efectos cot 11 prado S. existí- la obligación 
<le pagar «U precio, artículos 1.4J4. i .4¿0 código civil v ¿jfó 
CÓtU¿Q de comercio, y pide se condene al gobierno de la na- 
eión al pago de la Suma reclamada . su- intereses y cosí* 

Corrida traslado de la demanda a tpjU vuelta, es eva- 
cuado por el señor procurador fiscal f f^jíi* e « réjtí^ert- 
laetón drl gobierr^l de la nación, diciendo; 

@U¿ reputa Temeraria y absolutamente inadmisible la (Ife 
mük P«es carece de ratón y de áctxeUó en toda fcrrtt*. 

(Hie con fecha jH de agosto de ioi_\ ^K"« afirman !o* 
:illl .re<. btrtitvieion el conforme de do» enemas facturas tjúe 
en conjunto suman la cantidad demandada, adviniendo qm- 
díalas cuentas factnra> no se acompañan a la demanda, ni SC 
indica el hmar donde se encuentran. 

ííiu ninguna relación de derecho tiene la nación y ~us 
re femantes autorizados para con los señores Martini y 
Hsáitoi pue^ lio bav constancia en el ^íégio militar de que 
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los actores hayan provisto las facturas cuyo importe recta- 
man y. por otra ^arte, las mercaderías en cuestión no so han 
recibido en el colegio militar, ni se lian dado recibo de su 
recepción en este instituto, que es lo que podría tal vez en 
cierta forma, dar margen a fundar la pretcnsión (le los ac- 
tores. 

Que lo que ueurre es que !«s demandante* poseen do* 
cuernas facturas firmadas en -'X de agosto de iqi¿. |>or el ex 
oficial de administración R. T. González, ctiyo conforme o 
!o que fuere puesto en dichas cuentas |)or el citado^ •nttza- 
lez. se efectuó cuando se encontráis suspendido en sus fun- 
ciono y de consiguiente cuando no representaba ninguna fun- 
ción oficial del colegio militar, no teniendo por consiguiente 
los actores derecho para accionar. 

Que las obligaciones no producen efecto sino entre aeree- 
dor y deudor y sus sucesores a quienes se trasmitiesen íar- 
liculo 503. código civil I y como quiera que no hay obligación 
sin causa (artículo 4«joi es forzoso convenir que tos actores 
no tienen derecho de exigir ta cosa objeto de la obligación 
contra quien no es el deudor, como en este caso consideran 
;l la nación. 

Que hay contrato cuando varias personas se ponen de 
acuerdo sobre una declaración de voluntad común destinada 
a regir mis derechos (articulo l .137, código citil 1 y por el 
iimLivo de no haber intervenido la nación jw»r medio de tiij re- 
presentante eficazmente autorizado, del** estimarse que no ha 
habido contrato de compra venta civil y comercial. 

Oue. además, el oficial Clonzátev. en virtud de la sitúa- 
ción de procesado y suspendido en que <e bailaba, jamás ptt- 
do contratar a nombre fíe la nación. (artículo i.iói código 
civil 1 , IV modo que no existe en absoluto relación jurídica 
H-ntre la nación y los actores. 

Agrega que .jamás la nación lia reconocido estar sóme- 
tiila a obligaciones fie ningún género para con los actores, 
stigiui we comprueba con el e\|>edienlc administrativo que 
acompaña. 4>.í- $fc año 
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Oue los actores demandaron al pojá^r ejeetuico t.x>r co- 
bro de la cantidad expresada ante cate juzgado en jo de ages- 
tb (Je 10,15. demanda que no ptosi)éifló a mérito de ser necesa 
rio un decreto del poder ejecutivo, que denegase el derecho 
gestionado ct que fui* dictado en dicicrríhre o, de 1015. 

«¿lie de todo lo expuesto >e deduce que su instituyeme 
no Eia producido atío <|uc autorice a suponer Haya conocido 
que le concierne obligaciones liara con 1o> actores. t|iie por el 
contrario siempre Ies negó relación de derecho. 

Out- ta invocación |Kn* los actores de los artículos 1.+Í4 
v 1.42o del código civil, son inaplicables al presente caso des- 
di- que la nación tm lia comprado los electos materia de las 
uentas facturas, firmadas por González, ni tampoco dclie co 
hrar e] precio de ellas ni intere-cs de ninguna dase. 

Niega que la nación adeuda a los actores el crédito recla- 
mado, como asimismo el derecho invocado para formular di- 
" ehó redamo; manifestando que m alguna relación de dere- 
dio «pudiere existir por la provisión de articulo? del negocio 
de lój ÍtCtore,S. ella se referina a Rémigio T. González, con- 
tra quien debió .ser dirigida ta demanda, y no a la nación. 

( )ue en defensa de los intereses que le están confiados, 
opone la excepción de prescripción de la acción que rompe- 
lia a los actores, en caso qtíé la nación hiere efectivamente 
deudora del rróliti» reclamado. 

(Jiie el articulo <M 4 ' ' 

que se prescribe por un año la obligación tic papí a los mer- 
caderes tenderos o almaceneros el precio de los efectos que 
renden a mro* que no lo son o que siéndolo no hacen el mis- 
mo iráñen. Si los efectos míe dicen los actores haber remití- 
do ¿¿I colegio militar, lo fueron con anterioridad al -»S de agos- 
d.. ile 101 j. cómo lo afirman los mismos, es necesario reco- 
u.H-er que ítasta la techa de la iniciación de esta demanda i* 
dé febrero de 101O. ha transcurrido con exceso el término de 
mi año lijado por el articulo ^pjjg del código civil 

t Un los actores interpusieron demanda, en 10 «te agos- 
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to de i»H5 contra la nación por los mismos conceptos tfiic 
la presente, la í|!K* (jncdó sin efecto |*>r defectos rpie la inva- 
lidaban y con todo, no llegó a enervar la prescripción ob- 
rada en razón del tietrfpo transcurrido desde agosto de if)"-' 
a agosto de 1915. 

í>uc las diversas gestiones administrativa- tendientes :i 
conseguir el reconocí míenlo de sus créditos y su abono con* 
siguiente m 1 iuterr milpeen la prescripción realizada, hahiétr, 
dose proniuu-i* [n en ese sentido la suprema curte, tumu tp¿| 
«página 1 55 y ionio mi. ftágina O5. adviniendo míe invoca es 
[lecialmenie la doctrina consagrada en el tomo :i 1 página 51 
de los fallos de la suprema corle. 

I'íde en definitiva el rechazo de ia demanda, cotí cosías. 

Corrido traslado a fojas vuelta, de la exección de 
prescripción opuesta, rs evacuado a fojas ,io l«ir el repn-. 
sentante de los actores manifestando, que el actor reconoce 
«me se interpuso demanda el u> de agosto de 1015 |X>r cí mis. 
rtio concepto y ipie uuedó sin efecto por defectos (pie ta in- 
validaban: ipie esos defectos son imputables al ministerio de 
la guerra t|tic en sus dos resoluciones denegatorias olvidó el 
rlecretu con la tirina del presidente de la nación «pie tuvo utjfe 
solicitar para salvar omisión tan grande. 

Nace notar al juzgado tjüe como consta en el e\|>eriieii[c 
administrativn agregarlo, en el mes de julio de después 
de reiteradas gestiones an*.e et colegio mifitar. se presentaron 
]*tr vía adminístrame al ministerio de la guerra, es decir, 
ame* del año de las fechas de los conformes de las cuenta 14 . 

Que resuelto desfavorablemente en el mes de marzo de 
MU 5 presentaron una reconsideración la que resuella en 
igual forma determinó la demanda del tp de agosto de r$rg 
y por falta de la firma «presidencial en los decretos denegato- 
rios, la actual del iS de febrero de U}XlCh 

tjue Lpieda establecido con fechas prultadas desde ahora 
con los expedientes a la vista, tjue en ningún momento sus 
represen lados han dejado de instar él cobro de su crédito 
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por ,el término <lt- tm año *[tu* establece el articulo 4.035 del 
código civil. 

Que este artrcuío no seria tanfpneo el aplicable puesto 
tjue se refiere a ventas sin facturas o cuentas reconocidas, es 
decir, a esas ventas <fue sn haetin sin formalidades de contabili- 
dad por parte ríe los compradores. 

( Hit* el presente casi* es bien distinto, si- traía fie tlil es- 
lableeimienin de la nación, el colegio militar, tj^e irtelie llevar 
mutabilidad y a cuya-* facturas de venta se les pone el confor- 
me de recepción o revisación y i|iie por tal razón sólo se pres- 
erilien a l(is cuatro años 1 artículo 847. inciso 1." del código ríe 
mmernip i. 

One ia ley de ó fie octubre fie hjoo autoriza las denian- 
ilas contra la nación en su carácter ele persona jurídica, sin 
necesidad tie autorización previa legislativa. perO no |rodrán 
fiarte curso sin t|iie se acredite halK'r precedido la reclama- 
dón de los derechas controvertidos ante el poder ejecutiva 
1 su denegación pOr pane dé éste. 

(Jue t ra neeesarío para que ÜU» mandantes pudieran de- 
mandar a la nación recurrir a la vía administrativa >* recién 
denegado dr derecho presentarse con el testimonio de esa 
denegatoria a la via judicial, f-ls b» que se lia hecho de acuer- 
do con la ley y disposición legislativa, no pudiéndose decir 
qtte na abandonado su derecho y se ha prescripto su acción. 
Nace imtar al juzgarlo que en ningún momento lia transen- 
rridf> el año que <e alega, aún en ta hipótesis fie aplicar esa 
prescripción miniina pidiendo se abra la cansa a prueba y 
..iuiraniente se condene al cobro demandado, con imt»osi- 
cíóu ríe cusías. 

\bierta la tausa a .prucUi se produce la que informa el 
certificad., fiel actuario de fojas ... alegando las partes sobre 
su mérito a fojas V Has ... quedando éstos autos en es- 
iado de sentencia. 



Y considerando : 
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Que la, primera cuestión a resolver es la relativa a la 
prescripción opuesta al contestar la demanda fundado en que 
los artículo cuyo valor reclaman los señoras Martí ni y Pisan*) 
fueron entregados con anterioridad al mes de agosto de 191 2. 
mientras que la presente demanda fué deducida eí iH de 
febrero de tojo, habiendo en contenencia transcurrido et 
plazo de un año que establece el código civil y en cuya virtud 
se ha extinguido la acción que se pretende ejercer. 

Que a este respecto, cata observar que habiendo resuci- 
to la Excma, Cámara a fojas 261 de conformidad con el se 
ñor fiscal. que al caso de autos lo es aplicable lo dispuesto en 
el articulo i:' de la ley número ' 3.952. M evidente rnie lia 
actuaciones administrativas corrientes de fojas *) a fojas 32 
deben ser Tenidas en cuenta a los efectos de la prescripción 
deducirla. 

Que del examen de las mismas, resulta que las cuenta* 
de fojas 72 y 73 llevan el conforme con fecha agosto 28 de 
u>i2. habiéndose instaurado el reclamo administrativo en ju- 
lio de 19.13, siendo resuelto desfavorablemente en marzo 
de 10,15, motivando la demanda judicial en agosto 10 de 1015 
primero y febrero 18 de i«)ió después. 

Que cu estas condiciones, no puede afirmarse que ha 
transcurrido el ano prescripto por el articulo 4.0,15 del códi- 
go civil, torla vez que no era iposiblc iniciar la presente de- 
manda mientras no hubiera sido resuello dcsfavorablemenit 
el reclamo administrativo instaurado ante el sU|x.*rior gobier- 
no, de acuerdo con el articulo 1." de la ley número 3. 05 2 y la 
jurisprudencia consagrada |xir la suprema corte en el fa!l * 
que registra el tomó 1 1 4, página 51. y en cuya virtud corres 
oottde ti*» hacer Tugar a la excepción de prescripción u puesta 
al contestar la demanda. 

Que entrando a resolver el fondo de este litigio debe te- 
nerse presente que loe actores Martini y Pisano reconocen 
que con fecha agosto ft de obtuvieron el conforme de 

las facturas corrientes a fojas 72 y 73, estableciéndose en la- 
mismas que el -aldo de 5,0111 .</» pesos moneda nacional se- 
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ría abonado a lo> ->e:»enta días de aquella fecha, en concepto 
■Ir suministro de articulo- de almacén y anexos vendido* al 
<ulcgio militar de la nación ubicado t i San Martin. 

One el M'fiiir tí sea I en su mi estación de fKj$ttá 3.1. iáüár 
ni testó que en el colegio militar rio lialtia constancia He -Jue 
!u* actores hubieran -uinin istia do las mercadería*, cttyo ini- 
|K>rté iccl.-nnaban. y qíte el conforme puesto por el ^ ofi- 
cial de administran. >n Koniigio P. Gonzalé7 rt lo fué mientras 
se encontraba suspendido cii sus funcione*, ^in ejerélw niií 
gima representación del colegí" militar. 

Que [ilantcada en esto- térUtiilüS la anstiuu. es induda- 
blc qfie correspondía a los actores probar la legitimidad de 
las cuentas presentada-, de conformidad con lo dispuesto en 
■s ámenlo- 1.1,17. i. Mu v 50,1 del código civil, desde que la 
firma pUcstibis al píe dé aqtiéMos |H>r el referido i*\ oficial tu» 
tetfia valor alguno -i efectivamente se Hallaba ^uspéndjidó 
en el pjereicío de sus funciones |>or encontrarle -nmariado 
en e»a época. 

Que lo- le-tiyo- Cecilio Turre- a toja- jjj vuelta > Ktise- 
liio Quiroga a foja- * ( - limitan a manitc-tar que Martini 
y l'tsauo proveyeron de artículos de almacén al colegio mi- 
litar durante muclio tiempo, pero sin precisar en ifjtté consts- 
ivjm, ni que clase (k* artículos se Jes delie todavía, y el testigo 
francisco (.avalle -i bien reconoce las firma- de los documen- 
to- Corrientes di foja- 47 a Ji-|. pero con el carácter de sim- 
ples ór denes de entrega. «au que baya constancia en auto* 
dr i|tie bnbieran sido efectivamente recibidos. 

Que de la |KTÍcia practicada a fojas ¿ t \t. tos libros de 
los -eñorc* Martini y Pisano arrojan un -al do a s>i favor de 
pesó* 5.001 o^ moneda nacional, haciendo constar el mismo 
perito que la- fechas en que figuran anotadas las entrega'* de 
mercadería- no m pueden determinar si corresponden con las 
fechas en que fueron recibida-, por tratarse de venta* por 
menor cuya- anulaciones se bacen en blnck . 

(Jue en -presencia de los antecedentes Impuestos y atcii- 

Ins términos en que s ( - mtbo la litis, la partí- aetora tu» 
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ha justificado en forma convincente los cxtrem.» de la de- 
manda, tanto en lo <ptc se refiere a la entrega real de las 
mercaderías en el colegio militar, como en li> refereiUe al de-- 
coriocimicnto fiel conforme en las induras de 'fojas 72 y js> 
pues de autos no resulta acreditado con los recilios eorre*- 
|jondicntc> que debieron exigir los actores, que las orden*' * 
*Ie. entrega que indican los documentos de fojas 47 ;i J14, !m- 
turran >idn recibidos en el colegio militar, ni i|iie el adminis- 
trador (íonzálex estuviera en el legitimo ejercicio de <ns fun- 
cione». 

Por otra |iorte. ningiuui de los Lotigos ha precisado ce n 
exactitud cuáles fiteron las mercaderías entregadas en el ctt- 
legio militar, las que tamposo se detallan en la factura de 
'"jas 73. ni lo .ha podido estahlecer la iwricia de fojas 
uhIo lo cual inhabilita al infrascripto jKira portel* fijar la da 
9* de artículos que realmente pudieran halier sido entrega 
dos para el consunto del referido establecimiento. 

INir eshw fundamentos, fallo: \*o haciendo lugar a la 
excepción de prescripción opuesta ¡>or el señor fiscal, ni a 
la demanda instaurada por los señores Martini y J'isano con. 
tra el gobierno de la nación, lodo sin costas, atenta la natu- 
raleza de la cuestión deltatida. Xolifiqiicsc y dejóngase la< 
fojas. — Mamu-f ft. tic Amhorvmt. 
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Biwmb Afcwt. SepUenbtc ÍHl 4t IM9. 

V vistos: lisios autos seguido* por los seffarífS Martini *. 
PiSaitó contra el gobierno nacional, sobre cobro de pesos, y 
considerando, en cnanto a la prescripción : 

Que si bien de los documento?, corrientes a tojas 2\\f la 
obligación de pagar emerge de suministro de mercaderías, un 
es procedente la excepción de prescripción del articulo 4.0:5 
del código civil, desde que el articulo siguiente. 4030. decía 
ra expresamente que la prescripción a une Se refiere ej :ir- 
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ticulo 4.035 no tendrá lugar cuando haya habido ajuste de 

cuenta aprobada por escrito. \a|e crino acontece con lo* 

«[«•limemos mencionados. 

I, a tlisposiaóri legal. ^rtiet|ífnt# al caso, sería la éé ar- 
lunlti K47. inciso 1." dél código de eomcren 

l'ji cnanto al fondo : 

Qüe de las prueba» acumulada.* r;: autos, resulta eor> 
1 runamente a lo afirmado por la t>arte demandada. <jih la» 
mercaderías cnln atlas han >idn enviada* al eoU-gin militar 

Asi l«> constatan las 1K0 Itolclas corrientes en auto-. o 
conocidas ]K)r su firmante Francisco Ka Valle, empleado del 
colegio, él cual 1 Icela ra, cjitlfi ti tenía los registros de entrada» 
v salidas ilc las mercadería.*, del colegio militar-; de las de 
clar.icinrcs de Cecilio Torres, carrero de dicho colegio; de 
Knsebio Quiroga. guarda almacén y recibidor de las merca- 
derías y di- Federico Shaw, secretario del mismo colegio. 

Hsias declaraciones relacionadas con las conclusiones de 
la compulsa de libros (fojas (151 y reconocimiento de las 
mentar por su firmante, el ex Oficia] de administración, in- 
ducen a presumir t|Ue las mercadería» lian sido entregada» 
y consumidas en el colegí" militar. 

<Jue se objeta sin embargo ppF la parte de la nación. ime 
fl firmante de las cuentas con formadlas, ex oficial ik* admi- 
nistración. no ha podido poner su conforme válidamente ¡*ir 
encontrarse Mimar iai lo y suspendido en >ns funciones, pero 
cabe hacer notar que la parte del fisco, no lia justificado, co- 
mí 1 debía hacerlo, une lo- actores hnhk-ran sido notificado» 
del cese en las funciones del oficial de administración. 

Une ¡vor otra [.arte, el hecho de halier ct mi intuido los 
<eñores Martiní y l'isauo siiminist ramio materiales al colé 
gio mil ^r. in '''ce la presunción de míe al aceptar el conftv 
me ile los decumentos de fojas Í38 y ¿30. no hubieran pruci 
dwlo de nuda fe. sabiendo que su firmante bahía cesado en 
sos funciones de oficial de administración. 

Por estas consideraciones, se confirma la sentencia api 
fctda en ruantO no hace lugar a la pre -envión, rev- «ánriol.i 
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en cuanto al fondo, declarándose que la nación, está oblig? 
da a |>agar la cantidad reclamada de cinco mil noventa y nn 
tiesos moneda nacional, con noventa y seis centavos y 
intereses a estilo de banco desde la fecha de !a .demanda. La i 
costas de ambas infancias en el orden cansado. IVvtulvase > 
repóllense las fojas en primera instancia. — T Ar¡«*> — 
Marcelino tiscatodti. - % Jautas. — Kn Videncia: 

I M.IjO IMv LA ColCTK SÍ I'KKM A 

Bueno* Air**, Afiotto • di IND. 

V istos \ considerando : 

i." Oue la jurisdicción agriada de esta corte se ju -ti- 
nca en oí caso, |Kir tratarse de una acción civil deducida con- 
tra la nación en su carácter de persona jurídica y hal>er sido 
precedido de la reclamación de los derechos controvertido* 
ante el poder ejecutiva y de su denegación ]W»r |>artc de v<u 
ftey número 3.052. articulo r.°; ley número 4.055. articulo 3». 
inciso t.' K 

a" Que ti gobierno de la nación ha desconocido la ex**. 
1 encía del crédito cuyo pago se reclama en el presente ini- 
cio y ha alegado, además, «jue la acción se encuentra prewrip- 
ta con arreglo a lo establecido en el artículo inciso j. 

del código civil. 

3. " Que correspondiendo examinar en primer térmiiH' 
la procedencia de esta última defensa, dado so carácter pe- 
rentorio. ilel>e investigarse cuál es la prescri|ición aplicable 
al caso, de acuerdo con la naturaleza y origen del crédito 
cuestionado . 

4. " (jtie tratándose de artículos de almacén otie <-l de 
mandante sostiene haber vendido y entregado |wra H con 
sumo al colegio militar de la nación, la prescripción aplica- 
ble sería la invocada por el demandado sí 110 hubiera media- 
rlo ajuste de cuenta aprobado por escrito. \ale 1» escritura 
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publica. >a que la disposición del artículo 4.0,15 >e re riere so- 
lamente ;i ios créditos (|ue 110 están hurtados sobre «ti titu- 
lo instrumental (código civil, artículo 4x^36; Machado ,«*o» 
lile el mismo artículo y mts citas». 

5.- íjue ta presente ^e&ífi m en la- cuentas le 

filia- _'j8 y _'jo íjíie aparecen suscriptas y ci>n rí n nadas por 
don Remigio T. tionxálrz. oficial de adniin i st ración de dicho 
instituto militar: v -i liten es cierto i|ue el demandado arirma 
■ jlie este entj riendo -c encuentra procesado y suspendido en 

tuneiones eti la fecha en i^tíb frmó lias "conformes", nn 
es menos c vacío tme no se ha traído ¡i lo- autos la prueba 
concluyeme de e$e hecho ni la íte <|ite ej demandante hubie- 
ra tenido conocimiento de la snspensfón 1 código civil, argu- 
mento del artículo 1 fifi?) . 

o;' Qnt; atenta esa falta «le compn litación y ttp desco- 
Tiócíéndosc, imr tiivík -parle, tjne el firmante de los conformes 
obraba dentro de la- ¡FácUltade* inherente- al cargo de olí- 
c¡al de administración al comprar los articulo*, de almacén de-- 
tinado- al consumo del cok-yin militar, delie tenerse [ior esta 
hleeido f|uc L-l crédito materia de este juicio se halla justifi- 
cado ]K>r prueba instrumental > une ¡«ir lo tanto M 
enenlra sometidri a la prescripción anual alegada. 

7." Que no habiendo transcurrido entre la fecha de la 
a|»roüaCi6rj| de las cuentas ■ _*8 de agosto de híiji y la de la 
presentación de esta demanda < 18 de febrero de K>l6) ni 
los diez ano* necesario', para la prescripción ordinaria ( códi- 
jjo civil, articulo 4.02$: código de comercio, articulo 8461. 
ni los cuatro exigidos ggor la ley mercantil para las deudas 
TUStiBcadas por ritáis de venta aceptada- » articulo 847* ití- 
cmo corresponde desestimar está excepción. 

8¿* One eti cuanto ; ( 1 fondo del litigio, lio es posible 
pimer en iluda la legitimidad del derecho reclamado ¡ntr los 
actores, en presencia ile la abundante 'prueba acumulada, Imi 
etVcio el crédito de los di-mandantes resulta acreditado no so- 
• lamente j»»r lo- conforme- del oficial de administración (í»n- 
záter * foia- -M**- -V* v --I o cucha», sino también por la- 
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(írdenes de éjtfr^pá y «ufes -useriptos por tí ex empleado de 
administración, don Francisco La Valle t dueiiioeTitns de fo- 
jas 47 a fojas : ¡mr las declaraciones de este último i fu- 
las ¿¿5 vuelta) : de Cecilio Torres, i fojas vm-ltai: de 
Kuseliio yttiroKií. t fojas ¿¿3 \ : de Rene Ku. 1 fojas ¿2&\ y 
del secretario del coIckío. «Ion [«Vaneísco Sliaw (fojas jjj) y 
filialmente pür los asientos de las libros de comercio de 105 
vendedores 1 compulsa de foja* _\*n. 

F%r esHig consideraciones y las éoinordanio d" 1 f"-iM« * 
aju-lado de fojas >(.■ continua é-*te en indas sus partes. 
I 'agüense la> costas del recurso en el urden caucado en aten- 
ción a las circunstancias e»|tcciales del ea*o. Notifique^* y 
ilev'iele;in.M' dehiettdo reponerse ]"± >eHo¿ ¿ti el j u/gado de 
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Fisítt run'ionoí contra tfmi Antonio J. M§t0f$$ T Síibrc r f -i:-¡it- 

fikañón. 

Sumario . 1." I laliicudo la provincia de Üuenos < tras- 
mitido a la nación, lodos los derechos v acciones que te- 
nia en virtud del derecho originario de propiedad. raii- 
ftcatlo ¡»or el articulo -í.,i+í. inciso 1." del código civil. 
>okre ta» tierras detentadas jmr terceros deutro dr la zo- 
na \ elidida en la isla Santiago, la nación, ya sea por de- 
recho propio o ctiniu stteesora de Ta vendedora tuvo ti- 
lulo ]iara ejercer la icción reivindicatoría, aún cuando 
la provincia enajenante no hubiera podido hacer tradi- 
ción efectiva de la parte de isla de <|iir >i- trato en el 

¡lU'ito, 
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2" La jioscsión no ejercí fia con ánimo de dueño na 
puede utilizarse por los sucesores en el título, a los efee 
tris ile la pr< >cripción adquisitiva. 

Para que pueda unirse, a los efectos de la pre> 
t-ripciótu las posesione!* ejercidas sucesivamente por di- 
versas iK-r*,nas. es íudispcnsable «pie exista entre ella* 
un vinculo jurídico nue les confiera el derecho de suce 
drr legal y regularmente en la posesión, (Véase los su- 
marios de las causas ipie té registran en li>s tumos i-*S, 
página j.vi y (¿I, página 155 en sus puntos primero, y 
primen- y segundo. respectivamente, por ser aplicable*, 
a este fallo» . 

( «.vi: l.o explican las pie/as siguientes : 



SIÍ\TKNCi\ OKI. SKVtiK jfVEV. ll-nKkM. 

L* Piala. Aflato » »M. 

Y vistos: l^tos autos seguidos jk>r el fisi^ nacional cu» 
ira don Antonio J. Márquez, sobre reivindicación de una 
fracción de tereno (pie posee en la isla Santiago, compuesta 
de setenta y un mil trescientos cuarenta metros, ochenta y 
cinco decímetros cuadrados, más o menos, y linda ¡>or e? nor- 
te con A. Valnrclié; por el >ud con, con Manuel Komero; \w 
él r-w, cmi i*I arroyo Chileno y por el oéÉe. con el Rio San- 
íiáfj&í de los nue resulta: 

i * {juv ¿I primero de junio ele mil nomiciiius once, el 
procurador fiscal de esta sección, se presentó fundando su 
acción en los siguientes hechos y consideraciones: a) Deere 
10 del poder ejecutivo nacional de 22 de abril de 1911. onle- 
nainlo la iniciación del juicio; b\ Dominio privado y emi- 
nenie <|iie lia ejercido el gobierno provincial de l'uenn* Ai 
res. realizando actos de propietario, tales como haber hecho 
inensitra eíi iXuJ. de las tierras le las islas y citación po*u*ri.*r 
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de iu* ocupantes para que se presentaran ante la oficina de 
tierras a solicitar en arriendo sus respectivos lotes liajo aper- 
cibimiento de desalojo, siendo de notar que el demandado, 
ni» figura corito ocupante, según la memoria del ingeniero que 
llevó a cal*» aquella operación, ni como protestante de an> 
'nl- resoluciones administrativas que importaban interrumpir 
la prescripción: el L»«y ríe enero once de 1867, mediante la 
cual la legislatura provincial declaró incnajenables lo* te- 
rrenos fie ta isla, en cuyo caso no eran susceptibles de pres- 
cripción: di \¿y nacional número 4-4.10. y provincial de oe- 
tulnv 14 de 0104. aprobando la venta hedía ix>r la provin- 
cia de Unenos Aires al gobierno nacional, del puerto de 1.a 
Pbta. d que formaba parte integrante de aquélla, habiéndo- 
le establecido en el contrato "míe el becbo de la cesión del 
pueril», no >ii|H)iita el reconocimiento como de propiedad pri- 
vada de los terrenos exigentes en i>oder de particulares, sin 
tituló legal, v por el contrario, la provincia transfería a la 
nación iodos los privilegios, derechos y acciones para hacer- 
los líder en ojiortiinidad". 

J." ijuv el demandado contesta la acción a fojas icj. 
exponiendo los siguientes hechos y consideraciones: ai que 
el ierren») que se pretende reivindicar, le pertenece a titulo 
de dueño, habiendo ejercido los derecho? de tal. él y sus ante- 
cesores publica y pacificamente ; b t que no basta para reivin- 
dicar el titulo invocado por el actor, el dominio eminente, 
el cual, seria bastante para reivindicar tierras que carezcan de 
dueño, jiero no cuando éstas están f>oseí<ia* (>or terceros a ti- 
tulo propio: cí que estas tierras no han sido jamás propie- 
dad ilel estailo; pues en 1(108, pasaron a ser propiedad de don 
Bartolomé !.ó|iejT jwir nn-reed que le hiciera el gobernador 
I-I croar* larias de Saavedra, liabiéndoias enajenado posterior- 
mente Umk-z. en 1020. a los Haragán : d; qué los -i'los no- 
m ■.•it ios míe dice el actor bal;*'; ejercido, no son suficiente* 
; ara hacer perder li |jo-¡e*:ón de otro q»ie no clísenle sigue 
gozando de ella; pues sólo se píenle por alguna de las cir- 
cunstancias establecidas en los articulo*; 2.445 a J -4 fv -> del eó- 
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digo civil, y tampoco son suficientes a interrumpir la pres- 
cripción, porque ésta sólo se interrumpe por la* caúsale? ¡atol! 
moradas en los artículos .l.'^ a ^.i/w del misma código: el 
diecnte, no ha figurado para nada cu esas mensuras tío ha 
0o citado, til notificado y para nada lia tenido '|iic pros tes - 
tar desde que su posesión era real y directa y sti titulo lo am- 
paraba, 110 habiendo sídb molestado, ni sufrido su posesión 
lesión alguna; e) que la ley de 11 de enero de iW>j. que in- 
voca el actor |mra defenderse fie la prese ripei ón de la ac- 
ción y que declaró ineuajenablcs las tierras de Ja isla Suntia- 
gb¡ quedó derogada al jurarse la constitución en el año 
que disponía que era atribución del poder legislativo, "le- 
gislar sobre tierras públicas de la provincia, debiendo dictar- 
se la ley genera! sobre la materia", y a este efecto, fue san- 
cionada, In ley de t$ de noviembre de i S~< >. y, posterioruiun- 
le, la ley general de tierras de 26 de diciembre fie 1K7S. qne 
derogó la anterior y en esta Últin.i ley no se hace reserva 
algura para la enajenación de tierra pública: fi que en la 
escritura de transferencia de dominio que otorgó al actor el 
gobierno de la provincia, se salvaron los legitimo- derecha 
de terceros, por lo que se demuestra que la provincia reco- 
nocía en la isla y Motile Santiago la existencia de derechos 
ajenos y sólo trans feria aquéllos que le pertenecí au. negan- 
do el derecho del actor y pide el rechazo de la arción con 
costas. 

.V" Qlíe recibida la causa a prueba Se produjo |>or las 
partes la certilkada a foja- después de lo cual y eneon. 
irándose los autos para sentencia, el dcie.iiidado, invocando 
el artículo 3fO|>2 del código civil, opone la excepción de pres 
cripetóu de la acción, por Hacer más de treinta años que 1 
y sus antecesores poseían la tinca que se pretende recuperar, 
lH>r lo que. de acuerdo con lo dispuesto en los articulo- $-*M$. 

y 4.016 del codita citado se considera dueño det bien 
Sustanciada, con arreglo a derecho s C llamó autos para de 
liuiliva a fojas iíí}4 vuelta. 
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Y considerártelo : 

Primero. Que la excepción de prescripción opuesta, es 
perentoria y ella debe juzgarse en primer término, pues, si 
ella fuese procedente, excusaría el estudio y resolución de 
la acción deducida. 

Secundo. Que a este ropeclo. el demandado, j»ara jus- 
tificar la posesión treintenaria invocada, lia presentado las 
títulos ipic corren de fojas cien a ciento veintiuno y el tes- 
timonia de dos testigos cuyas deposiciones corren de fojas 
ciento setentitres a ciento ochenta y seis. 

Kxaminada esa ¡prueba resulta : Que de los titules de foja 
cien a cic-r.to veinte, se deslindan dos fracciones de terreno: 
una compuesto de do* mil metros más o menos de frente al 
ueste sobre el rio Santiago con el fondo hasta dar con el río 
de la Plata, cuyo primitivo poseedor fué don José M. More- 
da, fver fojas 104 y 100) y la otra, contigua a la anteritn, 
ubicada sobre el arroyo Chileno, empezada a iposecr por doña 
Gabriela López de Campo ra. con los .* ¡guíenles linderos: jw>r 
el trente al sud-este con el arroyo Chileno: por el nor-oeste, 
con Valarehé y Maffcis (fracción anterior) : por el sud-oes- 
te. con rion Pedro Romero y por el uord-cste con don San- 
tiago Drial. Estas fracciones por e^tar imidas, se formó una 
sola, al adquirirla* don Armando Valarehé y don Eugenio 
MaFfcis (ver testimonios de fojns 100 y riguicntcs y espe- 
cialmente descri])ción de los bienes a fojas 107 vuelta y 109, 
asi cohtd la división de condominio de fojas 111). De las 
constancias de esas escrituras, resulta que don Jo-é M. Mo- 
reda, en veintisiete de febrero de mil ochocientos ochenta y 
uno, se presentó al presidente de la municipalidad de Knse- 
nada, manifestando que era i»osecdor de dos fracciones de 
monte, una de las euaíes — la primera citada precedentemen- 
te — cumpliendo así con los avisos publicados por aquella 
corporación. Esa manifestación escrita el fué devuelta, a ¡Mo- 
reda, y con e!!a vendió a don L : l derico Busscttt sita dere- 
chos fjoseHirios. por escritura de veintidós de diciembre de 
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n.il oeheócni<* ochenta y ít*$ ante el escribano don Ifcr- 
nanlinn II. Cmiti, pasando sucesivamente esos derechos has- 
ta el actual i>oseedor y demandado don Antonio j. |í|rqiic& 
Rcsülta asimistrto q(ii« dona Gabriela L$pés de Cám^ua, en 
dieciseis de septiembre de mil ochocientos ochenta y dos. luz" 
igtiál ^^rttáéióíi -pie M»rwla ii la niunipulidad, fagHM» 
taiulu poseer la segunda tracción dcscripla anteriormente, 
vendiendo mi> derecho- y acciones posónos, a lo* fe*ta>&* 
Armando Valarcht:- y fetgpnib Maffeis. por e-crimra dé win- 
i„lo> ilfe noviembre dé mil ocUc»eienlos ochenta y oehu. ante 
el mi.mo escrihuno Conlí. sucedieron »r ^ualiiuiiic ^rios ^i- 
¡sectfof^ hasta el actual (ver fojas 104 y 100 vuelta 1 . O uro 
se ve. los iloeiíineritos particulares transcriptos en esa> escri- 
mra> m. gastan a prnltar la posesión iivte -c dice ejercida por 
sus primitivos ókf$gdm poritwe ellos, carecen de fecha cier- 
ta, lió fueron archivados en la oficina de su presentncion. para 
l|m - pudieran tener efecto contra terceros (articulo 1.0^5 có- 
dí|o civil 1 } en el iiuji.r de lo* Cásés, M'rtiria efccio vara 
demostrar la posesión desde la fecha ni tjtic tuvieron liiííav 
las i eccemas nansíeuncias: veintidós de diciembre de mil 
,<hocieoiM. ochenta > tres y veintidós de noviembre de mil 
ochocientos ochenta > ocho; pues la protocoluaicion de esos 
pápelo, tuvo lujpir al otorgare la escritura testimoniada a 
í.»j:, ciento cuatro, diecisiete de marzo de mil ochocientos lio, 
venta v cuatro, y es desde ese día. (Ule se le dió fecha cieña 
I iticiaO V- aMfcttto i.o.tf». evúlenle i|ne hasta la fe- 

cha de ititeiácioil de esta demanda, no liítil transcurrido \»> 
i-reitua años establecido* en el articulo 4»'^ del código elvd 
para adquirir el dominio |*ür prescripción. ¥ la prueba les- 
titttóniaJ producida, no robusiece más la instvumcinal exanro 
nada, pnes el testigo Costa, si bien afirma C|U« U isla estala 
l>oseida por «iKtrticnlaiv* antes de mil i^ítOfietítOS ochenta, 
tiá da razón de quienes eran sus oc^áwies para poder co- 
rcoborar Mi dicho con fe prueba iusiniroeniat eliminada, 
««cediendo otro tanto cün el dicho del testigo Calwta. -i bien 
,, t , diré .pie cononn » Moreda, ponedor primitivo ni la isla 
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é) año mil Qchocíferifóíi setenta y nueve (ver tufa* t8¿ a 

IVro esta última declaración es singular y río puede leneree 

en cuenta. 

Tercero. <Juc 111 » obstante i;* condición actual di- isla a 
la que se lia llegado artificialmente |>or la construcción del 
puerto de La Plata, la isla Santiago, evidenirinentc es tina pro- 
piedad privada del estado, que minea lia salido de su domi- 
nio: pues los documentos «te fojas setenta y tinco a ochenta 
v tres, no alcanzan a proliar. dé nna maiK-ra categórica. *|iu* 
las mercedes que en ellos se menciona», se refieren a la tie- 
rra en cuestión, trasmitida en plena propiedad, jxir virtud de 
las respetivas leyes, de 0)04 al gobierno de la nación, per- 
fecto titular asi, cié un derecho indiscutible sobre citas. 

Cuarto. Que respecto a la üiipreseriptibilnlad aleada 
¡>or el actor. corrcs]>ondr dejar establecido ipie mía ley pro- 
vincial, como es la de once de enero de mil ochocientos se- 
senta y siete, ha |iodido en orden a lo que dispone el artim- 
I» 2.337 del código civil declarar "mena jenable un bien de 
demi nado, lo que no importa decir que la mencionada ley 
tuviera ese propósito desde que» de sus términos resulta evi 
«lente que los temnos de la isla Santiago no fueron ¡mestos 
fuera fiel comercio, siaio simplemente reservados para <vt ven- 
didos en oí ra «>|>ortumdad o para darles otro destino. 

Oninio. (Juc las consideraciones anteriores conducen nc- 
í-esartamcnlc a aceptar como hechos indudables : a) que ta 
nació» o «no ee>ionaria del gobierno provincial de Itueno* 
Air*.**, tiene el dominio sobre las tierras de la isla $< miago; 
lii (jiiie ño se ha probado la posesión treíntenaria por Már 
que* y sus legítimos antecesores, dentro de ese plazo legal: 
en cuyo caso la acción deducida |n>r el fisco nacional es p*"o 
cedente de aerterjo con el articulo del código civt 1 y 

demás disposiciones légales citadas en el cuerpo dé esta seti~ 
t encía . 

I'oi tanto, falto, haciendo lugar a la demanda y con- 
denando a (Mi Antonio J. Márquez a devolver al actitr el 
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terreno deslindado al principio dentro de diéá dras de eje- 
cutnriada la presente, cotí sus fru.os percibidos o dejado» de 
perjeibir desde que la notificación de la demanda, debiendo pa- 
garse las costas en el orden cansadas, por liafter tenido el 
vencido razón probable para litigar. Notifíquesc en el ori- 
ginal, repóngase tas fojas y en su oportunidad archívese. - 
C. Zaválitti 

séwTearci-A' óe m vftm'MÁ ikokrai. m ablaciones 

Lm Pl«tn. Junio « d« U»|9. 

' Vistió, coítsiderando: 

(Juc es infundadu el recurso de nnlidad desde que la sen 
uncía resuelve el punto fundamental de la demanda, toma 
cft consideración las defensas y prueba que a ese respecto ha 
presentado el demandado, estando resuelta-* explícita o impli 
pitamente., en el considerando tercero, 'las cuesiiones rela- 
tivas a la condición legal ele las tierras reivindicadas y al de 
recho de la nación para ejercitar la acción, corre spon diente. 

Que no es oiscutíhle este pntilo, como lo ha resuelto iti- 
variabl emente la jurisprudencia, toda \vx que el actor soitie 
ne qwe es propietario en virtud de lo dispuesto en el articu- 
lo 24431 de? código civil, y en esta circunstancia íunda su 
derecho. 

Que .si bien es eiertu. pues no se ha demostrado lo con- 
trario, que el estado general no ha enajenado voluntaria 
mente la isla o monte Santiago, no lo es menos que dichas 
tierras han sido ocupadas poi particulares que, en ocasio- 
nes, han adquirido él di^ninío por prescripción, como lo ha 
declarado ya caté tribunal. 

(jiie el demandado ha justificado en autos, om la prue 
ba imtratneñtáí y üe testigos; que su posesión unida, como es 
de ley, a la de sus antecesores en ella, data de más de trein 
ta años. o. lo que es lo mismo, para los derechos que alega. 
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■pie ln tierra reivindicada está en poder *!e particulares desdi' 
un ¿poca anterior a mil ochocientos óchenla. 

Quv según las escrituras aconi] lañadas, cs|>eeialmente la 
de fojas 104. los derechos posesorios del actor pueden cons- 
tatarse desde el veintiséis de febrero de mil ochocientos ochen- 
ta y uno. en *pic el -primitivo .poseedor, dor* José M. Moreda, 
-e presenta a la tiHiniei|>a!idad (le la Knsenada poniendo en 
conocimiento de ilicha corporación, el hecho de su posesión. 
El «¿¡urdiente original tic esta, referencia lo tuvo a la vista 
el escribano al otorgar la escritura de fojas 104. y no dice 
ijuu los otorgantes se la presentaran, como afirma el señor 
jüea d (/»o. 

l/>a derecltos ¡m-esorio?. provenientes -tic doña Gabriela 
l/jpez de CánnM>ra, constan oficialmente, desde septiembre tic 
tíiíl tjchocientos ochenta y "dos, en igual forma (pie los ante- 
riores (ver fojas loít vuelta), y aun cuando desde esa fecha 
hasta la de ta presentación de la demanda no hayan trans- 
currido los treinta años, es de tenerse en cuenta <|ue la pnie- 
\a instrumental míe se viene analizando, se complementa con 
la testimonial corriente a fojas 173 y siguientes, y de ella 
resulta prolrado, jior el dicho de dos testigos iierfcclamenu- 
hábiles y conocedores de las tierras en litigio. <|ue éstas es- 
talmn |x>scidas por particulares desde antes leí año mil ocho- 
cientos ochenta, los cítales no fueron molestados por acto* 
de dominio ejercidos por el gobierno de la provincia. 

Hs de adM'ilir. para apreciar con más exactitud la fuer, 
za probatoria del dicho de los testigos. <jue se trata de dos 
;mtiguo> vecinos de la Ensenada, uno de los cuales. José Cos- 
ta, lo es desde hace cuarenta y dos años, y el otro. Vicente 
Calzeita 'conoce la isla de Márquez desde mil ochocientos 
"setenta y ocho. pues, siendo empleado del Ferrocarril Knse- 
"tiada. iba a menudo a comer en días de fiesta y., conoció 
' a su poseedor primitivo, don José Moreda*'. 

Que. ante tales pruebas, no es jmsihle calificar de intrn- 
m>s a los ijoseedorcs, que desde mil ocln*cicntos ochenta y mío. 
acreditan su posición, produciendo en el inicio artual bs dis 
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tintas escrituras que demuestran las» irasnu-inne.- sucesivas de 
derecho- posesorios, 

Por estos fundamentos, »r hace hu¿ar ¡i!, recurso de 
nulidad y se revoca la -entencia apelada, recha/ándo.st* la prc 
grifó demanda de reivindicación : devuélvanse. /c\ «Vioi/o 
Ltwallc. Antonio !., 'Marcena™. Kn disidencia : /jáf 
.1/cirríi, 

KN ius,uh:nci\ 

Visto: Considerando, en cnanto a la nulidad. csIv-m- a la 
resolución preer* lente de este tribunal. 

Considerando restpeetn dt- la apelación: 

i ," \][ demandado uuonc la prescripción djfe treinta años 
fundándose en -us e-trituras y el) los testigos cuyas decla- 
i ariones obras en autos, y nada más del vaso i*>r tañí ., onr 
exponer lo que dicen estas pruebas 

Kscríturas. — Don José M. Moreda vendió a don l '¡de- 
rico Uussetli dos montes que decía tener dentro de linos arro- 
yo* y anegadizos, según denuncia Ueeha en ,-olieitud hecha 
a ta muiiioi|>al¡dad por avisos fie esta enri Miración, pünltcl 
ilos en trece ñé fcln-cru de mil ochocientos ochenta y uno. o 
má- lñeiu le vendió las acciones y derechos «pie le corroan- 
dian como |K>seedor y ocupante de los montes mencionados : 
escrituras de fojas 4 y Don M. llnsselli vendió el íttOh- 
le \ dichos de recluís posesorios a don Pedro Odó «púen. a -n 
ve*. !..s ttánsfiriÚ en venta a don Armando Valarehe m 
veinticinco de abril de mil oehncieiitii- ©diettfci y cuatro, i-- 
ja* 105: y i-te iValar.lu-i vendió a don Kugenio Maífci-. 
eOU la escritura de foja.- "OO a 103. el veintitrés de a#*lo 
uv inií ocliiiiienlos adíenla y ochpi la mitad de la- accione- 
y dereebos adquiridos de Cadó. 1 fojas \0$ vuelta . por lij 
titíf quedaron amlios en condominio I toja- lOtKJ . 

Valaivhr v Uaffeí- compraron también a doña Gabriela 
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f¿upcz dé Cámpora. el veintidós de noviembre de mil oehocien- 
tos ochenta y ocho, los derechos sucesorios «pie ésta ten.» a 
un monte contiguo ..I anterior, con arreglo a la solicitud pre- 
sentada a la municipalidad .cumpliendo disecciones de esta 
corporación^ y maní f estando ser poseedora dé itn monte en 
terreno anegadizo, solicitud qué se copia de mi original a ío. 
ja* toó vuelta. 

Mnffeis manifestó más larde, míe haliia vendido sus de- 
rechos a don Miguel Arguello, con mediación de V. íiomé- 
nez l'az. según escritura de veinticinco de febrero ríe mi 1 
lícliocientos noventa y tres, declarando expresamente míe lo 
íjtte entendió vender y vendió en realirlad a Arguello, son IOS 
derechos jjo-esorios míe en condotninio con don Armando Va 
l.irelié, tiene en las plantaciones, poblaciones y lerrenos de is- 
la, situados en la Ensenada, jurisdicción de Buenos Aire-, 
con la ubicación, extensión y linderos (pie expresa. < fojas iOf» 
vuelta y 107) . 

Según la escritura de fojas loo. el diez y siete de mari- 
de mil ochocientos noventa y cuatro, don Miguel Arguello 
vendió a don M aginar Monjeaux los derechos posesorios, ¡n- 
eluso plantación y -población, en condominio con Valarché. de 
los terrenos de isla mencionados, y según también escritura 
de fojas 111. del seis de noviembre de mil ochocientos no- 
venta y cinco. V'alarché y Moujeaiix se dividieren este con- 
dominio . 

Consta a fojas l 14. míe los herederos de Moujeanx. con 
fecha veinte de diciembre de mil ochbéientós noventa y ocho, 
vendieron sus derechos asesorías ;il terreno de la isla de la 
Kscnada a don Adrián Cambier. y consta, asimismo. ; t fo- 
jas 1 iS \ 120, míe este Último, el ocho de octubre ele IJIiíl 
>nnvccifiilos nucw vendió a don Pedro A. Márquez y éste 
aceptó en propiedad (como propietario, dicei la isla coni 
prada a los herederos de don Maghiar Monjeaux. 

Declaraciones de testigos. — Kstos «m don José Co¡*ri 
y don Vicente Calzctta, míe han declarado a fojas IfS^ y 183. 
de eonfiirridad con el irte; rotjatorif » de fojas, T/,^ de *er éter- 
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lo y constarles (segunda pregunta l que el escribano Anto- 
nio J. Márquez ocupa desde hace muchos añjs i,t isla de que 
se trata; de ser cierto (tercera pregunta) que, la Mf¡ fie Már- 
quez, desde antes de mil ochocientns ochenta, estaba poseída 
l»or particulares; y de ser cierto ígualmcric, que ni en mil 
ochocientos ochenta ni después, el gotnVrtio h» eje: cirio actos 
de dominio sobre di cíe v que t.jdos >us po-eedores lian 
tenido su posesión pública y pacificamente. 

2," Y bien: tiempo es ya de juzgar estás pruebas im¡- 
cas t nudas por la parte demandada : 

ü> Que, como se ve, aquellas escrituras no prueban la 
posesión con ánimo de dueño, ¡i punto que no la mencionan 
ni aún con las expresiones de condominio, a partir de Ar 
ifcfietla en febrero de mil ochocientas noventa y tres, pues que 
-di.* n- refieren al condominio de las plantaciones y po' la 
f jones hasta octubre recién de mil novecientos nueve, fecha 
• ÍJIé la e-cntura con que el demandado compró la isla i dice ) 
c* iiiin propietario. \ la inverna, mas bien, en todas aqtic 
lias c-crituras se irasti rieron ios derechos de posesión sobrr 
estos accesorios, y a base siempre de una mera ocupación o 
tenencia de don José M. Moreda y doña Oahriela I.. de C ám- 
(«ira fuño, 18S7 y iSítSi, como que expresamente no vendic 
ron otra cosa ijne sus derechos a los monte-" que explotaban, 
y c*to pon coiuvcitnienlo y en eumpümienli' de disposiciones 
de la municipalidad, conforme está dicho. A propósito: 
"soy poseedora de un monte de terrenos anegadizos"... de 
cía ta señora Cáuspora el año mil oeltocientos ochenta > dos 
a la municipalidad, (fojas íoó vuelta!. 

h) *Jue, como se ve tainhién, 1a> declaraciones de í'*s 
do¡. testigos mencionado-^, no prueban tampoco el hicuo de 
<¡ue se trata, con ningún antecedente razonable del que se le 
pueda deducir, más o menos fundadamente, a ío que se opo- 
nen adema* sus dicho-, contrario*, a las constancias de las 
escrituras. 

3> Si put s resulta improbado ese hecho de la pose 
oión con ánimo de propietario, mal puede invocar wa *u de- 
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feiisa el demandado, la única excepción t|tic se ha opuesto ¿tt 
estos autos, de la prescripción treintenaria del articulo 401 5 
del código civil, y menos todavía sin Iialier llegado a cumplir 
este tiempo de la posesión, a juzgar ]w aquellas fechas y U 
de la demanda. 

4" Que fué la provincia de Buenos Aires y es la na- 
ción al presente, la propietaria del tern.no. comprobado t -iü 
con la documentoción traida por esta parle, y cómo y jior 
lo que ha dicho antes de ahora i>or resol liciones ric esta 
cámara y de la suprema corle federal en causas anidólas, 
sobre terrenos en la isla Santiago en donde está situado el de 
que se trata. 

5," Que por lo deums. la responsabilidad ¡>or los fr.m- 
qnc también se demandan, está comprendida en los articulo? 
2.438 y ¿.439 del código citado, pero sólo a contar desde 1 1 
fecha de la demanda, por haber tolerado la parte adora a 
la vencida hasta entonces la ocupación o tenencia. 

Por estos fundamentos y sus concordantes, se confirma 
1» sentencia de fojas rtj& sin especial condenación en f& 
tas. atento el mérito .|iu- arrojan estos autos. Devuélvanse. 
— /ose Marcó. 

KAIJJi l'K l,\ «-OKTK SI.'1'kKM \ 

Bueno* Aire*. A«o«tn 9 de UMB 

Vistos y considerando; 

Que la jurisdicción ajielada «le esta corte procede eii el 
vaso. con arreglo al articulo .|,*\ inciso 2." de la ley mime- 
n 4,055, por ser la nación parte en el juicio. 

Que las objecciones que hace el demandado a la proceden 
cia del recurso, sosteniendo que el valor de la cosa cuestio- 
nada es inferior a cinco mil f>csos. resultan infundadas si se 
tiene en cuenta «¡ue el inmueble reivindicado tiene una «1- 
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jjcrficic que excede de sesenta mil metros cuadrados y t 
halla ubicado «ni "ante al fin Santiago, que constituye el ea 
nal principal del puerto de I.» Plata, circun-aancias. (odas 
que demuestran /»riwii /noV que l;i iuijiorlancia ¿fe la cosí lití 
giosa es >uj»erior ; l limite mnttmo evigido jH>r la ley para auto- 
rizar esta tercera instancia. El anteeer lente relativo a] pre- 
cio de venta (le qiie iu-iruye F:i escritura de foja* l 18. no ee 
da tenet-e en menta para estimar el justo val» ir del inmueble, 
■ latió que en esa negociación se enajenaban en Jolina ir-c 
guiar -imples dcrcqhos fM»sc-orins. es decir títulos ineomplr 
tos a Ins electos de trasmitir «1 dominio y lógícamnete no 
podía pretender, ? que el íKlqin rente pagase con arreglo a lo- 
precios corrientes que presuponen ■títulos definitivos e tuofi 
jet a ble-, pin lleudo agregarse que en .alguna de las enajena - 
-'irnie.- de que fueron objeto esos mismos derechos posesorio*. 
l<»s precios estipulados excedieron en mucho de la caiitidai! 
-cñalnda en la parte final de la mencionada di-qnisú-ión de la 
U- v número 4.055. 

Oue el derecho de la noción solrrc el ínmuelile reivindica 
do deriva ile la eomjivo que hizo a la provincia de líiieno* 
\irc- ile la* I ierras de la isla Santiago, dentro de cuyos limi 
ie-> se encuentra comprendido la fracción cuestionada, b- 
documentos transcripto* a fojas J, cuya veracidad no ha sid<» 
puc-ta en duda jkt el demandado, compruehan. en efecti-, 
la adepusición por liarte del estado general de las tierras de 
la mencionada isla: la aprobación de ese acto por el emigre 
-o nacional y por la legislatura de la provincia enajenante: \ 
la protocolización de ta veni;i en los registro- de las resjiectí- 
vas escril lanías de gohiernu. 

One aún cuando la provincia vendedora no huí ñero po- 
dido hacer tradición efectiva de la jKirte de lo isla Santiago 
de que *e trota en el pleito, ello no seria óbice para el eje* 
i-icio de la acción promovida, entre otras razones, porque Se 
gun resulta de los instrumentos relativos a la enajenación, la 
provincia trasmitió a la nación todos los derechos y acciones 
que tenia -obre la- tierras detentadas jxir terceros dentro de 
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la zona vendida y, |mr consiguiente, sea por derecho pr< *|*t* * 
sea como si lectora de los derechos de la vendedora, la itó 
film tiene titulo para ejercer dicha acción reivindicatoría. 

Oue a sn vez la provincia de Huenos Aires lia podida 
trasmitir legítimamente el dominio y las aciones consiguic" 
tes sobre esas tierras situadas dentro de sus limites torrito- 
riales. porque le |»ertenecian en virtud del derecho originará 
■le propiedad ratificado \*>r el articulo inciso 1." de! 

código civil, toda ves míe no se ha demostrado ijtie luihiesen 
salido de su patrimonio por cualquier causa legal ni qúfc tía 
tuviesen comprendidas eu algunas de las concesiones otorga 
■las por las reyes de España o por sus representantes, í.a* 
mercedes test ¡11 ion i a< las de fojas 75 a fojas S.; no hacen men- 
ción de la isla o monte Santiago y. |ior ottú parle el dominio 
ile la provincia se ha exteriorizad" y atian/ndo por reiterado, 
actos ile sus j unieres |>úbliciis, entre los cuales pueden men- 
cionarse la lev de to de enero de 1867, que prohibió la cna- 
ieiincióu de dichas tierras; el decreta de 17 de diciembre 
de ittKJ, ipie ordenó la mensura de las mismas operación 
(jote practicó el ingeniero Kranse en ií*f>j y jtpÉ fué aproliada 
el 18 de noviembre de lí*)j: y el decreto de mayo 1." de MJ04 
míe fijo* un término para une los ocupantes de la isla -e prr- 
sentasen a ^licitar en arrendamiento las fracciones oue de- 
tentaren, bajo ajiereVhimienlfi «le SÉfr desalojados, l Informe de 

Otte al dejarse a mlvtl. en h ^'n'it hecha a la nación, 
los legítimos derechos de terceros, no se ha entendido ex- 
ceptuar de la enajenación las tracciones detentadas sin titu- 
lo, sino solamente aquéllas de qtge hahia dispuesto el gulñer- 
. no provincial 6&n anflnrizacióii legislativa, como se infiere 
1 -la raí ¡ tente del conlexlo general del contrato de venta y es- 
|ieciahrente de su articulo quinto. 

Oue el demandado hace derivar *n titulo únicaniciiu 
de la inise~ión treintenaria míe pretende haber tenido él y las 
persona* ipie aitteriormenle ocuparon el inmueble, de cuyos 
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derechos suasorio* se considera titn!,-ir ;i mérito de cesiones 
sucesivas. 

Que para justificar ésa posesión ha producido prueba de 
lentigos c instrumental. La Primera consiste en las decla- 
rad* es ¿le José Costa, fojas y Vicente Calzctta. fo- 
jas 1K5. quienes deponiendo al tfciioí del interrogatorio de 
fojas 17.1. maní testan qtiie el demandado ocupa desde hace 
muchos años la fracción de isla materia de ta Htis; que des- 
de ante? üé año 1S80 dicha tierra estaba poseída por parti- 
culares; v que Unios los ponedores (pie se han sucedido goza- 
ran quieta y pacificamente de la posesión, sin que el gobier- 
no de la provincia haya ejercido actos de dominio sobre el in- 
mueble. Los i n si ruinemos presentados son las escrituras «fe 
fojas 100 a fojas 110. de la- cuate- resulta: que el deman- 
dado compro el terreno de que se trata, a don Adrián Gáitu 
bíer en el año iStjS, por iustrniiieuto privado que Se encueu- 
ira transcripto en la escritura de fojas 11S: que (lambier ha- 
bía adquirido los derechos posesorios de don i 1 aginar Moiv 
ieaux; este úiliino de don Armando Vnlarelu-: y que. pres- 
ciudiendo de otras cesiones intermedias, los primeros actos de 
transmisión de derechos posesorios fueron los otorgados por 
don José M. Moreda en 22 de diciembre de Í883 y por d nía 
Gabriela López de Cámpora en 22 de noviembre de iKXS. 
quienes posétan iinú$ Montes contiguos (escritura dp fo- 
ja- IO-J J v aparecen como iniciadores de la explotación lit- 
ios mismos. 

Que el punto de partida de los títulos acompañados lo 
constituyen las preserit aciones del señor Moreda, en febrero 
■de 1&S1. y la señora de Cámpora, en setiembre de 1882 a h 
municipalidad de la Knsenada. en cuya jurisdicción se ehcóti- 
naba el inmueble, manifestando ser poseedores de montes 
cuya ubicación m- determina eti fóniia confusa, y declarando 
el número aproximado de árboles comprendidos en cadn 
monte, 

One esas iraní fesi aciones según se desprende de lo trans- 
cripto en ta e-rritnra de FóJáS 104, se hicieron en cumplí 
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miento de ódenes emanadas de Ja municipalidad ; y aún man- 
ilo en dicho instrumento no se indique el contenido de t:J«; . 
órdenes basta tener en cuenta que se re ferian a ocupantes 
de tierras fiscales a quienes se imponía la obligación de pie- 
sentarse a denunciar la ocupación o explotación de séceme^* 
de bosque, para poner en evidencia que se trataba de some- 
terlas a permisos de explotador forestal, lo que se encuentra 
por otra parte, continuado por la resolución "renovado". re. 
raída en ta solicitud de Moreda. 

Que dados estos antecedentes, es indudable que la* po- 
sesiones de Moreda y de la señora de Cámpora no lian sido 
ejercidas con ánimo de dueño y no han podido utilizarse p--r 
su* sucesores a los efectos de la prescripción adquisitiva *e. 
digo civil, artículo 2.332). 

Que no puniendo computarse l;i posesión de esos priva- 
ros ocupan) es del inmueble, atento su carácter precario, re- 
sulta que aún cuando los ulteriores cesionarios de sus dere- 
chos hubiesen cambiado la naturaleza de la posesión, y ad- 
mitido que pudieran unir las que respectiva mente ejercieron, 
no se habrían cumplido los treinta años necesarios para ad- 
quirir el dominio con arreglo al artículo 4.015 de! código ci- 
vil, desde que la persona que sucedió inmediatamente a Mo- 
reda, que fin- don tjldcrico Üusseli. adquirió los derechos en 
diciembre de 1883; y los sucesores inmediatos de la señora 
de Cámpora. esto es, los señores Val :i relié y Ma fiéis, ;ompra- 
ron los derechos de aquofo m noviembre de 188S, según re- 
sulta fie la* referencias de la escritura de fojas 104, no ha- 
biendo transcurrido hasta la fecha de la demanda sino vein- 
tiocho años escasos respecto de la primera cestón y veintidós 
años receto de la segunda. 

Que además, para que puedan unirse, n los efectos de la 
prescripción, las posesiones ejercidas sucesivamente por di- 
versas personas es indispensable que exista entre ellas un 
vínculo jurídico que les confiera el derecho de suceder legal 
y regularmente en la posesión (Mercadé artículo 2.235, nú- 
mero 11," Bse esencial requisito no ha sido coni]>roba<Io 
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jjor lo meiios para poder unir la posesión personal qm invo- 
ca t i demandado, con los que sostiene que han tenido 1*jS que 
aparecen tra>tníí¡entln «lerechos o acciones en lo* instrumen- 
los publico*, de foja? nwi y siguicAtes. |)orqiie la venta a fa- 
vor de Manmex -i efectuó por documento privado (trans- 
cripto en la escritura de fojas 1¡M>. qiw aparte de no estar 
autenticado, áóío vale com« i obligación di- hacer escritura pú 
Mira. ifitám- de la transmisión de derechos reales sobre 
un bien raí/ (eódifo civil; articulo* i.itf-i y 1.1851 y no con- 
liciv por tanto $ carácter de sucesor con tilulu le^al en ta 
jk>sesióii , 

(Jue iHit otra parir. i arnaco sífe. ha comprobado en de- 
bida íornta rjue tas snee>i\o> vendedores de tas tituladas ac- 
ciones jif j-t-i Tin- hubieran tenido realmente la posesión no 
interrumpida que 1 *" atribuye el demandado, porque las es- 
trituras presentada- al juicio mi acreditan sino simples actos 
tic enajenación de cso> derecho*, insuficientes |H>r si, solo éti- 
mo prueba de ta ocupación ele la tierra, y porque la prueba 
testimonial jin «lucida c- a todas luces ineficaz para fiable . 
cer la existencia de esos liCÉnos, Ninguno de li>s dos únicos 
testigos del demandado hace mención de las posesioiKS de 
CiSüliWcri Valarche, Maffeis. ni de los "tros enajenantes de 
derechos posesorios nombrado:- ru las escrituras. Se limitan 
íl declarar .pie Mávquer ocÍt|«t desde hace muchos año; t:. 
1 ierra cuestionada y que desde antes <le lí**» esta ha Citado 
poseída (km- partientes cuyos nombres pn designan. Nt> ex- 
presan siquiera que la> i>osestones hayan siito ejercidas con 
ánjírto de adquirir él inmueble, ni mencionan hecho ajpltw 
• leí que pueda inferirse tal propósito. La vaguedad (fe >v? 
m&gfest revitlta. pues, evidente y no autoriza a amh;m 
a >u^ dicho- el valor neee-ario para justificar la posesión tren- 
lenartíi. M '^U|»¡u-í.ki de la tierra. -11 áiítiVo. la explotación 
de Ito-mu-. s,»u íitíám ooLtume* a toda espeeie de jxists'én. 
son actos que pueden |h.i- ln tañí... calificara de equivocos 
cuando el ánimo de poseer para si no Se ha exteriorizado, ade- 
ma-, por ,.tr-.s k$éím ' íiVt * í * M1 ^ai-ameniv <ÍM voluntad. 



Dfi JUSTICIA Dlí LA X ACIÓN 



mi 



como seria el pago de contribuciones, una mensura judicial 
o algo semejante. (Fallos: tomo t2¿. página 114: tomo 
página 2$y, tomo f¿t, página 155). 

Que datos estos antecedentes, la prescripción adquisiti- 
va invocada como título por el demandado, no puede consi- 
derarse comprobada, y por consiguiente, la acción real en- 
tabla !a debe ser admitida en vista fiel dominio plena itier.t." 
acreditaílo ¡>or la nación. 

> Por ello, de acuerdo con lo qtie dispone el articule) 
del código civil y las consideraciones aducidas en la disi- 
dencia de fojas 217 ¡vuelta, se revoca la sentencia ajwlada 
fojas 215: y haciéndose lugar a la acción rei vindicatoria pro- 
movida por Ja nación se condena a don Antonio J, Márquez 
a restituirle la tierra reclamada dentro del término de diest 
días, con .los frutos percibidos desde la notificación de la de- 
manda. Xotifiquese y devuélvanse, debiendo re|ioner-c tos 

A. Hl'UMKjO, — XlCANOR 0, ihx 
Solar. — D. K. Palacio. — 
Ramón Méndez. 



Don Emilit Moreno contra la provincia de Sun Litis, soh'e 

intet/racitm de tierras. 

Sumario: i" Xadic puede transferir a otro sobre un obje- 
to 1111 derecho mejor o más extenso que el que gozaba, y 
reciprocamente, nadie puede adquirir sobre un objeto un 
derecho mejor y más extenso que el que tenía aquel de 
quien lo adquirió. 

2. 1 ' Si bien la prescripción para demandar por in- 
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tcgracióu de superficie comienza desde la fecha en que 
la mensura demuestra el deticit. cito c^ en los casns en 
que el contrato de compra venta aparece cumplido por la 
tradición; j>ero no habiéndose acreditado ésta, el titilo 
de obligación para reclamar la entrega (le la cosí, es el 
de la venta de la misma, desde fu>a fecha comienüa a 
correr el término |>ara exigir el cumplimiento del con- 
trato de compra venta y para la presa i|>ción i ; articu- 
lo 39^1 código civil): y ¡tato él titulo a cansa de la 
prescripción, tnliábil |»ara reclamar la entrega de b cosa, 
con más razón lo es para exigir la integración d? la su- 
perficie resultante de mía mensura efectuada con po-;tc- 
rinridad a la fecha en que se haliía operado la pm> 
crípción. 

Caso , Lo explica el siguiente: 
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Buenos Aires, AlMto U «« i*»- 

Y vistos: Los seguidos por don Emilio Moreno contra 
la provincia de San Luis por integración de tierras, de lo* 
que resulta : 

One a fojas 18 y con los documentos precedentemente 
agredados. comparece don Kmilio Moreno y expone: H«e el 
24 de diciembre de *Um Kamón Moreno denunció en 

compra al gobierno de ta provincia de San Luis un canino 
de propiedad fiscal ubicado en la parte sud del cerro de "Cha- 
jan", tercer departamento de dicha provincia, para formar 
en él un establee imiento ganadero. 

Que aceptada la solicitud por el gobierno, se procedió a 
mensurar el campo, comisionando al agrimensor Gorgonio Gu- 
tiérrez a esc efecto; y el citado agrimensor al relacionar la 
operación efectuada, dejó establecido que el campa de re- 
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ferencia tenia siete leguas seiscientas treinta y cuatro cua- 
dras cuadrada;;, de las que había que * deducir dos teguas ya 
■vendidas por el gobierno a don- Cecilio Ortíz. de suerte que la 
superficie denunciada en compra por don Ramón Moreno que- 
dó fijada en cinco leguas seiscientas treinta y cuatro cuadras 
cuadradas. 

Que mientras se proseguían los trámites de !a denuncia 
y antes de efectuarse le venta, don Ramón "Moreno hizo ce- 
sión de sus derechos al Banco de Mendoza Benegas y Com- 
pañía. e\ que obló el precio, y al que el gobierno de San Luis 
adjudicó el campo. 

Que el 16 de junio de 1883 el Banco de Mendoza Hene- 
ga> y Conq»añía hizo un convenio -con el Banco Maciunal en 
liquidación por el que, entre otros bienes, el primero cenia 
al segundo, el campo de Chajan. elevándose el convenio a es- 
critura pública en julio 5 de 1883. 

Que en 1901 el Banco Nacional en liquidación hizo prac- 
ticar una mensura que no llegó a tener la correpondiente 
aprobación judicial porque su tramitación quedó paralizada. 
En esa situación don Fernando L. Lozana solicitó det ban- 
co referido que se le vendieran las acciones y derechos al cam- 
po de Crujan, y aceptada la propuesta por el banco, la escri- 
tura se otorgó a favor del demandante, para quien l«ozano 
tic dar ó haber comprado esas acciones y derechos. 

Que el actor mandó practicar una mensura y amojona- 
miento con intervención judicial, operaciones que fueron prac- 
ticadas por el agrimensor Aritafdo Castellí y aprobadas por 
el juez de primera instancia en lo civil de ta ciudad de Mer- 
cedes, provincia de San Luis, 

Que la operación precedentemente citada permitió com- 
probar, por primera vez. que el campo tenia solo tres mil dos- 
cientas noventa y dos hectáreas, dos mil ciento tres metros o 
sea once mil doscientas ocho hectáreas menos, y rpie además, 
de ta superficie indicada.', mil cuatrocientos siete hectáreas 
siete mil doscientos cincuenta y un metros estaban ubicados 
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vti ja provincia (le San Luis y mil tK'hocienta* ochenta y cua- 
tro hectáreas, cuatro mil ochociento.» cincuenta y dos metros 
en la provincia tic Córdoba, en virtud del tratado de limites 
entre ambas provincias, posterior a la enajenación de ese 
campo. 

Que la menor superficie comprobada por la mensura 
Castelli. es debida a ventas pardales realizadas i>or el gn- 
bienio a distintas personas, dentro del área míe pertenecía al 
Banco de Mendoza, y de consiguiente el gobierno de la pro- 
vincia demandada no dio al primitivo comprador la posesión 
de inda la superficie vendida, sino de una parte iTc ella, y míe 
es Jn míe el actor posee actualmente. 

Oue el primer comprador y mis sucesores singulares no 
han podido apercibirse de esa falta de campo porque no lo 
explotaron y desde que él agrimensor Gorgorito Gutierres hi- 
ciera la primera mensura a Iris efectos de la venta, no se 
hizo en forma ninguna otra, hasta la epte efectuó el agri- 
mensor Ca-telli. 

One se comprueba que la pose-ión no ftté darla |»r el 
gobierno. por las ventas posteriores del mismo dentro del 
área de la denuncia de Ramón Moreno, cuyos compradores 
entraron en posesión de sus respectan* fracciones sin oposi- 
ción de otro poseedor, de lo míe se infiere «pie se ha produ- 
cido el caso previsto por tos articulo* 1379; M** y 1382 del 
código civil, según los cuales el comprador de un ¡nmucMe 
que resulte perjudicado en la extensión estipulada en el con- 
trato de venta, en má- de la tolerancia lijada por la ley. tiene 
derecho a demandar la indemnización eorres]Hindiente, y esta 
acción pnn-ede contra el enajenante originario. 

(Jue en consecnencia demanda a la provincia de San 
Lnis. para que integre la superficie del campo vendido en la 
exu-iiMÓn determinada en el títtiUi «le venta otorgado a Ramón 
Moreno o sn b -güimo sucesor el Báíieo de Mendoza, de acuerdo 
con la ilemmcia en compra qtte hiciera a ese efecto: y si esto no 
fuera posible, se le condene a lis indemnizaciones del caso, 
de acuerdo con las deposiciones pertinentes de la ley. 
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Que acreditada la juirisdiccióu originaria de esta corte 
y corrido traslado de la demanda, fojas 2\ vuelta se dió por 
contestada en rebeldía i fojas 38 i y sé recibió la cansa a ¡mic- 
ha t fojas 40 h 

Que en este estado compareció el representante de la pro- 
vineia de Sao í.tiis y expuso: 

Que por no haber recibido del gobierno las instruccio- 
nes del caso. 110 le fué dado contestar la demanda, lo que 110 
le impide dejar establecido cual es la situación legal de la, 
provincia en ta causa. 

Que los hechos expuestos en la demanda no son exae* 
tos, especialmente en lo que atañe a la interpretación que se 
lia dado a diversos actos en que fiii intervino el demandan- 
te, sin perjuicio que esos actos lo obliguen como cesionario 
de aquellos de quienes tiene su derecho. 

Que los preceptos legales que se invocan no son de apli- 
cación al caso: y en cuanto a la mensura particular del agri- 
mensor Castclli 110 obliga a la provincia aunque esté apro- 
bada judicialmente |xmque ella no ha intervenido en íal men- 
sura, aparte del abandono en que habría incurrido el actor y 
sus antecesores si fuese exacto que tenían abandonada la po- 
sesión de la tierra. 

Que no se ha traído a los autos la escritura deñnitha 
de propiedad, ni la nota de su inscripción en el registro res- 
Itectivo: tampoco se ha hecho gestión alguna ante el gobier- 
no -de San Litis durante cuarenta y tres años, plazo más que 
suficiente para ponerlo a cubierto de toda responsabilidad, 
sea que se considere fa prescripción de breve o de larguísimo 
tiempo. 

Que el demandante ejercita un derecho más extenso que 
el <[iie te ha sido cedido, pues de los antecedentes que puntua- 
liza se desprende (pie se le ha cedido el derecho de gestionar 
la posesión de tas tierras comprendidas en el título origina- 
rio, pero no el de demandar ]wr integración de sui»ertícte. 

Que opone la prescripción autorizada ;>or c! artículo 4 .023 
dél código civil, además de que un acto jurídico viciado j)or 
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el error permite invocar la prescripción tic dos arios desde 
que se tuvo nodicia ele ese error (código civil, articulo 4030), 
y en mérito áe tales consideraciones, pide el recluí** 'le la 
demanda con costas. 

Que corrido traslado ufe la prescripción opuesta '( fo- 
jas 47 K el actor manifestó que dejaba constancia de su opo- 
sición a la defensa invocada ]mr fundarse en hechos y con- 
sideraciones cuya exactitud desconoce. 

Que producida la prueba de míe hace mérito el certifi- 
cado de fojas 8o vuelta y la mandada agregar por resolu- 
ción de fojas 128 vuelta, se presentaron los alegatos de foja* 
[31 y 141 y se llamó autos para definí iH va. I Pojas 

Y considerando: 

Que en este juicio se ejercita una acción per-onal con- 
tra la provincia de San Luis, de integración de superficie, se- 
gún el actor, para míe se le complete el área de un campo del 
que es actualmente cesionario, y que fué adquirido |á$ el 
Banco de Mendoza lícnegas y Campan ia. en el año 1870. en 
viirtud de una transferencia de derechos que le hiciera don 
Ramón Moreno y otros, denunciante' de ese campo el año 
1873. como de propiedad del fisco. 

Que eti verdad, la acción intentada más que por intc«ra 
ción de superficie, es por entrega del inmueble vendido pues 
fracción que ocupa el demandante no la ha obtenido por tra- 
dición que le hiciera la pro\incia a él ni a sus antecesores sin- 
gulares en cumplimiento de la venta efectuada en 187*. sino 
en virtud di- una men-ura (fojas 851 y de gestiones judicia- 
les contra terceros (foja» 60 y 7$, y tales gestiones y men- 
sura son para la provincia res ínter olios acta, que no cam- 
bian el estado de su derecho. 

Que aún cttando así no fuera, el actor ten ¡Iría siemprs 
en eUa>o un derecho personal derivado de la cesión qite cons- 
ta en auto^. ya se trate de la acción de integración de super- 
ficie 1 Fallo-! tOfftO Qó. páffina 1Ó3»- ya de la demanda por 



DR JUSTICIA DE LA NACIÓN 1«T 

entrega del inmueble vendido. Fallo?, tomo 123, página 224, 
entre otros). 

Que asi caracterizado el caso sub lite, e invocando el 
actor los derechos emergentes de la cesión que le hiciera el 
Raneo Nacional en liquidación por escritura otorgada en agos- 
to 26 de 1907 (fojas 12 vuelta), corresponde examinar qué 
derechos han sido trasmitidos al actor y qué extensión te- 
nían en la fecha en que el banco se los transfirió, en razón 
de que nadie puede transferir a otro sobre un objeto un de- 
recho mejor o nías extenso que el que gozaba ; y reciproca- 
mente. nadie, puede adquirir sobre un objeto un derecho me- 
jor y más extenso que el que tenia aquel de quien lo adquie- 
re (código civil, artículo 3.270 fallos, tomo 31, página 322 
considertndo 11, página 328; tomo 54. página o y otros). 

Que de la escritura testimoniada a fojas 12 vuelta, re- 
sultan acreditadas las siguientes circunstancias : L u que en la fe- 
cha de su otorgamiento, el banco sólo tenía sobre ese campo 
acciones y derechos: y 2." que no tenia ni había podido to- 
mar al posesión del ¡m>.ueble de referencia. 

Que además, ni de los antecedentes testimoniados a fo- 
jas 1. ni de la escritura de cesión del Banco de Mendoza De- 
negrís y Compañía, otorgada al Banco Nacional en liquida- 
ción resulta que el comprador originario fuera puesto en po- 
sesión del campo que motiva esta litis, de suerte que habién- 
dolo vendido la provincia de San Luis en julio 27 de 1870. a 
fa fecha de la cesión que invoca el actor 126 de agosto de 
1907), había transcurrido con exceso el término requerido pa- 
ra reclamar la entrega del cansío objeto de la presente de- 
manda. 

Que la mensura de Castelli en que se apoya el actor para 
reclamar la integración de -uperticie, no ha ixxKdo tener el 
efecto de dejar insubsistente la prescripción que ya se había 
operado cuando el Banco Xacíonal en liquidación cedió sus ac- 
ciones y derechos al demandante ; porque sí bien la prescripción 
para demandar por integración de superficie comienza de-de la 



FALLOS UK LA CORTE SUPREMA 



fecha vil quv la mensura demue-tra el délieit. tilo c* en lo? ca- 
sos en (uic el contrato ele compraventa aparece cumplido por 
la tradición, porque hay en tal caso como punto de partida 
la cirenstancia de que el comprador ha recibido el inmueble 
|>ero no está habilitado para reclamar hasta tanto ta mensu- 
ra demuestre que el contrato no ha sido integramente cum- 
plido. I fallos, tomo yo. página 17 argumento del conside- 
rando 10 ). 

Que no habiéndose acreditado que el gobierno de Sati 
Luis hubiese hecho tradición del campo al Kanco de Mendo- 
za Henegas y Compañía, ni éste al Bánco Nacional en liqui- 
dación el título (le obligación para reclamar la entrega del 
campo era el de la venta del misino, hecha en 1S7". fecha 
de-de la cual comenzó a correr el término para exigir el cum- 
plimiento del contrato de compra u-nta y para la prescrip- 
ción (código civil, articulo 3í95&t« 

Que el aun 10/37. la prés¿ríjk:mn se hahia operado cotí 
exceso, y de consiguiente, si el titulo de i*7<"» era inhábil para 
reclamar a la provincia la entrega del campo vendido, cor* más 
razón delie serlo |iara exigir la integración de su|>erncie re- 
sultante de una mensura efectuada c<m posterioriilad a la fe- 
cha en que se habia operado la prescripción pue3 extinguida 
h ohligación principal, queda extinguida la obligación acce- 
soria < artículo 523 y 5J5. código civil > . 

Por estos fundamentos se desestima la demanda de fo- 
jas iS. -in especial condenación en costas dada la naturaleza 
de la cuestión resucita, Nuiniqiicse original y repuesto el pa- 
¡»el archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Figueíoa Alcorta — Ra. 

Mó» MÉNDEZ. 
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Pon Khodoro R. Fierro contra la Empresa del Ferrocarril 
del $ud, por daños y per ¡nidos; sobre competencia. 

Sumario: i" No corresponde ratione materie, a ta justicia 
nacional el conociniüento He una demanda promovida por 
el cargador tendiente a hacer efectiva* las responsabili- 
dades ríe una empresa ferroviaria por averias sufridas 
por la* cosas transportadas. 

2." Para que surta el fuero por razón de la distin- 
ta vecindad de las panes, es indispensable que una de 
ellas sea vecina de la provincia en epte se suscité el 
pleito. t 

,V k Adquiriéndose la vecindad a los efectos del 
fuero sólo por la residencia continua en la provincia du- 
rante <ios años o por alguno de los otros modos que es- 
tablece el artículo ti de la ley número 4H. la sola die- 
jjosición del articulo 171 del código de comercio, que da 
derecho al cargador para dirigir mi acción contra el 
primer acarreador cuan 1 lo lia intervenido más de una em- 
presa en el transporte, no autoriza a demandar a un fe- 
rrocarril que en cuanto a la acción ni siquiera se ha afir- 
mado se encuentre comprendida en algunas de las situa- 
ciones previstas en la disposición citada de la ley 48. 

4." Ka disposición del articulo 205 del código de 
comercio está destinada únicamente a facilitar el ejerci- 
cio de la* acciones de tos cargadores, sin alterar, por 
ello» el orden jurisdiccional establecido por la constitu- 
ción y las leyes orgánicas. 

Caso: La explican las piezas siguientes: 
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A ut» WÍL BpÓR JUKE rtURRAJ, 

C*4*t*. Prtítto So «e liü. 

Y visto*: U demanda entablada por el clortor don Fleo- 
doro R. Fierro contra la empresa del Ferrocarril del Siid. 
por iwlemnización de perjuicios originados en p transporte 
de muebles: y 

Considerando: 

< hie de acuerdo cotí el artículo 50 de la ley nacional nú- 
mero\'87V el caso K encuentra refido i*>r las disposieio- 
lies del código de comercio. circunslaik :¡a (p incluye de Jl*> 
ríídicción federal por razón <le la materia. 

One la distinta vecindad de las i»rtc» argentinas sol* 
«uruTel fuero federal cuando una de éstas *, vecina de la 
provincia en qtte « suscite el pleito, o de la capital, en m 
ca*o articulo 2.", inciso *;? ley número 4% articulo 111 de la 
ley orgánica de los irtbunale* de la capital y articulo ley 
número 1.4Ó7. 

Cine en el smf ¡ttdke no está llenad,» ese requisito i«r 
mngulia de las partes, al ser el actor, según *« igtf* 
nifestacíón. veún» de Paraná provincia de hntw Ku»s > la 
vmpre.a demandada, ile U Plata provincia § I .uenos Ai r-s, 
One el fuero de excepción en cnanto a la autoridad ju- 
dicial de ios lugares indicados pot el articulo 203 del codjgo 
.le comercio, se iktermina por la- leyes citadas de jurisdic- 
ción y conipeteiicia. 

l'or e*ia* consideraciones, de acuello con la dictamina- 
do por el señor fiscal v con la resolución de ta Kxnia. Gfan* 
ra Federal de lórdolw. de fecha Í3 de junio de 101H. en la 
catira NorlK-rto de Allende v. l\-metr¡o IV Pereyra. se r*- 
suelve: IVdarar la iílcomiicteHcia del tribunal para entender 
e-tus autos. Hágase saber y - Juth B- Ec** 

yaray. 
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CfefeM, Maj* IT *t lWí. 

p 

Y vistor: El recurso de apelación interpuesto por el ac- 
tor contra el auto de fecha 20 de febrero fpdo., corriente a 
fojas 2i dictado por el señor juez federal de esta sección 
Córdoba, en el juicio Seguido por el apelante contra la em- 
presa deT Ferrocarril del Stid. por indemnización de daño? y 
perjuicios, y en el tute se ha resuelto: declarar ta incompe- 
tencia del tribunal para entender en estos autos: 

Y considerando: 

Que el recurrente pretente <nie el conocimiento de c-*ta 
causa corresponde a la justicia federal por razón de la ma- 
teria y de las personas : Lo primero porque si bien invoca en 
su demanda disposiciones del derecho común se basa prin- 
cipalmente en la violación de prescripciones del reglamento 
de la ley de ferrocarriles nacionales, haciendo de éa|e el eje 
fundamental de su reclamación; lo segundo porque se trata 
de un pleito entre argentinos vecinos de diferentes provin- 
cias. 

Que el apelante ha demandado al ferrocarril del sud por 
perjuicios pro\enientes de pérdidas y averias ivaeiottado en 
ta descarga de dos vagones de muebles despachados por él 
desde La Plata, con- destino el uno a la estación Córdoba y el 
«tro a la estación CVralito del Ferrocarril Central Argen- 
tino, por devolución de la suma de sesenta y cinco pesos que 
se le cobraron por sobre estadías más sesenta y cuatro pesos 
por gastos de una protesta ante escribano público. 

Que en cuanto a tos \xt juicios por perdida y averías de 
Iqs objetos porteados cuyo cobro constituye la materia prin- 
cipal de este juicSo, ta acción entablada debe juzgarse se 
acuerdo a los términos del artít 'o 50 de la ley de ferroca- 
rriles nacionales en los que está expresamente comprendida. 
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1MM - las disposiciones del código de comercio, habiendo esta- 
Mecido la constante jurisprudencia de la suprema corte que 
dicho artículo al someter lar- «ustiones que emerjen del 
transporte a las leyes comunes, lia querido a la vez sus- 
traerlas a la jurisdicción federal que es de exección y sólo 
procede |*w razón de ta materia cuando se trata de punto* 
especialmente regidos por la constitución, las leyes especia- 
les de la nación, lo* tratados con las naciones extranjera k 
causas de almirantazgo y juridicción marítima i articulo toe . 
constitución nacional y 3." . inciso I* ley (Fallos apri- 
ma corte, tomo i cjS. págma oo í ^ 

Oue no puede balter iluda alguna sobre la api «calididad al 
ca^del articulo 50 «le la ley de ferrocarriles citada, por 
eliamo en la enumeración qtie en el mismo se hace de las pul!. 
caciones o re*,* habilidades cié las empresas liacia los car- 
gadorev que deben ser juzgadas por las disi»osicÍ..»cS del có- 
digo de comercio, figuran las qne provengan de ' i>erdidas y 
averías' en los « »bjet< >s porteados y es oferto que si en laTei 
casos ha de aplicarse directamente la legislación común, es 
aquella la qne determinará también el filen, aún cuando se 
toquen y ijfáMm veladas fcsícipries reglamentaria* 

de la ley especia). 

One la suprema corte no ha establéenlo qne la simple 
Vtotawoii 'b-l déCfetó reglamentan., de la ley % ferina rri les. 
tratándose de ludidas, averías o retardó en la ex,»ed.cio« o 
entrega de las mercaderías pinteadas ha>ta para sustraer el 
t , N , ;1 h jurisdicción ordinaria y someterlo a la federal, pues 
ej fallo del tomo 00. página 281 que cita el allante, estable- 
ce con toda claridad que aquel alto tribunal conceptuaba que 
Uiiá acción,,*.,- devolución de fletes deducida contra un ferm- 
carril nacional, estaba regida inmediata y especialmente por 
h lev número ¿Sft y pót lo tanto procedía el fuero federal 
aún cuando el actor .había invocado en apnyu de su derecho. 
disiKisicioties del código de comercio. porque esa redamaoon 
„o eslalKi comprendida entre las que taxativamente enumera 

el articulo 30 de la expresada ley. 

> $ 
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Que como '.se ve ese falto no es contrario a la doctrina 
antes expuesta sobre la incompetencia de ta justicia federal 
liara entender en la* causas que se susciten sobre cobro «le 
pérdida y averías en el transporte por ferrocarril, sino que 
implícitai tiente la confirma desde que («ra fundar la proce- 
dencia (Id fwro de excepción cu el caso que lo motiva, esta- 
bleció queeste no encuadraba en la disposición del artícu- 
lo 50 de la ley de ferrocarriles, lo (pie importa declarar que 
la resolución contraria se habría impuesto en ta hipótesis de 
que ese precepto legal le hubiera sido aplicable. 

Que ni aún por lo que respeta a la repetición de la suma 
cobrada al actor por sobre estadías, no procedería el fuero fe- 
deral de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 1." de la ley 
número 9127. 

Que |»ara establecer si el fuera federal proceile por ra- 
zón de las |>ersonas debe tenerse en cuenta que se trata de nn 
juicio entre argentinos puesto que la nacionalidad del actor 
es notoria dado el cargo que desempeña y el ferrocarril de- 
mandado delie considerarse argentinos a los efectos del fue- 
ro, estando el primero avecindado en ta ciudad de I 'araná y 
teniendo el segundo su domicilio en La t'lata donde tiene ei 
asiento principal de su administración, itc modo que sí bien 
pueden reputarse vecino de diferente» provincias, no lo son 
de la de Córdoba donde se lia entablado el juicio. 

Que de acuerde» con estos antecedentes el fuero federal 
no procede, a jwsar de la diversa vecindad de las |>artes, por, 
que el articulo 2." inciso 2." de la ley nacional número 48 
de septiembre de 1863, vigente en virtud de lo dispuesto en 
el artículo^/ de la ley 4.053 y cuya constitucionalidad no se 
discute |R»r el recurrente, establece m íítmíhm que i»ara ello 
es necesario que uno de los litigantes sea vecino de la pro- 
vincia donde se suscita et pleito", lo que en el caso no suce- 
de, como se ha dicho. 

Que contra esto no puede alegarse que los ferrocarri- 
les nacionales tiene por disposición tle la ley un domicilio es 
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pccia) en las estaciona de partida y de arribo para el 
cumplimiento de la» obligaciones que emergen del trans- 
porte y pueden ser demandadas ante los jueces del lugar 
en que ellas se encuentren en la persona del jefe de estación 
{artículos 205 y 135 código de comercio». iwrque el citado 
articulo a." inciso 2," de ta ley 48 exige la. vecindad, el 4b- 
micilio real de la persona en el lugar donde se suscite eí 
juicio y no un simple domicilio especial teniendo en cuenta 
como lo ha enseñado ta suprana corte en el fallo que se regis- 
tra en et tomo 103, página 273 de la colección de sus resolu- 
ciones "que esta diaposición correlativa de la que consigna el 
articulo 8." de la constitución nacional, tuvo por objeto dar 
al litigante el medio de garantirse ocurriendo a un jue* ex- ' 
t rail o al orden local, contra la sospecha que podría abrigar de 
que el jue* de provincia podría ser parcial en favor de >us 
connacionales de la localidad que por lo general serian sus 
comprovincianos, elininándose así una posible causa de an- 
tagonismo entre las provincias'", i Considerando 6."K 

Qne las sentencias de la suprema corte que corren en los 
tomos 103. página 3*4 y "3« páginas 235 citadas por el ape- 
lante en apoyo de su tesis, han establecido que el do- 
micilio especial implica la vecindad a los efectos del artícu- 
lo 2." inciso 2." de l.i ley 48, pues. la del tomo 103. apartán- 
dose de las consideraciones hechas .en los fallos de primera 
y segunda instancia de tos tribunales de Córdoba, se limitó 
a declarar la incompetencia de la justicia federal por no ha- 
berse acreditado en los autos respectivos la nacionalidad ar- 
gentina de ambos litigantes; y la del tono Í13 consagró pre- 
cisamente la doctrina contraria resolviendo que U empresa 
del Ferrocaril Central Argentino demandada ante «n juez fe- 
deral de la provincia de Buenos Aires, jnir daños y perjui- 
cios de una carga consignada a la estación "SoÜs" de dicha 
provincia, debía considerarse a los efectos del fuero como ve- 
cino de fe capital de la república dónde tenia el asiento prin- 
cipal de su administración y "que el código de comercio al 
definir el conocim : -mo de las cuestiones -obre cumplimiento 
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de un contrato de transporte por ferrocarril a la autoridad 
judicial donde se encuentra la estación de partida o de am- 
bo, se ha referido y se refiere a la autoridad judicial local 
dentro del orden jurisdiccional establecido por la constitu- 
ción y leyes orgánicas", que no ha podido ni entendido re- 
vocar como se ha declarado por esta corte en casos análogos, 
causa tomo 70, página 43; tomo 48, página 4M y tutn» o/>. pá- 
gina 21 y sentencia de veintiocho de diciembre fie mil nove- 
cientos nueve, en la causa seguida [>or don Tomás D. Agüe- 
ro contra el Ferrocarril flran Oeste Argentino, ¡mr repeti- 
ción de pago y daños y perjuicios". 

Por estos fundamentos, lo* del a|iela<li» y lo pedido por 
et procurador fiscal se resuelve confirmar dicho auto. Hágase 
saber, transcríbase y repuestos los sellos, devuélvanse, — Ne- 
mesio González, — A. C. Possc. — A. Beriut . 



OICTAMKS DH. SKÑOR PROCUlADOi Cf t \ BKAI. 

BaeM* **••» KméWke* íl «f Uta. 

Suprema corte: 

Kl doctor Elcndoro K. Fierro entabló ante el juzgado fe- 
deral de la ciudad de Córdoba, demanda contra la empresa 
del Ferrocaril del Stid, por indemnización de danos y per* 
juicios causados |»or inctun|ilimíeiito de un contrato de trans- 
porte de muebles y objetos de uso particular, míe había car- 
gario en la estación La Plata provincia <le Hucos Atrrs, ctm 
destinado a las estaciones Córdoba y Cnrralito, ilel Ferroca- 
rril Central Argentino. 

Fundó su demanda en disposiciones del código civil, del 
ile comercio y ile la ley general de ferrocarriles y «le su de- 
creto reglamentario. Manifestó que el fuero federal corres- 
pondía por tratarse de la aplicación de la ley citada de fe- 
rrocarriles y su decreto reglamentario y \*x ser él vecino «le 
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Krtre Ríos, por lo que ti caso e-taba comprendido en la dis- 
posición del articulo 2.'\ inciso 2." de ta ley -|8, puesto que la 
empresa tenia allí su domicilio, en virtud de lo dispuesto pot 
el articulo 205 del código de comercio, 110 obstante ser veci- 
na de la provincia de Bueno* Aires. 

Kl juc* de £eoctótl y la cámara federal, confi miando la 
sentencia de dicho magistrado, declararon la inconi|>etencia 
de la justicia federal, resolución que ba -i di» ajwrlada para au- 
ra ante V. H. 

Cimsklem ajustada a dere^o la -emenda recurrida* por- 
gue creo que ni ratianv matetUr. ni ratione pcrsoiHC. es com- 
petente la justicia nacional para conocer en esta causa. 

Kn efecto, no lo es ratione materia? porque la ley de fe- 
rrocarriles es general para todas las relaciones de derecho 
a que dieron lugar los ferrocarriles existente? en la repúbli- 
ca, sean nacionales o provinciales (artículo Cuando ella 
nuierc limitar sus disposiciones al orden federal las coloca en 
los capítulos destinados al efecto. Kl titulo III comprende, 
como el mismo lo indica, disposiciones comunes a todos los 
ferrocarriles, I" que quiere decir que ese lindo es de derecho 
común y no de derecho federal. Habiendo el infrascripto 
formado parte de la colisión nombrada por el poder ejecu- 
tivo para redactar el proyecto de esa ley. confirma esa in- 
terpretación. 

Además, el articulo 50 de ta misma ley dice que ' serán 
también aplicables a las en presas de ferrocarriles las dispo- 
siciones de las leyes generales Vibre t tan sirtes, en todos los 
puntos no previstos por la presente ley. 

En el presente ca-o >e reclaman daños y perjuicios por 
el incumplimiento de un contrato de transporte, lo que es ma- 
teria de derecho común. Así lo ha entendido la corte supre 
ma <<|0, fallos, 104; 108. fallos, <jo». 

Kn cuanto a la competencia federal rathnc personte, con- 
sidero que tratándose de lili juicio cutre vecinos de distintas 
provincia < de aquella en la que se suscita el pleito, no pro- 
cede aplicar la disposición contenida en, el articulo s:\ inci- 
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so 2." de la ley 48, que solo somete a la justicia n;. ional las 
causas en que sean parte un vecino de la provincia ti que se 
suscite el pleito y un vecino <le la otra. 

El ferrocarril demandado 110 puede ser considerado ve- 
sino de la provincia de Cardona, l»or cuanto es notorio que 
en dicha provincia no tiene su dirección o administración, ni 
el Asiento de sus negecios, ni estaciones ni vías. 

El artículo 205 del código de comercio, al permitir que 
el cargador deduzca sus acciones ante la autoridad judicial 
del lugar en que se encuentre la estación de ¡tartída o la de 
arribo, no lia tenido la intención de alterar las reglas de jn 
risdiccióii federal, sinó como V. K. lo ha dicho en varios ca- 
sos, su propósito ha sido referirse a la autoridad que fuere 
competente dentro del orden establecido jjor la constitución 
y leyes orgánicas i( 1 13, .fallos. .235 y otros). 

líl Ferrocarril del Sud. aunque sea ilemandahle en C»r- 
ilohn. conserva su vecindad real fuera de Cqrdoba, a los 
efectos del fuero. 

Tratándole pues, en e! caso, de vecinos de diferentes 
provincia « de aquella en que se mi -cita el juicio y no siendo, 
contó se lia dicho, competente la justicia nacional por razón 
de la materia, opino que corresponde confirmar la resolución 
apelada de fojas 28, que declaró no ser esta causa de la 
competencia de la justicia federal. Así pido a V. E. se sir- 
va declararlo. 

José Nicolás Mútienso. 

» 

EAU/> DE LA CORTE SUPREMA 

Buen* Atret, Acorto » át I8W. 
Vistos y considerando: 

1 

Que el actor ha invocado el fuero federal tanto por ra- 
zón de la materia del pleito, cuanto por la distinta vecindad 
de las partes. 
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Que tratándose «le una acción promovida ]»r el cargador 
lendiente a hacer efectivas las responsabilidades de una em- 
presa ferroviaria por averian sufridas por las cosas tras- 
portadas, el caso no se encuentra regido especialmente por 
la ley número ¿,873. sino por las disposiciones pertinentes 
del código de comercio, según lo estalilece aquélla en **u ar- 
ticulo 50. i Fallos, tomo 1 1& página 27<}. entre otros) . Por 
consiguiente el conocimiento de esta causa no correspomk a 
la justicia nacional por rutón de su naturaleza (artículo 2.", 
inciso i.* de l:t ley número 48 K 

¡Que tampoco surte el fuero federal por la vecindad de 
los litigantes, ya qué para tal efecto; es indispensable que 
tina de las parte> rea vecina de la provincia en que se susci- 
te el pleito (articulo s.\ inciso de la ley número 48 L y 
ni el «lemandaate ni el demandado se encuentran avecindados 
en la provincia de Córdoba, donde se ha promovido la acción. 

Que aún cuando el recurrente haya jx*iido entablar su 
demanda ante la autoridad judicial del lugar en que se en- 
cuentra ja estación de arrilw de la carga (código de comercio, 
articulo 205) y a pesar de su derecho para dirigir la acción 
contra el primer acarreador cuando como en la e-jiecie ha in- 
tervenido más de una empresa en el transarte i código ci- 
tado, articulo 171 >. no debe de ello inferirse que la demniHla- 
fla sea vecina de la provincia de C'órdolm. ya que la vecindad 
a U* efectos del fuero sólo se adquiere por la residencia con- 
tinua en la provincia durante dos años O por alguno de l»s 
otros modos que establece el artículo 1 1 de la ley número 48, 
no habiéndose afirmado siquiera, que la empresa del Ferro- 
carril del Sur se encuentre comprendida en alguna de las 
sititack>ftC«t previstas en dicha disposición . 

Que la recordada disposición del articulo 205 del códi- 
go iW comercio está destinada únicamente a facilitar el ujer- 
cicio de las acciones de los cargadores, sin alterar, por ello, 
el orden jurisdiccional estableólo por la constitución y las 
leyes orgánicas. 
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Por ello, por las consideraciones concordantes de la re- 
solución apelada, fojas 28 y de acuerdo con lo pedido por el 
señor procurador general, se confirma dicha desolución. Xo- 
tifiqiiese y devuélvanse, reponiéndose los sellos en el juzga* 
gado de origen. 

A. Bermejo. — Nicanor G, dh. 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Figueioa Alcorta. — Ra. 

MÓN MÉNDEZ. 



Don Pablo Homps y Sociedad Cuict y Compañía, contra la 
pronncia de Rueños Aires, sobre daños y perjuicios. 

Sumario: i." Admitida por una provincia, según anteceden- 
tes administrativos traii'OB como prueba, su rospomabi* 
lidad por los hechos ejecutados en perjuicio de los ac- 
tores, la corte suprema no tiene para qué pronunciarse 
al respecto, porque cualquiera que fuese su convicción 
legal acerca del principio de U responsabilidad de lar per- 
soiias jurídicas, su decisión en el juicio no podría llegar 
hasta invalidar convenciones libremente concertadas por 
las partes y a las que ningún principio de orden público 
se opone. (Artículos 1.137 y 1.197, código civil >. 

2." La nulidad <le un acto no puede ser alegada 
|)Or el que lo ejecutó. 

3$" La prescripción fundada en el articulo 4.037 
del código •civil, no es procedente en un caso en que fe 
trata del cumplimiento de obligaciones derivadas de una 
convención, que soto puede prescribirse en los término* 
riel artículo 4.023 del mismo código. 

4." No habiéndose comprobado por los actores ha- 
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k*r sufrido oíros tlaños en su |»atrimonio a consecuencia 
de la pérdida de tos bienes en cuestión, que los deriva- 
dos del hecho de haber sido éstos vendidos por un pre- 
cio inferior a su valor real, las indemnizaciones debi- 
das consisten en la diferencia entre el precio <»btenído e» 
la referida venta y el atribuido l*>r los i»eritos len el 
caso, la mayorit) a ios bténe* vendiólos. 

Caso : Resulta del siguiente : 



v.\i.u> m la 0» srt'KKMA 

Bueno* Mm. «futo U de itR 

Visto*: Ijís presentes autos iniciólos por «Ion Jorge Vfc 
llaman h* corno representante de don Pablo Hoinps y tle la 
suciedad íitiiet y Compañía, contra la provincia de Buenos 
Aires, sobre imknuii*ación de daños y |terjnictos. resulta: 

A fojas 34 *e presenta el mencionado mandatario nía- 
infestando que sus instilttyentes *\w se encuentran domici- 
liado* en la ciudad de Caris, eran propietarios respectiva* 
mente «te dos fracciones de terrenos contiguas, situadas en 
el partido de San Fernando, i«raje denominado "llmta Chi- 
ca", provincia de 1 Sueños Aires, con una stt|>crficte de trece 
mil novecientos tres metros cuarenta y un decímetros cuadra- 
dos la de pertenencia del señor Homps y con doce mil <|iii- 
nicntus onée meiroS. setenta y tres decímetros cuadrad*** la 
do la sociedad C.niet y Compañía, cuya f racen m le fué vendi- 
da por Mtni'pf en 

tjne a iK-sar de (|tie la <lesmen*l»ración de la propiedad 
fué inscripta en el registro de la |>ropicdad. la oficina de la 
cotiiribiiieióu directa no efectuó la división del impuesto te- 
rritorial, cuya cuota total de diez y ocho pesos al año fué sa- 
tisfecha íntegramente j>or rbnnps en los años subsiguientes. 

Que en OM5- no onstátite encontrarse pago dicho in> 
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{tuesto por la totalidad del inmueble, se promovieron accio- 
nes fiscales contra amibos propietarios, a base de planilla-* con- 
feccionadas por la dirección de rentas de la provincia. 

Que habiendo llegado al país, don Alberto Homps. apo- 
ilerado a la vez de don Pablo Homps y de la sociedad Ouiet 
y Compañía, mientra» se seguían dichos juicios, se presentó 
al gobierno de la provincia de Rueño- Aires exhibiéndote los 
recibos del impuesto que demostraban la injusticia dt las de- 
mandas, y el poder ejecutivo couqieuetrado del error come- 
tido, después de oir a su asesor de gobierno, dió instruccio- 
nes al apoderado del fisco jiara desistir de la ejecución con- 
tra Homps, (Decreto de yo de marzo de resolución 
«pie más tarde fué ratificada y hecho extensiva a la ejecución 
seguida contra Omtet y Compañía |mr decreto del inlerven- 
tor nacional, doctor Camilo ( mayo de 1017 » . 

(Jiw en atención a que se había realizado el remate de los 
dos inmuebles, la resolución Administrativa dispuso que se 
gestionara la reseición de la venta y estableció la forma de 
reintegrar el precio satisfecho por el comprador. 

Que «lesgraciadamente no pudieron hacerse efectivos tr?os 
propósitos, pues la venta habia sido aproliada, y ct eompra- 
ilor que estalm ya en posesión de los terrenos se resistió a la 
rescisión ttel contrato. 

ijüv ante esa situación de lucho, don Alberto Homps ini- 
ció nuevas gestiones administrativas encaminadas * olitener 
las indemnizaciones a que tenían derecho sus mandantes, pa 
ra lo cual propuso fijar en un arbitraje privado el \alor de 
la tierra ejecutada y sobre todos los «laíios y perjuicios 
provenientes de la uesposesión. K1 intcrvent4>r nacional, por 
decreto de 31 de diciembre de 1917. reconoció "que era ne- 
cesario entrar a considerar los i»erjuicÍos que pueden haber 
sufrido los señores Homp> y Ouiet con la venta de los in- 
mfiehles. etc.". y ace|*a el ;>eritaje. aunque limitándolo al 
jnstif>mio del rator real de ta finca vendida. Al efecto de- 
signa como |>erito del fisco a 1111 einpk-ado de la administra- 
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riúm, quien se expide |»r su cuenta, inani f estando Kfc&é* re- 
cjtMdo instrucciones a fin de iw considerar la cuestión de to* 
daños y perjuicios. Kl señor Alerto Hoinps no acepto M® 
resolución v dió por terminadas SUS gestiones ami-tosas re- 
^viéndose" a demandar judicialmente la* indemnizaciones 
por los i^erjuicius ^fritos a eau>a de los hechos del poder 
ejecutivo. 

Oúe se trata de un acto ilícito de administración cject- 
tario por el gobierno efe la provincia. i[ue ha producido mi 
daño a -us mandantes, originándose la obligación de reparar 
e| perjuro, siendo «ie advertir tpte el pofef ejecutivo lia cui- 
faüfo la ilegalidad de su hecho y rec nocido la justicia de 
<u repación. 

Que acitae ante esta corte, pmqtip bal «endose obten i«ío 
de U jurisdicción administrativa la oYclaraciñi de ilegalidad 
del hecho jm -ductor del daño eorresjH'iule demandar ta in- 
demnización en juicio ordinario ante el poder judicial, a niyo 
efecto promueve demanda para exigir el cumplimiento <le 1 - s 
< .bligacit.no «pie nacen «te! hecho ilícito fundado en lo> w 

mm ■•■<* y l to, > tfc1 civi,t - 

Oue ha recibido instrucciones para reclamar por vi:i de 
indemnicaii«'in conjunta ta-uina «le ciento cincuenta mil pe 
sos en concepto del \nlor de M du> propiedades vendida* . ; r- 
bhnriameme v doscientos cincuenta mil a titulo de daño< y 
perjuicios por d de^G}0 cometi«lo; y en consecuencia sób- 
ala .pie en caso de no Séf aceptada* por el gobierno de la 
provincia, se llegue a su fijación por me«lio del arbitraje de 
derecho, si lo propone ta demandada, o p»r la «pie fije e*9 
corte de acuerdo con la prueba pericial, condenándose Opor, 
tunamente a la provincia de Ihienos Awv< al pago de di.-bn* 
indemnizaciones v las costa- del juicio. 

tusiilÍLMda la jurisdicción ..ripnaria del tribunal, uni- 
ficada la demanda y resuelta la articularon previa sotore 
arraigo (íeí inicio, contesta la acción a fo#f 77 tí (U " ,í,r **f* 
líerrno fe ¿m&m «««O representante «le la provincia de- 
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Que reconoce: íjiic los actores eran -propietarios respec- 
tivamente de dos fracciones de terrenos situada* en el par- 
tido de San Fernando, con la sii¡ierfkie y ubicación qilc se 
les asigna en la demanda. Reconoce asimismo que en julio 
de lyr-í. la provincia de Buenos Aires, fundándose en la 
falta de pago de los impuestos de contrihuñóu directa vor res- 
pondientes a los expresados mnnicblcs promovió juicio* eje- 
cutivo* contra ambos propietarios notificándoseles todas la* 
resoluciones recaídas en el curso de l<»s procedimientos, en 
la»; mismas propiedades ejecutadas y en la persona ele don 
Juan Genercll i, encargad.» de los propietarios. 

Que en esa forma se dictaron las sentencia* de remate, 
se ordenó la venta de km terreno^ y habiéndose realizado di- 
olía o|wrae¡ón adjudicándose las <lt »s propiedades a don l'jni- 
Hit Kun e» diez y seis mil *»e¡H'ieutos y monee mil seiscien- 
tos |ie>OH. respectivamente, se apollaron los remate* y se dio 
posesión al comprador de 1"S bienes sulwstados. 

Que e-I us juicios M tramitaron >in que los ejecutados hi- 
cieran objeción alpina, m obstante balter durado má- de un 
aiV y halársele nulificado a mi encargado Cenerelli. todas 
Jas providencias recaída*. 

Sólo tres meses y medio después de aprobado el remate 
y de liarse la posesión ;d comprador, se presenta don Altar- 
lo Motnps. en calidad de mandatario fie b>~ ejecutadas ma- 
nifestando que las ejecuciones se habían entablada y seguid. • 
indebidamente, siendo esa presentación el origen tfo las re- 
solncinne* administrativas, cuyo alcance examinará más ade- 
lante . 

Que en primer lugar, attruia (pie la pre-ente acción falla 
por mi ha-e. tenia ve?, míe las demandas ejecutivas fueron inicia- 
das por la provincia con plem» derecho, pues lann» en el jura- 
mento i-n que se presentaron, como en la fecha en míe se re- 
mataron jas propiedades, %m$ adeudaban impuesto* ntr.i- 

Que p-»drá olijt-iarsc qué «no de ím inmueble* no adeti- 
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daba los diez años de coMnbMóii «i^orípie Sé le ejecutaba. 
ih.T(.» ese es mi dcjaHe ífti impoitancia en este juicio, desde 
one bastaba que adeudase un sajó señare del impuesto para 
qué proeedieia légahtt á ntc lá cjet-ttoBíi -i" % P e 

ti ejecutado alegare - ;»orltmamente el pago parcial al Ser ei- 
taejo de remate o reclamara eii jniciu ordinario la repetición 
lie los indebidamente pagados. 

t hie aun en la hipótesis de <me los juicio? hubieran sido 
enlatóos sin derecho algimo. «fe la coñ*rftf&W seria res- 
ponsable de lft venia de los inmueble-, ya que sil abandono y 
negligencia habrían >id- la- can -as ^ ¡ enniiieran la reali- 
zación de la \enta. 

Que pw otfa parte, la provincia de Buenos Aires no 
puede ser re^Kihsalmiada por los y perjuicios <,ue se 

reclaman porfíe dentro de uüésttu t«^tf«wo constitucional 
v rU-ntro de la economía del código rivil se halla consagrada 
ía re«M)n^bíItdad directa y personal de lo* funcionarios pú- 
blicos c,ne ewcltiyé lá responsabilidad del estado por bis cqn, 
secuencias de los actos ilegales de sus repre-emado-. 

<hie iratámWe de una acción tendiente a obtenéf la re 
«metal del dañó causado por mi acto ilícito que tto es de- 
lito, se rneaém ^itmgttíüa u-r la prescripción anual (có- 
digo civil, articulo +OJ7'. <l lu ' d M*« «» ? C . tnV *f* 
«jfr» gtrie'rador del perjuicio quedo realizado det.n.livameil- 
R eon'la toma dé posesión del comprador éii la subasta, esto 
el VI de a— lo de !-)■<.. en lauto í|Úe la pre-eme demanda 
m entablad., en julio de íQlft «ido hahh corrido c-u 
,0 e ] término señalado por la fcy pata el ejerció uítl de dielu 
accÍd».Agre¿ q«e ho puede sostenerse que tas gestiones ad- 
mini-trama* dé loa demandante, hayan consumido avt^s m- 
temtniivo? de la prescripción. r-orque el poder ejecutivo re- 
basó la áá&háá dé -iue la provincia estuviera obhgarla a 
Oa^r los pretendidos dañw y perjuicios; porque, ademan 
g¡ resotóóttés administrativa- dictadas no pueden servir pa- 
ra fundamentar esta acción: y porque finalmente par* une- 
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rrunij>ir la prcscrii»ción se requiere demanda judrVial (códi- 
go civil, articulo 3.986). 

Ku consecuencia alega subsidiariamente dicha tlefensa. 
aún cuando tiene la convicción de que la demanda será re- 
chazada ;i 1111 rilo <le las anteriormente expresadas. 

Pasando a examinar el alcance de las resoluciones admi- 
nistrativas inwicadas por los demandante*, sostiene que ni 
el poder ej cautivo ni el interventor nacional lian reconocida 
que la* ejecuciones hubieran sido indebidamente promovidas 
y que la provincia estuviese obligada a indemnizar perjuicios. 
Y que aún en el -u puesto CU mi ra rio no suri ir ia de ella respon- 
sabilidad alguna para la dema miada, porque los encargados 
de la atlminist ración provincial no lian podido legalmente de- 
clararla < Migada ¡wir razón fie tos hechos producidos. 

Fundado en tales consideraciones a las que agreda que 
nunca podría atribuirle a la propiedad vendida otr*i valor que 
el determinado por el remate judicial, solicita el rechazo de 
la demanda, con costas. 

Recibida la causa a prueba y producida la que se men- 
ciona en el certificad" de fojas 12ÍÍ; quedaron írjs autos en (Se- 
cretaría a t«»s efectos del artículo 177 de la ley nacional de 
procedimientos. Agregado el alegato de los actores y decla- 
rado -perdido el derecho de la demandada, para hacer mérito de 
la prueba, se llamaron los autos para definitiva. 

Y considerando: 

Durante la substanciación del litigio han quedado reco- 
nocidos o comprobados los hechos siguientes : 

o) Que lo- demandantes don Pablo llomps y la Socie- 
dad Cutet y Compañía eran propietarios y poseedores de dos 
fraeviones de terreno colindantes compuestas respectivamen- 
te tle trece mil novecientos tres con cuarenta y uno y de dote 
mil quinientos once con setenta y tres mi-tros cuadrado-., si- 
tuados en el partido de San Fernando jurisdicción tle la pro- 
vincia demandafla. 
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/>J Que el fisco rk la provincia «le Uueiios Aires, prc- 
tendiéndose acreedor por impuesto de contribución directa co- 
rresiKmdientes a Í©S inmuebles, pmmovin juicios de apremio 
contra los propietarios, siguiéndose de ello la ejecución y ven- 
la jndícial de los terrenos mencionados. 

■ c) Oue a consecuencia de dichos procedimientos eje- 
cutivo., los demandados quedaron definitivamente privados de 
la propiedad y jxwesión de su* respetivos inmuebles. 

d) Que los demandantes se hallaban domiciliados' en el 
extranjero desde antes de iniciarse contra ellos la* ejecucio- 
nes de que se trata, no habiendo antecedente alpino (¡lié haga 
suponer que conocieron la existencia de los expresados jui- 
cio* ni que consintieran sus procedimientos y resoluciones. 

Con relación a don W Homps. el proveimiento de 
aprendo se hallaba evidentemente desprovisto de fundamento 
legal; desde que tenia satisfecha* todas las cuota* del im- 
puesto de cuyo pago te reclamó en aquel juicio el fisco pro- 
vincial. Las constancias del espediente administrativo le- 
tra 1!. número agregado como prueltn. especialmente los 
¡ii tontito de fojas 4. " y 17. asi lo demuestran, sin que ate- 
núe -¡quiera la inqm»ccdeucía de la ejecución la circunstan- 
cia de que en los padrones de la oficina de valuación figure 
el inmueble con superficie distima de la que le atribuían los 
títulos o de la que en realidad lerda, toda vez que esas m.s- 
mn< actuaciones administrativas comprueban que don Pablo 
Hampí sólo tenía empadronada una propiedad dentro del par- 
tido ó> San Fernando y que sobre ella no «se adeudaba impues- 
to territorial (expediente administrativa citado, informe de 
fojafi <> vil). 

Por lo que respecta al juicio de apremio seguido contra 
íaiiet v Compañía, si bien es cierto que esta sociedad no fi- 
gura en los libros fiscales como que haya pagado impuesto 
s&ire las dos fracciones de terreno que compró a Homp, en 
el año f eserimra testimoniada de fojas *)). no es me- 

nos exacto'que ello sé debe exclusivamente a que esas frac- 
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ciones no han figurado enpadrouadas a nombre de ilícita so. 
ciedad ha-ta c! año 1915 o sea durante todo el tiempo quy 
abancan las cuotas materia del juicio de apremio. La ofici- 
na local de avaluación omitió anotar el fraccionamiento pro- 
ducido jtor la venta de Homps y (Vuiet y Compañía, de ma- 
nera tpie la totalidad fiel inmueble siguió figurando a los efec- 
tos del impuesto, como de propiedad del primen», quien como 
dicho, satisfizo puntualmente las respectivas contribuciones. 
Es por la tanto, indudable, que en las cuotas pagadas por 
Komps. después de [895. estaban comprendidos los impues- 
tos corresiKindiemes a las dos fracciones vendidas a C.uiet y 
Compañia. lo que se halla, además corroborado por las si- 
guientes circunstancias: I.* Que no obtsante dicha enajena- 
ción, Hompá siguió pagando, después de 1**5 la misma can- 
tidad que |>agaba por contribución en los años anteriores; y 
2. a que en los registros de la oficina local de valuación, el 
inmueble de llomps figuraba hasta 1915 con una superficie 
representada por dos cifras mueve mil seis cientos ochenta y 
siete metros y diez y ocho mil once metros l. la suma ele las 
cuales cubría completamente la -superficies reunidas de !** 
terrenos de los demandantes, i Informe de fojas 4 y siguien- 
tes y fojas 11 del expediente administrativo citado).. 

De lo anteriormente expuesto se sigue que don Pablo 
Homps y la Sociedad Cmiet y Compañía han sitio indebida 
mente ejecutados como deudores morosos de cuotas de la 
contribución territorial, siendo de observar que la adminis- 
tración provincial reconoció antes de la iniciación de este jui- 
cio la falta de fundamento de las ejecuciones y el deber de 
indemnizar los perjuicios, al ordenar la suspensión ele dichas 
ejecuciones y al disponer más tarde la designación de peri- 
tos que establecieron e! valor de los inmuebles, a los efectos 
de la indemnización, cuyo* propósito no pudo hacerse efectivo 
por desiteligencia surgidas rcs-iecro a ta extensión de los per 
juicios que debían repararse, t Expediente administrativo, le- 
tra II. número 8,1, foja»; i" y vuelta y fojas 24: expediente 
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tetra U. número 77. foja* 10; expediente letra IL número 1 ¡. 
fojas 1 y siguientes ) , 

<>ue 110 se trata, ptw-. de declarar cu rl J"' 1 fío' la res- 
puMJiíRíy ett que k provincia haya pótHíio incurrir m 
]o. hechos ejecutados en perjuicio de los actores, toda vez 
esc punto ha sido objeto <le las negaciocianes que crea - 
do entre ta* partes relaciones de derecho determinadas por 
acuerdos de voluntad común S©1>re (a materia fundamental 
del caso, e-to es. sobre la respon habilidad, en principio, de la 
provincia demandada, y por expresa disposición legal esa eOfi- 
V*rtCÍQti regla lo* derecho, en litigio con tanta eficacia cotilo 
la ley misma. ( Articulo t«MZ > M U7 código civil 1. 

One como resulta de tos antecedentes administrativos 
traidor como prueki. la respondí M i dad en el eitso ha sido ex- 
¡.licitamente admitida, y en obsecuencia, este tribunal no ne- 
ne para míe pronunciarse ét) particular, porque cnalqmera 
que fuese >u convicción legal acerca del principio de la ft*, 
l«oiisabilidad de las persoítáS jurídica?, su decisión en este 
juicio no podfta llega* hasta tñVálMaf convenciones libre- 
mente concertada* por las partes y a las qitfi ningún princi- 
pio dé orden público se opone. 

One al declararse responsable y convenir Con los acto 
res ta forma de establecer el monto de la indemnizad.. 11. la 
provincia de Buenos Aires ha hecho renuncia consecutiva del 
íteraelld une átíOfíí derivándolo del articula 4.Í W 

código civil, v la renuncia de se derecho lia podido hacerse con 
eficacia legal'. -purque lio está prohibida por la ley y >ólo atec- 
ta el interés iiivididual de la vrovincia como persona de! u> 
rechn privado i código ,ml. articulo 

Otte -i bien s ( - ha impugnado la valide?, fie los avhw eje- 
cutad^ poí lo* representantes de la demandada, en cuanto 
admitieron ta responsabilidad de la provincia. cnrrespomU- con- 
siderar, qué aparte de que en general, la nulidad de un acto 
no puede ser alegada por el que lo ha ejecutado CCod.go c- 
víl, articulo i.n 47 K en el st,¡> iMw ™ & híl demostrado que 
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■con arreglo a las ÜBpüí que reglan la organización política de 
la provincia de Hílenos Aires, ese reconocimiento excediera 
los límites riel imndato que les e-taba conferido a los repre- 
sen! ames «le aquel estado (articulo ¿O. código civil I . 

Que en mérito, pues, de las constancia- de amos y cua- 
lesquiera «pie sean los términos en míe se ha contestado la de- 
manda, es evidente f|ne la ///i> no tiene otro objeto que el «le 
determinar el monto de Ir» que la provincia de Kueitos Aires 
lien que abonar a los actores winn consecuencia de conven- 
ciones concluidas sobre la base de la responsabilidad admi- 
tida jhír la demandada. 

One respecto de la prese ri|H"ión finida da por la parle de- 
mandada en el anuido 4.037 del código civil, no r¿¿¡ proco- 
te porque esa «Imposición carece de aplicación en el evo. como 
se ínliere de los ronosi de raudos que preceden según los cua- 
les se trata del nuopLiuenut de obligaciones derivada- de una 
convención que .sólo | Nidria prescribirse en los t Orminos, que no 
-e lian cumplido, del articulo 4.023 del código civil. 

Que en cuanto al momo de la índcuuiuraciúii, s<<lo déuén 
tenerle en enema las derivadas del liedlo fie haberse vendi- 
do los inmuebles por un precio inferior a su \ulnr re:il. ya 
que no se lia comprobado que los demandante sufrieran otro? 
daños en m patrimonio a consecuencia «le la pérdida de di- 

Que si bien los peritos n«i lian llegado ha un i formar sus 
conclusiones. d«>s -de ellos, el designado ¡joe la parte «lemán- 
dada y el tercero, colicúenla 1» respecto al valor de los terrenos 
que avalúan a razón de tres ir-so* moneda nacional p«ir me- 
tro cuadrado, apoyando su «liclamen en antecedentes y con- 
sideraciones que dan autoridad a su justiprecio. 

(Jne en consecuencia, corres] ton de decir qite las indemni- 
zackmes que delie la demandad consisten en la diferencia en- 
tre el precio obtenido en el remate y el que se atribuye a los 
inmuebles por la mayoría de los perito- 1 dictamen pericial 
de fojas 119"}, (teniendo además, la demandada reponer las 
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cantidades extraías en los respectivos expedientes ejecutivas 
para efectuar pagote con exeeiKÍiVii de los destinados a abonar 
cuota- de pavimentación. ii!«*iesto- municipales y demás par- 
tidas enumeradas en las planillas fe fojas de la ^P! 
seguida contra don Cabio Humps y fojas Sí» del jrticifl ana- 
lizo seguido contra la stteiedad Gutet y Compañía. 

A títéfjto di- estas eon sideraciones se fícela ra- que la pro- 
vincia de Unenos Aires rtetie al«>naf a don PaUo Homps y a 
h Sociedad* Cuitcl y Compañía, conjuntamente, dentro de 
die? .lias de practicada la liquidación correspondiente, kis 111- 
deninízaciones materia de esta lilis, en la extensión estable- 
cida en el precedente considerando, sin especial condenación 
en eosta*-. atenta la naturaleza de la cuestión resucita, N"- 
ttfíqüese y repuesto el \n\>e\ archive-e. 

A. Br.RM kjo. — N'icasom O. ngfc 
Solar. — O- % r\t,\L io. — 

J; FlCI/CHOA AlCORTA. 
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Con fecha -» de agosto -le 1020, la corte suprema no hizo 
lugar a la queja interpuesta por .Ion Cándido l'ouza en auto* 
eon la Sociedad Franco Argentina de Taximetros de AUnu- 
1er sotó* o -Uro de pesos, por resultar de la propta exposi- 
ción del recurrente que se habia tratado de la ffM m 
articulo det código de procedimientos de la capital, -obre 
reculación -in eau*a. que no 0m autorizar el recurrí ex- 
traordinario denegado, según el articulo 1$ de la ley 4*. 



En la misma fecha. Se declan, iniiiorecedeme la queja 
deducida ptir don Jotí I.omhardi. en autos con don Gimieran- 
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do Pérez, sobre reivindicación, por no aparecer que se hu- 
biere planteado tú resuello cuestión alguna ele carácter fede- 
ral, que pudiera motivar el recurso extraordinario para ante 
el tribunal. 



Con fecha 4. tío se hizo lugar a la queja deducida fpor 
don Florencia Calzada en autos con don Juan C. Helfino. so- 
bre desalojamiento, por 'no aparecer de la exposición del re- 
Mi r rente que *e hubiera interpuesto recurso alguno para ante 
la corte suprema, que le hubiese sido denegado. 



Kn la causa seguida por el ministerio fiscal contra líloy 
Moder, procesado por el delito de falsificación de billetes 
de un peso moneda nacional a quien el juez federal de ta 
Plata, p<>r sentencia confirmada ]x>r la cámara de la misma 
ciudad le irrJpuso la |»ena de quince años y medio de presto, 
multa y Accesorios <Iel artículo €¡| del código penal, la corle 
suprema con í celta 4 de agosto de 2190, a mérito de la que 
resultaba do! certificado espedido 1>or el jefe del registro ei~ 
vil de la sección tercera de la capital de la provincia de Bue- 
nos Arres, de que el (procesado habia fallecido el dia ¿4 <ie 
abril próximo pasado en el Hospital San Juan de Dios, oe 
dkha capital, a donde había sido trasladado i>ot encontrarse 
enfermo, declaró que procedía dar por terminado el juicio por 
cuanto la muerte "-desata y deshace los delitos como a -^iis 
autores'', y muerto el acusado "antes que den juicio contra él 
se desata también la acción", como lo disponen las leyes 7 
y 23, titulo 1. de la partida 7. a . .Wrtfculo 4.14- ftci&> .V- 
digo de procedimientos en lo criminal. 
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Con techa (\ 110 se hbsu lugif al recurso fie hecho inter- 
puesto por clnii Fernando KiUer en am<* con clon llcnja- 
min S. Civil y T. Kmíliaho Kojas. W simulación y nulidad 
,1c la venta de i|ti búíftie, «ii razón «le que cl reciii*" í,ulf>n - 
zado para ante él tribunal por él articulo 5" & la ley 4-055- 
se refiere a Ins casos previmos en lo* artículos aiit. ñores al 
¡nistno; entre ln* une rio se encontraba comprendido el d&li*, 
lidr, >-. además. pbrt|«« f«ti»|ítJCO procedía el recúíso extraor- 
dinario del articulo 14, ley 4S. respecto a la interpretación y 
aplicación de la ley de perdición de la instancia, con arreg.o 
a lo reiteradamente rc*neUo< 



Ivi la misma feclia. se deJaró mal concedido por la cá- 
mara federal de apelicioiie* tfe O'.rdoki, el recargo de ape- 
lación imerpnest.. pur el llátiCQ 1 1 ideario Nacional contra 
d->n EÍeütéHo Ortega, sobre cobro ejecutivo de pesos* Roí 
cltauto con arreglo a lo dispuesto por el articulo ¿7* de la ley 
númem ^o. cualquiera que *ei ta sentencia en el juicio ejecu- 
tivo aneciará lauto al actor com.» al reo, sil derecho a salvo 
toa prorttóvér el juicio orcllnarip. y poroue traiánd.^e de mi 
juicio ele títl írattitaíejtm ta sentencia apelada en cnanto hace 
lusar a una excepción de pr^cñpeión de alemas de las P*!- 
tlas de una liouidinión, no e< de chimársela definitiva a 1- 
ftñes del réfig'ttfí extraordinario iiltiOrJ^do por los artieti- 
Í0ft 6* de la ley 4.055 y 1 | de la número 4*. 



» 

Kn b misma fecha no W hí*G lugar a la uueja deduci- 
da por dÓfl lii.in CiWKOi en aütoi con H U Casa Topular Pro- 
oia" lOlíre r«*CíAl <k' enniratn. por demostrar la cxpo*iciou 
del recurrente «,ue -Alo <e había tratado de imerprelacion de 
Un contrato, aplicando para ello dicciones de derecho co- 
man, sin que apareciera, tampoco, se hubiera invocado una 
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garantía de carácter íededcral qlic le hubiera 'ido desconoci- 
da, y además, (jorque la invocación del artículo 18 de ta cons- 
titución, lo había sido extern pnráncamente. es decir, al recu- 
rrir para ante la curte suprema. 



lín la minina fecha y ptít idénticas cocí sideraciones a las 
consignadas en la nota que precede, no se hizo lugar, igual- 
mente* a la queja deducirla ñor don Francisco Frasso en au- 
los WÜ 'La Casa Copular l'ropia", sobre rescisión de a ni- 
trato . 



Kn la lUisina f celia no se hizo lu^ar a la queja deducida 
pi>r el doctor V. Martínez Fontc en autos con Pedro Zaldl- 
var. sobre ínserq*:ión en la matricula de procuradores (ley 
10.99Ó i, por no aparecer, como lo requiere el articulo 15 de 
la ley mañero 48. que en el pleito se haya controvertido y re- 
suelto algunas de las cuestiones federales prevista* en el ar- 
tículo 14 de la misma ley. habiendo versado) el incidente sobre 
ta interpretación de la ley 10.996 *\e carácter procesal, incor- 
porada al código de prrvcdimiuito,s de "la capital. 



Kn t) del mismo, se decían» bien denegado el recurso de 
hecho interpuesto por Phcuqiin y Cía., en autos con L muni- 
cipalidad de la capital, sobre desalojamiento, en razón de que 
■según resultaba de los autos remitidos por via de informe, 
la resolución apelada del juez de 1." instancia en lo civil, 1*>r 
su referencia a la del juez *U* paz de la sección 3.*, se fun- 
daba en la aplicación del articulo 500 del 5<)0 del código de 
procedtmieaUís en lo civil y comercial de la capital, lo que no 
podía autorizar el recurso extraordinario interpuesto para an- 



te el tribunal» y no basta' tampoco, para justificar dicho re- 
curso la invocación fie principios constitución «fes. alegados 
lucra de la debida oportunidad, pues debían éllo> hacerse \a- 
1er antes de la reMdiieiúo del juez de paz. 



O'ii fecha 13, la corte suprema de conformidad Coíi 'o 
eSpliestO y pedido por el señor procurador general, declaró 
de ta competencia del señor juez en lo vivit de la capital.^ el 
ton. cimiento del juicio -tuxwirio d* don Maximiliano Cíe- 
mente, fallecido en esta capital, M razón de ene Mitrarse este 
domiciliado con mi familia en esta ciudad, 



Kti ta mis:ua fecha, ftó SÉ hizo lug*!" ¡' 1:1 ( t**Já '^hici- 
da por don Ctementc Ribera en autos en» don Pedro Hortha- 
hnni. sotó cumplimiento de contrato. pí>r no constar de la 
exposición del recurrente. . f ue en el pleito se hubiera pmMo en 
cuestión la calidez del artículo 44* « &™ P^0. tlc 
inercia a .pie se hacia referencia, y míe la decisión hubiera 
.ido contraria a su validez, coijw Ib requiere el inciso 1.' del 
artículo 14 de la ley número 4$ en güfc se basaba el recurso 
interpuesto. 



Kti la misma fecha ira se hizo huían igualmente, a la 
queja deducida por don José Barreiro en m® O® <]on Nl ' 
eolás K. Vetare, áóbre desalojamiento, pot eWárilé la semen- 
cia recurrido se había limitado a .^estimar los recursos de 
apelación interpuestos ¡}0r <ffintiffii. 'I 1 * e] CíiSO n " e ' taba 
rt-gido por el artículo 5f)o del código de procedimientos de la 
capital, v aparecía dednci.lo -dicho recurso fuera del termino 
establecido por el articulo ¿O» de la ley número 50. y tratan- 
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d'jso fie una decisión que contirmalia la det juez de paz, de- 
negatoria fie la nulidad y apelación deducida, tampoco podía 
autorizar el rectir-o prc\isto por el a n ¡culo 14 de la ley 48, 
porque el ittvz de primera itistarjcía aduciendo los misinos fun- 
damentos de la sentencia referifla. se limitaba a interpretar 
la ley local de procedimiento en la parte que fija las instan- 
cias para la tramitación de los juicios, y finalmente. porque 
el articulo tfi de la con «til lición, invocado por el recurrente, 
no a]>arecia infringido en el caSo. pues este habia sido cita- 
do éiÍM reiteración y si no ejercitó su 1 - derechos, no se debía 
a <pie se le hubiera denegado la facultad y oportunidad do 
hacerlos valer, sino a sus pro;** aetns. manifiestamente di- 
latorios. 



F.n tS del misino, la corte suprema fie conformidad con 
la expuesto y |Jcdido por el señor procurador general, decla- 
ró de la competencia del señor juez letrado del territorio de, 
la lampa Central, el conocimiento del juicio sucesorio de don 
Lorenzo Urreiabisiaya. fallecido en e*ta capital* on razón de 
tener éste su domicilio y el asiento principal de sus negocios 
en el pueblo '■Ingeniero Luiggi" del mencionado territorio, 
y no haberse acreditado que hubiera tenido la intención de 
cambiarlo, cuando vino a esta capital, con el objeto de aten- 
derle fie la enfermedad de que falleció. 



Con fecha JO. no se '-izo lugar a la queja deducida por 
don Manuel Fer rey ra y don José Gandra, en autos con don 
Carlos Alfredo Tomquist. sobre desalojamiento, por resultar 
de la exposición de los recurrente* que habian ndo oídos e>! 
el juicio y ser extraña al recurso extraordinario la interpre- 
tación de las disposiciones procesales referentes a la excep- 
ción de litis pendencia que manifestaban haber invocado. 
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ICn la misma fecha, no se hizo lugar, igualmente, a la 
queja ¿¿¡trádá 1>or «1011 Alejandro K. Amoretti. en auto* 
don Celedonio l'ereda. sobre «lesalojamiento, i«>r cuanto se- 
(¡ún lo expresaba el recurrente "Se ha violado maliciosamente 
la lev civil en las diispoSictoñe? (fé la locación aplicable-; al 
c'aso'juí- jntHc*\ además de las proí^ales expresadas M 
demieireme. Como consecuencia *e ha violado abiertamente 
las dis-posicioiies de nuestra ley fundamental cmlenándose- 
nK . gin balarme oido come I*» determina wm de esns precep- 
tos" acreciendo asi que. se había encamado sobre la ni- 
terpretación y aplicación de fá$tíft&m 4$ v ' m1 > 

de procedimientos, veranas al recurso extraordinario, con 

afreglo al articulo 15 de S u \ v M*%*9. $** 



Ivn f;i misma techa se decían» 110 haU-r lugar al recurso 
de hecho ppr ctenej|iciÓri del de iiKoTistimci.iiiali.lad ínter- 
puest* por <lon José Luis Aristegui en el juicio qtíe sigue don 
Santamaría contra don Orcsle Spinelto. sobre desaloja- 
miento en Rtóóh de iju* el recurrente había ínte^íSíéstÓ el re- 
kur-o legislado por ti titulo Vil del código «le prnoedim ion- 
Ios de ta capital, y según lo ha declarado el tri'-unal. el re- 
curso de incbnstitttcionalidad que reglamenta el articulo .W 
y demás comprendidos en el citado titulo VII del código re- 
ferido es improcedente para ante la orle suprema, y ademas, 
por^iié aún en el si*puesto que se hubiere entendido interpo- 
ner el extraordinario autorizado por el aniculo 14 de la ley 
nÓmérO 4« v tC de ta número 4.055, éste sería igualmente ira* 
procedente, pues el anticulo 1$ de la constitución en que se 
pfocüíalja fundarlo. ,10 había sido Llegado en el juicio en ter- 
mino? hábiles v SOlÓ aprecia invocado al interponer*: el 



recurso* 
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fin 23 ríe agosto, ta corte suprimía no hizo lugar a la que- 
ja deducida p*>r don Heury l'laut, en autos con Spicer Bro- 
thers, sobre rendición de cuentas, por cuanto la interpretación 
y aplicación de los artículos 85 y i>K de la ley orgánica de los 
tribunales <le la capital, numero iAy y artículo del có- 
digo fie procedimientos a que se hacia referencia, son ajenan 
al reclina i extraordinario del articulo 14 de la ley 4K se«un 
el articulo 15 de ta misma. 



Efflf ta misma fecha no se hizo In ar a la queja deducirla 
1*ir el Ferrocarril Central Córdoba en autos con Alejandro 
l'audniri, por icobro ríe (tesos, sobre interprel ación de la lev 
io.o*¡r> (ejercicio de la procuración), en razón dé »me. a e>tar 
a los términos riel arlículo 14 de la ley prjr;i la proceden 
eia del recurso extraordinario en- él previsto, es requisito in- 
dispensable que en el pleito y no después de sentenciarlo y 
fenecido e*: U jurisdicción provincial, esto e-, en oportunidad 
de qnp el tribunal de última iriistankia pueila pronunciarse al 
respecto, se haya planteado alguna de las cuestiones de ca- 
rácter federal determinada, 1 ; cu el mismo. 



Con fecha 27. se declaró no haber tugar al recurso de 
queja por denegación del extraordinario, interpuesto por el 
doeior José II. Aubnnc en la querella que sigue contra don 
Zoraido Nicolás Oca n tos, por cuanto el querellante una vez 
noittk'ado de la sentencia confirmatoria de la de primera ins- 
tancia que admitió la retractación del querellado, se había 
limitado a exponer que : "Sieindo el represente caso de apela- 
lación ante la corte suprema de justicia, deduzco ante ella 
dicho recurso contra la sentencia de V. K. que admite la re- 
tractación del reo", ipties como) se ha declarado reiteradamen- 
te por el tribuna!, la simple manifestación de que se apela, 
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no importa inter|<onrr el recurso extraordinario y. atíéniás, 
0tt$t el recurso pe aetopiaa al aftléítto del código <le 
próce^miéÓt^S eíi lo criminal, no ¡>n»a*>lc parido a! sér fe- 
terouesío. ho aparece fuftd&tio* 



Eai ta nii>m,i fecha »so se fíízp lugar al heeuPKí tle heeuí» 
imcrpiiL-sh. por -lona jtMtfía é Uivadeniar. ew loa autos del 
juicio sucesprio de don Daniel Rlváderuar. por resultar de H 
propia exposición de la me»rren(e¿ (#€ la queja se I tilia dé- 
du¿kfe después dé wr.cidos los m>-¿ días tjue acuer !,i él ar- 
U mIo 231 de ta ley nacional de pmcedimicntf»- 



Kn la inistna fecha y por los fundamento- c^pígpadpa 
c-n el díeiatn-n del señor procurador general, la eme ><t:»rc- 
nra. no hizo lugar ;i la péja deducid;) por doña María IVajíg- 
de Callinui en tufóte con don P.uipMiit» M asuana, por indem- 
nización de daño, y perjuicio-, ptw cuanto la resolución re- 
currida, dictada po| la cámara primera de ápeláéi&i en lo ci- 
vil dé la capital, era favorable al fuero federa!, y el articu- 
lo 14 ile la ley 4*. «i ut * úivíK-aba, liara fundar el recurso ex- 
traordinario. <ólo To ¡nulificaría si lá decisión hubiera 
contraria :■■ 



Li tf v gtifáfMia contra ta administración de impaestoi in- 
ternos, sobre patín de una multa 

Sumario: El principio de iguaí&id como base del ¡mpiieíto 
q m estabtó él articulo K> de la constitución, sólo esi«e 
pe en condiciones anfdogas $ ift^Éga gravámenes íd.n- 



DE JUSTICIA DE LA NACION **B 

!¡c(is= a los contribuyentes, e! que no puede decirse vio- 
la do j»or la circunstancia de que el impuesto aplicado a 
los jabonea tjue establece la ley io.>*>. sea distinto a los 
que ,c aplica a lós cigarros y tabacos, desde que ¡se' trata 
de ámenlos ipie no son idénticos. 

Caso: Lá rxpliean las pieza- Mpúentes: 
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Bueno» Airei. Noviembre 36 <tt 1918. 

Vj-to este exilíente de sumarios número 747- ¡> c * r - 
ción i. 11 . Año h>iS. seguido contra los señores Li lp -y Con* 
pañia. comerciantes i-síablecidos en esta capital, re-ulta: 

(Jne como ton tenencia de la deiHimW que corre o fo- 
jas i. se efectúa una inspvcci»ii de la reíerid.i ca^'á de comer- 
cio y en su transcurso se eoinpnielia la existencia <le i.,U3« 
( nn mil trescientos cuarenta y tres) jabones que teniendo ad- 
ht-ridas estampillas fiscales de solo 1$ o.oi 1 un centavo rras 
neda nacional, eran expedidos a nn precio superior autoriza- 
do por la ley 10.300 o sea a mas de ($ ní/n. 0.21 J veintiún 
centava moneda nacional, cada uno. 

Qnc comercia vista a ío> interesados, estos la evacúan 
presentando el escrito de fojas 5. 7 y f*. 

Que llevado el caso a dictamen del asesor letrado. éi-te 
m expide a fojas 4 vuelta y 

Considerando : 

One «mstiuiyemlo el hecho relacionado un intento de 
fraude a la renta fiscal y no siendo, por otra parte, atendible-; 
las razones alegadas al respecto, e- del caso y ello también de 
acuerdo con lo dietminado por el asesor letrado, reprimirlo co- 
11» t:il. aplicando a los sumariados el articulo ;,6 de la ley 
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número 37 r U >' to,1 ° sin ]>erj ( uciri de exi rgirle* el f#g0 de la 
diferencia de impuestos que han tratado fie omitir. 

Por e-U ¿ consideraciones se resuelve: 

Imponer a los señores Q íp y Cunpañia la dbHgiatíéftt de 
alwnar en concepto de knf^né^tos la suma ge (S m/n. 5,1 . ~- » 
cincuenta y tres pesos con setenta y dos centavos fflmti* m- 
Cioñál o -ea a razón de Sí m/n. 0.04 por cacto uno dé los i. t Uí 
jálxwíéS efi cuestión, tnípotter a lo< miamos una multa de 
(I m/n. 5¿2p:> quinientos treinta y siete pesw- con veinte 
centavos moneda nacional " sea el equivalente a los die* tan- 
tos <tel importe de los im pne^os que se lian tratado de omi- 
tir, lista- cantidades delician ser debitadas dentro del tt-r- 
inm & cinco cfiaS, en el Banco de la Nación \rgentina a la 
orden de esta administración, debiendo p^érttá&é los justi- 
t'icnttvo- del caso. G|iorumamentc la inspección sección*;, 
•irocederá a colocar los jabones en condicione^ legales a oiyn 
efecto se consignarán en las ei^npas que se encuentran 
adheridas, los enunciados de este expediente. Fecha en libre 
circulación. Tome nota la contaduría, uotifique.se y repulga- 
se las fojas, — /. Ahumada. 



SKXTKNCIA DK1, SfiÑo* Jt'KZ l'l-DKK Ai. 

Bueno» Aiiet. Septiembre 29 de IJWft 

Y visto-: K<tos auto- se^fuidos por I.i Ip y Compañía, 
ajelando de tina resolución de la administración de impues- 
tos internos que lo condena al pago de una multa de qmméñ- 
tos treinta IK.-SOS ciucitenia centavos tnoneda nacional, equi- 
valente a los diez tantos deí importe del impuesto que se ha 
dejado de abonar ¡fc>biv la cantidad de mil trecientos cuaren- 
ta y tre- j aliones y 
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Considerando : 

i." Que los recurrente* han opuesto como defensa la 
inconstiiucion;j Hilad ile la ley 1 0,3(0. tpie a su juicio que- 
branta el principio <le igualdad que instituye el art i etilo 16 
tli* la constitución. |*>r enamto no easiiga la venia de ciga- 
rro-; heclm en la misma forma que l;i de los jabones y no 
eonsiyna la presunción dolosa como consecuencia necesaria 
fiel hecho que co:;sitituye la infracción; que además y en el 
peor de los casos, la pena debería circum-cribirsc a los jabo- 
ne,* puestos en vidriera y no a los que estaban éifi depósito. 

2/' Que el' principio de igualdad, a que se refieren los. 
recurrentes se encuentra afectado por !;: ley número 10 ¿ f <¡, 
toda vez que ella no grava de distinta manera artículos igua- 
le^ o análogos. 

3. " Que para aplicar las sanciones ¡tenates en materia 
de impuestos internos, no es indispensable que la ley consig- 
ne ex presa *ner.te la presunción del fiólo comr> con secuencia 
del hecho mismo de la infracción: el hecho m- juzga ¡íor el 
juez teniendo en cuenta las eircomstancias ¡articulare- del 
caso y jenandolo cuando ¡101* i'-l -.t' ha contrariado tina di>f*o- 
shinti iega 1 o regla non taña y ha ¡#f>dido perjudicarse la fiel 
pereep-.ión de la recta fiscal. 

4. " Que en lo fjue re-pecia al monto ed la multa a hn- 
pOiierSé en el caso stib JutUcc, dél informe de fojas 25 resub 
ta (jue el r.úemo de jabones puestos en vidriera a un precio 
mayor del que correspondía ura -¡oto de liS.í* ciento ocher:- 
ta y tres jabones y por lo tanto, y por tratarse de un nego- 
cio en el que las ventas se efe^úan al por menor, esa inulta 
deln- limitarse a esta cantidad. 

Por eJtos ínndaiiHnitos y oído el procurador fiscal, fallo 
condenando a los -efinres l.i lp y Compañía al pago de una 
milita equivalente a los diez tantos del importe fiel inunií*-. 
to omitido sobre la cantidad de ciento ochenta y tres panes 
de jabone*, de acuerdo cocí la liquidación que deberá prac*.¡- 
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car la admin&ratfon gj**MÍ cosía*, guch «i é^? 
término* modificada Ja resolución áWmisM^v* # '> 

Notifiquen con el original, repóngase el papel > «levutt- 
vW ise o^oit unamente. - $%W*Í & 

Bueoo* Airct. Fehrtro * de !•*>. 

VUa la caw*a HgHffa pot U 1$ y C-.n3K.ma par* «ué 
se deje" sin efecto «na rancian #1 a^««* « i«> 
pUCStOS internos y. 

Considerando; 

()„, con la flÜSwM * «tí» ítlf «a ?! í*m*> 
cripta en itii iodo de acm.nl. cpfl lo* mter^tp^ ~ ha 

mil trienio, cuarenta y tres jWfflft con ^P»^ tg» 
£ de un centavo y puestos a la venia a yeint, y c«k- u- ; - 
mm es ¿feír mayor precio ,,uc el fijado RAr el a^icU- 
lo L* de la lev io. t VK>. 

* One este tóo emwtitim- Una ¡nfraccimi a lo dispuesto 
¿ felev ááíiá < CfHno tal debe reprimirse en ios u-muno* 
^JS* - A artintlo g> *É 6 toda ve, qne 

vendida la mercadería el preeio ofrecida a p«^0 y CO* 
í-Mmpuesio de «i eemav,, I» W MU * «alma perjua.- 
Caíiíí endeliidamenlc. , . 

OUe «tfn constmuias del Rftmp» ad:innMr*m». 
todorts Jáfe meudon.dos m P«*«» * o^numior por 
S precio de veinte v cinco centavos v a*t U» ^ 
¡nuUad- I foj;, *)¿ no ciñiendo en 
«ara limitar ta umita a los jaénes M e« h 
; illr ^tas otiflgi W recame, * efliW í? 
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Por e-las consideraciones y las aducidas por el -cñor pro- 
curador fiscal de cámara se confirma con costas la sentencia 
recurrida tic fojas ¿S, en cnanto condena a U lp y Conipa- 
ftla aumetándo?,e la nnilta a ¡huía la mercadela en cuestión 
en los términos ¿|isf fija la resolución administrativa de fo- 
ja n «fe i\('iHmga-f las tojas en primera instancia. — T. .Irhn. 
— MéttwHnü Escalada. — /?'. .-i, Na.ur AAthúmm 
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i 

Humo» Aiirt, Abril IB df 192P, 

Sil] reirá Corle; 

SostcntchdG los séRotes U lp y Cía.. *jue la ley núme- 
ro io,.V>o es violatoria del principio de igualdad ímpo-uha 
consagrado por el articulo ¡6 de la constitución nacional, Qp 
cuento prohibe :a venta de i alienes a iravor precio <¡J'e ei 
(füt: corretón de nci razón del impuesto, mientras inic lo* 
tabaco- y cigarros pueden sen u*ndblos a cnahpiieer precio, 
prescindiendo <lel impue-to abonado, han interpue-to recurso 
extraordinario de apelación para ante V. K. de la senten- 
cia di otada i*or la cámara federal de aleación de la capital, 
a fojas 4t. que los. condenó a pagar tina multa aplicada j«»r 
la adminíM ración de impuestos interno- de la nación. 

Considero infundada la inconstitucional! dad alegada. La 
igualdad, como base del impuesto y carga- públicas, consa- 
grada p.r Ta cláusula constitucional citada, dehe entenderse 
establecida * ara excluir privilegio- o gravámene* injustos, es 
decir en el sentido de imponer gravámenes idénticos a los con- 
tribuyentes íflíf se halla en condiciones análogas m>5. fallo-, 
3á;r: y 105. fallos. 117. fallos. 32 y otrosí. 

1.a circunstancia de (|iie el régimen impositivo aplicado 
a loS jabone* *ea di -tinto del aplicado a lo- cigarros y taba- 
cos, no quiebra el principio de igualdad consagrado, si ambos 
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impu^to. m gírales |»ara todos los mmmm W *8 ua " 
la eiramstandas, máxime cuando, comp # el ™» * fHÍÍ 
rfiYr traía de articulo* míe mi son i#n|íeo*, 

Por dio f t&mh\cmi&i la» odíiSfifti» ■■'»"*■'> ^.Wj ;t 
foia* 21 v y'|»>r el ministerio fiscal, pid» a V. & ta o-utn- 
ináci.'« efe la jMpü en "a 1-arie une ha podid.. sür materia 
dé esté recur-n. 

/¿Ü Nicolás MatisniiK 
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Buena* Airet. Septienhre 1 *e lí» 

\ ]-|.is \ ei>u>idi-rando: 

One el miit^ i preordinarlo interpuesto j c.mccdí lo 
m <* prudente se ha 

por el reámenle que la ley tfgm» ^ #e amo- 
fiza la u,;ta de f*bf¿» » precio del <p corje^te 

Cfl rarótl del ¡litlHiom © inconstituóoual. 1-rque qmehra 
L 4 dtifc&ft. de ÍKiiaMa.1 <itf £ií«r« el articulo io de la 
eon*HtttCÍoii, de>de fi W Em Céfiros y tal**» en «ern-ral pue. 
lte h ser validos a cuaUfu^ ffc#> sil1 f 1 
iml , uM ,. lo «tt.c Un|K>*3 OH raimen difer.ncal de pm. , 
gio a favor de 1- talm*». repugna^ *1 pnne.pm de; te 
ferido articulo, . 

ñor lu que hace al fondo. e*iü «e n,ne declaraos 
«fe el nrimipio de igualdad corno tag del m.,«RMo. que es- 

¿W«e el ar#Ml 4* fe constitución, sólo ,M*e en e^ 

(tffcñá anal-fía, >e impinga gravamen^ idéntico, COfl- 
irihuvMtites. il'all» t&no «15. ingina ¿-¡7 = ll 7- l'-^ nu " * 
,_ M .Váfiina ioí. V i-N- $#na 133 etiire ..iros. 

* , hu . e#fe principio no fWfdfe «Wirse vmUido por la tn* 
c.stanna * que él impne^o aplicad,, a los jaUne, a los 
l|llr * refiere la sentencia apelada, sea diMmto a fo* que * 
ípliea a los dpw y tabaco, MÜ& que * arto 
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los que no son idénticos. I'or ello, sus funda mentó*, y aten- 
to a j¡£> dictaminado t*»r el señor procurador general, se con- 
firma la sentencia apelada ele fojas 2¡* en la 0Íé que ha 
podido ser materia del recurso. Notifique** devuélvase y ro- 
póngase las» f<ijas ante el juzgad» de origen. 

A. lÍKHMK.h». — NlCANOR G. Mííií 

Éo&m — n. e. Palacio. — 



.íltmi.' L í'rrrntH contra Ui municipoUiUid de 0ait MU 

colas. p<*r devolución tic dinero cobrado por concepto di' 
impnexio ll la exportación de fruía. 

Sumario; i. 1 (.*nalc-«|niera que sean tas 'facultades conferi- 
da > por la constitución de la provincia de Üucnos Aires 
a lo- bienios municipales para establecer contribuciones 
con que atender a los recursos locales, ellas no pltcáéh 
entenderse de manera que lonlrarieu disposiciones es- 
phm «V la constitución nacional que es la ley suprema 
y n la cual dclieii conformarse aquellas. 

2* La ordenanza municipal de San Nicolás de los 
Arroyos de la provincia de Ktienos Aires, de ¿i de di- 
cte? obre de i»iK, vidente en los años Íty}Q f i*í2<>. en 
cuanto establece un impuesta a la cxjiorl ación de frutas 
pur coiiceiit» de inacción sanitaria, es contraria en esa 
parte, a lo dispne-to por los artículos 10 y 11 de la 60B 
lítnciñu nacional. (Importa el establecimiento de adua- 
nas interiores, cualquiera que sea la denominación de! 
iirqrtiestn que se cobra por la extracción y prava la cir- 
culación de los productos!. 

Oiso: Lo exjilicaii ta> piezas siguiente*: 
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HUSOLL-CIÚN nKL ALCALI i H 

San Nleoli», Eki« Tí de 1836. 

Vista ía causa seguida por el señor Alfredo U. Cerrutti. 
contra la mimic^ltó de t-ia ciudad. por r%tic*óh del 
págO <te un impuesto hittlÉGiiíál, y convocadas las partes a la 
aud.meia fijada v pelúcida la pruéliá respectiva de acuerdo 
con los término» de la ley de justicia de paz : y encontrándose 
la Causa en estado de sentencia : 

Resulta probado: i." Que don Alfredo U Cerrutti pagó 
diez y siete centavos moneda «nacional por concepto de im- 
puesto ]xir d^s cajones de fruía que exportaba a Bueno* 
Aire' en la úvlia expresada en amos. 

_*. <Juc este pago fué con la confuiente protesta re- 
senándoJe" él derecho de pe4ií su devolución. 

V" Que en, este estado se presentó el señor Havid Scm- 
pe lídia rZ manifestando haher hecho un dep6siíD por la su- 
nía en litigio en él Banco de la Provincia a Ir. orden del se- 
ñor Alfredo L. Cerrutti. a nn de ¡ntpjí^ic -e le ruó legara 
con e>te juicio at .-*ñor míen 'ente municipal. 

4.' Que el ai««Iera(K> de la munici|«lidad reeom «cien- 
to los hechos espresados pidió en mérito del tfep^sijo efec- 
tuado ta terminación de! asunto y el archivo del expediente. 

V considerando: 

1/ Que en cuanto a la consignación hecha el señor 
David Sempé Kchart. ésta no surte ningún efecto, ya -¡ue 
rila no ha sido hecha -por el intendente municipal, ernu-. re- 
presentarte lesíal fie la corporación demandada, ni por su 
• apoderado, hiendo el *cñor PemjH- Kchart un tercer., extra- 
vt al asunto, no Retido partí- en este juicio, 

2," One en íó referente al fondo ríe la cuestión en h? 
íí^f>i el impuesto contado por la mur.ieipalidnd es válido, 
¡jq* Cuanto los cuerpos inuniciiflle* tienen facultad para es- 
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tablecer contribuciones con que atender a los recursos loca- 
les, articulo 204 de la constitución de la provincia. 

j." Que la ordenanza de feclia jj de diciembre de ioi8. 
«para el año 10.19 y !')-«>. que establece itn impuesto a la ex 
portación de fruta por concedo de inspección sanitaria, no 
es contrario a los artículos 10 y n de la constitución na- 
cional . 

F'or esto, en lo referente a la consignación hecha pur el 
señor Scmpé lícjiart. se n-chaza debiendo devolvérsele en el 
término de dic« dias la cantidad depositada, y en cnanto :il 
resto no se hace lugar a la demanda deducida |>or el señor 
Alfredo L. Cerrntti, por devolución de impuesto» contra la 
municipal rdarl de esk- partido. Regístrese en el lil>ro Tvs]iec- 
tivo. notifique-;? a las partes y consentida , archívese — 
Pedro Caro. 



VM.Ut m I.A 0>KYi: SI THICV \ 

Bmim AifM. SrptKmbre 3 4« 

Vistos y considerando : 

Que cualesquiera que sean las facultades conferidas ¡Hir 
la constitución de la provincia de Knenos Aires a los euer- 
pn* municipales para establecer con trihue iones con que aUii- 
der a los recursos 1<x*ales. ellas no pueden entenderse de ma- 
nera (pie cnnlra riel* disjiosieiimes esnresa» de la constituciuti 
nacional (júc e< ley suprema y a la cual dc1>cn conformarse 
aquéllas, según e*tá reiteradamente <k-clarado |«»r esta corte. 

Oír- la seríténcía, apelarla, en el considerando 3". fojas 2i 
vuelta hact* Contar "que la ordenanza de fecha ,11 de di- 
ciembre de n>rH. para el año n>i*l y que establece 
un impuesto a la exportación de frutas \vn concepto de ins- 
pección sanitaria, no es contrario a los artículos lo y II de 
la constitución nacional". 
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(Jue asi entendida y aplicaba <Ucfia ordenanza, imil- 
la el establecimiento de aduanas interiores ctialc |iricra í|iie 09 
la denominación del impuesto ijite se cobra \*.*r la extracción 
v ^rava la circulación de los prot lucios. 

ihie tu tal condición ia ordenan/a municipal «le San 
Nicolás de los Arroyos, ¡es contrario en esa parte a lo de- 
puesto |íor los artículos ij y 10 y concordantes de la ™w- 
til nción. 

Kn su mérito se revoca la semencia apelada en la paite 
que lia sido materia del recurio extraordinario, y se deja- 
ra que dicha municipalidad del* devolver a don Alfredo L. 
Orrmti dentro del termino de diez dias <It notificada esta 
M-ntencia. la suma de diez y siete centavo? moneda nació- 
nal cobrados en concepto de impuesto a ta exportación de 
«Jos cajones de fruta. Notifimiese rainal y repuestos ios 
¡jeitos devuélvase. 

A. T^lumejo. — Nicanor G. dél 
. Solar. — D. % F a LACIO. 



Doña María ^apiola de Masscra cotttro el etin*i¿o general <fc 
educación de la frontina de Hítenos .tires, por ínter > 
tljr.o posesorio; sobre jurisdicción orifjtttaria. 

Sumario : No hay contienda negativa de competencia que cn- 
responda resolver a la corte suprema- de conformidad 
a1 articulo <t de la ley +05 5- en »" <" a *> en r ! ut '- habi¿n - 
rjese declarado incoíripett ::te la justicia local de la ca- 
pital, para conocer de una ai usa. la corte suprema soli- 
cita, la para conocer de la mi su a. -e limitó a decir que 
dicha &¿9 W correspondía a su jurisdicción originaria. 



Caso: Lo explican las piezas siguiente-: 
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DICTAMEN rilíL SBÑDR PROCURADOS OKNKR.M, 

Butnoi Aite», A|¡o»1o v4 de 19:0. 

■ 

Suprema Cone: 

V. E. ha resuello a fojas 8 ile estas actuaciones in i cia- 
das por doña Maria Zapiola cíe Mansera contra el Consejo 
General de Educación de la provin ia de Hucno* Aires, so- 
bre interdicto (posesorio que no corresponde a la COfie mi 
prema *le justicia ríe la nación, conocer en las mismas con 
jurisdicción r>ri" : iiaria, 

Ksta resolución Ira quedado ejecutoriada por consentimien- 
to expreso de la actora manifestado en el escrito precedente. 

IVro ésta sostiene que habiéndose declarado con anterio- 
ridad incompetente la justicia local de la capital de la na- 
ción para conocer en la misma cansa, y estando en idéntico 
caso los tribunales del fuero federal, corresponde a V. E. re- 
solver la contienda negativa que' con tales resoluciones apa- 
rece producida. Solicita que se recave con ese fin del juzga, 
do de primera instancia en lo civil de la capital, !:i remisión 
de las actuaciones <¡ue ante el mismn tramitaron. 

La parte interesada incurre en error: V. E. no ^ e ha de- 
elarado 'pie los tribunales federales sean in.-onijieientcs : se lia 
limitado a decir que el asunto no corresponde a la jurisdic- 
ción originaria de ta corte suprema . No hay pues contienda 
negativa entre la justicia ordinaria y la federal, como «e su- 
ipone en el escrito precedente. 

No ha llenado, por lo tanto el caso del articulo o.." de la 
ley número 4.055, que acuerda a V. E, jurisdicción para de 
cid ir cuestiones de competencia. 

Opino en consecuencia que no ha lugar a la pedido. 



José Nicolás Mvtknza. 
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FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Bu«ui Atrei. »*FUem*r* 6 dt t*» 

Téngase por resolución el pm edeiite dictamen del se- 
ñor procurador pt*al. Notifiquen y f&$«& reponiéndo- 
se el pa,pel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — O. E. PALM'tn. — 
Ramón Menokz 



t^W* v ¿tfftitt W#M fe </c fe ^otfiirM rfc la 

ÚeÜiitia de Mirtos Aftm ^M*? **** **1f*f> 

eti esta Wbr? }urÍMÍuxwti orhjiiuvut, 

mUMV «'» ri ía »r¡ K inur¡a di la 

corlo suprema o«»wr en átsttíMÍ<4iies #1 íoi^JP V # 
recciñn gerifc&í de esouolas cié lá pruvinaa í|e Ru^o* 
\m-> lían. «Jrterwr lililí» supletorio |K»r |N.sesioii trvm- 
íenarí», ¿So hav parté demandad» : <M (Je juris ( l.ceum 
eóUiátaria, v HiegO dicho cornejo nO & h prov.naa ni.s- 
m: , y uo tiene. P-r lo tanto, el derecho de fatigó M 
uiinanioute ante la corte Mtpiemai. 
• . I ": * 

Caso; b> explican las pieza* sigmonles: 

UICTAMEN DEL SEÑO* PROCURADOR GENERAL 

Sueno* Aína, Af«t° » <J* ^ 

Suprema Curie: 

V.. tóeSponUe a la juns-iieci-.n originaria de 
„ llrt T en estas ^naciones <,Ue inicia el ronarjo y d.rea'.oiv 
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general de escuela.* dé la provincia de Buenos Aires para ob- 
tener título supletorio por ijmsesión treinicnaria sobre los 'ttt- 
muebles sit natíos en esta capital. 

Én primer lugar. la gestión iniciada no constituye caso 
contencioso, como lo requiere el articulo 2." de la ley núme- 
m ¿".para que su decisión pueda ser sonwtida a la justicia 
■>ndi .nal . 

\ r o hay parte demandada. Sr trata de tina información 
de jurisdicción voluntaria. 

Kn seguidlo lugar, el consejo general de educación y la 
dirección general de espíela- de la provincia de Hítenos Aires 
110 es la provincia misma y no tiene como ésta, el derecho de 
litigar originariamente ante la corte suprema, conforme al ar~ 
titulo 101 de la constitución nacional 

Dichas autoridades no pueden invocar ese ¡privilegio, co- 
mo acaba de resolverlo V. K. el a»8 de jimio del corriente año 
en el imedicto posesorio deducido por doña María Zapíola de 
Massera contra dicho consejo. 

IV.r ello ojñno <jué V". K, carece de jurisdicción para in- 
tervenir en estas actuaciones. 

* 

José $kotás Mat Íctico. 



h.m.lo MC h.\ curtí-: st i'ki-MA 

Buenos AíTCt. Septiembre 6 de 19». 

Autos y vistos: 

Atento lo resuelto en casos análogos ( fallos tomo ¿K 
pagina 78 y otrosí, lo dispuesto en el artículo 2." de la nú- 
mero 27, y de confomii»hd con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se declara que ta presente demanda 
no corresponde a la jurisdicción originaria de esta corte, de- 
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terminada en el artículo .01 de í* constitución Noli í^ue* 
y archive* precia ración del páp\ y devolución de los u- 
litios acompañados-. 

A. Bi:kmi:ji». — Nica no* C5¡ uKi. 

SitLAK, — tí. E. Pm,\CIO. >— 
1í\MÓN M CXOKZ. 



de ti-rritori". 

Snnnoh: B i¿Ív®o (le la extraterrriiorialidad y otros de 
arácter dipIohXico i«l se C#p« a los eorfádo, ru 
a las agentes de estu™. 

uto oKi. KíMn JP'í? i kiíi-:k M. 

m¿ v v»: $*. f*W s artículos 100 y mi # la 

^Mfth nacional, cot K*pttc*o en el articulo v de 

la ¡cv uúiiu-m 4.05 5 y articulo .V. inciso £ de la ley nume- 
ra i| se' refieren a casos, en «#6 agenta consulares ex- 
tranjero* sean pano éií Iba asunto., eos* u>* no ocurre en 
,1 mb hulicc, ai sé tiene en «wttta qut ei «"Or canciller en- 
^lodd Uula t U> de la UepuMica nriental del t W 
¿í„%ñteir ha limitadla formular la denuncia a la Rp«#itt 
L d EcSnte de la n«npaiua de electricidad, y es salndo t,ue el 
cl^ulíanté no eoíitráe Ejfc le ligue al proeediimenm 
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judicial ni incurre en responsabilidad alguna, salvo c! caso de 
calumnia* artículo 168. del código de procedimientos penal). 

Que, esto sentado, es evidente que la eom|>etencia del in- 
frascripto para entender en la cansa, reinita clara y termi- 
nante. 

f'or tanto y no olíanle la opinión del señor agente lis. 
cal, declárase Cfannetente cJ juzgado y vuelva la cansa al mi- 
nisterio tiscal por sí tuviera alguna medida que solicitar. — 
C. Ztn-alitt. 

SKNTKNUV CÁMAK\ ICOKKAI. DJÍ Al'IX UN.M- . 

La Plata, Marzo IT 4t l«>. 

V vistos: 

f 

Aún cuando la denuncia es |wr violación de territorio, el 
denunciante deU' referirse a la violación de domicilio, deli- 
to común cuyo juzgamiento eorrespomle a la justicia ordina- 
ria i«ir no estar comprendidos los privilegio.» y exenciones del 
funcionario «insular ni tratarse de sus negocios |iartieularen. 
{. Artículos !.". inciso 4" y 2." inciso ,v" ley 48 i t 

Por estos fundamentos, se revoca el auto di- fojas U 
suelta, declarándose (jilé la can -a hó corre-] HHide :il lucro 
ferie ral. 

IBevttíKanse. — José i\ffircó. — K. Ciiitfa Lavalic. — A¡t~ 
U*mo Mitrmutrt». 

nit I \Mi:\ HFJ. SRXÍHI ¡■KtPCLKAlKlR r.l'NlíKM. 

Buen» Airat, Atfoala 24 •> itU. 

Desisto eje la apelación interpuesta por el procurador fis- 
cal del juzgado de sección de Ím Plata eti las présenles actua- 
ciones seguidas con motivo de la denuncia formulada ante la 
policía tW diclia ciudad i*>r el cauciler del consulado de la 
República Oriental del Üruguay de halwr penetrado un *m- 
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picado de la compañía de electricidad en el zaguán del edi- 
ficio i|iie ocupa t i consulado, con el pretexto de revisar el me T 
didor. hedí-. que el denunciante califica ile úéWíó de violación 
de territorio. 

La cania ra federal de apelación dé La Plata ha resipíto 
en el auto apelado f t ue la causa uo es de competencia de la 
justicia nacional, entendiendo que el denunciante lia querido 
decir violación de domicilio. 

Adhiero a las conclusiones de la cámara. porgue no pien- 
so que el casO se halle com prenjdidg entre los (pie la ley nu- 
mero 4K pone bajo la jurisdicción de lo* jueces nacionales 
de sección p «le la corte >uprema. 

K-tas actuaciones no versan sobre negocios |xirtirUlares 
de un cónsul o vice cónsul extranjero en cuyo caso correspon- 
deria declarar la competencia del juez de sección conforme al 
incisu 3> ¿ articulo de la ley 48. 

Tauqueo wr<t la can-a sobre privilegio- y exeencio- 
ne- de cónsules o vice cónsules, como dice el inciso V 'l*"' ar-, 
tículo 1." para atribuir jurisdicción a U corte suprema, de 
conformidad con el articulo 101 de la eimstil lición. 

No concierne tauqueo a la persona del canciller, encar- 
ga do del consulado, ni a rt» hieres, pues uo le afectarán las 
sentencias (pie se dicten. Afectarán solamente a tos emplea- 
dos de la conTpañia de electricidad, que uo forman parte de! 
cun guindo. 

IW otra parte, el hecho que a estos se i suputa no {Hiede 
ser calificado como violación de domicilio a diploma: icos, pa- 
ra que, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo <> de la 
ley 49. s 1 juzgamiento corrtssporida a ta justicia nacional. 
\a L) ue el denunciadle carece de investidura diplomática. 

Kil mu secuencia y de acuerdo con hi doctrina adoptada 
.por la corte suprema lie los liados Unidos en el caso L'tntes 
States v . Onega 1 u Wheatou!. ¡pifio a V. K. se sirva acep- 
tar el desesttiuienio que dejo formulado. 

Jos¿ Nicolás Mtitknzo. 



OC JUSTICIA 1>K LA MACtO» 



.¡ir, 



fallo de la corte sumen* 

Buert* Aire». Sepiieab» S de 19», 

Yi:sto-i y considerando: 

Que el privilegio de la extraterritorialidad y otro* de ca- 
rácter diplomático no se extienden a tos consulados ni a lo* 
agentes ele ésttw y (te conformidad con lo exímelo y pedido 
por el señor procurador general, admítese el desesümieim» 
formulado |»or el mismo y devuélvanse 

A. Bermejo. — Nicanor G. wtL 
Sola*. — D. K. Palacio. — 

Rasión Ml'NOttZ. 



Thr Ji wish Cohnization slsseciation eQUifti Abraham Rhns- 
ky. sohrr desutojamirnto. 

Sumario : Kl artículo de la ley número 4S. carece de apli- 
cación en un juicio entre un extranjero y mía sociedad 
que. según 1111 decreto del poder ejecutivo "retine los 
requisitos esenciales que estaNece el articulo 33 del có- 
digo civil para la existencia de las personas jurídicas, 
hallándose, de consiguiente, comprendida en la disposi- 
ción del articulo 34 del misiin» código", según el cual son 
fjiersonas jurídicas, entre turas, las asociaciones existen- 
tes en paises extranjeros: y atento además, to dispuesto 
en el articulo i." de la ley número S.Rf)-. que permite el 
funcionamiento en la república de sucursales u otra es- 
jtecie de representación de las sociedades anónimas le- 
galmente constituidas en pai-= extrettjoro "sin necesidad 
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de autorización previa del poder ejecutivo". En conse- 
Jáiencía, y ciado que a I»»* efectos del fuero no se lonia 
en enema la calidad de vecinos m los eNtranier<>s, no 
procede en el caso la jurisdicción federal. 

Caso: lj> explican ias piezas siguiente-: 



S!-.\:K\ei\ BB1¿ JUKZ Dfi 1'KIMHKA ISNTANCIA OjÉ KjngggDgfl 
u-kovixcia i>E iircxn^ AIKi;s I 

Alercedti ArosIo B úe 

Y visteis : resüjtáiiíib'i 

1 _ Qjtte t .| día 27 de agosto de kji 7. se presentó don 
Andrés Quintana, cii representación de la sociedad aiiúninia 
denominada ""Jewish Colonizatión Assóeiatión 1 .Viciación Ju- 
cí'aka de Colonización l que tiene su sede social en !a ciudad 
ríe Londres ^ Inglaterra i y que ha -ido reconocida por nue-tro 
gobierno nacional en calillad de persona jurídica i»or dcereio 
de f£oha diez y siete de febrero de 180-'. que en tal carácter 
venia a entablar formal deJnanda de de-rfUq" contra don 
Abratiatn Riin-ky vecino de la colonia Mauricio partido de 
Carlos Casare*, de una fracción «le campn de ciento ochenta 
y cuatro hectáreas, sesenta y cuatro área- y quince centiáreat». 
de .propiedad de !a nomhrrada sociedad que tiene en arren- 
damiento el citado sefmr Kkuslcy. todo de acuerdo con el con- 
tra ;<> corriente :t fojás uno. 

||_ — i)uv el ciiado arrendamiento venció el día J." de 
abril de mío, y que hacía seis año* que no pagaba cuota al- 
gnata. y que no habiendo cumplido con las obligaciones que 
le eran re-q caicas y encontrándose vencido el plazo del 
arriendo. la tocación habia concluido de acuerdo con el ar- 
ticulo r.'4U inciso 1." del código civil, pidiendo en consecuen- 
cia demandar la restitución del inmueble y sus accesorias c£ll 
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la pérdida e intereses ríe la demanda, articulo del có- 

digo citado K 

in. — g|ié citado a cnnparendo venal actor y deniait- 
dado cuya diligencia corre a fojas 15. el demandado, sin con- 
testar la demanda de desalojo, opuso la declinatoria de juris- 
dicción, pues se amparaba en el fuero federal de acuerdo con 
lo dispuesto i>or el artículo 100 de ¡a constitución nacional 
y articulo 2.", inciso 2." de la ley reglamentaria número 48- 
en virtud de ser el demandado de nacionalidad rusa, en tan- 
to que la asociación actora es argentina, de la capital fede- 
ral, negando el apoderado del actor que la sociedad que re- 
presenta fuera de nacionalidad argentina a los efectos del 
fuero. 

[V*. — Que abierta la incidencia a prueba, -e produjo 
todas las que obras en autos: 

Y considerando: 

1. " Que se halla prohado en autos |>or tas declaración 
ncs de los testigos Filomenliain. Fanigold v Broitman, fojas 
50 a 62 que el demandado es extranjero de nacionalidad rusa. 

2. '' F.u sw virtud, se hace necesario establecer si la so- 
ciedad adora o sea la Jewisli Colonízatióu Associatióu. debe 
considerarse como extranjera, o si tiene el carácter de na- 
cional. Si lo primero, la excepción de incompetencia no pro- 
cede, y si lo segundo, dicha excepción tiene que prosperar: 
articulo 2.". inciso 2.", 12. inciso 4." de la ley número 48 de 
septiembre de 1863. 

3. " Según el decreto del i>odcr ejecutivo nacional, de fe- 
cha 17 de febrero de 1912. se trata en el caso, de una so- 
ciedad extranjera, constituida en Londres y reconocido con 
el carácter de jxrsona jurídica en nuestro territorio.. 

Kn sus términos más sintples. la cuestión queda reduci- 
da a salier. si el hecho de que el estado argentino reconozca 
la personería de una entidad extranjera y le. permita actuar 
en el pnK previo constatación de que sus estatutos, 110 con- 
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tienen disposición alguna contraría a nuestras leyes o a las 
buenas costumbres ^vierte a esa sociedad extranjera en 
argentina. 

Para los que sostienen la tesis afirmativa, el himple re- 
conocimiento b autorización para funcionar prestada por el 
estado a donde ge dirige la sociedad extranjera, es lo q«* crea 
su capacidad. Sin ta» autorización, se dice, la itersona juri 
dica no seria tal. luego es el gobierno que la admite el que 
h crea y ippr lo tanto, queda convertida en sociedad nacio- 
nal, |Kir esc sólo hecho y equiparada a las que se constituyen 
en el país. 

Ksta tesis es falsa: a juicio del infrascripto las perso- 
nas jurídicas extranjeras, que úenen ya por su fundación un 
carácter propio y sori \erdaderas entidades de derecho, deben 
ht itttrniaáonahiteittc admitidas como tales, con más razón 
en la época actual, en el que el intercambio es tan grande y 
en que la actividad comercial ha adaptado la forma de la aso- 
dación para escindirse. Sociedades tales, venidas a nuestro 
territorio, son sinlplementc monadas por el poder admira- 
dos que ejerce muí función de contralor o vigilancia para 
no admitir la introducción de personas de derecho que com- 
prometan los principios de nuestra legislación, como no ad- 
mite la introducción de <t>ersoiias física* que «« 1*"S«» 
para la sociedad. 

Pero este reconocimiento río es una creación, I.a socie- 
dad es admitida con sus mismas cualidades y atributos, y en- 
tre ellos el de su carácter extranjero. 

Si otra cosa se decidiera, tendríamos que una nñ*ma aso- 
ciación o .persona jurídica, pertenecería a varias nacionahda- 
des. Kn primer lugar, la «le su origen. -> fundación, la del 
paí* donde lia nacido como entidad fe derecho y luego la de 
todos los denú> países donde fueran a actuar y en donde 
fuere reconocida. Ksta conclusión repugna a la idea de na- 
cionalidad, que no quiere que sea diversa y contradictoria, 
<ino una, porque se confunde con el estatuto de la< personas. 
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Y si bien es verd.nl que se habla de la nacionalidad de las 
personas jurídicas sólo por extensión de lo que se refiere a 
las per-sonas físicas, no es menos cierto que las diversa* na 
cioualidade* de las personas de derecho traerían los mismos 
o parecidos inconvenientes que las de los ciudadanos. 

4. El articulo o, *lc la ley de jurisdicción y competen- 
cia de 14 de septiembre de ley número 48, se refiere 
a corporaciones nacionales y prevé el caso de jurisdicción ie- 
tcrproviucial, j»or lo que no es de aplicación al caso. Eti la 
memoria presentada \hjt la parte actora a fojas -S. se lia 
demostrado acabadamente. Cap. II, qtie el alcance de dicho 
artículo, de acuerdo con sus precedentes norteamericanos. 110 
lia sido otro (¡ne el de impedir que étt las corporaciones que 
funcionan en uno de los erados federales, se mire a la na- 
cionalidad de las |>crsonas que las forman, debiendo aten- 
derse únicamente a la entidad misma con prescindencia de 
sus miembros. Ni del texto del artículo y, ni de SUS prece- 
dente- arráncanos, se descubre nada capaz de darle un ¿cu- 
tido aplicable, ni siquiera <por analogía, al caso de sociedades 
constituidas en el extranjero. 

5 " Que si bien es verdad que tanto la ley número 3. 528 
y 8.807 son jjosteriores a la admisión fie la sociedad actora 
para funcionar en nuestro territorio, no es menos cierto que 
el espíritu de las mismas armoniza perfectamente con la so- 
lución que tiene por extranjeras a las sociedades eme vienen 
a establecerse en él territorio nacional, y que es de buena her- 
menéutica interpretar las leyes anteriores ]>or las jioste- 
.riores. 

<>." Y finalmente, la suprema corte nacional de autori- 
dad indiscutible !y a -cuyas decisiones deben conformarse 
los jueces, especialmente en ésta materia, lia estaWecido en 
el fallo que se registra al tomo 102. página 168, de acuerdo 
con la vista del señor procurador general, doctor Saliiniauo 
Kier, y confirmando una meditada sentencia del superior tri- 
bunal de Entre Kios. que en casos eomo el de autos debe 
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prevalecer el fuero común. Ks e^ta la última jurisprudencia 
de tan alto tribunal, a la que se adhiere el infrascripto. 

7." Que en el comparendo de fojas 15 la >;>arte deman- 
dada no ha opuesto ninguna defensa a la acción de desalojo 
instaurada, siendo de observar míe en esta clase de juicios 
deten nacerse valer en el mismo acto todas las excepciones 
v defensa? que existan, artículos 07, y8. 501 y $02 riel código 
"de (procedimientos. 13 or analogía y 604 del mismo coligo, l a 
naturaleza sumaria del juicio de desalojo, 110 admite la opo- 
sición de exección en el carácter de previas a la contesta- 
ción a la demanda. 

Por estos fundamentos fallo, rechazando la excepción de 
incompetencia iipucsta y decretando el desalojo de don Abra- 
harii Kiinsky. el cual delwrá de«oeui>ar la fracción de tierra 
a que se refiere .el decnmento de finjas 2. en el término de 
diez días, bajó apercibimiento de ser lanzado por la fuerza 
pública. Impingo las costas al deiuandado. Articuln 71. códi- 
go de prrK-ed ¡mienlos. :i cuyo efedo regulo en cuatro cien tos 
pesos el Honorario del doctor fegíl y en do^ientos i*-sos ios 
derechos proctiratorios del señor Quintana. 

Asi juzgando, lo mandado en Mercedes a ocho de agos- 
to de mil novecientos diez y ocho. — Luis F. BéMpMe* — 
Ante mi : h'aiil l-Uhevcrry. 



mCTAMKN* DÉL SESOK l'KOCUHAllOR CE* I* Al. 

Bucnot Alrct, N«vlent>ie 1 É* de 

Suprema Corle: 

La sociedad atiónima "Jewi-li ColmiizatiúiT litigando con 
Ahraliam líimnskv, sostiene, que a los efectos de la juris- 
dicción dr lo> tribunales federales, es extranjera, ¡wirque ha 
sido creada en Inglaterra, donde tiene su directorio, y j^ípe 
él decreto riel poder ejecutivo que le reconoció personería 



T>r. JUSTICIA PE LA NACIÓN 



831 



jurídica, declaró expresamente, (pie ella había sitio fundada 
en Londres, en 24 <le agosto de 180J. 

El juez a qiw lia adoptado ta misma conclusión, contra 
la opinión del afielante, según el cual toda jwrsona juruli- 
ca «|ue funcione en la rqmblica con autorización de autori- 
dades argentinas es argentina a los efectos del fuero, y se 
reputa vecina de la provincia en une se halla (binki liada. El 
apelante entiende que la sociedad actora es vecina- de la ca- 
pital de la república y t hiendo él extranjero. sostiene que este 
litigio corres|>om1e a la jurisdicción federal, conforme a Jo 
dispuesto en la constitución argentina, articulo 100, y en la 
ley de jurisdicción número 48, de 14 de septiembre de i8f)^. 
articulo 12. inciso 4." y artículo o," 

El caso no está expresamente previsto en nuestras "leyes. 
La constitución cuando establece la jurisdicción federal por 
razón de las personas, habla de litigios entre vecinos de di- 
f emites provincias y entre vecinos de una provino!.* y esta- 
dos o ciudadanos extranjeros, (pero no dcíiuie la palabra ve~ 
cltut) ni menciona las corporaciones o sociedades anónimas. 

Mi opinión «personal sobre el significado de dicha pa- 
labra es diversa de las que ha prevalecido en las * cuten cías 
judiciales. 

La constitución argentina no es una -imple traducción 
de la de los Estados Unidos. Las diferencias do textos en- 
tre una y otra no son errores de traducción, como suponía 
equivocadadameme Sarmiento, sitio alteraciones intenciónate?, 
introducidas en vista de las condiciones y circunstancias par- 
ticulares de nuestro país, como lo ha hecho resaltar Alberti. 

Escribiendo sobre esto hace algunos años, he dicho. 
"Ddijde la <le los Estados Cuidos, dice: "controversias entre 
un ei-tad» y ciudadanos de otro estado, entre ciudadanos ríe 
diferentes estados, y entre un estado o sus ciudadanos y es- 
tados, ciudadanos ó subditos extranjeros. "*la constitución ar- 
gentina, dice: "causas que susciten entre una provinvia y los 
\ecinos de otra: entre los vecinos de diferentes provincias; 
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y entre una provincia o sus vecinos, contra un estado o ciu- 
dadano extranjero"- 

"El sentido que la palabra vecino tenia en la éi»oca de 
1» redacción dé la constitución y que aún conserva, lo -tía el 
mismo diccionario de la legislación y jurisvnideueia antes t1 " 
tado: "/Yríiií*. Et que tiene establecido su domicilio en al- 
gún pueblo con ánimo de ¡lenuauecer en él".. 

Concuerda e-ta definición con el éówéfetó que infirma el 
articulo ra, de la ley de jurisdicción del año iS6$ cjlie diet- 
a-i: "La vecindad en una provincia se adquirirá, para lo* 
efectos de fuero, por la residencia continua de do* años, o 
p>r tener en ella propiedades raíces o un estable.imieutn de 
industria o eemerci». o por bailarse establecido di- ftwdo que 
a;»are/ca el ántco de permanecer . 

"Se puede, pues, ser vecino sin sé ciudadano: no c> la 
nacionalidad sino la residencia, el ek-inemo coiMimtivo d; U 
vecindad. l"u extranjero puede avecinarse en una prreinvia 
si naturalizarse, sin adquirir la ciudadanía argentina, que es 
la única ciudadanía rpte se ejercita en nuestra república. b*s 
eoristituventes de 1855 y i^k> no -podían Hablar de ciudadanía 
de provincia. ¡>or<|ue tal posa no existía entonces, ni convenía 
exí atiera en esta nación. 

"Australia. :il imitar el ángulo 35 de sil cou^liuinón las 
disposiciones del articulo MI de la norteamericana, lia pro. 
-ceñid- de un modo análogo a la argentina, sustituyendo la 
palabra ciudadano i*>r la de residente. La cláusula australia- 
na, dice: 'entre estados, o entre desi de rites de diferentes es- 
ta los. o entre un estado y un residente de otro estado". "Xo 
se dirá que anuí hay error de traducción, puesto que amina 
texto* se bailan en inglés. Lo que hay es ad;q nación inteli- 
gente, como cu la República Argentina I Matietizo, Temas 1»- 
títieoí é históricos, página 1 -7 

Aplicando esta interpretación al cas«> snt> judice. la socie- 
dad demandante en cuanto funciona |wniiaueuiememe en ta 
capital fie la república, donde tiene mi- áfetttfeS o administra- 
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dores, será vecino de la capital «de la república a los efectos 
ilel fuero. 

Pero como lo dije antes, no es dicha interpretación la 
que ha prevalecido en la práctica, sino la de que vecino quie- 
re decir ciudadano. 

Dentro de este criterio que respeto, aunque no compar- 
to, la sociedad demandante no sería vecina de la capital, por- 
que no es ciudadana. 

Kn nuestra legislación, las jiersonas jurídicas son ente.*; 
de existencia ideal, ¡creadas |>or la ley, como persona* ente- 
ramente distintas de sus miembros (código civil, articulo $2, 
33- 34- X ,V> 1 ■ Hero no es necesario que ellas sean de nacio- 
nalidad argentina. Por el contrrario. el artículo 34 det có- 
digo civil reconoce expresamente que son personas jtirii ti- 
cas los estados extranjeros, cada una de sus provincias o muni- 
cipios y los establecimientos, L'orporacioncs o asociaciones exis- 
tentes en pais extranjero con iguale condiciones que las re- 
queridas eti el articulo 33. |Kira los establecimientos o aso- 
ciaciones fundadas en la república. 

El código de comercio admite también la existencia de 
sociedades extranjeras distinguiendoías de las nacionales, y 
las autoriza para funcionar en la república, enn ti sin repre- 
sentación social en ella (articulo* y ¿87». 

No es pues, exacta, la tesis de que las personas jurídi- 
cas extranjeras se conviertan en argentinas por el sólo he- 
din de estar autorizadas a funcionar en nuestro pais. 

O * este criterio, interpreto el decreto de febrero de iSo>, 
como una simple licencia dada a la sociedad demándame pa- 
ra funcionar en la república y no como una creación de su 
personería jurídica, Xo sólo el preámbulo «leí decreto hace 
ce m tsar que la solicitud formulada es "pidiendo la autoriza- 
ción del gobierno para funcionar en la república"* y que "el 
acto constitutivo de la sociedad ha tenido lugar en Londres 
con arreglo a la legislación inglesa, sino que la parte dispo- 
sitiva del mismo decreto repite la declaración del origen o 
nacionalidad de la Sociedad, diciendo en el articulo 1.": "que- 
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(ta reconocida en el carácter de persona jurídica la piedad 
tke Jcwish Colonizaticn Assoehtión. fundada en Londres el 
24 de agosto de iSol". 

l?n los Estados Unidos, la corte suprema lia recomieido 
igualmente la existencia de corporaciones p personas jurídi- 
ca- extranjeras, para los efecto* del fuer.» federal. 

En el «caso de Steamship Cowpany v. Tugiuan. decidi- 
do en las asumes de 1S82. la corte suprema de los Kstado* 
Unidos, declaré que los miembros de una corporación extran- 
jera, ctlátwtü ¿ta dentuda o es demandada en un tribunal 
de lo- Kstad^ Unidos, sé presumen ciudadano- .0 subditos 
del esoado o pais que creó, i 100. U. S. llK 1 . 

Y veinte afuis más tarde, corroboró esta doctrina en el 
caso de Soiueman Kailway Con.pany v. Allison. decidid.» en 
iravo de declarando que. aunque una ley del estado de 

Carolina del Norte, disponga que una compañía de fer/oca. 
rrtí extranjera que desea |*seer propiedades u hacer negocios 
o ejercer cualquier franquicia como corporación dentro del 
estado, debe cumplir ciertos requisitos y al cumplirlos, se con- 
vertirá en cognición originaria tal hecho no afecta el carác- 
ter de la co n >oración originaria y no por eso se convierte 
en ciudadano de Carolina «Id Norte, en cuanto afecta a la 
jurisdicción de los tribunales federales por ra*4i de díver- 
sa ciudadanía. I njo, U. S. .V2Ó*. 

Allí, como entre nosotros, la ley no había dicho ex-pre- 
.tatúente nada acerca de la jurisdicción compíteme para co- 
nocer en pleitos de las personas jurídicas extranjeras. 

Sólo existia, el principio. ineor|N>rado al artículo o. 1 'le- 
la lev argentina número 4*. de que la- corporaciones creada, 
en una provincia o estado se reputan para los efecto- del f ñe- 
ro como ciudadanos domiciliados e:i el estado en qite se ha- 

líáii establecidos. 

Y. K. ha llegado a conclusioiie- análogas a la de la c- ir- 
te suprema de los Ksta.tes Unido* especíllmetite en el ca<o 
de la compañía de fabricantes ingleses contra Dominga Cos- 
ta, qtie se registra en el tomo IOJ de los fallos, página "53- 
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Estas razones y las concordantes de la memoria presen* 
tada por la parte actora. . deciden mi opinión en el sentido de 
que la Svwlsh CoJonicatió» Assoriatión es una jiersona jurídi- 
ca extranjera, aunque se halla rfouiic ¡liada en la capital. 

Kn cnanto al demandado don Abraham Kiuisky, hay con- 
formidad de ]>artes cu que es extranjero, domiciliado en la 
provincia tic Buenos Aires, y de autos resulta que es real- 
im-ntc veciiH» de esta provincia. 

El pleito ¿Si ]mcs, entre dos extranjeros vecinos de dife- 
rentes provincias, ya que la capital se reputa provincia a los 
efectos del fuero federal. 

Según la doctrina adoptada |*>r V. R.. que no toma en 
cuenta la calidad <le vecinos en los extranjrn»s, la jurisdioión 
federal no procede en este caso. 

Jos? Nicolás Maticnzo. 
r.\us* m la coatí suprema 

Iinh Aire». Septiembre 6 de Ifr». 

Vistos: Kstos autos seguidos \mr la Sociedad The Je- 
wtsh Colotiizatión Associatión contra Ahraham Uímsky sobre 
desalojamiento, traídos a esta corte por vía del recurso ex- 
traordinario (leí articulo 14 de la ley 4«. de sentencia pro- 
nunciada |*»r el señor juez de primera instancia del (leparta- 
mentó del centro de la provincia de Buenos Aires, denega- 
toria dt'l lucro federal, y 

Considerando; 

Qlíe la demanda lia sido interpuesta pof la sociedad 
contra un extranjero y la cuestión planteada y resulta es si 
la suciedad demandante reputarse laminen extranjera, 

a los e ícelo- del fuero, o por el contrario, nacional, con arre- 
glo al articulo o." de la ley de jurisdicción y cnnqietcncia, 
pues si lo primero cor recude el conocimiento de la cansa 
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a los tribunales dé ta provincia, sí lo segundo a la justicia 

Oue atentos los términos «leí decreto de i" de febrero 
de i*J2, (f«Ías 1*8 vuelta, registro nacional de i*,2. I> ^> 
"la sociedad de que se trata reúne los requintos esenciale* 
q¿ establece el articulo 33 del «aligo cml, para ¡a exigen- 
cia de las persona jurídica,, bailante de cénente com- 
..rendida en la dis^ieión del articulo 34. * 
según el cual son también personas junto,, las 
Aciones exigente, en países extranjeros; y teniendo en 
nen,a adema, lo dispuesto en el articulo *? de la ley nu.ne o 
SI 6 de febrero de .912. que ,*rmite el funcionamiento 
ln ,1 república de sucursales u otra «fe* de representación 
dé las piedades anónimas legábante cnustmndas en ,«1, tx- 
tranjero, "sin necesidad: de autorizan, previa de f po* ^ 
altivo**, carece de aplicación en el caso, el articulo 9, de la U> 

número 4X citada. M „™ 1 6P 

IVr ello v lo pedido puf el señor procurador general, se 
confirma la resolución apelada : las costas por su orden, «en- 
ría especialidad del recurso y lo reiteradamente resuelto. 
^OttííOtiése y tWmm $ W$ «^vuélvanse. 

A. BKRMEJO. — XlC\XOR G. DKL 

Solar. — D. E. Palacio. — 
Ramón Mknokz. 

Kn la inis.ua fecha, se igual resolución en la causa 

«rguida por la mUma piedad contra Adolfo Mlberman por 
idéntica calida. 



n„„ ciodonñr* Mffln, w*w v fm> W ™- 

comidas C injurias: solw eoitpctcncia. 

Summ- Corréenle a la justicia federal el c -no. ¡miento 
• de una querella pt el delito ele cabunnia cp ® <"« co- 
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metido en una solicitud -presentada ante el consejo supe- 
rior de la Universidad Nacional de La Plata. ( Articu- 
lo 3,". inciso 4." de la ley 48 y 23, inciso 4." del código de 
(procedimientos en lo criminal). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

Airo nKi, skñor .ii:kz 01:1. crimkx 

La Plata, Agosto 1 de 1919, 

Autos y vistos : 

Imputándose al doctor Griffin en su carácter de decano 
•de la facultad de agronomía y veterinaria de esta capital, por 
nota corriente a fojas i antes las autoridades de la misma, 
hechos que a juicio del querellante caen bajo las sanciones 
del titulo VII, libro II del código ]»era!. y siendo dicho es- 
tablecimiento de exvlusiva jurisdicción nacional, el infrascrip- 
to se declara inco«i|>eteme. tey 48. artícido 3," inciso 4 ". de- 
biendo remitirse csia querella consentido o ejecutoriado que 
sen el presente, al señor juez de sección en lo federal para su 
conocí tu ¡cuto. — Juan A. fiolh. — Ante mi : Pedro Partarric. 

SKNTKXCIA [>£ t.A CÁMARA y KN E.0 CRIMINAL V CORRECCIONAL 

La Plata, Septiembre 2 de 1P10. 

Autos y vistos: 

Admítese la excusación del señor presidente de este tri- 
bunal doctor Miguez ipor encontrarle fundada en el artteu- 
lo 23. inciso 2." código de procedimientos penal. 

Y considerando en cuanto al recurro iMerpucSto coiUra 
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* 

el ante» de fojas l&; que la i>re*mtc querella * ha imerpue* 
to por el queríante imputando a Ferri. Come* y demás nom- 
brados a fojas 5, el delito de calumnia. 

Oue 110 resulta comprobado en estos autos que ese de- 
lito de calumnia *e baya perpetrado en un lugar en que el 
gobierno nacional tenga abanta y exclusiva jurisdicción ( ar- 
tículo V. inciso 4.". ley 4»>. &Í m m revoca el auto «- 
presado v en consecuencia el de fojas «>. ( Amenlo 07, co- 
digo de procedimientos penal I. Devuélvanse. - Juhauc" h- 
Uis. - Ahina. - Ante mi: A Í V.f ¡.osada. 

* 

t»H TAMIv.V \m. SKÑOK I-KOCUK V1XIK GEXB1IAL 

Ihhi Alrn, Dtcicttbfc ¿i de 1913 

Supruma O trie: 

\ [0 jueces de segeíón .según lo fc1 anicuio 3* 

de la lev 4S. sóbri' jurisdicción y competencia de le* tribu- 
nales íeili-rales. con-e.p.mde c.mocer de toda cau-a criminal 
cuv., díiiocimífetuo consta a la Justina nacional, eonipreu- 
en el inciso # de dicho artilló, los er.menes de 

toda especie que M Wm® ™ * i** 1 ** 

racional tenga aWtita y exclusiva jurisdicción. 

Calero indudable que el gobernó nacional tiene lal 
jt.risdK-cion en la &Ív^|a| de l.a l'lata. creada W W <W 
congreso. 

' Mabu-mlo-r cometido dentro de la mi-ma el hecho que 
se inqiufa cómo delito |*»r el querellante don Clodomiro l.nf- 
fíit a los alumnos acusados, consistente en la presentad 
>ntc el conejo universitario de una nota que vi reputa ea- 
lumrtiosá v injuriosa, considero que la qítóUa entablada ha 
debido agrio ante el jtfft <íe sección de La l'lata. 

|W otra pane. Matamba de un delito previsto y pena- 
do por el aniculo ¿o de la ley penal federal, numero 40, & 
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que el querellante se considera ofendido en calidad de de- 
cano de la Facultad de Agronomía de aquella universidad, 
comidero que es a dicho juez federal a quien corresponde 
conocer en la cansa. 

Por ello pido a V. E. se sirva revocar la resolución de 
la cámara y de ablaciones en lo criminal y correccional de 
La Plata. que .ha declarado esta causa de !a couqjetencia de 
la justicia local. 

Jrts¿ Nicolás Maticnzo. 



Bueno* Aíieí, Septiembre 10 ét lf30. 

Que el delito a que se refiere la querella de fojas § de- 
ducida ante el juzgado del crimen de La Plata, se nace con- 
sistir en la calumnia que el querellante afirma haberse: co. 
metido en una -olicitud presentada por los querellados ante 
el consejo superior de la universidad, imputándose hechos 
que importan la malversación de caudales públicos previstos 
en el articulo 27 de la ley número 4.189 y 261» 'leí código 
penal . 

Que con arreglo a lo dis|Hiesto por el articulo ,v°. in- 
ciso 4." de la ley número 48 y ¿3 inciso 4" del código de 
procedimientos en lo criminal corresponde a los jueces de sec- 
ción y a los de tos territorios nacionales el conocimiento de 
lo* delitos de toda especie que se someten en lugares o es- 
•íiíecimiemos donde el gobierno nacional tenga absoluta y e* 
elusiva jurisdicción como se ha resuelto también por esta cor- 
te en repetidos fallos. 

Que en este caso se encuentra el delito expresado desde 
•pie se dice cometido en un lugar en que el gobierno ile la 
nación tiene absoluta y exclusiva jurisdicción como en la ci- 
tada universidad nacional de La Plata. 
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Por ello y conforme con lo expuesto y pedido por el <e- 
fior procurador general, se revoca la sentencia apelada de fo- 
ja* si y m: declara que el conocimiento de esta cansa corres- 
ponde a la justicia federal. Notifiquen y devuélvame- 

A. Bermejo. — Nicanor G. i>el 
Solar. — D. E. Palacio. — 
Ramón* Munhk* 



Don Diego J. l'iUafañe contra don Pedro Chattard. por rW- 
v'mdkaáón: sobre competencia. 

Sumario: i." Desconocido el fuero federal en que se amparó 
el recurrente, procede para ante la corte suprema la ape- 
1 ación extraordinaria que autorizan los artículos 14 de la 

lev 48 v ó:' de la ley 4 055. 

3/ la jurisdicción federal es restrictiva y de cx- 
cqKi.'m. y su incompetencia puede ser declarada en cual- 
quier estilo del juicio en que aparezca, y aún de "ha... 
U competencia de ilos tribunales federales por razón 
de la materia e< improrrogable por m i>ropia naturale- 
za y no puede ser alterada i>or la voluntad de los liti- 
gantes-. , 
En el recurso extraordinario autorizado por ei 

articulo 14 de la ley 48. n» ™ P**# bie rcvisaT " n f,MIí> 
H,hre punto* del mismo, consentidos por el recurrente, 
para establecer, en mérito de reglas procesales y de doc- 
trina tlel mismo carácter, .cual sea el orden en que de- 
ban tratarse las diversas defensas invocadas en el curso 
del litigio. 

4.- No corrcs|x>nde a la justicia nacional el cono- 
cimiento de un juicio por reivindicación seguidos entre 
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un argentino y un extranjero, en el que. si bien el pleito 
no versaba directamente sobre la reforma o nulidad de 
las respectivas declaratorias de herederos invocadas como 
título por las partes, ese punto era inseparable de la 
litis, según % consideró y resolvió la* semencia de prime- 
ra instancia, pronunciándose e presamente sobre materia 
míe es privativa de los tribunales provinciales, con arre- 
glo al artículo 13. inciso i." de la. ley 4 S - 

Coso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEOKBAI, 

La Plata, «totio 33 de 1 M. 

Y vistos: Este juicio seguido |wr don Diego I. Yillafa- 
f*c contra don IV.ro Chattard. sobre reivindicación, del jue 

Resulta : 

Primero. Que el 3 de mayo de K)l8, se presentó, por sí, 
el actor, fundando la acción en tos siguientes hechos y con- 
.idt*raciniie¡¡ : a) Kl demudado ocupa un terreno perteneció- 
te a la sucesión fie don Damián Cabral. de quien el actor is 
heredero, situado en la ciudad de San Fernando, calle Cieñe 
ral líelgrano. compuesto de ocho metros sesenta y seis cen- 
tímetros de frente, -por cuaima y un metro, veinte centíme- 
tros de fondo, designad" con los números cinco y seis en 
el croquis de fojas 1 y cuyo* limites son: por el X. E. calle 
Eelgrano por el N. O. el lote cuatro, ocupado por don Augus- 
to Storni: por el S. E. con el lote siete, ocupado por don 
Francisco Chattard y por el S. O. con terrenos de la suce- 
sión; b) La fracción demandada, es parte de una extensión 
que don Damián Cabral compró a don Jos¿. doñu Xícotasa 
v dona Catalira Cabral, en 1855. quienes la hubieron de do- 

M 
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ña Manuela Cabra) : ?) Kste tomó jiufiesKin de la tierra insta- 
lando Uti homo de ladrillo*, cuya fabricación dirigía pn>o 
nalmente, al par que construyó unas habitaciones, 
qne continuó tranquila hasta fjüé en 1005, 6^ turbada, ni ¡en- 
tras se sustanciaba el juicio sucesorio por don Trislán Al- 
mandos. i|iie ocupó ti terreno, enajenando una fracción a 
Chattard: d) fundó su> derechos en los artículos 2."$ y 
¿.4 50 y concordantes del código civil y termina pidiendo se 
concierte al demandado a la devolución del terreno más los 
frutos percibidos, con costas. 

Segundo. Que acreditado el fuero, se din traslado de la 
demanda, siendo ella contestada a fojas 17 por don Geróni- 
mo Silva, con poderes al efecto, quien, para pedir sil recha- 
zo, con costa-, manifiesta: Que ocupa un inmueble en San 
Fernando, calle Ftelgrano como dueño, con justo titulo y bue- 
na fe. inmueble que no es de la sucesión de don Damián 
Cabral, de quien el actor 110 es heredero sino sus hijos lsaM 
Cabra) de Kossí y Damián Cahral, los cuales fueron decla- 
rados en aquel carácter en el juicio -ucesorio de don Miguel 
Gerónimo Cabial y doña Candelaria Merlo, de quienes don 
Damián era hijo, de todo lo cual se deduce que el actor no 
e$ heredero de don Damián y (pie la declaratoria por él in- 
vocada carece de vídor: Que el terreno ocupado por Chattard 
no forma parle del comprado en 1X55 a don José, doña 
Micaela y doña Catalina Cabra] : Que son falsos los acto* 
■posesorios a que alude el actor, con*.» asi también la turba- 
ción de .posesión atribuida al causahabienie de Chattard: 

Tercero. Que abierta la cau-a a prueba se produjo ta 
certificada a fojas 110 y habiendo las panes alegado sobre 
su mérito, ta causa qiudó para sentencia: 

V consit íerando; 

1.* Que tal como la litis se ha trabado, es de primor- 
dial necesidad establecer >i los derecho- hereditarios del ac- 
tor, en caso de existir y de pos.cr ser invocados legalmente. 
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se refieren al inmueble (|ue el demandado posee. Dice Villa- 
fañe que la fracción que él entiende pertenecerle y a la que 
refiere la fieman da. forma pane de una mayor superficie que 
don Damián Calmil compró en 1855. por ante el juez de paz 
de San Fernando y cuyos linderos son: por el frente la ca- 
lle Rclgrano, que la separa de doña Micaela Cabra) 'hoy 
ocupada por don Julián Arregi i : por el S. E. con el hospi- 
tal local, antiguamente cementerio; por el fondo S, O. con 
Santiago Peredo y por el N*. f). con doña Micaela Cabral y 
don Felipe Oiménez (hoy prolongación de la calle Hrown K 
A su vez. el titulo que invota el demandado contiene la* -i- 
gntentes espttiflcacione«: A fojas <jg corre el testimonio que 
acredita que don Tristán M. Aliñando* compro en remate pú- 
blico dos lotes fie terreno pertenecientes a la sucesión de don 
.Miguel (len'mimo Cabral y de doña María Candelaria Merlo, 
lotes que se designan cotí lo,- números 2 y o del plano de fo- 
ja> <tf y de los males el juez de paz de San Fernando, el 13 
de abril de HJ05 dio •posesión a Armandos; en t8 de octu- 
bre fie 1909 Almandos vendió a don Cristóbal Puil landre el 
lote número 6 de la fracción é* compuesto fie ocho metros 
sesenta y seis centímetros de frente por cuarenta y un me- 
tros de fondo, lindando |Kir X. O. calle Helgrano en medio, 
con Julián Arregi». imr el $&. O. con Pedro Chattard ; por el 
S.fC. con la sucesión fie don Santiago Peredo y por el S.n. 
con don Francisco Chattard; posteriormente, en t6 de ene- 
ro de M)\2 Puillandre verdió el mismo Une a don Pedro 
Chattard. No cal>e duda de que se trata fiel mismo inmueble. 

2." f)ite corresponde entonces, analizar lar afirmaciones 
fie la demanda y las conclusiones de la prueba rendida, a la 
luz del articulo 2758 del coligo civil en que aquella se basa. 
Ante todo, es indispensable que Viltafañe tenga un título de 
dominio sobre el inmueble; Sus pretensiones al respecto se 
fundan en >u carácter de heredero de Damián Cabral. su 
tío carnal, carácter que fue acreditado ante él juez que hizo 
ta declaratoria testimoniada a foja* 3,6 vuelta y en que se 
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ba,a b ,irc„n«arcia -le ser el actor hijo 

i-,. ,07 .km l*.n,i»n tuvo en n.atr.mon.o do» lujos. Pautan 

S d 4. 10. tm-U,,. Xn se -«-sitan IH 

la procedencia y alcana de la dolara ton. Um% P*V 
llafam-. tiene fila .,».lc ceder en pnonda.l ante la pr.rn.m- 
ciada en favor k los MjIo<¡ <le don Damián. 

i. Qttfe sea de ello lo fuere, el hecho » que Vi- 
Ibfaijé no puede cnsiderar-e heredero fogoso d, don IX ■ 
"¡a Cahral. en cuyo ca<o y dado que el a. 

* hubiese i» prol«do. lo qiié no ha ocurrido, qtwdarf* 
£ c i arse el rcpúdto legal relativo a la 
Ta , , e el actor pudiera ¡..focarla con cKrto. le era m.l.s. 
£ iff haberla obtenido ¡«dicta- .ente <«***¡"3j 
«o civi... Dice «te. el particular la hxn-u © -»™ l. * 
¿ ,a ,aP¡.al en 0. 4» ,ne se = . 
rtte j(» <lc su colección,: í*fW;5v? ., . , 

tú* 1 /.. derf.., k m mí' ,1 

éncia judicialmente. ,-ara presentarse mv<*-a,.do .«..ra . • 
¿ .Icrechos „„K.ren,es a su carácter E hea.le o „ 

no ha entrado NMM «• *»***2TSS 
„, dl . s,rrí¿* r,-¡ : i«.Í.V««.™ contra los terceros l»e qeten. 
u, btve* hereditarios". V en autos .... hay enn-tancu, u 

Y Uaíauc UMW esa &m >M SgJGXS 
„„ miele pretender qil* la »>s#5»i dada a don Htth.M ,\u «a 
cXn I según el tcs.imon.o ,ie h.jas „ i surta M — 
B desde que, e« todo «| m¿^^ 

,1,*, seria representante, ún.ca.neulc. de los • J. WN « 

iS^ . cure ^ ^ 

désaiojátiO, ert <es« carácter, por uijo^ tu? 
^laXir^nJesaria a ,a soluci,, « pleito ha- 
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cer mérito fie las probanzas rendida* por el demandado, cfi- 
caces, a juicio del suscripto, |«ira acreditar su derecho: por 
lo que e> de toda procedencia declarar que la razón y la ;us- 
tipa están de parte de Chattard. 

Por ello, falto: rechazando la demanda con costas 

Nolifiquese, remugase el ]Ki(>et y archívese en su opor- 
tunidad — C. Zava¡ia. 

SENTRVUA DE LA CÁMARA FEDERAL 

La Plata. Scptiembtt 10 de 1019. 

Y vistos: 

Kesulta: Que el actor Yillafañe ha invocado, al deducir 
reivindicación, su carácter de heredero de don Damián Ca- 
bral en virtud* de la declaratoria dictada en los autos suce- 
sorios de éste: que tal carácter ha sido desconocido por el 
demandado Chattard. quien afirma que en los autos suceso* 
ríos de don Gerónimo CahraK y doña Candelaria Merlo, han 
sido declarados herederos del citado don Damián Cabra) , sus 
,hijos Isabel y Damián (hijo), negando valor a la declara' o- 
ria que el actor invoca, pues ella importaría una pretensión 
de heredero, que el señor juez a 0to estudia la sit nación del 
pleito en presencia de esas dos declaratorias que son con- 
trarias decidiéndose 1 por aquella que instituye herederos a los 
hijos legitimo* de don Damián Cahral en contra m fli pre- 
tensiones del actor que alega igual carácter. 

Y considerando: 

Que estos antecedentes bastan a demostrar que la ma- 
teria de este pleito es ajena a la jurisdicción excepcional de 
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los tribunales fedérale», ya que sé traía de la particmacíón 
de una herencia en que delw conocer el competente juez le 
provincia, cualquiera que fuese la nacionalidad O veei.id.id 
de ¡OS di recta mviite interesados, artículo doce, inciso -primero 
ile la ley de jurisdicción y competencia. 

Que es también una regla estarcida [>or la ley común 
m ante el juez de la sucesión donde ttebe entablarse 
toda demanda que tienda a la reforma o nulidad de la parti- 
ción articulo tres mil <lt «cientos ochenta y cuatro, inciso* pri- 
mero, coi ligo civil, 

One la corte suprema de justicia nacional tiene ya de da* 
rado^ue la -¡usticia federal no puede aceptar un juicio *o. 
m \'A legalidad de una declaratoria de herederos hecha por 
un juez de provincia" (NVlll. ¿Q » í "estando aún abier- 
to H juicio tt -tan lenta rio, la s pretcnsiones contradictorias 
a h, Mteesi.m v a la validez de una declaratoria de he- 
rederos, aunque sí- susciten en razón de un juicio particu- 
lar de t creer ia. ctólfeii ser ventilados ante el juez de la su- 
cesión" (XX. 6ó)i v. jp último, que. "las acciones que tie- 
nen por objeto la reparación de errores cometidos en nu jut- 
dü sucesorio, la nnlidad y rescisión de la declaratoria de 
hmderos v la de la reparación > adjudicación de bienes 
veriricado/cn dicho juicio, delien considerarse como inciden- 
tes de éste, y su conocimiento' corresponde al juez une fue 
competente para conocer en ¿1" (LXIV, 337). 

® m p$ también de jurisprudencia corriente rpic los tri- 
bunales federales dclicn declarar de oficio su incmnne'.encii. 
cualquiera que sea el estado de la causa, cuando estén cono- 
ciendo sin jurisdicción. 

Por rsto« fundamentos y de acuerdo con la precedente 
vista fiscal, se declara la incompetencia de la justicia ledc- 
ral en esta causa, y ocurra et actor donde corresponda . No- 
lifíquese v devuélvase «para su archivo. — R. Cuido Lam- 
jf¿ — Jos¿ Mimó. — Antonio L. .Uarct'itaro, 
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DICTA MR V DE!. ¡St-SOR PROCURADO* GENERAL 

Bucbm Aire*, Abril 16 é* IMO 

4 

Suplen na Curtí-: 

l>cm Diego J. Villafañc demandó ante el juzgado íede 
ral de l/i l'laiii a tloti l'edro Chattanl |M>r reivindicación. 
Manifestó ijiu- cnrre-jtondía dicho fuero |wr ser él argén ti 
un de nacionalidad y fraileó* el demandado. 

Kl juzgado teniendo |mr acreditado e.1 fuero en la infor- 
¡nación p relucida, ordenó correr traslado di* la demanda, la 
que fué n mi estada por Cliattard a fojas i", sin declinar de 
jurisdicción. 

kadicada t*n esa turma la causa, fué fallada absolviendo 
al demandado. 

I 

IVro la cámara federal de apelaciones de La Hala, tía 
revocado esa semencia y lia declarado, de oticiu, me«nr*ttn> 
le a la justicia i ¡.'fie-ral ¡>ar¡i entender en el juicio, en aten- 
ción a <]tu- actor y demandado han presentado como título 
declaratorias de herederos ipie el I diurna! estima contrarias 
la una a la otra. 

Considera la cámara ppr elli» que ta materia de este plei- 
to es ajena a la jurisdttviiiii excepcional de los tribunales fe- 
derales. Opino fine tal resolución no es ajustada a derecho, 

Jp efecto, no se trata en el préseme juicio sohr* reivin- 
dicación, fiel eje ni no de acc iones hereditarias a cuyo fin di- 
recto sea oh tener la partición de herencia. » la refirma O nu- 
lidad de la | ta ilición código civil, articulo ¿..284 >. sino del 
ejercicio de una acción real, la reivindicación, en la que cada 
parte ha presentado en jpruelia He sus derecho-, fós docu- 
mentus y t itrios en ((lié funda mi dominio. 

Ks indudahlc t|tic su examen y apreciación fie su valor 
probatorio corresponde al juez de la cansa, quien fiche pro- 
nunciarse -<-hvc m eficacia con relación a ia cuestión del la- 
tida . 
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U contrario importaría excluir «le la jurisdicción tede- 
ra! .jKir razón de la materia, todas 1a> W en que se de- 
Latan hechos acreditados por documentos que emanen de los 
jueces o funcionarios provinciales. 

No siendo procedente, pues, la declaración de meom- 
DCtencia raiionc matrruc y acreditado, como está, el fuero 
' federal por razón de las personas, la cámara no ha podido, 
de oficio, declarar su incompetencia. 

iv.r ello pifio a f. E. se sirva revojar la sentencia ape- 
lada, devolviendo él expediente a dicho tribunal, para eme 
rea -urna la jiirt -dicción de que se ha desprendido. 

José Xicoiás Mat tenso. 



PE LA CORTE StTREMA 

Buenos Aítíí, Septiembre 10 de im 

V ^t.-s: ím seguidos (por don l>ieg<. J. YÍHafañe con- 
tra don Pedro Challan!, peí reivindicación, venidos en ape- 
lación extraordinaria de >cnteneia de la cámara federal de 
1.a Mata. 

Y considerando: 

One desconocido el ínero federal en que se amparó el 
n-eum-nlc. procede para ante esta ene la apelación extraor- 
-linaria que autoriza el articulo 14 de la ley 4* y el de la 
ley 4.055, y asi se declara, (l-allo-, tomo 127. pagina O?; 

tomo jipi página 57 1. 

< U,e por lo que hace al fondo de la causa, cabe esta- 
blecer que on á*r*gl0 B la reiterada jurisprudencia de este 
tribunal, la jurisdicción federal es restrictiva y de excep- 
ción v >.* incompetencia, puede ser declarada en cualquier es- 
tado "del juicio en que aparezca, y aún de oficio, aparte de 
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<jue en el caso se traía de la competencia \w razón de la 
materia, improrrogable por su propia naturaleza, i Tallos, to- 
mo uj, •página 4^ y jurisprudencia alli citada i. como quie- 
ra que habiéndose establecido por con.- i deraciones de orden 
público no puede ser alterada por la voluntad de los litigan- 
te-. (Fallos, tomu 12, página 2$j y 

Que la semencia recurrida funda la incompetencia de 
la justicia federal en que para pronunciar-e en el caso res- 
•jeclo al dominio, es necesaria decidir sobre la validez de 
una ti otra de Tas declaratorias de heredero? invocadas por 
actor y demandado como cuestión fundamental de la litis, 

One si bien el demandado manifiesta haber negado qtüs 
el inmueble rpie posee sea el mismo que motiva el jr.;-..*io, la 
sentencia de ] trímera instancia llega sobre el particular a la si- 
guiente conclusión: "no cabe duda de míe se trata del mismo 
fírameble** ( foja* 135 vuelta 1 y la sentencia aparece consentida 
en eea parte «por el recurrente. (Fallos, tomo 12¿, página $6, 
considerando página 00 1, además de que en el presente 
recurso no es posible revisar el fallo snliro e-e punto para 
establecer, en mérito de reglas procésale- y de doctrina del 
mismo carácter, cuál sea el orden en rpie deben tratarse las 
diversa^ defensas invocadas en el curso fiel litigio. (Fallos, 
lomo 1 iS. página 511. 

(Jue las amsideracinnes precedentes son aplicables a las 
demás < observaciones formuladas en el memorial presentado 
ante esta corte, en cnanto a las di versa > defensa* invocada* 
para pedir el, rechazo de la demanda. 

Que en efecto, y como lo hace constar la sentencia re- 
currida, el actor lia invocarlo una declaratoria de herede- 
ros como título habilitante de su acción reivindicatoría : y 
el demandado ha negado valide* a ese titulo, invocando su 
(•porción al mismo, otra declaratoria dictada a fa\or de sus 
antecesores singulares en el dominio del inmueble discutido. 

QUfl si bien el pleito no versa directamente sobre la re- 
forma o nulidad de las res]»ecti\a- declaratorias invocadas 



"210 FALLOS DE L\ CORTE SUPREMA 

jx>r las partes, ese ¡mnto es ínse|iaraWe de la litis, y a*i Ha 
sido cértíiifepwtó, v regidlo ¡«»r la sentencia <ie primera im¡- 
taneia. en la <|W se establece "(pie enales.p.iera «pie sean !* 
procedencia v alcances de la declaratoria lograda por Villa- 
fañe. tiene ella que ceder en .prioridad ante la pronunciada 
en favóf de los Itfjos de don I lamían" i fojas ¡.V» in lisie i. 1» 
«ue implica pmnundanñcmo egreso solífc materia eme <* 
privativa de los tóíbttltSlfes provinciales, con arreglo a lo dts- 
pü¿í |i-r el articulo i_>. I " de la ley 4$ >* & fe» 

tatué jurisprudencia é 0*Ü Cí* fl#feá «0 ESifc 
na <*>: torno 12?, pátfina --i*'' vmrt ' GjWh 

Por ello, v fundamentos eoncoi datlle>. y "id,,, el -eiior 
proatratlor m-m-rul. se colmn;. la -cnteiicia apelada en la 
parte Cine ha poíiiílo m materia del recurso. Nntilii|««-e y 
devm-lvaiKr. I4t?fi^asé d papel ame el fr^pN» ele ongerf. 

A liKKMUjO. — Xk'ASOH '* UEí- 
SüLAK. — P] K. PÁfeACÍ». — 

KvMi>\ Mi-\i>rz 

pn | pitaña techa «E ííteíSa 1©«*J re^luci.m rn el ¡"' 

^*,<fo | mi-.ua pane acl-ra contra jai Fritad** 

Clialtard. por idéntica eatisa. 



tfí Tn.vmm, por '"' : ' Í! ' rf * **** " W ^ ,fl * 

Smtnm, - % procede la promtcci «1 de pía pmct.a 
^nUténtétwnte de wp aparecer ¿tito frrfc 
relación con la materia del Hfttfb «M conducente 9 
fe, decisión del itmiho, *e refiere a ne* oaeiom> de Uno 
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de (os litigantes con un ietm® W interviene en el 
pleito y «podría afectar él secreto di; las operaciones uier- 
cintiles. 

Cttso: Kn el juicio seguid© jpft* ta Coíüpi^l A/ucanra Pa- 
dilla Hermanos contra la provincia de Tiiciuuáu. 0Ím 
devolución «le sumas de dinero abonada* |>or convep 
Ui de impuesto tachado de imoiistitucHinal. la ílemam Ja- 
da solicitó COttio medida de prueba -e libran- oficio al 
Manco de la Nación Argentina para t]ue se sirviera in- 
formar :' t." Si dicho baño i i« algún representante de él 
había sido interventor en to> negocio* ti movimiento ro- 
mereial de la sociedad anónima *> *» antecesora en co. 
mandila: & Cuál habia Sfcta ta denda de la Concuna 
Azucarera o su antecesora nm ese banco p en- general, 
>í hubiera »HislH»cia ! 3 " arifulo ffe el banco COtl 

la suciedad de referencia o su antecesora en enmandi- 
ta. sobré la lleuda de Ja -ociedad y. fj" a cuánto ha dis- 
minuido esa deuda y íp» sumas se han pagado en cada 
aüo. fiedle la fecha M arreglo basta el presente. Pedi- 
do :d que el tribunal proveyó de conformidad. Rl repre- 
sentante de la a el o ra solicitó, a -ai vez. revwafcitia de 
dicha providencia, |ior considerar mu- el punto someli- 
,1o a ta decisión del tribu nal era el referente a la in- 
vnnstUMO.Mial¡dad de la fe de -M $f & "> MI v 

«pie la prueba sólo podría versar Sobre ío «pie tuviera re- 
lación con el litigó. > míe la medida soliviada por 1:1 
demandada, no corresi«mdia por no tener relación algu- 
na ron la cuestión olanteada. 

Incidencia en la (pie reea\.> la siguiente resolución ; 

Ü 

twi.Lo m LA COKTI- Sl'l'KKM \ 

Bueno* Aires. Septiembre 13 d* 1*20. 

\ t>U»^: Ivl incidente sobre revocatoria del auto corrien- 
te a fojas 5 vuelta del cuaderno 'le prueba «leí demandado, 
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Y considerando : 

- 

,pie ír* informes solicitados tengan relación con la materia 
,l e ] litigio o sean conducentes a la decisión del misnm. la 
pradictón de diháí feruel», que se refiere a negociaciones 
ile uno de tos litigantes con un tercero que rio interviene en 
el pleito, pixlria afectar .1 secreto -le las operaciones mer- 
cintiles. 

Por étó v sin .perjuicio de cine el tribunal pueda onlenar 
opóti unamente la diligencia con carárter de "jmra mejor pro- 
veer", si la juzgase necesaria p m veniente para el esclare- 
cimiento del asunto, se deja -in efecto la providencia ^ recu- 
rrida, sin costas, atenta la jjaturaleza del incidente. Notiíi- 
( t uese y tep.ngase el pajiel- 

A. Bermejo. — Nicanor 0. del 
Sola». — D. E. Palacio. — 
Ramón Mknthí/. 



Doúa Margarita Lupita ftt<- tic mu0i t™ *mfák& <''»'- 

tienda lie ,t>ntf*i'tcmia, 

Sumario: M que determina la competencia del juez que 
Ha de conocer del juicio sucesorio de la es|>osa. no c< 
el lugar del fallecimiento de la misma, ni el de la re- 
sidencia accidental dt la' familia, sino el del domicilia 
del eaposo sobreviviente, con arreglo al articulo *f0. m 
eisn a" del código chil. 

Caso- m explican las piezas -¡guíente* : 
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aut(* tm. .iveá de m^hikoks i'rkvi.vcia hk «henos vmís 

Merced», Jimia 87 de 1*9. 

.\mo* y vistos; Alentó lo solicitado o>i¡ la conformidad 
fk-l señor agente fiscal y crin lo dispuesto i«»r él articulo ¿i*) 
del código de procedimientos y ley 32. titulo pan sita 3. 
apruébase en cuanto lia lugar ^nir derecho la información 
producida, declarándose prohado que el domicilio cíe la cau- 
sante ha sido en el partido de Jnnín. de esta provincia y que 
aecitlen taimen te se encontraba en la capital federal donde 
ha ocurrido su deceso, Kn ron secuencia y de acuerdo con lo 
dispuesto |>or los articulo 1. 11. 041 y 042 del icódigo de 
procedí miento», estando acreditado con la partida de fojas 
cinco, la defunción de doña Margarita I, aplace* te de Couget 
o Couyet. declárase abierto su juicio sucesorio y publíquense 
edictos |xir el término de ley en los 1 liarlos Boletín Oficial 
de La Hata y Oaceta de esta ciudad citando a herederos y 
acreedores por el término citado bajo apere i l>i 11 tiento de lo 
qué bubiere lugar por derecho. Dése a los ministerios públi- 
cos y sef.or representante di- la dirección general de escue- 
las la intervención que les eorresjítmde. Líbrese exhorto al 
señor jiicz ele lo civil de la capital doctor César A. Campos, 
para que se inhiba de seguir entendiendo en los autos suce- 
sorios de la causante iniciado ante ese juzgado, en vir- 
tud de hit dispuesto \mr el artículo del código 
ci\il y articulo z." de la ley nacional número 0*7 del 
3 de septiembre de *S78 y ¡míenlo n del código de pro- 
cedimientos. Fallo de la suprema corti- nacional, toino 24, pá- 
gina -í<)7 y sentencia «le septiembre ->i de n>l8, sucesión igle- 
sias. véa«e jurisprudencia argentina, tomo _\ página 3(15. ^ 
en caso contrario dar por entabla* la la cuestión de competen- 
cia ordenando la remisión de lo* autos a la suprema corte 
nacional para su resolución ( articulo *).", inciso «11 de la ley 
numero 4.055 del 11 de enero de 1002. A los efectos del ar- 
ticulo 5*1 del código ile procedí miemos se señalan los días 
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martes y viernes A- cada semana para oir providencié te- 
niéndose' por tetado y por constituido el domicilio que 
indica á procurador Calvi en mérito del poder agregado de 
fojas . a 4. -- I«M l : . ndkphiw. - mí: W. Rmnfi 

M-n- I>K1. SKÑOH JÜÍ52 i:N l-o CIVIL W l¿ 

Antas y vistos: 

[»ara réSPÍVei la inhibitoria promovida por ei -eñor juez 
de primera instadla en lo civil del declámenlo M centro 
|¿ | a provincia de Buenos Aires, doctor Luis F I>ellep,anr. y 

Considerando ; 

( )ue el señor jue* exhortante funda su comm-teneia en 
una información producida ante el. .endiente a demorar 
H último domicilio de la causante no era ét íie la calle de Me- 
Jico 148V sito en esta capital federal, como resulta de la |£ 
' tina de defunción, sino que. no obstante las ^eM.uc.onc, j,uc 
urgen de esta partida, mi domicilio era en la cuidad de Mer- 
cedes, ittrísdtecüári del juez requeriente. 

« )ne los testigo* deponen» afirmando que la estada en 
llanos Aires era sólo accidental y motivada por enfermedad 
,1c la señora dé Couget y. en consecuencia, no ha habido in- 
tención de cambiar de domicilio, subsistiendo el que siempre 
ha tenido la familia en Junin. 

Oue ante e<i requerimiento y ya cu las pintes actúa- 
done; la heredera que las iniciara, se opuso en momemo 
oportuno, a que el jugado accediera a la mhtbttona > ohc - 
, í( ,a v funda su oposición en las constancias de (a partida <k 
defunción agregada . fojas .. pidiendo al nn.no *ompO m 
le ^ñutiera prnrtucir prueba par, demostrar que el don ci- 
lio de la causante v el de su esposo, lo era en esta capital v 
el mismo consignado en aquella partida de defunc.on. 
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<¿ue abierta a pntelia la incidencia se presentan los in- 
formes <1c fojas 1.17 y 145 de la Compañía Alemana de Elec- 
tricidad y de la Unión Telefónica, demostrándose con ellos, 
que, el domicilio de la familia de Couget, era el denunciado 
en la partida de «k fu nción. 

Qtié a fojas r$$ se agrega mi informe di- la policía de 
la cantal del que resulta: Que la señora de Conget falk-ció 
en el domicilio denunciado de ta calle Méjico, y que su fami- 
lia vive actualmente en la calle Uruguay 1217; dato* que 
vienen a evidenciar ct hecho de que no era únicamente ta se- 
ñora de Conget la que vivia aquí, sitio que también su fami- 
lia, puesto que. una vez fallecida la señora sólo cambiase el 
domicilio de la calle Méjico a la calle (Uruguay, esto en un 
loilo conforme con lo aseverado \**r la heredera que en las 
¡in-M-ntes actuaciones cuestiona la inhibitoria, quién sostiene 
íjite aqui era el domicilio de la cansante y de *u c;SjS$5*> él so- 
freír A miando Conget. 

Que, por otra parte, las declaraciones de los testigos que 
obran de fojas 12/ | i,U ¥ de fojas 187 a 102. todas i*r- 
sonas calificadas, y clase de explicaciones más que suficientes 
de mis dichos, demuestran en fonna clara y categórica que el 
señor Armando Couget vivía radicado con su familia aquí, 
en Buenos Aires; que por razones de trabajo, se ausentaba 
con frecuencia, pero a su regreso ilw a su casa donde liahia 
dejado su familia, a vivir con ella; que durante los veranos, 
también la familia veraneaba fuera de la capital en una «le 
sus estancias, pero que -pasado el verano regresaban nueva, 
mente a su domicilio de esta capital; que aqui fallece la es- 
posa del señor Couget y que a fau de este acontecimiento !a 
familia camina de casa, trasladándose a la calle Uru- 
guay 1217. 

í)tie esta circunstancia, como ya se ha dicho, demuestra 
que no es exacto que la única raaón de la estada en Buenos 
Aires de la familia Couget fuera atender ta salud quebrantada de- 
la señora, pues que, muerta ésta, continúan en la capital ferfé- 
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ral. y aún viven en el mismo domicilio de la calle Uruguay. 

Que, ele las» decía raciones ofrecidas merece incndnnarse 
una especialmente, la del -eñor Antonio López y m&fo I 
fojas r,i4, el qtíe p6f; ser propietario de ia ea>a de la cállfc 
Méjico, i|itc ocupó durante varias años la familia de Couget 
se encuentra autorizado para conocer la verdad sobre los he- 
chos *inc >e le preguntase en el interrogatorio. I>iee este 
testigo que la familia Conget vivió crt su casa, desde el mes 
de marzo de 1916 hasta el 15 de cuero de 1919. siendo fiador 
pdr ios alquileres el señor Armando Couget. hijo de ta can. 
ante, y que estos alquileres se cohraliaii mensual mente en la 
casa de consignación del señor Patrón, de la cual era cítente 
e! señor Annando Couget. 

Nada más categórico que las afirmaciones de ene tes- 
tigo» y aún nos dice : ^ue. destines de desocupar la casa de 
su propiedad. tu\o que ver a la familia fie Couget y Ir» hizo 
en su nuevo domicitíb de la calle Uruguay. 

listos hechos plenamente compróla* los. demuestran que 
el caso, encuadra realmente <lentro de las disposiciones del 
arikulo .V¿«4 del código civil. 

Respecto a la intención que la familia de Couget tuso 
al cambiar de domicilio, de Junin a Unenos Aires, fuera con 
carácter definitivo, todos los elementos de pruelia presentados 
dejan en el ánimo del proveyente la impresión de ser verdad 
esta circunstancia, pero, lo que deja terminada «mipletamen- 
te esta cuestión, eri forma tal. a «o dejar iluda alguna. e> la 
declaración de los testigos que deponen ante el señor juez de 
paz «le Jnnin. que corren agregados de fojas 187 a fojas 19*. 
todo, ellos con exección «W ultimo, afirman expresamente. 

que *al>cu el pfoposíi q«* g^i#& * ,a fí,,, " ,ia Ht CmiRet ' * 
caminar derimtivamente de domicilio, radicándose en Ituem* 
Aires v que por tal razón, antes de abandonar la casa en 
junin. (lió la familia de Couget una reunión, desp. di endose, 
a la que ellos asistieron. 

Qneda demostrado, que la familia de Couget. vma cu 
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Kucnos Aires, en la calle Méjico desde mucho tiempo 

antes del fallecimiento de la cansante, y que, su radicación 
en esta caint.il, lo era e<m carácter definitivo y no transito- 
rio, como se afirma por el señor juez exhortante, al requerir 
la inhibitoria en mérito a la información producida ante ét. 

I'or estas consideraciones y lo dictaminado por los mr- 
nistertos públicos y Consejo Nacional de Educación ;i fo- 
jas -' y y siendo el caso del articulo ¿¿£4 del código 
eivíí. ti prove vente rt-suelvc sostener su competencia para se- 
guir Conociendo en los presentes autos sucesorios cíe doña 
Margarita LapJacette de Couget; no accediendo. por consi- 
guiente, a la inhibitoria solicitada en el exhorto de fojas 54, 
|Hir el señor juez de primera instancia en lo civil y comercial 
de] de]tartamentn del centro de ta provincia de línenos Aires, 
doctor Luis K. Dellepianc*. a quien se le oficiará haciéndole 
j*alKT esta resolución y pidiéndole, que, >i no i-sluhiera eon- 
forme con la misma t de por trabada la contienda de compe- 
tencia y remita los antecedentes a la corte suprema nacional 
para que dirima la cuestión. 

Así lo resuelvo en la sata de mí despacho, en Bueno* 
Aires, a los diez y nueve días de aliril de mil novecientos 
veinte, kejx'iiiganse las fojas. — Cesar J. Campos. — Ante 
mi : Gabriel íu-rrtnttdes. 
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Suefto» AJf««, Agoit» 17 ét 19» 

Suprema Corte: 

Con mot i cu del fallecimiento de doña Margarita Lapla- 
cette de Conget. oeurido el 4 ríe enero de en esta ciu- 

■ lad se ha iniciado mi juicio sucesorio ante dos jueces de di- 
ferente jurisdicción el juez de primera instancia de la ea- 
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« 

pital de la re|iú1>tica y el juez de primera instancia del depar- 
tamento del centro de la ]irov incia <k Bucihjs Aires. 

Trabada cO» tal motivo la contienda de comjietencia en- 
tre amitos magistrados, han sido remitidos los endientes 
respectivo* a la Ctifcté suprema para que la dirima en virtud 
de la facultad acordada |Nir el «rtieul*. o." tf*a)$0 d) de la 
ley 4.055. 

Me parece un hedió comprol»ado que la familia de don 
KriuMo Congel. incluso la esiwsa de éste, doña Margarita 
Uptaeelte, se traslado en el año 1917 <k*tk Junín (provincia 
de Biienos Aires) donde rendía, a Buenos Aires y fué a ha- 
bitar en la casa de la calle Méjico número 1483. 

lisa traslación la efectuó con el ánimo de abandonar de- 
finitivamente Junín. Así lo comprueba la fiesta que, según 
vecinos de esa localidad, dió a su* reladmies la familia «le 
Couget en ncasión de su despedida (foja* 187 a fojas ictf del 
expediente de la capital). 

Se ha comprolmdo que la familia de Couget alquiló en 
Unenos Aires la casa antes mencionada y fué a habitar en ella. 

Kl propietario de la mistna i fojas ig§ del mismo ejq*- 
aientc) manifiesta que bis alquileres los cobraba al consigna- 
tario en Buenos Aires del esimso de la causan* siendo fia- 
flor de los mismos un hijo de ésta. Was antes del falleci- 
miento de la señora, que fué inesperado, se prevalía la fa- 
milia de Cooget i>ara trasladare a la calle Uruguay 1217. 
donde después de su muerte se trasladó, en efecto, y allí fue 
el expresado propietario a cobrar los Últimos meses de al- 
quiler. 

Todo, estos antecedentes, concordantes om otros tk la 
abundante prnela analizada |*t»r el juez de la capital, indu- 
cen a decidir que la traslación .le Couget > su famdia a Hue- 
rtos Aires, fué hedía con ánimo de |iennanecer a"iu. 

\o obsta a ello la circunstancia* de la frecuente le.t. eii- 
cia del e*poso e» luníu. domle atendía sus establecí míenlo» y 
negocio, porque el domicilio es él lugar donde se tieiu; esta- 
blecida la familia, i artfctifctf % y 04 del fófójtf» cr in. 
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i'or lo expuesto, estimo competente para conocer en la 
*uce f 'íi»n ^1 juez de la capital y rsí ¡pid.> a V. E , se *irva fie 
ca'jrlo. (articulo 3.284 4¡bI código civil) 

Josr Nicolás Maticnso. 
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Autos _v vistos: Ijjs de contienda ile competencia entre 
un juez de primera instancia en» lo civil de esta ca|*«ta1 y otro 
de igual categoría de la ciudad de Mercedes, provincia de 
Buenos Aire*, para conocer en los autos sucesorios de doña 
Margarita Laplacettc de Couget. y 

Considerando : 

<J ue la información de testigos corriente de fojas 2o a 
25 de Tos autos de la provincia, acredita plenamente que don 
Arroamlo Couget. esposo superviviente de la extinta doña 
Margarita, tiene su domicilio real en el partirlo de Junin. 
donde se casó, formó su familia y es el centro principal de 
sus negocios. 

Que igual afirmación acerca del domicilio de Couget con- 
tienen entre otros los documentos ile fojas 49, 53. 55 y 56 
vuelta. 

Que entretanto en la información producida ante el juz- 
gado de la capital no aparece concretamente establecido que 
don K tirando Couget hubiese cambiado su domicilio de ju- 
nin, pues los testigos ofrecidos, al contestar la 7 4 pregunta 
del interrogatorio «le fojas 126, no dan razón suficiente que 
establezca el domicilio de Couget. 

Que es verdad que doña Margarita, con parte de la fa- 
milia Couget. vino de Junin en febrero de ¡ni 7. a esta ca- 
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pita! habitando la casa calle Méjico número 't&fo donde ta- 
lleció repentinamente; peí» este hecho no es gÜ* 
«taWccer el cambio de domicilio «le <k«» Amando, maxmie. 
cuando el pago de alquileres l<* suministros de luz. telefo- 
no y almacén no corrían n noape tfé don hrmando *mo de 

doña Margarita, 

One es exacto «jue varios de 1»=* testigos pírcenlos a.*t 
el jue* de la capital dicen que en una tiesta de desdida que 
dio la extinta a «■ relaciones de jimin Ic3 manifestó que 
asentaban con el pr^fO de radicarse aquí ; pero otro» les. 
lieos igualmente fehacientes declaran ante el juez de la pro- 
vincia que la tratación de la señora con parte de ta fa.m- 
lia oliedeció a motivos du tfl»Ü <fe aquella. 

( hie cii este cas., para determinar Cjtte el señor Couget 
no invo el propalo ni la intención de cambiar de domicilio, 
está el hecho indudable de haber «evado a .lunii. los recios 
mortales de la que fué su e*,»osa para inhumarlos en el ce- 
menterio de dicha local idad. 

One W es lugar del falleciimcnln ni el de la residencia 
accidental de la familia I- (pie determina en este cano la eoni- 
peteneia del jue* que ha é eotiocer del juicio fiMAOft ^» 
el del domicilio del esposo sobre vi viente con arreglo a lo d.s- 
ouesto por el articulo oo, incido < del código civ.l. * Palto, 
t.im-j ¿S, l^uina 43 : tomo 9$ página 

l^i" su mérito y oído el señor procurador general 
elara la con»,,elencia del juez de Mercedes, provincia de Bue- 
nos Aires para conocer en los autos sucesorios de dona Mar- 
garita Laplacette de Gntget: y en consecuencia y previa 
posieión de sello- remítansele avisándose al señor pie/ de la 
capjM en la forma de estilo. 

\. BKII4KJO. — Nicanor t», nifc 
Solar. — D, Iv ^alaco». — 
Ramón Mknukz 
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Don Juan fin ii lista fiasso, hijo, contra el Banco Hipotecaria 
Nacional, sobre desalojamiento. 

Sumario: t." Kl recurso de nulidad por vicios de procedi- 
miento que no han sido impugnados como contrarios a 
una cláusula de ta constitución, tratado o ley del congre- 
so, no está comprendido en la dispuesto por los artícu- 
los 14 de la ley número 48 y o.° de la 4.055. 

2. a La retroactividad de las leyes a que alude el 
artículo del código civil, no ataca garantía alguna de 
carácter federal, dado (pie el articulo 18 de ta consti- 
tución, sólo prohibe la retroactividad de las leyes en ma- 
teria penal y en cuanto perjudica a los procesados. 

Caso: L<> explican las piezas siguientes: 

sexTKNCM liKI. seSOK JL'ÜZ FEDERAL 

tem Aire*, A«*iU ■ 4e idlft. 

I 

Autos y vistos: La presentación' de fojas 1 a 7, hecha 
por don Juan B. Basso, hijo, la audiencia de foja» 15 a 17 y 
el escrito del Raneo Hipotecario Nacional, de fojas 10. 

V considerando : 

1. " <¿ue el actor entiende que no debe ni puede ser des- 
alojado de la casa que ocupa en la calle Quemes #42/6, ptir 
cuanto al Banco demandado no te faculta para jjrocedcr como 
lf» quiere hacer, la ley 8.172. 

2. " Que el Banco demandado alega que la ley 8.172 le 
confiere ;mv>1ias atribuciones para desalojar a los inquilinos 
de las fincas qué vende. 

3. " Que al resolver el punto en debate conviene hacer 
n-sihar. (¡uc según propia manifestación de Ba«wo. él no hace 
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cuestión alguna referente a la propiedad y pOJíeS^ de la ca« 
que mm *» m " mu"*'»». >' sí * aitqwra a las 

eláusnlas leales que respecto a plazo tlafi el crnhgo civil. 

4" Que la ley fctgf» <hec que el Banco Hipotecario Na~ 
cional, ixxlrá por si solo tomar ,H*esióii del I™» hi|M*«««¡» 
y darla en caso <I C venta a los compradores no obstante la 
oposición de los ociantes, artículo 73- 

¡S Que el artículo 75 k pitada ley señala que los jue- 
ces bajo ningún pretexto podrán traba* el procedimiento del 
Bmm \«™ l« venta en remate de las propiedades b.poteca- 
,i as a ménOS que se "trate de tercería tic dominio. 

ó ■ One segim ta propia mani f estación He añilas parlo, 
la casa en 1.a sido vendida y no se dimita l« ,x*e- 

s¡ón de la misma. . . 

l,o unied que se encentra én tela de juico es lo rela- 
tivo al (íesaittjo de nn inquilino, l-stá comprendido el **¡ en 
la lev « Ks lo que debe examinarse. 

¿* Ouc la ley Susodicha no señala procedimiento es,H-- 
«al V extraordinario algiio semejantes al de an- 

ya que sólo contempla situaciones vinculadas con la i«se- 
las cosas y no, con la tenencia -le las misma*. Articu- 
lo inciso i> código civil. 

Por manera que en el caso presente debe observarse U» 
„üe ¿iSpanc el articulo 2.465. código citado, y para e lo no 
nuedü oiro camino <,ue accionar el titulo de desalojo del co. 
djgp de procedimientos eivik- y ouncrciales l*>r y ante Minen 
y contra quien corresponda. 

Si la lev 8 172 nó ba contemplado casos como el présenle. 
ní , ptíM los jueces extender SUS dispones creando 
amparando procedimientos especiales no lisiados. Sera ne~ 
ce^rio por lo lanío reformar la ley o ampliarla s. así cree el 
Banco qué se consultan mejor los intereses públicos, pero 
mientras ello no ocurra no habrá más remedio que ajustarse 
a iaj normas genérale- establecidas por la legislaron p, vi- 
gcticiá. 
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8." Que el artículo 72 de la ley 8.172 tampoco faculta 
a) Banco para desalojar al inquilino de un inmueble en la 
forna que pretendí: hacerlo, sino simplemente para dar la po- 
sesión del misino sin la presencia del deudor ejecutado. 

Si el Banco al extender el boleto de compra-venta, se ha 
obligado a entregar el inmueble -desocupado* al comprador, 
fojas 14, delie cargar con las consecuencias que pieda aca- 
rrearle tal cláusula, lleude que como queda dicho, en la ley 
número 8.172. no se advierte en parte alguna la facultad que 
de propia autoridad quiere ejercitar el Banco (te desalojar 
por si y ante sí a los fc»catarios de una casa. 

Por lo .expuestu, resuelvo: ordenar al l'an.o Hipoteca- 
rio se abstenga de verificar por sí y ante sí el desalojo del 
recurrente Juan B. rfcsso, hijo, de la casa calle ( '.nemes 3ÍÍ42/», 
debiendo accionar si lo cree conveniente a sus intereses, et 
procedimiento establecido al efecto por la legislación vigen- 
te. Ivn Cuanto a las costas deberán alionarse por sn orden^ 
atenta la naturaleza y novedad del caso. Nulifiques*, repón- 
gase el mellado y oport unamente archívese. — Saúl .1/. $$? 
cúbár, 
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Buewi Airea. Dfctembr* 2 út 1919. 

Vistos y considerando: 

Que en el presente caso el Rauco Hipotecario Nacional, 
intimó al inquilino Juan Bautista Baso (hijo*, desaliara 
la' propiedad calle Olientes número 3/142 al #h dentro del 
término de diez días por haber el banco vendido dicha pro- 
piedad, en ejecución de préstamo hinotecario. fundándo- 
se iwra ello cu la disposición del artículo 73 de la ley 8.172- 

Qne habiéndose presentado el señor Baso ante el juez 
.1 quo solicitando la susin-nsión de la orden ilel Bañen, dado 
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que. fá disposición invocada por el mismo, no lo faculta para 
proceder en la forma que pretendía, el juez resolvió con fe- 
cha 8 He agosío de 1919. la cuestión sometida a su decisión, 
ordenando en «lefinítiva que el B;nco se abstuviera de veri- 
ficar por sí, el desalojo del recurrente, debiendo accionar, si 
Jo creía conveniente a sus intereses, el procedimiento estable- 
cido al efecto \x*r la legislación vigente. Que posteriormen- 
te .1 los hechos enunciado*, el fallo recurrido, y encontrán- 
dose estos autos en apelación ante esta cámara, e! honorable 
congreso de la nación ha dictado ta ley número 1 0.070 modi- 
ficando la orgánica del Banco Hipotecario Nacional núme- 
ro 8.172. en cuyo artículo 71. inciso 4. a . faculta al Banco ci- 
tado "para tomar posesión «le la propiedad hipotecada y una 
vez realizado el remate, fiel bien hipotecado y aprobado c|tie 
sea por el directorio del banco, este podrá desalojar inmedia- 
tamente a los ocupantes del bien, salvo que hubiese contrato 
d/- tocación aceptado por el Rauco", hecho ¿Me que 110 se 
ha invocado, ni aparece justificado en autos. 

Que durante la secuela del presente juicio, se ha discu- 
tido las atribuciones del Raneo Hipotecario para realizar el 
desalojo. sin sujetarse al pr- -■cedimicnto establecido en :n ley 
común, y aún en la hipótesis de que con sujeción a la ley 
número 8.172 invocada y que era la vigente al tiempo que 
se dictó la sentencia de primera instancia no le hubiera co- 
rrespondido esc derecho, como lo resuelve el fallo apelado, 
la ley 10.676, en el artículo 71. inciso 4;* citado, ha venido a 
fijar en una forma, ciara, iprecisa y expresa: el alcance de 
las atribuciones del Raneo Hipotecario Nacional en cuanto al 
desalojo se refiere. 

|V>r estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
fojas 21. no haciéndose lugar a la demanda interpuesta por 
Juan A. Rasso (hijo), contra el Raneo Hipotecario Nacional. 
Sin costas, atenta la naturaleza de la cuestión resuelta.— Mor. 
Cfliítú lisi alada, — A. Vrdmarra 'm. — T . Arias, 
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Bitno» Aire*. SefMc«krc 13 *• II» 

Vistos y considerando : 

Oue el recurso de nulidad por .icios de procedimiento 
nne no lian sido impugnado* como contrarios a una clausula 
'le la constitución, tratado ley del congreso, no esta com- 
prendido en lo dispuesto por los artículos 14 de la ley nume- 
ro 48 v &* de la 4.055. ^8"" reiteradamente resuelto, po- 
lo cual" no corresponde solicita el escrito a «pie se refiere a 
fojas SO vuelta, el memorial presentado ante esta corte. 

Que en cnanto al «le apelación aM observar ante todo 
m la sentencia recurrida no hace constar la cireunsunca 
,1c haber terminad» el m&Ó de esie litigio, de tal manera 
ihk un pronunciamiento al respecto tuviese el carácter de 
meramente teórico, y el tribunal .10 está habili.ado en el re- 
curso extraordinario para dictar medidas de prueba a hn * 
acreditar ese extremo, como lo solicita la parle del Uanco & 

f ° ,a fine" aún estimando planteadas en Mm ** ™<^'* s 
relativa, a la reactividad de las leyes a une alude el ar- 
ticulo <W m& civil, y a «O $m*f> V» <* articulo 4-1 
1 mismo código aerea del efecto de las leyes aclaratonas* 
es de tenerse en cuenta que la primera no ataca garantía *k 
lia de carácter federal por cuanto el artículo .8 de la cons- 
unción <ó,o prohib ía retroactividad de las ^^^g 
penal v en cuanto perjudique a los procesa*,*. (Fallos, to- 
mo ítl Página 222 y otrosí, y la segunda carece de fmida- 
21 delde que la ley fué aclarada pendiente el nknt». ( ca- 
llos, tomo 127, página 106). 

Que la garantía que consagra el articulo .H de la «>n.t. 
m¿M no l^le decirse desconocido e.t el caso, desde que tí 
recurrente ha sido ampliamente oído en tres Rancias y desde 
^ la resolución del q«édó suspendida en su, efectos 

por disposición judicial. 
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» 

Que dadas tales circunstancias carece ele objetó prácti- 
co un oronunciamicnto acerca Él si el articulo 71. inciso 4." 
de la ley número 10.07*» es « o no violatoria del articulo i» 
de ta eoiislitucmn, máxime cuando el caso no ha sido en el 
hedió «privado el recurrente de tal garantía pies según se 
infiere de lo dicho por ésle y del espediente administrativo 
agregado sin aciunularse. llevó su redamo ante rl 1 Sanco, 
ilondt fué tamhién "ido. (Fallos, tomo 104, página 1,18). 

Qm- el c;tso <le jurisprudencia rjue se invoca y míe ol,r:l 
al tomo íjH. página -|>~ de la colección es distinln del xah jtt- 
i/i'rr. 

lín su mérito se continua la seiileueia apelada en la parte 
<nie ha |Midi*lo ser materia del recurso. Notifiquese original 
v devuélvase, reponiéndoííí el papel ante el tribunal de pvmM- 
delicia. 

V BKRMKjo. — D. !'*. Palacio. — 
Ramóx Mí:nui:z. — l**n disi- 
dencia ríe fundamentos: \*r- 

1 ANOK G. ifáli S"LAK. 
lilSIDKVClA 

V \istos. considerando: 

@ ue el presente juicio fué iniciado el ¿y de j«Ho del año 
próximo pasado y tenía por objeto obtener la suspensión del 
desalojo ordenado fK*r el Raneo Hipotecario Nacional de una 
casa de iu propiedad ocupada ipor el actor contó su inquilino, 
sosteniéndose |»or éste en su escrito fie fojas 5 que no pro- 
cedla su desalojo sin previa demanda ante los trilmnales ni 
hacerse en un plazo menor de noventa días, conforme a lo 
dr^puesio imr ei> artículo i.nio. inciso .V fiel código civil 

Que en la época en que fué fallada psfa causa por la el- 
marañen su sentencia de fojas 39, de Z de diciembre de 11919, 
rto haciendo lugar a la demanda interpuesta, el actor liama 



ya desalojado la casa motivo de sn geMión y Ha! tía sid« pues- 
iii en posesidii Sé la misma étw» fecha cuatro de septiemhre. 

decir, tres meses antes «le la fecha del fallo referido, el 
adquircnte de dicha propiedad a quien el lianco la lial>ia ena~ 
jenad». desapareciendo asi di- hecho la causa o r;i*ón del )i- 
¡igin según resulla de loa antecedentes relacionados de ío- 

j:> s 54- 

ijiu- esto no obstante y por lo que respecta al recurso 
extraordinario de a| «dación acordado por el amo de fojas 47. 
procede observar que en la sentencia de la cámara p^r la que 
se ha concedido el recurso expresado, se ha deja di 1 estable- 
cido que el líanci* Hipotecario Nacional intimó al demandan- 
te su inquilino el dedujo \*>r halar vendido dicha propiedad 
en ejecución de un j -tamo hqmiccario. fundándose para 
ello en lo dispuesto pa$ el amado 7^ de la ley orgánica del 
Banco, número 8.ífa¿ y ¡porque aún en la hipótesis de que por 
la citada lev vigente al tiempo que Se dictó la sentencia de 
primera instancia no le Imhiera cor rescindido al lianco 'ese 
derecho, la ley interior número 10.070. dictada cuando se 
encontraban K>s autos en apelación ante la cámara, ha venido 
a fijar en una forma clara, precisa y expresa el alcance de 
las facultades del lianco Hqiotecario para desalojar inmedia- 
tamente a los ocupantes tle los bienes hipotecados "salvo pie 
hubiera un contrato de locación aceptado por el lianco" hecho 
este que no ha invocado ni aparece justificado. 

Otie las facultades que le acuerda la ley orgánica del 
Itálico, para tomar inscción de las propiedades hipotecadas, 
en los casos previ stos por ella y aún para pedir el auxilio dé 
la fuerza pública para obtenerla sm entorpecimiento y ¿«1 
juicio previo contra el poseedor, le ha sido constantemente 
reconocida en repetidos fallos de esta corte pronunciados con 
anterioridad a la sanción de la ley número 10.670. Tomo 105. 
página 22* entre otros. 

Que así se ha reconocido y tenido presente también en 
la discusión de la citada ley arte la honorable cámara de li- 
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putados: "Desde que existe la ley ctel Batía» Hipotecario Na- 
tional, se dijo ixtr el señor diputado Sánchez Sorondo. ha 
sido prüctka seguida sin interrupción ¡t|iífi el Banco tomara no 
solamente la po-esión de la propiedad mpotecadq como esta 
ha establecido en esa ley y se repite en este descacho, sino 
inmediatamente la tenencia de la cosa",.- "A^"" ®* trata, 
agregó, ife una ley de orden jíttblien une ha otorgado al Banco 
una >i-rii* di- preeminencias y privilegios cotí el objeto «fce h- 
cpiíilar inmediatamente la ^nación de nn deudor moroso"... 
■l-ll Banco ítem en cierta modo |n.r la ley facultades judicia- 
les;! el líancii ejecuta dentro de l*»s términos de la ley. que 
no son los mismos de tas luyes generales; el Bfttco toma \mt 
si j*»t^ión t puede requerir el auxilio de la tuerza pública 
para hacerla' efectiva. No le ha faltado a la ley sino esle dc- 
i:dle de la Knewia inmediata de la cosa'. 

gue por lo tanto y dado «pie pudiera considerare proct- 
détttffíá recurso extraordinario del articulo 14. ine. .V de la ley 
númem 4H interpuesto y concedido, este recurso no se justi- 
fica en el caso atento 1*» antecedentes de «pie se hace mé- 
rito en la n-nieneia de la cámara y la circunstancia de ha- 
berse desalojado la propiedad motivo de la demanda y 
ritkado SU .-cupaeión pti el comprador a quien el Banco la 
iia enajenado. 

I\»r ello SC declara iiii|>nieeedute el recurso. \olifit(UfSC 
y devuélvanse, debiendo r^C^Tjfl los áfilos ante ti juzgado 
de orinen. 

Nn mmik t*. HKI. Soi.ah. 



Fisftt mwmt wiw Ui Votí£$tm vv/<7/ríí/f«r> %*i$fak# 

S'acionaí, ¡ewfrffl rfjp 

Sumario : No haciendo-e distinción en el decreto de J$ de 
diciembre de i*»,, ftMC autorizó el establecimiento de 
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una linea telegráfico- lele fónica cutre Hílenos Aires y el 
Rosario, mire telegramas y conferencias telegráficas, no 
correqHindc hacerla a los efectos de la percepción del 
derecho fiscal establecida en dicha concesión, dado que 
la palabra "telegrama" es una expresión genérica que 
comprende torta comunicación trasmitida ]mr medio clel 
telégrafo y de la cual es una simple modalidad la con- 
ferencia telegráfica: por lo que deben considerarle, en 
principio, .regida> |««ir el articulo ¿:\ inciso >:\ suh inciso 
ti) del referido decreto de 
leí 




(fl*»: I,o explican 



SEXTENCJ \ I»KI. SK.Ñ'ott JVK7. l'KlHiKAI. 

timo* A¡r«s, jull* 14 te IMS. 

V vistos: Los promovidos por el fisco nacional contra 
la compañía Telegráfico Telefónica Nacional, sobre cobro de 
pesos de los que resulta : 

1 " Que a fojas 1 se presenta el señor procurador fis- 
cal demandando a la compañía nombrada w>r cobro de la 
suma de cierna cuarenta y un mil doscientos noventa y tres 
liesos con diez y nueve centavos moneda legal, cuya condena 
con intereses y costas pide en representación de la nación. 

2," Que los fundamentos del decreto del P. E. de 30 de 
noviembre de 1914. míe original acompaña en el expediente 
adjunto, son los que basan su demanda. En dicho decreto se 
imputa a ta compañía: a) haber aceptado telegramas sin car- 
go dirigidos a particulares sin hacer efectiva la participación 
del gobierno: b) haber beneficiado a ciertos remitentes aj- 
orándoles tarifas no autorizadas: c) haber abonado a la Com- 
pañía Telegráfico Telefónica deV Mata indebidamente tasas 
que no correspondían por despachos del exterior; d) haber 
cobrado una tasa inferior a la del artículo 12 de la ley de ta- 
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rifa* postales v telegráficos a los despachos noticiosos : lia- 
kr convenid fx.n empresas y particulares, servicios lele- 
gráfico» que. aparecen en sus 1ihr<><. cerno tele f Ata cm:f> 1^ 
ber .omhinado con la Compañía fW^WlN fcBW f 
¿protón del P. IU !/> Mff ^ lar,fil# 

ppr r . u - así como tómbiéii í» carril-, como gistos de explo- 
tación las suma, por prol-n^; ici.n-.es y aumenta de onuluc- 
íoP6 , v COft las utilidades ha mejorado y ampha.lo siis linea* 
aiTtOrtiisaiiao d capital eOH perjuicio (jej fi»C©> 

Pinal.mnu- Ka violado el artieiilu & dé la ley # ffirtfel 
v formulado la cumia efe "ganancias y ,*r<lklas ' de i«|CW 
i „„. v ta enema ^¡lección r.rtfl de Correos 1 leUisraf.* 
cp,i las cantidades que la compañía dehió alionar al tiseo. re- 
sulta la suma ctip condena se deja ludida, 

U contpa.ua ha ^M*é> ** a 
las cláu-nla. contractuales del decreto originario, apartan-lo- 
«i según sus eonmueneias. de las leyes y MÉM 
U-s para el servicio de' telégrafo*. 

Corrido nadado de la demanda, la eunesta el d<>etor 
m$$* Gattí» Merou. h„ instrumento de fojas + y $ > de to- 

jas 10 ¡l M- evi«mv: 

, • Om- de los aniece.lentis adiiiinMrativ** agregados, 

„ ñafias t«U#st^ hap * purgada n.ed.ante el 
páÉ¿ de la milita o >m-s]n mdieiitc. 

.« DtS el punto a dirimir judicialmente, se lumia a es- 
taWetvr sT es exacto que la co,n,Kiñia demandada adeuda al 
fisco la Simia que reclamo. O una menor. 

,« Que a este r M >ecto «jega categóricamente todos los 

e^S fonnuui-. m M?*» * ^ ' ,iirti, ¡: 1 . 1M . ,r g****: 

^dlci v .me»- pesos o/*, consignados judic.al.netUe £i 
%¡¿ ¿| j„,, federal, «bcu.r Anelioreua. secretar.a 

Vr ' !l 4 ' Üíie la compañía ha ItteMÉ «>m^ toda clase d L - dí- 
ñ^Uades'en .u desenvolvimiento y l'a **« 
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corrección. Las pretensiones del fisco se encuentran enerva- 
das en su mayoría por los dictámenes del señor procura. lor 
del tesoro y relator del ministerio del interior, quienes ¡un- 
paran a la compañía en sus intereses y derechos. 

Termina solicitando el rechazo ^ la demanda con costas. 

Abierta ta causa a ipruel» por auto de fojas H) vuelta, 
se produce la <[ne exoresa el certificado del actuario de fo- 
jas 126. sobre cuyo mérito alegan las partes a foja* 
y 130. Se llama autos a fojas 138. can lo que ia mW% <P§*fe 
iñ estada di 



1.- t)ne, en efecto, el punto substancial de la cau*a ra- 
dica en la determinación dé la existencia -le una deuda de 
la demandada para con la actora, y cuál es su monto. 

¿:- (Jue ta demandado 110 desconoce su calidad de coB- 
eesi.maria v de los vínculos que la ligan con la nación |*>r 
virtnd fie la explicación de m $>&m entonces por 

dilucidar solamente el punto relativo a la exactitud de los 
cargos formulados en las planillas une figuran en el expíen- 
le administrativo acomi»añado con la demanda. 

V" í lúe respecto a este punto se ha realizado la pericia 
corriente de foja* -*> a 43- contadores designados £jr 

el juzgado a fojas ¿4 se han expedido de completa conformi- 
dad v en cuanto al tecniersco de sus operaciones, se hallan de 
acuerdo las |>aries litigantes como puede observarse en 
sus respectivos alegatos. 

Atenta la imi ínrmidad de opiniones de los contadores y 
la aceptación general de partes, el juzgado no creyó ormino 
designar un nuevo contador, desde que el dictamen preseitta- 
,k> es eficientemente ilustrativo, y es prudente siempre que 
«e pueda, evitar gastos, cualquiera fuesen las observ aciones 
qtié sugieran la forma como se designaron .helios contadores. 
4 ■ (Jue la pericia de fojas 26 a 43- é* minuciosa, pie- 
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cisa y explicativa. contrilMiyendo sin duda sus conclusiones, a 
solucionar con el mayor acierto posible el presente asumo. 

Estudiadas con todo detenimiento tas actas y planillas 
del excediente administrativo y demás antecedentes del asnn- 
to suministrados por la dirección general de correos y telé- 
grafo- y compañía demandada, llegan los contadores a infe- 
rir con prudente criterio una serie de ci inclusiones une pue- 
den aceptarse en vista fie estar abonadas en con side raciones 
ponderadas, instas, ecuánimes y discreta*. 

Kn cuanto al punto A, se determina a fojas 42 la suma 
de $ 3.400.01 m/U, teniendo en cuenta lo expuesto a fojas 
¿1 vuelta y 61 . 

lín cuanto al punto lt. se determina a fojas 43. la suma 
de.S 4-195.07 ni/1., teniendo en cuenta lo expuesto a fojas 
$2, 33 vuelta y 61. 

Ks necesario observar que las cifras totales señaladas con 
esas cantidades por cuanto se lian extraído los parciales que 
forman un mil treinta y cinco pesos con sesenta y ¿icte cen- 
tavos m/l.. que fueron, objeto del escrito de fojas 123 y con- 
testación de fojas 125 en los que se opuso y reconoció la pres- 
cripción liberatoria respecto al crédito que dicha suma repre- 
sentaba cuyo concepto se repite eti el alegato fie foja* 134 

y 138. 

Cabe declarar e ntonces que la prescripción se ha opera 
rüílo en virtud de consideraciones de hecho y de derecho con- 
signadas en autos por las partes. Como queda dicho anterior- 
mente el juzgado estima aceptables las conclusiones de lo* pe- 
ritos respecto a los puntos A. y B. pues no han sido desvir- 
tuados en forma alguna, m con la prueba -producida en autos 
ni con los alegatos de las partes. 

5." Que respecto al punto C, los peritos se han ronere- 
tado a establecer hechos y cálculos por aproximación matc- 
nrítica. pero se abstienen de considerar si la cantidad esti- 
Mecidn teottío ^rgo. esto, es. ? 47 &5 $\ moneda lej;al, es 
admisible o no por tratarse de una cuestión de índole esen- 
(talmente jurídica < fojas 34 vuelta 1. 
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Sobre este punto C. la demandada argumenta ta absoluta 
improcedencia del cargo basándose en diversas consideración 
oes y entre ellas muy especialmente, en el dictamen del ts 
ñor procurador del tesoro, corriente a fojas ( actuaciones 
administrativas). 

Este dictamen no es todo lo absoluto ni tan favorable a 
ta demandada en la extensión que ella pretende, y liastará (Mi- 
ra apuntar esta apreciación, la circunstancia de que iodo lo 
manifestado por el señor procurador del tesoro, se sintetiza 
en la expresión final «leí dictamen, al considerar "que fáWé 
efectuarse una nueva liquidación, descontando de la que 
ha |iracticatlo la partida relativa a las casas cerealistas al cin- 
cuenta por ciento de las utilidades que sobrepasan al diez por 
ciento y lyantcnéiidola en todo lo «teínas". 

Se ampara laminen la demandada en el dictamen del re- 
lator letrado del ministerio <le! interior, i»erii forzoso es con- 
«ntr que tampoco le favorece en la medida de su* pretensio- 
nes (fojas 513 del expediente administrativo 1 . 

lid necesario,, |mes. resolver lo concerniente a este punto, 
desde que la actora sostiene que se han realizado locaciones 
ile lineas telegráficas a diversas casas ceralista^ y el produ- 
cido de aquellas, (pie calculan l«»s cantadores en S 47-485 3 1 
moneda legal, se ha hedió figurar como* produculo de *fr- 
virio tftcfónka. a fin de eximirse la compañía de pagar al go- 
bierna nacional, la lasa que le corre^wnde |»nr cada palabra 
de los despachos triará fieos 0111 arreglo al inci-¡o i", artteu- 
lo 1." del decreto de confesión de diciembre de 

Con viene evidenciar* «ate. en la contestación a la dentan- 
te, | a compañia no fia desautor izado categóricamente la afir- 
mación de la actora a este respecto. Kl escrito de fojas 499 
(expediente administrativo agregado t tampoco lo lia hecho y 
en el alegato de fojas 143. 110 se, dice nada acerca de la impu- 
tación clel producido en las conferencias teíeifftificas cuya axis- 
tercia «lemucstra y acepta la demandada. 

Aliora bien: si las partes litigantes están contestes en 
que hubo tales conferencias telegráficas ti locaciones de lineas, 
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el punto a decidir radicaría en el monto que corresponde per- 
t-ibir al gobierno nacional, según los términos del decreto re- 
cordado de diciembre 30 de i8rw. 

I.a dirección general de correos ha hecho 1111 cálculo que 
los contadores repinan exacto, jiero se abstienen de opinar so- 
bre su admisibilidad en raaón de tratarse de «na razón jurí- 
dica, f«»jas .14 vuelta, U actora acepta dicho cálculo y la 
demandada lo rechaza i»r arbitrario e invoca en subsidio 
las opiniones, de los consejeros leg.^V* del jioder ejecutivo, ya 
citados. 

Ame lodo, caite dignificar de acuerdo con las Constan- 
zas puestas anteriormente de relieve, ^ue es indudable el de- 
reehn del gobierno («ra percibir el importe fijado en el decre- 
to de concesión y como no ha sido posible establee» con es- 
crupulosa exactitud dicho importe por motivos imputables a 
la deficiente contabilidad de la demandada, se hace necesario 
inspirarse en la justicia, el derecho y la equidad, para distri 
huir entre las partes lo que a cada una fie ellas pueda corres- 
pomler a fin de no vulnerar sus intereses con una resolución 
que acaso se tachara de arliitraria. En estas condiciones e* 
prudente aceptar el calado que los peritos indican a fojas 
,14 vuelta, debiendo fijarse en nueve mil cuatrocientos un pe- 
sos moneda legal, el importe que cor responde al gobierno na- 
cional » i"» veinte por ciento de la suma señalada a fo- 
jas 34. vuelta, desde que no es posible rechazarla iw totum, 
como lo pretende la demandada, ni aceptarla íntegramente 
como lo desea la actora- Al fijarse este porcentaje, se tiene 
presente no sólo las consideraciones que preceden, sino tam- 
bién las que I lujen del juicio en su conjunto y detalles, como 
ser: actitud de las parte*, pretensiones de las mismas, prue- 
bas acumulailas, argumentos verificados, cálculos aproxima- 
dos, obligaciones ineludibles no observadas, cargos no levatv 
lados, lenidad de las inspecciones oficiales, irregularidad en Ta 
conducta de la compañía etc., etc. 

6," Que en cnanto al punto D.. equivale a S 5800.81 
moneda legal, fados de la snma total demandada, correspon- 
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de tener muy en cuenta lo que a su respecto dicen los fritos 
de fojas 34 vuelta a 40; estiman esa suma como puramente 
conjetural con base inexacta y de beneficios hipotéticos. 

Las reflexiones de los peritos se basan en argumente* de 
¡mióle técnica, claramente expuestos y sólidamente conexio- 
nados con la verdad y con cuanto antecedente les ha 
sido «lado contemplar, de suerte c,ue el juzgado no ha- 
lla reparos fundados a formular. En consecuencia acepta 
laü conclusiones a que llegan los peritos acerca de la inadmi. 
sibilidad de esta partida. 

7" Que en cuanto al punto E.. su importe llega a un 
nú! seiscientos treinta y finco pesos con cincuenta y nueve 
centavos moik. a legal y como quiera que la demandada lo 
acepta v da en pago la suma referida, según resulta de f»- 
jas 16 y iR. procede ordenar la transferencia de la misma ;i 
la nación. 

8.° Que con el estudio precedente #¡ ha encarado la 
litis desde un punto de mira ajustado a las cirpimst^ncias. 
contemplando ia situación respectiva de las partes contratantes,, 
sus «lerechos y obligaciones, asi como se ha discernido el al- 
cance de éstas v aquéllas. 

Los artículos 505, 918. » «37- >" 1 ! 9» >' e1 

título preliminar del libro IV del código civil, armoniian con 
las disposiciones del decreto de jo de diciembre de 1899 y las 
de traspaso de aquellos de 11 de julio de 19» y 3 de octubre 
de 190-e a la demandada, todo lo cual justifica el proceder de 
la parte actora «lenlro de las limitaciones determinadas por 

el infrascripto. 

El derecho de la parte actora emergente efe lo ctta*ki en 
el párrafo anterior e invocado además en el decreto del 30 de 
noviembre de 1914. q«* fundamenta la demanda, no ha sido 
impugnado ni desconocido por la compañía, como mas arri- 
ba se ha dejado exjiuesto, habiéndose concretado ésta a con- 
siderar que el punto en litigio consiste en establecer si es 
exacto o tu» que se a*leuden las sumas reclamailas u otra me- 
nor l fojas 11 vuelta). 
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Que estudiado como queda el asunto, m> cal* otra so- 
lución que la señalada en esta sentencia, puesto que es obvio 
que la liquidación singular efectuada por la actora y que arro- 
ja la cifra demandada, no puede por sí sola arrastrar conde- 
naciones, sino que es menester deteniiinar lo pertinente, lue- 
go de un examen judicial como el que comporta este pronun- 
ciamiento. 

Kn conclusión, puede y dette reputarse: 
Primero: Que se lia operado la prescrq>eióii por el fac- 
tor importe ele un mil treinta y cinco ] tesos con sesenta y 
siete centavos n nneda legal, según desprende tle lo con- 
signado a fojas 123. 12$, 134 y 13& 

Segundo: Que la cantidad adeudada i>or la compañía a 
la nación e¡* la de diez y siete mil ciento noventa y ñn ne^o* 
Cbn sesenta y Oc|Í«i> centavos, moneda legal, según estudio de 
autos. 

Tereern: Que debe transferirse a la orden de la naci.Vn. 
la suma de un mil seiscientos treinta y cinco peso* con cin- 
cuenta y nueve centavos moneda legal, según se desprende 
de fojas if>. i$ y 138 vuelta. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: Condenando 
a la Compañía Telegráfico Telefónica Nacional a pagar a la 
nación dentro del término de diez tlías la cantidad.de djfex y 
siete mil ciento noventa y un pesos con sesenta y ocho centa- 
vos moneda nacional, con sus intereses a enntar desde la in- 
terposición de la demanda a estilo Banco de la Nación Ar- 
gentina. 

Determino asimismo, declarar operada la prescripción en 
cuanto al factor importe de un mil treinta y cinco ]>esos con 
sesenta y siete centavos moneda nacional, componente de la 
suma total reclamada en la demanda, pues se ha llegado y ad- 
mitido la prescripción por las partes litigantes, y disnorigo se 
transfiera a la orden de la nación la suma de un mil seiscien- 
tos treinta y cinco pesos con cincuenta y nueve centavos mo- 
neda nacional, depositada a la orden de este juzgado según 
resulta de fojas 16, 18 y 138 vuelta, por cuanto dicha suma 
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queda agregada a la condena que >e pronuncia contra la de- 
mandada, a quien se le imponen las costas del juicio. 

Nottfiquese. repóngasej el sellado y oportunamente 1 ar- 
chívese el expediente, previa devolución del administrativo — 
agregado sin acumularse — a su procedencia. — Saúl. Ai. Hs- 
cobor. 

fttNTKXCIA OE I..V CÁMARA EEDERAL DÉ APELACtONÍS 

Immi Itm, Abril 1 rf* i«t. 

Vistos y considerando: 

Por sus fundamentos, y atento — en lo pertienentu — a 
las consideraciones y conclusiones fie la pericia de fojas 2Í> 
a 43, se confirma la sentencia a|>c1ada en cuanto haciendo 
lugar en parte a la demanda condena a la Compañía Telegrá- 
fico Telefónica Nacional, a .pagar únicamente a la nación dea>- 
tro del término de die* días, h cantidd de diee y siete mil 
ciento noventa y un pesos "on sesenta y ocho centavos mone- 
da nacional, más sus intereses, y se la modifica en cuanto a 
la imposición de costas, que deberán pagar las partes por su 
orden, en atención al hecho de no haber prosperado en su to- 
talidad la acción deducida. 

Notifiquese, devuélvase y repóngase el sellado en el Juz- 
gado de su radicación. — Marcelino Escolada. — A. Vtáu 
mmín. — T. Arias. 

PALLO HE LA COKTB SUPREMA 

Botan Aira». S*f«t»kM 11 «e «•». 

■ 

Vistos y consi iterando: 

Qite la jurisdicción de esta corte para conocer de los re- 
cursos interpuestos respectivamente por el procurador fiscal 
de cámara y jxir el representante de la Compañía Telegráfico 
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Telefónico Nacional (fojas 182 y fojas 183) se justifica t«r 
el hecho de vemilarse en este juicio acciones fiscales y exce- 
der de cinco mil pesos «I valor cuestionado (articulo ,V\ inci- 
so 2." de ta ley número 4 055). 

Que el gobierno tt> la nación demanda á la Compañía 
Telegráfico Telefónica Nacional por el i»go de ciento cua- 
renta v un mil doscientos noventa y tres i>eí** con diez y 
nueve centavos moneda de curso lejía! en concepto de derechos 
sobre despachos trasmitidos i|Kir las lineas de dicha empresa 
v de participación en tas utilidades de ta compañía en lo uue 
exceden del diez \*>r ciento del capital emitido, fundando su 
acción en los artículos 2.* y 15 del decreto t\v concesión de 
fecha diciemlire y> de i«W y en el artículo 38 de la ley de 
tarifas, 

Que de conformidad de lurtes y con arreglo al termino 
señalado para la, prese rivciim liberatoria: ordinaria (código 
civil, articulo 4.025 K el litigio ha quedado circunscripto a los 
cargos relat" i>s a oraciones realzadas en los diez años míe 
precedieron a la fecha tte la presentación de la demanda. 

Que ha quedado asimismo descartado de la discusión el 
cargo relativo a los derechos sobre telegramas dirigidos al e\- 
terior. cuyo úUportc e¿ de mil seiscientos treinta y cinco pe- 
sos con cincuenta y nueve centavos |x>r haberlo reconocido ta 
compañía demandada y haber consignado judicialmente di- 
cha suma. 

Que i»or consiguiente la controversia judicial ha versado 
id luiente sobre lasi siguientes partidas de la demanda : 

a\ Por derechos no satisfechos al fisco respecto de des- 
pachos noticiosos del diario "La Nación"- 

b) Por análogos derechos relativos a despachos del dia- 
ria "La Capital". 

t) Por derechos corrcs]x>ndientes a las comunicaciones 
de diversas casis cerealistas que abonaltan una asignación 
mensual fija, de acuerdo con convenios especiales celebrados 
con ja compañía demandada. 

ti) Por la participación c,ne ha dejólo de 1.<|mdar<e el 
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estado, por defectuosas imputaciones en el "Debe" de la cuen- 
ta de ganancia* y pérdidas de diversos ejercicios de lai com- 
pañía y por haberse dejado de computar total o parcialmente 
en el "Haber" de la misma cuenta las cantidades que debie- 
ron ingresar con arreglo a fas tarifas vigentes. 

(¿ue con relación a las. cargm a) y b) no puede ser du- 
do»» el derecho del estado |>ara exigir el pago de medio cen- 
tavo por cada |ialabra trasmitida jmr las lineas de 1a compañía 
demandada en concepto «le despacho noticioso, desde «pie es** 
gravamtn ha "sido expresamente establecido en la respec^va 
eoncesiñn «articulo 2,\ parte 2.*, inciso e) del decreto de di- 
ciembre 30 do ifioc». Kas rebajas que la compañía haya conei 
de nulo conveniente acordar a las empresas periodísticas 
virtud de con venios particulares no pueden afectar las con- 
diciones lia jo 1a< cuales fue acordada al concesión ni los in- 
tereses del estado que no lia intervenido en tales arreglos ni 
los ha autorizado. Por consiguiente, deben admitirse esto* 
dos capítulos de la demanda en la extensión en míe hayan sido 
dehifUmcnte comprobados. 

Que los |x*ritos contatlores ilesignados i*»r aml/ts íitijrtii- 
tes llegan en sn dictamen de fojas afi a la cmclusió'i de que 
el examen de los libros y demás antecedentes de la co:npafúa 
concesionaria sólo autoriza a considerar parcialmente justifi- 
cados los cargos de ipie se trata, pues aunque reconocen que 
existen indicios favorables a las pretensiones del actor res- 
ipecto de la totalidad de las operaciones que sirven de an- 
tecedente a esta parte de la demanda, no encuentran prueba 
concluyeme sino hasta la suma de tres mil cuatrocientos no- 
venta y nueve pesos, un centavo moneda nacional en lo que 
se refiere a despachos de "La Nación" y basta la de cuatro 
mil ciento noventa y cinco pesos con sesenta y siete centavos 
moneda nacional, por despachos de "La Capital". 

<Jue estas cifras, hau sido aceptadas con justo criterio 
en la sentencia recurrida, desde que no se ha demostrado que 
sean erróneas o que existan otras pruebas o antecedentes inte 
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induzcan a (notificar las conclusiones uniforméis y fundadas 
de los peritos. 

(Jue por lo que resínela a la partida c) debe invertigarse 
en primer lugar si tiene o no fundamento jurídico la reclama- 
ción y, en caso afirmativo, establecerse su intuito con arreglo 
a las pruebas, antecedentes y circunstancias que surgen de los 
autos. 

Que no haciéndose distinción en el decreto de diciem- 
bre 30 dé i*)o. entre telegrama* y conferencias telegráficas, 
no corresponde hacerla a los efectos de la percepción del de- 
recito fiscal establecido en dicha concesión. fea glabra "tele- 
grama' es una expresión genérica que comprende t«xla comr- 
rrieación trasmitida |mm medio del telégrafo y de la cual es una 
simule modalidad ta conferencia telegráfica. Por consiguió- 
te, deben considerarse, en principio, regidas por el articulo 2.\ 
inciso -V stib inciso tf) del decreto de concesión la* comuni- 
caciones telegráficas de casas cerealistas a que se refiere la 
partida cuestionada, cualquiera que sea ta forma adoptada, 
siempre que hayan sido trasmitidas jmr medio de las línea *i 
de la compañía concesionaria. 

<¿ue el método empleado i*>r la dirección de telégrafos 
■para calcular a los efectos del derecho fiscal el número de 
palabras trasmitidas en forma de conferencias telegráficas fia 
sido tomar como base el precio medio de cada [tatabra de un 
despecho telegráfico o sea cero pesos cuarenta y u mil sete 
tiento sesenla y cuatro millonésimas, y dividir \mr él las can- 
tidades abonadas como asignación mensual [wt las casas ce- 
realistas. Aplicando en seguida el impuesto de itñ centavo al 
número calculado de glabras cambiadas en las conferencias, 
ha obtenido la suma de cuarenta y ocho mil ochenta y cinco 
pesos con ireinta y un centavos, que es el iuiiortc de la par- 

tida de que se trata. 

Que esta operación matemática no puede acedarse como 
elemento único para llegar a establecer el monto de 16 aden- 
dado por la comjiañia. desde que en la fijación de las sumas 
mensiiahneiite abonadas |»ir las c;>sas cerealistas han Ínter* * 
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nido neccsariam* nté múltiples íactores sobre los cuales no 
puede hacerse gr vitar el derecho fiscal, y porque de admitir- 
se que dichos ct nercia lites hulñeran trasmitido en su* con- 
ferettcías el núm. o de palabras calculado por las oficinas de 
la administración, resultaría una profusión inverosímil de co- 
niunicacones, dadas las necesidades de dicho tráfico y !a cir- 
cunstancia apuntada por los testigos que lian depuesto en ía 
causa de cpie regularmente celebraban dos conferencias tele- 
gráficas diarias con sus agentes de Rosario, 

Que entre las causas que lógicamente han tenido que con- 
currir para la determinación de la suma mensual o abono que 
pagaban dichas casas de comercio, lian debuto figurar las gas- 
tos de instalación de aparatos y líneas destinadas a conectar 
esos servicios jariiculares, Jihs -sueldos del personal encargado 
de transmitir k* despachos, ta comodidad que se proporci* 
naba a los alionados permitiéndoles comunicarse con sus agen- 
tes désele sus mismas oficinas, la celeridad en la trasmisión 
de órdenes o consultas y el secreto ile las mismas que es con- 
dición esencial de esta clase de operaciones. 

Que teniendo en cuenta las precedente * consideraciones 
y la circunstancia de que los cálculos eti que se apoya este 
capitulo de la demanda son meramente conjeturales, corres- 
]xmde aceptar como razonable y equitativa la suma de nueve 
mil cuatrocientos noventa y tm posos a que reduce la senten- 
cia apelada el importe de la partida de que se trata, pues 
ella representa el derecho fiscal correspondiente a las confe- 
rencias telegráficas que verosiinilmcnte han podido tener las 
cuatro ca*as cerealistas con sus agentes durante el tiempo 
que han regido las asignaciones mensuales. 

Que en cuanto a la partida tt) corresponde examinar se- 
rradamente los cargos hechos a la compañía por no haber 
acreditado determinadas sumas en la cuenta de ganancias y 
iwrdidas. de aquellos que *<e fundan en haiierse debitado» parti- 
das indebidas en la misma cuenta. Los primeros se encuen- 
tran tlesprovistos de toda liase jurídica, desde que se trata de 
ganancias hipotéticas que m> se han traducido en ingresos efec- 



m MLUM Ot LA COtTE MirtMA 

tivoa v du% iwr lo tanto, no han podido ni pueden distribuir- 
se en 'furnia (le distentios o utilidades. l*>r itnpedírselo el ar- 
ticulo ííh del código de comercio. Kn el más favorable de los 
casos, la falta de percepción de dichas sumas sólo conferiría 
acc^n contra los administradores por mala gestión de los ne- 
gocios sm-iales. En cuanto a los cargos de la ultima catego- 
ría, soto lian si<lo considerados procedentes en una mínima 
parte por; los gritos designados |>or los litigantes, y las con- 
clusiones uniformes consignaos en sti dictamen de fojas -*> 
se apiivan en ra/ones de contalñlidad y de práctica mercaiilil. 
que no han sido desvirtuadas p©i l<* interesados en el pleito. 
Del*-, por 1" tanto desecháis «te cargo, ya <|iie ni» se ha 
demostrado que las pequeñas |>anidas enya im^taci. m al Pe- 
be de la cuenta de ganancias y jn.Tdi.la> se lia hecho mdebi- 
«¡ameiite. producirían mía modificación tal en los balances de 
la cotonía qtté haría elevar sus dividendos a más .leí lo e , 
único caso en que el demándame i»odría inswar algún dere- 
cho. con arreglo al artículo 15 del decreto de concesión. 

Por ello v las consideraciones concordantes de la senten- 
cia <le fojas 182. se la confirma en todas Si* partes. Pagueii- 
«i las costas en el orden causado lW r no hal*r pros|M:rado 
ninPrio de los recursos interpuso . Notifícese y devuelvan, 
se. debiendo efectuarse en el juzgado de origen la Wm&fm 
del ¿tfado mi* a*rrest»onda al demandado. 

A. Bermejo. — Nicanor í£. disl 
Sola*. - D. E. Palacio. — 
Ramón Mksokz, 



fus a favor rfc Saívááor Comunas. 

Sumario- i> No corresponde a la corte suprema interventr 
cn .mas aciones ref.-vei.U- a una contienda de com- 
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pctencia entre jueces letrados legalmente resueltas por la 
cámara- federal respectiva. 

2? La superintendencia general que le atribuyen a 
la corte suprema el artículo 1 2 de ta ley 4.055 y el 2." de 
la 7.090. no comiwendc la revisión de resoluciones judi- 
diciales. 

Cuso; l,o explican las piezas siguientes: 

* 

DICTA WKN UKL SKÑor PROCURADO* C&ftiltAL 

Imm «lm Sfftüalm 13 «t )*» 

Corte Sui>rema: 

Kl juez letrado de Santa Cruz remite a V, E. las ac- 
tuaciones producidas coi» motivo de un recurso de babeas 
tarpus interpuesto en favor del doctor Salvador Comuna* en 
la* cuales se planteó una contienda de competencia entre dicho 
juez y el del Chubtit, que fué resuelta por la cámara federal 
de apelaciones de I«a Plata, en favor del último. 

Considera el juez de Santa Cruz que la cámara lia vrla- 
• do proceptos del código de procedimientos en lo criminal al re- 
solver la contienda y que en defensa de los fueros del juz- 
gado y <te su dignidad corresponde elevar estas actuaciones 
a V. K. a "efecto de las resoluciones pertinentes". 

No encuentro cuáles puedan ser las resoluciones a que 
alude el juez sin determinarlas. 

Xi como contienda de competencia ni como ejercicio de 
la superintendencia general que le acuerdan las leyes -nume- 
ro 4.0$$. artículo 12 y número 7.099. artículo 2.", correspon- 
de a la corte suprema intervenir en estas actuaciones. 

1*4 > primero, porque la contienda de jurisdicción lia ter- 
minado legalmente con la resolución de la cámara, y lo segun- 
do. |x>rque la superintendencia no comprende la remisión de 
resoluciones judiciales. 
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Asi, aún cuando no puede menos de extrañar <|iie la cá- 
mara, en vez de limitar su decisión a resolver el caso concre- 
to que le estaba sometido, declare en general al juez de Santa 
Cru* impedido de conocer en causas futuras relativas a la 
sucesión de Munro y a la Compañía tic San Julián Sheep 
Fanning, creo míe. mientras mi se interponga t»r parte 1e#- 
tima redirá procedente para ante la corte suprema V. E. ca- 
rece «le jurisdicción en este asunto. 

Josi' Sisóla* Maticnso. 



FAIJ/t IUÍ t'ORTK SVl'HKM V 

Bu«m* AlVCI. SepH«a»K IT 4* i» 

Vistos y considerando: 

(¿iie contó lo hace constar el señor procurador general, 
no corresponde a esta corte intervenir en estas actuaciones 
ni como contienda de competencia que ha termira<k> legal- 
mente con la resolución de la cámara federal de La 1*Iata. 
(artículo h». lev 4.055 K ni mW ejercicio de la superimenden- . 
cía general que le atrilwye el articulo 12 de esa ley y articu- 
lo ¿* ifc la ley 7.01/), porque ésta no comprende la revisión 
de reso1uci«mcs judiciales. 

Por ello -v de conformidad con lo pedido en el dictamen 
precedente se 'declara qtie esta corte carece de jurisdicción en 
el caso y devuélvanse. 

A. BKRMK.10. — Nicanor G. dei. 
Solar. — D. E. Palacio. — 
Ramós Méndez. 
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Grkt. hermanos, contra ¡tt provincia de Tucnmán, por devo- 
lución de dittero : sobre medidas de prueba, ( compulsa de 
libros). 

Sumario : Apareciendo prima facic que los puntos que se in- 
tenta someter a la prueba q>ericíal tienen relación con he- 
chos invocados j*ara desvirtuar uno de los fundamentos 
de la demanda, debe admitirse la prueba solicitada, .un 
perjuicio del pronunciamiento que oportunamente se llaga 
acerca de su jtertineucia. 

Caso* En el juicio seguida por la C(jm|iañia Azucarera Pa- 
dilla Hermanos contra la provincia de Tucnmán. sobre 
devolución de sumas de dinero alionadas |>or concepto 
de impuesto lachado fie im^mstitucional, la demandada en 
el comparendo verbal a que fueron convocadas tas partes, 
jiara la designación <le «peritos, manifestó que los que fue- 
ren o fuere nombrados, — i«ies se dejó lihratto al iríliunal 
su tlesignación en el miro, de uno o tres— debían practicar 
la jwricia. según constancias de los libro*, contaMIidad y 
corresimndencia de la compañía actora. debiewln versar 
dicha ¡>ericia sobre los siguientes puntos : íjué cantidad de 
azúcar, (en toneladas o kilos», resultaba halier sido ela- 
borada por el ingenio durante el año M)it>. y *i esa ela- 
lioracióii había sido mayor menor que en los dos anos 
anteriores; a cuánto ascendían los fistos efe ctuados i»or 

U cuj»p.iüia para rikha e lidMación en el mismo ano; 

cuál era el intuito producidos por la venta de azúcar 
en iyn>, estableciéndose el precio de cada venta, como 
asimismo la cantidad de azúcar vendida y la que que- 
daba aún sin venderse. >i quedaba; cuál la diferencia 
que resulta!» entre U>s gastos y las ventas indicadas en 
los puntos anteriores, debiemlo agregarse al importe de 
éstas. >]»ara establecer la diferencia total, si Imhiera azú- 
car no vendida, su importe, al precio de la última venta 
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apareciera efectuad;..: qué i^tttUSd de azúcar de Ja 
elaborada en nyni. !¿#RW« editada jx» la compañía 
y que tina vez t-tablecida la diferencia que resultaba 
my Jas ^stos y las venias estáfelo* anteriormente. qik s 
(SHÍttétsl »■ nltaba diMiiiiiuynido todas las >nm;i- que '* 
omniañia litibiera aUuiadn en conecepto del impuesto c*- 
tabMdo |Kir la ley J4 dé de <í*p > si l ^ ui f m * 
era «¡perinr y en cnám«> a la obtenida cu 
nmslaladone* de ujl*, año ni .-tu- fio f^isiíá ¿1 foS^*!» 
tífaMem* \*>r ty iKÍittMfeí l * 1 representante «le la ac 
Hir;i maní test ü a su vez. que -e n'miiia a lodos kw ;nii. 
„>s s^bre ituc ifetóíi wfíar la pericia, coi) la sola excep. 
i-iñii del referente- a la* sumas pablas pnv ta ;nupafua 
n , o.iu-t-|rt.r -Id invpnesto de referencia, en la parte ipic 
,|¡ir u-siiudmente; "huías las sumas i-ue la coífl «ama ha* 
va alonado en ^npeféa de impuesm estableado fj&í ¡a ley 
de veinticuatro de junio .Ir mil novecientos diez y mie- 
w'\ en razón de considerar (pie eífoa eran éranpktiántefl 
te ajenos i la cuestión debatida. 

lili tal incidencia recayó el s^tteirte: 



Bueno* Atrei. Septiembrr >7 <»<■ IM 1 . 

SÍímos: Ki ¡tuMente so]>ré procedencia de la eoii^U-t de 

tos libros de ta sociedad aetora. «le c|«e instruye- ..ef. ! ^ 
jas 7. del presentí- cuaderno ile prueba, y 

(... 11 aderando: 

One el representante 'I** la mencionada >ociedad iund:i su 
lición a dielia prueba en <|<H'. con excepción de un... de Itfs 
pnmi.s s,,l,re io< niales debe versar la pericia s..u cmplela- 
menie ajeno; ;i la cuestión debatida en el pleito. 
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Une sin embargo. a]iarm> prhnu fuñe t\\iv lo* pumos <|iie 
se intenta someter a la prueba j>ericial tienen relación con 
hechos im&&é&S> para desvirtuar tino de los fundamentos dé 
ta demanda «capitulo II. número 5 del escrito «le contc-ta- 
ción U >\n ijw corresponda \xir ahora establecer si los expre- 
sados hechos hat> de tener o no influencia sobre la solución 
del litigio, la prueba solicitada del* admitir-e. sin per juicio 
del pronunciamiento .pie oportunamente se l«ÜgB acerca de Stj 
IK-rtineiieia. 

En cnu-ciueiicta. practiipiese la pericia sobre los punto* 
invoeadus éñ el acta de fojas 7: y atenía la circunstancia de 
no haberse puesto de acuerdo las partes sobre el nombramien- 
to de peritos desígnase i) contador don Angel Sesma para 
ijlífe, 'pmfa aceptación del cargo pineda a realizar la diligem 

,\. I'khm icio. — Nicanor G. dki. 
Solar. — í>. R. Faí.AOO. — 

TÍYMÓN M KNTH-Z. 

lín la misma fecha se dictó iguíjil resolución en la- cau- 
sas seguidas |>or la Compañía Azucarera Pai lilla Hermanos 
y Sociedad Anónima "Ingenio y Refinería Santa Ana. Uile- 
rel y Cía. 1,da." contra la misma provincia. .i»or idéntica cau- 
sa, designándose peritos n los contadores don Justo I. Pór- 
tela y don \Tej andró Calvo, respectivamente. 



lUracióii yet)crnl tic init/ucioit contra ¡ti sucesión [huirle, so- 
bre apropiación 

Sumario . \: 1.a ley número no exige de parte del ex- 
propiado la fijación del precio e indemnización, bajo pettá 
de dar por aceptada la oferta del expropiante. 



» 

j - (litVn:iina míe él ¡tic/ «Mu- d.-cidó* con é 
im-ritu ttp los perito- míe Uus parte* 11. tiiliri-ii para a|H.yar 
-u- preten>ioui:s. «118* entre la< paru- íntet^adító, Va 
«e,i que <d lírtipieí&rfa atribuya "n precio dcu-rutínad:. a 
ta pr«'pird:id > a la indemnización l!r , "- l^vinicK»- rtis^ 
lint,, del ofrendo, o qiw niainfu-stL-. snitpiénieMe, <i«LÓ w* 
GSííi conforme ÉOH el, 

¿" El articulo 17 de l:i expresada li-y di- expropia- 
ron ii" hace más f(Be coiwíjpiar la rlgía procesal. t#»r la 
■ t iie el JUC2 no puede atribuir a los litigante- ftifó <1c l" 
t|ik- ellos mi si mi- pna<mkm. -in que ríe rl y Sil relación 
ton el a rúen!.. 11." pueda inferirá que autoría- a fiar :»'"• 
aceptado para el caso la oferta del ntm. 

Cú$ú>, Ijü explican las pie/a< si^tteittéfe 



Brll ■ Btlle A«osic. I- <M 

Y yísíos: í,o> auto- «• d H'v expropiación -cRtíid..- portel 
procurador fiscal contra la " O mu unidad K1 Pueblito- p 
cesión l>uarie' . refen-ruc a dos fraccione.- de terreno, ppp- 
biieslás en su totalidad de una extensión superlieial (Jp Si 4 
lirctán-a>, 7 área- y cj3.f§ c.. de-tinada* a la- obras de em- 
liabe del Rio .í 01 el luiiar denominado Tueblüo de los fn- 
,|jos", IVdania Cóndores, departamento Calamucbüa. Con l.« 
Míe* ¿¿iC -c expresan a fojas 2 y .pu- son lo- Unientes: 
parcela 1.' de 704. h. 77 y i6.íj3 fe \1 norte y este, terreno*, 
efe la miaña comunidad: al ürttíl. Win propiedad de ílpit jubo 

Wrada v al ni^te ««1 el Uío Pártela 2", de 4M h. .1' a. 

-- -- e,, tdrieadít to&i cíla dentro del catnpó de la comunidad 

Y con -aderando; 
Que no halííciuió lobado ta.** parte- ¡Httgnfe di- acuerdo 
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sobre i*l valor (Id terreno efe que se trata, designaron sus res- 
pectivos peritos, tos que -r expidieron oportunamente, pero 
tamliién étiJÍ diferencias tan remarcables en sus informes, fun- 
dados, a la vez. en consideraciones tan di-tintas, qtte el jnz- 
gado estimo indispensable ta designación de un tercer PP3¿0 
que. examinando el terreno y teniendo eti menta las cireun»- 
lancias y demás antecedentes de <|ue los primeros liahian he- 
dió mérito, formulase nna e -ti marión r¡ue facilitara su pro- 
muteiamieiito. 

One venidos lós elementos de juicio que en conjunto i Ore- 
en i t-sti> dictamine*, considerado además el monto fijado por 
la líxma, Cámara Pederá I. a la expropiación de Jos terrenos 
adecentes, pertenecientes a la sucesión de Xícasio del Barco; 
la avaluación riseak psira esta zona, (¡jije obra en esi» autos: 
las diferencias io|M>grálica.s de la ]«»rte afectada -por la expro- 
piación de 11 no y otro inmueble y los perjuicio-, que derivan 
del fraccionamiento, el prowyente entiende colocarse en un 
término equitativo y razonable, lijando como precio y valor 
di- toda indemnización, la suma de treinta y ocho mil pesos 
moneda nacional. 

|V>r lo expuesto tallo: declarando expropiadas ]Hjr cau- 
sa (le utilidad pública, a íavor del gobierno de la nación, las 
fracciones de terreno jn-rteiteciemes a la "Sucesión Uñarte", 
a que se retíeren el escrito de fojas U y planos ríe fojas io 
y ii ; lijando en la suma de treinta y ocho mil pesos, moneda 
nacional el valor del terreno y rl monto de los jK'rjuicios: im- 
poniendo al aefOt* la obligación de satisfacer a los expropiado*, 
los interese-, de la diferencia entre lo depositado, según l*>- 
leta de fojas i> y lo que por esta sentencia se manda pagar 
]tt> une deln-rán computarse desde la po-csióti provisoria otor- 
gada a fojas \t) y a estilo de lía neo. eou mas las costas del 
presente juicio, liegístresc y hágase -aher. - .-llejandro 



sao 



I \Ll.US W. l.\ tl'ltTi: Stl'KI-M A 



StíXT^TClA I»K LA CÁM ARA 1'KlfKRA 1. 

Córdoba. Noviembre -i» d* tafo 

Y vistos: fistos» Hiili'- swi^LlitloS [Hir el fisco nacional l-.ii- 
tr;i til ''Coirafóldkd él l%éWito f - " "Sucesión L>u;irir'\ w\wí 
ex-propiaeión vellido* |K>r la apelación interpuesta cuntía seiv 
téíieia de! iuífiCir juez réüepí de líell-Ville. de íéitói ttoce tfc 
agosto nliínui. ebrrtaíte a íéfis '-7 en la cjpE resuelve ¡ de. 
clarar e$r>FOpía«>s por cansa de utilidad pública, a &ypr del 
(^liíétnt» dfc la iiriiiini. las Fracciones (tó terreno |ieru-iiecieu- 
tes a la 'Succi-ión Duartc ". a f[¡ie se retira- el escrito de fo- 
jas 12 y planos ríe fojas 10 y n, fijan en la Mima ríe treiíUa 
v ocho mil pesos moneda nacional el vnlor del terreno y el 
monto de (Os | *-i jn icios : imponer al actóí I* pbHpCÍOU de 
satisfacer a IOS expropiados, los intereses de la diferencia en- 
tre lo denostado, sejíiin I miela fie foja?- <), y lo que por esta 
seim-ueia se manda pagar, tos <|Ue fiel «eran computarse de-ile 
la posesión proei^iria otorgada a fojas 19 y a estilo de flanco: 
con costas* 

t'ur ~!i> EundaiHentos se con tirina, con costas la sentencia 
íte qué sé irala. llágase saber, transcríbase y devuelvan se. 

Nifmeisw Gmtsates, - j. G. Poxse, - Á. BMfW 



OH i \MKV D«r, SKÑCK I'IÍOCI MAIKIK r.KMiK.M. 

Btienoi A i «i, Fr tuero II de («Él. 

Suprema Corte : 

f¿a lev iS«i xtlne expropiación di- liiem-- estajíleci: en sil 
articulo 6> tille no liahiendo avenimiento entre las partea rej- 
ileto del va|or fie la cosa expropiada, el juez decidirá la di- 
fi ivnciü. CÓii el mérito de los informes de inrriios. ,|in> lt*- in- 
teresado* mimbren para apoyar mi pretensión. y en el ariicu- 
lo 1; disimile fpie la indemnización fió excederá ni ningún 
a la di-manda del interesado. 
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Siendo la misión de) juez decidir la diferencia que surja 
entre el expropiante y el propietario del bien, es indíspensa- 
ble qué ¿Me haga constar en la forma precisa cuáles son sus 
pretensiones, demandadlo un precio determinado por la cosa 
en litigio. 

Kl espíritu de la ley -puesto de manifiesto "le manera ca- 
tegórica en el citado artículo o.", de limitar la inierwnoón 
del juez a los casos de diferencia entre las pioles, aparece en 
furnia igualmente expresa en el recordado articulo \J de la 
misma, que supone la existencia de la demanda de un precio 
cierto |n»r la cosa que se expropia al preceptuar, como queda 
dicho, que la indemnización no excederá en ningún easo lo 
pedido por el ¡niercsido. 

l'or otra parte, el informe del "vrilti propuesto por el 
demandado un puede .suplir la omisión del requisito esencial 
mencionado, desde que la designación de peritos es una di- 
ligencia probatoria que supone trabado el pleito por demanda 
y contestación y desde que tales informes no tienen otro va- 
lor que el meramente ilustrativo para el juez, quien puede 
apartarse de ellos siempre que lo estime conveniente. 

Del acta corriente a fojas 104 re>ulta «pie en la audien- 
cia señalada a los riñes del articulo de la ley de la materia 
!a parje demandada no ha indicado el monto de sus pretensio- 
nes, como era su det>er de hacerlo |>or ser esa la riport uni- 
dad en tpie >e trataba el cuasi contrato de la litis con test atio y 
en tal concepto el juez <i i/no 110 ha podido' lijar, a la cosa ex- 
propiaba, un precio mayor que el ofrecido por el expropiante. 

Kn el presente caso la semencia apelada lija como valor 
de la expropiación una cantidad Stlpefior a la ofrecida por el 
risco y 110 hay constancia, i>or otra parte, que el demandado 
haya pedido precio determinado, l'or estas consideraciones 
pillo a V. E. se sirva reformar la Sentencia apelada fijando 
como precio de la expropiación el consignado por el fisco al 
iniciar este juicio. 



José Micotás .\fafifiis». 



•2K-J 



fallos r*; la corte suí-riíma 



ÍAI.I/1 ni; l,\ fORTIÍ sri'KKM v 

Bt.«n«« Aif», Siembre |7 de 1W0 

\ Mm y considerando; 

< luí- M-fíúti renilln de runos, la presentí- í«é 
dada^aulc t-l tórf & Vilk- |«>r la demanda de- 

-Imilla por el procurador fegf en el escrito de foja* Í2 a 
nombre elel ^rienio de la nación contra la "Sucesión 1 huir- 
te" subrr t xi.nijiiach.il de los terrenos «pie menciona en i-l ry- 
Perkfá escrito, con fefitití a ka "kras «Ir ensanche del Km 
Tercer* » , 

Que iwilia. a^imiMno. «ue el >eñ»r juez federal, con- 
forme con el procedimiento sumar i-, establecido para las cau- 
sas cíe expropiación, dispn-o rl comparendo de las partes pa- 
ra el juicio verbal decretado a Tojas io) y mu- tuvo t.^ar el 
•lia Jó de diciembre de uji* 

i me ¿ti el acia iié referido juicio. fojas m< 
C«Uát£r .|iu- no fué aceptada la suma ensenada emo pa*. 
ijel precio de los terreno* espr..p«ado- o indem moción le los 
perjurios om^nientes. eti cuya virtud se pr„crd.*- a! nombra- 
miento de los peritos tasadores «pie propusieron los interesa- 
do., j él procurados fiscal =' & 'l 11 *' ^ mP**™ l ,,,r 
nombrado*, pnuedióudose después a la .k-iguaemu de un ter- 
cer in cito p..r el jugado |».r las consideraciones c,ne se ex- 
presan en ta sentencia de foja- 127. 

One cMa corte tiene declarado en cásos alíalo^. i|ue ta 
lev remero 1X0 tró exige (je imrt« del expropiado la l.jaoon 
<M precio c indemnización bajo pena <le darle i>or aceptada 
l a alerta del expropiante. J q«C la diferencia que el jtteX deU- 
decidir con él mérito de los gritos que las partes nombren pu 
ra apovar sus pretensiones, surge entre las partes interesadas, 
va sea" que el propietario atribuya un precio determinado a la 
pTObiétlad v a la indemnización de los ,*erjuicÍo- distinto del 
ofrecido. „'*,ue manuW. simplemente, que no está conforme 



DE JUSTICIA DE LA «NACION 



con ¡él, como ocurrí- eii vi caso dje aufos, fallos tamo 114. pa- 
gina 370; 1 15, página 145 y ijj. página -^4 entré otros, 

gjiíé st* ha declarado, taiuhién, que el articulo 17 de la ci- 
tada ley por el i|iie se e&tatiteCe que la indemnización tío ex- 
cederá en ningún caso a la demanda del interesado, no liace 
más que consignar la regla procesal por la qite e) juez 110 pue- 
de atribuir a los litigantes más de lo que ellos mismos preten- 
den, m que de él y de su relación con el artículo <»." pueda 
inferirse que autorice a dar por aceptado para el caso la ofer- 
ta del otro, que ha sido eNplicitanu-nlc desestimada, y menos a 
invalidar el acuerdo twtpreso de las |«irtes en el juicio, de so- 
meter a la apreciación de jterilos las indemnizaciones corres- 
poumi-ntc-, qomo ocurre también en el caso de autos. 

Que por lo que hace al precio de los terrenos expropia- 
dos y la indemnización de los daños correspondientes, todo 
ello lia sido lijado en la sentencia de fojas teniéndose 
presente los antecedentes de que se hace mérito y que con- 
sultan las exigencias de la equidad. 

Por ello v su- fundamentos, si- confirma la sentencia ar- 
lada, con costas, entendiéndose por tales los honorarios de los 
peritos y gastos de actuación. Notifíqnese y devuélvanse. 

A. Hkh mi-jo, — Nicanor C f . nía 
Solar. — B. K. Palacio. — 
Ramón Miínui;/. 



Ihm Manuel Hrava y litan ¡'rmiii. a f chinda una rcsalu- 
t 'nhi de tuimma que manda suspender sus firmas como re- 
presentantes, con motivo de muí defraudación aduanera; 
$éWé competencia. 

Sitmarh: No hay lugar al recurso e\trai»rditiario fiel iirticu- 
lo 14 de la ley 4»*. contra una resolución que declara la 



m 
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inconfidencia d* la jü^ieü F&lcrál É<*a (te .un 

recurso contra «na resolución Se carácter administrativa 
dictada puf el administrador (te la aduana de la capital, 
í Se tratalKi 'le la siispttishVu |c decollantes de «luana, 
recurrible para ante el ministerio de hacienda : |hmt lo que 
no bahía, en verdad, "pena impuesta", dado que el mi- 
nisterio podía dejar ii»s„hsjsteute la resolución del vi- 
ministrador). 

Caso: l>> explican la- pteítfS ^gttteñtteJ! 



Señor juez: 



TeiiiciNkj i-*r objeto i-I reeuifcó de M de los $$f£5S 
Ihavo v IVruin. reclamar de tina medida de carácter p«r*- 
inettte administrativa, v de uniformidad al artículo 7" «el 
decreto del poder ejeeiitwo nacional, de fecha de mayo 
<[ e km i que establece que la áíffamsión de m despachantes 
de aduana es recurrible al ministerio de de hacienda, corres- 
ponde que l'S. >e dolare incompetente para Conocer del 
incóente recurso de. hecílo. 

Salvo, etc. A' C. Pipern, 



vi l,, upa. h-So» M K/. rKi»K«\i. 

Hueñi* Aitf *. tiieitmbre !■ J* H'tft. 

Wo- y vistos: Atenlo Jó dictaminad.- procedentemente 
l^r el procurador lineal, y resultando que la causa que. ilati- 
va el -presente recurso no es (le las qtte corrwqioufle niiLKvr 
a la justicia federal, y que tratándole de meriidas de carác- 
ter administrativo están comprendidas en el articulo 7." del 
decreto del poder ejecutivo nacional de fecha ¿O de nv.yo 
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de resuelvo: declarar la ¡ncompeteocia de este juzgado 

jar» cnoeer de este reñirá). - Jautas. 



VISTA HICI. nsv.M* DE CÁMARA 

Buenos Aiiei, Diciembre 24 i* !#$ 

Kxma. Cámara: 

lín un c;isi> amlogp> al presente promovido |hmt don Her- 
menegildo Gcballos, V. K. declaró, |>or sentencia de fecha jo 
¿I nmiem...i de njm «|»e & s»s|iensión de los despáchame* 
tic aduana es un;i medida simplemente disciplinaria que <*1 
poder ejecutivo dieta e h»l>one '«*> & facultades adnimis- 
iraliva.* que aotl de mi exclusivo resuric. y que. «1 t"dn cá#H 
(ficha sus|>ensión no se halla comprendida entre las re^oíuno- 
nes de aduana de c t «e traía el artículo I.063 ifc las t ). (».. qué 
suii las únicas. S#nfe materia aduanera, dv mu- pueden co- 
nocer lus tribunales .por \v.i de apelación. 

A mérito (mes. de esta jurisprudencia y ]mr -us ímula- 
menú». o.rre*i*>mle se sirva V. K. confirmar, con costas, la 
resolución andada de fojas 7 vuelta, que declara la incnini>c 
u-iicia del señor juez Ó quo para conocer del presente recur- 
so de queja interpuesto ]»>r los señores IVavo y iVnim — 
Horacfa k. Lorn'lti. 



StESTI-NCIS l>r I.A CÁMAKA KKI»KH \1. DE Al'KLAClOSSS 

Bueitot AUrt, Abril 1* d* i«P. 

Y vistor: 

hor sus fundamentos y de acuerdo epn lo dictaminado 
por el señ r ipmcurador tiscal de cámara, se confirma, eon 
el mu.» recurrido de fojas 7 vuelta, que declara la 
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incompetencia de la justicia federal i*ira obra* «« este re- 
curso interpuesto i>or Manuel Bravo y Juan I*ermn. 

Devuélvase v re^Niganse las foja, en primera instancia. 
- - t. Jrias. —' Marcelino i'.sath^a. B; A. Sacar , lir- 
chórena. 



DICTAN l'.S IH-I. SlíÑuk PKUtL HAlHlR C.KSERM. 

Butaos Air*», M»yo 24 <»« !*»■ 

Suprema Curte: 

\o amoza. lev que acuerde a los despachantes dé adua- 
na recurso de apelación para ,mte el juez federal contra las 
medidas de carácter administrativo míe dicte respecto de ellos 
el administrador de aduana de la capital. 

Los interesada afectados por esas medidas n<. necesi- 
tan tampoco ese recurso, puesto oue tienen las acciones judi- 
cial^ une .|uieniti usar contra uuién los daña íleffalmeute 

Pldó ptor consiguiente, a % K. se sirva confirmar la re- 
solución apelada de fojas 15 qtté declara la incompetencia de 
la justicia federal twra conocer en la <|iiej* interpuesta por los 
seftores Bravo v Pernio contra la resolución de la mm 
de la capital .pie ordenó sns|*nder la finita de los recurren- 
tes como despachantes de la misiftá- 



I-M.IJI m U C°* TK SO'KEM A 

Bueno* Aimi. Septi«»M« # de 

Y ví^l«>- : lí recurso extraordinario de apelación iuter- 
bú&StO P«>r los señores Manuel R¿ayo ¥ JÜan I'enñii en el 
tceiatno deducido centra una n-.Uieión de la adm.n^racion 
de aduana. 
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¥ considerando: 

4 

(Jue la cuestión planteada por los recurrentes versa so- 
bre la aplicación de un decreto fiel poder ejecutivo -le la «f- 
ción que establece medida* disciplinarias de carácter adminis- 
trativo derivadas de facultades de la misma índole. 

Qu* aíin supuesto que no < tratase de providencias me- 
ramente disciplinarias impuestas por el poder administrador 
«i ejercicio de atribneionf* proujas. se Ha hecho constar en 
autos "que la suspensión <l\U*r<kspachantes de aduana es re- 
currible al ministerio He Ulciemh" < dictamen fecal de fo- 
jas con arreglo al decreto dictado por el ptídfer ejecutivo 
en mavo ,\o de 1012. 

One en la hipótesis más favorahlC \Wa 1'* recurrentes. 
t *sto es. la que consigna el segundu i-onsideümdo de esta de- 
cisión, corresponde considerar que mientras no se hubiere" 
agotado los recursos en las instancias administrativas i|iie es- 
taWcce el decreto de referencia no era iiosible afamar con 
verdad que hav "|wna impuesta", pues el ministerio «le ha- 
cienda pudo dejar insubsistente la resolución del administra- 
dor de aduana que origina estas actuaciones. 

Que a mérito del considerando precedente que mhabiH- 
taba |*>r »¡ wtó a los trihunales para conocer de la queja 
interpuesta i^r ablación denegada, no puede pretenderse que 
exisu negativa implieita resalo a las cuestiones constitucio- 
nales planteadas en el capitulo III del escrito de fojas 3 y no 
examinadas en las sentencias de foja* 7 vuelta y fojas 15, lo 
que demuestra la hnpnvedencia del recurso extraordinario con 
arreglo a lo reiteradamente resuelto. 

I'or ello se declara no ha1>er lugar al recurro. Notifi- 
que y devuélvanse reuniéndose el <elkuin ante el juzgado 
de origen. 

A. Ukhmrjo, — Nicanor G. DEL 
Sola*. — D. E- Palacio. — 

J. FlOUElOA Al.COtTA — Ra- 
MÓS MÉNDEZ 
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Municipalidad de La\ PÍMá til WtP* <<>» tiú » W#?* <^scú- 
ifewi sobre Cóbro de pesos. Recurso de hecho. 

Sumario , i." No teniendo él brecho a pedir él levantamien- 
to de un embargo o su sustitución, su fundamento direc- 
to ni el articulo 5/' ríe la constitución, sino en leyes pro- 
cesales ik- carácter local. .10 procede el recurso extraor- 
dinari.. del un ¡cuín 14. 4«. eqnt*á la resolución .lía- 
lo deniega. ■ 

j,- l-l Iiecho de qüe se obligue a una municipalidad 
:i Aventar sus deudas, m importa un ataque al reginun 
miiíiítípal 'lia la constitución ha instituido. 

Cmt to explican la- piezas siguientes : 



DICTAMEN mti SEÑOR 1-RHtV'RAnOR CUS ERAL 

Bueno» Aire». SepWembie » d* 1190. 

Suprema corte : 

iVma.ulada la municipalidad de 1.a Plata í provincia de 
Ilnenos Aires t .j>or do,i Héctor Casacaltares por cobro &«eU 
,¡vo «le pém* el actor solicitó y obtuvo se trabase embargo 
.sobre rentas municipales, 

1 a mimicínaJidwl gwfflfc el levantamiento del emlKirgo o 
sn sustitución, ofreciendo a tal fin la ca-sa miin.c ir al. |VH- 
\-iones ambas. qtfe fueron denegadas i»or el juez de pvmura 
instancia en lo civil y comercial de aquella ciudad y por la 
enmara de a|K-lacinnes. 

IV esto denegatoria lia recurrid., para ante ta corte ni, 
prenia l«>r considerar contrario al articulo & de la conci- 
tación nacional él embargo de rentas municipales. 

IVm d recurrí extraordinario que el articulo 14 «C ® 
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¡ev 48. acuerda. >ó!<» prcáetíe Mfcm &&0$& * 

mi es tal el auto denegatorio cíe un peéfo de tevantaimeiuv 
•te embargo i 117. fallo. 416) y tp¿W$ él que deniega la sus. 
1 i {lición de lo emliargado. 

|»or otra parte, se trata ile untos inicrlonmirtos. dicta- 
das '¿ Uli juicio ejecutivo en el que todavía no se ha pro- 
nunciado st-niencta de remate, dictada la cual, puede todavía 
el vencido defender sus derechos en el correspondiente nu- 
ció ordinario, de nítido que no hay la resolución definitiva re- 
querida, por el articulo 14 de ta tay 48. citada. 

Por ello, opino que el reenr-o i«lerpne<l.. ha sido Invii 

denegado, 

ÍS$ X antis Uuiintso. 



r.M.i.o D| i.\ ca&M sitmíma 

Bucih Alrrt, Septiembre JO de ÜW. 

Visto- y considera ndo : 

<Jue ta queja que se interpone $e funda ¡Xir la iihuikí- 
,»atidad de l.n Mata en que se le ha denegad.» el recurso ex- 
traordinario que autoriza el artieulo 14 de la ley número 48. 

Oue liara la iirocedencia dcJ recurso extraordinario se re- 
quiere que el derecho que se pretende hacer valer se funde 
■directa e inmediatamente" en ta garantía constitucional in- 
vocada, y en el caso, el derecho cuestionado no tiene su fun- 
damento directo en el articulo 5." t)$ la constitución, sino en 
leyes procesales de carácter local, extrañas al recurso que ori- 
gina la -presente queja. (Fallos tomo 130. página .200 1. 

Une. además, y coma lo ha establecido la jurisprmlenci;i 
•le este tribunal, ef hecho de que se obligue a 1a mnnicí^lidad 
recurrente a solventar sus -leudas, no importa u» ataque al 
régimen municipal que la constitución ha instituido. ( Fallos 
tomo 130. antes citado). 
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< hu- per último. del caso Servar que cu ttefihtttvii 
1.» ipil- -e lia cuestionad., en el /Wíff es si procede » rio 
aceáár la snstitneión del embargo, imitándose vn los bienes 
«ni ; :t , minien al idad f.freee efl cambio de Ins.qne el acreedor 
h a denu- '.ciado, f el orden en que del* precederse a los st»- 
k.rgos es una cuestión :» resolverse p>r aplicación de las le- 
yes procesales. i&tra|:as ponió gttetft díéhb al pre-ente 

nirso. , 

IVr clh» v atento td pedido por el señor pn^uriidnr ge- 
ncral sé declara ¡nwrocedente la qttejá intcrp»i ,<ta ■ fftfffc 
otó reténgase el í*t*í y archívese . DevueU-anse los amos 
venida por vía de míormv al tribunal de procedencia, con 
transcripción dé la presente. 

A. llKRMKJO. — XU'ANOK (*.. DKI. 

Sola* — D. E. Pauacio, — 

í, FiCüftROA Au'orta. — Ra- 



.SWWií,/ .fifcmimu oVJm.n.i fawttüm <"""*« <' i/"'"''"" 

VífjmintJ i." É derecho para e*¡gtr la devolución de lo pa- 
gado por concepto de impuesto- internos se jlfeftcrift en 
el M-ñaladu por el artículo M CI ' 

vil para la prescripción «le las acciones comunes. 

j," LaS gestiones administrativas 110 coiv.;íiiuvrn cau- 
sa le K itinia para íiUerruropir v\ Clirsp de la pres- 
cripción. . u 
V" Dada la autorización que contiene el ámenlo ¿. 
de la lev \w. á¿bre demandas coutni la nación, no pue- 
de invocarse cOtiiO üti impedimento para el ejercicio de 
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Jn acción judicial, la excesiva duración tk procedí- 
iim-ntn- administrativos. 



Coso: Lo explican las pieza?; Mullientes 



SENTENCIA l»i i. SEXOK JVKZ 1-KI>EKAI. 

■uciioi Aire*. Diciembre 6 <Je 1Ü$ 

Y vistos: l^is proouivklos po* la Sociedad Anónima l^i 1 - 
liiu-na Argentina cnutra la nación, sobre devolución <J| dinero, 
de los (iiie resulta : 

1. " Que de fojas i a *) se presenta íkm Avelino Un'ón 
]w>r la primera nombraba — diligencia de faja? -¡o — y mani- 
fiesta que entabla demanda contra la nación ]tor devolución 
de diez *v seis mil sesenta y cinco |**sos con sesenta y üúM 
centavos moneda nacional, pagado* pW exigencia indebida de 
la administración general de impuestos internos, tifas vts in- 
tereses desde el día del j»ago. 

2. " (Jue con fecba agosto 2jt de ittjH. quedó promul- 
gada la ley ¿.óijK señalando ésta que emiwzaba a regir ese dia. 
]-n el Boletín Oficial apareció (publicado el ¿5 y como la ai*-' 
lora expendió .l/.Kgi litros (Utf alcohol el día J.í. la admití! s- 

t ración de impuestos, fundándose en la ley .i.U#, le extgiíi el 
pago de giijncc mil ciento cincuenta y seis jwsos con cuarenta 
centavos moneda nacional, por diferencia de impuesto. 

3. Que la actora reclamó, y a tiu de evitar |>cr juicio, 
rirntó una letra cuyo total es lo que debe devolvérsete, firmán- 
dose un acta cuya copia acompaña, labrada con motivo de la 
tirina de la letra, en la que la actora salvaguarda sus derec¡io> 
mediante cláusulas pertinentes. 

4¿ Ouc las reclamaciones administrativas niñeada 
por la sociedad lian -sido diversas y no obstante halarse fa- 
llado el juicio de Devoto Rocha, y Cía., fw>r la líxma Cámara 
v babersc llenado la condición prevista en el acta ante- citada, 
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Oue. lA k\v fcfigS P«g«a *-* m 1:1 constitución y el co- 
fe^íy tu. püédc tener etYce. próMiW», Invoca lá jn- 
ri.pmdéíicia del caso jWieíal M# ^ :lrtín,,,i !?. 4c ' ? 

vil v termina ^lidiando se cumien* á lá nattón a -l'-v^i.i- 
¿n va expresada, con interese- y costar 

Diailo el auto <U- fojas u .sobre el curso que prmmm 
dar á la fatan£ » onv traslado di la misma que e^eua 
d señor pr< HTiira* lor M¡ & Mi* r 5 il lS 

, » < me vi tó .'iitora tuviese acción para demandar co 

[0 hace, ¿lia se cintrarla prescripta. pjies desdi- el 4 de fe* 
bref0 de .*« e« cuya m» * ***** el P¡»go Haffc el «3 
dé noviembre de 1W5 É I» #™ da I"**" 1 "- , ! a ,n,ns - 
Ll ,ni,l.. con i'xci'íHi el lernútio l«e ¡*$a1» g artillo 4-O-M 
dél eodigÓ civil para acciom-s ««no la proinov-la. 

One -i se lia reclamad-, la rew>luci«n admumiratna- 
n m te ello no iuicrrumpiha la ,>reseri|.eión. según lo ha en- 
u .„dú!o la suprema crie én todo* fe* eaw.s cometidos a >u 

(Ivci^ión. .,1 

i-- Oite onone como defensa la exee¡>cmn de pn-senp- 
Cii^osicnc Htte lá justicia carece de jurisdicción pan. cu- 
tértér en la causa qüc einet^ de uu acto d, ,K«lcr 
v la íeMdád del cobro ¿feftfóttfc surge clara de la ley 
j decreto que la pwé en vigencia. Termina pid.endo el w 
chazo de la aceii.11. con corta*. .... , 

Se sí*C la causa a prueba á fojá* produce.nlon' la 

fexp'resa el ecrittó de fojas 4. ■ «u-lta. AJe^ la (WJ™ 
dtí foin. 44 a 4* v la demandada a íojás 4"- M ^ B»W 
mi , tl( „ dé autos de fojM 4* queda |n <í* 

motiva. 

V comide raudo: 

, ■ Que es prudente refoTVer las eueniom- P !aimada> 
el1 uutt) . por ÚX orden: debe en primer termino el ju^-ido 
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decidir aceteá <1el argumento de la demandada sobre la ca- 
rancia de jurisdicción del juzgado para entender en la cansa. 

Aparte M q«c *J¡WÍ este puntó se oeupa el auto « »<'- 
ja* 13, hav que recordar lo resuelto f>or la suprema corte en 
aíve^as casos en que <WtcnniiV> que era necesaria la venta 
del honorable congreso páár 'frWm&. jm«o ordinario de la 
ttmiáteá de) deducido por la actora en autos, (tomo 110. 
página 51 : tomo 117. ingina m ; tqitto P»gi»a *5». 

|n' ep#eéü«ÉÍa bien claro Mfflt fe S**^** 1 ** <Ic te 
justicia frderal para éOttócer y decidir eU ¡¡iM 0*+ 
¡ó cual Bé declara, 

_>. ' Qtfe el señur procurados tiscal lia opuesto conio He- 
íensa al contestar la demanda, la excepción de prescribió!! 
,k*enat v vista de la M* ^ tal defensa, será necesano 

estudiaría ni ptiMKf fWÍP a ^ SÍ *° 

habría motivo ]Kir a estudiar 1.x Otros argumentos insinuados 

ett la susodicha contestación a la demanda. 

Kn efecto: el pago de la suma «ti^oftC del impuesto exi- 
gido a la actora por la administración de impuestos internos 
míe con siis intereses puní torios asciende a la cantidad recla- 
mada en ta demanda. >e verificó él 4 É Pró <W ^ 
gím se desprende de fojas 7 y 15 vuelta. 
" Uiego de impide» ese importe, la actora gestiono .dmmrs- 
tralivamcute la devolución del mismo en diversas oportuni- 
dades hasta que finalmente el |»dcr ejecutivo mediante el 
deeretí» ¿fe ago»to 11 de 1^15. denegó ta devolución preten- 
dí por la actora v & vs.a larga tramitación es que 
¿ deja interpuesta la pre-eme dcmr.vla judici it, cuya fce&a 
de iniciación es noviembre .1 de $1$ fojas g vuelta, hn el 
escrito del señor procurador fiscal hay U 11 libero error e~ph- 
cablc de fecha, fojas l<?. 

V Éue expuesto lo que antecede, cgl* observa: $J» 
desde la Techa del pago de la suma reclamada en la deman- 
,1a. hasta la de interi»osie¡ón de la última, han t ranscumdo 
diez v *eis años, ocln» me*cs y días. 

Con el pmpósíío de evitar largas disquisiciones respeto 
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al valor tíe las geitióhes administrativas realizólas |M»r la so- 
dedada actOri. >e f«*Jrá sintetizar cu dos 0¡N>fe* d co«c€f- 
t„ m,e cils nu-recen y litará decir simpléi^ one no cons- 
tituyen actos tmerniptivo, de la prese rr^ión. o>m„ io ti.-m, 
dorado la ^.prema corte en mnnerosas pcasion^. I i o- 

na tOOlO L15, ,,lll1,> >í* pf 3 m 

n,o página 175 : tonw. i-M. W«' 

■ One en CUeutO al valor .» eJicaeia del arómenlo de 
ía actom eme#nte del acta ep|^a a fojas <• fjitéde decirse 
Oue es en al»olut" drli-znable. 

\i m onstituve wh entrad eture la nación y la 
Refinería Yr^-iuina. m el inspector ¡luí la firmó podía obli- 
gar a la nación tt f«rma contractual. Por (o tpto, m. tu- 
m . n a^aciqri los ^M<* <■"•' > W# ^ n * 

tados en la dtemantía. 

. Vcleinás la aetoia s¡ creía vulnera*!- sUs dt-rerhos con 
la ékíiéncia -le la administración de impuestos internos y con 
las rJbhmte administrativas, bien píido e.eo»er ta vía p* 
■tidal en salvaguardia -le sus intereses en tiempo -fortuno. 
,„ uisar de conformare con las duraciones níócaas ^ 
las del acto de fojas ... asunto, extrañosa esfera de 
ruvil)n , lt) pot^ tener la virtud de -luetonarle $g» fc*> fe 
^it nación rpie se creaba. 

Ri ¡H ta referida carece eo absoluto de valor como ya se 
,,a dicho, v no puede. por lo tanto, pretenderse oue tenga * 
p „a,r de conservar derecbos que *i han e^n-nndo a eaiw 
de la iftaccioñ émO» con,ulerable la,w> A 

íirnvpo. 

One en vista de todo cuanto s t . matnhesta en ante- 

í ■ Sifehilte procede reconocer qiie el anicnlo 4,023 
i - iore*> consnlci anuos. |""^ ul ,vv * ti j 1 

lM código civil invocado en 1» contención de la demanda, 
tiene notoria aplicación al caso presente. 

Pe acnerdo. pnes. con el referido artículo, asi co.no con 

ios kéám m>, * mmmw* te ^ * 
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vil. corresjHiiule hacer lugar a la exección opesíá l>oi la 
demandada . 

Re-mello asi el asunto, un hay necesidad de '-studiar m 
demás cuestiones planteadas en la demanda. 

Por las consideraciones r|ue preceden, fallo: Declarando 
operada la prcscriiición de la acción promovida -por la Sncie 
dad Anónima Refinería Argentina contra la nación sobre de- 
volución de diez y seis ínM secuta y cinco jn-sos con sesenta 
y oeho ceuta vos moui'da nacional e intereses. 

Sin costas, atenta la naturaleza de la cansa, de la de tensa 
opuesta v en razón probable para litigar que asistió a la ado- 
ra, Xotifiqucse. repóngaM- el sellado y o]*»ri unamente ar- 
chívese el exiK-dii-nte, previa devolircióii dé 1«s agregada U su 
procedencia. — Snítt \L Hsrobnr. 



si-NTK\n\ ..i- c\ m vn \ mm¿% m wmmmm 

Buen** Air**. Junio S¡J de \Wk 

Vistos tesfiás autos seguidor pi>r 'la Sociadad Anónima 
"Refinería Argentina", contra el gobierno manual sobre de- 
volución de dinero, y 

Gpnsidératldo: 

Pie el señor pn .curador fiscal de e<te tribunal, en el es- 
grltp di expresan de agravios, insiste en une en el caso sab 
tito, ha debido solicitarse previamente la venia del H. Con- 
greso par demandar a la nación, ]>or<|Ue el pa^o tpie la Refi- 
nería Argentina pretende repetir mediante la presente acción 
ordinaria, no lia sido hecho en cumplimiento de una senten- 
cia dictada en juicio ejecutivo o de apremio. 

Que a este respecto, este tribunal y en ea*o análogo, en 
la cansa Oem.ud Henvenmo Martelli contra gobierno navio- 
na!", con fecha oetubre * (le 1014. dijo que la eirumstanna 
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de hal>er bisado los interesados la cantidad que la adminis- 
tración les rectiuiiaUi en concepto de cfeiN** SUI esr 
(¿rar ^tte A le* eimitase por ífí m de aperMo... no puede 
perjudicar su ««nación, herido inaceptable que quién evita 
trirnkes y dilaciones, quedé |»r ello en posesión desvaina josa 
1 -especio M <|' l <' potóptiMb \ wr la vi;t j" tllci:i '' 

guc m chantó al fondo, encuentra el trilnínal arreglada 
.-, derecho la solución dada ]*>r la sentencia recurrida, 

IW estas conMderacione* y fund : ,uu-iiios concordantes. 
M - confirma la semencia recurrida do fojas 5$j "l«c declara 
operada la [ir^rlpcISn do la acción promovida por la S^cie- 
d^üa nóniina Refinería Argentina ffim ^ ^ r!e " 

volución de diez v seis nnl setetenta y cinco pe** con se- 
mita v ocho centavos moneda nacional c iUtéreSes y costas. 
Nmifiquesc y rc^nfíanse la? fojas en pritúerá infancia. — 
,f, UrtUnarrmn. - MarccUno HstaUuh. — £ 



l\U.o DK I.V O IKTK SI -l'RKM V 

Ruenoi Alie», S«ptj«mhre W <te 

Vistos y am-iderandi. , 

Que habiendo--* alegado |¡i prc^r§cían de la acción pro- 
movida, debe examinarse en primer término dicha defeca, 
desde que en el taso de ser ella admitida haría innecesaria la 
decisión sobre el fondo del asunto- 

One en el caso se reclama la devolución del impone de una 
let ra inscripta |»»r la sociedad déntanfláda a favor de la ad- 
ministración general de hnpuertos internos de la nación y sa- 
tisfecha a sü venciniiento. 

t )ne desde la fecha del pago de la expresada letra, hasta 
el mollentó -te la demanda, ha transcurrido con exceso el tér- 
mino señalado por í* ¡ey para la pre^rlpdon común de las 
acciones personal entre presentes | código civil, articu- 
lo 4023). 
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<Jue 1a> gestiones administrativas practicadas por la ac- 
tora con iguales tines a los del presente juicio, no constituyen 
causa legitima para interrumpir el cursi» de dicha prescrip- 
eión. desde qtte la ley exige, a tal efecto, la interposición de 
demanda judicial. (Obligo civil, articulo ,vj8fi. Palios m- 
nio ufc |ágina 230 y tomo 118, página 175 emrc otros t. 

Que no puede invocarse la excesiva duración de los pro- 
eedimieiito* administrativos como tm inqiedjnteiitoí para el 
ejercicio (U- la acción judicial, pues si bien es cierto que la ley 
número .,¥j5-» exige en su articulo 1." míe para darse curso a 
las demandas contra ;.i nación, debe acreditarle que se ha 
reclamado el recnm»cimiemo del dercehn controvertido ante el 
poder ejecutivo y su denegación por parle de é>le. no lo 
es 111*10* qiie esa misma ley en su artículo %°. autoriza a tas 
particulares a llevar di retí ámenle sus acciones ante los tri- 
bunales citando la administración, instada .i pronunciarse. n<> 
lp hiciera dentro de plazos razonables. 

Que estando facultado el acreedor para requerir el orón- 
to despacho después «le seis meses de lialier formulado la re- 
clamación administrativa y para prescindir de dicha resolu- 
ción a los efectos de la acción judicial, si aquélla no fuere díc- 
tala de los tn< meses siguientes al requerimiento, no 
ha podido considerará' imposibilitado o impedido para acu- 
dir a los tribunales para obtener la restitución de Ib que dice 
indebidamente cobrado durante los diez y seis años qué" duro 
la tramitación de >us gestione- ante la administración. 

y .e jMjr consiguiente, la prescripción comenzó a correr 
de*dtTel momento en que se efectuó el pago de la letra- V 
eomo 110 se ha comprobado que. durante el término .transcu- 
rrido basta la fecha de la demanda, el gobierno de la nación 
haya recomido el derecho cuestionado ni contraído la obliga- 
ción devolver la simia percibida, sea pura y simplemente, 
sea suliordinada al cumplimiento de alguna condición, resulta 
evidente que dicho término nó fué ínter rmn pifio 111 suspendi- 
do por causa legitima y. 0r lo tanto, la prescripción se ha 
operado. 
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]. nr dio v «lemas wiiMtfcnicwHw* c..no>rd:uin> ,U- la **n- 
téítcia «Ir fojas 7* sé confirma ést¿ si » ** l:ts - f 

Otíndatl a ta parir «lnnan<l;nUr. 

s<»t.AK. ^ ii. E, feycía — 

|. Fli;UKKi>A .UOíHTA. — 



Jrí.jur: H l 'i. vr,,. sffbm «M* fyiicMm i> ■ 
, (ír.-to, rfr hecho. 

trv 48 ontra «na i***- 'I ut * **o<-« a 

„„ apoderado pata **tfr del jnicio r,™»..- _™ «n- 

ei „ definitiva y se íttwft «*■ " 5«W * 

rccHt) ronu'm ) . 

¿fosi r.o explican las i.k-*i« ^uu-mo ; 

Bueno* Al«i, Septiembre : fl> l«0- 

Sliprentá <*orU' : 

\„ ¿reo <we. á ka efectos del recurao extraordinario da 
,,„ ,í¿ eí artigo I* * la K, * m M ^ * **" 
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tiy» el ;iiitii dictado |mr la cámara de apelaciones en lo conier- 
cial de la capital en 5 rk* julio último, en los autos ejecutivos 
seguidos por (Irma María ÍA\W Roclrípuez de \ "ieyra Goqjt$| 
Mir y Ciiaul«c1l, 

I.a cántara resuelve en dicho auto que don Aveliiio Ki- 
lieim a¡**derado de don Manuel A. Vieyra. carece de facultad 
nafa desistir de este juicio y en consecuencia revoca el auto 
de fojas 287 vuelta que dio por efectuado el deseslimiento 

Lejos de poner fin al -pleito, este auto In manfla continuar, 
y de tal género de rr-oluciones no liay recurso para ante la 
suprema corte. 

|\>r |o demás, no ha habido, antes de la resolución ais- 
lada, debate alguno sobre cuestiones de derecho federa!, de 
modo que la cámara se ha limitad» a aplicar disposiciones o 
reglas de derecho común. 

Kn cuanto a la invocación que los demandados hacen del 
derecho de defensa y del de ser juzgados i>or los juece> natu- 
rales, sobre ser tardía, pues es posterior a la resolución ape- 
lada, es notoriamente improcedente, porque dicha resohicim 
no priva a los recurrentes de continuar interviniendo en la 
cansa, ni los saca de lo* jueces que ellos miónos han consen- 
tido durante el juicio. 

Por estas razones, creo que la cámara ha hecho bien en 
denegar el recurso. 

Jóse Nicótás Mittit'itso. 
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Buenos Aire*. Si'i-Htiiibrc de lí«J. 

Y vistos: El recurso de queja |*>r apelación denegada de- 
ducida por don Ramón ChauMI en los autos que le? sigue 
doña María Luisa Rodríguez «le Vieyra sobre euhm eje -li- 
li vo de ] «esos. 
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Y considerando: 

(íuv éri lii resolución arlada tv. ríeme a fojas 3< í; 
los autos remitidos i*>r via de informe, se dispone que 
ira* n.. se rancha cr. definitiva si la n#$feWm * '« 
¡as 265 pone fin a la ffi&ffim * 1:1 <U ' X,c - vr: 

d juicio, la facultad «fe ¿¿ta 1«ira actuar en él, en a»a«tr se 
relación, con el punto .le la referencia, no puede serle desco- 
nvida, revocando, además, el auto de fojas ->»7 vw-lla en el 
qtjc se (feba |x>r efectuado él desestitnifntn formulado |H.r el 
¿poderaclo de don Manuel A. Vteyra por earacer de facul- 
t arles. 

One esta resolución -no tiene el carácter de definitiva y 
Se halimita-l.. a la apreciación de dicciones o «í 
rerho común. 

Oue la jurisprudencia uniforme dé esta corte lia dejado 
ctaUÍecido que para ser procedente el M evtraordnur.o 
autorizad» , W r el articulo l 4 . dé la ley número 4*. c* ^ 
n„ (|l u- el fallo apelado ,>ara ante ella haya d^com^o nn 
derecho fundado en alguna C&M#fa de la eonst.tueion t|^- 
dé lev del congreso, lo que .10 ocurre en el Puente caso, 
désete qu* como queda dicho la citada resolución, arfen ojeó- 
se Ha limitólo a rferolver cuestiones de Lecho y .le derecho 
omum que lio 1" autorizan. Articulo 15. ley 4*. 

Vuv t-llo atento lo resuelto en casos análogos, y to ex- 
mm V Mí&> por el señor procurador gener^ no se hace 
¡u«ar al recur.o. Notifícese y repuestos las fojas arelnvese 
«levolvieudose los autos jmneipales ron testimonio df esta 
resolución . 

A. Iíkkmk.io. - Nicanor 0. w.t* 
Solar, — D, E. Palacio. — 
Hauóv MK\nr/. 
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!Um SkoUu Esquivel v otro, en autos con la provincia de /:n- 
tre Ríos, sobre incoastitucioualidtíd de la lev de marea* y 
! señales. Recurso de hecho. 

* ■ 

Sumario: N» procede el recurso extraordinario del articu- 
lo 14, im-F* 2." de la ley 4». «Hitra tina resolución de 
un tribunal de provincia (|ue se limita a declarar que lo* 
recurrentes carecían de acción para promover ta deitniv 
.la ile inconstitucionalidad de «na ley de marcas provin- 
cial, ¡laciendo constar que la simple |K>sibilidad de <T>e 
inieda serles aricada no los convierte en naru- interesada 
y que la ley orgánica incorporada al código de procedí 
mientos civiles de la provincia prohibe a los jueces taactr 
declaraciones abstractas sobre aplicación o interpretan m 
de la lev. (No hubo decisión explícita o implícita sobre 
la cuestión federal planteada en la demanda: además 'le 
que. para la procedencia del expresado recurso e> con- 
ilición xinc qna non que esa cuestión baya sido planteada 
en el juicio de tal manera a babilitar a los tribunales a 
pronunciarse sobre ella ilentro de su< procer li miemos y 
que su «tecisión baya sido en faxor de la le> autoridao 
de provincia), 

Caso : T.o explica el siguiente i 

KM.f/v DE LA CORTE SUPREMA 

Bmw Aire*, ^«rtátmbfe SS de iw. 

1 

Vistos en el acuerdo y omsiderando: 

Oue en la sentencia apelada cuy» testimonio se acompaña 
el superior tribunal de justicia «le la provincia de Enta Rio* 
se limita ba declarar que los demandante* de inconstitiviona 
lidad de ta lev de marcas y señaks «Amero 2.578 de la pro* 
vincia de Entre Ríos, don Nicolás Bsqííivel y don Kduardo ^. 
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fem,^, caréceri de iM$ i>ára promoverla, haciende 
constar que fe simple positSHdáti de pe Peje ^ les 
£ no los con vierte en parí* inter^da y <V>e la ley pS« 
ca ¡ueorjK.ni.la al código de procedimientos civiles de la :>/<>- 
vincia contiene la prohibí» pák fe* í»^ de hacer uec. • 
raciones al*tractas sobre aplicación o interpretación de la ley, 
Que «ta corte rio (»*edé rever en el recurso extraordma- 
rio dél articuló <4- ^ la 4». las decisiones judiciales de una 
provincia funebda» en sus leve, procesales <|ue no han Sl*b **> 
oüKnfc& cotnb tfótatork* de la ^«Í6n tíactÉmal ñor, 
!,ue con arreglo al articulo I0 5 de esta « dari sus 
instituciones y se rigen |H»r ellas. 

One no exi-liendo asi decisión alguna, va sea expl-crni O 
inmUátá, sobre las cuestione- de carácter federal planteaos 
en la demanda como lo hace constar el «|to denegn» orto Ul 
reéürSO eMranrdu.ario. éste es imprudente con arreglo a l>» 
reiteradamente resuelto y lo d¡^uestO en la parte hnal del m- 

ri*. & articulo .4 de (a ley mimtíb & í# 
pagirta 107: loiu» 12;. página tfx> y oimsl. 

rjue como *e ha hed. - constar en caso análogo, m taeil 
e ¿ cinto M ue él recur*. autorizado poT el articulo 14. inr.*n ¿.' 
¿te la lev numero 4*. precie cuando la valide/ de una ley, 
decreto « ¿«StóíW de provincia haya *ido puesta eu -uestum 
bajó la pretensión de ser repugnante a la constitución naei*. 
¡3 a lo. tratados o leyes del congreso, no es meno- exacto 
1|lu . t . s condición s¡»<- tJ ua non <iue dicha crcunstaucri .uva 
hé aléenla e„ el pleito de tal manera a habilitar legal, .««te 
a los tribunales a pronunciar*.- sobré &»¡i dentro # «fe MW; 
.minemos v oue -u decisión haya .sido en favor .le la ley « 
;itIt „ndad de provincia. u»n» 9* 

raudo \:\ página < >7 1 • . . . - . 

pft ,¡lo declara no hal>cr lugar a la «a deducida.. 

Xotifitpie-e v repuesto el papéj arelmvse. 

A. Bermejo.— 1>. K. PALAcm — 
T. Fi cuero a Alcorta — Ra- 
món M ÉNDEZ. 
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lh>n Antonio Saralegui (.<" sucesión), contra la f>>< ni tifia de 
lintre Ríos, sobre iinonstittttÍo»nf¡dad Je im*í&4t0 v n- 
bro de fesos. 

Sumario: i," Afinmanilo la parte aetora t|ite el impuesto cuya 
repetición demanda, se hizo ¿ÍÉétíM can motivo de Iu!k*c 
extraído haciendan de la provincia y en el acto fie ex- 
t raerlas, le incunil* proliar amitos extremos. 

j." Xo habiéndose demostrado |ior el actoi Cfp¡ 
pago de la simia cuya répétición se jiersigue se 
liara extraer haciendas del territorio de la provincia, ni 
que le htibiere sido exigido como condición para autori- 
zar la extracción, se hace innecesario examinar el casic* 
ler que haya «le atribuirse a lo- i molestos percibido^, y 
si ellos son o no compatibles con las garantías -.-on-tiíu- 
cionates invocadas, y corresjíonde, en con secuencia, el re- 
chazo de la demanda. 

Caso: l.o explican las piezas siguiente*: 



DICTAMKN Dtt* SEÑO* PROCURADO» GEN CUAL 

Bueno» Airea. Abril i «c IKft. 

Suprema Corte: 

La sucesión de don Antonio Saralegui demanda a la pro- 
vincia de Kntre Kios por devolución de sumas de dinero que 
dicen aWnaron hijo protesta, en ocasión <te la extracción de 
irnos ganados de. su propiedad, míe habiendo sido introduci- 
dos en dicha provincia desde Santa Fe para «neniarlos, fue- 
ron remitidos después a Pelma jó en la provincia de Unenos 
\ires. 

Sostienen bis actores ime el cobro de ese impuesto es 
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contrario ¿j ¿recho ,1c transitar libremente p.r el territorio 
de la nación, lláUténdú proejó & provincia como m tuviera 
una aduana que cobrase cler.-cl.08 de esportac,*,, F^J» 
rt^niÉ en los articulo* * 10 y ti de la cóiwtttucion n,- 

lÍdikiI. 

L r| preséntame de la provincia ftfttf#ti* no ™ C """- 
rió I,, hechos v * refirió a la, constancia* de la |rti^ «J* 
se produjera, negando que la Peineta haya crea.k, .luana 
O exigid, derecho, do cx^rtación. ni haya tomado di>pn^ 
% L &mam efe la Ühre circulación. l*c* el 
tf«e*r^ «ft» toctos lo* ganados MMH h 
vi.tcia v n«. Sólo sobre los que se extrae de ella. 

U única prueba que I- adore han producido es el i£ 

forme expedido a fojas tf. 1- *} «W*^ fcwgf * 
C.ualcjíuav a tenor del C^ionat^ formulado a fojas 

|ín nii.Lnitm de estos MW *ÍW e establead, el 
objeto dé los impuestos j^M Í*S - V -? « 

testa que 10 fueron en conce t Ho de «mas su, eapectficai el de£ 
So de lo* ¿¿nado*, dentro « fuera de. territorio de la pro- 



viui'ia 



¿, íe ha acompañado ta ley de lablaüas cuya constituí io- 
naltdad se irtiPPa y q«e era necesario para pn-r, 

¿B'r la naturales y extensión del nnpues - de qufc >e trata. 
¡¿te¿ antedicho sólo establece ^ Ifti 

ql ,e se refiere ti* el M**» W " 
' r & d, randantes. sin expiar q«e ,sc impuesto se haya 
SgadÓ con moÚvo de la eN^rtaeinn de lo* animales. 

Vo probado el hecho principal resulta umecesano une 
nc npe de ía cucstn.n de derecho ^anteada, la epte ha SldO tf* 
indi » mi dictamen de , 7 * Siembre de ,o, 7 en 1 
Aitoiaguirre «mí* la misma probeta y por \. .. ai o r_ 
v especíalménté en el une se regtstra en el tomo t 2/t 
de los íallo> pa¿»a 3»3. de j 5 de junio de to;i8. 

fosé BiéolM Mutit'tiziK 
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VA1.U0 DE U1 COiTR SUPREMA 

Bueno» Aírb, Septiembre » e> WO 

Y vistos: Los seguidos por la sucesión de fkm Amonio 
Saralegui contra la provincia de Entre Ríos-, sobre repetici-m 
de impuestos, de los que resulta: 

Que a fojas n y con los documentos precedentcmentc- 
agregados, el doctor lorenzo V, Ruiz, en representación de 
la sucesión de don Antonio Saralegui. manifiesta qtie en los 
meses de abril y mayo de 1917 fueron remitidos cinco mil 
cuarenta novillos a los islas I+echíguanas provincia de Kntre 
Ríos, por la sucesión citada, en razón de la gran sequía rei- 
nante en la provincia de Santa Fe. míe i*s donde *e encontra- 
ban esas haciendas. 

Que e» varias tropas sucesivas fueron después retirado* 
esos novillos de las islas Lechíguanas y remitidos a Pehualo 
para invernar, y para extraerlos de la provincia de Kntre Ríos 
se vieron obligados a pagar la suma de diez mil \tinticuatro 
pesos, cincuenta centavos moneda nacional jtor impuesto de 
guias, además de l*w gastos de traslado basta Oualeguay jiani 
retirar las guías, chasques |>ara remitirlas á destino y protes- 
tas ante escribano público por considerar inconstitucional el 
impuesto de referencia. 

Que además de las irakis que pone al negocio de gana- 
do, ese impuesto es inconstitucional jorque se ha hecho efec- 
tivo al retirar la hacienda, esto es. al pretender hacer uso del 
derecho de transitar libremente por el territorio de la nación. 

Que la pnivincia de Kntre Ríos ha procedido como si tu- 
viera aduana, cobrando un derecho de exportación «obre pro- 
duelos tío incorporados a su riqueza, pues esa hacienda ih> lia 
nacido ni se lia creado en j§ provincia, y sólo ha estado en 
ella circunstaiicialmente y por espacio de poco» meses. 

Que con arreglo al articulo 1 1 de la constitución, la pro- 
vincia no puede establecer impuestos al tránsito, cualquiera 
que sea la forma con que se* disfrace el impuesto y solamen- 
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u- pede híimU> te W- tetófeSM ¡Ü? f,,eH,n í;ii " i:l ~ 

das en mi territorio. 

Que protestádo en forma el pá|o del como lo 

dentuetó el testimonio de escritura pública tpic acompaña, 
viene a demandar su repetición, y al efecto pide M lu ' "In- 
timidad se declare inconstitucional dicho impuesto y se con- 
dpié a la provincia de I-mu- RÍOS a úe&m *» *W* ** *W 
mil veinte i cuatro cincuenta centavos nacionales SUS 

intereses y cosías. 

Que acreditada la jümtUccion originaria de esta corte y 
corrido traslado de (á demanda t fojas 14 vuelta 1. el re$f*sen- 
lante <\v 1» provincia de Kmre RUw comparece a contestarla 
a toja, jp v expojíe etí k> obstancia! : "Une niega U>S hrflM 
en une se í»nda la demanda; qu<- de la propia ex^s.aon de 
la parle aciora resulta que no se trata fie un impuest» al Iran- 
io. &tt ^ W* ha ceeadb el Ímpetu aludid,, se reture 
únicamente a las bacietidas <|Uc forman parte ñp la r*n,Uft*a 
pecuaria cíe ta provincia, y ocluye expresamente a las de tran- 
sito; que ese impuesto se aplica a Unías las hacerlas g#tf 
táttes en la provincia y no solamente a las que *e extraen 
de su territorio v en caso de admitirá una exccpnm, a ta. 
v.ir de las «gumía*, se crearía una injusta destgualda.l. ■ 

Que fundado en las libraciones expuestas ptdC el re- 
clw.11 de la demanda cotí costa?, 

Que recibida la causa a prueba (fojas 3) vuelta» >e pro- 
dujo^ % m ¿Í¿** & certificado de foja* $ ® Pintaron 
los alegato* de fojas 44 y 4<>- X # 
va (fojas 5»)- 

Y considerando: 

< Kie habiéndose afirmado por la pattC actora c|«e el im- 
puesto cuva redición demanda se- tifcf lectivo con motivo 
,le Haber extraído haciendas de la provincia y en el acto tte 
minerías, le incumbía probar ambos extremos, toda vez que 
h provincia negó todos los nCCnOS de la demanda en SU es- 
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crlto de Feapóiídte, I Palios, tomo página t*|it*p i-'-t, 
página y.5; tomo 125, pagina ¿07. etc.!. 

Que entretanto, si bien ha quedado eslahlecido que la 
parte artora abonó la snma tuya repetición se perlero 1 . uo 
se lia demostrado qtie el pago se efectuará para extraer ha* 
ciencias del territorio de la provincia, ni que le fuera exigido 
al demandante como condición para autorizar la ex'i arción. 

Que en efecto, la prueba rendida se t ; mita al dncunvuto 
de fojas 37. expedido por la receptoría de rentas de lltiale- 
¡niay en el que se expresa (jiu- en los libras respecti vus de aque- 
11a oficina se encuentran asentadas las partidas qtie se deta- 
llan, importe del impuesto al ganado abonado por la sucesión 
de don Antonio Saralegui. sin especificar motivo ni rftfuns- 
taneia albina relativos al pago de dicho impuesto. e>tu es sin 
la determinación, esencial en el caso, de que la contribución 
fuera impuesta y percibida al retirar la- haciendas y con «va- 
sión de sn. tránsito por, el terrrítorio de la provincia. 

Que en iiinseenciicia, 110 habiéndose probado los hechos 
míe sirven de fimdanu-nto a la demanda, es innecesario exa- 
minar et carácter <|ue haya de atribuir a los impuestos perci- 
bidos en el caso de autos por la provincia de Kutre Ríos, y 
si ellos son o rio eoni-Kitibles con \¡\< garantía* con stitncii ma- 
tes cpie ha invocado el demandante. 

Por ello, y de c« informidad con lo expuesto fío* el señor 
-procurador general, se desestima la demanda de Mas 1 1 . sin 
costa atenta la naturaleza de la nestt.ni resmha. Notifique- 
se y repuesto el papel anjiívese. 

A, I!i;rmi-jo. — Nicanor G. del 
Soí,ar* _ R E. Palacio. — 
J. Fhxkroa Alcor? a — Ra- 
món Méndkz. 
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Provincia de Bucos Aires en los nulos de! inicio sonido Mj 
Otto Franke y Cía,, s*m W$«! * d,ctttdü 
el tribunal arbitral. 

Sumario- r> Ya « trate de semencias m0M W. 

Z" pmwm*s. • * i«» J » s arbí ' ral ^ ,os ***** 

¿tes no ptStefl dar Jugar a recursos. 

I <0 s fundamentos de una semencia arbitral > a 
confinidad de ésta con el derecho, no son mot.vos je 
nulidad, sino agravio* que pueden ^^Z^ l 

" nulidad, une; * da contra 1- !«W 1*» 
sas legalmente determinadas. 

CYm«: explica el siguiente- 

Buciim Aire». SeK»»bi* *' *« 

,„„.r., I» empresa Otto Franke y e«MM» **« *= 
u» lau.k, arbitral, <k los <|uc resulta : .„».;,„.». 

Ouc a fojas .. mm* 4 ?lfSfíS^^SS 
de Menos Aires v expone ,,w en cüntpltmpnto <W la ,cn..n- 

2 dicada por «ta corte suprema en ol Jtucu. «pudo "> 
J riore* Otto Franke y Cia.. <omr> la provincia de Lúe . 
Ata sobre e-.nMi.uck.., .le tribunal arbitral las partos entre- 
g& Ta solución * s.t divci*euci,s a V. 
Carié. C...H. arbitro de l"s actores, al .tactor Kattl Oybanar. 
r„mÓ arbitro de la provincia y al doctor Arturo de Gtmu. 

eomo arbitro tercero. ¿«¿üí 
One la cuestió- a resolverse. CPfl arreglo a la «nlcmia 
, te ,:ü corte v al compromiso arbitral celebra* * par. 
„£,¡a en estable S¡ >«s .*»* O» Franke , da.. 
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habían teñid» motivos legalmente, validos para faltar a la 
obligación de dar principio a las obras dentro de los plazos es- 
tablecidos en el contrato. 

One esa cuestión global etmiprende víirias otras de deta- 
lle que son las decisivas, porque se refieren a la controversia 
planteada stfe la existencia o inexistencia de esos "moti- 
vos legalmente válidos", como es la relativa a la no entrega de 
planos que los actores lian alegado desde la demanda instau- 
rada ante esta corte eit agosto de UJ14. 

Que asi lo entiende y expresa claramente el arbitro ter- 
cero cuando al plantear el caso, dice: "Entre las cuestiones 
propuestas se destaca en primer lugar la que se refiere a la 
entrega de los planos", cuestión <|Ue. — según expone más 
adelante. — "reviste una ÍinjK>rlaneia capital y es de solución 
previa y decisiva". 

yue acerca de la entrega de los planos, el señor arbitro 
tercero llega a la conclusión de que la provincia ha debido en- 
tregar a los contratistas una de las copias que se le exigieron 
por triplicado, con la constancia y la fecha de su aprobación 
firmada por el presidente del departamento de ingeniero* de la 
provincia o el director de la sección correspondiente. 

Que en consecuencia la cuestión que el arbitro tercero 
analiza y resuelve, se refiere únicamente a la no entrega <le 
planos aprobados |K»r las oficinas técnicas correspondientes, y 
esa no es la cuestión planteada por las partes en el cuasi con- 
trato de la litis contrstatio. toda vez que los señores Otto 
Krankc y compañía, al demandar a la provincia por consti- 
tución de tribunal arbitral manifestaron que no se les entre- 
gaban l"s planos con las autenticaciones necesarias por inter- 
medio de la escribanía de gobierno, y la provincia al contes- 
tar la demanda, les negó el derecho de reclamar los planos 
con las autenticaciones exigidas. 

í¿ue el punto cortlrovieftido era pues, el de la entrega 
de los planos "autenticados por la escrilianía mayor de gobier- 
no" y no simplemente de planos aprobados y firmados por el 
presidente del departamento de ingenieros o el director de la 
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acción táeñícá corrcsiHiwlieme. punto sobre ti cual ti >iñor 
árHtro tercero declara qite la eaagentía efe la entoga de tos 
planos auteírticaífc* jH>f la e^ribama mayor de gobierno, p- 
día un pedido equivocólo di- la empresa, no obstante e-rar 
iImiu airado que no existió tal errófc 

Que inconsecuencia el árbUru tercero -t ha pronunoa- 
dp ^bre un ponto no plantead y elíp autoriza el retirrsio de 
'¡¿Ü¿Á que entapia, eon affisÉb a 1.. «' a ™> 

K*t dei código de jmi^&Mpfi <k 1" ««rtA <k ' 
la lev número 50. y ,«r mirto -solicita que en o,«rvtuu.da<l se 
declare nulo el latida in-pugnado. con pogfe* 

Otie corrido traslado .1 la empresa ( >tU> 1 ranke y COlil- 
.^1 fojas s vuelta., esta alega él. lo f umlanu-ntal : *¿ «1^ 
,u lo, uucios'arbitrales no hay litis empatio. ,mes las dea- 
¿jones de los arbitro* están regida> |">r el compromiso : W 
él laudo se ajusta a la cuestión formulada en el comprom.s,. 
arbitral' fj que lo? motivos o razones que fundamentan- m 
laudo sólo pueden -er contemplados en un W óV M*? 
eión v son extraños a una aeeú,. de nulidad : rfj inte en o me- 
jor cíe los ea-os para ta provincia, el pmilo de que se ^ 
méHtb debe considerarse comprendió en la cuestión 
da a los arbitros. p0 ífM W «1*1 P#? * con costas 

la nulidad deducida. 

Que a fojas i* se Hamo -atrios . providencia que ha h<I » 

consentida flor las parte-, 

Y considerando; 

Oue con arreglo a lá sentencia do esta corte >uine.n^ co- 
rriente a fojas lío de los autos -eguid,* la empresa 'uto 
PranÍM v Compañía contra la provincia de Unenos Aire* so- 
bre con-titueión de irilmnal arbitral, éste del/.a reselee' h la 
¿¿¿¿a Ottó Prattke i con -pañí» KáMá lemdo mo'.vo, le- 

, ' ti „. kM f.-t.-.r -i h obligación <!e dar principio 
cálmente validos para taltal a ta ouifs» 

a (a , ulnas con venidas con la provincia de lk.cn- « Ure* den- 
trtl de 16> ¡«UN* establecido- etí id ?Wffl» WW*»? 
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de acuerdo con la cláusula veintidós de la concestón respecti- 
va. f|iic establece en lo ]M>rtinen1e : "Todas las cuestione-» - ( w 
I «untan surgir entre el gobierno y los louecsionarios, 0tki\ so- 
metidas a juicio tle arbitros arbitradore-". 

Que en el compromiso estipulado en el acia dte foja- i. se 
hizo constar" que la cuestión sobre la que los arbitros de'»erían 
laudar es la establecida en la pacté dispositiva tle K sciten- 
cia dictada en estos autos, teniendo presente la referida 
leucia y las- relativa- a las costa- de ese arbitraje i ' pumo If 
acta citada de l< autos sobre juicio arbitral i . 

Que expucsi la cuestión en le* términos transcriptos, co- 
rresponde examii ir si la pane dis]>osittva ilel lau io íe lfi 
pronunciado étifáfi puntos distintos de los que han nido ma- 
térja dil compromiso, como quiera que esa parte d|sp^ití?a 
es la que puede servir ríe fundamento a la nulidad intentada, 
toíla vez que. ya se trate de sentencias dictadas por los tri- 
bunales permanentes o di- laudos arbitrales, los considerandos 
no pueden dar lugar recursos (argumento del fallo lomo i ■ i. 
pagina entre otros». 

Que el arbitro designado por la empresa Otto l : rauke y 
ranqíaúia ha resuelto la cuestión que le sometieran las |>artes, 
en el sentido de que, 'los concesionarios Otto Franke y com- 
pañía han tenido motivos legalícente válidos para faltar a la 
obligación de dar principio a las obras convenidas eoifi la pro- 
vincia de Buenos Aires, dentro dé los plazos establecidos en 
d contrato respectivo'* | fojas p2 vuelta efe los autos sofcee 
juicio arbitrall; el arbitro designado por la provincia de Bue- 
nos Vires, resolvió la inicia cuestión en sentido diametrab 
mente opuesta (fojas 35* autos citados 1 : y el arbitro terce- 
ro, la dirimió con que ha sido resucita por el arbitro de la em- 
presa l fojas 4.t° vuelta, autos citados t . 

Oue lío es posible sostener pues con verdad, a los efectos 
de fundar la nulidad del laudo, que los arbitros excedieran 
la jurisdicción que les estaba conferida, pronunciándose so- 
bre puntos no comprometidos. 

Que la entrega dé los planos por ínter medio de la escru 
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bania dt- gobierno o con la aprobación cíe las ^jgjip técnica 
o^resiminlientes, es un antéeseme o fóno^Wieítt» tlc h <U ' n 
sión a adoptarse sobre si la empresa ha tenido motivos legal- 
tUentc válidos para no dar principio a las obras, pero no es 
ta cuestión misma, comó <ha ouedado establecido preeedm- 
mente. 

íjue la contradicción sometida a lo* arbitros no ha COIM 
sistidT* solamente en la forma de entrega de los planos sino 
en éwm eirciimtancias que en concepto de la empresa jus- 
tificaban el <|ue no se diera principio a las obras, y míe según 
ta provincia determinaba» la caducidad de la concesión, tara 
fundar las respectivas conclusiones se invoco por las partes 
el antecedente relativo a la enm-ga dé los plano* » nn de que 
se estableciese si ello importaba P nb uno .te los "motivos !e- 
galmente validoé" para no dar principio a las obras: |>ero co- 
rno uta-da dicho, el fundamento con <|ne se afianza una cues- 
tíóti no es la cuestión misma. para qífe pueda sostenerse <|iu- su 
examen a timln de antecedente y las conclusiones a sil res- 
pecto, importan pronunciamiento sobre puntas nn cHtipro- 
metidos . 

t )ue según Se ha establecido por esta COrt* ** 
fundamentos de una sentencia arbitral y la conformidad de 
ésta con el derecho, no son motivos <le nulidad smo agravio- 
que pueden examinarse en las casos en une procede el recnr- 
'„ ti ablación, diverso al <le nulidad yiie se da contra los 
laudos arbitrales por causa, legalmente determinadas. «Fa- 
llos tomo 107, pagina 322. entre- otros) 

Rn so mérito se desestima la demanda de fojas 1. sin es 
ñi&f condenación en costas atenta la naturales de la cues, 
tión resuelta. Notifi-puse rc^nga^e el papel y archívese. 

,\, Hi;kmi-:.io. — NicAXok G. »KL 
Solar. - 0. E. Palacio. — 
J. Fií.l'Khoa Alcokta. — Ra- 
món- Méndez! 
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Sociedad San Julián Siucf Farmimf Companx Ltd.. iOinf?. 

tsnttu por inhibitoria. 

Sumario: Xd procede -í recurso extraordinario del articu- 
lo 14. ley 48, contr.» una resolución denegatoria «leí fuero 
federal fundada en "que de autos no surgen acreditados 
en legal forma los extremo* que jiodrían justificar la pro- 
cedencia del fuero federal ¡íor raíón de las personas, no 
obstante disponer c! artículo 2° de la ley número 50. que 
siempre deberá presentarse con la demanda documentos o 
informaciones que acrediten que el caso entra en la ju- 
risdicción nacional"- ( Pronunciamiento a una cuestión de 
lieclio o apreciación de probanzas que no puede ser re- 
visado en dicho recurso) 

CY*«: :.n explican las piezas siguientes: 



DICTA 1ÍEN DÉt, SfiÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bti*nw Airet, Septlenbtc 21 J* l«0. 

Suprema Corte: 

|¿n las presentes actuaciones seguidas por la Sociedad 
San Julián Sheep Karming sobre inhibitoria del juzgado tara- 
do de Santa Cruz para conocer en las actuaciones promovidas 
contra ella por el consejo nacional de educación, la tatuara 
federal de apelaciones de la capital de la nación, de acierdo 
con las consideraciones aducidas por el señor procurad™ fis- 
cal «le la misma a fojas ha denegado el fuero federal |X>r 
estimar que la procedencia fie este por razón de las perdonas 
no ha quedado acreditado en forma legal. 

Hubiera podido agregar el tribunal que ni siquiera cons- 
ta en autos, cuál es la acción deducida por el consej« nació- 
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rial Luiura la CcHnpañíii San junan sWp Uimún* y 4* la 
¿tía) amoas pi& dicen M*»r de^tid». K«a* .etnacn*, 
r^dnn mt un., dé Jos niwuérosOs ¡lusidentes que didtt com- 
pañía gitana « Sá«ta Cnu y ,n 1.a Mata, y rpr .te- 
trtm en Utta atmosfera tan apasionada que es difícil |*ra los 
lastrados conservar la serenidad necesaria. 

Fundada. ;im. la dejación eii consultaciones de IgcftO, 
estuttü ím^rocecléiite la apelación de ella que para «me \ fe 
h a acordado la espigada criara, pues no «ftftxft&fe a a 
'cone '«¿m* de la «on itfíMíü en el rW*so extr S i ; .rdi- 
«ario que acuerda el artículo u de la ley M M ******* 
,,,ic se fundan en COttSiíle radones de atjueUa naturaleza, y nü 
eó fazones de dfereciio íedt-nit. 

I-,,, tilo opino que el recudí r> H>>prflcedeilté. 



r\u.n m: u> CORTIÍ sitbiíma 

Butoot Airei. Septiembre & de 1921). 

ÜTJM^ É Petíw^O ílfe ápelaciÓil extraordinaria interpues- 
lo por el at^radb dé la San Juliá* Sneep Fanniiijf @fimgg) 
¿X contra él airó de la can* fede.d de la cap^l que decla- 
ra la ¡tkomjietcncia de la m**» i' ara «""^/f 
2¿ tu.« el competencia por minina, prendo b que 
corresponda > haciendo ¿fó M^tieanu,ue MÉg 

(fojas .1 vuelta 1 que en el * el letrado del tenu- 
cío nacional de Santa Cruz, y 

C". madurando : 

m j a seitteneia arlada al o..irinnar la de pjiméra ins- 
tancia qtie declhrn la incompetencia de la justicia federal w 
cnmKer en la ÚXWM pn>w&m por el ap^er^ d, la 
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San Julián Sheep Panning Conipany Lid.. lo hace ;i<1< >ptan lo 
come fimdauicnni de su resolución I* » consignado en el dicta- 
men ilc fojas 4-i. 

Que eh consecuencia hace constar, aún prescindiendo de 
lo convenido por las jtanes "que dé autos no surgen acredi- 
tados en legal forma los extremos que podrían justificar la 
procedencia en el sub jndicc, del fuero federal |H*r razón de 
las personas. 110 ■ tintante disponer el articulo 2" de ta ley nú- 
mero 50. que siempre deberá presentarse con la demanda dotü- 
nwillos o informaciones que acrediten que el taso entra en la 
jurisdicción nacional" . 

Que refiriéndose tal pronunciamiento a una cuestión de 
hecho o apreciación de probanzas 110 puede estimársele cómo 
hijo de aquéllos que esta corte pueda revisar en el recurso ex- 
traordinario, pues no se trata de la inteligencia de una cláu- 
sula de la constitución, tratado o ley del congreso que es a lo 
que se refiere el artículo 14; de la ley número 48 y 6." de la 
ley 4.055. (Fallos tomo, página» 274. 2~() y otros). 

Por ello y conforme con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor procurador general, se declara 110 haber lugar al recurso. 
Notifíquese original y devuélvanse, debiendo reponerse el |ié< 
peí ante el juzgado de origen. 

A. rilCRMi:.IO. — NlCAN'OK C. DEL 

Sola*. — D. K. Palacio — 
J. Fjgiteroa Alcowta. — Ra- 
món- Mkxohjí. 



Sociedad .tiiánima "Caja de Crédito Hipotecario' . contra 
don Manuel /.. Catufos (su sucesión), sobre cobra de 
pesos. Contienda de competencia. 

Sumario . La succión de una persona sin dotiUCÜib conocí- 
ejo di lie abrirse en el lugar en que ella residía al tíéíitpo 
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de SU fallecimiento. Articulo inciso*. 5-" X P ,w 
digo civil. 

Caso: I<o cxf-luaii las (Éessaf Mgiiieim-s : 

Burnot A¡r«, $*pU*mt,re II d* 19»- 

Su m ema Oírle : 

El juez de lo civil fe la capital y el dfe primera instancia 
¿ ÍM fcna remiten a la r^Jiiñón de V. K. la gestión de 
c.mn>elcucia trabad, so' "é a cuál de ellos cortes^ « «>" 
Ooémíiénto riel ílíicio sucesorio de clon Manuel L. 

V m ¡ modo «le ver, las prueba^ aducida* por uno y otro 
ñu* no *>» I^nas: i>ero surge de ellas la pinico,, de que 
el rallante tenia, cuando murió, su domicilio en San Feman- 
do, provincia é l¡m-nos Aires jurisdicción del jm* da La 
1 'lata 

1 \Y sólo residía allí cuando k «fMf# »" 
medad. sinó que allí estaba enrulad.» a los electos de las leve, 
m ¡Htaí«s y electoral: v, ann.|iie parece (juc pasaba ^ algunos 
inviernos en ta ciudad de Bi^UOS Aires, tío hay laucha algu- 
na ,le que aqui tuviera el principal establecimiento a que se 
¿fef* á articulo M del -digo civil- Eh cuanto a la fam.na. 
m „eri a si. mujer en San Amando, no unía fan.d.a que de- 



liera de él. 

K„ todo caso, se trataría de una persona sin domicilio u»- 
nocido. cuya residencia actual se reputa domicilio legal, se$«i 
c , in ciso V. artículo yo del coligo civil: y la ultima resulen- 
ria de Campos fue en San remando. _ i( 
Pór estas razones, opino que, cotí arreglo al meso & 
del citado artículo <*>, el Í*£ comitente para 
juicio de sucedí que motiva este dictamen es el de La I lata. 
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PALIO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aim. Stepiwmbre » * itt. 

Autos v vistos: Ijos ele contienda de competencia cutre 
un j uc je de primera instancia, en U> civil de la capital y otro 
de igual categoría de La. Plata, provincia de Tíñenos Aires 
para conocer en los autos sucesorios de don Manuel Ladislao 
Campos, y 

Considerando: 

Que- en las t'ücril uras públicas otorgadas |ior el señor Cam- 
pos y que corren a foja-* i y siguientes de la ejecución hipo- 
tecaria agregada sin acumularse, consta qne dicho señor, al 
constituir la obligación hipotecaria el año 101.!. y con- 
venir tm *W acreedor la división del hicn afectado con 
su crédito res|ieclivo. el año 191 % * J ™ vecino d* la pro- 
vincia de Hílenos Aires, con domicilio en la ciudad de 
San Fernando, según propia manifestación contenida en 
aquéllas. 

Que tal circunstancia determinó, sin duda, que se con- 
viniera con la sociedaad prestamista el domicilio de ésta, como 
especial en esta capital |»ara el cumplimiento de la obligación, 
estableciéndose, además la competencia de los tribunales p 
comercio del fuero común para el caso de cobro judicial del 
crédito (artículo 101, código civil). 

Que el *eñor Campos falleció c-1 día cuatro del ineS de junio 
del año 1917, en el mismo lugar indicado como su domicilio 
en las e rituras hipotecarias antes mencionadas, según lo acre- 
dita la partida de defunción de fojas 1 . autos de la provincia. 

Que dadas tales constancias, no es de estimarse suficiente 
la información testimonial de fojas 11. autos sucesorios de la 
eap'tal. ;,ara acreditar que fuera aquí el domicilio del señor 
Campos a !a época de su fallecimiento, máxime cuando no se 
preien lc f|tté hubiese cambiado el domicilió decía rado. 
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One no se lia justiñcado, tapnifioco, qué el señor Cbpmms 
aturra accñlem alíñente en San remando ct.aivlo m.-rm, 

(Hu- él vaÍ0r dtte pofófe atribuirá al íe-tiinnin» te 
j„ £ v &!rittfe» de -lo. i*ra©nas de familia «Id selg Can,. 
L en fes atn.* ejecntivo*. ■U-sa,*™- ante la, man.íestaao- 
Ues categ»^ del ofrecido y prmhVido á Ifftt .wy topu*. 
tt s i «ue « ujírtiíB el dicho de tras personas igualmente 
gnwitadás al Hfttttt y las demás eon^rbmdotíés, tale* entre 
„tras. como el er^la^entó del mencionado seno* C^mpo* etí 

ta provincia. ... i 

One aún s«p6»dü dudoso el dohucrttti ifcl eximir a la 

éocaáe su tóo m k mmmm <m en **; <p 

¡«tivas dejaciones de |éstí|di y aún ^sc^ienik de- m 
[ áéM* antevientes, se trataría del cas., le^adp W d ««» 
m» <lel artículo 90 del código civil, cotí arreglo al e«g e • 
abmicilio del ^eñnr Carnes seria el Unjar donde ócUtrio el 
íalleciinieitto, que lp fue el pueblo de San g^lW 
alij estaba su videncia cu ese íiemfto y.ese donued.o es el 
«ne dítephina él «flirt en ¡pe se debe jjhMr *« ;t.«*icm. »■- 
¿ftn lo pr^USe él inciso dé) amoiil» antes atad* 

t hu- con arregla a lo di^to gft el aructiln j^Mel 
rtHliff. civil, la jurl-dicción BObre tó ittM^ enrreM-u-le ;i 
los jueces .leí último faiftW* del difunto, rtue, en el cas*?» 
son los de la provincia de Btíélíps Aires. 

Kn su mérito v coníbéme con lo expuesto y pedido por 
é j ,eñor ptóirató general, se declara la eom^tencui de 
juez de Ü Plata para con-cer en los autos sucesorios de d-m 
»¿y Udislao Campos: y en consecuenca renmansele. |,e- 
via repmiciStl de .ellos, aviándose al ¡uea de la ca|»tal en la 
forma de estilo. 

A. P.KRMKJO. — NU-ANOB G, dKl. 

Solas. — D. I. Palacio. — 
I. Fh;ui:koa AiaoícTA. — Ra- 
món Mkno.X 
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XOTAS 

Con fecftá <■" dé septiembre de ii)jo. la oírle Miprema no 
hizo lu¡¡ur a la < pie ja deducida ja ir el doctor Knlogio y. lilail- 
as, én áiité? con doña Ana S. de Onello. sirtire desalojamiento, 
por no eorrétlf <m* ante el juzgado de paz an.tfc el de prime- 
ra instancia se ItitMera imerpne-tw recurso algtHtp para ante el 
tribunal, que le hubiera -idn deiu-gado. 



ríij ta misma lecha. Uó si- lñzi> li^af, igualmente, a u i que- 
ja deducida ]>or diHi Allierto A. Mttgpm en a«tOS CO« don Má- 
ximo A. I'und. -sobre desalojamiento, por euanio l<>s requisi- 
tos de la cosa juzgada que se i nv« (Calmil pa¿m fundar el recur- 
so extraordinario liara ante la corte suprema, dependen del 
derecho común. cuya interpretación y aplicación *on ajenas 
■ dielni recurso, éon arreglo al articulo 15 do la ley 48. 



Kn la misma fecha 1 ní» se hizo lugar al recurso de hecho 
deducido pi>r los señores Garda Belaunde y Cía., en autos con 
don Luis Allierto Carabassa y Otros, sobre desalojamiento, por 
resultar de la propia ex]ios¡c¡ón de (OS recurrentes que hahíaii 
sido oídos y ali reclamación se fnndaha únicamente en el pro- 
cedimiento seguido por el señor juez que aplicaba el articu- 
lo 587 del código de procedimientos de la capital, <jíté no ]nude 
motivar el recurso extraordinario interpuesto. 



Kn S del jiiíhuo. no se hizo lugar a ln queja deducida po* 
don Carto- M"1le. en los autos -C:imi1So cmilra Simois~cn 
mm de que la i nv. nación del articulo 18 de la o institución. 



había sido hecha al interponer él recurs» extraordinario 00» 
^uittt..la^aili:-supjeiu^ w exlffnp üntteiill .pitif a lew hno 
riel n>i*tiM. 



Ei, , i m mismo tw) se H¡*o M# " 4,a «N* J**^ 

ti» & Síanuel Carchi y otras en autos con don Caro, 
Stóvft*. sáre desalojamiento, ¡Krf no acrecer tm ***** 
iu^do de pai y para *«te la corté sunrema |* haya .,Her- 
recurso n^uío U- iMg» * Ó**** 6 



Kn la núsnu íri'liiii b crt, suprema, de eonf-mUlad con 
lo C x,', t ,,, t o v ¡#m V»r el señor «;» fe» 

n^r a la i* ¿fi* por el .pdM * tlon ^ * 
Sandez Bftffel OH* amencia de la cámara .muera de 
" clones en lo civil de la capital desestimando las ex« , 

sss te * í — ? * jas rr; 33 

,».r don Victoriano contra » ^m-sum «le tjpna laroli 

I L-ri U- Mtato. . « ra,™ de tabrr Sido pg¡ 
¡XI dv tres «Ha» q»c pal» «W* 
,.1 articulo ¿i ■'>' la te M**" 1 * proc-dinucnl.w. 



Con red» .í del Minio. no * h¡«. lugar a a .,«« | de- 
.lucida por don Arturo Mnntcsan.. en m» con don F.d»r* 
J2S .obra deralojaroiénto. por resultar de los test... «- 

figU m U¡tó por. «1 código dvfl, lo rp-c no po,l " - 
mr el recurso cviraordinario denegado con arreglo ,1 ártico, 
lo 15 de la ley 4^- 
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Kn Ja misiua focha la corte suprema, de conformidad con 
lo expuesto y pedid» por el señor procurador general no hizo 
lugar a la queja deducida por el doctor Julio C. üancedo, 
contra un auto dictado ]Kir lili) juez de primera instancia en 
lo civil de la capital, en el juicio que l*» r desalojamiento le si- 
gue doña Julia M. C. de Coloml*». a mérito de (pie. la inter- 
pretación y aplicación r¡ue los jueces locales llagan de las leyes 
procesales para apreciar su propia purisdiceión no pueden ser 
reviradas por el tribunal en el recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14. de la ley 48. 



Kn 24 fiel mismo, no se hizo lugar a ta queja deducida 
por don Juan Ftcltinelli en autos con don Generoso Montero, 
sobre desalojamiento, por cuanto c! recurso que se decía in- 
terpuesto invocando el artivulo J40 del código de procedi- 
mientos de la capital, es improcedente .para ante la corte su- 
prema, con arreglo a lo reiteradamente resuelto. 



Kn 29 del mismo no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida por la Suciedad Argentina Protectora de los Anima- 
les cu auto-; con el doctor Heñíanlo S. F.lvirn. sobre matanza 
de perros, por lio aparecer que para ante la corle suprema se 
hubiera interpuesto recurso alguno que haya sido denegado. 



Mnrícfl Ywpk, recurso de babeas ¿mpni. 



Sumario : 1 r Kl recurso de nulidad como n-imismo, la apre- 
ciación de las pruelKis producida* respecto de los hechos, 
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¿un ajenos al recurso extraordinario autorizado por el ar- 
ticulo 14. ¡nciw 2" ftt k Ui ley 4S. 

])¡dio recurso es de interpretación restrictiva y 
no puede decirse plantead* » resuelta la cuestión previs- 
ta Cít el incidí segtindo del expresado artículo, purgue un 
tribunal haya resueho que, con arreglo a la ley nacional 
número Si;, la prohibición ile desembarcar impuesta a un 
inmigrante ha sido dictada por autoridad connótente den- 
tro dé las restricciones del inicnlicto deducido. 

• ! 

Caso: U> explican las piezas siguientes: 

I VÉL SEÑOR J'RUCURAIHJR CENTRAL 

Buenos Alte*, Se»tie«b« 33 de IKO. 

Suprenia Corte: 

] ;| dirección de inmigración, considerando que don Kn- 
rich Yeeck íléMdo al pais a" bordo del \aW "Gelria". y dete- 
nido en JO de liiayo i>or la junta visitadora, no llenaba las con- 
dididnes exigidas por la ley de inmigración numeren 817. pro- 
hibió m deseíribarco y ordenó su reconducción al puerto <Ic 
p-.H-ecUncia. El mismo día ¿1 de mayo en que se dicto esta 
resr.h.ción Vecch fué detenido por la prefectura general de 
puertos en el desembarcadero de la dársena norte de esta 
capital, cuando trataba de retirar su euuipaie. por hal»cr aban- 
dunado el limpie sin consentimiento de ta aiuorulad y jtor can- 
-as uiie el afrente del vá¿or dice ignorar I informe de fojas 10 >. 
y fué puesto a disposición de la dirección general de inmigra- 
'nún a fin de ser reembarcado t foja- 7 vuelta». 

Con tal motivo se interpuso e« favor del detenido el re- 
tfft¿ de haheas eÜpé cotí tyfc se inicia este expedtente. re- 
, M -,n conliimado y ampliado por el propio \ eeck a toja- 13 
v yi mmm> que en el momento de SU detenc-n era ya 
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habitante ik- la Nación Argentina \kvt halier desembarcado, 
que no ¡>o<lia ser calincadi « como inmigrante para aplicarle la 
ley respectiva y que. además, las condiciones exigidas por 
ésta para entrar al pais, en cuanto a conducía y aptitudes, las 
con videra ha " proba das om la documentación míe b> acom- 
pañaba . 

Pía meada en esta forcua la cuestión el juez federal de 
la capital accedió al recurso y ordenó la litartad del detenido 
por estimar que el heclu. en que se tunda la dirección de inmi- 
gración para apreciar la moralidad de Veeck no se halla com- 
prendido entre los enumerados por la ley como causas bastan- 
tes para impedir el desembarco, razón por ta cual aquella re- 
partición ha obrado sin facultades suficientes. 

La cámara federal de la capital conociendo en virtud de 
apelación interpuesta por el minisie rio fiscal revocó el 
auto, declarando que la dirección general de inmigra- 
ción era la fínica autoridad encargada de la función de 
poiíeia relativa 1» entrada de inmigrantes al territorio de la 
republVa. 

De esta resolución <e ha concedido al interesado el re- 
cuso extranrd ina rio de ablación para ante la corte suprema 
establt-cidfi en el articulo 14 de la ley 48. 

Toda nación soliera na tiene el derecho de pj-pliibir la 
entrada de extranjeros en su territorio o de admitirlos en los 
casos y bajo las condiciones que estime convenientes, como lo 
ha declarado reiteradamente la suprema corte de los E-tados 
Unidas. (Víase 130 l\ S. 581: 140 V. S. Í*i8; 163 U. S. 
228 etcétera 1 , 

Kl congreso argentino ha dictado, en ejercicio de esa fa- 
cultad, las disposiciones de la r ley de inmigración y de otras 
posteriores que prohiben la entrada de ciertas clases de in- 
migrantes. 

Si el interesado creyera inconstitucional dicha legislación 
lo hubiera alegado en estas actuaciones. l*ero no lo ha hecho, 
limitando su defensa a sostener que él no es inmigrante, sino 
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habitante del país, y subsidia riament e. que el director de inmi- 
gración carece <le facultad para ordenar la detención. 

V. E. no puede, en esta clase de recurso;*, resolver cues- 
tiones de hedió; de modo que la calidad de immgrante atri- 
buida por la cámara a Vceck está ya fuera fie cuestan. Adc 
más, consta en tos documentos del expediente administrativo 
que Vceck venia en el buque "Gelria" como inmigrante, de 
acuerdo con la definición del artículo 12 de la ley; que en 
la ^sita practicada en 30 de mayo por el visitador del des- 
embarco, el médico de sanidad y el oficial de ta prefectura (leí 
puerto, estos funcionarios dejaron detenido a Vecck por no 
reunir las condiciones exigidas por los artículos 12, 14 Y 1 
de ta lev. firmando el arta ello* o el capitán del vapor; y que 
a! día siguiente, mavo 31, el director de inmigración prohibió 
el desembarco de dicho inmigrante y ordenó su reconducción 
al puerto de procedencia. 

En estas condiciones, creo que Vceck no puede ser teni- 
do como habitante de la república. Gmio ln dijo la suprema 
corte de los listados Unidos, en el caso de Estados Lindos 
contra Ju Tov. una persona cuyo derecho a entrar en el país 
cuestionado en virtud de las leyes de inmigración, debe 
ser reputado como .i se hubiese detenido en el limite de la ju- 
risdicción de la nación, aunque físicamente puede hallarse den- 
tro de su> fronteras < 198 £J. Sé 2$$) . 

Vhora bien, la lev de inmigración y sus reglamentos no 
atribuven al poder judicial la revisión de las resoluciones ad- 
nrmi^rnlivas respecto de las calidas de tos inmigrantes que 
desean entrar en nuestro país. 

En caso* análogos, en los Estados L nidos se Ha Ucria- 
rado que la decisión administrativa no puede ser revisada me- 
diante el recurso de babeas Corpus ( 142 % S. p : m 1 

ar/, : mu V. S. : L "- s - , 
V ]■ ha declarado también improcedente un recur-o de 

habrás torbué interpuesto en favor de un inmigrante cuya en- 
trada en el pais está prohibida por la ley de inmigraron Ho- 
mo \2\, fallos página o,t). 
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En cuanto a la capacidad del director de inmigración 
para impedir el desembarco de inmigrantes comprendidos en 
la* prohibiciones de ta ley. resulta de los artículos .V Y&J* 
¿>ta y del decreto* reglamenta rio de 4 de marzo de i88o dic- 
tado por el poder ejecutivo en uso de sus facultades constitu- 
dónales- 

Por tamo, eren que el recurso de ¡tabeas cor?us es im- 
procedente y páí a,V. E. se sirva confirmar el auto de la cá- 
mara que lo deniega. 

Mcolás Moliendo. 
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ButBO* Alrtf. Oetttb» t de 1920. 

Vistos y considerando : 

i" Que como consta a fojas 51, el recurso interpuesto 
liara ante%sta corte es el extraordinario del artículo 14, in- 
ciso 2." íle la lev número 48. que to autoriza "cuando la vali- 
dez de una lev. decreto o autoridad de provincia, se haya puer- 
to en cuestión bajo la pretensión de ser repugnante a la cons- 
titución nacional, a los tratado* o leyes del congreso y la de. 
cisión haya sido en favor de la validez de la ley' . 

2 • One la sentencia de la cámara federal de apelaciones 
de la capital al desechar el recurso de ¡tabeas wrfius deducido 
por Erick Vmft, se funda en 1*9 consideraciones aducidas 
pnr el fiscal de cámara a fojas 41 y en que la proh.btfion de 
desembarcar resuelta por el director general de inmigración 
ha sido dictada por la autoridad administrativa de acuerdo con 
las disposiciones legales de los artículos so. 12 y '4 " e "a 
ley 817. 

3," Que para fundar el recurso de nulidad se alega que 
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h se» apelad, no Ka M PÍP ^ff^ 

Dro(hK .¡,la respecu, a las circunstancias de hecho di a 
IT r." cr en cuenta <,ue osa ,*«ta ha sido csammada 
2 1 & « pm»^ fiscal de cámara e 
t rio L ace,»a en su sentencia , en el que se hace contar 
" Te- cierto une Veecfc fia pretendido demostrar halna I "• 
s L r .i„ oposición po, parte de las aturdes 
Z meno "es -le notar oue las .mto.uas ,d,rc ■ d , > «*£ 
c«cs ió„ aparecen rendidas en autos. no ofrecen fi* »» 
le eficacia suficiente y necesaria para desvmua - £ ^ 
,,„,!„„.., „,« emergen de la dovnmen.ac.on ofictal acumulada 
,1 eMH.diente administrativo de la referencia . 

Que por lo deenis, ese recurso de nulidad como as,- 

5 , yue 1 , p UeS , ,„,r mí en Ribera 

rrente expresa a o,a* J*» . ^ mmig racmn 

„ e que él encuadra en lo previsto # la 
„.o U inciso ,." une autoriza la in.er,»as,c„« del ."»'*> 
„ • t)„e al desconocer las facultades .leí director gene- 
ra or e r » detención se alega I memorial Mas fe) 
ral ¡Mf.i ww«« , hd*S*ni«í? del unís con los (le- 

„ m . n „ „ in.mgran.e ^T^*^**** v las 

t , n ,el>a. de o IhcI , ett la semencia 

ssssft** sfei * « — — h " aw 

ajeno a loa misaw. 
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7. ' Que el caso que se cita toma 117. -página 165 vino 
a esta corte por recurso tlel inciso 1.", articulo 14 de la ley .0, 
corno se hace constar en el considerando J.' 1 . pág. 1/5. l 1fir lw- 
herse desconocido la validez de una orden emanada de las auto- 
ridades nacionales. Se trataba de individuos procedentes de Chi- 
le y detenidos en ti Neuquén que eran reconocidos no como in- 
migrantes sino como habitantes de la nación y como tales re- 
gidos por el articulo 14 de la constitución. 

8, " Que en el mismo fallo del tomo 121, página 95 
también se invoca en el memorial a ^fs^J»i_vta J ^seJim^ 
"que con_ajre^aLa*í«»»o-^ nacional que 

-sénñVocó al interponer el recurso de haheas cortas, nadie 
puede ser arrestado sino en virtud de orden escrita de auto- 
ridad comitente, punto que por su naturaleza, es un prin- 
cipio ajeno a la apelación extraordinaria del artículo 22 del 
código de procedimientos criminales. (Fallos tomo 121. pa- 
gina 91, considerando 1.", página 95>. o sea el del artículo 14 
de la lev número 48. 

9 o Que ese recurso es de interpretación retncliva (ta- 
llo* 97. página 28^ v no puede decirse planteada y resuelta 
la cuestión prevista en el inciso 2." del articulo 14 "tado, 
porque un tribunal baya resuelto que. con arreglo a la ley na- 
cional número 8/7. la prohibición de desembarcar impuesta 
a un inmigrante ha sido dictada por autoridad competente den- 
tro de las restricciones del interdicto deducido. 

Pot ello se declara no haber lugar al recurso traído ante 
esta corte. Xotifiquese y devuélvanse, reponiéndose él papel 
ante el juzgado de origen. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
• Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Ficueroa Alcorta — Ra- 
món Méndez. 
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Don Julio ¿cfrmWt* y ¿ Procurador fiscal contra ta r»i- 
frésa constructora del dique de carena de Pncrto Md.tar, 
sobre defraudación a la renta aduanera. 

Sumaria: i." Importa un traille emira la renta fiscal y por 
1„ tanto es materia Ú$ la entrega al cornudo de pla- 

za sin pagar los derechos ^respondientes de arados 
introducidos con destino a las obra, del Puerto X .Mar. 

2 - Tratándole de fraude contra la ren'a fiscal o <le 
contravenciones a las ordenanza, de aduana, deben apli- 
cara la. iieuas pecuniarias establecidas por dicha legis- 
lación, no oleante la falta de intención dolosa o la .gno- 
rancia del hecho que pudiera alegarse. 

Caso: tio explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ PEDER AL 

Brtla 8IMM. MU M <*« 191». 

Y victos, estos autos seguidos jx>r deimneia del vista de 
aduana señor julio jarreta y 

fiscal contra la empresa constructora del * c^idt 

Puerto Militar. Dyckerhoff y Wid.nann f. A. y F % ^hm.dt. 

defraudación a la renta aduanera, de los que res^ta: 
T , ■ One a fojas i el referido v.sta se presenta | e e 
juzgado denunciando que la susodicha empresa que .ntrodu- 
en franquicia barricas de cemento Portad í^#g^ 

tes fechas - una cantidad de ese matenal sin pagar lo, de- 
£ft£ fiscales correspondientes, y que. « —encía pm- 
cede * le # * I™ tlc terminada po la or- 

denanza* de aduana en su, artículos 1.0*, u*) y W 

One ordenada la instrucción de <umar,o. fueron lia- 
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miados en primer termino a prestar declaración ei represen- 
tante y el contador tle M empresa acusada, señores Federico 
Spies y Germán Kammann (ver fojas 78 vuelta y 88; 30 vuel- 
ta. j&J vuelta y *J2, respectivamente ) . El primero alega ignó- 
rar la exactitud tle los hechos que se imputan a la empresa, 
en virtud de no haber ocurrido las ventas en época en que 
el declarante se encontrara al frente tle ía dirección tle las 
obras; sin embargo, no desconoce la existencia de una ojie- 
ración realizada con la casa Duhnkracfc, Nellen y Linares, de 
esta ciudad, por una cantidad de barricas que no precisa ; pero 
agrega que si no se pagaron los derechos correspondientes a 
la importación de las mercaderías vendidas deberá saberlo el 
ex despachante de aduana de la empresa, señor TUo V. An- 
gelini. que era el encargado de- correr con c^os trámites. El 
señor Kammann declara a su vez sobre las ventas realizadas 
a ía casa Dnhnkrack, Xellen y Linares, como asimismo al te- 
nor Juan Scola y dice que alcanzan a unas 7200 barricas, de 
las que 6.0Ó4 corresponden a la casa Dnhnkrack, Xellen y Li- 
nares y 1179 a Scola, encontrándose entre las primeras las 
que fueron transferidas al Ferrocarril Pacífico. — Kmpresa 
también liberada. De las 1 1?) barricas andidas a Scola fue- 
ron rechazadas m "i"** averiadas", que en el momento de 
su declaración se encontraban consignadas en casa de los se- 
ñores Cantare» i Hermanos. Respecto al pago de derecho», 
manifiesta que si parte de ese material no ha abonado los co- 
rrespondientes derechos al fisco será debido a culpa del ex 
despachante de la empresa, señor Tivo V. Angclim. que era 
el encargado del despacho aduanero. 

¿* A fnjas (>8 declara el señor Angelini y expone: Que 
siempre pagó los derechos correspondientes al Porlland des- 
pachado "por su intermedio", para cuya operación hacía las 
solicitudes y confeccionaba los partciales respectivos calculan- 
do el importe de los derechos según tarifa; que establecido 
éste, le hacia saber al contador de la empresa para que le diera 
el dinero con que efectuar su pago, pero tina vez' realizado, 
entregaba al mtemo contador los comprobantes eorrespondien- 
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llel Uñero ritt, N£ mg <™;t na en su, «*• 
hacía ifflpOSlW* ~ ''ano 'l ut ,a . ' M . (OTcmo | a s tavefri"»» 
lo* ««dios .le ™ r W o. <*£*g* jachante 

¿i, M . HU-haa, Juan S^a. ^ <*^*&¿, 

Kictan. te g¡^5¿3£¿ J„an S«ta y 

gunas ventar realizad ai lo00 barricas en lo 

Liten y Uwm ** ta * <m ^'T -ooo en «OTA 
rricas la «¡OR» k> ,/0a ' 

se hallaban averiadas-! ntirirclli Hermano* — 

declara (pK compré a J>«n W* -averiadas . 

|e fueron re. . das .ara t»< ^ 

asi haVr recibido i?». » «*-> 1 ' m sll e<lin non- 

*«*•• Re 7 a s ln *s Pa* 

,laS ~ " , - »* ifa : " l "" iri " 

tc ,„ propiedad. At.n . ajn ^ t) vendrfor 

mer nwmenw * I» 'f ín f mes crcia que lo fuera Juan 

StíÍSS 1 » intermediario entre su cas» 
T „„r Sed» nomb rada (ver fojas 
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Finalmente. Alejandro Goberna. en nombre de la firma 
Dtihnkrack, Ñellen y Uñares manifiesta que hasta el 15 'le 
noviembre (fe sus poderdantes compraron a la empre- 

sa demandada 5543 barricas: desde el 29 de noviembre a di- 
ciembre 12 compraron a esta misma einpre-a 10$ barricas más, 
cuya entrega se hizo \¡or intermedio de la casa Camarelli Her- 
manos; desde esa fecha hasta abril de 1914 recibieron tic 
igual procedencia. i>ero en carácter de depósito, barricas 
que eran parte de una remesa de 700 rechazadas como ave- 
riadas por Cantarelli Hermanos. 

5. " íjite solicitado por auto de f ti jas i vuelta, informe 
del administrador de la aduana, este funcionario >e expide a 
fojas ¿7. manifestando: a) qne de los depósitos de la Empre- 
sa Dvekerhoff han salido, \*>r ventas efectuadas a los seno- 
res Duhnkrack. Xellen y Linares y Cantarelli Hnos. 7579 ba- 
rricas Ponland: b) que de ¿Mas, la empresa ha solicitado des- 
pacho |K>r sólo 5'no; O e » consecuencia, comparados 
estos dos totales resulta una diferencia de n/fl barricas extraí- 
da de los depósitos de aquella empresa, sin pagar los dere- 
chos fiscales correspondientes. 

6. " Que ampliando el sumario, el juzgado resolvió con- 
ferir al contador público don Daniel Cabello, la misión de in- 
formar iK>r escrito, previa compulsa de los libros de la em- 
presa, acerca de las ventas que haya realizado de cópeme 
Portland sin pago previo de derechos fiscales. Y a fojas 102 
se expide el contador de referenvia, manifestando: eme ha re- 
visado los libros . que son: "de contabilidad", "de caja", "de 
almacenes". "mayor'", y >irtes diarios", libros redactados en 
alemán, pero que se entienden infectamente por no ser párrafos 
largos que requieran mayor dominio de! idioma. >ino nombres 
de cuentas abiertas a los comerciantes, materiales empleados, 
descuentos, aduana, etc.. todo fácil .le comprender sin necesi- 
dad de traducción previa. De dicho examen resulta, dice: a) 
qne no ha -ido posible constatar el total de las ventas hechas 
a particulares sin previo pago de derechos: b) míe al arsenal 
de Puerto Militar se le han vendido Soo barricas sin alonar de- 
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'¿¿¿*- r) ciuc a Personas desconocidas tes han sido vendida*, 
recnoit, c) qnc a ijci-whu. (] ■ , vaeia* de ce- 

en las mi6ma¿ oMUft q^gtt (barnu* wm 

\ „„w .rttal d* 200 S moneda nacional, 
mentó», valor total ae zoo * ¿^L-*^ nüevb Informe 
7" Que reauerido. como consecuencia, nucv 

i Air»^*** nvckerlvrff v \\ idmami §. A. > i . n- 
mtó la empresa i»>chtn n arsenal las 

de la intendenoa de la ann.uU *le l n 

ts ,e funcionara se «tp.de a ««¿¿8» íí>* 

* «»nrtiA 7;7() barrica*, tre 'as que s»« 
|, emprc-a W^^M^ofe otras .V» al Fcrrocan.! 
pdp derechos ^.V». V.' ,-, ., _ v m.ctaldo e.if.... 

« f un «xcteHr de re . 

t^T^TL^ uo „ Mido .red,, 
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rrientc a fotas 37. llega finalmente al extremo de que el toial 
de la- barricas vendidas en las condiciones expresadas, o sea 
sin pago prjvio de derechos fiscales, es de 2.433. Á e^s con- 
cluirme* se adhiere el denunciante (ver fojas 121 y 271). 

a* Que corrido traslado a la defensa, contesta la aeu- 
<acmn el doctor José María Vergpra en representación de la 
stmm Dvekerhoff y Widmann S. A. y F. H. Schmitd. co- 
menzando '»or oponer las excepciones de prescripeurfl y nu- 
lidad ri* procedimientos, que fueron rechazadas ñor el mz- 
gado a foj.s lg& confirmándose esa resolución por el sup- 
rior (véase fojas 163 1. línirando al fondo del asunto, la de- 
fe.w. alega: a) que el testigo Richard es sólo intermediario 
e» la venia de l'ortland a Imhnkrack. Sellen y Uñares: M I que 
Caniarelli jamás compró directamente una barrica de Fort- 
tland a la empresa habiéndolo si hecho Juan Scola; c) que ex- 
tractando tó pertinenu de estas declaraciones y de lo mam- 
mm po* 4 representante de Duhnkrack. Ncllen y Linares 
se llega a la conclusión de que el total .le las ventas realiza- 
da« & la empresa ha sido .sólo de =,943 barricas; d) que 
nada importa h»« errores en las cantidades manifestadas por 
la misma, ciad» que la contabilidad de ella se lleva en Alema- 
nia: e) que además nadie puede afirmar que la totalidad de 
dicha, venias comprendiera sólo el cemento introducido libre 
de derechos, porque la a presa también ha hecho contras de 
ese material en plaza : #Ui niega exactitud al in forme de 
la aduana corriente a fojas 37- y. «! cuanto a la compulsa he- 
cha |K.r el contador Cabello, le .Wsconoee eficacia. i*>r no ha- 
to compulsado libros sino meros apuntes y porque estos mis- 
mos estaban escrito, en alemán - idioma que no conocía jl 
perito: ») reconoce, sin- embargo, las ventas de Portl and he- 
cha* al arsenal de Puerto Militar; h) finalmente, alega «a bu e- 
no fe de la empresa, en cuya conducía - dice - puede haber 
error pero no intención de defraudar. 

IO Oue aliierta la causa a prueba, se produjo la que 
corre agremia de fojas .80 a iH*. \™ parte del señor procu- 
rad IX- <lc fojas 185 a % por 1-te W m d «' 
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Consistió la del primero en una tentativa - no alcanza- 
da - He que ampliara fcf declaración indagatoria el repre- 
«ntanté legal de la empresa señor Federico Spics 

I i deWegundo, en la declaración de los testigos Fede- 
rico Ricart, jo* Kroft, Rodolfo Richard. Pérey Harneóle, 
DéciiiH» Camarelli v Fraseo M***® ~ «" ,tantei 
a acreditar el numero de barricas vendidas lK>r la empresa y 
d de la? adquiridas por ésta en jpfik. Y ademas, im uhcio , 
a 1. adminUración del Ferrocaril Pacitko para qu| informe 
uué cantidad de Portland ha comprado a la hn.ia Dyctcerlmti 
y etc.. otro a la administración de la aduana para que informe 
acerca «le diversas pregunta, que se le formulan. tendiente» 
una. a poner en claro 0>íífe del inerme de fojas «, consi- 
derados úMm 1>- la defensa y otras sobre el contra 1 que 
lleva la aduana de los materiales mtroduedos por ta en pre- 
¿a y si los derechos de importación se reducen cuando el ar- 
iícido está deteriorado: otro oficio al jefe del arsenal para 
qüe informe- acerca del precio pagado por el cemento que 
a,],,«¡rió de la empresa: y finalmente* Otro ta**» de fcs 
„Jas ingeniero don Arturo r.rieVn. para qote n, forme .cerca 
de diversos hechos relacionados con el pliego de compones, 
1 1 Las panes alegaron sobre el mérito de dichas prue- 
ba, mediante los memoriale- eorm-ntcs de tojas W :1 W 
M uedando con esto el proceso en estado de .entenaa, 

Y considerando: 

l« ( lúe tanto v \ denunciante como el «ñor procurador 
fiscal el acoderado de la empresa señor Snie* su contador se- 
m Kammann y el defensor letrado de la misma en e.te ,m«o 
doctor Yetara, están de acuerdo en sostener une la quedad 
a.lima Dvckcrhofí. Widmann S. A. y F. H. Sctowdí - 
con.tnictr.ra del nuevo dique de carena de 1 nerto Militar ~ 
hállase amorfía por la ley y contrato de concesión a im- 
portar libre de derechos el material necesario para la ualia- 
ciñn de la ■ lira. Tampoco discrepan en que. saliendo ese m* 
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leriíd de los almacenes de la empresa con fine? comerciales 
debía los derechos fiscales cnrresiiondieiites. 

Ks también incuestionable que la empresa lia tetti- 
íU> m cocimiento perlétíp de las formalidades a Henar, 
ya míe existen en amos quince solicitudes de despacho 

altanero vt,1tas tk ' w " w " Ut v " ' >lazIU qne asi !° 

cormiera i véase fojas 3 a W» > . Ipfcs convencida 
la etr^feSa de lialier introducido materiales al mercado sin |ia- 
gar los derechos riscales respectivos, sería un hecho indiscu- 
tible su mala H resultante «fe dicho conocimiento. 

•*« (Hie es asimismo otro hecho 110 controvertido el de 
m,c "vario* millares de barricas de cemento, introducidas en 
franquicia por la empresa para la construcción del dique, han 
sido vendidas en esta pía» - *™ directamente, sea ,*>r inter- 
mediario, o comisionistas, Kilo res« innegable, tanto de las 
ilicitudes de despacho antes referidas contó de la declaración 
del representante de la empresa señor Spies — fojas 82 vtiel- 
¿ v ' gg _- de las del contador señor Kaimnaun — fojas 30. 
61 "v o/. de las tí es despachante señor Angclini y comer- 
ciantes si-ñores Kichard - fojas 5* Y 53- - ^ola - to- 
jas 21 y 54. " Cantarell¡ - fojas *. y % >' ~ fo " 
ia< 2.1 irJS vuelta. 

r 5«* recita también probólo - por expreso recono- 
cimiento del representante en esta cansa de la empresa acu- 
cia < fojas 2X6, - m pm lo menos 633 harnea, han sido 
vendidas sin que conste el pago de derechos fiscales, ha lo 
que se desprende - dice - del eserito de acusación y de (as 
pruebas acumuladas i»or ella". . , 

Mas pon el <efior procurador fiscal (con la adhesión del 
denunciante) >osticnc que el número de las vendidas en, esas 
condiciones' es mucho mayor, procede resolver e.i pn™cr ter- 
mino cuál es la cantidad exacta de las mismas, a fin de que. 
comparada esa cifra con la de las que han pagado derechos 
según el informe de la aduana - pueda deducirse con fideli- 
dad las que resultan en infracción a las O. O. de Aduana. 

r>esdc mego debe tomarse como punto de partida para 
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establecer | a exactitud de esa cantidad, por su mayor número 
y ta importancia de la operación, Jas que fueron enaguadas 
a la casa Duhnkrack. N el ten y Linares. 

A este respecto es de observar que el mismo contador de 
la empresa señor Kammann, en su recontada declaración de 
fojas 30 vuelta, manifiesta que el número de barricas vendi- 
das a la firma de referencia alcanza a 6.064. 

El defensor letrado de la compañía en su escrito de to- 
ja* 124 ratifica la mención anterior. Explicando, dice: m$ 
barricas fueron vendidas a la casa Duhnkrack. Nelleu y Li- 
nares Posteriormente le fuero» remitidas en cons.gnae^n 
m en una remeda y 336 en otra; Wé decir, un total de 6064. 
o sea, la misma cantidad expresada por el contador kam- 

maI1 El señor Oolierna - representante de la casa Dulmkrack. 
Netlen v Linares - expresa a fojas 24 que sus contentes 
compraron a Dyckerhoff. Widmann. etc., 5543 »«W*fc ™ c- 
mt L parciales, desde el i? de enero al 15 f ¡™^; 
bre de W¡¿ Q» c Interiormente adquirieran 
más. míe * les remitieron m intermedio «te la casa 
Hermanos. V finalmente. por intermedio de esta nusma hrma 
'0¿m otra remesa de g$ en cons.^auon . Torio 

lo rute fosee Ua total de 60(4 barrica?. 

Íl procurador fiscal y el denuncíame aceptan ese eoni- 

nuto o uno exacto. 

' Fn consecuencia, procede dejar establecido que la cnfl- 
tidad de barrica.» salidas de los d^'.sitos de la empresa y rcci- 
bto por Dnhukraek. Neüen y Linares, eil compra o en con- 
sitinarión. alcanza a 6064 barricas. 

4 " One en segundo termino corresponde establecer la 
c^ciitnd^rle las ventas realizada a la casa Cantarelli Hcr- 
nanos por intermedio de Juan Scola. 

Tanto el señor procurador fiscal y el denunciante, como 
el señbt defensor, acuerdan en este caso <obrc fJ*P¡* 
lar. En efecto, sostiene el primero que la cantidad de hvr - 
cas compradas por la mencionada firma social (Canlarell. Her- 
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manos) alcanza a 117* datando la operación en la 
te furnia: El .eñor CanterclH adquiere fie la empresa iooü ba- 
rric;H _- operación verificada por intermedio de Juan Scola. 
de Punta Alta, v en la <|iie interviene como corredor Rodol- 
fo Richard. De esas 1000 barricas resultaron 7™ avcnai a*. 
<me ¿uerun en consecuencia rechazadas, "pero sin devolverlas 
al vendedor"* La étnpsa* por intermedio del m.s.uo comi- 
sionista Juan remitió otra partida de 'oo barricas de 

buena calidad. Resultaron asi en poder de Cantarelli Unos. 
(700 barricas, o sean las 1000 buena* más las 700 avenadas. 
De esta* últimas v pot orden de los vendedores fueron remi- 
tjdás a la cas". Dulmkrack, Xellcn y Linares, en una primera 
vez, i»5 barricas, y más tarde, en otra partida, es decir, 
un total <le 521 barricas que son. dice, a las que se re he re el 
representante d L - dicha casa señor hiberna en su declaración. 
OuedaUin en poder de Cantarelli Uno*., agrega, un ¿aldo de 
¡m barricas - resto de las* 7™ averiadas - que casi dos 
años después, en fueron finalmente arquiridos por ellos 

en propiciad. Sé#l la manifiesta el socio señor Décimo Lan- 
tarelli en ,11 declaración comente a fojas 255. De aqm pues, 
afirma que el total de la compra hecha por estos señores (Can- 
tarelli Hermanos t sea de 1179 barricas. 

FI defensor no contradice esas conclusiones; por el con- 
trario, está de acuerdo con ellas. "Comparando, dice, las de- 
claraciones de Scola con las de Cantarelli y Kamniaiin < ft» 
jas 27 iu v <)2i, se descubre fácilmente la verdad.. Cantare- 
1¡¡ compró '1000 barricas a Scola, que las adqurió de Dyckcr- 
hoff. Kammann dice que a Scola le entregaron 1179. ¿"e 
dónele salen esas n?9 barricas? - * pregunta. .Sencdlamen- 
te, contesta: Scola dice que la empresa le envm 1700 tarri- 
» cas v que sólo compró 1000: habia pues un excedente de 700 
no vendidas, que se descompone asi: 185 ™* 336 que se man- 
daron a consignación a Dtihnkrack, Nellen y Linares y 170 
míe retienen Scola o Cantarelli en el mismo carácter - to- 
tal 700". De aquí deduce que las 1799 fricas retemdas en 
consignación por Cantarelli. agregadas a tas 1000 q llc com- 
r ró Scola para el mismo, forman las 1179 barricas antes aln- 
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Procede entonces, declara — teniémiulo W establecido 
de mutuo auierdo -- <|ne el total de barricas adquiridas |*»r 
;os señores Canta reí i linos, de la e;r V resi eonstruetnra del 
dir|Uc de] Puerto Militar, fué de M7<). 

\liora Irien : si sumamrw esta cantidad con las 60O4 resul- 
tan remitid á la *m Xelleu y Linares 
.eonehwom- asentadas en el considerando tercero, lemlre- 
,no- ya nn total de 7243 barricas salidas de lo* almacenes de 
ta empresa, o sea — con un ittsigni ficante diferencia — la 
mistna cantidad que el contador Kammaun emires-, é« m de- 
claración de foja* fi2. 

V One m.iííñn íntere* existe en aventar el destulO 
final' que unieron las ¿0 Iónicas n-.uitidas en consignación 
a ia casa Dul.nkraek, Nellen y Linares - las mismas que el 
defensor pretcnte excluir de entre las sospechadas en infrac- 
ción por el Lecho de no haWr sido vendida* - toda vez que 
en conc-pto del infrascripto, comprobada «pfcflü circunstan- 
cia o sea sn salida de los almacenes de la empresa ,>ara otro 
fugar «tito del di.,ue en construcción. .|iicdaudo sometidas 
fació al pago de lo- derechos de importación en la tm*- 
L forma fltié las que <e introducen ,>ara la venta en plaza. 
El distingo alegado por la defensa entre mercaderías intro- 
ducidas para el comercio y las remitidas en consignación por 
lns importadores no está autorizado pót ninguna ley tti flffe» 
m de aduana y éíÉ juraría principas elementa- 
les de seguridad fiscal y refrías de buena organiz-acon adm,- 

tn>trativa. ,,11 

., £»uc i-u la mi-ma forma debe desecliarse la m.[m.-i- 
CióU de (¡lie eníre el cemento vendido se enenentre parte del 
adquirido ,..r la empresa en plaza, por.pie adema, de COrtsti. 
mir e^e «¡timo mía Ínfima cantidad con relación al primero, 
ej señor Cantarelli (tuto de los compradores! ha manifestado 
„ue la* nmras del IWtkmd comprado para sn casa era »yc- 
kerhoff y *H Emwor" siendo esta última únicamente in- 
troducida -por la empresa para AW construcciones, mientras 



DE JUSTICIA »E LA NACIÓN 

mana por la casa l>. Meyer y Cia.. según el señor Kroft 
(ver fojas ¿401 fvau "Rezóla" y "Lonqnety". es decir, eom- 
|.!ei»ut«me diferente^ de las que salían de sus delitos. F.n 
cuanto a fes vendidas a la empresa por el señor Wicart i i vea-, 
¡$ t,tjas ¿aj a 210 1 tratándose de partidas tan insignifican- 
tes como \o m de * barricas en el año ton y 7 «" 
ile 19I4, no j meden temarse en serio como eficaz elementó de. 
descargo en este juicio dado el nionlo de las que se cuestio- 
nan . Agregúese a ellu que las adquisiciones hechas por la eni- 
presa fueron de fecha muy anterior a las ventas y que. ade- 
más loá precios de Mas eran n '-rito lyÚB íiajós cftw los paga- 
do, iH>r aquéllas — y se llegar »ii defectiblemente a la con- 
clusión de que las pocas barricas adquiridas en plaza para al- 
guna posible urgencia de la compañía no son ni pueden «er 
1a< mismas que por millares figuran como enajenadas a co- 
merriautes de esta ciudail. , 

Finalmente e- de mnar que ni el seSoi Spies — apodera- 
do de la empresa v director de las obras — ni el señor Kam- 
Tliann _ aullador de la mftfrft — -han intentado siquiera en 
sus repetidas declaraciones hacer valer esa circunstancia co- 
mo defensa que verosímilmente no hubiesen dejado de alegar, 
si tan Inconveniente negaciaeión hubiera en realidad existido. 

7." Que al Ferrocarril Pacifico — empresa también h- 
1, L . r:H l a S aparecen transferidas por 1» empresa acusada sólo 
Vx> barricas y no óoo como lo pretende la defensa. Así re- 
sidía de los autos, en los que sólo existe una transferencia 
por la antedicha cantidad y una sola solicitud de despacho, 
que es la agregada en original a fojas 7. bajo el número de 
orden 284. 

La aduana ha informado tpie cu sus archivos solo se 
encuentra la mencionada solicitud. Y sus ^inclusiones son 
en un todo cormlmradas por la administración del Ferrocarril 
Pacifico en tan categórica furnia que 110 «-s posible lanerías 
ei» dttda. 

Kn efecto. A fojas 253 1a última empresa mencionada 
informa <|iie no ha comprado mas que 300 barricas y que 
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sélo ha Ufla rifa ilicitud .le despacho aduanero 

«Fsta es la única coniprn. fe* en Y 

co'nr» si a&i üü lacra suficiente, ha hecho revisar los tata* 
.le su coutabilidad en Unciwi* Aire,, continuando de,pu^ * 
ello al ÍM^átío en m segundo füfáiÉme '«-r Na* 1»w 
nq ha habido más que una compra y una -la ^»li«U«l. 

Ante la prfecfeión de estas anrmacioues, el documento (Je 
fojas tá - casó de acordársele autenticidad, no oh-tante a 
falta de ta» - debe báfe teñid.» |W,r objeto regularizar la 
operad de transferencia «le las misma, 300 harneas a que 
se relu-reu lo- informe- dr la campañia antes aludida. ^ en 
¿dO caso » p»M* reconocérsete eficacia en,,, ¡.ara eontra- 
rrv-ta- \m Constancia- «1, 1- KW «le la aduana q»É <lehen 
ser onisideradn* - en cuanto a su tuerza probatoria - co.no 
„,Mrttmento público ele acuerdo con él artillo m >,K ; 

sV\. -■■ tótfi^ «vil. máxime cuando la- constanc.a> de 
c/|ihn.-'crmcuer.lan mn las que ofrecen In del Ferrocarril 
Pacfíico a estar a M informes rememorado-. 

Fuerza 0t entonces, lene, por verdad probada que nO 
Ib existido tnás -,ue una trai*íerencia ríe cemento a la ikkii- 
| in „| a empresa de ferrocarril en una i>arl,da de .*k> lla- 

meas. 

S' Qm reMteltas como quedan las nu-timu- anterio- 
res moto", principal de este lítí^O, resta ahora determinar 
.i ha existido realmente venta te cemento l'orland al arsenal 
; k . tuerto Militar, su cantidad, y -i por ello correspondía a la 
empresa acusada papar los derechos feofa de impvrtacon. 

p-„ cuanto al héctio inicuo de la exUeneia de ta opera- 
ción de ve na, reinita él del informe del jefe de la contaduría 
prlndiial del arsenal, corriente a ñqV Z$h rK-uniei.- 
tpS de fojas ¿J* y y & lo informado p»r el director de 
las obra*, ingeniero llrieltcn. 

TamjK.cn lo megan los repre^-mantes de k compañía 
alemana. 

K» cuanto a la cantidad de cenvmo y a 
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de derecho-, ambos datos surgen, en primer término, de las 
investigaciones realizadas en los libros de la compañía por el 
contador Cabello, - quien, en su informe corriente a fujn» 
IQS dice que acrecen vendida, "sin previo pago de de re- 
cto^ 800 Orneas .le ceine.Uo al arsenal de Puerto Militar. 
Kl administrador de .¿luana en u informe de fojas 112. ex- 
M que compulsado- los WfSM de entradas y salidas, no 
,msta que la empresa Dyckerhoff haya transiendo con de- 
rechos pagos, a favor del arsenal, las Soo harnea* de que 

lr ÍÍi' cuiiseeueiKia. del)e leerse i*>r probado que se han 
vendido al arsenal «00 barril de cemento nortland sm pago 
del impuesto aduanen). . 

Y haciéndose cargo el juzgad., en esta oportunidad, de 
argumentos hechos por |í. defensa negando ehcaoa a los m- 
fEL* del contador Cabello por haber s,do extraídos - d 
_ de meros apnn.es llevados en alemán por la compama en 
virlu d de encontrarse en Alemania lo* hbros P«*^ 

libros' en fórt«a los compulsados por el contador Calilo 

J n lo demuestra la relación que de ellos hace a fojas , o. 

V * a los mismos ^ llevad;, en 

nmguna influencia tiene ello en la decis.on. £ 

rito >c ha considerado con conooim.entos 

te mmt de sns comandas la, conclusiones a <F amU 

_ suticien.en.eute detalladas, claras y piensas para poder es- 

tinnrlas como expresión de la verdad. 

1 it ñitimo. es i nlndable que el ,*m1and vemhdo al arse- 
nal ha debido pagar derechos en é momeutn de su e.vjjena- 
ción ká expresamente lo determina el articulo 44 ^ la l > 
nú ero W . cuando en su texto establee: "todos los 

S «* adquiridos con derechos pagos . S, el ,^rtland 
Sfed «Sü Ü "producido libre con un dcstmo e.pe- 
determinado en la ley. ha *Uda pagar los derecha co- 
no, dientes al dársete un empleo distinto de aquel en vir- 
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uid del cual se té acordó la exención de derechos — ya que 
la finalidad de esa éottceSióii había dejado ele cumplirse. 

Que en cuanto a las EfárMeas vana- — qp se llí- 
cen ikiéíén vendidas en cantidad de 2.000, por un precio de 
doscientos peso* moneda nacional — no resultando esa cir. 
¿nstíineia que enuncia el contador Caln-llo en la conclusión 
sexta de su informe oorwtólda por constancia otra alguna 
ile los autos del* reputarle insuficientemente probada y des- 
echar ^e en esa parte la acusación fiscal. 

10. One, dadas las eon Maeraciones precedentes. tata! 
es ahora aí juzgado determinar con precisión la cantidad 
exacta de barricas ipi sin el pago previo de los impues- 
tos fiscales. 

Se lia dicho, en el consi»!- raudo cuarto, que el numero 
de barricas pasadas en venia i» CU consignación á las casas 
Dühnkrack, Netlen y Linares y Cantaren! Hermanos, alcan- 
zan a un total de 4.04.V Se ha declarado en el consideran- 
do 8" que las 800 líricas vendidas al arsenal de Puerto Mi- 
litar e-tán sujetas al pago eje impuesto. Y. hnalmente. en el 
considerando 7." se ha establecido la transferencia de 300 ba- 
rricas ni Ferrocarril Pacifico, que lío han tenido por (pie pa- 
gar derechos i*>r ser también empresa litterada y por haber 
intervenido v acordado ¡feí esa transferencia la aduana, se- 
eun la expresa en el párrafo y de su informe de fojas 37 - 
euva partida del* descontarse de la cantidad computarla a 
Dühnkrack. Xellen v Linares ya que tiene esa misma proce- 
dencia ívease informe del Ferrocarril Pacífico de fojas 253 >■ 
Dé modo, pues, que sumando las dos primeras cantida- 
,1c, v descontando las 300 transferidas al ferrocarril tendre- 
mos* el total exacto de las barricas extraídas de los (Insi- 
tos de la empresa y remitidas a plaza. Kestando de c'ta can- 
tidad las qne han pagado derechos de importacon. resulta- 
ra el saldo definitivo en infracción. r%tc. según eso llega a 
Ja cantidad de 2433 mtó* «mentó portland de t8o kilo* 

n> Que tanto el articulo 1.02Ó de las ordenanzas de 
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aduana cofi» los articulo* 1.025. 3? t-°37 <'<? N$ i"»* 1 "*"* 

y (n de la ley 4.933. califican el caso de autos como realiza- 
do en fraude a la renta aduanera, estableciendo como sanción 
la pena de comiso — cuyo significado y vall>r en debito de 
las mercaderías decomisadas determinan expresamente. 

La lev reputa fraudulento este caso porque habí "do sido 
la? mercaderías despachadas en confianza por la aduana, li- 
bres de derechos a irrito de 1-» di -puesto en la ley que auto- 
riza la construcción de las obras, se ha comprobado más 
tarde que se las (lió tm empleo diferente al que motivaba SU 
exención dé derechos. Ivstc hecho importa una reducción de 
la renta que legítimamente correspondía percibir a la rejiar- 
tiCK.n antes nombrada. Y to(k» becJio que tienda mdehidamen- 
te a disminuir ta renta es penado con corneo cuando la de- 
fraudación se intenta — conio ahora — sobre» la cantidad de 
las mercaderías (articulo 1.030. ante* citado, de las orde- 
nanzas) . - 

En tal virtud. enrres|Hmdc la imposiciiiu de dicha \iem 
a todas las Iwrricas de cemento partlancl (|iie se encuentran 
en fas condicione- determinadas por los artículos citados: 
pena que delie hacerse efectiva por los tribunales nacionales 
atento lo dis^iesto en el artículo 1.034 de las ordenanzas, ya 
que las mercaderías habían salido de la jurisdicción de la 
aduana en el momento da halx-rse apercibido del hecho frau- 
dulento. 

Por otas con-ideracioucs y las concordantes de la actt- 
nación fallo: Condenando a la empresa Dyckcrhoff y ttdd 
tvanu S. A, v F. H. Schmidt. a- pagar dentro del lerm.no de 
diez días -" v previa liquidación que al efecto deberá prac 
ticar la aduana — el valor en depósito de Kirncas de 

cemento porland de i«o kilos cada una a favor del denun- 
ciante don Julio Kchazarreta. de acuerdo con el amento 1.030 
de las ordenanzas, más los derechos fiscales que ellas corres- 
nondan, -ien.lo. además, de su eargn las costas del juicio. 
Xotifíquese con el orinal, regístrese y en oportunidad ar- 
* chivese. previa redición de sellos - % ¿ Marevco. 
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ACLAMACIÓN' 



BehiR Blanca , Julio lü de mit. 

I 

&titos y iiiipM Considerando atendible el pedido de acla- 
ración que se formula en el escrito preeedeuti declárase que 
la suma a que e> condenada 3 V$P>? !? empresa Dyckerhoff y 
Widinann S. A, y F. II. Schmitll en la sentencia de foja* 2i)? P 
es la que resulte de la liquidación que dclierá practicar la 
aduana con arreglu ;il valor en depósito y a la tarifa vigente 
en la fecha en que dicha semencia quede ejecutoriada, pifes 
así lo han resuelto en casos análogos las auto-.idades admi- 
nistrativas y la Miprema corte nacional lesta última en la 
causa Í.X1Í, seguida contra Ackcrley y Cía., fallo fie manso 
¿5 de i&}2), jorque del* tenerse legalmente por verificado 
ci despacho de las mercaderías comisadas, sólo a la fecha de 
la declaración del comiso y liquidación de los derechos adeu- 
dado*, y no a la de su extracción o sustracción) fraudulenta 
de los depósito? de aduana. por no poderse alrihuir a este 
acto los efectos de un despacho regular, — E. J. Mure neo. 

SENTENCIA DE IA CÁMARA FEDERAI, 

Bueno* Atrct, Diciembre Ui de lf-19- 

Y vi?to^ estos auU>s traídos por la parte querellada cu 
ablación y nulidad de la sentencia dictada en ellos por el se- 
ñor juez federal de Hahia Blanca, 

Y considerando, respecto al recurso de nulidad: 

Que la -emenda no adolece de la omisión apuntada en 
la expresión de agravios : pues, concí sámente, si se quiere, ella 
se hace cargo en el considerando undécimo, del argumento 
aducido po/la «leícn-a, que consiste en sostener la imiwsibí- 
tidad de que los hechos denunciados, si raímenle n hubie- 



DE JUSTICIA DE LA íí ACIÓN 345 

ran producido, hubieran causado perjuicio al erario: y el se- 
ñor juez a quo. aunque no haya examinado en detalle el ra- 
zonamiento en que la defensa se ha fundado, se ha pronun- 
ciado claramente en un sentido negativo, afirmando categóri- 
camente que los actos itiurntadn* en esta cansa a los querella-, 
«los, producen O pueden producir una disminución de la ren- 
ta que legítimamente corresponde al fisco de la nación. 
Por tanto, se rechaza el recurso de nulidad. 

Y considerando en cuanto al de apelación; 

Que la sentencia analiza minuciosamente las constancias 
de autos para llegar a la conclusión de que los querellados han. 
destinado al comercio de plaza la cantidad de dos mil cuatro- 
cientos treinta v tres liarriea* de cemento portland. sin pagar 
previamente los derechos de aduana; y contra esta imputa- 
ción han sido aducidos dos órdenes de defensa, unas que tien- 
den a negar en absoluto, el hecho o a despojarlo de todo ca. 
rácter fraudulento; y otras que, en último término, van di- 
rigidas a limitar la cantidad de mercaderías afectadas por las 
operaciones irregulares de que se trata. 

Que se aduce, así. ta inexistencia de las operaciones co- 
metviales denunciadas, sin el previo pago de los derechos fis- 
cales; v que si otra cosa resulta de autos, elto *e debe a la 
negativa del juzgado de acordar el término extraordinario 
que se solicitó en su tiempo para traer la documentación que 
Ja empresa nosee en .Ueuiania donde tiene el asiento de sus 
negocios- Pero esto es inadmisible porque la única prueba 
que los denunciantes tenían que traer, eran los manifiestos de 
despacho correspondientes; y estos existen originales en a 
aduana ; toda otra prueba era inocua para el caso (articulo 
t 058 de las ordenanzas de aduana». Ha podido pedirse, en- 
tonces una ampliación de la nómina formulada por la adua- 
na a foja* 37 « " ,m1 » ere creido qlw e,,a m conten,a 1 ,f 
las operaciones aduaneras que la empresa denunciada halna 
realizado pafg «atinar a mercadería* primitivamente 

int roducidas como Ubres. 
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tjue cartee de objeto examinar la buena n mala fe que 
hayan usad» l»s querettados en el vaso dé auto».; pnes en nía- 
leda aduanara, la infracción punible puede exigir, y existe. 
mu necesidad de la concurrencia del dolo, bastando a tal ñu 
la comisión de un hecho prohibido pr la ley. O la «unisón 
de un requisito que ésta prescriba de los que derive n pueda 
derivar Uri menoscabo a la renta ed aduana, o una mayor res- 
,H,n.al.ili«Sad fiscal. IV ahí que ¡¡otó W&kp exentos de pena 
aquellos errores que, sobre ser evidentes, no podrían haber 
pusado desapercibido*, ni cansado, por ende. ]>erju¡cio alguno 
al erario i doctrina de los artículos 1.025 i.o_*>. 1.03"- 'Av 
y l .058 de la* ordenanzas <lc aduana). 

tjue a este respecto es inadmisible lo -ostenído i«>r la 
exprTsión de agravios, de que tas v» utas ilegales imputadas a 
los querellado^ no podrían haber pacido desapercibidas para 
la aduana, ni causado perjuicio al fisco. |*.r la circunstancia 
de .pie, al recilio final de tas obras se constataría ¡»or los ageW*es 
dll li^co v de las oficinas encargadas ile su vigilancia, la ver- 
dadera cantidad de portland invenida en ellas y. por ende. 
|„ 4 ue quedaha sujeto al pago de derechos Acales: porque 
dentro del espíritu que informa las disposiciones penales de 
ÜS ordenan^ de aduana, y dentro de la interpretación que 
corrientemente han recibido éstas de los tribunales federales, 
el hecho de la imposibilidad aludida debe tener lugar en el 
act o mismo del despacho aduanero: en el caso de autos, en el 
momfeúto de destinarse al comercio de la plaza mercaderías 
Acetadas a nn destino especial que tas libero de derecho a su 
¡mrodueemn. Vale decir, que no puede ocurrir, con los que- 
rellados, ln aplicación del artículo 1.057 <*e ,íls ordénanos, 
pórqtte ta imitación que se les hace es. jus lamente haber 
omitido ta operación aduanera necesaria 11a ra nacionalizar la 
mercadería extranjera, int rodilla al ampam .le una franqui- 
cia fiscal: v no se diga que los derechos se pagarían después, 
al firíaí ' las obras que construían los denunciantes, pownie 
es prescripción expresa de la ley. no derogada en favor de 
|,x querellados, que el impuesto debe ser pagado previamente 
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a la entrega de los efecto* a plaza i articulo iú. fey tic adua- 
na 4443)- , , 

Ouc la ■wtitciicia computa, como efectos enajenados a ttr- 

^•'■síil ¡mervendún de la aduana, é* «Í cuatrocientos 
treinta v tres harneas de cemento portland. y este GÓjnjptttQ 

ha m> objetado i M,r la <lefL ' ll!ií, ■ cn c " aIlto induye w > >art '- 

da de irescUnita.. transferidas al Ferrocarril Pacifico; ©tía 
de setecientas, no enajenadas, sino simple mente consignada* 
a comerciantes «le la ¡daza, y otra de ochocientas, Mj&fl» 
da a una repartición flÉMt el arsenal del Puerto Militar. 
<m incluir en el precio el valor de los derechos fiscales. 

Que en cuanto a la primera partida, no hay prueba en 
Mito* de que la trasíerenvia al Ferrocarril Pacifico haya sido 
por más de trescientas barricas, y esta es la única cantidad 
que, según esta irisma empresa ferroviaria, ha adquirido des- 
de 1012 cn adelante. A las consideraciones aducida» por la 
sentencia para establecer que las dos partidas mencionadas 
en las solicitudes de fojas & y 2\ 7 , se refieren a una sola 
operación jior trescientas larrieas. puede agregarse que asi 
resulta de esos mismos instrumentos, pues ambos mencionan 
el mismo manifiesto ele despacho número Ó36. del año 1913)» 
to que revela, por sí solo, la imposihilidad' de que se trate de 
dos transferencias distintas. 

Oue la> partidas de cemento que los querellados dicen 
haber" dejado en consignación a terceros, sin trasmitirla el 
dominio, deten considerarse, asimismo, en infracción a las 
ordenanzas de aduana í disecciones ya citadas». Se alega 
míe tales mercaderías, por .10 llenar las condiciones del con- 
trato, fueron rechazadas, y forzados sus dueños a sacarlas 
del lugar <le las obras que construían: y justamente este he- 
cha los ohligaba a nacionalizarlas, pagando los derecho, tis- 
cales: pues, desde el momento en que los querellados fueron 
notificados de la prohibición de aplicar esos materiales a las 
obras del dique militar que construían y no pudiendo ya reem- 
barcarlos o retornarlos, dado que habían franqueado ya W 
almacenes de la aduana, no quedaba otro recurso que negó- 
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ciarlos en plaza, previo pago de derechos. Asi. pues, poco nn- 
importa que las setecientas barricas de portland que se dicen 
da.las en consignación, hubiesen sido ya objeto, o no lo hu- 
bieran sido todavia, de una transferencia de dominio: el he- 
cho es que se dispuso de ellas, afectándolas a un dcstmo di- 
Verso del que autorizó la libre introducción; y. vendidas o a 
venderse, fueron entregadas al comercio de la plaza, desde 
el momento mismo de su desplazamiento de las obras del 

dique. " i . 

One en lo referente a las partidas vendidas al arenal 
«1,1 Puerto Militar, debe <l:n>e como Utl lincho averiguado 
míe ln fueron como libres de derechos, es decir, no inclmdo 
¿1 valor de ésto, en el precio «te venia. Así resulta «leí mtor- 
me de la dirección del arsenal i fojas de la penca fiel 

contador i fojas to¿, conclusión &?) y de los varios m formes 
de la aduana que se Icen en amos, en ninguno ríe los cuales 
aparece partida alguna transferida al arsenal von intervención 
aduanen.. Vale decir, que una r„>artic¡on del gob.ern«> na- 
cional ha adquirido libre de derechos "una o mas partidas de 
materiales de construcción; y que los derechos hscales que 
dejó de i^vibir por intermedio de la aduana, le fueron com- 
nensados con el precio menor de adquisición de ew* efectos. 

és de todo punto indudable con arreglo a las constancias 
de auto., v demuestra con claridad que el fisco no ha revi- 
vió, „¡ ha podido recibir per juicio real alguno; ,*m,ue. como 
lo observa la parte querellada en esta instancia, si la trans- 
ferencia *c hubiera realizado pagando previamente los dere- 
chos de ad.iana 'el W&M® fel^ra cobrado por una parte y 
hubiera pagado por la otra, mn entidad ^^¡. J 
.duce sin embargo, en la sentenca arlada, que el arUculo 44 
áe la lev de aduana número 4-0.U- P«tté la operación ta! 
con» aparece realizada en autos; pero esa disposiaon no t.c- 

ne el alcance m « 1- f f&*¡ T ^ /' Z 

ordenanzas de aduana, las mercaderías introducida, al ^ 
por cuenta del gobierno nacional o para sus onemas se Js- 
pitaban anteriormente sin otra formahdad que u«u orden 
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escrita <ÍéÍ ministerio respetivo (articulo 247 ? siguientes*, 
v el referido articulo 44. al derogar estas franquicias, c m 
¡ ht , 1L .r\i las reparticiones del estado las obligaciones «1c nap* 
los derecho^ de las mercaderías imanadas que necesiten, se 
ha limitado a dictar una regla de orden interno para la ndmi- 
miración iü enya transgresión no puede culpase a 
los ^nk-ubres mientras no ^e pfWfc !* existenc.a (leí hedió 
esmeia! a toda infracción aduanera : el menoscabo de la ren- 
ta fiscal o ta mayor responsabilidad del fisco [artículo 1.037 
y concordantes, ordenanza^ de aduana», ninguna de cuyas 
circunstancia^ concurre cu el caso de autos, como queda 

» 

di dio. 

Por estos faldamento*, y los concordantes de la senten- 
cia de fojas ¿07. se la confirma en lo principal y <e revoca 
en lo que respecta a la partida de ochocientas barricas de ce- 
mento que se dicen transferidas al arsenal del Puerto Mili- 
tar. í¿ costas de esta instancia, por su orden. Notifiquen 
y devuélvanse. — R. Guido Lavaik. - José .Vareó. — An- 
tonia I.. Marcenara. 
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Butilo» Aifrt. Octub« 1 dt IH». 

Vistos: E\ recurso de apclavión interpuesto y concedido 
en la presente causa seguida contra la empresa constructora 
del nuexo dique de carena de Puerto Militar, sobre deíranda- 
cióón de las rentas de aduana. 

Y considerando: 

Ouc en ta denuncia del vista «le aduana de Babia BJl» 
MU P Kebazarreta. fojas 2 y 19 y k nación fiscal de 
11; del primer cuerpo de autos se imputa a la empresa 



coiirtnnmra del OMriP |*u.no militar haber i^Hjtóe ni 
franquicia iii virtud de los ptivile^bs que ac-niaba 1;. k-> 
de su concesión, una caBtiffd de Bp» tic cemento port- 
laiid con (k-tiiio a la cnn,m,eeióu de las .Jiras, pero que miu 
vha> -k- .lias en vt* «le aplicara al destino para el que ha- 
sitío Hitrodueidas. f^ron vendidas en plaza fin paga. 
fe>S derechos fiscales correspondientes. 

( hié estos hedto* ^ dentina, y de la alació,. 

fi S c#ian sido ilcbidametue eoniptótete como se hace con- 
tar .n la se.rtétó del ju« <fe la cansa, fojas *)7 «M* 
ci¿riK) cíe M y eu la de 1» cámara -le 4¡!¿»f*** ^ 
VhlUu qtíé la o ...tirina con la sola tiftgfM fe una pattlta U 
,>ehodcuta^ barrica, que <e dicen transíanlas al arsenal del 
l-mrt<> Militar a la que se hace referenna fojas 34- 

One k4os los hcvho- demudados, debidamente eoarpru- 
batíd?¿ib queda dicho, »0 pUeoe desconocerse a res,K>nsa- 
bHida.l en ,,ue ha incurrido -la empresa d ^^^^ 
glo a fe tiwifa por las dMfflffiW # ¿«5 g* 

, Jaerau con,. fraude y por lo tanto, mater.a de *.m ^ k 
Echado por ,11a en chanza o gfc pasando desapareen o. 
(.jara de L*r*¡bií la renta que ^tunamente le comande. 
„L ha ocurrido e« el caso de auto, con receto a la. 
ti(|a * de cemento ^rtland, que en ve, de aplicarle al desíino 
S£ri de «a. ri£ de. Puerto Militar ^M^¡^ 
consumo de la plaza sin pa,ar derechos h*. fe. A 
m& im y 1037 de las ordenanzas de aduana. Fallos to 

u,o 104. página !<)0. 

de las esta eoirte tiene .lee ta» dn ; . 

Metido, f,1to |.r» ml ne¡ al lo, en causa» anatogas - I * 
P las ,«!*■. .lunarias e S «a..U,,.. r ffrM "J^ 
liei.».. no oíante la falla >le ¡ntenoól. .Mosa I» 

,,. „.,„„ ?1 . ,« g ¡..a t.»"" » mm m ,mrc 
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la(la * foja, >' ****** 

& BKRMEJO. — Nicanor G. del 
Solar. — D, E. Palacio. — 
J. FiGüSROA Alcorta — Ra- 
món Méndez. 



jm Manuel fám & **** 

faurift l." El servio n>ílitar en él de la nación 

** m, impuesto la conjunción * fl* 

£ lev hava establecido, la. qut deben MmM* W 
. mecamente. *í«i <)«* ¡pife eMemler.e a casos ,,0 pre- 

*t no está mwmm m * *#? £ llel avli ^ 

1n M de la ley 4W- lie ™ a "° <|Ue ^ 
lo 03 <ie y rf- hermanos menores cu- 

la o personal a la .<nl) sitien Lia «k nerm- 

A mLre ha fallecido, estando ÉMM l" r eI 

- 

tVi.vfl : I.o explican las piezas ¿.guíenles : 

vista fiscal 

Bueno* Aim, NM*e«b« » »»■ 

Señor juez: 

«hLft .,..e U. Si &> ha R a lagar al *■* 4* - íormula 
en eítw autos. - B. (¡arria I orrts. 
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SIÍSTMNCIA 1>KI. fíKÑOK J LTZ l'I-OERM, 

Bueno» AiTei, Mirto 26 de WM. 

Autos v vUos: Kstas actuaciones seguida- i ,or Mw>» cl 
Via*»*. eonicriiHo tic la clase 1000. matriculo 1.540 15- M. 
a fiin de jusiiticar hallarse comprendido en los urmnms ücl 
articulo "mei*o cj 'le la ley 4 /0/ ■ 

V considerando: 

Oue se m¡i&im contada con la información Mima- 
ría Además eonslaiicias de autos, que el padre del recurren- 
k . ha hecho abandono del hogar desde hace más de un a«fc 
siendo m ^ único que atiende a la subsistencia de SWf her- 
manos mcuore- que carecen de recursos. _ 

Por ello, de acuerdo con lo aconsejada pur el señor de- 
fensor de incapaces, no obstante el dictamen contrario del se- 
ñor invernador fiscal, el juzgado declara que Manuel V^JS 
fe itíslificado la cansal invocada, debiendo W^J*^ 
sl ,n,I: de esta resolución a efectos de la ley «, NoU - 
ciñese, de-glosándole los documento* acompañados y archí- 
vese. - Utiituct ti, tic /luchare tta. 



IHCIAMKX IM-L SKSOR FISCAL H6 CÁMARA 



HMiia. Cámara: 



Peiari4ó a salvo mi opinión y temíq aunpli- 

mmo a inaniciones del P. E. f el ministerio fiscal que repre- 
" considera que. ^n&mte a lo -tableado por la corte 



se ni 



lipw ,,a de justfcin nacional en los caso, que se regaran al 
tomo iü 7 . Página g6 y al tomo no. págma 207 de a loUx- 
ció,, dfe SUS fallos, el servicio militar en el ejercito de la na- 
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ción e* n,i dcl»er impucst,. por la constitución y la ley, constL 
tuvcndo la regla general, limitada en sus tim* únicamente 
en cnanto se trata de las e^ftt^pnes que la referida lev haya 
establecido, sin qne píwafe pe* derecho., extenderse a casos 
na previstos. - tomo 7<». f#»& 73 t t<» m > WWP 
v que. a-firiémlose al articulo % inciso c} de la ley 47^/. 
«ue invoca el peticionante, a los hermanos huérfanos de pa- 
dre v madre v no a los que se encuentran en la siiuacmn de 
m hermanos menores del interesado, corres,Kmde se s,r- 
av Y E declarara no haber lugar a la exección a» servicio 
militar solicitada por el ciudadano Manuel Viagas y dejar 
en estos términos rejeada la resolución apelada de fojas 20, 
con costas. — f foraño R. Lamía. 

SENTKXC1A ITP. I.A CÁMARA FKIHiKAL IMi AI-ELACIONlíS 

Bueno* Airei, Miyo J4 de 192». 

Vistos v considerando: 

One $1 hieu la situación material de los he míanos nieno- 
re* tlel peticionante de excepción, huérfanos de madre y aban- 
donados por el padre, es análoga a la de los lujos huerfanc* 
de padre v madre a que se refiere e! articulo % n*i^ 
lev 4 707. "no obstante ello, córresele declarar improceden- 
te la exección solicitada por no hallarse el caso expresamen- 
te previsto en el articulo 63 * la 

rispmdencia sentada |*>r la corte suprema estableciendo que. 
í¿í ser el servicio militar M «lcbcr que la conjunción im- 
i¿¿ a todo ciudadano, las excepciones q«e al ley determina 
fleln-n ser interpretada restrictivamente. 

Por ello v de acuerdo con lo dictaminado por el seiior 
fiscal de binara. revoca la resolución de fojas ¿2 y no 
n hace lugar a la exvepeW.n solicitada por el conscripto de la 
clase de 1000. Manuel Viagas. 



r/iíircííi. 



DtSlDÉXGIA 

S4 de M». 



VístOs 5 LNiusiclrr anclo: 

, .. Que lá uy 4707 * « , :- , ; im ' iso ;, 

¿rima .le nrntre vii«b que atienda enn mi tfjpí)o perannw 
I ,,,,": »á tóñano „ue rito* «™ fXS» 

v ,„ a ,ir, o .u- mwmw w?**» ■ > . •'' " , , k «11 

gVS la muuÍcí.,. de mfeetía a que 1""'""" *r fe 

, & «ti hiio nieto o iioniiai.o llamado 

recursos que el traía jo de >u n»j«. íih? 

-1 orestar servicio militar. 

^dStante, abandonados per « t g * fg 
a „ c.,n *tf *e»r» ,m, el ,nd,aj.. ***** * 9* 

mm la exce^ón de aquello.. K^fof 
atener lá contrario importarla ¡m» q* 4 ^ 
ha querido mtar vi WP< > * ^ 
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hermane* huérfanos, pero no el de estos náísHoa miembros 
de la familia. afaandnrack* ]>»r quien, orno el padre, ha 
l,«b> proveer a sil *ul>>íst encía. Seria más irrítame en el *úk 
Índice é rechazo k k exección si se consi,: ra que el padre 
de una de las emnores, atendidas por el solicitante, ha pre- 
tendido seducirla v de honrarla, primero con insinuación y 
| ntí| », con injurial Se como consta a fojas 16. suginen- 

do el repugnante delito que >«> H«g» a probara legalmente 
y que motivó un sobreseimiento provisional. 

Como no resulta <lc autos qtte al padre ge los menore* se 
le hava quitado ta patria potestad, no sena extraño dada su 
anormalidad. que consta en *1 informe de fojas Ib, que apro- 
vechara de la mirria en que qticda.an sus hijas, si se niega 
la excepción solicitada. ,>ara insistir, con más éxito en su in- 
famante actitud. 

Por estas consideraciones y las hechas por el infrascrip- 
to en los casos de madre abandonada por su esposo, en los 
de- esposa e hija sin recursos y la doctrina 
e n las causas "Alfredo Mentáis, agosto ? de 1010 , Alberto 
Alfredo Valin. agosto 9 de Raúl Torres abrd .3 * 

1911: y otras, opino que debe declarara que el ciudadano 
Manuel Viagas ha justificado la causal de excepción, y. en 
consecuencia, confirmarse la sentencia apelada de fojas 20. 
B. A. Nasar Andwrfna. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte: 

U apelaron interpuesta a fojas 2» de la causa seguida 
por Manuel Viagas solicitando excepción del servicio militar, 
oue tramitó ante el juzgado federal «le la capital de la nación. 
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no reúne tos requisitos exigidos por el articulo 15 de la ley 
número 48, para su procedencia. 

l>ebió deducirse la (pie ja en forma que su fundamento 
aparezca de las autos, con una relación directa e inmediata 
con las cuestiones de derecho federal en disputa. 

Tod*» ello se lia omitido, limitándose el recurrente a m- 
terponer la ablación par ante V. E« sin fundamento alguno. 

Por ello considero que el recurso ha -ido mal concedido 
por la cámara de apelación y pido a V. E, se sirva asi decía- 
r'i rio 

José Nicolás Mat ¡cuco. 



PALLO Olí LA CORTE SCPREMA 

Bueno* Airct. OttwHe 4 de IMU. 
Vistos y considerando : 

gue el servicio militar en el ejercito de la nación es un 
deber impuesto por la constitución a lodo ciudadano, eonsti- 
tlíycñdkí ""a regla general limitada en sus efectos únicamen- 
te en cuanto se trate de las excepciones que la ley haya es- 
tablecido, las que deben interpretarse restrictivamente sin que 
puedan extenderse a casos no previstos. Fallos lomo 107, 
página }t6 v tomo no. página 207. entre otros. 

Oue la 'excepción alegada i*>r el recurrente, t» esta com- 
prendida en las que la ley número 4 7 o " acuerda en su articu- 
lo $¿ inciso c. al hermano que atienda voti su^rabajoj^M>-_ 
iisd a fe ^i>:crráa ¿e -^ hermanos menores, huérfanos de 
padre v madre o «le hermanas impedidas. 

<W la circunstancia que respecto al padre de lo* meno- 
res <e indica en el voto de desidencia de fojas 20. no bastan 
para autorizar la ampliación ile tas excepciones ser servicio 
militar que prevé la citada ley +7°?' sin l* r J« ,cu> <* * m el 
<eñor defensor de iwbres. Ínea|Krces >■ alísenles, i»or si o por 
intermedio de las asociaciones tutelares de menores preste a 
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|„s hermanos 4¿í recurrente la protección <l«e determina ta 
lev io.ijo.v * 

I'or dio y nido el señor procurador genera!, se confirma 
la sentencia apelada* debiendo tenerse presente lo consignado 
en el considerando último. Notifiquen y devuélvanse. 

A. Bermejo. — NV-axoh G. na 
Solak. _ D. E. P aijioo. — 
J. Fjgueroa Alcorta. — Ra. 
mó\ Méndez. 



Don 0é TrrrfiVr cu iritis m d <* n RomMl sobre rffj- 
alofamicnlo. — Kcciirsn de hecho. 

Sumario : So hav caso concreto que (Hieda motivar tira de- 
claración de tif «Jrte suprema por la via del recurso «le 
queja por denegación del extraordinario que autoriza el 
articulo 14 (te la ley 4*. fundad en la garantía del ar- 
ticulo 18 de la constitución, si el auto recurrido declara 
<me el allante no ha ¿ido jarte en el juicio en *|Ue fue 
ordenada la intimación de desalojo y no aparece, por lo 
tanto. r t ue ésta naya sido dirigida contra él. 

Caso: Is> explican las piezas siguientes: 
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B«*m MKf, Sí r«e*W* » * lttft. 

Suprema Corte; 

Ante el juzgado de paz de la sección Jii de la capital de 
la nación, don José Ronutii demandó por desalojo a don José 
Verdier. 
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Ordenarlo ei lanzamiento, mí presentó a juicio Cte 
latino Verdier manifestando <|uc Ualtia sitio rmuítWo |mra 
,ie<alojar la casa en que habita!*! > que ocupa ¿OH pleno de- 
recho, desconociólo al demándame acción para desalojarlo 
Manifestó que el era terceto en este juicio seguido i»** 
Ronntti contra José Verdier: invocó el derecho de ser oído 
v vencido en juicio con arreglo al articnlo .8 -le la const.tu 
ció,,, antes de >er privado de SU* «lerechos. V pulió <tt m.mk-.i- 
,|iera toda medida contra el hasta que <c prnceuiera on 
jeción a la ley. 

Kl juez de pa*. tU-otimó ¡piflfe pedido por considerar fie 
el recurrente no era parte en el inicio. 

j |lez de priinera instancia, al entintar el aütO de des- 
alojo.* declaro a fojas «5 q«« *«■ CeUtt'mo Verdier « ex- 
traño al jnicio. v mm*& aclaración para que se estafe, 
viera que la persona contra quien * o^no el desojo era 
José Verdier. el juez dijo: siendo snticient emente «gty g 
auto de foja- t5, a lo resuelu.. 

Si pues* don Celestino nn es luirte en el juicio, no sl- le 
nnede obligar , > la sentencia dictada. Se trata, pues, de un 
%m temor del recurrente acerca át un hecho futuro, que 
podría afectarle si el juzgado de paz. violando la garantía del 
artículo 18 de la vonstitueión. prendiese apl.earle la senlu - 
Cía dictarla contra don .(-sé. lo que no úm pr,s«nurse de 

■ 

antemano. 

Faltando, pues, cas» concreto que de margen a | Ínter - 
— TCM Mmi .te V. fe opi l M ,|.k Pmppi^ >U VIaUI ■ 



tiente queja. 

Aw Sitólas Mntii'uzo. 



HE JUSTICIA HE UA NACION 

Áu-0 Bí I-\ CORTE SVr-REM\ 

Buenoi Alr«. Octubre de l«0 

\„t„. v mm. recurso de queja por denegación del 
extraordnario interpuesto por v * Hiír COTltra 

-ent encía del iuez «le primera instancia en lo civil de esta ca- 
pital que confirma un auto del juez de paz de la sección * 
corriente á fojas 10 de los venidos por via de informe, man- 
dando librar orden de lanzamiento por vencido el ter- 
mino que se concedió a -don José Verdier para desocupar la 
casa de que se trata, en el jukio seguido contra éste por don 
José Ronutti ante dicho juzgado de paz. y 



Consideranik 



* : 



(Hie el amo recurrido en cuatm. adopta COttíQ fundamen- 
to el de fojas i¿ vuelta de lo< venidos por via de informe, de- 
clara que el airante no ha parte en el juicio seguido con- 
tra don j:<$é Verdier. por don |o>é Ronutii. 

One "en tal concepto, la orden de lanzamiento, en cuanto 
pudiera aplicársele, le causaba gravamen irreparable. en 
consecuencia, estala mal dengado el -recurso de apelación que 
interpusiera contra el referido auto de fojas lo. 

Que tales antecedentes establecen claramente que es in- 
fundado el temor manifestado por don Celestino Verdier en 
el recurso. interpuesto, desde que no aparece una intimación 
de desalojo que hay sido dirigida contra él. 

Oue *i ello se produjera, seria recien el caso de exami- 
nar la garantía invocad a del articulo 18 de la constitución en 
cuamo prescr«Se"1a instabilida d de la detensa en juico «c 
la jiersona v de los derechos. 

Owe atento lo que queda manifestado, falta el caso con- 
cmo~que pueda motivar una declaración de esta, curte, por 
lo que conforme con !o expuesto y pedido \x>r el señor pro- 
curador general, se declara no haber lugar a la queja deduci- 
da. Nmifiquese original y repuesto el papel, arómese, de- 
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volviéndose los autos principaltís con testimonio dé la presen 
le y del dictamen de la referencia. 

A. Bermejo. - N'hwsok 0. «Kt 

StlLAH. — 1>. K. P\t,AC1ü. — 

t Fua-KROA Aixokta. — RA- 
MÓN' MKSDKZ. 



Doña Rosa ¡0ii Ortelli de TriHcavcili i0m dr»n Atvjust» 
Hebrard, por d, '¿alojamiento ; paao de impuesto de 

justicia. 

Sumario, i.' En el sistema de musirás insiiiueumes política* 
m liay derechos absolutos, y todos deben ejercerse co:i 
arreglo a las respetivas leyes reglamentaria*. 

N T b es n'pttgnante a la garantía de la defcn>a 
en juicio que consagra el articulo í$ de la COnsf|ttíci6n 
nacional. Id dispuesto en los ujeisos a¿ & > * del a«>™- 
lo 3." de la lev de la provincia de Buenos Aires, de 2Í> 
enero de 1014. sdbre impuesto de jwticta. 

Caso : \m explican las piezas .siguiente* : . 

vista 01: i. hscal 

Buenos Air«». FebMfO ;i de IW. 

Señor |uez: 



líste ministerio es de opinión que la parte .nandada 
debe satisfacer el iinimesto que determina el articulo 1.*. in- 
ciso ai de la ley de 2t» de enero de 10,14. y u» habiéndose sa- 
tisfecha. L*. S. debe deíecKár las pretensiones del mnnbrado. 
dé aeoerdo con el ariictfe ¿*, inciso .1) y é) de la ley citada. 
— H, rutado*. 
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VI TO ÚSl. SEÑPK í * t^T.WClA &EL l * K P ARTA M K N TO 

t)Rt \t IRTE (l'Ki»VlM fA UFENOS MKESl 



i 



Sin Wtttit, Feítero ?! lie IWR. 



Amos v estos-! 1> acuerda con ta aconsejado por el 
.efttir agente fiscal, intimen a la parte demandada el pago 
dentro del tercero (lia. del impuesto que le corresponde, pres- 
n-ipto por el articulo i.n inciso de la ley a6 de enero oe 
,0,4 bajo apercibimiento de lo (pie dispone el articulo 3- , 
incidí O de la misma ley. - Tomás P. Hílamayor. — Ante 
tní: iXfarcelhia Ojcda Figueroa. 

Pedida revocatoria del anto que precede, por la parte 
demandada, se produjo la guíente : 

RESOLUCIÓN DEL SEÑOR JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA DEL 
DEPARTAMENTO l»E]. NORTE l PROV. DE HUESOS AIRES) 

Sao NkoU». M*m tu de tw. 

Autos y vistos: Para resolver la revocatoria pedida, y 

Considerando : 

1 - gor la resolución recaída a fojas 37 vuelta, lo ha 
sido en razón de que, *i bien la ley en que se furnia, se en- 
cuerna impugnada por el demandado por considerarla repug- 
u^w a % constitución, el juagado entiende de acuerdo con 

_ • i, * . i l-_ ~11 n tan 



el dictamen fiscal, que no ha podido prescindir de ella tan- 
to su inconstitucionalidad no haya sido declarada por amoti- 
nad conqKitente. . . , 

2." Qur entrando a considerar ta consistencia de las 
observaciones formuladas en el acto de fojas y sí bien es 
exacto que la constitución nacional establece y garante la m- 



arta rxuws bE t¿ corte ¡a- prisma 

^ámm de la de&n* en fe»* Ib %í contornándola 
a las leyes que reglamentan su ejercicio, art.ail* M- « ) 
tic la .constitución nacional. ( 

,» Oue la condición de la pmone.a ha establee 

como' nodulo menos, iguales principia .articulo .7?» 

Ouc la constitución nacional lia dejado librad» a 1^ pro- 
vinc¿ la facultad de croar nnpucs^ habiendo 1> 
en uso de esta facultad y por órgano de 1, ^^*g£ 
do la lev de JÓ de ener.> de W| impuoto. (fe jUst.ua> 

endl ue a arbitrar los recursos n^-sano, al — 
1, poder indicia., en cuya ley en el inesn del aruado V 
establece la oportunidad en que lia de sanstacerse jos nn- 
S*£ por o la clúfe estableciendo ,1 ine*o e) del m«- 
Z articulo la sanción cu oue incurren los que no cumplan 
00b dichas disposiciones. _ 

m tale preceptos de la ley impugnada importan la fb 
R lanÜ ación de ¿¡derechos establecidos en la carta funda- 
fflW d. la «ación, asi como en la provine» l sm que en for- 
r Lfcima Miü»fe el derecho de libre defensa en juicio 

Por ello, *r¡ se declara y se resuelve mantener el ai to 
de Mas 37 vuelta y *■ concede ,1 » '»^^| 
aníe a supre.ua corte de la nación, a qmen deberá eleva M 

£ ¿tó- L la, forma de estilo, ^^^jf^ 
t(> 7 . del Código de pr.Kedhnientos.. - loma, F. Mf-nw- 
V((r __ Ante mi : V.in W/..o O/Mi i'i¡m t r^. 

niCTAMIÍN Ditti SKÑ-.K >'R-KIKMWR GENERAL 
~ — B¡SS5r7tíéíTA«»«» i' 



Suprema Curte; 



Demandad., anu- el judiad, de primera íns^néia M £ 
oivil v comercial del depártamelo del norte do la ^ ncia 

jfc Buenos don Augustp Hebra"! p*r ,<ta» J*|g 

¿a Ottelli de f rincaveUi. sobre desate 4 
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rio dar trámite a las defensas \™ H&™rd mientras 

éste m> abonara un impuesto di! justicia establecido por la ley 
il¿ dicha provincia de Jó de enero de 1014. 

K1 demasiado pidió revocatoria sosteniendo que tal m* 
puesto violaba el impuesto de la libertad <1c defensa eonsa 
grado |K>r el articulo 18 de la constitución nacional e ínter, 
puso eu subsidio el recurso de apelación para ante V. h. fun- 
dado en el articulo 14 de ^ U *> P el le *f conce ' lldo ' 
gj juei; ¡iiMstió en su resolución y concedió el recurso. 

Si con arreglo al articulo 105 de la constitución nacional 
las provincias se dan sus propias instituciones y se rigen por 
elíás de esta disposición, como lo ha declarado la corte su 
,»re.na de la naaón. surge el derecho de crear impuestos y 
hacerlos efectivos por el órgano de sus propias autoridades. 

No se puede decir, como parece entenderlo el recurren- 
te, que un impuesto sobre el ejercicio de «n derecho libertad 
individual sea, por su propia naturaleza, una rcstnccion ilí- 
cita de la libertad o derecho a que se refiera y repugne al 
artiado 28 de la constitución. Todo impuesto recae necesa- 
riamente sobre el ejercicio de algún derecho. Si así no tucrc, 
seria imposible el sostenimiento del gobierno, qnc se vería 
privado de la facultad de cobrar patentes para 110 trabar la 
industria, de i>eretbir contribución territorial para no afectar 
Ta propiedad, de establecer derechos de aduana para no alte- 
rar la libertad de comercio, etc. 

Sólo en el caso de gravámenes notoriamente confutato- 
rios o que carezcan de los requisitos de igualdad y uniformi- 
dad, o que no tengan por objeto fines públicos, o que de cual- 
quier otro modo estén prohibidos por la constitución nació- 
nal, podría decirse que "Hartan ""a alteración de los prm- 
~ ,r P Íoí7 ^ferh OT -^g^tÍ3^a_^se refiere el articulo^ xfe- 
ta constatudón. Pero esta hipótesis nó"ha s,do invocada en 

el presente juicio. m 

Por lo tanto creo que el recnr*Mraido es imporecedente. 

José Nkúlás Matienso. 
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Butnvt Aiitt. Octubre » de 19». 

Vistos y considerando: 

Que denuin.la.lu por desalojo don Augusto Hebrard por 
dona Rosa |. T, Ortelli de TriiKavelli. compareció a juicio sin 
efectuar previamente el pago del impuesto de justicia que 
establece la ley provincial dé enero y> fie iqij. 

Oue en él acta del comparendo verbal corriente a fo- 
ja< V. el demandad» impugno c^iim vú.latoria de la cons. 
tiujción la lev precedentemente citada, sosteniendo que de* 
incisos a), bj v t) del articulo ,V de dicha ley son inconcilia- 
bles con el derecho que .onagra el artículo lS de la consti- 
tución, el que según expresa disposición del articulo 28 de la 
misma, no pued* <er aherado por las leyes que lo regla- 
menten, 

Que pronunciándose sobre la impugnación de mconsti- 
tucionalidad formulada contra la ley. de referencia, el juez de 
la causa hace constar que la facultad de crear impuesi.-s tule 
eierceu las provincia-, esta cnsagrada por la constitución, y 
que en tal virtud la legislatura ha podido sancionar la ley 
que establece el impuesto de justicia que impugna el deman- 
dado, determinando la o|)onniiidud en que del* hacerse efec- 
tivo v la sanción en que incurren los que no los satisfagan, 
lo que importa reglamentar el derecho de defensa y no violar- 
le» como se pretende. 

tjue la ley de que pe hace mérito establece que sin pre- 
vio pago del "¡mpue>to de justicia, no *erá oído el litigante, 
de lo que resulta que Ule --ólo es condenado SÍ» audiencia 
cuando negándose a abonar el impuesto a»r recudiente, re- 
nuncia por acto propio a ejercitar el derecho de defensa que 
le asiste. 

Que en casos semeja hets con el $i& Htc esta corte ha 
de-esTimado recursos «le la misma naturaleza del presente. 



DE JUSTICIA DÉ LA N ACIÓN 



porque, cutre otras consideraciones, en el sistema de nuestras 
instituciones políticas no hay derechos absolutos, y todos de- 
líen ejercerse con arreglo a las respetivas leyes reglamenta- 
rias. Si asi no fuera, seria impasible la continuación de las 
causas en que una de las partes ha sido declarada relielde 
(argumento del fallo tomo 123. ingina 394). las condiciones 
que deben reunir los defensores no serían susceptibles de re- 
glamentación legal. (Fallos, tomo 110. página 210; tomo 117, 
página 81 l ; ni podría exigirse la intervención de letrados en 
los casos que las leyes determinan. (Fallos, tomo til, pági- 
na 285 1 ; y en fin, como en el caso de autos, se podría raque- 
rírse el previo pago de un impuesto destinado a costear los 
gastos que demanda el sostenimiento de la administración de 
justicia, seguii lo hace constar la resolución recurrida ("fo- 
jas . 

Que la restricción de defensa que se alega, no (Jen va 
pues, en el snb iiU\ de la disposición de la ley que, con el ob- 
jeto precedentemente indicado, grava con un impuesto el ejer- 
cicio del derecho de litigar, sino de un acto discrecional del 
demandado, esto es. de su resistencia a i»agar el impuesto 
que la legislatura local ha podido sancionar en uso de f acuí- 
tales constitucionales explícitamente establecida? (constitución 
articulo 105; fallos, tomo 125. página 10). 

Por ello y atento lo expuesto por el señor procurador ge- 
neral, se continua la sentencia apiada en la parte que ha po- 
dido ser materia deí recurso. Notifíqnese, repóngase et pa- 
pel y devuélvase al tribunal de procedencia. 

A, Bermejo. — Nicanor G. del 
______ Sol* b - — D. E. Palacio. — 

MÓN MÉNDEZ. 



FMJJDS DB " COiTE SUPREMA 

frfv atmpHmicHto di' contréto, 

m¿<Mói ir En los iinctos seií« p* o contra vi Banco 
Hinntevari.. Xaci-nal no procede el recurso Oídittanp 
apelación que antoría el articulo de la ley *Oj3, 39 
.p' en ello.* no es parte la rtáctéfc , • 

- ■ Vn fallo que declara que el Banco tl«l**ecano 
■ Nacional está obligado directamente para con los Com- 
pradores de bienes vendido* por él. a escriturar v hacer 
entrega de ésta,, y q«e deben dirigir** contra el las ac- 
ciones derivada» de la falta <le cumplimiento ele esa OMÍ- 
gacion, tv> desconoce ningttna excepción acordada a 
llatico por sus leves orgánicas, ni es in^patibte con el 
carácter que él misino inviste, con arrezo a su estatuto, 
al jecuiar los bienes de jjófl deudores morosos: y el re- 
conocimiento de la acción directa contra el Banco antes 
.iel otoriíamiento de la escritura, lejos de repugnar a 
disposiciones de sus leyes ongánica*. es una consecuencia 
necesaria de la situación «pedal q«e le creana as atr- 
iciones «ue las misma* le otorgan para facilitar su 
acción. 

Case; Lo explican las piezas siguientes: 



S1?STBXC1A DEL. SEÑOR JVtZ KfiUMAl. 

, ]ilk> 24 ét IMS. 



Y vi-to.- Estos autos de los que resulta: A fojas 7 _« 

L mm Hermano., diciendo: M ue emaWa de,,a^.^ 
.1 Banco Hipotecario Nacional en mentó de m hechos si- 
lentes: cJb de dos bote*» * -mpra-venta que acompa- 



* 
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Él uue el * de octubre ®& los añores AlUaca Merma- 

Nacional los ***** "^d^ *l 
lia i*ir as ruinas oe > > * - . ,. , ( 

r Banco í * 

Que Mi .nan.Un.es tan «.«P«do M ■» f*Sgg 
WblS anón*!., el Bañe., por * T235Í? 

tw redlda la posesión de í» »"^S í 

' . „. irr ,_ a recüñr esa poseSiofi en vista * «l ue 

i«. mm ^^Sr¿»t^ Si 

t* casas w» 1 T™ .-1 rímete faltando bienes 

no* une tuvieron cuando sl- efectuó el rainue iaiw 

j j .u 1- rnriimacióil v lio atetante uejo pa>«n 

consta.» la venían de la rtf ^ ■ (W ^ ,„ letos 

U» «sema <l.as a f *" dar la poéfeígn a s»s 

intoreiei v daño» v perjuicios. 

Q« por roda clesución recibieron del 

Riéndole? saber „«e ^Tfc«iv - ta 

cim.es del caso, las M»e deberán tañerse eícema. 
fondos entregado* por Albaca Hermanos, 
gue. por lo «anro. e. Banco Hi^ano 

-Tdefío^^^ 
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del código civil, por lo que pide que sea condenado a devol- 
ver a ios MftóieS Alinea Hermanos la suma de !2.5«4 p**C«8 
con 0X7 milésimos moneda nacional, con mas sus interese-i a 
estilo de Banco; al pago dejos daños y |>erjuicios irrogados 
y que se irroguen en e! íutuni a >u^ tóán (láfütés y al ife las 
costas del juicio. 

Corrido traslado, lo evacúa a tojas don José I Vidal 
por el Banco Hipotecario Nacional, exj uniendo: que sostiene 
vil primer término que el actor carece dé acción para pro- 
mover juicio al BaiKO, en su carácter propio, por cnanto 
usté, al proceder a la enajenación en remate de los inmuebles 
(pie le son afectados en hipoteca por sus deudores, lo hace 
en representación de ésto* y en ejercicio del mandato irre- 
vocable que le contieren lo* respetivos contratos de présta- 
mo y los arlícnlos 71 y 72 de la ley número *i7¿ «l"* 1 ri í e su 
funcionamiento. Que en este caso la venta de las propt lade* 
a que se refiere el actor, ha sido efect natía en suliasla i»or el 
deudor del préstamo respetivo, -i-ñor Manuel Maletín, dueño 
exclusivo de los inmuebles afectados, como le consta a Alin- 
ea Hermanos, y es por cuenta del señw Maletín que el Ban- 
co ha realizado el remate qUe es la cau^a de la cuestión pro- 
movida, percibiendo para servir el préstamo respectivo, la su- 
ma cuya devolución se demanda. 

Que habiendo obrado el Banco en representación legal 
del señor Maletín, no está personalmente obligado con Alba- 
ca Hermanos, puesto que basta la ley común así lo prescribe 
claramente en el artículo 1.930 del código civil. Xo existien- 
do por la tanto ninguna vinculación jurídica correlativa a una 
obligación personal de oarte del Banco Hipotecario respecto 
de Albaca Hermanos, éstos carecen en absoluto de acción pi- 
ra iniciarle este juicio. Opone, en consecuencia, la excepción 
perentoria de falla de acción y. pide que haciendo lugar a la 
misma se rechace la demanda instaurada. 

Que para el supuesto ca-o de que no profiere la excep- 
ción opuesta, agrega, qué aunque <e considere al Banco como 
•parte en los contratos de venta a que se refiere la demanda. 
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¿sta cp impropíente por estar en desacuerdo con las cláu- 
sula* Éfe ¡tas mismos, con los principios elementales que ri- ' 
gen I;i> obligaciones convencionales en materia civil, y con la 
realidad ile los hechos que la sociedad actora falsea a su ca- 
pricho. 

Que el Banco no ha faltado a dicho* contratos, sino la 
demandante, quien sin motilo legal se ha negado a recibir 
Vn) itmiubles con lo cercado, plantado y chivado como» rezan 
■s boletos de venta y a elevar éstos a escritura pública, ha- 
ciéndose. por lo tanto, pasible de las responsabilidades conte- 
nida- en el articnlo 7 de los mismos, en cuyo mérito el Banx> 
ha ejercitado su facultad de declarar rescindidos los con- 
tratos. 

Que ninguna dificultad existia para que el Banco pudie- 
ra hacer la tradición tanto pronto como Albaca Hnos., de- 
pósttó el saldo .del precio de compra y la solicitó en el acto 
mismo o sea el iH de enero de !9*k ™* habiendo antes in- 
terpelado al Ha neo por las supuestas desmejoras descriptas 
en la demandé y haciendo sin observación la oblación det 
saldo. 

(¿lie. además, el Banco no estala obligado motu propio 
a conservar las cusas en el estado en que se hallaban a la épo- 
ca del remate, pues el contrato de compra venta de inmuebles 
sólo se formaliza como obligación de dar a cargo de vende- 
dor. con las responsabilidades consiguientes, desde el momen- 
to que -e celebra por escritura publica, articulo 1.184. inci- 
so i,° código civil ; ante* de tal oportunidad et boleto sólo im- 
porta para las parte- una obligación de hacer conforme al ar- 
ticulo 1.185 del código citado. Que. por lo tanto, aún acep- 
tando que las desmejoras mencionadas, cuya existencia des- 
conoce, Si' hubieran producido después «leí remate, no han po- 
dido autorizar a la contraria para negarse a la tradición que 
solicitara y que el Banco pudo dar. Que. en consecuencia, 
este por su sola autoridad y en ejercicio de la facultad que 
le confiere el artículo 7. ya citado, rescindió et contrato por 
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-culpa y bajo la responsabilidad de Albaca Huo>., termina ft£ 
licita»' lo no Éte baga lugar a la demanda, con costas, 

Abierta la causa a prueba su produjo la que expresa el 
.criitUafl.» de fojas uo y ta de fojas 128, habiendo alegado 
\ái partea a fojüS 139 >' l 47- se Maman m autos para senten- 
cia a fojas 1 53- 

Y eütnsiáiecaoíío: 

L pue la cuestión que ei juzgado debe resol ver eri jjjñr 
mer término es la que >e refiere al derecho que los deman- 
■ Utiics deíten para intentar la acción promovida. 

De 1.» boletos dé compra venta de fuja* 5 y í>. <|ue fun- 
damentan la di-manda, -e despnnde que los >eñnrc> Albaca 
HeriiiartOíS, adquirieron 01 público remate las propiedades ob- 
jeto de la litis, con sujeción a "las dis¡>osieioues y reglamen- 
ta del iíaneo Hipotecario Nacional". 

Ahoni bien, la ley número 8.172 trata de la representa- 
ción <p |C |S;,,H " t, Í 4 ' rce ,lc ^ ,kml(H;r *- cntrt in tíl 
articulo 7 T cuyos incisos 1." y .V dicen refrán-amenté: que- 
da facultado para practicar ppf cuenta del deudor todas las 
reparaciones que se consideren necesarias en el Bien hipote- 
cado, pago, de impuesto, y cualquier otra medida conducen- 
te a la conservación de la propiedad; para representar al deu- 
dor en cualquier juicio que pueda pronto vérsele, en contra la 
propiedad O para iniciarlo contra terceros detenedores, etc. 
íSIto conduce a la conclusión de que no tratándose de acciones 
personales, de la institución, toda demanda que no pptgt en 
tela de juicio los inmuebles Injxitecados, debe ser deducida 
contra los propietarios, quienes conservan su carácter de ta- 
les mientras cumplan las obligaciones une les impone la ley 
orgánica o basta que el mismo Hattco o un tercero queden su- 
brogados en lodosv obligaciones. Y en el caso Ítt6 JMtaf l¡0 
se lia alegado que los daño* que se dicen producidos en la 
uropiedad > que motivaron la negativa de los actores a rect- 
¡ñr la posesión, binan sido causados pir el Canco. Gmm man- 
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dataria o representante de su deudor y habiendo contratado 
<i nombre de éste ck* conformidad a Ja ley de su creación y 
dentro del límite de >su mandato, no queda, pues, personalmen- 
te i «Migado para con los tercero? con quienes contrató, como 
lo establece el articulo iA) t \o del C, C. 

Kn cambio el deudor. por dis¡x>sieion expresa del artícu- 
lo 52, de la ley «.172 no puede realizar acto alguno en la 
propiedad hipotecada que ]»erjiid¡que a los derechos o intere- 
f-es del L¡a neo y está obligado a poner en su conocimiento 
kkIo hecho que se produzca en la propiedad que tienda a dis- 
minuir mis derechos. 

II. Que teniendo como l»ase la demanda, hechos que 
han desvalorizado la propiedad al substraerse de la misma los 
accesorios enumerados a foja* y, pero cuya consumación no 
ha sido imputada al Hanco» es evidente que los actores ca- 
recen de acción para promoverla y. en consecuencia, su recha- 
zo se impone. 

III. (Jue en cuanto al fondo del asunto, queda elimina- 
do el pronunciamiento por haberse admitido la defensa de 
".ojie ac t iones oí/ií". 

Por estas consideraciones, fallo: rechazando la deman- 
da de fojas 7. con especial condenación en costas. Hágase 
^¡tlter, cópiese y repóngase el papel. — V baldo Benci. 
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Cordotw, julio 34 de ittlt. 

Y vistos f ¿Kl recurso de apelación interpuesto por los 
K-ñores Albaca Hermanos, contra la sentencia del señor juez 
federal de Tucinuán.dc fecha julio veinte y cuatro de mil no- 
vecientos diez y ocho, corriente a fojas 156 y siguientes, en 
el juicio seguido por el apelante por rescisión de un contrato 
y daños y per juicios y en la que se ha resuello rechazar la 
demanda de fojas 7 con especial condenación en costar 
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Y considerando : 

Que el falto apejadja tan sólo lia rtóuélttí la cuestión pre- 
via formulada pO* é representante del Banco HSpOttóáfb 
sobré falta dé acción riel demandante y en consecuencia. U 
cámara sólo puede pronunciarse sobre esa cuestión [oe es .a 
única venida en grado ante ella. 

<¿uc el juez a quo ha hecho lugar a la cxccpciós?, soTs- 
teniendo que el Manco Hipotecario, al enajenar ¡)or frtha de 
pago de sus créditos los bienes <|ue sus deudores le han dado 
en hipoteca, procede ile acuerdo eon tos contratos que con 
íos celebra y con la ley es¡>ccial que le rige, como mai «ala- 
rio de los tnismos. y, por lo tanto, no queda person díñente 
obligado para con los terceros adqui rentes tic esos inmuebles, 
quienes deben dirigir sus acciones contra los mandante-. 

Que rio cal* duda (pie el Banco al enajenar los bienes 
hifM.iecados, lo hace en nombre de sus dueños que no (wir 
halterios dad-» en hipoteca han ¡>erdido su dominio: pero lam- 
inen es evidente (pie en tales casos obra en beneficio propio, 
con el objeto de llagarse sus créditos en virtud de facultades 
especiales que le acuerda la ley y de un mandato .tío' <f¿a¡rh 
en cuya virtud procede por si mismo, sin forma dé juicio y 
sin intervención alguna de los jueces, a ejecutar a sus deudo- 
res, sacando a remate las finesas a f celadas ;i su crédito y con- 
tratando la enajenación con los terceros en forma tal que, 
por Ü*ia parle. ÉStOS quedan obligados directamente hacia éi. 
no sol ¡miente a la entrega de la seña y pago del precio en 
forma y plazos estipulados, sino en cuanto a los efectos de su 
po-ible faha a lo convenido, en cuyo caso el líanco se reserva 
el de demandar el cumplimiento del contrato con daños >' per 
juicios o de resol verlo sin necesidad de imerpelaeión judi- 
cial, con pérdida de la seña a su favor, y i>or otra parte, pon- 
irae, también, directamente hacia los compradores la obliga- 
ción de escriturara y la de hacer entrega de tu vendido cuan- 
do ésta se solicita en el momento de oblar el saldo del pre- 
cio de la venia. AnícutaÜ & y siguientes. %i. "7 > 7— lc y 
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número 8.172 y artículos 4.", (\'\ 7.'. y K," ; boleta de venia 
He fojas 5. 

Que en estas condiciones, con un manda ÉO irrevtjcable y 
con facultades que unía na n di" la lev, el Fía neo. si bien vende 
y otorga escritura a nombre del propietario, ultra en negocio 
que también y principalmente le es propiu desde que tiene 
|ior objeto el nago de su crédito y es por ello que para ase- 
gurar esta finalidad, contrata directamente con los eoni| ira- 
dores la obligación de ejercitar sus derechos de (troitirtitur 
hit rcm si(atn sin su intervención y aún contra >u voluntad, 
escriturando y cumpliendo el contrato con la entrega de ío 
vendido. 

(Juc siendo esta asi. no adíe duda alguna de que esa 
obligación es exigióle directamente al Banco como también 
de f|tte las acciones derivadas de su falta de cumplimiento 
como la de rescisión, devolución de precio y daños e intere- 
se» que se ventilan en el presente juicio, deben dirigirse con- 
tra él y no contra sn deudor. 

(Juc corroboran esta conclusión las estipulaciones con- 
tenidas en los artículos í>." y 8." de tas ljoletas de venta de 
fojas 5 y (1. el primero de los cuales establece (pie si al oblar 
el precio el comprador no solicita ¡Hir escrito la tradición de 
Id vendido, ésta se considerará hecha con relación al Banco» 
y el segundo, que "ti miada la escritura cesan las relaciones 
entre el iíanco y el comprador" lo <|ite demuestra que el mis- 
mo Cauco eiftendió que estaba obligado a hacer por si la tra- 
dición si le era reclamada, que tenia basta" el momento de 
escriturar el contrato, obligaciones directas con el comprador 
itnpuesta |>or la convención y por la ley y que recién después 
de ese acto, éste tendría en lodo caso (pie dirigir sus recla- 
maciones contra el deudor ejecutado; 

Por estos fundamentos ise revoca la sentencia apelada y 
se resuelve no hacer lugar a la excepción de falta de acción 
opuesta por el Iíanco Hipotecario Nacional y se ordena que 
bajen los autos para que el inferior se pronuncie sobre las 
demás cuestiones planteadas por la lilis contentación en el 
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juicio, sin tosían H&ípi*: salter. tranxrilwse y repuestos los 
¡sellos devuélvanle. - - Mtt&mo ÜiMsáles. 4. K 
— - .4. Bt rdiic. 



KW.Ijo IT J.\ l-t'RTK SUI'RKM A 

Himnos Aire». Octubtt l> de IB». 

\'i*tos: tus recursos tmcrpnest"s por el HaiKo Hipote- 
cario Nacional Éfl autos cotí Albaca Hermanos, contra la sen- 
¿eneiá p^ntinciadá por la cámara federal de apelación de 
Córdoba, y 

Considerando : 

One el recurso ordinario dé apelación és? improcedente 
t n la eSpetíé (M>r no hallar-e comprendido él $0sffilti jni- 
cio en ninguno de los casos previstos por el articulo 3." de 
la \v\ número 4.035. ya que no se trata de demanda contra 
la nación ni es ell:i parte en el EfÜgj& 1 Faltos tomo I02, pá- 
gina 237 y totnp 107. página 226». 

(Jue el recurso extraordinario lo funda el Hanco en .|ne 
la sentencia de la cámara federal, de fojas 217, al desestimar 
la excepción de falta de acción, ha desconocido la exención de 
responsabilidad que alegó al contestar la demanda, basada 
en las disposiciones de los artículos 64. 7' > 7-* # ley nú- 
toen» K.I72. 

Une la argumentación del recurrente para negarle acción 
al demandante se apoya en que, al enajenar el Banco los me. 
tics de sus deudores, procede exclusivamente como manda- 
tario de étrJ& y dentro del limite del mandato, no iucnmbtcn- 
dole. por lo tanto, responsabilidad alguna pór razón de ta- 
les actos. 

One ta sentencia recurrida, sin desconocer que el hanco 
Bipotecaríó Nacional procedí en nomine del deudor moroso 
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al enajenar y escriturara los bienes hipotecados, declara que 
dicha institución obra en negoció que también y principal- 
mente Tu es propio, desde que tiene por objeto el pago dé su 
crédito y es para asegurar esta finalidad que contrae direc- 
tamente con tos compradores l;i obligación de ejercitar sus 
derechos de protifralor In re ni j¡uum, escriturando y cum- 
pliendo el contrato con la entrega de lo vendido, sin inter- 
vención y aún contra la voluntad del deudor. Agrega e? fallo 
mencionado, que de lo (pie antecede se desprende que esa obli- 
gación es exigible directamente al Banco como también que 
las acciones derivadas de su falta de cumplimiento. Cómo la 
de rescisión, devolución de precio y daños y perjuicios, que 
se ventilan en el juicio, de tan dirigirse contra él y no contra 
SU deudor. 

(Juc estas coiiclucinncs del fallo cuya, revisión se recla- 
ma en esta instancia extraordinaria, no desconocen ninguna 
exención acordada al Banco Hipotecario Nacional i>or las dis 
posiciones de sus leye* orgánica.--. -Vo liay en éstas más li- 
mitaciones a su responsabilidad que las que establece el ar- 
ticulo <>4 de té ley número K.17J. que son extrañas al obje- 
to de la acción (pie se ejercita en el juicio, pues se refieren 
a la eviectón y saneamiento y a la demora en la escrituración. 

Que no puede decirn- tanq>oeo que dieba decisión sea in- 
compatible con el carácter que el I Janeo ha investido, con 
arreglo a su estatuto, al ejecutar los bienes de su deudor mo- 
roso, desde qtte al realizar este acto no ha procedido como 
un mandatario común que no compromete su responsabili- 
dad personal cuando obra dentro de los limites del mandato, 
sino que ha enajenado en su interés, las propiedades que le 
estaban afectadas, ejercitando facultades propias, derivadas 
ríe sit lev orgánica y del rcspecti\o contrato y asumiendo para 
el comprador las obligaciones consiguientes. I Doctrina de los 
fallos <W esta corte, tomo 63. página 2^) y lomo So. página 107 1. 

Que el reconocimiento de la acción directa contra el Bali- 
to antes del otorgamiento de la escritura, lejos de repugnar 
a las dis|M)sicioues de sus leyes orgánicas es una conseeucn- 
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cía necesaria de la situación especial creada al establecimien- 
to demandado por la- atribuciónes que le Kan oirn-gado esas 
mi -mas leyc cmi el pn -pósito de facilitar su acción; y es 
asimismo un corolario de la actitud pasiva impuesta al deudor 
ITtoroSO durante el curso de la ejecución. Oésíle el momento en 
que el Banco adopta la resolución tic eje- otar el bien hipote- 

eadn. queda legalmente investid" i de todos los derechos de su 
deudor, Se halla garulla río para proceder a la venta del in- 
mueble "jHír ¿i y sin furnia de juicio", para otorgar la res- 
pectiva escritura de venia a favor del comprador; pora subro- 
gar a e-te de lodo dos los derechos y obligaciones del deudor 
sobre dicho bien, y [jara fiarle la posesión del mismo sin la 
presencia fiel deudor ejeeuiado i artículos 5¡S y 72 de la ley 
mimen» 8.172). De este conjunto de facultades excepciona- 
les que se ha considerado necesario otorgar al Banco para el 
htttcionamienio fie su delicado mecanismo, derivan lógicamen- 
te deberes correlativos, y por consiguiente, es el Banco el «pie 
asume la obligación di* otorgar la escritura de venta, la de 
dar la posesión del inmueble vendido y la de ejecutar todos 
aquellos act<>-í indispensables par trasmitir al adquirentc el 
dominio de la cosa vendida. Ks |>or eso mismo que ¡ncumlrv 
al Banco di -cutir con el comprador todo lo relativo a la etí 
cavia del contrato mientras la venta no haya quedado jH-rfec- 
óiónáda por la escritura pública, pues si el deudor ejecutad*» 
se halla excluido de los procedimiertos de la ejecución, es me- 
nester íjue haya alguien con quien poder debatir judicial o ex- 
trajudicialmente esas cuestiones y ese alguien no puede ser 
sino el Banco que es el vendedor del inmueble y el principal 
interesado en llevar a lenuino la operación. Kn una palabra: 
o se reconoce que es el Banco a quien corresponde interw- 
nir en las cuestiones que promueva el comprador antes de 
suscripta la escritura © habría que llegar a la conclusión inad- 
misible de que el comprador no puede oponer ningún reparo 
legal a la' validez o eficacia del contrato, ya que la intervención 
del ejecutado no sólo trabaría la acción del Banco y podría 
fiar lugar a ex m fl icios y confabulaciones en perjuicio fiel aeree- 
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dor Iit|n becario, sino rpie sería además, ¡neoiidliable con la 
facu (tari fiel establecimiento de vender "por <i" los bienes hi- 
pcfeeagfea y con la relación de derecho directa ime le ha crea- 
d<> cun el comprador td ejercicio <!e esa atribución. 

Por estas consideraciones y las concordantes de la sen- 
tencia .ceurrida. se !a confinna en cuanto pueda haber -i fio 
materia del decursn. Notifícese y devuélvanse al tribunal de 



A. ííkrmkjo. — Nicanor O. del 
ÉtoLAR, — D. F Palacio, — 
J. ímmPA A (.corta 
món 



iH't-ioMií Cófjtm dott J ose Putpmii sobre rckwdicaciúi . 

Sumario: i." Atenlos [os efectos jurídicos de la prescrip- 
ción trciutenaria y sn cnráeler prevalente sobre el mejor 
de los títulos, para i]ite pueda prosperar la pruelta tes- 
timonial que a diehn D&SfSjSn se refiere, debe ser chira 
y terminante. 

2." Véase el número ¿r del sumario de la causa 
que se registra en el tonto t>.i, página 2^ y el núme- 
ro 2." fiel tomo página Ul, aplicables al caso. 

,V No implica mala fe en el demandado ]n>r rei- 
vindicación, el conocimiento míe, o»n posterioridad a la 
fecTífl de adquisición de la cosa, líütihíSe tenido de la falta 
de derecho de los otorgantes de la- escritura:* Respec- 
liv.is. para vendérsela. i.\ los efectos fie la iv-iit;ic¡m- de 
los frutos). 



Caso: I,o explican \&$ pie/as siguientes: 



ÍTÍH KAI.ljOg PE I»A CORTE SUPREMA 

I.n Pl»U, Julio 22 de 

Y vistos: Esté ¡uícib seguido l*° r el fisco, nacional con- 
tra don Jbáé V#oni. -"hrc reivindicación de tres f racen 
iies íK- itera áát¿ÍSS en la ttn^vnnd.i. coti tin total de doscien- 
tos cuarenta S miévís itti) cuain.aemos diez mémá con se- 
senta v cinco centímetros (2ft4*ó¿$ m. e. i, del que resulta: 
Primero: QU* el JA <|e febrero dé el procurador 

tU..' de esta se^ciori sr presentó fundando Sil acción en los 
luientes hechos v consideraciones : «/ IX-ereto del poder efe- 
cirtívo naítonái t? é f¿Urcro (te i*»'>. <»rdenandu la «IV 
eiaeién d.-l juicio: t>J Domini.. privado y eminente que ha 
ejercido el gpteno provincial de Buenos Aires, realizan- 
ííb actos dé proletario;, tales corno Habet hecho mensurar en 
fíjtaa y e|cctítódo otros actos qw imi»ortahan afianzar e1 do- 
miiiio'fiscit: c) Lev de enero n de mediante la cual la 

legislatura provincial declaré inenajcnahles los, terreno? de 
];, isla, ni euvr» cas.» no eran susceptibles de prescripción ¡ 
j) i.ev nacional numero 4.43'» y pmnfttfal de octtifcfee <4 
,1c TO04, aprobando la irnta necjta por la provincia de Bue- 
nos \ires al gobierno nacional del puerto «le M> Píáta * tl flg 6 
foniiáua parte íntegratite de á>jU#*. habiéndose establéenlo 
en el contrato "que el hecho de la cesión del puerto no su- 
tiOfú* el recoriociniíéiitb COOtO (le propiedad privada de h* te- 
rminé existentes en poder de particulares sin título legal y. 
p t >r él contrarié la provincia transferia a la nación U.dos los 
privilegio*, derechos v acciones para hacerlos valer en su 
oportunidad": s> Funda m derecho en los amados ->,¿54. 
2m> 2 ^ J -340 in«»» 953. 

j v ■ > vo. 2,4&¿, 2.y»7 y 3794 «'el código ci- 

vil y termina pidiendo se Haga llígar a la demanda con costos 

v cosías procésale*. 

Segundo: Qnr porfitló trabado r|« la demanda y des. 
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pues de sr^uim-iar diversas incidencias, >e emítela W fin 

derechamente aquél ;i fojas 114. por don losé Vojp ü, qiiicil 
aduce para pedir el rechazo di* la demanda que: emergiendo 
la acción que se intenta, del dominio, i*s necesario halier ad- 
quirido esté; asi como tamhién haber tenido la (loscsión. cir- 
emi Rancia esta última sobre la que guarda silencio el repre- 
untante del listo, limitándose a expresar que la tierra recla- 
mada fué comprada por la nación a la provincia : y s¡¡mdo 
éste el titulo invocado debe dejarse establecido que los de- 
rechos del fisco nacional son los cor rescindientes a todo com- 
prador, e* decir, que adquirió un derecho a la posesión misma, 
tjue el actor reclama una tierra que según su propia decía- 
ración no pertenece al ti sen. pues él mismo man i tiesta que 
fué cedida por lev 0.5011 a los señores Vickers Pon y Maxin 
Limiet.d, lo que imi>orta deHr <|iie el fisco reclama lo (pie no 
es suyo, incurriendo asi. en las penalidades de la plttS |»e- 
tio". I*«ir lo demás el actor no indi vidual i/a la tierra deman- 
dada. El fisco nacional nunca tuvo la |josesión de las tierras 
ocupadas ]>or Volponi quien es sucesor absoluto de los dere- 
chos posesorio- de los "torga mes de diez escrituras que acom- 
paña. Después de iMendeisc en consideraciones dirigidas a 
invalidar estos fundamentos dé liedlo y de derecho de la 
demanda y fundándose en los artículos J.450. i-.í.V*. $-'*7°- 
2.468, 2.474. -W4 ¡neiso O.». ,2.758. 2.778. y 4015 

código civil, termina pidiendo el rechazo de aquélla por ba- 
larse operado (a prescripción en virtud de la posesión de trein- 
ta años, iodo con especial condenación en costas. 

Tercero: Que recibida la causa a prueba Se produjo la 
certificada a fojas 105 y habiendo las partes a legado sobre su 
mérito, la causa quedó lista para definitiva. 

Y considerando: 

1." Que tal como la litis ha sido trabada, corres pon,, 
de estudiar v resolver primi>rdialmente sobre la preseripcióti 
alegada: y. con referencia ú la iinprc-criptihilidad alegada 
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por el actor, debe séñálársé ante tóáb qm. ¡»ui cuando íina 
ley provincial como es la de ii de enero de tW'". puede, «*n 
«.nleii a lo que dispone el artículo 2.237 déj código civil, de- 
clarar inena jenable un bien determinado, lo que no impor- 
ta decir que la mencionada ley tuviera ese propósito, desde 
que de sus términos resulta evidente que los terrenos de la 
Ha Santiago no fueron puestos fuera del comercio, sino sim- 
plemente re ser va di*- para ser vendidos en otra oportunidad 
o para darles "tro destino, aún cuando ¿sta sea la interpre- 
tación de aqüétfa ley. digo, déne tenerse en cuenta une la 
tierra en litigio no forma parte de la Isla Santiago a que 
dicha ley se refiere, al hablar de la Punta y Monte Santiago. 

_V Que con respecto a la prescripción adquisitiva opues- 
ta por el demandado, el articulo 4.015 del código civil esta- 
blece que m prescrifc¿ la propiedad de cosas inmuebles y de- 
más derechos reales jjor lo posesión continua de treinta años, 
con ánimo de tener la cosa para si. sin necesidad de título 
ni de buena fe de parte del posedor y sin distinción entre 
présenles y ausentes Y. cabe preguntar. ¿Ha justificado 
Volponi este extremo? La pnieba prorlucida con este fin es 
la testimonial míe corre do fojas 142 en adelante, en la que 
deponen site testigos al tenor de los interrogatorios de fojas 
142. v 187. cuyas re-puestas afirmativas comprueban : que Vol- 
poni v sus causa-ba Inentes han poseído el terreno que se rei- 
vindica desde más de treinta y cinco años atrás a título de 
dueño, sin interrupción, qi ieta y pacificamente, lo que sa- 
ben y les consta: a Manuel Nadal, de 7» aflbs 1 fojas 145) 
porque bacía 46 años que reside en e*e paraje y ha visto los 
terrenos: a Silvi-tre Pereyra l fojas 148) de 61 años, a Do- 
mingo r.»rliini (fojas ifá) de años, a Andrés Rapallíni 
(fojas jjí 1 de 72 años, a líarlomé Damonte i fojas 2271 de 
62 años, a Antonio Kapalliui ( fojas 2,17) de 77 años y a Per- 
tiardino Conti (fojas 253 v.) de 7« afn¡s. todos los cualef di- 
cen también residir desde hace más de cuarenta años en e«>* 
parajes, luzgadas est^ declaraciones a la lux de la sana crí- 
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tica, teniendo en cuenta Ja edad de los testigos, la uniformi- 
dad fie sus respuesta?, la razón de sus dichón que demues- 
tran el conocimiento exacto del hecho sobre que deponen y 
el no haber sido objetadas por el actor» merecen a juicio del 
infrascripto el crédito preciso para dar |>or probada la jwíc- 
sión publica, pacífica y sin interrupción por más de treinta 
años del terreno cuya recui* ración se persigue y que. por lo 
tanto, puede oponerse legalmente esta posesión, que equiva- 
le a un verdadero titulo, al presentado por el actor (artice 
los 4.013 y 4.01Ó1 tanto más citante» que «■! demandado ba 
agregado diez títulos que coren de fojas 155 a 179 que jus* 
tifican la adquisición de derecho* y acciones a la posesión de 
la tierra que se reivindica. jxjsesión que puede unirse a la 
suya actual, conforme a la regla del articulo 2.476, ya que, 
según lo establece Machado, existe entre las dos posesiones 
un vínculo de derecho que los une, es decir, un titulo que 
trasmite la cosa. (Tomo VI, página 420). 

3." Que la mensura llevada a cabo en 1802, por no ha- 
berlo sido previa citación de linderos y por caracer de otros 
requisitos legales, es indudable que no constituye de parte del 
fiVco Tin acto posesorio con fuerza para interrumpir la pres- 
cripción, en cuyo caso resulta incuestionable qMe la razón y 
el derecho están de parte del demandado. 2 

Por ello y definitivamente juzgando, fallo: no haciendo 
lugar a la reivindietción demandada, sin costas, por no en. 
contrar mérito para imponerlas al vencido. Notifiquese en el 
original, repóngase y archívese en su oport unidad. Ksta sen- 
tencia consta de tres fojas, todas ellas rubricadas por el in- 
frascripto. — Clodomiro Zaratia. 

<KS'\ i;nci.\ PE La C Ama ha fkdkral 

La Plata. Afotto 10 tfs IM«. 

Y vistos: fistos autos traído- en apelación por el minis- 
terio fiscal en apelación y nulidad de la sentencia pronunciada 
a toja- doscientos cincuenta y nueve. 
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r-.r Sos fundamentos de diclíá sentencia: y cnnsidr. 
randb» ade¿rtá& «u lo «ue respeta n las razones eti íníe Han 
sido sustentadas en esta instancia los recursos deducidos. 
Ojie él señor juez a quo se ha pronunciado .ubre- la interrup- 
dón (le la prescripción ajeada en la demanda, aunque no haya 
rxaminndo -ni detalle todas y cada una de ía* razone* en. que 
él actor la lia fundado: v esta circunstancia es insuheiento 
¡ Kl ra producir la ú\üm¿ «le la amencia, según jurisprudeu- 
na reiterada «le esta cámara, desde que ha híihido pn.num 
cittitóriéO sohre el punto alegad,., la interrupción de ti. pre-- 
eripeión . 

One examinando en detalle los hechos adüddug al vv- 
pccto^KT la parte adora, calle observar que la prueba produ- 
cida para establecerlos, tiende a constatar que el demanda- 
do no protestó la mensura ríe Krausse i ni la de Vi- 
,asoro MO07K tí * M gobierno de lá provi.uia eme 
intimó á los ocupantes de la isla Santiago el arrendamiento 
de los lotes que detentaban. bajo pena de desalojo u<kh>, 
faé\m que efectivamente no han podido ocurrir, pues Vol- 
honi no era a *W fechas leedor, ya qué la compra .le cíe- 
recale* v acciones más antigua de las que revelan las escri- 
tura^ angada* a e-tos autos, apenas sí remonta a nnl no- 
vecientos trece, 

One. l-or otra parte, el hecho de que los antecesores de 
VolpbBl ni |? cesión de las tierras. f n?tl no. 

viento, cuatro, no hubiesen acatado el decreto del gobierno 
de la nroviucia qne les intimáis el arrendanu-nto. lejos de 
«« reconocimiento del derecho del estado, tiende . 
exchufÍ6í habiendo este tribunal en más de un pleito análo- 
go considerado que el acatamiento del referido decreto so- 
licitando el arrendamiento, demostraba que W había existi- 
do en los poseedores el animtu requerido por Ta ley para que 
la |M)se-ión se considerara a título de dueño y diera lugar a 
la prescripción adquisitiva. 

. Oue tatn^EÓ constituye un acto de reconocimiento de 



rn; jrsTrciA orc ¡.a nación* 



383 



lo- derechos del fisco, l:i imiisión del pago de los impuestos 
de ci mi ri luición directa, omisión, por olra parte, no demos- 
trada en auto-. 

Que. por último, la eficacia de la prueba testimonial ríe que 
hace mérito la «en l encía apelada, no puede ser perjudicada 
jx>r la mera circunstancia de qtfé el interrogatorio que sirvió 
par el examen de los testigos, contenga la determinación de* 
los linderos y orientación de las tierras ftl litigio: porque ta- 
les determinacinues han sido en el caso indispensables, dados 
el numero de lotes de distinto origen que forman las dos frac- 
cione* q»e Volponi posee, la irregularidad de sus formas, y 
el gran número de vecinos linderos, todo lo que hacia impo- 
sible eMtgir que los testigos pudieran, de otro modo, saber 
la tierra a que debían referirse en sus respuestas, o designar 
aquélla sobre cuya posesión tenían conocimiento. 

I'nr tanto, y no haciéndose lugar al recurso de nulidad, 
se confirma en todas sus partes la sentencia afielada. Noti- 
fique se y devuélvanse. — /?. (¡uhlo LavaU?. — .Jnhwio i,. 
Maremi&Q. — José Marcó en difidencia). 



iix insumisa \ 

Vistos. Considerando: Que interrogadas los testigos de 
don José Volponi, de si es cierto (expresiones éstas indebi- 
da ~ estrictamente, porque -se asemejan, si no lo son. a tas afir- 
mativas de los hechos, de cómo es cierto, propias de las ] po- 
siciones, y no interrogativas tfiiu corresponden a los testigos, 
siendo la diferencia que asi se anota, de alto significado en los 
litigios), interrogados de sí es cierto, se repite, que don José 
Volponi posee tranquila y públicamente las dos fracciones 
de tierra discutidas, teniendo los linderos que se les mencio- 
nan, contestan toctos afirmativamente. Nada dicen, ni se les 
pregunta, si esa posesión de Vol|)oni es con ánimo de dueño, 
desde los tre* ó cuatro años a que se hace remontar. Pre- 
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juntas y contestaciones segunda, tercera y sexta de foja» 14-*. 
143, 144. 147 vuelta, i8<). 224 y siguientes. 

Oue i hUt nonios en la misma forma, acto segiudo. fie 
si es cierto que los numerosos antecesores de Vnlponí. de cua- 
renta n más años tle posesión, tuvieron esa posesión a 
lililí., tle dueños tOííos contestan ¡>or igual que es cier- 
to, pitó no dan la menor razón, a pesar tk* qué ¡u>is. 
ternemente les ha sido n-querida, y no la dan porque, del he- 
cho de abrir zanjas y plantar árboles en las tierras, que es 
[O úmYo que le> consta tle positivo, según declaran, no >e si- 
gUé necesariamente que aquéllos hicieron como propietarios 
o con ánimo de serlo estos trabajos tlel alean fe también al 
fin tle iodos los libriibres por conceptos de intrusos, simules 
íicu|>antcs y otros en precario, y que hasta alguna- de íí>S 
mismos testigos refieren hal»er hecho para ayudarlos. Ksa ra- 
zón se parece en lo fundamental a la del testigo en otro asun- 
to igüai fallado va. de que. a su juicio, el demandado ]»>r rei- 
vindicación era dueño, porque le pidió, y él le con-iruyo un 
horno de pan! V que ello jmjh lo demás, jen así. se constata 
con la sola lectura .le las preguntas y contestaciones cuarta 
y séptima, fojas 142 a 14«>. -'-4 > siguientes. 

Que con los diez testimonios de escrituras ríe fojas cíenlo 
cincuenta y cinc» a fojas ciento sesenta y nueve en que con- 
siste la otra prueba traída por don .J. Volponi. justifica sáh 
liahcr comprado las acciones y derechos de |>osesión que di- 
cen haber tenido las leonas que expresan, y en comproba- 
ción tle la cual fui- que presentó las declaraciones de acue- 
llo» testigos, deficientes sin duda albina, corno está expuesto. 

<¿ue dicho demandado, mies. 110 sólo no ha intentado pro- 
bar que está ¡H'isonahneiUe poseyendo, "con ánimo tle tener 
ia cosa liara d". siendo esa posesión y este ánimo, esencia- 
les para la adquisición del titulo por presen ¡leión treintena* 
ria con que se opone a la demanda, articulo 4.015 del código 
civil, sino que tunixico ha prohado que hayan tenido este 
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titulo las personas a las cuáles cütutíró sus SÉSicméa y dere- 
dios posesorios. 

Oue por lo i|iio atañe a todas las otra a pruebas con sus 
referencias, de la parte demandante, liase resuello ya a su 
vista, reiteradas veces, tratándose de tiewrcp eothp las que se 
litiga de las Isla Santiago, que estas tierras f^riium parte de 
ios bienes privados de la provincia de Huellos Aires, y esta 
pro\nneia, v sus sucesores al presente, inclusive la nación en 
e! caso, tienen su dominio, al igual que la acción de reivin- 
dicación . con más los frutos y productos percibidos y deja- 
dos de percibir, tal como se demanda (artículos J.Jyt y 2.77N. 
código civil"). 

Por éstos fundamenios y concordante* aducidos, com- 
prendiendo los que hacen a la nulidad, ])or el voto de la ma- 
yoría de esta cámara, se desestima ese recurso y se deja sin 
efecto la sentencia de fojas 250,. haciéndose lugar a la rei- 
vindicación de las tierras cuestionadas, dentro de diez días de 
ordenada la ejecución de este >enteucia. con más sus frutos 
y productos a contar desde la demanda, y las costas de pri- 
mera instancia. — Jíw Maná. 

1WU.O l>K 1$ CORTi; Sfl'RICAI A 

Bueno» Airei. Octubre s de Ifttf, 

Vistos y considerando: 

Quv !a sentencia apelada no ha hecho lugar a la acción 
reí vindicatoria del fisco nacional, por considerar que el de- 
mandado, reuniendo su posesión a la de sus antecesores sin- 
gulares, ha acreditado una posesión de más de treinta años, 
y, en consecuencia, su derecho encuéntrase al amparo de la 
prescripción que autoriza el articulo 4.015 del código civil. 

Que según se ha establecido por la jurisprudencia de 
esta corte, atentos los efectos jurídicos, de la prescripción 
treintenaria y su carácter prevaletiie sobre el mejor de los tí- 
tulos, para que pueda prosperar la prueba testimonial que a 
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dicha pq&c-siÓTi se téñété, del*- -vr clara y lerminanle. ( Pa- 
líos. lomo i-M, página ¿í*5 : l«iu<» página í.H >. 

Qué, entretanto, de los ^mIos presentados por ^Ótponi se 
despende que su posesión iná* antigua se remonta al año 
M>ij, y está cÍTítinscripta a la fracción CAiyos deiHecliOB adqui- 
rió (Itiñrt Juana Kjmrmandia y ptrO'S (escritura de fojas i-'» 1 - 
(Jnc t'l demandado no lia desconmido que por ley nú- 
mero 4.4JÓ de octubre 4 de HJ04. t-sas tierras fiierof) enaje- 
nadas por ta provincia de Kuenos Aires al gobierno nacio- 
nal (fojas 1151, liniiiándosu a alegar que ese «>• trato de 
eo:rpra venia n» puede autorizar la demanda, manifestación 
íiue i'.'ueee de eficacia en el caso, pues como lo ha estable- 
cido la jurisprudencia de este tribu nal, el convenio celebrado 
p0¡? la nación y la provincia de Hítenos Aires, aprobado ñor 
la ley del congrego, número 4.4.Í' 1 - virtud del cual ésta 
transfirió a aquélla el puerto de La Plata y los terrenos y 
e<msim 'iones *l l1t " «i '& expresan. im t »orta una cestón de 
acciones peí n?:tida, coii arrezo a ta disposición contenida en 
términos genéralo por el articulo r.444 del código civil, en 
virtud de ta cual la nación puede ir tentar en su interés las 
acciones que a la provincia compitieran, entre ellas la reivin- 
dicatoría, en su carácter de dueña originaria de la cosa, toíla 
vez que el a rúenlo 2I7ÍÍ8 y siguientes del mismo código \tcr- 
miten hacer valer contra el poseed^ títulos de propiedad co- 
mo los de la provincia, anteriores a ta posesión pretendida 
por los demándame-. I I*allos. tomo 04. Ingina 02; tomo 123. 
tJágina $5). 

Que tampoco ha negado el demandado que la provincia 
de Buenos Aires por decreto de diciembre 1" de íSqo nr - 
denara al departamento de ingeniaros la mensura de las tie- 
rras de la Isla Santiago, la que realizó en i«oJ- que 
pía zara a los ocupantes. i>or un decreto posterior a que ^ 
licitaran en arrendamiento Io< respectivos lotes bajo aper.i- 
Iñmiento de desalojo. Sin desconocer estas afirmaciones dtl 
representante del fisc.il i fojas 50 vuelta ) el demandado se 1i- 
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mita ;j sostenef qiu- esos aCtpa ¡lUerriipttvos de la pT^c-rip- 
cir.n "tampoco son -n ticu-iiu-^ para invalidar el titula de pro- 
piedad que se invoca", y por el iónica rio. demuestran que en 
las tierras afectadas por ta mensura existían posesiones par- 
i icnfnres. cuyos poseedores fueron conminados jior decreto 
dé J,í ele febrero de u>04 ( fojas ui< vuelta). 

(Jtte la mensura Aé referencia, según se fía estable ;¡d*. 
en casos análogos, si bien puede chimarse que im conslimyt *• 
un acto interrnpiivo de ta prescripción, demuestra oficien 
teniente (|ue el gobierno conservaba la posesión attiiittts y i a 
propiedad de estos terrenos en la época que Ta mesura í:i - 
inaplicada. Las ocupaciones particulares que según el de- 
mandado, compróla la mensura, demuestran !a tenencia del 
Corpits, jkto sin el aiiinws fassidendi, pues si así no fuera, 
los ocupantes a titulo de propietarios habrían producido actos 
que los acreditara como tales. no bastando a ese efecto, y cu 
general, ocupar una finca y explotarla en su provecho para 
inducir necesariamente que el (pie lo bace tenga ánimo de 
dueño, porque esas actos son comunes a otras cansas de ocu- 
pación, cúltiyoi explotación, etc., máxime cuando en el xah 
lite*\ü demandada lio indica un sólo hecho, tal como una men- 
sura judicial de *us cedentes. pago de contribuciones o a'go 
semejante, que demuestre claramente ante el legitimo dueño, 
— la provincia en el caso, — el ánimo de tener la cosa con 
t-1 carácter que se índica. (Fallos, tomo 122, página 114; to- 
mo 128. página 13 f, considerandos 8." y Q. 1 ', página 147). 

Que el articulo 4.015 del código civil establece que se 
prcse.rilw la propiedad de cosas inmuebles y demás derechos 
rea ks por la posesión continua de treinta años roth ánimo de 
tener ht eosa f*ara sí, y este requisito esencial de la prescrip- 
ción no ha sido probado *'clara y terminantemente", como 
se ha hecho constar en los casos de jurisprudencia citados 
en considerandos anteriores. Se ha prohado la ocupación 
j>ero no la posesión para prescribir, toda vez que úíta se for- 
ma de dos elementos : ta tenencia del eorf*tts y el animus pos- 
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jr.fi> . y si bíetí ta prueba ífetíiriotíial producida, es en gene- 
ral, hábil para que pueda tenerse por acreditada la ocupación, 
ño tiernüeitía que fots M$&¿$&&. 4«í demandado h- con su le- 
rasen ¡xwdoivs a tííiuifo de dfóRgbfc esto es. en condicio- 
no de adquirir ia propiedad p¿* la prescripción, y aiiféS bien, 
de sus «misiones ante la mensura y decreto del gobierno pro- 
vincial v venta subsiguiente al gobierno de la nación. que 
>e han 'citado, ^e desprende que los poseedores de qilieuo 
Vtifyoni deriva su titulo, han considerado precaria la ocupa- 
ción que tenían. 

Oue por lo que hace a la restitución de frutos, catie a% 
serva* cjlic de auto, puede deducirse que lia existido bu,ma 
fe de parte del demanda. lo. no sólo a mérito de la presun- 
ción legal que así lo determina, i articulo- >' +<»»*. 
código civil); sino porque" habiendo adquirido Voll»m esos 
terrenos a ululo onem-n. lia |«.dido creerse exclusivo señor 
de la co>a: v aítft sttp^nlencib que con posterioridad a la fe- 
cha ile adquisición el demandado hubiese tenido conocimiento 
de la falta de derecho de los otorgantes de las escritura^ qúe 
obran en autos para venderle lo* terrenos a que élhis -e re- 
turen, ello no implicaría mala fe en su ¡.oscsióii. como lo ha 
e-tabiceido esta COfte Süprcuia, (Fallos, tomo 114. pag* 
na yv). pues por expresa disposición legal, basta que haya 
existido buena fe en el momento de la adquisición. (Código 
civil, articulo 4.00S y correlativos). 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada. 
Hiehicndo el demandado devolver a! actor los terrenos de la 
referencia con frutos desde la notificación de la deman- 
da, dentro del término de diez día-. \ot¡ fuñiese y devuél- 
vanse. Remugase el papel ante el juzgado de origen. 

A. UlíUMKIO. — XlCANoH G, "UX 

Solar. — D. E. Palacio. — 

J. PlGÜRRQÁ Al.CoRTA, — Ra- 
mó>t Mí:mjk -, 
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Dan Rcífmo Lasca» o contra don Alfredo G. Gamba, por 
cobro de pesos: sobre inscribe ion de la matricula de pro- 
curadores. 

Sumaria: La resolucicin lite »n JÍ»Í3 f|s l'"* «llenando a un 
procurador que pstifi$ie estar inscripto en la ínatneu- 
la respectiva, de acuerdo a la ley w *c encuentra 

en pugna con las garantías «sagradas pOf los articu- 
lo. 14 v 19 de la constitución, ni con lo dt£pnf# |wr él 
artículo* i.8o<> del cmlign civil. 



£Wo : Lo t-Nijlicíui las piezas siguuntrs ; 



\t"TO l-KI. SKÑMK Jl lí/ Wt P«¡ 

Buen»* Aíret, |nll» I» de HW>- 

|nstiñi|tie el «««pareciente «tstar inscripto en la matri- 
cula "de priH-uradores de acuerdu a la ley número io-o/jO y 
se provena. — Oí' 



UTO Itfil. SKSIpK Jt'KZ DK l'RIMKJIA ISNTA NC l.\ 

Bueno* aúm, AfOrt j 35 de «». 

V vistos: 

Por >us fundamentos se confirma el aum apelado, y vuel- 
va sin más trámite al juagado de sn procedencia. — Arturo 
Seeber. — Ante mi: A. Steffens Solar. 
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Buenos Aires. Octubre II de iw> 

Visto.- > considerando: 

íjue el apelante funda el recurso (,-ni r:n inlin u rii» eii que 
l.i resolución dictada ni última instancia, al aplicar a un p^'t 
curador que nema en la justicia dé paz las disposiciones de 
9a ley to.ogó, lia vulnerado los derechos c< m>agrados por lo* 
artículos 14 y iq de ta constitución y por el articulo i.&)0 del 
código civil. 

(Jne prescindiendo de si ha sido o un correcta en el caso 
la aplicación de nnrt ley de carácter procesal como un la re 
gla me atavia de (a procuración. ]N«r ser ello extraño al recur- 
so del articulo 14 de la ley número 4S. | Fallos, tomo gfc pá- 
gina 1 iS. entré otros), reinita evidente que ni* se encuentra 
en pugna con los precepto- constitucionales y ilel código c¡- 
vil invocados |H»r el recurrente. Los derechos consagrados 
por el artículo 14 dé la constitución se hallan sujetos, como 
en el misino, se expresan, a la- limitaciones ipie en el inte- 
rés general establezcan la- leyes que reglamentan su eper- 
eicio. Kl artículo 10 consigna una norma general destinada 
a impedir que los funcionarios restrinjan arbitrariamente ÍOS 
dereclios de las personas fiero no tienen aplicación en el tul* 
/»(/fVi* en que la restricción lia sido establecida por una sen- 
tencia dftiiutiva que tiene en su favor la presunción de ser 
arreglada a la ley, (Fallos, tomó 10?. página 41 4'. y <iúé por 
otra parte ha decidido un punto de derecho común que no 
puede traerse para su revisión ante esta corte. Finalmente, 
tampoco puede sostener que !a ley número io.^í<>. en la f or- 
ma interpretada en e-te juicio, se encuentre en pugna con 
el articulo i.NV» del código c¡\*il. desde que las disposiciones 
generales sobre el mandato se aplican sólo subsidiariamente 
a las prm-uraciones judiciales, iCódii;.* citado, articulo 1870. 
íÚeiSO o ' ). 
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í'fir vlli> se declara que no existe cu la resolución ape- 
lada violación de los artículos 14 y '9 de la constitución y 
artículo 1.8o/» del código civil. Xoiifir|iiese y devuélvanse. Re- 
póngase el iKtpct. 

A. [!kriii:jo. — Nicanor G. diíi. 
Sola». — D. E. Palacio. — 

J. KjcrKHnA A1.01KT.V — Ra- 
món Mknokz. 



Fisco nacional contra don Celestino Hettes. por cobro de /»<r- 
tente y multa; sobre competencia. Recurso de hecho. 

Sumario : i." N'o puede ser revisada por la corte suprema en 
el recurso extraordinario del articulo 14. ley 48. una re- 
solución de los tribunales locales apreciando su propia 
competencia a mérito de disposiciones de carácter pro- 
cesal que no han sido impugnada* como contrarias a la 
constitución, etc. 

2. Las acciones fiscales jxir cobro o defraudación 
de rentas o impuestos tpe sean exclusivamente para la 
capital y no generales para la nación, se hallan exclui- 
dos de la jurisdicción federal. * 

Caso: ím explican las piezas siguientes: 

AUTO OKL SKÑOR JUIÍZ KN LO CIVIL 

Buenos Aires, lulto 12 dt IWK 

Auios y vistos, considerando: Que la excepción de in- 
compcUMv 'a opuesta en razón de ser la parte actora una de- 
|iendencia oel gobierno federal. 110 puede ser tomada en con- 
sideración ;i causa de lo dispuesto en el articulo m. inci- 
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so 5," último párrafo de la ley uij-ánica de fas tribunales de 
ta rápita!, en el que se encuentran expresamente exceptúa das 
del conocimiento de los jueces federales las acciones fiscales 
contra particulares jwr cobro de rentas 1» impuestos t|ue sean 
exclusivamente paira la capital 

One. aja-sar di- que la excepción de tahedad es impro- 
cedente dailo lo dispuesto en el articulo 41 de la lev todito. 
tm se ha proállictílb sobre esta excepción, ni sobre la de m- 
ci 11 upet encía ]H>r razón de la nacionalidad, prueba alguna mmn 
lo certifica el actuario cu este acto, en el término señalado 
por ei artículo |ir| (fe la ley 50 y atento lo dispuesto en el 
artículo JítJ de la misma ley. falln este juicio ordenando la 
cenia fie los bienes ejecutados, ha -ta hacerse integro pago 
el acreedor del capital intereses y costas. Ke.^td*» los, hono- 
rarios del ductor Ramírez en la suma de novecientos jkísos 
tu. .tuila nacional y los derechos proal ratorios de Voullier en 
la de trescientos ]>esos moneda nacional. Notifique Mel- 
«ñera. ííep. la f»ja articulo || ley d>Í¿8¡ $< $$$$0- 
Zapioia. — Ante mí: Juan jpd Coronado. 

achí m m c.\m\ka tí m, \i*Et.AaoNKS Ex mi dpi. 

Bueno» Aire*. A*»it(J t7 de 1920. 

Y vistos: Ajustándose la resolución t|ue deniega 1<k re- 
cursos interpuesto* a fojas M a lo dispuesto por el articu- 
lo $20 de la ley número 50. asi se declara y devm-hau>e sin 
n¿ l omite. Iíep. los sellos. - Pera. - rff h Torre. — Kf- 
petto. - - Ante mi : A'. frt Olmedo. 

mtTAMEN IiKL SÜÑOK PROCURADOR C.KKERAI. 

Bitinoa Airo». Octubre 5 de 192X1. 

Suprema Corle ! 

La rr solución de tojas 41 dictadas por la cámara prime^ 
ra de apelaciones en lo civil .le la capital de la nación en el 
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juicio seguidé por el ti sai nacional contra Celestino Kcttes 
I*ir cobro de un impuesto ele (Jálente y multa, no puede *er 
revisada por \ , K. en el recurso extraordinario de apelación 
qué acuerda v\ articulo 14 de la ley 48, como pretende el re- 
clínente, poi cuanto se limita a declarar bien denegada una 
a («elación fundándose en disposiciones de carácter procesal 
cuya constitucional i dad no ha sido desconocida por el mismo. 

Por otra parte, éste, en> el escrito de fojas 45, al apelar 
de aquella resolución, 110 lia cumplido con los requisitos que 
exige el articulo 15 de la lev citada para la procedencia del 
recurso ni siquiera ha huTicado disjjo-iHón legal alguna que 
autorice la aj»elación. 

En la forma en que esta aparece interpuesta, ¡injerta re- 
qikrir una tercera instancia ordinaria ante V. Iv la que no 
procede en asuntos de esta natura lejía. 

Además, aun suponiendo procedente el recurso, por im- 
plica r el auto recurrido la denegación del fuero federal, aquél 
no podría prosperar, porque V. E. ha declarado repetidas 
vece- que la justicia nacional es incompetente para conocer 
del cohn> de impuestos locales, cualquiera que sea el domi- 
cilio o nacionalidad de las partes, sin perjuicio de las accio- 
nes sobr* repetición de lo indebidamente cobrado o del re- 
curso del artículo 14 de la ley 48. (Tomo to8, página 5; to- 
mo. 114. página 282 y 292). 

Por ello opino que el recurso traído es improcedente. 

José Nicolás MaticHZo. 



KALIjJ OR l.A CORTE SL'I'KKMA 

Bueno» Atoes, Octubre 13 o* UTO. 

Autos y vistos ¡ Kí recurso de queja por denegación del 
extraordinario interpuesto por don Celestino Rcttes contra 
un auto de la cámara primera en lo civil de la capital que 
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deelara bien denegada la apelación cuJe interpuso se- 
ñor ante el inferior en- c' juicio de áfcremjo que 1*-' el 
(Uco nacional por cobro de patente y umita, y 

Considerando: 

Que la resolución de los tribunales locales apreciando su 
propia competencia en mérito de disposiciones de carácter 
procesal que no han sido ini] meadas como contrarias a una 
cláusula de la constítuciún etc., no puede ser revisada f>or 
esta corte en el recurso extraordinario autorizado oor los ar- 
tículos 14 y 6. a de las leyes números 48 y 4055. H**» lo * 
reiteradamente resuelto. 

Oue por lo demás las acciones fiscales |»r cobro o de- 
fraudación de rentas o impuestos c,ne sean exclusivamente 
para la capital v no generales liara ta nación. Se hallan ex- 
cluidas de la jurbdicción federal, según la última parte del 
inciso 5". articulo 1 1 1 ed la tey orgánica número 1.893. 

Por ello y de conformidad con lo t-x puesto y pedido por 
el señor procurador general se declara no haber lngar a la 
queja deducida. Notifícese y repuesto el papel archiven, 
devolviéndose los auto- venirlo- por vía de informe con testi- 
monio de esta resolución. 

A. P.ERMiijo. — Nicanor O. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J, FtcüieftOA Alcorta. — Ra- 
móx Mknoi:/. 



mm »M J" tlH Cari,,í v doa Slimitl ' 1 Camí "? $ y ' 
pos (m sucesión), amiiendú de cwipctencia. 

Sumaria: U Ul cambio de domicilio del curador no 
al insano de la jurisdicción del juez une discernió 1 
ratela. 
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2" Al juez del lugar fiel último domicilio del pa- 
dre y curador de un insano corresponde el conocimien- 
to del juicio sucesorio de este último. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
* 

U TO Bit SÜÑOK JUW5 ICN bQ CIVIt, 

La Plata. Dtttenbre a d« m». 

Autos y vistos: 

Resultando do la información de testigos producida y 
aprobada en estos autos que el domicilió real de los causan- 
tes don Juan Carlos y don Samuel Campos y Campos era en 
la época del fallecimiento de los mismos en la ciudad de San 
ernando, en donde vivieron siempre con sus señores padres, 
don Manuel L. Campos y doña Josefa Campos, cuyo hecho 
de la residencia en San Fernando por lo que respecta al cau- 
sante don Samuel Campo* se encuentra corroborada con la 
partida civica obrante a fojas 5, expedida a favor del mis- 
mo por el señor encargado del registro civil de aquel lugar 
el día 14 de enero de 1910 bajo el número 8íí6 y que el de- 
ceso de amlios causantes se produjo en el Hospicio de las 
Mercedes de ta capital federal, por halier sido recluidos allí 
por sus dichos padres en virtud de la enajenación mental que 
sufrían: atento a las consideraciones que se aducen en el 
e* .ito de fojas 36 y a lo dictaminado por el ministerio fis- 
cal en su precedente vista — que el juzgado reproduce — ar- 
tículo 24 del código de procedimientos — líbrese exhorto con 
los recaudos necesarios al ?cñór juez de primera infancia en 
lo civil de la capital federal, doctor Arturo Seel>er. a fin de 
que se sirva inhibir de entender en los autos sucesorios de 
los precitados don Juan Carlos y don Samuel Campos y 
Campos, que han sido iniciados ante el juzgado a sii cargo y 
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secretaria del docto) Castellano i hijo t. por no ser de su eom- 
peteneia, en razón de su jurisdicción, su conricin ícnttí en el 
mencionado j«icio sucesorio, dado que el ultimo domicilio 
real de los de cujus, fué como se lia dicho en la referida ciu- 
dad de San Hernando, de esta provincia. artículos li y jp$ 
del C$$JP citado. Rep, la foja. Autorice él -secretario doctor 
Tomás K. f iarcia. por ausencia del titular. — Julio i*, éram- 
burú. — Ante mi: Tomás Rs Garda. 

M To ni;i, si: Ñon jt Kz ex i, o cívil 

Bueno* Air». Marxo » De 18». 

Y vistos: Kcsulíamio gtie el fuirio .ncesorio de don Ma- 
nuel L Carnes, paire de los causantes de esta sucesión, ha 
sido tramitado ante el juzgado del doctor Mclcndez y que los 
incapaz Juan Carlos y ^uan Samuel Campos, fallecieron 
con ¡Misteriaridad a su padre eu el Hospicio de Las Merce- 
des donde tuvieron su residencia permanente desde 1916. 

Por ello y las consideraciones del escrito de fojas t$&. 
que el juzgado reproduce en lo pertinente y de conformidad 
con to dictaminado por el agente riscal, declárase que el in- 
frascripto es competente para entender en los presentes autos, 
a cuyo efecto se librará oficio al éejtór juez exhortante l>ara 
que se inhiba de entender en los autos que menciona el exhorto 
de fojas 12$ todo de acuerdo con el articulo cuatrocientos diez 
y siete del código de procedimientos. — Arturo SceWr. — 
Árite mí : Francisco Castellanos. 



mCTAMF.N DEC SEÑOR 1' ROCU RAPO* GENI» AL 

Burio* AirM, Octubre 5 út ittO. 

Suprema Corte: 

Km re el juez de primera instancia en lo civil de la capi- 
tal de la «ación y el de igttíd clase de La Hala se ha tra- 
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bádo una contienda de competencia par conocer en los jui- 
cios sucesorios de don Juan Carlos y d<m Samuel Canqios 
y Campos, fallecidos en el Hospicio de las Mercedes tic esta 
capital, el primero con fecha 18 de octubre de i'íi? y el «im 
el 5 de junio de 10,19. 

De las pruebas acumuladas en los expediente^ acompa- 
ñados, se infiere que los causantes fueron declarados (¡emen- 
tes por el juez de primera instancia de La Plata, filien dis- 
cernió la cúratela de los incapaces a su padre don Manuel L. 
Campos, vecino ile San l : ernando. provincia ríe Hítenos Ai- 
res, | fojas K5 del expediéiite de l¡i capital t, con ipiicn vivic- 
ror siempre hasta que fueron recluidos para su curación en 
el hospicio indicado (declaraciones de fojas i", expediente 
di La Plata ) y en donde fallecieron. 

Juan Carlos falleció lia jo esta cúratela, pero su lie ema- 
no Samuel no : consta míe le fué designado otro curador, su 
hermano don Roberto Campos (fojas 02 del expediente de 
la capital 1. el míe aparece domiciliado en la capital de la 
nación. 

Kl domicilio de los incapaces es el de su representante, 
según el código civil, artículo inciso fi." 

V. ft, con fecha 20. de septiembre, acaba de resolver la 
contienda de coni]>ctcneia para conocer en la sucesión del ex- 
presado don Manuel L. Campos, declarando que el último do- 
micilio de éste fué San Femando. 

lista circunstancia unida a la comprobada en los amos 
de qüe la traslación del insano Juan Carlos Campos a Bue- 
nos Aires, fué hecha con el tin da atender su salud, a cuyo 
fin se le internó en el Hospicio de Alienados donde falle- 
ció, traslación que no puede considerarse legalmente como 
mudanza de domicilio, se induce a afirmar que el último do- 
inietlio del causante Juan Carlos fué en San Fernando, y que 
con arreglo a lo dispuesto por el articulo qo, inciso 7. y 
3.284 del código civil, la jurisdicción sobre la sucesión del 
causante mencionado corresponde al juez de La- Plata. 
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Eti cuanto á Samuel, resultando que el domicilio de su 
último curador ira éil I» capital de la nación, fe jurisdicción 
sobre sti siict'.-i.'-ii corresponde al jttea de esta ía#itali 

Aw A r fVi'/(i.( Mut tensa. 



KA LUI 1>K LÁ l'OKTIi St'l'KK-M A 

Buenot Aire». Octubre T5 dt 1920. 

Autos y vimos: 

tos cíe contienda cíe éo»*fi*te«eííi é^tté ÜU jin-z de pri- 
mera instancia en ÍO C&*Í d.* la capital y otro de igual cate- 
goría de La finta, provincia de Bueno* Aires, para conocer 
en el juicio sucesorio de ip* ihsaiiOS dem Juan Carlos y don 
Samuel Can*]»»*, y 

Considerando: 

(Jue está debidamente comprobado j>or la información 
rJe testigos corriente a fojas 17 y 18. autos de La Plata, es- 
critura pública de fojas 85. autos de esta capital y declara- 
ción de esta corte de 3*> de septiembre del corriente año. que 
el domicilio de don Matine! L. Canias, padre de los refe- 
rldos insanos, fue el pueblo de San Fernando en dicha pro- 
vincia, donde vivió con sus hijos que tenian el mismo do- 
n.iciiio. 

Que por los jueces de dicha provincia se hizo la decía ra- 
tona* de insania, nombrándose^ curador y discerniéndose el 
cargo al expiado señor Campos, quien mandó a los enfer- 
mos para su curación al Hospicio de las Mercedes de esta 
ciudad, donde fallecieron después de aquél. 

One muerto el curador, don Xorljert* Campos solicitó y 
obtuvo ía cu ra tria de su hermano Samuel, ante el juez de La 
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Plata, según te acredita la escritura de discernimiento que 
obra n fojas bj de tos autos de la capital. 

tjiif Si bien es cierto que don Norberto en dicha escri- 
tura aparece como domiciliado <¡n esta capital, tal circuns- 
tancia no sacaba al insano de la jurisdicción del juez de la 
provincia, con arreglo a lo dispuesto por los artículos 405, 
475 y concordantes del código civil. 

Hite con presciudencia de toda otra consideración, el d<v 
m ¡cilio que tuvo el padre y sus hijos insanos, a que puede 
agregarle la situación del único bien de la sucesión y lo ma- 
nifestado a fojas 138 vuelta de los autos de esta capital, por 
algunos de los herederos, es lo que determina en el caso la 
competencia del juez que debe conocer en la sucesión refe- 
rida. (Fallos, tomo 52, página 401 y argumento de los fa- 
llos tomo 99, página 210 y 268). 

Por ello y de conformidad con la primera parte del dic- 
tamen del señor procurador general se declara la competen- 
cia del juez de La Plata para conocer m los autos sucesorios 
de don Juan Carlos y don Samuel Campos. En su mérito re- 
mítansele, previa reposición del sellado, avisándose al juez de 
esta capital en la forma de estilo. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solas. — D. E. Palacio. — 
J. Ficvekoa Alcorta. — Ra- 
món* MÉNDEZ. 



ri.uo nuciünal contra la empresa de' h'crocarril Central Cór- 
doba, par cobro de pesos. 

Sumario : No procede el recurso ordinario de apelación au- 
tizaido |H>r e! articulo 3.". inciso 2." de la ley 4-Q55. co "- 
tra una sentencia pronunciada en un juicio ejecutivo. ]K>r 
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cobro de impuestos, si-puitln ]>or -I ti>co nacional, t La 
tercera instancia (jue prevé el articulo inciso *? de 
In ley 4.055, sólo la autoriza el legislador respeto de 
las -en leticias definitivas, no siéndolo l;is dictadas en jui- 
cto ejecutivo, atento In dispuesto por el artículo W 
la ley 50). 

Caso: Lo explican tas pie/as siguientes ; 



IHCTAMKN HKI. SKSOH ]'BiH*t;K\I»OR GENERAL 

Sueños Airct, Fcbrtro 10 4e tft» 

Suprema Curte: 

La -enleucia de fojas 68 dictada i»n la cámara federal 
dé apelación de la ciudad del Rosario, l-ii el juicio ejecuti- 
vo Miíuido pur el fisco nacional contra la Empresa del F. C. 
Córdoba v Rosario por cobro de patentes, ha desestimado 
la excepción de prescripción opuesta por la empresa deman- 
da «la, ordenando llevar adelante la ej tención. 

Contra dicha sentencia se lia concedido por aqútej tríjiu- 
ual el recurso de ablación (pie para ante V. K. ha interpuesta 
la empresa, fundado en el articulo .V". mci>o 2." de la ley nú- 

tuero 4 055- 

Considero mal concedido «t recurso. 

La disposición legal citada sólo le acuerda contra las 
-.ntincia. definitivas y no es tai la dictada en juicio ejecu- 
tivo aunque resuelve una excepción de prescripción ya míe 
cualquiera que sea la sentencia (articulo *;8 de la ley núme- 
ro 50 de 14 'le ^epiiemhre de solífc procedimientos fe- 
.k-rale-J fpiedará. tanto al actor ornio al ejecutado, su de- 
recha a salvo piara promover ej juicio ordinario. 

No Matandn-e pues, de una sentencia definitiva, pido a 
V K se sirva declarar mal concedida la apelación. 

Jasé Nkolás Vatit-nso. 
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Buenos Aire*. O.tufrre la de tWQ. 

Vistos y considerando: 

Que demandada |x>r el fisco nacional la empresa del Fe- 
rrocarril Central Córdoba, a fin de que abonase determina- 
dos impuestos, la acción se substanció por los procedimien- 
tos señalados para el juicio ejecutivo, se hizo la correspon- 
diente intimación de pago (fojas 4C1), la ejecutada opuso ex- 
cepciones (fojas 53) que fueron contestadas por el represen- 
tante del fisco í fojas 55) y se dictó sentencia de trance y 
remate ( fojas 59) , la que ba sido revocada por la cámara fe- 
deral del Rosario en razón de las consideraciones que se ex- 
presan en la decisión de fojas ó8. 

Que contra esa sentencia se ba interpuesto el recurso del 
artículo 3, , inciso 2." de ia ley 4.055, autorizado contra las 
sentencias definitivas y en Tos case* que la misma ley 
delennina. 

Que como se ha consignado en causa analogía, a la presen- 
te, tratándose de abrir una tercera instancia, el legislador sólo 
la autoriza respecto de las sentencias definitivas y por tales 
se entienden las que dirimen la controversia poniendo fin al 
pleito o haciendo imposible su continuación, o sea, como lo 
expresaba la ley fie Partida, aquella "que quiere tanto dezir 
como juyjíio acallado que da en la demanda principal fin, 
quitando o condenando al demandado'' (Ley 2.° tu fine, titu- 
lo 23, Partida 3.*; fallos tomo 126. página 20.2, consideran- 
do 2* del voto en disidencia página 207). 

Que en el caso corresponde considerar asimismo, que 
con arreglo al articulo 278 de la ley de procedimiento en lo 
federal", cualquiera que sea la sentencia en el juicio ejecuti- 
vo» quedará, tanto al actor como al reo. sn dcreclió a salvo 
para promover el ordinario", precepto del que se desprende 
con evidente claridad, y as'r lo ha establecido la jurispruden- 
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¿ia de esta corte, «|in- la semencia dictada en juicio ejecimvM 
causa estado, no ¿s definitiva ni hace CóSa juzgada sino 
cuándo el juicio ordinario no se pronutevr en el tiempo y en 
el modo qüe la ley determina . i Fallos. fomjO 25, pagina 437 - 
torno I2J, pagina 40& considerando final página 4-*»*- 

(¿uc además, \ con arreglo a la reiterada jurisprudencia 
■ Ir este tribunal, la sentencia de trance y remate pronunciada 
por los tribunales ríe la capital \ por lo> tribunales federa- 
IcSé no es definitiva \ no puede autorizar la tercera inst-m- 
cia de excepción <|ue sé 4 ^'"ira N q u ? ,K ' I,vn L ' ar ^"" 
ter. (Fallos tomo 122. página 163 y jurisprudencia allí ci- 
tada ■ - 

Por el! * y atento lo expue-10 y pedido por el señor pro- 
curador general, se declara no haber lugar al recurso. N'ott- 
fiquese v devuélvanle. Rqningase el papel ante el juzgado de 
- erigen . 

A. Hi-KMi-.ro. Nicanok G. Mh 
Sola*. — I). lí. Palacio. — 
% FlGUÉHOA AUOKTA. — Ka- 

mAn Mkniuíz. 



Destilería f-raiu» Argentina contra ei gobierno de ta nación, 

sobre cobro de fe sos. 

Sumaría: 1." Los litigantes tienen el derecho de *|ue sn- de- 
fensas -*ean oídas y resueltas en todas las instancias a «pie 
el litigio puede ser llevado con arreglo a las normas del 
procedimiento, No siend» impotable a 1<»- litigantes la 
circunstancia de que en las instancias precedentes la sen- 
teucia haya sido dictada |«»r parte-, ella no debe dar 
luga?, a que sean privado- de ninguno de lo* recursos 
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legales resjieclo de cada una <\v la> cuestiones sobre las 
rúales quedó trabado el pleito. 

Así coino los procedimientos administrativos 
nn constituyen actos interruptieos de la prescripción del 
estado contra los parí ¡ciliares, del mismo modo no §e in- 
terrumpe la prescripción de las acciones He estos últi- 
mos rotura el primero por las gestiones qne practiquen 
ante la administración. 

,t." El proceditn ¡cuto judicial tendiente ;t obtener la 
presentación de los balances de una sóctédad, indispen- 
sables para establecer previamente el r onto de las uti- 
lidades de la mismn. a los fines del cobro del impuesto 
>or respondiente, llena la exigencia de la ley al efecto de 
detener la prcscrii>ción. aún atando esa gestión no haya 
tenido por finalidad inmediata dicho cobro. fEsa acción 
fué el procedimiento preparatorio del juicio de apremio). 

4, " Para que una resolución de una cunara fede- 
ral revocando la intimación hecha por el inferior, y que 
tuvo por* efecto interrumpir la prescripción, horre las 
consecuencias legales de la demanda, es necesario que el 
demandado resulte dcfinithanieiHc ahsuelto cu el proce- 
dimiento invocado como intcmipiivo de la prescripción 
¿artículo 3.1)87. código civil 1 ). 

5. " Para que proceda la aplicación del iuqxtesUi 
cread» por el articulo 5." de I;t ley 2.774 >' 7" de la nú- 
mero 2,856. se requiere que la dirección de la sociedad 
y que su capital inscripto estén radicados fuera fiel país: 
debiendo interpretarse la expresión "capital inscripto ra- 
dicado fuera del pais". como que aluden al lugar en que 
dicho capital fué suscripto o levantado y no al lugar en 
que él es empicado en adquirir bienes o realizar las ope- 
raciones objeto de la sociedad; |*or lo que una sociedad 
anónima cuya dirección y capital inscripto están radica- 
dos fuera del pais, como es la Destilería Franc • Argen- 
tina, se encuentra comprendida en !as di51x1siei11r.es le- 
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gales antes expresadas, y íc halla sometida por lo taino 
al impuesto que ellas cíubkrcn. 

6.° La gar?m'a con saftáda ¡xir e¡ ángulo 16 de la 
constitución en lo que a mpuesto se refiere, no importa 
otra cosa que impedir dtstineionts, arbitrarías, inspira- 
das eti un propósito manifiesto de hostilidad contra de- 
terminadas perdonas o clases, y poco importa al respecto 
que una sociedad deba ser considerada nacional o ex- 
tranjera con arreglo a las di s pos. -iones del derecho co- 
mún vigentes a h '"poca de !a *aiici¿n del ¡miníelo, dés- 
ele que la facultad 1eg : slativa pura establecer categoría* ' 
dentro de cada una de esas clases de sociedades, no pue- 
de considerarse discutible, siempre que el inqHicsto sea 
uniforme para todas las que se encuentren en igualdad 
de condiciones, es decir, dentro de cada categoría forma 

da pe la ley. 

7. El propósito del legislador at establecer el im- 
puesto de referencia ha sido limitar el gravamen a las 
utilidades que se distribuyen entre los accionista^ eti 
forma de dividendos, y sólo* en caso de no hacerse dis- 
tribución alguna por tal concepto, considerar utilidades 
imponibles las sumas que se destinen a fondo de previ- 
sión, reservas y otros semejantes. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes. 



SKNTKNCIA mi. SKÑOK )VKZ FKDKftAL 

Bueno* Aire*. Diciembre ? at IM*. 

Y vistos : Los promovidos [wr la Sociedad Anónima Des- 
tilería Franco Argentina contra la Nación, sobre colín» de 
pesos, de los que resulta: 

i .• Que dictada sentencia |xn el señor juez federal doc- 
tor Arias "en esta causa de fojas 84 » <M. *»? revocada por la 




Dt JUSTICIA PE LA -VA11ÓN 



4€5 



que pronunció la Excma, Cámara a fojas 120 que dispuso 
a fojas I2¿ vcil viera el asunto ;il juzgado para que se pronun- 
cie sobre los demás capítulos de la demanda y contestación. 

2." Que la suprema corte entendió a fojas 145 que ik> 
le cnrres|K>nt!ia tratar el caso en mérito de diversas conside- 
raciones, por kf que dispuso, la improcedencia del recudo 
que ante ella llevó la causa, 

4 V q Que atento lo expuesto, es menester cumplimentar 
lo determinado por la líxcina. Cámara a fojas 123 y en con- 
secuencia dcl)c el juzgado ahora resolver sobre los capítulos 
lientnentcs de la demanda j* contestación. 

4," Que concretando los mencionados -1* tiene que la 
actora sostiene la improcedencia del impuesto que pretendió 
aplicársele, porque los artículos S* y 7" de las leyes 2.774 
y 2.856 comprenden a las sociedades anónimas cuya direc- 
ción y capital inscripto no estén radicados en el país. La so- 
ciedad actora si bier. uo tiene su dirección superior en la re- 
pública, tiene radicad* en ella la totalidad del capital con que 
desenvolvía sus operaciones constituido jior valiosos edificios, 
máquinas, instalaciones y terreno* en Conchitas. 

5. Que la ley exige dos condiciones para el gravamen 
y por lo tanto no comprenderá a la adora. Además como s* 
trata de una sociedad considerada argentina por la ley (ar- 
tículo 28b, código ile comercio antiguo) el impuesto sería in- 
constitucional, pues gravaría a unas sociedades y a otras no 
estando en idénticas condiciones. 

Por otra parte, si no prosperase t-sta defensa, adviertese 
una serie de crrore> en la liquidación, asi como- en los inte- 
reses que se le cargan. Pide en definitiva la actora se de- 
clare que no adeuda los impuestos reclamados y a que fué 
címdenada en el anterior juicio de apremio. 

El señor procurador fiscal sostuvo que se tr^ta de una so- 
ciedad extranjera por su domicilio, constitución, adminis- 
tración principal, sede social, etc. Le alcanza, pues, el im- 
puesto de las leyes 2,774 y 2.856 y en cnanto a los errores de 
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liquidación c intereses, dice que tío existen por todo lo cual 
pide el rechazo de la demanda con costa*. 

ó.° Que esbozados los rasgos característicos del asunto, 
sobre los cuales no es necesario insistir ñor baber sido re- 
señados en la sentencia fie fojas 84 a «>4, corresponde dictar 
sentencia . 
# 

V cuiistderando : 

1. u Que el pumo capital de la cuestión trabada, finca 
en aclarar el sentido de las cláusulas legales cuya aplicación 
impugna la actora en contraposición a lo* sostenido por la de- 
mandada. 

Los artículos 5." y 7: de ias leyes 2.774 y 2.856 respec- 
tivamente no comprenden a la sociedad, pretende ésta, por 
cuanto gravan a las sociedades anónimas y de capital limitado 
cuya dirección y capital inscripto no estén radicados en el 
país, y como quiera que el capital de la actora está radicado 
totalmente en Conchitas, provincia de Rueños Aires, s e ex- 
trae de ello un argumento básico en defensa de sus intereses. 

¡Ademas, la sociedad actora se reputa nacional de confor- 
midad con lo dispuesto en el articulo 286 del código de co- 
mercio anterior a la reforma introducida por la ley 3.528. 

2. " Que estudiada con orden la cuestión, procede ir. ex- 
poniendo las conclusiones a que llega el suscripto sobre lo« 
puntos debatidos, listos llevarán necesariamente con su en- 
cadenamiento a dar con la elución del asunto. 

Las leyes 2.774 y 2.856 han gravado a las sociedades anó- 
nimas de capital limitado cuya dirección y capital inscripto no 
estén radicados en el país* rigiendo dichas leyes para tos años 
t8f>t y ift)2, e-to es, cuando el articulo 286 del código de co- 
mercio sancionado en octubre 5 de 1889 estaba en pleno vigor. 

Será necesario entonces dilucidar el punto concerniente 
al debate suscitado por tas partes, acerca de la aplicabilídad 
del impuesto en razón de tratarse de una sociedad con capital 
radicado o rio cu el país. 
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.V" yuu en I» presentí' sentencia no hay para qué entrar 
a hacer disquisiciones doctrinarias sobre la nacionalidad de la> 
sociedades anónimas, desde que est un tópico que en rigor 
¡ kk'o tiene que ver con la aplica bilidad del impuesto cuestio- 
nado. Las leyes 2.774 y 2.85c» se ocupan de sociedades anó- 
nimas con dirección y capital ín-eripto no ra 'lirados en el 
finís. 

La sociedad actora funda su defensa en que u su res- 
pecto rio se juntan las dos condiciones enumeradas en los ar- 
tículos 5 y 7 de las leyes 2.774 y 2.K56. respectivamente, liara 
la imposición del siett pof -:iento sobre las utilidades y di- 
videndos. 

lín el sentir del suscripto, la cuestión a resolver estriba 
precisamente en este punto. ¿Qué ha querido decir el legis- 
lador af exigir fa concurrencia de dos factores pata formu- 
lar la imposición? 

Indudablemente lia tenido <n vista las sociedades que no 
tienen o. mejor diclto. no tenían en TS91 y t&>2 su direc- 
ción en la república y su capital no se encontraba radicado 
en la misma, vale decir, arraigado, fijo, incorporado, estable o 
asentado de un modo firme en el país. Tuvo en \isia el le- 
gislador, si se quiere, cualquier clase de sociedad constitui- 
da 4» reconstituida en el extranjero, con dirección y capital 
allí niñeados. |>ero es evidente que no comprendió ni quiso 
comprender a las sociedades que aún teniendo su dirección en 
el extranjero, tenían su capital social invertido en el país. 

tíe podría objetar para sostener la tesis contraria, que la 
ley hizo una aclaración ó salvedad al excluir a las compa- 
ñías de frigoríficos y de ferrocarriles del impuesto, dado que 
podrían hallarse en las mismas condiciones que la actora. esto 
es. con dirección en el extranjero y con capital en la repú- 
blica. Pero, sobre la materia hay que observar, que la ex- 
cepción consignada en, las leyes 2.774 y 2.856 no pueden alte- 
rar la letra y «1 espíritu de la cláusula legal que exigía la 
concurrencia de dos circunstancias para imponer mi grava- 
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men . Si la ley adolece de ambigüedades o si contiene im pe- 
ríodo que puede reputarse una contradicción con su idea di- 

aBrtría. u n fi rmfílrl Ir"' 1 "' bl - j^ EOEgj 3c la lev a casos 

previstos y excluidos por ella, por más defectuosa que haya 
sido la redacción empleada en el precepto positivo. 

No liay razón para alterar et texto de los artículos S- # 
y 7.* de las leyes 2.774 y 2.856, y si acaso alguna duda asalta- 
se el ánimo del suscripto en sentido de mantener la impusi 
ción del gravamen, esa duda se desvanecería al recordar que- 
es principio jurídico el interpretar resistivamente las leyes 
impositivas. (Véase juicio de La Franco Argentina v. Go 
bierno Nacional, sentencias de primera, segunda y tercera ins- 
tancia, diciembre 31 <k "01 5- septiembre 9 de 1016 y sep- 
tiembre 17 de icj[8). 

Por lo d*más, del análisis verificado en los citados ar 
tientos 5* y 7." se desprende que usó el legislador la conjun- 
ción copulativa "y" que si me para enlazar unas palabras con 
otra y las oraciones entre sí, y en caso de haber querido exi- 
gir solamente la circunstancia de que tuvieran las sociedades 
anónima? ólo su dirección en el extranjero para ser grava- 
das con el impuesto o sólo el capital, es obvio (pie debió y 
pudo emplearse la conjunción disyuntiva "o", lo cual no ha 
ocurrido en las mencionadas disposiciones legales 

4." Que establecido como que. a la inconcnrrcticia de las 
dos circunstancias indispensables |iara gravar a la sociedad ac- 
tora, por cuanto se desprendé de la cuestación a la deman- 
da a fojas 46 y vuc.ta que el señor procurador fiscal recono- 
ce la radicación del capital social de la actora en la Argén- 
lina, corresponde recordar que precisamente la redacción de 
los artículos 5/» y 7-°. leyes 2.774 y 2.85* citadas, dio mar- 
tíen a una enjinrrosa -r l; "a ci, ' m flc slIS mandatos pu«sla de re- 
lieve por el señor procurador del tesoro, doctor (íarcía Me- 
rau, a fojas 58 del espediente administrativo agregado y a 
punto tal fué generalmente impuesta la desaparición de esos 
gravámenes, que. si bien figuraron cu el proyecto del poder 
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ejecutivo, fueron eliminados al sancionarse la ley 2.324. fDía- 
" no de Sesiones, H. C. de D M 181)2;; tomo 2, págs. y?) y 850). 

5° Que si queda demostrado que no bay necesidad de 
engolfarse en la cuestión de la nacínoalidad de las sociedades 
anónimas, va de suya que tampoco hay para que estudiar su 
consecuencia necesaria en la argumentación de las partes, o 
sea de la constitucionaüdad de las leyes en discusión y, por lo 
tanto, ta interpretación del artículo 286 del código de comer- 
cio y su reforma por la ley 3.528, 

Y atento que ta decisión de la fifí* tiene un aspecto per 
fectamente determinado, no hay objeto en analizar la parte 
relativa a la liquidación del impuesto e improcedencia de los 
intereses a ella aparejados. 

6." Que lo expuesto consiente adoptar la decisión del 
caso conforme a lo alegado, probado y pedido. En el juicio 
de apremio recayó condena contra la sociedad hoy actora. 
pues fué desechada por sentencia tte fojas 59 (expediente res- 
peetivo) la excepción de prescripción opuesta. 

En el presente juicio ordinario emergente de aquel de 
apremio, es factible formular las declaraciones del caso, de 
acuerdo con las conclusiones obtenidas mediante el estudio 
que acaba de realizarle. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: declarando 
que la Sociedad Anónima Destilería Franco Argentina en li- 
quidación no adeuda a la nación el importe de impuestos emer- 
gentes de los artículos 5-° y 7* de las le - ves 2 774 y 2 - 8 5 f( 
cuya liquidación con intereses corre a fojas 4 del juicio de 
apremio, seguido por la segunda contra la primera, en el que 
recayó la sentencia de remate corriente a fojas 59. Costas por* 
su orden, atenta la naturaleza de la causa y razón para litigar 
que asistió a las panes. Notifirmese. repóngase el sellado y 
oportunamente archívese el expediente, prc\ia devolución de 
' los agregados a su procedencia. — Saúl Ai. Escobar. 
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SKNTHN'CIA DE LA C.UlAKA KKtiKKAL UK APELACIONES 

Bueno* Aire*, jupia M ém \1H9. 

Y vistos: Tomando gn con? i de ración la petición de fu 
jas 165, relativa a ta prescrii»cióu allí alegada.se la desestima, 
rn razón de que la autoridad de la cosa juzgada ampara el 
pronunciamiento decretado por este tribunal a fojas 120, re- 
chazando definitivamente esa flnisma defensa. Y. por áj§s 
fundamentos, se confirma la M*ntcncia apelada de fojas 15-', 
con las costas de esta instancia. Notifíquese. repóngase el se- 
llado en primera instancia. — Marcdmo Hscoíada — A. Vr 
iUnarrain. T. Arias. 



PALLO Oí LA COITE SUP*«MA 

Btiesu Aim. OchiBf* It 4c ir» 

Y vistos: Resultando: 

tjav la Sociedad Anónima "Destilería l'raiuo Argenti- 
na" promueve étíá demanda ordinaria contra <■! gobierno de 
la ¿Ación a fin de que se declare que «o está obligada a pagar 
la -unía «Ir sesenta V nueve mil doscientos trece pesos con 
tremía y «lo* centavos moneda legal a que fue condenada en 
el juicio de apremio que se le siguió por tofe ¡M impues 
tu M>l>re las utilidades de 1 compañía coi-resumí líenles a 
años 1S01 y 1892. 

(Jue los f Un (lamemos principales de la demanda son: 

ai {Me »'n el momento de iniciarse el procedimiento de 
apremio; la acción fiscal para reclamar el pago tic los men- 
cionados impuestos se ha llalia prese ripia. _ 

l'i (Jue los gravámenes de que se trata no eran aplica - 
bles a la sociedad actora, pues fueron establecidos sobre las 
utilidades ele las sociedades anónimas y de capital limitado 
cuya dirección y capital inscripto no estuvieran radicados en 
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el pais (..rticiilo 5." fie la ley número ¿.774 y articulo 7." de 
la ley número 2.856 j, en tantu que ta Franco Argentina te- 
nia y tiene todo su capital empleado en la república; y 

c) Que en todo caso el impuesto sería inconstitucional 
en su aplicación a dicha compañía, desde que ésta, con 1 arre- 
glo al artículo 286 del código de comercio, era una sociedad 
nacional durante la vigencia de las leyes 2.774 )' 2.856, y no 
podía ]H>r lo tanto sometérsela a una contribución di f eren 
cía! en relación con las demás sociedades nacionales, sin vio- 
lar la garantía consignada por el artículo 16 de la consti- 
tución. 

Que admitida en primera instancia la excei>ciún fíe pres- 
cripción, revocado dicho fallo jwr la cámara federal, e in- 
terpuesto y concedido el recurso establecido por el articulo 3. ' 
inciso 2." de la ley 4.055. esta corte declaró la improceden- 
cia de la apelación para ante ella ]»r no tratarse de senten- 
cia definitiva, ya que con arreglo a la decisión de segunda 
instancia, los autos debían ser devueltos al juzgado federal 
para que se resolvieran las demás cuestiones planteadas en la 
demanda, lauto de fojas 145). 

Que en la nueva sentencia de primera instancia se hizo 
lugar a la demanda en virtud de no encontrarse comprendi- 
da la sociedad actora entre las afectadas por el impuesto. 
Apelado este fallo por el representante del fisco, fué confir- 
mado a fojas 170 i»or la cámara federal; y. traídos los autos 
ante esta corte por recurso ordinario de apelación, la socie- 
dad actora insiste en su excepción de prescripción sostenien- 
do que debe recaer pronunciamiento del tribunal sobre ese 
punto, ya que en la primera etapa del litigio no fué |josible 
obtenerlo debido a simples razones ríe forma y 

Considerando : 

Que la solicitud para que se considere en esta instancia 
la excepción de prescripción desestimada a fojas 120 por la 
cámara federal, es indudablemente fundada. Esa defensa en» 
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fundamental por sus consecuencias en el pleito y en princi- 
pio debió ser materia ilc un pronunciamiento defin¡ti\D sus- 
ceptible de todos to* recursos de t|ue pueden ser objeto los 
fallos de esa naturaleza. Si ]x>r haber sitio considerada aisla- 
llámente o \h>t cualquier otra causa extraña a la diligencia 
de las partes, no fué posible someter use punto a la decisión 
de la corte en la oportunidad en que fué resuelto por la ca- 
nia r federal, no puede ello ser obstáculo par que este tribu- 
nal lo i^nsHleriLj:. resm-lva-TU el moinentn actual, en que tic 
Tí^ol^írimera vez jurisdicción para conocer en la causa, des- 
de que tos litigantes tienen el derecho de que sus defensas 
vean oídas y resueltas en todas las instancias a que el litigio 
puede ser llevado con arreglo a las normas de? procedimiento 
y toda vez que por el efecto devolutivo de la apelación y por 
la forma ilimitada en que el recurro ha sillo interpuesto, el 
tribunal de alzada -e baila investido de la plenitud de ju- 
risdicción para conocer de todas las pretensiones debatidas 
ante los jueces inferiores. La circunstancia de que en las ins- 
tancias preceden tes ía sentencia SG baya dictado por partes 
no es imputable a los litigantes y no debe dar lugar a que sean 
privados fie ninguno de los recursos legales respecto de cada 
una de las cuestiones snhre las cuales quedó trabado el pleito. 

(lúe de acuerdo con la precedentemente establecido y re- 
hilando tic bis autos que la Destilería Franco Argentina no 
ha renunciado expre-a o implícitamente al derecho de some- 
ter a la decisión de esta corte el pimío relativo a la prescrip- 
ción (véanse escritos de fojas 165. 171 y 175 K corresponde 
examinar y resolver dicha cuestión con la preferencia que de- 
riva de su propia naturaleza. 

( >ue la prescripción que invoca la sociedad Sctófa es la 
cíimvui de diez, años que rige toda acción personal |>or deuda 
.-xigihle entre presente* (código civil, articulo 4.02.1), soste- 
niendo a tal propó*Uo que. desde la fecha en que ti deven 
-jaron los impuestos, lia corrido con exceso el término de du- 
ración de las respectivas accione-* fócale*. \ <u el re 
presentante del fisco, sostiene que la nación no ha hecho aban- 
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dono de sus derechos durante el tiempo necesario para ope- 
rarse la prescripción, pues ésta ha estado continuamente in- 
terrumpida por los procedimientos administrativo* tendien- 
tes a obtener la presentación de los balances y la liquidación 
■Je los impuestos; por el reconocimiento (pie la compañía lia 
hecho de los derechos del fisco en el curso de esos misinos 
procedimientos, y |x>r gestiones judiciales, 

Que los procedimientos administrativos no constituyen 
actos inte rrnpti vos de la prescripción de las acciones del lis- 
tado contra los particulares, del mismo modo que no se in- 
terrumpe la prescripción de las acciones de estos últimos con- 
tra et primero por las gestiones que practiquen ante la admi- 
nistración. La ley exige, para tal efecto, la interposición de 
una demanda ante la justicia, según resulta de los términos 
de la disposición respetiva (código civil, artículo 3.986) y de 
la nota del codificador, y esa exigencia no puede suplirse con 
interpelaciones extrajudieiales, (pie es lo que importa en de- 
finitiva las gestiones o procedimientos administrativos, según 
lo ha resuelto reiteradamente esta corte. 

Que tauqueo se ha interrumpido el curso de la prescrip- 
ción |x>r reconocimiento de los derechos del fisco, pues tanto 
al acompañar los balances que le fueron exigidos r* -r la ofi- 
cina de impuestos internos, como en todas tas demás presen- 
taciones de la sociedad actora. de que instruye el expediente 
agregado, hizo constar expresamente que 110 le comprendían 
las disposiciones de las leyes numen ^ 2-7/4 >' 2 f *5° P H rt *' 
servó el derecho de discutir judicialmente su obligación. 

Que, en cambio, es indudable <|ue la prescripción quedó 
interrumpida por el procedimiento judicial iniciado por el 
representante del fi^co a fojas nj del expediente agregado y 
que trrminó por la resolución de la cámara federal de fo- 
jas 115 de los mismos autos. Es verdad que esa gestión no 
tuvo por finalidad inmediata el cobro del impuesto, sino ot>- 
tener la "presentación de los balances sociales: i>ero «i se con- 
sidera que para liquidar el impuesto era indispensable esta- 
blear previa mente et monto de las utilidades de la sociedad. 
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resulta evidente que la acción entablada fin* el procedimiento 
preliminar O preparatorio del juicio de apremio y que llenaba 
la exigencia de la ley al efecto de detener ta prescripción 
porque.' era un acto formal o demanda ante la justicia ten 
diente a hacer efectivo el derecho del acreedor. 

Que si bien es cierto la administración habia ya liquida- - 
do et impuesto correspondiente a las utilidades sociales ae 
quince dieses y habia encargado al procurador fiscal la pro 
i noción dé las accione-- respectiva-, deln- observarse, sin cm- 
Wargo, <|iie esa liquidación fué meramente provisional, prac- 
ticada sobre la base de antecedentes que la misma r«rpar:ieió;t 
ile impuestos internos consideraba incompletos, de manérj 
q«e tío es de extrañar que después de haber resuelto dicha 
oficina que Se iniciara la ejecución i nota de fojas (*) del ex- 
pediente agregado), desistiera de tal propósito y optara por 
gestionar previamente la presentación ríe balances completos 
ijue le permitieran practicar la liquidación definitiva del im- 
putóte» adeudado, dirigiendn al procurador fiscal, a esu- fin, 
¡a comunicación de fojas 91, pocos días después de haberle 

encomendado el cobro de l<»s derechos parcialmente liqui 
dados. 

Que. por otra parte, aún en ta hipótesis de que la liqni 
lacióii de la- utilidades de quince meses hubiera autorizado 
la ejecución por lo que respecta a esa porción de la deuda, 
no ¡x»- ello perdería ln demanda de fojas \)\ vuelta el carác- 
ter de acto mlerruplivu. desde que. aunque innecesaria, dicha 
gcattón habría sido siempre bastante etica/ para demostrar 
que el fisco no --niendia hacer abandono de <us acciones coli- 
na la sociedad actora y. por lo tanto, para destruir ia pre- 
sunción que eon-ihim- vi fundamento de la preseri|vión li- 
Iterainrin. 

Que la circunstancia de que la intimación de pn>rniar 
], •> lialancr-i fuera revoeáiía nías tarde por una décfctón dr 
«egunda instancia i foja» uj vuelta y fojas 115 del expedien- 
té agregado) no hizo desaparecer la iuternqición causada por 
la demanda, t'ara que la re- 'Ilición revocatoria dictada por 
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la cámara federal borrara las consecuencias legales de la de- 
manda, habría sido necesario que la sociedad demandada re- 
sultaré definitivamente absuclta en el procedimiento invoca- 
do el procurador fiscal (código civil, artículo 3-9*7); 
decir. qué *c hubiese decía rado que la Destilería Franco Ar- 
gentina no estaba obligada a presentar Iwlanccs o a pagar el 
impuesto, lu que no ha tenido lugar en el can», intcsto que 
dicho tribunal fundó su decisión únicamente en la conside- 
ración de (fiic la oficina de impuestos internos se bailaba in- 
vestida di' los medios legales para compeler a i;t sociedad 
deudora a cumplir con los propósitos fie ta demanda, si» ne- 
cesidad de acudir a la Justicia. Esto impórtala declarar la 
incompetencia del inferior |>ara conocer en la demanda pro- 
inovida, >in proii iniciarse sobre el fondo del asunto sometido 
a su decisión y, jior consiguiente, dejaba en pie la interrupción 
producida, ya <jm este objeto se consigue aunque la acción 
sc<i entablada ante íp¡& ineompereiite í código civil, artícw- 
lo ¿.0X01 . 

Que atento la anteriormente establecido y teniendo en 
cuenta que ni antes de promoverse esa demanda, ni durante 
su substanciación, ni después del pronunciamiento dictado por 
la cáu<ara federal, transcurrieron los diez años necesarios para 
prescribirse ta acción |>or el cobro de los impuestos materia 
del juicio, corresponde declara i bien dr*est imada esa ex- 
cepeión . 

One la segunda defensa de la compañía contra la acción 
del fisco >e f tunta eti que el gravamen cuestionado lia sido 
establecido sobre las utilidades de "las sociedades anónimas 
v de aipitat limitado cuya dirección y capital inscripto no es- 
tén radicados en el [jais", y que la IVsttlería I 1 * rauco Argen- 
tina no se encuentra comprendida en esa categoría r. clasi- 
ficación, pues si bien es cierto que sn dirección suprior re- 
side fuera de la república, en cambio tiene radicada dentro 
de « Ha todo su capital, constituido por los valiosos edificios, 
máquinas, instalaciones y terrenos de "Conchitas" i provin- 
cia ile Huenos Aires í. 
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<J\\? desde luego resulta incuestionable que para que pro 
ceda la aplicación ilet impuesto creado por el artículo 5* de 
la ley 2.774 y 7," de la número 2.856, se requiere que la di- 
rección de la sociedad y que su capital insertó estén radica- 
dos fuera del país. Lo primero 110 puede ofrecer iluda desde 
que la misma parte reconoce el hecho de que la dirección o 
administración central de la suciedad actora tiene su asiento 
en la ciudad de Caris, independientemente de que ello apa- 
rece también acreditado por tas cláusulas de los estatutos so- 
ciales ( fojas 45 y siguientes de] expediente agregado }. En 
cuanto .il segundo extremo, para poder decidir si también 
concurre en el caso de la Destilería Franco Argentina, corres- 
ponde fijar previamente la inteligencia de las expresiones "ca- 
pital inscripto radicado fuera <lel país", mpleadas en tas le- 
yes impositivos números 2.774 y 2.856; es decir, dejar esta- 
blecido si se refieren al lugar en que el capital es empleado 
en adquirir bienes o realizar las operaciones objeto tic la so., 
eiedad. como lo sostiene la demandante, o si por el couirarín 
aluden al lugar en que dicho capital fué suscripto o levan 
tado. 

Que la primera interpretación residía a todas luces inad- 
misible porque conduce a la eonc'u-ión inverosímil de que el 
legislador hábiá establecido un impuesto S0bri sociedades 
creadas y administradas fuera del país y cuyos capitales tam- 
poco actúan dentro <lc la república. Seria un gravamen sin 
aplicación desde que las persona- y los bienes por él afecta- 
dos se encontrarían fuera del alcance de la lev; y estaría id 
mismo tiempo en pugna con elementales principios ecOñótru 
eos, toda vez que recaería sobre capitales no i ucorp< irados a 
la riqueza general de la nación. 

Que, en cambio, concurren a apoyar la segunda solución 
todos los elementos dfi juicio aportados a este debate judi- 
cial. Ku primer lugar, las mismas disposiciones legales cuyo 
alcance se discute, despejan toda iluda que al respecte) pudiera 
abrirse, al exceeptuar de! impuesto a las co:rpaúias de ferro- 
carriles y a la* fábricas fie carne - conservadas por el siste- 
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rea frigorífico, desde, que estas empreMis ¡nrrtenecen incue> 
tinnablcincntc a la triase de tas que levantan sus cap itales en 
el extranjero para api icario a las industrias que explotan 
dentro fiel país; y poique si el legislador no hubiese enten- 
dido gravar a las compañías extranjeras que traen sus ca- 
pitales para emplearlos en la república, no habría tenido ne- 
cesidad de exceptuar a las que se caracterizan preci sámente i>or 
haber implantado sus negocios en el país con capitales sus- 
criptos eü el exterior. En segundo lugar, aplicado a las mi 
lidades que coserlian cu el pnis los capitales de 1a« compañía;- 
formadas en el extrenjero, el impuesto tiene *u razón de -ser 
y su explicación lógica dentro de im plan <le |w>Jític:i fiscal, 
mientras qm- no le tendría aplicado a capitales que no se han 
vinculado al país y cuyos frutos no se lian obtenido dentro 
de él. El propósito de las leyes impositivas de que >e trata 
es fácilmente perceptible; es gravar las utilidades que están 
destinadas a «alir del país para distribuirse cu forma de di- 
videndos entre capitales del extranjero : que con menoscabo 
de nuestro economía van á acrecentar el ahorro de otras na- 
ciones, y que se sustraen definitivamente a la esfera de ac- 
ción de nuestro régimen tributario. Ks. por consiguiente, a la- 
compañías formadas en el extranjero y qttfc traen sus. capi- 
tales a la república para emplearlos en bienes raices, en indus- 
trias o en otra cla^e de negocios, a los que está destinado el 
impuesto de siete por ciento de las utilidades; y cuando las 
leyes 2.774 y 2.85Ó hablan de capital inscripto no radicado 
en el país, se lian referido no a la implantación o empleo de 
esos capitales en el extranjero, sino a los que han sido sus- 
criptos y formados fuero de la república a donde van tam- 
bién tos utilidades a repartirse, contribuyendo a dar mayor 
fundamento a esta interpretación lo manifestado en la di sen* 
sión legislativa que precedió a la sanción de la ley núme- 
ro 2.Q24 en la que fué suprimido este impuesto (Diario de 
Sesiones de 1,% Honorable Cámara de Diputados 1802. to- 
mo 2. , página 389/). 

(Jue la circunstancia de que en la época en que rigió 
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el impuesto una £tóit¿ triáis o tt^q^s importante ik- la> aeeio 
nes de la compañía actora se encuentran cu poder de personas 
domiciliada> un la república, sobre rtd haber sido acredita 
da en legal ¿orina. no ej creer ía tampoco influencia alguna en 
ln clasificación ib- la suciedad, desde que, a los efectos de la 
aplicación del impuesto sólo deb tenerse Cíí cuenta qufi la so- 
ciedad ha va sido formada y que su capital baya sido sus 
crípto v aportado fuera del pais y csU* hecho* se ffixWWm 
plenamente acreditados .por las cláusulas esiatntorias. Kl des- 
tino ulterior de las acciones no puede modificar la calificación 
de la sociedad mientra- continúe, cómo ba continuado, te 
níeiulo su dirección y sus alambicas en el extranjero, máxi- 
me i Hitándose de una sociedad anónima ciivos accionistas rio 
pueden ser individualizados i«ir ser -lis acciones a! portador. 

< rite tratando-e [Hir lo taiMo, de una sociedad anónima cu 
va dilección v capital inscripto, están radicados fuera del pai- 
la Destilería Franco Argentina <c enciiemra comprendida en 
tas dispo.icinnes de los anicnlo. 3 « de ln ley 2.774 * 7" de ta 
_..S 5 h y. por Ib unto, sometida al impinMo 'I 1 ' 1- ™ lA}t * M " 
establece . 

Que & igualmente infundada la impugnación de ta culis 
litnn-ralidad de dicho impuesto. I,a garantía consagrada por 
e¿] nriicuto 10 de a constitución, en lo que a impuestos se 
refere, no rítiparta .-tía cosa cjtic i.n|»edir distinciones arbitra 
rias. inspirada- en el propdsifo manitiesto de hostilidad con- 
trn deterininacía* personas o ela-cs. < Kalb» tonto Hp In- 
gina III». Ninguna de «afta objeciunes puede hacerse al un- 
fiüé&m materia del pleito; pues es uniforme para tpáas la* w- 
cieifatle* etiVa dirección y capital se encuentren rabeados 
fuera del pafc v rcspomU- a una orientación de ta ]hMk;i fis 
i iu.pi.ada en razono de ÍÜÉÍ económico. .JUC desearían 
,odá smmÁi* de arbitrariedad. IWo intuiría que la sociedad 
,cio.a debiera considerara- nacional « extranjera COTÍ ¡M*egt« 
, la* di>po4cioncs del derecho común vigente en la época de 
¡ a .anción del impuesto, .te-de que la facultad legislativa para 
t^ahtécer eaiegarin* dentro .le cada una de esas clan- de so 
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ciedades no puede considerarse discutible, siempre que el 
impuesto sea «ni forme paria todas las que se encuentran en 
igualdad de condiciones, es decir, dentro de cada categoría 
formada por ta ley. 

£>nc finalmente, la sociedad adora objeta la liquidación 
ííéj crédito del fisco (pie sirvió de líase al procedimiento de 
apremio en atento han sido incluidos como beneficios, a los 
ef petos de! impuesto, las sumas destinadas a la amortización 
di- la cuenta de materiales y edificios y a la remuneración de! 
consejó de administración; y en cimillo computa intenses. 

Oue si liicn es cierto que ¡¡sil ta primera parte del a r tí rit- 
ió 5." de la ley número á.774 y 7." de la número ¿.856 apa- 
rece establecido el impuesto -obre las utilidades y lo* divi- 
dendos el segundo apartado de dichas di.s|Hisicinnes deja acia* 
ra do el propósito del legislador, que es limitar el gravamen a 
la^ utilidades que se dcstrilmyan entre accionistas en for- 
ma de dividendos, y sólo en caso de no hacerse distribución 
alguna ¡jor tal eop;cplo f considerar utilidades inmutóles las 
samas que se destinen a. fondo de previsión, reservas 11 otros 
-entejantes, Como en los dos ejercicios social^ ( i&ji y 1 í?t> * * 
riñas mitidaes fueron afectadas po<- el impuesto, .se estable- 
cieron las cantidades a repartir entre los acionistas. el im- 
pucsto debe liquidarse exclusivamente sobre dichas utilidades, 
twto es. sobre los dividen f los, y por consiguiente deben ex 
■luirse de la liqutdaición las cantidades destinadas a amorti- 
zar la cuenta de consunciones. Esta eliminación seria siem- 
pre procedente aún cuando la liquidación debiera hacerse so- 
Itre todas las utilidades sociales, desde qué la autorización 
tiene ¡»or objeto reponer la parte de capital empleado en cons- 
tricciones y maquinarias que se deterrioren destruyen por 
el uso y por In tanto fió puede considerársela cómo utilidad 
sirio irás bien como un desemlndso indispensable para inan- 
lener la integridad del capital de la sociedad. 

Que el quince por ciento acordado al consejo de admi 
nistración y que de acuerdo con el artículo ti de los estatu- 
tos debe imputarse a la icuenta de "gastos generales", es la. 
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partida destinada a ivuiuner r íi los mandatarios .sociales y 
constituye, por consiguiente, tul ^mbotso normal de la com- 
pañía, como lo son los sudaos de sus empleado.-. Ni» es po- 
sible, pues, considera i-I" como utilidad imponible a|wrte 'le 
que por no estar comprendida en la suma a distribuir a ti- 
tulo de dmdendo. quedaría también excluida del gravamen 
fiscal- Kstas consideraciones son extensivas a la lio ni ficción 
de los gerentes. 

<Jue en cuanto ;i la* parí idas dé intereses, corresponde 
eliminar de la liquidación las relativas a amor libaciones y re- 
muneración «lrl consejo de administración y gerente-, ya que 
no siiffHÍp procedente el cobro de lo principal no habría cansa 
legitima para exigir Ir. accesorio. Pero deben mantenerse las 
partida- rest antes de intereses <|iie se lian hecho exigióles por 
(a mota M deudor, en que fue concluido por las reiteradas 
i iiuq .elaciones de que instruyen las actuaciones del en- 
diente administrativo (codito civil, articulo 500 y 622 ). 

Kn sil mérito, se revoca la sentencia n| telada, declarando 
~e míe la sociedad anónima Destilería Franco Argentina está 
obligada a pagar el impuesto de siete i»or ciento sobre las uti- 
lidades manifestada en sus balances de !*>i y es decir, 
-obre la Mima mtal de ciento doce mil setenta y nueve jiesos 
oro con noventa centavos y los intereses desde ta fecha de la 
.merpclación .le fojas 03 vuelta del exi»ediente agregado 
imarzo 2 de i*M>. &0t$f¡C|üeSC y devuélvanse, reuniéndose 
en el ju/gado de origen el pitpél (|«e corresponde la parte 
aetora 

V BERMEJO. -- Nicanor G. DEL 
Solar. - D. R- Palacío. — 
Ramón Mknoez 
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Don OtiÓ il'adsted, encargado de negocios de Dinamarca, 
contra ta Compañía Xacioiial de Transportes Expreso Vu 
iialonga, sobre entre ga de equ ipaje. 

Sumario, r." Carece de valor la defensa contra una fieman 
da por indemnización por la pérdida de equipajes fun- 
dada en que el demandado intervino en el transporte en 
validad tle mero agente o mandatario de las empresas 
de ferrocarriles <|iic hacen el tráfico entre los puntos de 
carga y destino, si resulta que el demandado «o sólo su* 
■cribió y expidió ;t uomí>rc propio la carta de porte, sino 
qué consignó en ella estipulaciones tendientes a limitar 
nus responsabilidades por razón del transpone contra- 
tado. 

j." Ka presunción de hombre de que el incendio 
constituye caso íortutito, puede ser desvirtuada por otras 
pruebas <* presunciones de las cuales se infiera la exis- 
tencia de culpa o imprudencia de parte del porteador <» 
de sus agentes. que lo inWma. 

3." Debe descartarle la hipótesis de que el incendio 
de un vagón de equipajes de mi ferrocarril, cerrado y se- 
llado ]u>r Lls autoridades y que no encierra sino jos equi- 
pajes fie los pasajeros que viajan en el mismo lien y la 
correspondencia, haya sido por un agente interior, esto 
es, por una causa existente dentro del vagón destruido, 
máxime si resulta acreditado en autos t|ite en el trasi>or- 
te de que se trata se empleó leña como combustible, míe 
ésta pn niñee extraordinaria cantidad de chispas, míe los 
dispositivos de la locomotora que arrastraba el convoy 
no eran ha-tante eficaces |>ara detener totalmente las que 
producen la leña y que el furgón incendiado tenía respi- 
radores de persianas de madera insuficientes para dete- 
ner ]m ir completo la-* chispas que se desprendían fie la 
locomotora. 



433 



4. ' Eblabtecida la obligación i Ir reparar el perjui- 
eio y la exigencia de éste, resultante del hecho mismo 
de la pérdida de ím efecto transportado*, el monto de la 
indemnización debe ser prudeneialmciite estimado por el 
tribunal, sino íe lia producido prueba completa aceren 
.leí número y calidad de los objetos en cuestión, y no es 
posible deí¿rír la apreciación de *u valor a gritos arbi- 
tradores. en razón de la total destrucción de aquéllos. 

Dado í{m la indemnización "pe la ley acuerda 
por 1¿ perdida «le las cosas mmsportadas. es independ ¡en- 
te del daño realmente sufrido, no ÉS abstáculo a su re- 
clamación el hecho de «|iie el cargador haya asegurad" 
los efecto- con un tercero. 

Caso: Lo explica el siguiente : 



V\UJ> OK r. \ CiiR'Ili si ' en km x 

Buenoi Aifrt. Octubre 3' d« IW0. 

Visto- lo> presentes aüt&s, n-Milta : 

Don Kslaiiislao F. ('.tierra, como mandatario del señ.>r 
don Otto Wadsted encardado de negocios de Dinamarcn. se 
presenta ante esta corte exponiendo (fojas 71: 

Q UC bailándose en viaje con destino a Unenos Aires, el 
¿$ de diciembre de lyiS, su mandante entregó en la ciudad 
de Valparaíso a ta Compañía Nacional de Transporte* Kx 
piest) Yilhlonga. sil equipaje, compuesto de cuatro cajones, 
¿tiftiío bnii!e< y una mesa, u lo-, efectos del trá*tS$ü|tt, 

Qiu- a SU llegada a esta ciudad, el <eñor Wadsled. re- 
clamó la entrega de su equipaje, expresándole la coiuupañin 
tran*p.»nadora. -crie ¡inasible cmn]>lir dicha obligación. 

Oue como al mismo tiempo se le manifestara tpie dicha 
,.,,iore*a ^ estaba dispuesta a pagar indemnización alguna. 
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alegando para ello excusas inaceptables, le lw dado in-true- 
«iones 4^ra demandarla por la entrega del equipaje a que se 
refiere la carta de fiorte mimen) ¿605 que acompaña o. en su 
defecto, para míe se la condene a indemnizar los ríanos y 
i H*r inicio* ocasionados ]Hir falta de cumplimiento de la ex- 
presada obligación, con los interese- y las eo-tas del juicio. 

Que Jo-, daños y perjuicios consisten- en el valor de los 
objetos que componían el equipaje cuyo conten ido se detalla 
en la cuerna adjunta a la demanda. 

Que aprecia ese valor en la suma de mu- ve mil ciento >r 
hesita pe*os moneda nacional; pero habiendo recibirlo el se- 
ñor YVadstaed trescientas noventa y cinco libras esterlinas en 
virtud ile nn seguro parcial celebrarlo con la compañía "La 
X ueva Zelandia", deduce su importe del valor total di- los 
efecto* transportados, limitando la demanda en cuanto a la 
indemnización, a la cantidad de cuatro mil seiscientos veinti- 
siete pesos con veinticinco centavos moneda nacional. 

Acreditada la jurisdicción originaria de la corte, se co- 
rrió traslado de la demanda a la compañia demanda da. eva- 
cuándola ésta a fojas 18 i>or micrmcdio ríe su apoderado «Ion 
Ismael J. Diaz, quien expone: 

Que en primer lugar la empresa que repre>enta no ha 
l>odido ser rlemandada puf la entrega del equipaje a que se 
hace referencia jHirque como lo expresa la carta de porte en 
que se apma la acción, el demandante no contrató con aque- 
lla el transporte de su persona y de lo? bultos que formaban 
su equipaje- sino con foy Fernx'arriles Transa ndinos, es ríe. 
eir con los Ferrocarriles Trasandino Chileno. Trasandino Ar- 
gentino j Buenos Aires al Pacífico, agregando ,| IU . ; ,| inter- 
vención ríe la CouqKiñia Xacional ríe Transporte» fué la fie 
un simple agente de tas menciona da* empresas ferroviarias. 

Ouc es cierto que en la fecha expresada en la demanda 
el actor entregó a los Ferrocarriles Trasandinos, por interine- 
din de la Compañía Xacional de Transporte*, obrando ésta 
como representante de aquéllo, los Iniltos que se*deta!1an en 
in carta de UO|te. 
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Que la entrega se efectuó el Valparaíso, y que el termi- 
no del viaje era la ciudad de Buenos Aire* 

Que su representada no se cree obligada a indemnizar 
darlos y pciíjiiiáíos; tanto |>or razón de! carácter que ha in- 
vestido en el contrato de transporte, cuanto pirque el equipa- 
je, quedó destruido a consecuencia de un incendio producido 
durante el viaje en el furgón que lo conducía, según le consta 
al mismo demandante y cuyo accidente tuvo lugar sin culpa de 
las empresas porteadoras y a pesar <le todos los esfuerzos que 
hicieren para extinguir el ínego. 

Onu niega, en todo caso que los bulto* transportados con- 
nivieran los pfcjetos relacionados en la demanda, o que su 
valor fuera el que le atribuye el demandante, siendo de ob- 
servar que entre aquéllos se hoce figurar artículos de sumo 
valor que la empresa m> estaría tampoco obligada a indem 
m'zar de acuerdo con el articulo 4 de la ley número 2,873 
v articulo 173 del código de comercio. 

Que a mérito de e-as con sideraciones y no siendo respon- 
sable^ porteador de las pérdidas ocasionadas por caso for- 
tuito, como es el incendio, pide que oport unamente sea re- 
chazada la demanda, con costas, 

Recibida la causa a prueba y producida la que se expre- 
sa en el certificado de tojas g& las ¡> a ** es Pintaron «SIS 
alegatos, quedando el pleito en estado fie sentencia. 

Considerando : 

Que en el presente juicio el actor reclama el cumplimien- 
to i\c un contrato de transporte, exigiendo la entrega de lo* 
electos transportados q en SU defecto, la indemnizac.tm de 
loa daño* v perjuicios, consistentes en el valor de aquéllos en 
el lugar v* tiempo en que debió efectuarlo la convención. 

Que la conrpañia fieman dada rcer noce haber recibido en 
la ciudad de Valparaíso para transportar a la de Buenos Aires 
fes ¿nitos de equipaje mencionados en la carta de in,rtc agre- 
gada a fojas ü. pero pretende eludir toda rcsponsabdulad 
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emergente del contrato de transitorte. fundada en la circuns- 
tancia de hal»er intervenido en dicho acto en calidad de mero 
agente o niandalaria de las empresas de ferrocarriles que ha- 
cen el tráfico entre las dos ciudades. 

Que el único antecedente en que se apoya esta defensa 
de la demandada, $ una leyenda inserta al margen de la carta 
de porte con el siguiente contenido: Ferrocarriles Trasandi- 
nos. Servicio internacional por con Hilera de Chile a Argen- 
tina". Kstas expresiones, apa ríe de ser ambiguas, desde que 
pueden también referirse a la ruta a seguir y a los medios de 
transporte que serian empleados para cumplir el contrato, re- 
lacionadas con las demás constancias del documento, pierden 
toda importancia como elemento de juicio para establecer el 
carácter en que intervino en ta negociación la sociedad de- 
mandada. I\n efecto, esta compañía no sólo ha suscripto y 
expedido a nombre propio la carta de porte de fojas 2 t sino 
que ha consignado en él la estipulaciones tendientes limitar 
sus responsabilidades por razón del transarte contratado, 
circunstancia esta última, que por si sola basta para demos- 
trar que la demandada obraba como empresa de transporte, 
toda wz que |mr lógica deducción y con arreglo a normas in- * 
terpretativas bien conocidas, ello importaba asumir toda las 
obligaciones emergentes del acto que no fueran excluidas por 
eláusnlns de la convención. 

Que a lo expuesto cal>e agregar que la misma denomi- 
nación de la empresa demandada demuestra que su tráfico 
normal lo constituyen Ids transportes, ya sea que los efectú.- 
con sus propios medios, o con los ele otras empresa*; y ese 
antecedente unido a los que suministra el contenido de la 
carta de t*trte, forma plena y concluyeme prueba de que el 
Expreso Yillalouga obró por cuenta propia y no como agente 
de otros porteadores al celebrar el contrato de que instruye 
el documento de fojas 2. 

Que como defensa de frmdo se ha alegado, en primer tér- 
mino, que el equipaje del actor quedó destruido en un incen- 
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■ liu (Hit? se produjo ni el furgón del irea durante el viaje.. Cu- 
tre las estaciones Las teletas y Laraisse del Ver roca rril al IV 
Vitico y i|iu-. tratándose de un saso" fonnitu. d porteador que- 
da exento de responsabilidad conforme n U » dispuesto en i*l ar- 
ticulo «7J ild código de comercio. 

One el hecho Ücl incendio y la deMrmvión de indos l<>* 

■ <¡uipaje>, e re los cuales se encontraba rl del demandante, 
ha -ido delúdanteme acreditado en el juicio ihéiliattté los iu 
formes de ministerios di- nhvas oública- \ ílfe hacienda 
agregadoá a t» 93 y fofas it>i de t$$o£ autos. 

Q'«e si bien en principio é iftcciidi» se presume caso ínr 
mito. M^ún lo ha declarado reiteradamente e-ta eOtte. < i'V 
llus. turnó S4. página 170 > lomo H*. página ^unv otros», 
esa -imple presunción ti» 1 hombre, puede ser desvirtuada l»oi 
nicas prueba- o presunci» »ne> de la- cítale* se infiere la exis- 
tencia de culpa o imprudencia ífa parle del | porteador O de 
>u- agentes. 

(Jue .lada- jas condiciones en <|Ue eran 1 raiisporiadns \&® 
c rectos del demandante. delte desean a rse la liítwítesis de ipir 
el incendio se haya producido por una agente interior, esto e- 
por una Otilia exiMcute dentro del furgón de -t ni i do. Ksa 
hipótesis, «liu- podría reputarse admisible -i ,-e tratase de un 
vehículo ílMe conduce materias inflamables o substancias '|Ui- 
micas Éiiáe^tiWes de descomposición o (pie al 1 le ira ni. ir se por 
rotura de los ■envases incendie los objetos \ecino-. e- de todo 
fuirtn inverosímil <|tu J pueda ocurrir dentro de un furgón 
.pie ha sido cerrado y sellado («ir l^is autoridades al trasvi 
licf la f ron lera ) '¡tu- no encierra sino lo- equipajes de los na- 
vajero- (i«e viajan en el nttSmü tren y la corres;«ondencta- 

One en cambio resulta acreditado |H»r tes informes de la 
oficina técnica del ministerio de obras publicas de la nación: 
,l) Que en el transí» ule de .|«e se Hala -e empleo leña como 
.■oiiibuslible : h) <|iir la leña produce ext ranrdiuaria cantidad 
-le chispas: «Jttc lo- dispositivo- de une e-táu provistas li- 
I.k-o» 11. -lora> ilel Krr mea rril al IVilico p ; ,ra evitar la si! i da 
de las chispa- hacia el exterior, un sofl bástanle eficaces par* 
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detener totalmente las que produce la leña: y d/ que ti iiu - 
góu incendiado correspondía la tipo de vehículos qnj pjgéee 
Ja mencionada empresa , que tienen respiraderos de persianas 
de madera, insuficientes para detener jkmt completo las chis 
pas desprendidas de la locomotora las que pueden, por lo tan- 
to, penetrar en los furgones | foja- <Vf< y 

Que relacionadas estos! hecho- con la circunstancia ífe 
>er inverosímil ijue el fuego haya tenido su origen en el in- 
terior del ("urgí 111 y con el antecedente de halicr ocurrido otro* 
accidentes análogas en las lineas de )a misma empresa ferro, 
viaria con breve* intervalos de tiempo, i Informe de fojas 68. 
puntas a), h) y c). surgen presunciones graves, precisas y 
concórdame* de que el incendio fué producido por las chis- 
pas de la locomotora y que desvirtúan la presunción general 
de caso fortuito, desde que esa causa e- imputable al portea- 
dor por no ha1>er empleado tn* medio-i apropiados para evi- 
tar el siniestro. 

<Jue en tales condiciono, la empresa demandada es res 
poitínhtc de la i>érdida del equipaje del actor, a quien debe 
indemnizarle e! valor de las efectos destruidos í código de Ctí- 
i nercio, artículos iój, 1(13. i~! y i^rjl. 

Que si bien no se ha producirlo prueba completa acerca 
del nútnero y calidad de los objetos que constituían dicho 
equipaje, ni es Risible tampoco deferir la apreciación de su 
valor a peritos arbii madores, atenta la circunstancia de haber 
-ido totalmente destruidos i»or el fttego. el monto de la in- 
demnización debe -er nrudencialmcnte estimado por el tribu- 
nal, teniendo en cuenta la naturaleza presunta de esos obje- 
tos y los demás antecedentes del caso, toda vez que ha quedad" 
establecida la obligación de reparar el perjuicio y que la exis. 
tencia de éste resulla del hecho mismo de la i Ardida de los 
efectos transportados. 

tjuv no ¡Hiede ser •bstáculo al recia) no materia ele este 
juicio el hecho de que el cargador hubiera asegurado con un 
tercero las cosas transportadas, desde que la indemnización 
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«pie la ley acuerda es independiente del daño realmente su- 
frido; y así como el damnificado no puede pretender sino el 
valor de los efectos, euakpúera que sea la importancia del 
ila fio que -e haya irrogado jwr la privación de las cosas 
perdidas, el acarread- ir tanqjoca puede aminorar mi resalí- 
aábilidad alegando que el perjuicio sufrido es^íwfétfé* al pre- 
cio de mercado eso< efectos por raxnjics extrañas al tra*- 
l»ortc. (Vívanle 'Traite de Uroil Commercial número 

One, por otra parle, al denunciar espontáneamente la 
existencia del seguro, el actor Ka afirmado «pie lá póliza no 
cubría totalmente el valor de las cosas transportadas y la sin- 
ceridad de esa manifestación se encuentra alonada Rpt la mis 
ma actitud del demandante, desdé (pie a los efectos de la in 
dem ni /ación que persigue en este juicio, ha descartado, del 
valor del equipaje, la suma que recihió del asegurador, apar- 
te de .pie aquella a ti r¡ nación no fué crnii radicha oportuna- 
mente. 

f lúe >i >e "teñe en cuenta el numero de bultos Tuateria 
del contrato, el (¡¡¡rio de los mismos y la naturale/.a. cantidad 
y calidad de los objeto* que necesariamente delpían contener, 
dado el antecedente de tratarse del equipaje completo de un 
representante diplomático en misión ante el gohieruo de este 
país, resulta suficientemente juncada la suma de nueve mil 
ciento se-enla irosos qué se consigna en la demanda como es- 
timación riel valor de los efectos destruidos. Deduciendo de 
ella, como lo ha solicitado el mismo demandante, el importe 
de fas trescientas noventa y cinco libra* esterlinas recibidas 
pur ratón del seguro y descontando también e1 Cajor presu- 
mible del reloj y botones de oro mencionados en la lista de 
fojas 4 «código 'de comercio, articulo 17,1). procede fijar en 
cuatro mil pesos el monto de la indemnización a cargo de la 

demandada. ; 

l'ur estos fundamciU'*. se condena a la Compañía Na- 
cional de Transporte^ Impreso Villah-nga a p:.gar al señor 
don Otto W'adsted, dentro del término de díe* días, la cantidad 
de cuatro mil pesos moneda nacional, con intereses a estilo de los 
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<]W cobra el Banco de la Nación, computados desde la fecha 
de la notificación de la demanda y las cosías del juicio. No 
repóngase el papé) y archívese. 

A. Mi;kmi;.|íi. - Nicanoh pxbl 
ÍSolak — D. E. Pauvcio. — 
J. Ficukkoa Au okta. — Ra- 
món Mknpkz. 



The í'alalinus il'arehousrs and Mole Company l.mt,, contra 
cí gobierne» de fo noción, sobre dcvolucién de sumas de 
dinero. 

Sumario; t." Se prescribe en el ténning establecido j»or el 
articulo 4.023 del código civil, un crédito contra la nación 
que se hace derivar de sueldos indebidamente pagados a 
los empleados encargados de fiscalizar (as operaciones 
aduaneras que se practican en los depósitos iKirti colares. 

2." 1*1 Art. .yjRí» y sus correlativos del código civil 
hablan de demandas y juicios, los une son diversos de las 
gestiones anlc el poder ejecutivo. 

Casa: Ix) explican las picáis siguientes: 



SlvNTKNClA líRt JíKÑíik JUEZ h'KlifiR.%1. 

Buriel A*m. Scrttrabie IT di l»lfl. 

Y vistos: Para definitiva tótos autos seguidos por The 
Catalinas YVarehouscs and Mofe C;° Ltcd.. contra el gobier- 
no de la nación, por «ievnhición de sueldos, de cuyo estudio 
resulta : 



no 
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Que a fojas ,} de e,*tos autos se présenla don Félix S. 
Barré por i a compañía actora y de conformidad con la venia 
otorgada por la ley ij/k/j entabla la presente demanda contri 
el gobierno nacional por devolución de la suma de ¿24.31.V-4 
pesos moneda nacional, pagados en concepto fie sueldos a los 
guardas fiscales de servicio' en sus depósitos desde agosto 
de 1S01 hasta abrí) de i*)7. con sus imere-e* y las costa- 
del juicio. 

Que su representada fue obligada por decreto de julio ¿o 
de 1891 del poder ejecutivo. -a pagar los guardas fiscales de 
-ervioio en sus depósito», obligación de la que reclamó a! po- 
der ejecutivo, reclamo que motivó la suspensión de dicho de* 
creto por algún tiempo, hasta que el poder ejecutivo ordenó 
él pago en ÍW$ destle 1801 : ante nuevos reclamos el j>oder 
ejecutivo dictó el decreto de j«ili< • ió, que exigió el pago in- 
mediato, bajo amenaza de suspender el giro de carga* n "Ca- 
talinas". 

Que ol «ligarla de esa manera su representada, pagó e*o> 
sueldos ha jo protesta, y siguió pagándolos en la misma for- 
ma, como se ha reconocido en el decreto de 5 de marzo de 
Í91 2;. basíá ií*o~ en que dejó de pagarlos en vista de la sen- 
lencia de la suprema corte recaída en el inicio seguido con 
el gohierrio. 

Que con e-e motivo la contaduría general formulo cargo 
¿1 la empresa por los sueldos de los guardas eme no fueron 
pagarlos \ comimió en sus gestiones, como consta eii el ex 
péchente 2.4*1$ C. de 1^1. Por otra parte la empresa se pre 
sentó al honorable congreso en 180,5 solicitando venia para 
demandar al poder ejecutivo por repetición de lar- sumas pa 
gada> sin míe aquel resolviera la correspondí, ule solicitud, 
continuando el trámite administrativo -e dicto. |x>r el poder 
ejecutivo el decreto de julio 18 de 1905, en el qne ordenaba 
;i ta contaduría general dejara sin efecto las cargos formula 
dos por concepto de sueldos de dichos empleados y basán- 
dose 111 lo< considerando-, del decreto su representada se pre 
Sentó inmediatamente a reclamar la devolución de ta pagado 
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jndebi Idamente con muer t'»r ida il bajo protesta, a lo <¡tte aece- 
-lió ef poder ejecutivo previo dictamen de la cant aduna ge- 
neral y del procurador <lcl tesoro, disponiendo la liquidación 
líe ía cantidad reclamada, 

íJhc vuelto el ex|H.'dienie al ministro tic hacienda con la 
liquidación efectuada. ct señor ministro t¡ue no era el ante- 
rior, decían» míe la i'eclai nación no procedía, por decreto de 
mayo 4 de lox*», con cuyo motivo la empresa presentó un es- 
trilo en que demostraba que jn-r una cuestión de forma que- 
daba resucito negativamente un caso claro, pero fué inútil: 
continuado.. los reclamos fuco ni definitivamente resuelto? por 
decreto de marzo 5 de Inmediatamente se reiteró la 

^ilicitud al honorable congreso y se consiguió ta ley núme- 
ro <M*)<> que otorgaba la venia referida. 

Ouc el derecho, que hace a mi parle, lia sido expuesto 
en et decreto de julio de 1005 por el propio poder ejecutivo, 
decreto en el que también se hacía constar que en el presu- 
puesto tiacitinal existía ima partida para pago de lo* guardas 
fiscales en ■ Catalinas" -111 que figurara en H cálculo di re 
cursos cantidad alguna que ci ir respi urdiera especialmmie a 
.iquilla. 

Que hoy lo> guardas fiscales en |o>* dejjosilos de Cata- 
linas Norte, son pagados por el lisiado. I.o eran de-de mayo 
de l8<)/\ Por lodo lo que pide que cu definitiva *e re-iiek*a 
i-sln demanda como lo lia solicitado. 

Corrido traslado de ta demanda, a fojas ¡3 lo evacúa el 
>.eñor procurador fiscal en representación ile la nación, según 
resulta del decreto de fojas' 12 y manifiesta: 

(Jne -e historian en la demanda los decretos dictados por 
el |H»der ejecutivo con motivo de los pagos que debía efectuar 
ta empresa, dejando establecido que ella ha pagado dichos 
-.neldos bajo protesta, hasta 1807 en que dejó de pagarlos" y 
agrega -que la empresa se. había preseniado ;d honorable con 
greso en 11)05 para obtener la venia, sin que éste o aquél re 
viviera la solicitud y que continuador los trámites adminis- 
trativos en 1 narzo 5 de M|12. el podi'r ejecutivo dictó un de- 
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creto negando la.s pretcnsiones de la adora y que de inme- 
diato se presentó la solicitiul al honorable congreso, obtenién- 
dose la fey respectiva numero oJ*/t en virtud de la cual se 
entabló la presente «le manda con fecha 10 de mayo de 1916. 

Que la actora se quiere fundar en los considerandos del 
decreto del poder ejecutivo de julio 18 de 1905, extrayendo 
de él condiciones que se hacen \aler en la demanda, pero 
fie delie tenerse presente que la inteligencia de dicho decreto 
lia sido «tal interpretada por la empresa, habiéndose aclara- 
do la mente verdadera aplicable al caso, en el decreto de ma- 
yo 4 de ojoó y consecuente el poder ejecutivo con este de- 
creto resolvió considerar nuevamente los reclamos de la em- 
presa y al efecto dictó en septiembre 8 de 1Q06 otro decreto 
en el que se establecían bases ampliatorias del criterio con 
que se encaraba el caso y se remitieran los antecedentes al 
honorable congreso, solicitándole qvte sancionara una ley que 
diera validez innegable a la dispuesto en el decreto le 18 de 
julio de iqos. puesto que acaso se habría resuelto sin base el 
f Ir jar cdn efecto los cargos fórmüládbs o mira la empresa en 
concepto de los sueldos de los guardas que jamás abono y que 
importaban t -n su época más de S 500.000 moneda nacional. 

ÍJue el poder ejecutivo por decreto de marzo 5 de u)U. 
confirmó las condiciones anteriores de marzo 4 y septiembre 8 
de Hjofi, decreto aquel en q»e se estudia con toda minucio- 
sidad, la situación legal de la empresa respecto al poder eje- 
cutivo, y que atenta su evidente vinculación con el fondo de 
la materia de que S€ ocupa la demanda, solicita del juzgado k> 
dé ¡*>r reproducido iu extenso. 

Que el error de considerar que un -imple proveído de un 
ministro acordando un trámite tenga fuerza de resolución de 
poder ejecutivo es lo (pie ha podido inducir a la adora a sos- 
tener que el [Kider ejecutivo dispu-o la liquidación y de con. 
siguiente la entrega de la suma reclamada. 

Qtte con las consideraciones y anu-cedentc* expuestos pre- 
ecdetUcmeute queda demostrada ta falta de derecho de la en» 
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presa actora para promover esta di-manda, desde que en todo 
momento el ]»oder ejecutivo lia reputado que el |>ago de di- 
chos sueldos estaba a cargo fie l;i empresa y sólo por excep- 
ción y como gracia esjiecial es que se levantó los cargos que se 
formularon a la empresa en concepto de los sueldos y no abo- 
nados, pero si se considerase que la empresa mi debiera su- 
fragar los gastos y i\\\v esta demanda pudiera prosperar, ad- 
vierte que en el presente lia caducado el derecho que en su 
caso asistiría a la empresa y en su virtud nada puede repe- 
tir del gobierno nacional, romo devolución de suma de dinero, 
pues como se dice en el decreto de marzo 5 de 1912 "que si 
bien es exacto que los pago* de sueldos cuya devolución se 
gestiona, fueron hechos por al empresa hajo protesta* 110 lo 
es menos que pasaron más de ocho años desde el último de 
los pagos (abril de 1807 a julio de 1*105 k sin que aquéllla 
hiciera gestión alguna tendiente a nhu- - la devolución fie las 
Mima* pagadas". Circunstancia esta que revela la conformi- 
dad ge la empresa con los hechos consumador ya que no hay 
razón para presumir que ignorara las disposiciones de la ley 
que lija el plazo dentro del cual habría |)odido deducir la ac- 
ción correspondiente. Las protestas en tales condiciones no 
quitan a los sueldos protestados el carácter de casos resuel- 
los, ni modifica la situación de la empresa desde míe no pue- 
den dar perpetuidad a un decreto cuyo ejercicio está subor- 
dinado a prescripciones légale:- expn-as que no han sitio ob- 
servadas. 

Que desde el último pago en abril de 1807. hasta l;i fecha 
de la intetposición de esta demanda en mayo JO fie lyió, no 
se ha deducido la acción judicial correspondiente al reintegro 
de las sumas que se dicen indebidamente pagadas. luí su vir- 
tud, han transcurrido 19 años sin qtie la empresa aetora baya 
gestionado ante la justicia nacional el remedio de una situa- 
ción que reputaba vulneradora de sus intereses, habiéndose 
por lo tanto extinguido el derecho que pudiera halier asisti- 
do a la aetora. atento el tiempo transcurrido, de acuerdo con 
los artículos ,\.*U7* ¿-*>4Q> .1-05 1 y concordantes del código ci- 
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vil. |>or lo que solicita -i- (lucían- operada ta preserqícióji de 
¡icnerdo con el articulo 4.0*3 del mismo código. 

Oue por otra |«irtf. no puede argumentarse de que como 
la luición nu pOécle ser demandada -inó después de que ella 
liaja rehusado el derecho redamado, de&a comenza-- a correr 
el t cimillo de -le la lecha de ta denegación de dicliu derecho. 
Sostiene que el plazo corrido en este caso dehe contarse des 
de abril de \&>j hasta mayo ■ » de tiempo durante el 
cual parmaneció inactivo en b relativo a acciones judiciales 
la empresa actor». Y aun subiendo que el decreto de ju- 
lio iS de hk>5 reconociera to> derechos que reclama ahora 
la empresa, siempre habrían transen ni di. más. de diez año- 
desde esa fecha lia-la- mav le uno. en que ^e radico la 

presente demanda. 

\bieila la causa a prueba $e produjo |mi ambas partes 
la que instruye el certificado del actuario de fojas sobre 
cuy., mérito alegaron a fojas afi y Jo. quedando estos autos 
. para definitiva. 

V ce (Mete raudo: 

1 >iu la primera cuestión a resolver e» la relativa a la 
prese ri|»ei 611 opuesta por el señor procurador fiscal a la acción 
instaurada ¡*.r la límpre-a Catalinas para obtener la dcvoln 
ción de la suma de pesos 224.313.24 moneda nacional, que abo- 
110 |H>r concepto de sueldos indebidamente pagados a lo- em- 
pleados encardados de fiscalizar las operaciones aduaneras que 
se practicaban en los delitos <<e su propiedad desde agosto 
de iSot hasta abril de 1N07- 

Om* del estudio del espediente ¡iduhni-1 talivo agregad" 
resulta que la Sociedad Anónima "Catalinas" efectuó el pago 
de los referidos empleados fiscales hasta abril de <b* 
acuerdo cotí ta resolución del tninislerio de hacienda en ju- 
lio (6 de sin observación posterior alguna, no obstante 
haber hecho los pagos hain la coneq endiente prnte-ta. como 
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Jo demuestra concluyentcmente lo manifestado en su prcsen- 
i ación tle abril 18 de ií*jy que cora- a fojas 49, al decir que 
no pretende ta recwisii le ración dé los decretos de marzo y 
julio de sino que tomando en consideración el derecho 

que le ha reconocido la senrdrieia ríe Ja suprema corte, se re- 
suelve im legalmente puede atenerse aún. fine está obligada 
íi pagar los sueldos de los guardas. 

Que recién ocho ños más tarde, en julio 31 de con 
motivo del decreto del ¡>oder ejecutivo tle julio 18 de 1905 or- 
denando la anulación de Jos cargos formulados por la conta- 
duría señera! de la nación, respecto a los sm idos i m] jagos tle 
los empleados fiscales que prestaban servicios en sus dep. Vi- 
lo- desde abril de 189" inició b'tnpresa "Catalinas'* la re- 
clamacióu que corve a fojas 73 fie] expediente adjunto, pre- 
tendiendo la devolución de las sumas abonadas con anterio- 



Que como su. ve la cuestión a resolver se limita a Ja re- 
petición que pretende Ja sociedad "Catalinas" por los si 
abonados de iftji a 181/7, mientras que el decreto de julio 
de 1005. que corre a fojas .í, se refiere a la anulación de car- 
gos formulados por la contaduría, ]>nr sueldos que aquélla se 
resistía a alionar desde el año 1807. en cuya oportunidad el 
jtoder ejecutivo decretó la improcedencia de ios iwsmos. 

Que por et contrario la referida gestión administrativa 
fué resuelta por decreto riel poder ejecutivo, de marzo 4 
de ifjoíj y marzo 5 de 10,12 según consta a fojas 16 y 92, no 
habiendo lugar ;i la devolución solicitada por la empresa de 
pósito y muelle de las Catalinas, motivando la presentación 
ante el honoralilc congresu para demanda, a la nación e ini 
ciando esta demanda el 10 de mayo de nji'í. 

(¿ne planteada la cuestión en lo- términos relatados, e* 
el caso de aplicar lo dispuesto en el artículo 4.023 del códi- 
go civil, al preceptuar que toda acción personal por deuda 
exigihlc se prescribe a los diez años entre presentes y veinte 
entre ausentes, y en cuya virtud preciso es rconocer que aque- 
lla está pie-cripta, desde que habiendo efectuado el pago la 
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Kmpresa Catalina"» en los años trascurridos de 1891 a 1S07 ha 
dejado transcurrir más de diez áftos sio instaurar la presen- 
te acción, consintiendo la negativa del SilgerioT gobierno a de- 
volver tas sumas redamadas, según se desprende del escrito 
de fojas 49 y del decreto de jptarao 4 de 1906, 

Y no se diga que las referidas actuaciones administrati- 
vas interrumpieron la prese rij xión, jiorque de acuerdo con I» 
dispuesto en el articulo V>&> del código civil ésia * inte- 
rrumpe por demanda contra el poseedor aunque r-ca ínter - 
pue-la ante juez i no .máteme y aunque sea nula por de- 
fecto de forma, To muí no lia sucedido en el caso fié }»d¡cr 
v ]'» tiene consagrado la jurisprudencia de la o ule suprema 
en el fallí • que registra el lomo 11 i. página 6& 

fjue tampoco puede admitirse la defensa opuesta de que 
]a presen (H-ión lia sido interrumpida por reconocimiento ex 
preso del poder ejecutivo, pues la resolución del ministerio de 
hacienda a foja- 77 mandando practicar a la contaduría ge- 
neral la liquidación de la suma ¡pe eorres|x.nderia .le volver 
por el pago efectuado bajo protesta, de los empleados ti sea- 
les, a <|iie alude la demanda, no tiene el carácter de recono 
cimiento expreso o tácito por parte del deudor, que exige el 
articulo voAmIc! código civil, desde que se trata de una sim- 
ple resoinción ministerial que tu» tiene los requisitos ni la 
f-terza de un decreto que requiere la firma riel presidente de 
la república v del ministro reactivo, debiendo tener pre 
senté a este respecto, que en toda la gestión administrativa, 
tos decreto* del poder ejecutivo fueron siempre contrarios a 
la devolución de los .sueldos reclamados según consta a fo- 
jas [<>, ty¿ y 104 del expediente agregado. 

I'or estos fundamentos, fallo: Haciendo lugar a la pres- 
eripcion opuesta {** el fcsfior procurador fiscal en la pre 
senté demanda, instaurada por la Km presa lXmósitos y Mue- 
lles de Catalinas contra el gobierno de la Nación con las cos- 
tas en e¡ orden causado. Notifiquen y repónganse las foja-. 
Manuel R. rff Aiu horcna. 
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Sl-VTENilA ItK feS CÁMARA FEDKftAt. 

Bueaoi Aim, Febrero n- 4c 105». 

V vistos; Por su> riindamemo.N y concordantes del es- 
trilo del señnr procurador fiscal de foja-. 53, se confirma la 
-enleneia apelada, y sin costas, en atención a que el rechazo 
de la demanda está fundado en la excepción de prescripción 
opuesta coi: o defensa por el gol tiento de la nación en esta 
cattsa promovida por The Catalinas Warchotises and Mole 
Co. I.ied. Notifíqnese y rc|N>ngaiise las fojas en primera ins- 
tancia. — 7\ .trías. — .1. Urdinamihi. Marcelino Esra- 
lada H .1 Mazar Anthnreua. 



Hucnct» Airen, Octubre » 4* ltw«. 

Vistos y considerando: 

Qjgfc en ta demanda deducida :i fojas .1 con la venia le- 
gislativa contra el gobierno de la nación por la Sociedad IV 
pósitos y Muelles de Las Catalinas, se gestiona la devolución 
de sumas ele dinero pagadas por dicha sociedad en concepto 
de sueldos a los guardas fiscales de servicio ett sus depósitos 
desde el ñu s de agosto de 1891 hasta abril ríe 1897* con más 
sus intereses y las costas del juicio, demanda conlra la que se 
ha opuesto entre otras defensas por el procurador fiscal, la 
excepción de prescripción, fojas || a 19. 

Que resolviendo esta excepción ta sentencia apelada de 
f«.jas .ífi. que confirma la del juez de la causa corriente a fo- 
jas 34. declara operada la prescripción con arreglo a b dis- 
puesto por artículo 4.02$ de! código por haberse dejado trans- 
currir más del termino señalado por la ley dentro del cital 
debió instaurarse la demanda como lo demuestran las constan- 
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cias de autos de que >c \Wm "¿ñu* epiíe fundamento de 

este fallo. é 

QUC lo* rcelatww administrativo* mencionad.., por !a fle 
,,,ndante. carece» de los efectos legales consagrados por el 
articulo ^ 'leí código civil |*»r cnanto este articulo y m 
correlativos hablan <fe demandas y /uiYm¿ míe *» casos <h. 
yeto*, ile las gestiones ante el poder ejecutivo, como se ha 
declarado constan teniente «or esta corte entra otras causas, 
en la- oue se registran en el torno <J7, JÉtíü 357: tomo 103, 
página 155 ; tomo 104. página i*¿ y tomo ITI, ingina »>> «Y 
la colección de sus fallos. 

One es de overearse además tjue no resulta de autos de- 
bidamente acreditarlo un reconocimiento «prca» » tácito de 
las deudas por parte de! poder ejecutivo en la. comilones 
del articulo del código civil citado. Las resolución 

administrativas recaídas en las diverjas gestiones de la so. 
Ciedad demandante han sido contrarias al pedido formu.arto 
por ella. lo que W$&m decir que carece de base la ateni- 
do al respecto como lo demuestran también los antecede!» 
tes mencionados a fojas 43 y 44 de la sentencia de fojas 

Por ello y sus fundamentos se confirma la sentencia ape- 
lada de foias 50, sin especial condenación en costas atenta te 
naturaleza de las excepción^ opuestas. Notif.quese y devuel- 
va!^ reponiéndose las fojas ante el juzgado de origen 

A. Hekmejo. - Nicanor O. del 
Solar, — D. E. Palacio. — 
Ramón 



